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COMUNICACIONES

N°. I í 79.— República del Ecuador.— Ministerio de Gobierno 
y  Previsión Social.— Sección de Justicia.

Quito, a 15 de julio de 1933.
Sr. Rector de la Universidad Central.
Presente.

El Sr. Dr, Carlos A . Berrneo, residente en Nueva York, en 
nota fechada el 17 de junio ultimó, me dice:

«2 Rector Street, N ew  Y ork  City, junio 17 de 1933.— Sr. 
Ministro de Justicia. Quito, Ecuador.— Sr. Ministro:— N o sé sí 
corresponda a su departamento o a otro Ministerio, los datos que 
a continuación pido por encargo de una importantísima sociedad de 
Estados Unidos, que va a hacer el mejor uso de estos datos en 
pro del buen nombre del Ecuador. Caso que corresponda a otro 
Ministerio, pido a su benevolencia que se dígne enviar a quién 
convenga esta petición. Se necesita un detalle completo, lo más 
completo posible, de todos los libros, folletos, artículos publicados 
en revistas y  periódicos, caso que puedan encontrarse en las libre­
rías del país, con relación a los siguientes tópicosr

1.
2.
3.
4.
5.
6.
7.
8.

Código Civil.
Derecho Constitucional y Administrativo 
Leyes económicas.
Legislación sobre la tierra.
Derecho Internacional Público y  Privado. 
Derecho Criminal.
Procedimiento Civil y  Criminal. 
Miscelánea.

,/ s ? '
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La información debe contener los siguientes datos:
1. Nombre del autor.
2. Nombre del libro, folleto o artículo.
3. Si fuese un artículo, su título, año, número y  página de 

la revista o periódico en que se haya publicado.
4. Si fuese un libro o un folleto el nombre y  dirección del 

editor y  el año de su publicación.
5. El número de páginas.

Sería conveniente que todas estas referencias fuesen hechas 
en hojas sueltas, usando solamente el un lado del papel, y  ponien­
do por series o categorías, primero los libros y  los folletos y  los 
artículos en periódicos y  revistas en otra sección. N o se le ocul­
ta al Sr. Ministro que se trata de una labor de propaganda científica 
y me he encargado yo de hacer esta petición, dejando a un lado 
mis quehaceres profesionales, porque, como ecuatoriano, quiero con­
tribuir a que se difunda el nombre de la Patria en los centros 
científicos y  comerciales. Como Ud. abrigará los mismos ideales, 
espero su cooperación. De Ud. muy atento, seguro servidor y 
compatriota, (f.) Carlos A . Bermeo.

Transcríbole con el fin de que se sirva consultar la posibili­
dad de que el Sr. Secretario de la Universidad, de la que es Ud. 
digno Rector, suministre los datos que se demandan en la nota 
precedente.

Honor y  Patria,
(i.) M. R. Balarezo

N°. 1414—República del Ecuador.— Ministerio de Gobierno 
y  Previsión Social.— Sección de Justicia.

Quito, a 31 de agosto de 1933.
Sr. Rector de la Universidad Central.
Presente.
El Sr. Dr. Carlos A. Bermeo, desde Nueva York, me dirige 

la siguiente nota, con fecha 15 del actual:

«Acuso recibo de su carta de 20 del mes p. p. en la que se 
digna Ud. transcribirme la comunicación que, bajo el número 416, 
ha enviado a Ud., el 18 del mismo mes, el Sr. Rector de la Uni-
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versidad Central. Dígnese Ud. hacer presente el Sr. Dr. P. A. 
Suárez, mí reconocimiento por la cooperación que él me ofrece al 
darme los datos que había pedido en mí carta del 17 de junio úl­
timo. «T he Bar Associatíon of New Y ork», una entidad de juris­
tas muy respetable, trabaja actualmente una obra de verdadero 
aliento sobre los estudios jurídicos que se ha hecho en Sur-A m é­
rica y  con ese anhelo de que conste también en esta obra, algo 
relativo al Ecuador, era por eso que me permití solicitar de Ud. di­
chos datos. Espero que ellos vendrán con la oportunidad debida. 
Con sentimientos de especial consideración para el Sr Ministro, me 
suscribo como su atento amigo y  compatriota, (f.) Carlos A . 
Bermeo».

Lo transcribo a Ud. para su conocimiento y más fines.

Honor y  Patria,
(f.) José María Ayora

N .° 45.— Universidad Central.— Rectorado.
Quito, enero 19 de 1934.
Señor Ministro de lo Interior, en el Departamento de Justicia.
Presente.
El Sr. Dr. Dn. Cristóbal Salgado, Secretario General de la 

Universidad Central, en oficio N .° 23, de ayer, me dice:

«En fecha 15 de Julio del año próximo anterior, se sirvió Ud. 
transcribirme el oficio dirigido por el señor Ministro de Justicia, 
en el que se recomienda, [a solicitud del señor doctor Carlos 
A . Bermeo, residente en la ciudad de New York, la realización 
de un análisis detallado, lo más completo posible, de todas las 
publicaciones que se hubieren efectuado sobre las siguientes mate­
rias:—  I. Código Civil.— 2. Derecho Constitucional y  Adminis­
trativo.— 3. Leyes Económicas.— 4. Legislación sobre la tierra. 
— 5. Derecho Internacional Público y  Privado,— 6. Derecho 
Criminal.— 7. Procedimiento Civil y  Criminal.— 8. Miscelánea. 
— N o vacilé un momento en aceptar el honroso encargo, porque 
juzgaba que cumplía con un deber y  que, por lo menos, mi v o ­
luntad y  entusiasmo suplirían mi falta de conocimientos para 
recopilación tan importante? y, a no dudarlo, Ud. me ordenó que
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realizara este trabajo, en virtud de la insinuación constante en el 
oficio del señor Ministro, lo que igualmente obligaba el cumplimiento 
de esa delicada comisión.— En mi vida estudiantil, en el ejercicio 
profesional y  en las diversas actividades que me ha correspondido 
desempeñar, siempre observé que nuestra bibliografía jurídica era 
escasa, comparada con la de otros países, y  que una fuente de 
información completa había de encontrarla en la importante publi­
cación sobre ramos jurídicos: la «Revísta Forense», órgano de la 
docta Academia de Abogados de Quito.— Y , con mayor razón 
resolví extractar de ella, siquiera sumariamente, los luminosos 
conceptos vertidos en alegatos, en el seno de las sesiones de la 
Academia, cuanto que, como se expone en las finalidades de su 
fundación, sus objetivos principales han sido, en todo momento: 
«Agrupar moralmente a los abogados, sirviéndoles de medio de 
inteligencia y  comunicación; arraigar en su ánimo el convenci­
miento íntimo de la solidaridad de sus más elevados intereses; 
llamarlos a la colaboración eficaz, en orden a sus comunes aspi­
raciones y  anhelos, y cimentar entre éllos el espíritu de confra­
ternidad y de mutua consideración, que de ninguna manera es 
incompatible con las luchas profesionales o cientificás, ni con la 
serena y decorosa discusión de las cuestiones prácticas en el foro». 
— Bastaban estos propósitos para darse cuenta de la importancia 
suma de la «Revista Forense», en la que han colaborado eminen­
cias del foro ecuatoriano, enunciando sus conocimientos e impul­
sando el desenvolvimiento de la jurisprudencia nacional.— Corres­
ponde anotar, que, precisamente los Poderes Públicos, muy pronto 
se informaron de la fructífera labor de la Academia de Abogados 
.de Quito, y  le encomendaron el estudio y revisión de nuestros 
Códigos, autorización que consta en Decreto Legislativo de 30 de 
Setiembre de 1912.—Es por ello que, de acuerdo con el escaso 
tiempo de que dispongo, creí necesario, como primera parte, y 
reservándome completar luego, en un Segundo Libro, emprender 
en la revisión de los 111 volúmenes hasta hoy publicados de la 
«Revista Forense». — Según las comunicaciones a las cuales me 
refiero, el señor doctor Bermeo, persigue, patrióticamente, realizar 
obra de propaganda, a petición de «The Bar Assocíation of New 
York», «una entidad de juristas muy respetable, interesada en la 
publicación de una obra de verdadero aliento sobre estudios jurí­
dicos que se han hecho en Suramérica, para que conste algo re­
lativo al Ecuador».—Muy natural que, para finalidad tan recomen­
dable, como la del doctor Bermeo, era menester, ante todo, referirse 
a los estudios de los últimos lustros, diremos a la legislación vi­
gente en el Ecuador, ya que lo publicado con anterioridad por sa-
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bíos de la legislación ecuatoriana, consta en la «Revista Forense» 
como comentario, argumento o referencias.— Por otra parte, los 
fines de la Academia se han cumplido ampliamente: ha sido su 
órgano de publicidad al que han acudido los abogados ecuatoria­
nos, para consignar sus apreciaciones, para anotar las deficiencias 
de la legislación, para colaborar, en fin, en el complejo campo de 
las leyes, buscando sus remedios, procurando su difusión y  desen­
volvimiento. Por lo mismo, bien podemos decir que es la «Re­
vista Forense» la que ha recogido todas las iniciativas, las aspi­
raciones del profesional, y  fuera de ella son muy reducidas las 
publicaciones que sobre nuestros códigos y  leyes secundarias se 
han verificado.— He creído, bajo otra consideración, que a la vez 
que respondía al anhelo de un colega, mis vinculaciones con la 
Universidad Central y  por consiguiente con sus alumnos, me im­
ponían el deber de serles útil, suministrándoles las fuentes de in­
formación y  fomentando la consulta, en orden a nuestros problemas 
jurídicos y  a su espíritu.— La legislación de un pueblo es singular: 
debe marchar de acuerdo con sus necesidades, con su ambiente y 
base de cultura. M uy cierto también, la legislación comparada 
asegura la eficiencia de las instituciones; sin embargo, la modalidad 
peculiar de costumbres y de intereses, -obliga la formación de leyes 
adecuadas al vivir colectivo.—-Es mí propósito, como dejo anun­
ciado, continuar en el análisis sintético de lo que se hubiere publi­
cado en el Ecuador, acerca de los ramos indicados por el señor 
doctor Bermeo en su comunicación; pero, no se ocultará al criterio 
del mismo interesado y  del señor Ministro de Justicia que, para 
labor tan árdua, necesito de un tiempo mayor. Me propongo, por 
tanto, recoger pacientemente, por ejemplo en la Revísta de la So­
ciedad Jurídico Literaria y  en las demás de igual importancia, 
todo aquello que constituya fuente de consulta y de conocimiento 
de los principios y  doctrinas que se han sostenido' por profesiona­
les ecuatorianos.— Para terminar, suplico a Ud., señor Rector, 
como también al señor Ministro de Justicia y  al señor doctor Ber­
meo, se sírvan acoger mí modestísimo trabajo, no como una obra 
positiva y  de valor, sino como un ensayo de algo que pudiera 
servir para que personas capacitadas lo completen y  permítan al 
abogado una fuente segura y  rápida de información y  difusión de 
los conocimientos jurídicos.— M uy obsecuente servidor,— (f.) Cris­
tóbal Salgado,— Secretario General».

Al transcribir a Ud., señor Ministro, la comunicación del Se­
cretario General de este Plantel, doctor Cristóbal Salgado, y re­
mitirle el ejemplar de su trabajo analítico, original, debo manifestar­
le que el autor, con sobra de razón, se ha limitado no a la cata-
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logación simple y llana de lo que se ha publicado en el Ecuador: 
su obra es más interesante, desde luego que se ha propuesto deta­
llar y  examinar los principios y  doctrinas jurídicas de prominentes 
abogados ecuatorianos.

Como expone el doctor Salgado, en volumen posterior, com­
pletará la información que solícita el doctor Bermeo.

Sírvase, por consiguiente, señor Ministro, dictar las órdenes 
del caso para que el Libro que acompaño al presente oficio, llegue 
a su destino, perfectamente acondicionado y  con las seguridades de 
que ha menester.

Muy atentamente,
(f.) P. A. SUAREZ,

Rector.

N.° 123.— República del Ecuador.— Ministerio de Gobierno 
y  Previsión Social.— Sección de Justicia.

Quito, a 22 de enero de 1934.
Señor Rector de la Universidad Central.
Presente.
Cumplo con el grato deber de avisar a usted recibo de su 

muy atenta' nota N.° 45, de 19 de los corrientes, con la que se 
ha servido remitir a este Despacho un ejemplar del Volumen I 
de la obra del señor doctor don Cristóbal Salgado, Secretario de 
la Universidad Central, intitulada «Principios y  Doctrinas que in­
forman la Legislación Ecuatoriana, según el contenido de la «Re­
vista Forense», órgano de la Academia de Abogados de Quito».

Y , al hacerlo, quiero, en primer término, dejar expresa cons­
tancia del agradecimiento de este Ministerio por la atención con 
que usted y, de manera especial, el señor doctor Salgado se han 
dignado deferir al pedido que les formulara, con vísta de una co­
municación dirigida, desde Nueva York, por el señor doctor don 
Carlos A. Bermeo. Luego, en acto de estricta justicia, aplaudir, al 
señor doctor Salgado por el inteligente trabajo que ha llevado a 
cabo, el cual viene a enriquecer nuestra incipiente bibliografía jurí­
dica, llenando un vacío hondamente sentido y constituyendo un 
poderoso auxiliar para el conocimiento de la génesis y  espíritu de 
las instituciones que nos rigen y  para la más fácil dilucidación de 
los problemas jurídicos que a diario se suscitan.
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Para concluir, me cumple manifestarle que este Ministerio es­
ta listo a auspiciar la publicación de tan importante obra, si acaso 
la Universidad no lo hace por su cuenta, y que vería con especial 
agrado que el señor doctor Salgado la complemente, lo antes po­
sible.

Termino participándole que la referida obra se ha enviado a 
«T h e  Bar Associatíon of N ew  York», por la vía diplomática.

Honor y Patria,

(f .) losé Rafael Bustamanto.

N°. 160.— República del Ecuador.— Ministerio de Gobierno y 
Previsión Social.—-Sección de Justicia.

Quito, a 29 de enero de 1934.
Señor Rector de la Universidad Central.
Presente.
El señor Ministro de Relaciones Exteriores, en nota N°. 10, 

fechada el 24 del actual, me dice:

«Siguiendo las instrucciones de su atenta nota N°. 124, de 22 
del presente, he remitido a la Legación en Washington el volumen 
sobre «Principios y Doctrinas que informan la Legislación Ecua­
toriana» obra erudita y de positivo valor debida al talento y con­
sagración del señor doctor Cristóbal Salgado, Secretario de la 
Universidad Central, preparada por encargo del señor doctor Car­
los A. Bermeo para «The Bar Associatíon of New York». He ins­
truido al Ministro en Estados Unidos que envíe dicho volumen a 
la Asociación nombrada y comunique al doctor Bermeo la forma 
brillante como ha quedado cumplido su encargo. Por mi parte 
felicito, por su digno intermedio, a la Universidad Central y al 
doctor Salgado, por la manera como ha desempeñado el honroso 
cometido, para bien y  lustre de la Patria. Soy de usted atento y 
seguro servidor, (f.) J. G. N a v a r r o » .

Transcríbole para su conocimiento y fines consiguientes.

Honor y Patria,
(f.) José Rafael Bustamante.
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N.° Ié l.—República del Ecuador.— Ministerio de Gobierno y 
Previsión Social.— Sección de Justicia.

Quito, a 29 de enero de 1934.
Señor doctor don Cristóbal Salgado, Secretario de la Univer­

sidad Central.
Presente.

El señor Ministro de Relaciones Exteriores, en nota N.° 10, 
fechada el 24 del actual, me dice:

«Siguiendo las instrucciones de su atenta nota N.° 124, de 22 
del presente, he remitido a la Legación en Washington el volumen 
sobre «Principios y  Doctrinas que informan la Legislación Ecua­
toriana», obra erudita y  de positivo valor debida al talento y  con­
sagración del señor doctor Cristóbal Salgado, Secretario de la Uni­
versidad Central, preparada por encargo del señor doctor Carlos A. 
Bermeo para «The Bar Association of New Y ork».— He instruido 
al Ministro en Estados Unidos que envíe dicho volumen a la 
Asociación nombrada y comunique al doctor Bermeo la forma 
brillante como ha quedado cumplido su encargo. Por mi parte 
felicito, por su digno intermedio, a la Universidad Central y al 
doctor Salgado, por la manera como ha desempeñado el honroso 
cometido, para bien y  lustre de la Patria.— Soy de usted atento y 
seguro servidor,— (f.) J. G. Navarro».

Transcríbole para su conocimiento y  fines consiguientes.

Honor y Patria,

( f . )  losó Rafael Bustamante.

Núm. 95.—Universidad Central.—Rectorado.
Quito, Enero 31 de 1934.
Señor Doctor Cristóbal Salgado,
Secretario General de la Universidad Central.
Presente.

El Sr. Ministro de Gobierno y  Previsión Social, en la Sección 
de Justicia, en oficio N.° 160, de 29 del actual, me dice:

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



«Señor Rector de la Universidad Central— Presente__El se­
ñor Ministro de Relaciones Exteriores, en nota N.° 10, fechada el 
24 del actual, me dice: «Siguiendo las instrucciones de su atenta 
nota N.° 124, de 22 del presente, he remitido a la Legación en 
Washington el Volumen sobre «Principios y Doctrinas que infor­
man la Legislación Ecuatoriana», obra erudita y de positivo valor 
debida al talento y  consagración del señor doctor Cristóbal Salga­
do, Secretario de la Universidad Central, preparada por encargo 
del señor doctor Carlos A. Bermeo para «The Bar Associatíon of 
New York.—He instruido al Ministro en Estados Unidos que en­
víe dicho volumen a la Asociación nombrada y  comunique al 
doctor Bermeo la forma brillante como ha quedado cumplido su 
encargo.—Por mi parte felicito, por su digno intermedio, a la Uni­
versidad Central y al doctor Salgado, por la manera como ha 
desempeñado el honroso cometido, para bien y  lustre de la Patria. 
— Soy de Ud. atento y  seguro servidor,— (f.) J. G. Navarro».»— 
Transcríbole para su conocimiento y  fines consiguientes.—Honor 
y Patria,— (f.) José Rafael Bustamante».

Este Rectorado se adhiere, complacido, a la muy justa felici­
tación del señor Ministro de Relaciones Exteriores y, junto con 
su aplauso, expresa a Ud. su congratulación porque la inteligente 
labor que ha sabido coronar con tanto éxito, honra a la Universi­
dad de la cual es Ud. su muy digno Secretario General.

Atentamente,
(f.) Luís F. Chaves,

Vicerrector, Encargado del Rectorado.

Marzo 19 de 1934.
Sr. Dr. Cristóbal Salgado, Secretario de la Universidad Central.
Quito, Ecuador, S. A.
Muy apreciado amigo mió:
Su precioso libro, «Principios y Doctrinas que informan la Le­

gislación Ecuatoriana, según el contenido de la Revista Forense, 
Organo de la Academia de Abogados de Quito», llegó oportuna­
mente a mis manos, por envió que me hizo el Ministro del Ecua­
dor en Washington.
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Dicha obra me fue grato poner en manos del Secretario de 
«The Bar Associaton of New York».

Quiero manifestarle que su libro ha sido colocado entre las 
obras más valiosas que tiene esta Asociación, y  me ha sido gra­
to oir los comentarios más favorables acerca de su trabajo.

Tengo el placer de enviarle original el Acuerdo pasado por 
el Comité Ejecutivo de la mencionada Corporación. Otra copia 
igual envío al Ministro del Ecuador en Washington, para que él 
haga llegar a su poder por intermedio del Ministro de Relaciones 
Exteriores.

«The Bar Association» está deseosa de obtener una colección 
integra de la Revista Forense, medíante el pago de su valor res­
pectivo y  seria muy conveniente que Ud. buscase esa colección y 
me la mandara, a fin de dar los pasos necesarios para que destinen 
los fondos que se han de pagar al que remíta esa colección. Ud. 
comprende, que ella viene a ser el complemento de su trabajo.

Le felicito cordialmente por su obra y  espero que muy pronto 
continuará Ud. escribiendo el segundo tomo.

Soy de Ud. muy atento amigo y  servidor,

(f.) Carlos A. Bermeo.
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Considerando y Resoluciones iomadas por e! Comité Ejecutivo de la 
Asociación del Foro de la ciudad de Nueva York en la 
sesión celebrada el 7 de marzo de 1934.

Por cuanto se ha presentado a la Asociación del Foro de Nue­
va York, por intermedio de su Excelencia el Sr. C. E. Alfaro, Mi­
nistro del Ecuador en Washington, a petición del Ministro de 
Relaciones Exteriores, un tratado valioso y único escrito por el Dr. 
Cristóbal Salgado, Secretario General de la Universidad Central 
de Quito, que se titula «Principios y Doctrinas que informan la 
Legislación Ecuatoriana, según el contenido de la Revista Foren­
se, órgano de la Academia de Abogados de Quito».

RESUELVE EL COMITÉ EJECUTIVO,

de la Asociación del Foro de Nueva York, en representación de 
dicha Asociación, aceptar el obsequio del tratado escrito por el Dr. 
Salgado;

Expresar al Dr. Salgado las gracias y el aprecio de esta Aso­
ciación por su generoso obsequio;

Que este Comité exprese su reconocimiento al Ministro de 
Relaciones Exteriores del Ecuador y  a su Excelencia el Ministro 
del Ecuador en Washington por su cooperación en este asunto; y,

Encargar al Secretario de este Comité, que remita copias de 
estas resoluciones al Dr. Salgado y  su a Excelencia el Sr. C. E. 
Alfaro.

(f:) George Roberts.
Secretario del Comité Ejecutivo.
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Marzo 16 de 1934.
Dr. Cristóbal Salgado, Secretario General de la Universidad 

Central.
Quito, Ecuador.

Muy Sr. mió:
La Asociación del Foro de la Ciudad de Nueva York está ' 

hondamente reconocida por el obsequio a la Asociación del libro 
escrito por Ud. sobre las Leyes y  trámites legales ecuatorianos.

Como Secretario del Comité Ejecutivo, me es grato acompa­
ñar a la presente, una copia de las resoluciones debidamente adop­
tadas por el Comité Ejecutivo, en su última sesión.

De Ud. sinceramente,

(f.) George Roberts.
Secretarlo del Comité Ejecutivo.

Marzo 14 de 1934.
Dr. Carlos A. Bermeo.
2 Rector Street, New York City.

Estimado Dr. Bermeo:
Acompaño a, la pte. las resoluciones que fueron debidamente 

adoptadas por El Comité Ejecutivo de la Asociación del Foro de 
Nueva York en su última sesión con respecto al libro del Dr. 
Cristóbal Salgado.

Puedo asegurarle, que el Comité entero estuvo impresionado por 
este obsequio y  grandemente reconocido del trabajo del Comité de 
Derecho Extranjero que obtuvo como resultado este valioso ob­
sequio.

También acompaño una carta a su Excelencia C. E. Alfaro 
con respecto a este asunto. Creí que a Ud. le sería grato remitirle 
esta carta con una esquela suya.

De Ud. sinceramente,

(f.) George Roberts.
Secretarlo del Comité Ejecutivo.
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Principios y Doctrinas que informan 

ia Legislación Ecuatoriana
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Dr. CRISTOBAL SALGADO
Secretarlo General de la  Universidad 

Ceñirá]

Principios y Qocfrínas
que informan

la Legislación Ecuatoriana
según el contenido'de la “REVISTA FORENSE”

órgano de la Academia de Abogados de Quito

Imp. de ln Universidad Central 
1 9 3 4
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A

A cademia. 
R. F. N°. 1. 
Pág. 33. 
1913.
A cademia.
R . F. N °. I. 
Pág. 40.
Í9J3.

Anales del Colegio de Abogados de Q uito.— La «Sociedad Ju­
rídico Literaria» aprueba el Acuerdo que promueve el estable­
cimiento de una Academia de Abogados.

Junta de Instalación del «Colegio de Abogados» de Quito.—Acuer­
do que lo  declara instalado definitivamente.

A cademia.
R. F. N°. 
Pág. 48.
19J3.

1
La Academia de Abogados de Quito acuerda invitar a todos los 

señores Vocales que componen el Colegio a colaborar con sus 
trabajos en la «Revista Forense», órgano de la misma.

A cademia.
R. F. N°. 
Pág. 85.
1913.

2.
El Congreso de la República del Ecuador encarga a la Acade­

mia de Abogados establecida en Quito, la revisión de los Có­
digos de la República y  la nueva edición que de ellos debe 
hacerse.

Con el objeto de desvanecer toda idea respecto al carácter dog­
mático o magistral que pudiera atribuirse a las opiniones que 
emite la Academia sobre determinados puntos jurídicos, el se­
ñor Presidente propuso esta moción, que fue aprobada: «Q ue 
la terminación de las discusiones sobre puntos de derecho, sig­
nifica simplemente que se han puesto de acuerdo los miembros 
de la Academia, o que no han tenido ya otras observaciones 
que aducir? y  que, en consecuencia, se podrá volver al estudio 
de ellos sí se presentare alguna observación por cualquier abo­
gado de la República».

A sesores. Diversas clases de jurisdicción.—Intervención de los peritos.— 
R. F. Nos. 8 Nombramiento de asesores.— Nulidad de procesos.
7qtaPiíg’ Manifiesto presentado ante la Corte Suprema por el Sr. Dr. 
1 ' Luis Felipe Borja.

A gentes fiscales. «S í los Agentes Fiscales, Procuradores Síndicos y  en ge- 
R. F. Nos. 12 neral, los funcionarios públicos que, como tales, fueren partes 
y  13. Pág. 48. en j os juícíos> deben presentar sus nombramientos para legiti­

mar su personería».

A cademia. 
R. F. N °. 7. 
Pág. 287. 
1913.
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Consulta que somete a la consideración de la A cadem ia el Sr. 
Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

A ctuario. «Efecto jurídico de la om isión o falsedad de la  certificación del 
R. F.Nos. 14 actuario, prescrita por e íA rt . 328 del C ódigo de Enjuiciamíen- 
y 15. Pág. 69. tos Civiles».
m i ’ Manifiesto prentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Víctor

Manuel Peñalierrera.

A nalfabetismo. La Procuración Judicial y  el A nalfabetism o.— Estudio del 
R. F. Nos. 14 Dr, Darío E. Palacios, 
y  15. Pág. 80.
1914.
A gentes fiscales. «S í los Agentes Fiscales, Procuradores Síndicos y  más 
R. F. Nos. 14 funcionarios que son parte en los juicios necesitan legitimar su 
y 15. Pág. 92, personería presentando los respectivos nom bram ientos». (Contí- 
1 9 núa la discusión).

A bogado. «S í el abogado nombrado Prom otor Fiscal, en causa criminal, en 
R. F. Nos. 14 los lugares donde no hay Agente Fiscal, podrá recibir del agra- 
y 15. Pág. 97. vjaclo dádivas o  retribución pecuniaria, a manera de honorario, 
I914* sin incurrir en las infracciones punibles previstas en los  Arts.

228 y  240 del Código Penal».
Consulta elevada a la Academia por el Dr. Isaac A lvarez.
La Corporación resuelve unánímente en sentido negativo, fun­
dándose en que tal procedimiento es de todo punto ilegal y  
pernicioso, por hallarse claramente comprendido en uno y  otro 
de los casos puntualizados en los Arts. 228 y  240 del Código 
Penal, según las circunstancias que rodeen a la infracción, las 
cuales harán que ésta constituya abuso, concusión o soborno.

A pelación. «El acusado en juicio criminal apela del auto m otivado y  se le 
R. F. Nos. J4 concede el recurso? más, temiendo que la Corte reforme dicho 
I9H* Pág* au*° en sent^ °  calificar la infracción com o de m ayor gra­

vedad, por pedirlo así el Ministro Fiscal, fundándose en con­
sideraciones poderosas, desiste del recurso. ¿Será obstáculo al 
desistimiento el N °. 2o. del Art. 444 del Código de Enjuicia­
mientos Civiles?.
Consulta formulada por el Sr. Presidente a nombre de un res­
petable abogado de Ríobamba.

A cción posesoria. «¿Cabe acción posesoria contra el que, com o m ayordom o 
^o^P á08’ iqq °  sk v*ente> ejecuta una obra, por orden y  cuenta de su patrón?». 
I9J4*. g* Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. V íc ­

tor Manuel Peñaherrera.

A valúo. El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera somete a la consideración de 
y 20/ Páe.* 227 -A-cac*eí[nia> siguiente consulta de un distinguido abogado 
J9J4# *. riobambeño: «S í es error esencial el en que incurre un perito

nombrado para el avalúo de una cosa, cuando la aprecia en m u­
cho más o mucho menos de lo  que ella vale».
La Academia teniendo en cuenta el tenor y  espíritu de las dis­
posiciones legales concernientes al caso y  la naturaleza de la
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función pericia!, opina que no hay error esencial en el caso 
propuesto.

A guas. El Sr. Dr. Luis Felipe Borja presenta a la consideración de la Aca- 
2Í' ^em*a siguiente proyecto relativo a los juicios de posesión, 

Pág. 280. goce  y  dominio de aguas, expuesto en estos términos:
J9I4, Juicios sobre posesión, goce y  dominio de aguas*—Art. El que

quiera adquirir el goce o posesión de aguas de uso público, las 
solicitará del Alcalde Municipal del cantón en donde se propon­
ga abrir el bocacaz, expresando la cantidad que necesite y  si hay 
o no otras personas que tomen aguas de la misma fuente, ma­
nantial, arroyo o río;
Art. La petición se notificará a las personas indicadas y  se pu­
blicará, durante quince días, en un periódico del cantón, desig­
nado por el Alcalde, sí hubiere algún periódico, y  en carteles 
que se fijarán, durante el mismo tiempo, en tres de los lugares 
más públicos de la parroquia en donde se abra el bocacaz. Sí 
no hubiere periódico, bastará la notificación por carteles;
Art. Sí no se presentare oposición, el juez, por medio de un 
auto, concederá la posesión o el goce de las aguas en la can­
tidad pedida; y  esta providencia se inscribirá en un Registro es­
pecial que llevarán los Anotadores, destinado exclusivamente a 
la inscripción de! goce, posesión y  dominio de aguas;
Art. Si hubiere oposición, se la sustanciará en juicio verbal su­
mario, y  la resolución en que se conceda, en todo o en parte, el 
goce o la posesión de las aguas, se inscribirá en el expresado 
Registro;
Art. Si fuere necesario inspección o reconocimiento, se practi­
carán en la época que el Juzgado estimare apropiadas para el 
esclarecimiento de la verdad y  mientras tanto se suspenderá el 
término de prueba;
Art. Los poseedores de aguas que no tengan titulo inscrito, 
podrán adquirirlo de conformidad con los artículos precedentes; 
Art. Transcurrido un año desde que se concedió la posesión 
de las aguas, y  sí no hubiere oposición, el Juez de la causa, 
a petición del interesado, declarará el dominio de ellas, y  la 
respectiva providencia se inscribirá también en el correspondien­
te Registro;
Art. En caso de oposición a que se conceda el goce o la po­
sesión de las aguas, sustanciada la controversia y  ejecutoriado 
el fallo se inscribirá en el Registro la sentencia en que decla­
re el dominio de las aguas;
Art. Durante el término de un año, que debe transcurrir des­
de que se concede la posesión hasta que se declare el domi­
nio, cualquier interesado podrá reclamar contra los que preten­
dan la adquisición de aguas;
Art. En cualquier tiempo podrá también controvertirse respec­
to del dominio que no se hubiere adquirido de conformidad 
con lo dispuesto en esta Sección, y  el fallo se inscribirá tam­
bién en el respectivo Registro;
Art. La oposición para que se conceda el goce, la posesión o 
el dominio de aguas, puede fundarse en que son de uso públí-
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co o  en cualquiera otra excepción o derecho que alegue el opo­
sitor; * , ,  1 • . . ,  ,
Art. Los fallos que se expidan en el juicio verbal sumario, 
acerca de goce, posesión o dom inio de aguas, no producirán 
efecto de cosa juzgada para la vía ordinaria, que podrá inten­
tarse, sin que ello obste a la ejecución del fallo;
Art. Si se promovieren o estuvieren pendientes dos o  más 
juicios verbales sumarios sobre aguas, podrá decretarse la acu­
mulación en los casos determinados por la ley;
Art. En la petición de aguas se expresarán también con pre­
cisión el objeto industrial o  agrícola a que se trata de destinar­
las; y  si la cantidad pedida fuere manifiestamente exorbitante, 
se podrá en cualquier tiempo solicitar una reducción pruden­
cial en favor de otras personas que quieran aprovecharse del 
exceso; precediéndose en la forma determinada por el Art. 
Art. Los que solicitaren aguas de un río o manantial que tu­
vieren ya otros poseedores, podrán ser atendidos sí hubiere sobran­
te, y  pudieran ejecutar sus obras sin daño de dichos poseedores; 
pero serán de su cargo las medidas conducentes a evitar perjui­
cio a los poseedores anteriores, y  para asegurar que, en todo 
tiempo, su goce se limita a los sobrantes;
Art. A  falta de títulos claros y  precisos, respecto de la canti­
dad de aguas que corresponde a los contrincantes, el Juez ha­
rá una distribución equitativa, atendiendo a los usos y  necesi­
dades a que estén destinadas las aguas, a la posesión anterior 
de los interesados y  a las demás circunstancias que consten en 
el proceso; procurando proteger el desarrollo de la agricultura 
y  de la industria;
Art. Las divisiones o  repartos de aguas se harán por el tiem­
po o por medidas de cantidad fija, consultando las estipulacio­
nes de las partes, las costumbres y  las circunstancias del caso; 
Art. En los fallos que el Juez pronuncie, según los artículos 
precedentes, sobre concesión de aguas o  sobre desacuerdo de los 
particulares, ordenará, a petición de cualquiera de las partes, 
que se construyan, dirigidas por peritos, las obras necesarias pa­
ra evitar abusos o futuras discordias.

A llanamiento. Se inicia la discusión de la siguiente reforma! «Siem pre que 
R. F. Nos. 2í, para el cumplimiento de una resolución judicial, fuere necesa­

rio penetrar al domicilio de una persona, podrá el Juez decre­
tar el allanamiento.— El funcionario que ejecutare el allanamien­
to dejará constancia de él en una acta en que se insertará el 
allanamiento y  se expresará el m odo y  form a en que éste se 
hubiere practicado, acta que será firmada, además, por dos tes­
tigos».

22 y 23. 
Pig. 284. 
J9J4.

A cción ordinaria. De la acción ordinaria cuando ha precedido la ejecutiva. 
25 ^ — Presunciones.— Confrontación de firmas.— Naturaleza de las
Pág  ̂ 9. * pruebas.— Fuerza probatoria de los instrumentos privados.—
J9J5. Diferencia entre el reconocimiento y  la prueba.— T ach a de

testigos.— La condena de costas.

JO
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Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Luis 
F. Borja.

A bogado. Caso importante para los abogados defensores;—«Una de las 
25 26°S* 24’ Par*cs litigantes pidió la declaración del abogado defensor de la
p¿I' parte contraría: El señor Ministro de sustancíación ordenó que 
J9J5. * se practicase aquella diligencia; pero se le pidió la revocación 

de su decreto. La Corte, por apelación ante la Sala, revocó 
aquel decreto, por la prohibición tercera del Art. Í72 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, según la cual, el abogado defen­
sor, no puede absolutamente descubrir las instrucciones confia­
das por su cliente.

A gentes fiscales. Se somete a discusión el punto jurídico pendiente sobre 
R. F. No. 27. «sí los Agentes Fiscales, Procuradores Síndicos, y , en general, 
*915 82* l ° s ûnc*onaríos públicos que, com o tales, fueren parte en los

juicios, deben presentar sus nombramientos para legitimar su 
personería»; leídos los antecedentes de la cuestión, y, toman­
do en cuenta que son más atendibles las razones que an- 
teríormente se adujeron para sostener la negativa de la propo­
sición en debate, y  de acuerdo con los términos mismos del 
Art. 48 y  del 5J del Código de Enjuiciamientos Civiles, se 
resolvió, por unanimidad, que no están obligados aquéllos a 
legitimar su personería presentando los respectivos nombra- 

‘ míentos, salvo en los casos en que la parte contraría lo exigiere.

A pelación. 
R. F. No. 27.
Pág. 83. 
1915.

A pelación.
R. F. No. 27. 
P ig . 84.
1915.

A pelación.
R. F. No. 27. 
Pág. 85.
1915.

A pelación.
R. F. No. 27. 
Pág. 87.
1915.

Se acuerda estudiar la siguiente cuestión; «Sí será obstáculo 
para el desistimiento lo dispuesto en el número segundo del 
Art. 444 del Código de Enjuiciamientos Civiles, cuando el acu­
sado en juicio criminal apela del auto motivado y  se le con­
cede la apelación; más, temiendo que la Corte reforme dicho 
auto en sentido de calificar la infracción como de mayor gra­
vedad, por pedirlo así el Ministro Fiscal, fundándose en con­
sideraciones poderosas, desiste del recurso».

Continúa el estudio de la proposición anterior.

La Academia se ocupa del estudio del punto jurídico enunciado 
anteriormente.

Termina la discusión deí punto jurídico que antecede y  tomada 
la votación, estuvieron todos los concurrentes por la negativa, 
fundándose en estas capitales consideraciones: Xa.— Que no ha­
biendo según la ley consulta del auto motivado, el proceso sube 
al Superior únicamente en virtud de la apelación, de la cual tan 
sólo emana la jurisdicción de la Corte; 2*. —Que el hecho de 
no haber consulta quiere decir que la vindicta pública está ya co­
mo satisfecha con la expedición del auto motivado; y  3*. Que, 
por lo mismo, el desistimiento de la apelación interpuesta res­
pecto del auto motivado 90 está comprendido en el caso de la

u
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excepción puntualizada en el N °. 2°. del Art. 444 del C ódigo de 
Enjuiciamientos Civiles, pues el ministerio publico, que es la  otra 
parte interesada, no se perjudica en nada con dicho desistimiento 
porque el auto motivado no causa gravamen irreparable ni se 
trata de una sentencia definitiva.

A cciones posesorias. P oses íón .-S u s  requisitos para fundar las acciones pose- 
R. F. Nos. 3J sorias.— Omisión de actos de mera facultad y  actos meramente 
7 32\ , 0 tolerados.

I68, Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N . 
Clemente Ponce.

A tenuantes y  agravantes. Agravantes. Circunstancias atenuantes y  circuns- 
R. F. Nos. 33, tandas agravantes.— Requisitos que la ley  exige para la calífíca- 
34 y 35. ci¿n euos. Criterio del juez en tales casos.

242, Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Luis 
Felipe Borja (hijo).

A uto de prueba. En dertos casos el auto de prueba impone gravamen irre- 
R. F. Nos. 42 parable.—Naturaleza de las notificaciones y  citaciones.— N o  pue­

de sustandarse, com o incidente, la falta de ellas, sí asevera lo  
contrarío el empleado competente.
Manifiesto ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Luís Felipe 
Borja.
Auto del Tribunal.

y  43. 
Pág. J27, 
1916.

A notador de hipotecas. La consulta que dirige a la Academia el señor Juan 
R. F. Nos. 46 E. Estrella, Escribano del Cantón «Pedro M oncayo», en el oficio 
Pá 7* 399 N °. 26# de 18 de Junio último, fue resuelta en el sentido de que,

* cuando el Anotador de Hipotecas hace la compra de un inmueble, 
tiene él mismo que verificar la correspondiente inscripción del 
título, por cuanto no se trata de falta ni ausencia del referido 
empleado, únicos casos en que la ley respectiva ha establecido 
la subrogación por la persona a quién el Anotador designa, de­
biendo sí tenerse en cuenta esta deficiencia que, h oy  por hoy, 
existe en la ley, para intentar la conveniente reforma en su 
oportunidad.

A guas. Jurisprudencia. La discusión del dominio de las aguas es imper­
io  F. N°. 48. tinente en el juicio de establecimiento de servidumbre de acue-
19S. d a c t ° ■Auto del Juzgado 3.° Cantonal de .Quito.

A rriendo. Jurisprudencia. La reclamación general de pensiones conductivas 
Pá *4?°*  49' comPrenc ê âs devengadas después de expirado el plazo.— Dífe- 
1917, * rencía entre continuación y  renovación del contrato de arrenda­

miento.— El arrendatario no requerido no está en mora de de­
volver la cosaj sigue de arrendatario, y  debe pagar las pensiones 
hasta que devuelva la cosa.— Requerido, se convierte en injusto 
detentados y  debe, desde entonces, no pensiones, sino indemni­
zación del lucro cesante y  daño emergente. .
Alegato ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. V íctor Manuel 
Peñaherrera.
Sentencia del Tribunal.
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A creedor hipotecario. Se abre la discusión acerca del punto relativo al 
Páef*73?°* 49* *UeZ qUC ¿ectetat â cancelación del primer embar-
1917. * £°» en caso de la reforma sancionada por el último Con­

greso, concerniente a la facultad que le concede el acreedor hi­
potecario para pedir que se cancele el embargo obtenido anterior­
mente por acreedor quirografario.

A guas. Se procede a tratar de las cuestiones consultadas por el Sr. Dr. Víctor 
F* ^"* 49# Manuel Peñaherrera, en la sesión del 29 de Octubre de Í9Í6, 

jgjg7 7 ' respecto de la interpretación de varias de las reformas del Códi­
go de Enjuiciamientos Civiles, aprobadas por la Legislatura de 
Í9Í Í .  Conveniencias de que todas las controversias que se re­
fieren a posesión de aguas, se ventilen en juicio verbal sumario, 
atentas las razones aducidas por el Sr. Dr. Peñaherrera y  los 
términos del Art. 45 de la L ey Reformatoria del Código de Enjui­
ciamientos en materia civil, sancionada el J4 de Octubre de J9ÍÍ. 
Opiniones escritas de los Srs. Drs. José María Bustamante y  
Luis Felipe Borja (hijo).
La Academia resuelve? que, dados los términos clarísimos de 
la reforma, no cabe interpretarla sino en el sentido de que, cual­
quiera que sea el fundamento de la oposición, tiene de sustan­
ciarse en juicio verbal sumario.

A guas. Respecto de la interpretación de varias de las reformas del Código 
R. F. N °. 49. de Enjuiciamientos Civiles, aprobadas por la Legislatura de I9Í J 
Pág. 88. y  sancionadas el Í4 de Octubre del mismo año, una de ellas

es interpretada por la Academia, unánimemente, en este sentido? 
«atentos los términos clarísimos y  absolutos de la reforma, que 
dice? que todo desacuerdo entre poseedores de aguas, se venti­
lará en juicio verbal sumario, ya que no hay razón alguna para 
exceptuar de esta regla general ninguna controversia entre po­
seedores de aguas, sea que se trata de acciones posesorias, o de 
las que, según la legislación anterior, debían ventilarse en juicio 
ordinario».

A guas. Continúa el estudio de la segunda cuestión propuesta por el señor 
R. F. N°. 49. Presidente, relativa a la interpretación que debía darse al Art. 
^917 85* 45 de la L ey  Reformatoria del Código de Enjuiciamientos Civi­

les, sancionada el Í4 de Octubre de Í9ÍÍ y  publicada en la 
«Revísta Forense», N os. 46 y  47, en la cual se prescribe que todo 
desacuerdo entre poseedores de aguas debe deciderse en juicio 
verbal sumario.

A creedor prendario. Declarada la quiebra del deudor ¿puede hacerse el re- 
R. F. N°. 50. mate de la prenda y  pagarse al acreedor prendario, antes de 
T«M7 93, que se califiquen los créditos?

Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N . 
Clemente Ponce.

A ranceles. «¿Los Arts. 28 y  29 de las reformas del Código de Enjuicíamien- 
R. F. N °. 50. tos y  el Art. ÍO de las de la Ley de Aranceles de Derechos 

*23. Judiciales, expedidas por el Congreso de Í9I6, obligan a los 
*9J7’ Escríbanos a percibir medios derechos arancelarios por la auto-
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rízación áe escritoras públicas, cuyo valor sea hasta de cuatro­
cientos sucres?» * «« , o  u  -t
Consulta formulada por el señor Am able García K ., Escribano 
Público del cantón Guayaquil, para que la Academ ia emita su 
dictamen.
Pasa al estudio del Sr. Dr. Alberto Guerra P.

A ranceles. Informe del Sr. Dr. Alberto Guerra P . acerca de la cuestión anterior. 
R. F. No. 50. Queda resuelta la consulta del señor Escribano don A m able 
Pág. J33. García R ., en el sentido de que en las escrituras sobre asuntos
I9I7‘ CUy 0 valor no pase de cuatrocientos sucres, los escribanos no

pueden cobrar sino la mitad de los derechos, conform e a lo  dis­
puesto por el Art. 51 de la L ey  de Aranceles.
Votaron por esta resolución los Srs. Drs. N . Clemente Ponce, 
Manuel B. Cueva, Manuel María Borrero, Abelardo M ontalvo, 
Alejandro Ponce Borja, F. Alberto Darquea y  el Presidente 
Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

A rrendamiento. Una reforma que no ha producido efectos prácticos. El 
R. F. No. 51. Art. 1078 del Código de Enjuiciamientos Civiles, incorporado a 
Tw 7 nuestra Legislación el año de 1916. Estudio de I. B. M .

A cción criminal. La prescripción en materia criminal: interpretación de las 
R. F. N°. 52. leyes. La prescripción según el derecho francés y  según el de- 

2I4, recho ecuatoriano. Comparaciones entre las dos Legislaciones.
Interrupción de la acción criminal. Los sistemas que han regi­
do en el Ecuador. Cuáles son diligencias judiciales.
Manifiesto formulado por el Sr. Dr. Luís Felipe Borja.

A sentamiento. Jurisprudencia: naturaleza del contrato llamado asentamiento. 
R. F. N°. 53. Puede pedirse resolución de ese contrato por no haberse pro- 
^ 7  ^  mulgado la Ordenanza que creó la contribución? Cabe la acción 

resolutoria después de expirado el plazo por el cual correspon­
día al asentista la recaudación? Es procedente, en el caso del 
N °. 2°., la acción de perjuicios? Responden de éstos la M uni­
cipalidad o los concejales que intervinieron?
Alegato del mandante señor Ramón Virgilio Azúa contra la M u ­
nicipalidad de Montecrístí, por el Sr. Dr. Víctor M . Peñaherrera. 
Alegato del defensor de la Municipalidad de Montecrístí, Dr. 
Luis Felipe Borja (hijo).
Sentencias.

A utos. Los autos no causan ejecutoría sino cuando deciden lo controvertido. 
R- F. N°. 54. Los jueces no pueden ampliar los términos perentorios, y  sí lo 
J9J5, * hacen, la ampliación no surte ningún efecto. Naturaleza del

depósito. Como se prueba la entrega de la cosa depositada. 
El depósito por medio de mandatarios.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Luís 
Felipe Borja.

A premio. Reformas del Código de Enjuiciamientos Civiles, dictadas por el 
Pág. 30&* 58’ ^ on8rreso f c  19Í2.— Observaciones del Sr. Dr. José María Pé- 
J9I8, * tez  Echanique, quien manifiesta que, con tales reformas, han
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quedado suprimidos el embargo de tienes y  las demás medidas 
coercitivas establecidas para el cumplimiento de las sentencias 
judiciales.
Atendiendo a la trascendental importancia del asunto cuestio~ 
nado, se acordó solicitar de la Corte Superior de Quito, que lo 
eleve en consulta a la Corte Suprema.

A premio. A  propósito de las mismas reformas, el Sr. Dr. Agustín Cueva» 
Pá 7'$ ú  58’ consuIta a Ia Acadeniía acerca de la interpretación que debía 
191*8. darse a la supresión de las palabras « y  Honorarios», del N .° 2.°

del Art. Í02J del citado Código; y , todos los concurrentes estu­
vieron conformes en que tal supresión Ha de entenderse en el 
sentido de que los Honorarios pueden cobrarse por apremio personal 
cuando estén incluidos en las costas, mas no cuando se demandan 
separada e independientemente del asunto principal.

A premio. Reformas del Código de Enjuiciamientos Civiles, dictadas por el 
R. F. N°. 58. Congreso de Í9Í8 .— Observaciones formuladas por I. B. M., 
Tqir quien expresa ser evidente que las multas impuestas por los

Intendentes, Comisarios de Policía, Tenientes Políticos y  más 
funcionarios que la ley reconoce como autoridades de Policía, 
pueden Hacerse efectivas, únicamente, mediante apremio real o 
embargo de bienes, no siendo, por consiguiente, conmutables 
con prisión, com o lo prescribe el Art. 32 de Policía, porque a ello 
se opone el Art. 4.° de las citadas reformas.
El señor Presidente expone que, en su concepto, la reforma 
que suprime el apremio personal para compeler al cumplimiento 
de una obligación, no lo suprime cuando se trata de emplearlo 
com o pena sustitutíva, por ser insolvente la persona condenada 
a pagar una multa.

A utenticidad. Las cartas misivas dirigidas a terceros o por terceros no tie- 
R. F. N°. 59. nen valor probatorio.'—El instrumento público prueba por sí 

mismo su autenticidad.—'El privado no prueba por sí mismo 
haber sido otorgado por quien aparece Haberlo suscrito.— Si la 
parte contra quien se presenta un documento privado guarda 
silencio sin redargüírlo de falso dentro del término legal, dicho 
documento no hace fe cuando la persona contra quien se lo 
presenta no es la que aparece Haberlo suscrito (N.° 4 del Art. Í96 
del C. de E. C., anterior edición).— Las declaraciones de testi­
gos no Hacen fe cuando su testimonio se funda en documentos 
que carecen de valor probatorio.— Principio de prueba por es­
crito: sus requisitos.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Quito, por el 
Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja.
Resoluciones.

A troz. (Injuria). ¿Qué ha de entenderse por injuria atroz?— En las relaciones 
R. F. N°. 59. conyugales, la preñez de la mujer, ignorada del marido por una 
Pág. 42. causa anterior al matrimonio, ¿constituye injuria atroz?— ¿Cómo

se prueba esta injuria para el efecto de aplicar el Art. 3Í4 del 
Código Civil, en un juicio de alimentos?
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Consulta que propone a la consideración de la Academ ia el Sr 
Dr. Celio Enrique Salvador.
El señor Presidente de la Corporación com isiona al Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo para que informe acerca de esta consulta!

A premio. Uso y  atuso que se Hace en la práctica de la fianza en materia 
R. F. N°. 60. criminal.— Actualmente se alega que la multa impuesta no es
Pág. 83. susceptible de apremio personal, pues, así lo  preceptúa la R e-
I9I9‘ formatoria de Í9Í6  al Código de Enjuiciamiento C iv il.—Toda

fianza debe ser hipotecaria.
Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal, 
por I. B. M .— Guayaquil.

A utopsia. Tratándose de heridas o  lesiones que, reconocidas, han ocasionado 
R. F. N°. 62 después la muerte, ocurre casi siempre que los jueces orde-
Fqfó 206 nan la autopsia deí fallecido; y , sí ésta se ha om itido, o  no se
1919 ha verificado con las formalidades del caso, declaran nulo el

proceso por no estar debidamente com probado el cuerpo del de­
lito, no obstante — repetímos—  haberse practicado antes el re­
conocimiento con los requisitos debidos. N uestro C ódigo pres­
cribe la autopsia: í .°  Cuando una persona muere de repente 
(artículo 82, inciso í.°); y , segundo, en el caso de exhumación, 
sí el reconocimiento del cadáver no se hubiere practicado antes de 
sepultarlo (artículo 74, inciso 2.°); es decir, sí se trata de inqui­
rir la verdadera causa de la muerte de una persona, pero no 
cuando ésta fallece a consecuencia de un atentado punible, 
com o son las heridas o lesiones debidamente reconocidas, en 
cuyo caso no puede anularse la causa por falta de comproba­
ción del cuerpo del delito.
Ampliando unas indicaciones, por el Dr. I. Bohórquez M .— 
Guayaquil.

A lteración. 
R. F. No. 62 
Pág. 207 
19J9.

En los juicios por falsedad, alteración, mutilación o suplanta­
ción de instrumentos públicos, ocurre frecuentemente que tales 
piezas forman parte integrante de procesos civiles o  crimínales, 
y  los jueces de estas causas se niegan a remitir los documentos 
origínales que constituyen el cuerpo del delito. Sería conveniente 
establecer una disposición que obligara a los jueces remitir los 
documentos originales que se les solicitaren por orden judicial y  
que sean necesarios para seguir un procedimiento criminal. 
Ampliando unas Indicaciones, por el Dr. I. Bohórquez M .

A lcabala. 
R. F. N°. 62 
Pág. 2JÍ 
1919.

El Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja consulta a la Academ ia res­
pecto al verdadero alcance del impuesto de alcabalas en lo que 
se refiere a las trasmisiones de dominio tratándose de un con­
trato por el cual una de las partes daba el predio A  y  la ótra 
el predio B y  una suma de dinero, siendo así que el valor del 
predio B era inferior a dicha suma. El contrato, en este caso, 
es, según el Código Civil, compraventa del predio A ;  y  en tal 
virtud cree el Dr. Ponce que la alcabala debe pagarse sólo por 
el predio A  y  no sobre el predio B que en el contrato figura 
únicamente com o parte del precio de A . En otros términos, 
dice que la alcabala afectaba al acto jurídico, esto es, a la
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A premio. 
R. F. N°. 
Pág. 220. 
1919.

compraventa, sin que deban tomarse en cuenta las diversas 
trasmisiones de la propiedad que podían comprenderse en el 
mismo acto.
Cerrado el debate, la mayoría de los miembros que concu­
rrieron a la sesión, resuelven que donde hay trasmisión de 
propiedad, allí hay alcabala, y  por consiguiente, en el caso pro­
puesto, debía pagarse por ambos inmuebles.

Reformas del Código de Enjuiciamiento Civil dictadas por el Con- 
62. greso de 1918.— Acerca de las observaciones formuladas por el 

Dr. José María Pérez Echanique, y  sometidas a la consideración 
de la Academia en la sesión cuya acta se publica en el N .° 58, 
pág. 303 de la Revísta Forense, respecto de la supresión del 
embargo de bienes y  las demás medidas coercitivas establecidas 
para el cumplimiento de las sentencias judiciales, la Excma. 
Corte Suprema de Justicia, contestando a la consulta que, a su 
vez, enviara la Corte Superior, a solicitud de la Academia, ex­
pide la siguiente resolución: «Quito, Julio quince de mil nove­
cientos diez y  nueve, a la una de la tarde.— Vistos:—Por las 
disposiciones de la Ley Reformatoria de veinticinco de Octubre 
de mil novecientos diez y  ocho, el artículo mil veintiuno deí 
Código de Enjuiciamientos debe decir: «Se ejecutarán por apre­
m io:— í.°  Los decretos en que se mande pagar costas o  multas, 
o  devolver expedientes; 2.° Las providencias que se dicten para 
el pago de actuaciones judiciales; y  3.° Las disposiciones que se 
den para ejecutar providencias urgentes, com o depósitos judi­
ciales, posesión provisional, aseguración de bienes, alimentos 
legales y  otras análogas.—Las multas, cualquiera que sea la 
autoridad que las imponga, se recaudarán medíante embargo y  
remate de bienes de la persona natural o jurídica multada.— 
Para la ejecución del apremio, se entregará al Alguacil una 
boleta firmada por el juez y  el actuario, la cual será devuelta, 
por el primero, y  agregada a los autos después de practicada 
la diligencia».— Según eso, las reformas a los números 2.° y  3.° 
del inciso í .°  del artículo 1021, la supresión del número 4.° y  
del inciso 2.° deí propio artículo, y , por fin, la reforma a su 
inciso 3.°, no significan, ni pueden significar, el que el Legis­
lador, al reducir los casos de apremio personal, se propuso de­
jar sin medio de llevar a efecto las resoluciones dadas en el 
juicio ejecutivo y  los demás sumarios, menos, m uy menos, que, 
en los casos de falta de apremio personal, no se puede decre­
tar el real, sea para hacer efectivo el pago ordenado, sea para 
que se ejecute el hecho debido. Lo primero, lo de la ejecución de 
las resoluciones del juicio ejecutivo y  de los demás sumarios, tie­
ne disposiciones que no han sido, ni podido ser, alteradas por 
las reformas, que no cabe considerarlas modificadas, menos de­
rogadas, a no ser que fuera dable suponer algo inconcebible en 
el Legislador, com o sería lo de creer en su propósito de impedir 
la ejecución de los fallos judiciales; y , esas disposiciones no 
modificadas, menos derogadas, están establecidas en la Sec­
ción tercera, título segundo, del Libro segundo del referido 
Código, donde se encuentra dispuesto el m odo de ejecución
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de las resoluciones expedidas en los expresados juicios, En 
orden a lo segundo, a la falta de apremio real com o sustitutivo 

' del personal, debe tenerse en cuenta lo  de que, admitir la ne­
gación de todo apremio, valdría tanto com o aceptar, contra todo 
lo  racionalmente imaginable, que el pensamiento del Legislador 
no fue sólo el de disminuir los casos de apremio personal, sino 
que quiso sancionar o , mejor, consagrar que el cumplimiento de 
las obligaciones antes garantizadas con  apremio, quedase, en lo 
sucesivo, a la voluntad absoluta de la persona obligada; lo  cual, 
como, es fácil deducir, traería un trastorno en la legislación 
ecuatoriana, al extremo de echar por tierra las instituciones y  
leyes que aseguran la efectividad de los derechos, al punto de 
hacer nugatorio, en la mayor parte de los casos, acudir al P o­
der Judicial en demanda de justicia. A sí, concretando la reso­
lución de este Tribunal a los puntos materia de la consulta, 
vísta la regla sexta del artículo 18 del C ód igo C ivil, según la 
cual los pasajes obscuros o  contradictorios de las leyes deben 
interpretarse del m odo que más conform e parezca al espíritu 
general de lá legislación y  a la equidad natural, se declara: 
í .° , hay apremio personal en los casos determinados en el ar­
tículo 1021, reformado, del Código de Enjuiciamientos en lo 
civil, no menos que en todos los demás que no estén compren­
didos, expresamente, en la derogación prescrita en el artículo 
final de la L ey Reformatoria; 2.°, esta L ey  no encierra m odi­
ficación alguna respecto del apremio real, de m odo que puede 
emplearse, sin consideración a ella, en todos los casos previstos 
por las Leyes; y  3.°, el apremio real procede, asimismo, en todos 
los casos determinados por las leyes, bien se permita la elec­
ción entre los dos apremios, personal y  real, bien se solicite a 
falta del primero. Comuniqúese y , conform e al artículo Í3, 
número 15, de la L ey  Orgánica del Poder Judicial, dése cuenta 
al próxim o Congreso.— Cárdenas.—Albán M estanza.— Pino.— 
Peñaherrera.—Vásconez.— D ios y  Libertad, T ito  A , Rodríguez».

A sesor. E l Sr. Dr. N icolás R . V ega se dirige a la Academia de Abogados,
R. F. N°. 62 exponiendo el siguiente caso práctico, presentado en el foro, en 

224 estos términos: «S oy  asesor en una causa m uy importante por 
su cuantía. A l tiempo de sentenciarla, se m e prom ovió juicio 
de recusación, aduciendo un m otivo que jamás se pudo justifi­
car.— Sentenciada la recusación, rechazándola, fué com prometido 
el actuario para que, al tiempo de citarme la sentencia, m e noti­
fícase también un segundo juicio de recusación, igualmente in­
justo.—Ahora sucede que, al sentenciarse este segundo juicio de 
recusación, en el cual ninguna prueba se rindiera, se promueve 
juicio de recusación al asesor que debe sentenciarlo, y  aún se 
anticipa un tercer juicio de recusación contra el asesor de la 
causa principal. De este m odo se anuncia que no se dejará fallar 
jamás el juicio principal».
La Academia resuelve estudiar oportunamente el punto.

A pelación. Interpretación que dos notables abogados ríobambeños han dado 
Páp̂ *226°* 2̂* ^  âs re ôrm3s del C ódigo de Enjuiciamientos Civiles
J9J9. * expedidas en 19íó.~  El Dr, Federico Crespo G ,, consulta a la
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• Academia el siguiente puntot «Aceptada, con cost.is, una que­
rella por despojo de terrenos, el querellado interpuso el recurso 
de apelación; y , concedido éste, el querellante pidió que, antes 
de remitir el proceso al Superior, se le pague las costas, puesto 
que la apelación se ha concedido en el efecto devolutivo. A  tan 
injustificada pretensión se opuso el reo, manifestando que, en 
virtud del Art. 770 del Código de Enjuiciamiento Civil, el efecto 
devolutivo es en lo tocante al amparo o  a la restitución, pero 
que respecto de las costas, la apelación se concedía en ambos 
efectos, y  por consiguiente, no se las podía cobrar sino después 
de ejecutoriada la sentencia. Así y  todo, el asesor de mi refe­
rencia, resolvió que las costas pueden cobrarse antes de que el 
proceso suba ante el Superior, porque la apelación es en solo 
el efecto devolutivo, no únicamente en lo relativo a la restitución 
del predio sino al pago de costas, y  no reconoce la Ley, «un 
efecto mixto en las apelaciones». El Dr. Crespo G., resume 
su opinión y  dice: ,<En mí concepto, aceptado un juicio pose­
sorio, el juez a qtto, en caso de apelación del reo, tiene jurisdic­
ción para obligarle a que cumpla con el fallo, en lo que atañe 
a la restitución o amparo, pero no tiene para obligarle y  
compelerle al pago de costas, daños y  perjuicios en que le 
condenó, mientras el juez ad quem no confírme la sentencia. 
Esta opinión la fundo, no sólo en la claridad de la ley, sino 
aún en el comentario del Art. 53 de las antedichas reformas, 
y  que consta en los números 46 y  47 de la “ Revista Forense” , 
trabajo del mismo señor Presidente de la Academia.
Puesta en consideración de los miembros concurrentes la consul­
ta que anteaede, todos estuvieron conformes con la opinión del 
Dr. Crespo Guillén por ser bien clara y  terminante la disposición 
del artículo 770 del Código de Enjuiciamiento Civil, después 
de la reforma de Í9Í6 que limitó el efecto devolutivo de la 
apelación a sólo lo tocante al amparo o restitución de la posesión.

A cción de despojo. Contra quien se la debe dirigir.— Necesidad de la m- 
R. F. N°. 64. tención de poseer en el despojante.— Se la presume en la persona 
Pdg. 65. que ejecuta el hecho en que consiste el despojo.— Razones de 

esta presunción.— Condiciones indispensables para que desapa­
rezca.— Estas condiciones no concurren en el arrendatario de 
un inmueble, a quien se le acusa de haber ejecutado un hecho 
de despojo, para que se le considere como representante del 
arrendador.—Jurisprudencia de la Corte Suprema.
Alegato presentado ante la Corte Superior de Quito, por el Sr. 
Dr. N . Clemente Ponce.

A cción de calumnia. Jurisprudencia en materia penal.— Expedido auto de 
R. F. N°. 64. sobreseimiento definitivo se dedujo acción de calumnia contra 
fqín 8I* el denunciante y  acusador y  recayeron los fallos que se insertan

en la “ Revísta Forense”  N o . 64, pág. 8Í.
A guas. El Dr. Francisco Miño, Director General de Fomento Agrícola, 
R. F. No. 64. cumpliendo con uno de los artículos de las reformas de la Ley 
PjB* í42* de Fomento Agrícola, dictadas por el Congreso de Í9Í9, que
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le obliga a someter a la Legislatura, previo inform e de la A ca­
demia y  por intermedio del Ministerio del R am o, un proyecto 
de Ley de Irrigación, somete a la consideración de los miembros 
la siguiente L ey  de Aguas:

P R O Y E C T O  DE "L E Y  DE A G U A S "

C apítulo I

Art. í .°— La Tesorería N acional entregará, anualmente, a cada 
una de las provincias de la República, la cantidad de C IN C O  
M IL SUCRES, para que sean invertidos en la construcción de 
acequias o en la compra de aguas, en los lugares en que no 
fuese posible o conveniente la construcción de aquéllas.
Art. 2.°— Corresponde a la Junta Cantonal de Fom ento A grí­
cola de la Capital de la Provincia, la recaudación e inversión de 
los fondos a que se refiere el artículo anterior.
Art. 3.°— Acordada por la Junta la construcción de una acequia, 
aquélla nombrará un Ingeniero o  persona competente que hará 
el plano y  el presupuesto de la obra? el acuerdo de la Junta, el 
plano y  el presupuesto deberán ser aprobados por el Director 
General de Fomento Agrícola.
Art. 4.°—La Junta organizará los trabajos, nombrará un Direc­
tor, un N ivelador y  los sobrestantes y  más empleados necesa­
rios? les señalará sus sueldos e inspeccionará las obras, a fin 
de que haya, en ellas, honradez, acierto y  econom ía; la Junta, 
además, nombrará un V ocal de Tu rn o que vigilará, de cerca, 
los trabajos.
Art. 5.°— Los sueldos de los empleados, las planillas de los 
trabajadores, el valer de la herramienta y  explosivos, y , en gene­
ral, todos los gastos que demandare la construcción de la acequia, 
los pagará el Tesorero de la Junta, previa la presentación del 
vale, con la firma del Director, el V to . Bno. del V oca l de 
Turno y  el páguese del Presidente.
Las obras podrán hacerse, también, por contrata debidamente 
garantizada y  previa licitación.
Los explosivos, herramientas y  más implementos que necesitaren 
las Juntas para la construcción de acequias, podrá introducirlos 
libremente y  sin pagar derechos de aduana ni ningún otro 
derecho especial, y  serán conducidos a media tarifa, por los fe­
rrocarriles del país.
Art. 6.°— Las Juntas estarán sujetas a las prescripciones del C ó­
digo Civil, del de Enjuiciamiento Civil, a las Leyes de Fom ento 
Agrícola y  a sus propios Reglamentos respecto de la adquisición, 
uso y  goce de las aguas, servidumbres y  ocupación de los cami­
nos públicos.
Art. 7.°— Salidas las aguas, las Juntas reservarán, una parte pa­
ra los menesteres domésticos de la población que careciere de 
ellas, ótra, para darla en arrendamiento, si lo creyere convenien­
te, y  el resto lo venderá por óvalos, y  en pública subasta, 
procurando que las aguas se distribuyan, si es posible en los 
lugares más necesitados.
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Las Juntas dictarán sus Reglamentos para el caso de arrenda­
miento de las aguas, los que serán aprobados por el Director 
General de Fomento Agrícola. Las Juntas podrán también 
arrendar o  vender las caídas de agua, utilízables en eí trayecto 
de la acequia.
Art. 8.° El producto de los arrendamientos y  de las ventas de 
las aguas^ o de sus caídas, se empleará en atender a la buena 
conservación de las acequias, y  en la construcción de ótras, si 
así lo acordare la Junta.

*̂° la Provincia no tuviere necesidad de adquirir aguas, 
o sí fuese imposible su adquisición, los fondos a que se refieren 
los Arts. í»° y  7.°, emplearán las Juntas en la adquisición de 
sementales y  en la creación y sostenimiento de Estaciones Ex­
perimentales Agrícolas.
Las Juntas reglamentarán eí servicio de los sementales y  eí 
establecimiento de las Estaciones Experimentales? reglamentos 
que serán aprobados por el Director General de Fomento Agrí­
cola.
Art. ÍO.— Eí Director General de Fomento Agrícola podrá sus­
tituirse en las atribuciones señaladas en los artículos precedentes 
a las Juntas, cuando éstas no Hicieren uso de las que concede la 
presente Ley.

Capitulo 31

Art. í í , —El goce y  uso de las aguas, las servidumbres, etc., 
estarán sujetos a las disposiciones del Código Civil y  a las del 
Código de Enjuiciamiento Civil, en lo que no fueren modifica­
das por la presente Ley.
Art. Í2.—Las aguas lluvias que corren, ocasionalmente, por 
caminos públicos o  por quebradas, pertenecen exclusivamente a 
los propietarios colindantes, según el orden en que estuviesen 
colocados sus terraplenes y  ninguna posesión puede privarles de 
este uso.
Art. Í3 .—Las aguas que salen naturalmente de la Heredad en 
que nacen, sea solas o reunidas a ótras, no están comprendidas 
en el inciso segundo del Art. 584 del Código Civil.
Art. 14.—El dueño de una heredad que quiera Hacer uso’ del 
derecho concedido por los Arts. 821 y  823 del Código Civil, 
pagará los gastos de las obras que, para aprovechar de las mis­
mas aguas, Hubiesen Hecho otros interesados, adquiriendo legal- 
mentc la posesión de ellas, siempre que, en virtud de aquel uso, 
éstos quedasen privados de las aguas? y  si desde la adquisición 
Hubieren transcurrido diez años, se considerará extinguido ese 
derecho.
Art. 15.— La persona que desee adquirir aguas de uso público 
indicará el punto en que se propone abrir el bocacaz, las dimen­
siones que tendrá la acequia y  su gradiente.
Art. J6.— El dueño de una acequia estará obligado a poner 
una medida en el punto que él designe, a fin de que pase por 
ella, solamente la cantidad de agua que el juez le Hubiese con-
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cedido; el medidor será construido por un Ingeniero titulado; 
y  el sobrante de las aguas deberá hacer volver, a su costa, el 
dueño de la acequia al río de donde provienen dichas aguas. 
Art. — Si después de diez años de salidas las aguas, la ace­
quia no condujese la cantidad concedida por el Juez, sino otra 
menor, el Juez, a solicitud de la respectiva^ Junta Cantonal de 
Fomento Agrícola o de cualquiera persona interesada, ordenará 
que sólo a esta cantidad tiene derecho el dueño de la acequia, 
el que deberá poner un medidor que deje pasar sólo  esta can­
tidad.
Art. 18.—T od os  los poseedores de aguas están obligados a ins­
cribirse, bajo pena de cíen sucres de multa, en la Junta Cantonal 
de Fomento Agrícola respectiva. Para este efecto las Juntas 
llevarán un libro especial, en el que se enumerarán los  lagos, 
ríos y  arroyos de uso público pertenecientes al Cantón, los bo­
cacaces abiertos en ellos, los nombres de los dueños de acequias 
y  la cantidad de agua a que tienen derecho.
Los Escríbanos, bajo la misma multa, remitirán mensualmente 
a la Junta Cantonal respectiva una copia certificada de las sen­
tencias de concesión de aguas que se hubiesen dictado en sus 
despachos.
Art. 19.— Cuando una acequia atraviese descubierta, por prados 
naturales, potreros o terrenos de sembrío, planos o de suave decli­
ve, el cauce de aquélla no podrá exceder del doble de la capacidad 
necesaria para conducir las aguas a que tiene derecho el dueño, 
según los títulos. Las aguas lluvias o de aluvión, que ocasio­
nalmente entraren en la acequia, no se tomarán en cuenta para 
determinar esta capacidad.
Art. 20.— El dueño del predio sirviente, en eí m ism o caso del 
artículo anterior podrá batir, a au costa, la tierra que, prove­
niente de las limpias de la acequia, se acumulase a uno y  otro 
lado de ésta.
Art. 2 Í .— El dueño de una acequia está obligado, en cualquier 
tiempo, a construir los puentes y  canales necesarios para el 
servicio de la heredad sirviente; los puentes y  canales serán de 
mampostería, a menos que el dueño del predio sirviente con­
viniese expresamente en que se hagan de otro material. Los 
puentes serán de dos metros de ancho.
Art. 22.— Los condueños de una acequia común, o el juez en 
su caso, nombrarán un administrador a fin de que se entienda 
en la limpia, reparación y  buena conservación de aquélla; el 
administrador podrá o no ser condueño de la acequia.
Art. 23.— El administrador o  su representante, recibirá el dine­
ro y  los peones con que deben contribuir los comuneros, vigi­
lará los trabajos, se entenderá con los aguadores y  llevará cuenta 
de los gastos que se hicieren y  de los peones con que contri- 
yereá los comuneros. El administrador tendrá la renta que los 
condueños o el juez le señalaren y  durará un año en su cargo, 
pudíendo ser reelegido.
Art. 24.—El administrador podrá retener las aguas del condue­
ño que no hubiese contribuido con su cuota de dinero o  de
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Pág. 170. 
Í920.

peones, hasta que efectúe el pago; para este efecto se compu­
tara el jornal de cada peón, en un cincuenta por ciento más de 
lo que ordinariamente se paga, en la respectiva localidad, por 
trabajos de csa  ̂clase. Este dinero, será entregado a los con­
dueños que hubiesen proporcionado mayor número de peones 
del que le correspondía.
Art. 25. Quedan derogadas y  modificadas todas las Leyes y  
Decretos Legislativos que se opongan a la presente Ley.

A cción pauliana. Concepto jurídico de la excepción perentoria.— Un mismo 
R. F. N°. 65. derecho puede valer com o acción o com o excepción.— Excep­

ciones en el Derecho Romano; en el Derecho moderno; en el 
sistema francés, en el nuestro.— La acción pauliana o sea la 
rescisión de las enajenaciones hechas en fraude de los acreedores, 
establecida por el artículo 2450 del Código Civil, puede alegar­
se com o excepción.— En el juicio de tercería excluyente cabe 
reconvención?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.
Sentencias de primera, segunda y  tercera instancia.

A guas. La Academia se ocupa de la discusión del proyecto de Ley de Aguas, 
R. F. N°. 65. presentado por el Sr. Dr. Francisco Miño, Director General de 
9̂20 IS8* Fomento Agrícola. Con varias modificaciones, queda definiti­

vamente aprobado.

A cción de perjuicios. El señor Presidente de la Academia llama la atención 
R. F. N°. 66. y  manifiesta que las disposiciones constantes en los artículos 
Pág. 277. 2Í, 222 y  otros del Procedimiento Penal, respecto de la recla­

mación por daños y  perjuicios contra el acusador o denunciante, 
habían suscitado dudas en la práctica sobre si dicha reclamación 
debía ventilarse ante el mismo juez que conoció de la denuncia 
o  acusación, o  ante el que conociera de la acción de calum­
nia, y  que convenía estudiar una nueva regla, suficientemente 
clara y  precisa, que a la vez simplificara el procedimiento re­
lativo a esta materia.
La Academia acoge la redacción de los artículos efectuada por 
el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera y  la indicación del Dr. 
Balarezo y  quedan aprobados en estos términos; «Art. En el 
caso de sentencia condenatoria en el juicio penal, la reclama­
ción por daños y  perjuicios no suspenderá la ejecución de la 
sentencia; y  se ventilará ante el juez de la causa, en juicio 
verbal sumario.
En el caso de sentencia absolutoria o de sobreseimiento defini­
tivo, la acción de calumnia y  la de perjuicios a que haya lugar 
contra el acusador o  denunciante, se ventilarán también ante 
el juez que conoció de la acusación o denuncia en juicio verbal 
sumario. Para que la acción de calumnia sea procedente, 
requiérese que la imputación haya sido maliciosa; para la de 
perjuicios, basta que haya sido temeraria.
La sentencia en el caso de los dos incisos anteriores, será ape­
lable a la Corte Superior; la que resolverá por los méritos del 
proceso, sin más recurso que el de queja.

1920.
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Quedan suprimidos el articulo 222 y  el inciso segundo del 
articulo 225».
«Art. En lo penal tendrán lugar el recurso de hecho y  el de 
queja en los mismos casos que en lo  civil. La apelación y  la 
tercera instancia no se concederán sino en los casos establecidos 
por este Código, y  en los fallos incidentales que, com o el de 
abandono o prescripción, pongan término a la causa; los cuales 
se elevarán también en consulta sí el asunto fuere pesquisable 
de oficio.
Quedan suprimidos el articulo 370 del C ódigo y  el tercero de 
la reforma de Í9 Í9 ».
«Art. A l pronunciar el juez sobreseimiento definitivo declarará 
si la acusación particular, caso de haberla, ha sido o  no mali­
ciosa o temeraria».

A djudicación. La viuda a quien, en la partición de los gananciales, se le ad- 
R. F. N®. 67. judica una casa comprada por el marido, tiene derecho de de- 
Pág. 315. mandar al vendedor la inscripción del título.
I920, La sentencia que declara la nulidad absoluta de la inscripción,

restablece el derecho de exigir que ésta se practique, el que 
no prescribe por el transcurso del tiempo intermedio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por el 
Sr. Dr. Manuel R . Balarezo.

A djudicación. Cuestiones de derecho tratadas!— f a.— La acción del compra- 
R. F. No. 67 dor para la entrega, es personal. M uerto el com prador de bienes 
uí™ 368 raíces antes de la inscripción, no puede demandarla la viuda,
9 0 sólo por habérsele adjudicado el inmueble, sí no se ha trasmi­

do también ese derecho personal;
2a.—La acción para reclamar la inscripción prescribe en 20 
años; y  sí esta es nula, el plazo corre, no desde la sentencia 
de nulidad, sino desde el contrato;
3a.— Efecto retroactivo de las sentencias. —  Debe suponerse 
que la nulidad fué declarada en el m omento m ism o del acto 
nulo.— Este es el sentido del Art. Í677; es decir, se retrotraen 
los efectos de la nulidad al momento del acto nulo; mas no se 
traslada el acto nulo a la fecha de la sentencia, ni se elimina 
el tiempo intermedio;
4a.— La nulidad de la inscripción, siendo válido el contrato de 
venta, no da derecho a la restitución del precio.— Esta sólo 
puede pedirse en los casos de nulidad o de resolución del con­
trato.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
Manifiesto adicional del Dr. Manuel R . Balarezo, acerca de 
los puntos tratados anteriormente.
Manifiesto adicional del Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, 
respecto de las mismas cuestiones.
Sentencias de los Tribunales.
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Y CONTRAj OS* Sumario. Cuando se comparece a defender la cosa 
Pie. 161?70 VCn °  donada» ello en nada atañe al propietario sino al
1921. poseedor. Las comunidades de indios son personas jurídicas

que  ̂se rigen por la Recopilación de Indias y  nó por el Código 
Civil. En los actos y  contratos de las personas jurídicas debe 
intervenir sólo su representante legal, so pena de nulidad. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

A cciones. El Sr. Dr. Alfonso Miranda somete a la consideración de la Aca- 
R. F. N °. 71. demía las siguientes cuestiones jurídicas:
P92g2 ^ ' <<En Ia ejecución contra un comerciante se verificó el embargo

del almacén de mercaderías? el tercerista, fundándose en un 
pagaré mercantil que no está reconocido por el deudor, solicita 
el concurso necesario juntamente con la quiebra. Pregunta: 
í° . ¿Cabe proponer las dos acciones en la forma indicada, esto 
es, colectivamente, para que sean sustanciadas a la vez?
2o. ¿Pudo el tercerista solicitar el concurso necesario y  la quie­
bra en el juicio ejecutivo, y  com o incidente de este juicio para 
que sean sustanciadas por el mismo juez y  asesor que conocen 
de la ejecución?
3o. Según el artículo 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
puede ser considerado acreedor el tercerista cuyo crédito no La 
sido aún aceptado y  que consiste en un documento no recono­
cido por el deudor, y  consiguientemente, puede solicitar el con­
curso necesario fundándose en dicho documento y  alegando que 
el ejecutado no ha pagado ni dimitido bienes no obstante ser 
requerido?
4°. El solicitante que sólo presenta documento mercantil sin que 
esté reconocido judicialmente por el deudor, podrá solicitar la 
quiebra? (Inciso final del articulo 940 del Código de Comercio). 
5o. Sí el juez que conoce de la ejecución no es el del domicilio 
general del deudor. ¿Será competente para decretar el concurso 
necesario o la quiebra?
6o. ¿Es procedente el concurso necesario civil cuando se trata 
de obligación mercantil y  entre comerciantes, o  cabe únicamen­
te la quiebra?»

A guas. El Dr. Antonio Uquillas, consulta a la Academia acerca de la for- 
R. F. N°. 73. ma en que debe sustanciarse un juicio de despojo de aguas, 
PdK. 239. ya porque el artículo Í6 de la última Ley Reformatoria al 

Código de Enjuiciamiento Civil, se refiere al 795 del propio 
Código; ya también porque la opinión de los señores abogados 
en este punto, hállase dividida. Unos sostienen que por refe­
rirse la reforma exclusivamente al artículo 795, no están com­
prendidas en ella las acciones sobre despojo de aguas, servidum­
bres de acueducto, etc., a las que se ha de dar la sustanciacrón 
correspondiente, prescrita en las secciones Í2 y  Í4 del mentado 
Código; y  agregan, además, que si la reforma comprendiera 
estas acciones, lo habría dicho expresamente, y  que, atenta la 
sección en que se encuentra el articulo reformado, no abraza 
la reforma a los demás juicios sobre'aguas, ya sean sumarios
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ti ordinarios. Otros sostienen que, desde que la ley reformatoria, 
emplea la frase “ todo asunto judicial sobre aguas” , están com ­
prendidos en la reforma, todos los juicios sobre aguas, sean 
éstos de la naturaleza que fueren? y  por lo m ism o, están 
sujetos a la sustancíación sumaría prescrita en la reforma.
La Academia opina por unanimidad, que no cabe distinción 
de ningún género respecto de los juicios que recaigan sobre 
aguas, y  que todos ellos, sea cual fuere el asunto sobre que 
versen, han de ventilarse verbal y  sumariamente.

A bigeato. La Academia de Abogados conoce de la com unicación dirigida 
R. F. N». 73. por el Dr. P . F. Calero, en la que consulta: sobre el verdadero 
Pág. 245. concepto legal del abigeato y  sobre el conflicto de la ley  an- 
I922, terior con la posterior respecto de los juicios iniciados antes

de que esta última comenzara a regir.
Se inicia el estudio de estas cuestiones.

A bigeato. Respecto de la primera parte de la consulta, la Academ ia opina 
R. F. N°. 73. que la ley no distingue en el abigeato el lugar en que se haya 
Pág. 249. cometido? refiérese al robo de toda clase de ganado y  nó al 
I922, especial de que habla el artículo 442 del C ódigo Penal.

Entra a considerar la segunda parte de la consulta, referente 
a sí habiéndose comenzado a juzgar un delito de abigeato 
antes de la vigencia de la última ley  sobre el m ism o, han de 
continuar conociendo de la causa los Jueces de Letras, o  la 
han de remitir, por el contrarío, a los Intendentes de Policía.

A cción ejecutiva. Jurisprudencia: Los instrumentos otorgados a favQr de 
R. F. N°. 74 los Bancos Hipotecarios no son títulos ejecutivos sí no se ha- 
F922 lian rc£ktrados en Ia Tesorería de H acienda.— Estipulado el

pago de una obligación por dividendos periódicos, la prescrip­
ción extintiva del derecho comienza desde que cada dividendo 
se hizo exigible, y  no desde la fecha en que debió pagarse el 
último dividendo.—L a prescripción extintiva, por expresa dis­
posición del artículo 2496 del Código Civil, se funda en el no 
ejercido del derecho, en no haber hecho uso de la facultad 
de ejercerlo.— N o  cabe la tramitación ejecutiva ni aún para los 
Bancos Hipotecarios cuando ha prescrito la acción extintiva.—  
Las reglas de la prescripción, institución de derecho público, se 
aplican también a los derechos de los Bancos Hipotecarios. — 
N o  cabe condenar en juicio ejecutivo al pago de la multa es­
tipulada, sí no constan en el título respectivo los datos para 
liquidar la multa.—N o  es legal condenar en la sentencia al 
pago de intereses no demandados.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.
Sentencias.

A uto motivado. Eliminación del auto m otivado.— Proposición del Sr. Dr. 
PágF*333°* ^*c ôr ^ anuel Peñaherrera, para que del sumario se pase dí-
1922. * rectamente a la sentencia, sin el inconveniente trámite deí

auto motivado.
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A sesores. El Sr. Dr. Alfonso Miranda propone la siguiente consulta; «La 
p\p 62 76’ creació"  de Ias Cortes de I&arra y  Ambato ha suscitado al-
í923» gunas dificultades en la tramitación de los juicios con relación

al nombramiento de asesores. En una causa que se ha seguido 
en el cantón de Otavalo, se nombró para asesor a un abogado 
residente en Quito, cuando creadas ya dichas Cortes aún no 
funcionaban por no haber sido nombrados los ministros res­
pectivos. Sustanciado gran parte del juicio con la intervención 
de dicho asesor, una de las partes alegó la nulidad del proceso, 
fundándose en la disposición del artículo í 83 de la Ley Orgá­
nica del Poder Judicial; y  resume la consulta, sí es o nó 
procedente la nulidad y  en caso afirmativo, sí puede decla­
rársela aún cuando no se la hubiese alegado a su debido 
tiempo».

A sesores. Respecto de la consulta anterior del Dr. Miranda, presenta su 
R. F. No. 76. opinión por escrito, el Sr. Dr. Augusto Bueno.
Pág. 68.
1923.
A notador de H ipotecas. El Sr. Alcalde primero cantonal de Pelileo con- 
R. F. N°. 76. sulta si debe atenerse el Concejo Municipal a la disposición 

del Art. 68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial o a la del 
45 de la L ey de Régimen Municipal para hacer el nombra­
miento de Anotador de Hipotecas.
Por unanimidad, se opinó que, en virtud de haberse expedido 
el Art. 68 de la L ey  Orgánica en la Legislatura de Í909, y  
el 45 de la de Régimen Municipal en la de Í9Í2 , este último 
prevalecía sobre el primero; por consiguiente los Anotadores de 
Hipotecas debían ser elegidos por los Concejos del 20 al 30 
de Diciembre y  durar un año en sus cargos.

A sesores. El Sr. Dr. José María Bustamante responde por escrito, a la 
R. F. N°. 77. consulta propuesta a la Academia por el Sr. Dr. Alfonso 

Í4U Miranda.

A cción penal, por calumnia e injuria. El Sr. Presidente somete a la consi-

Pág. 72, 
1923,

R. F. N°. 77. 
Pág. 145. 
i  923.

deracíón de la Academia una consulta que se le ha hecho 
respecto de si para que se interrumpa la prescripción de la 
acción penal por injurias o calumnias, se necesita forzosamente 
la notificación de la querella al querellado, y  sí en caso de 
habérsele notificado después de cien días, el enjuiciado puede 
alegar la prescripción.

A cción penal, por calumnia o  injuria. El Sr. Dr. Peñaherrera, de acuerdo 
R. F. N °. 77. con la opinión del Dr. Balarezo, sostiene la necesidad de la 

citación al sindicado o siquiera al defensor de oficio para la 
interrupción de la prescripción, teniendo en cuenta que, por lo 
general, ninguna providencia judicial puede surtir efectos jurídi­
cos sin las consiguientes citaciones. Un auto cabeza de proceso, 
guardado en el archivo, sin ninguna actuación posterior, o una 
querella que no tenga sino la fe de presentación, no cabe que 
surtan el efecto trascendental de la interrupción de la prescripción 
ni que baste para que pueda decirse que hay un procedimiento

Pág. J63. 
J923.
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criminal pendiente, para los ’ efectos del artículo 74 del Código 

En el mismo sentido opina el Sr. Dr. R oberto Posso.

A rren dam ien to . Cuestiones! J V - -El artículo í 479 del C ód igo  Civil es api;. 
R. F. N°. 78. cable al arrendamiento de predios rústicos?
P<m í65’  2a.— La condición resolutoria de dicho artículo es de la esencia
I923' o de la naturaleza de los contratos bilaterales, o  meramente ac­

cidental?
3a.— Cuál es la razón científica de dicha condición?
4»,— Puede ser renunciada o modificada expresa o  tácitamente? 
5a. —Entraña m odificación tácita el pactar que, caso de retardo 
de un período, se pagarán intereses, y  si el retardo llega a dos 
períodos, terminará el contrato?
6a.— Diferencia legal y  científica entre resolución y  mera termi­
nación.

— Criterio deducido de la interpretación del artículo Í968 del 
Código Civil, por nuestros tribunales.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr, Dr. Víc­
tor Manuel Peñaherrera.
Resoluciones.

A cusación particular.— El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja observa, que caben 
R. F. N°. 79. algunos reparos respecto de ciertas reformas, com o la de que 
^ 2* 77, ios robos que no llegan a cien sucres no constituyen sino con-

9 ’ travención de cuarta clase y  por lo m ismo no tienen sino la
pena de siete días de prisión y  treinta sucres de multa; y , en 
cuanto a los delitos sujetos al procedimiento económ ico, se es­
tablece la regla general de que no pueden ser perseguidos sino 
por acusación particular, siendo así que, según la antigua regía 
del Código, esto no ocurría sino en m uy lim itado número de 
infracciones, acerca de las que median razones especíales para 
que no intervenga el ministerio público, cuando se trata de ca­
lumnias e injurias, por ejemplo.

A bandono. En el caso de ocurrir la nulidad de una causa, corre el término 
P* 80* ^  afjandono desde la última diligencia válida?
1924.

A bandono. 
R. F. N°. 80. 
Pág. 122.
1924.

El Dr. José María Pérez E., consulta el punto siguiente; «Si 
suspendido por más de treinta días un- juicio de excepciones, 
consiguiente al de coactiva, por causa no imputable al deudor, 
v . g., por haber descuidado el escribano pasar los autos al asesor, 
podrá alegarse que han fenecido las excepciones y  ha termina­
do el juicio, con arreglo a lo dispuesto por el A rt. 23 de las 
reformas expedidas en X921 respecto del Código de Enjuicia­
miento Civil?».

^ £ NIj!?N0* ^1 Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera expresa que esa reforma 
Pág. 122°.* 80' n °  SC fe ^ erf  únicamente al caso de que la suspensión provenga 
J924. ' “ e  cansas imputables al deudorj usa del verbo suspender en

una forma impersonal o pasiva, diciendo si deducidas las excep-
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dones,' se suspendiere el juicio por ireinia días; y  por lo mismo 
cualquiera que sea la causa de la suspensión, tiene que seguirse 
el fenecimiento de las excepciones y  la terminación del juicio» 
Tanto más cuanto, en casos com o el del ejemplo, siempre hay 
incuria o  negligencia en el interesado que no gestiona para que 
el actuario cumpla su deher. Mas si, por esta omisión del ac­
tuario, se declara la caducidad o fenecimiento de las excepciones, 
podría exigirse al prenombrado funcionario la correspondiente 
indemnización, de perjuicios.
El Sr. Dr. Miranda pregunta si evitaría el deudor el fenecimien­
to, reclamando verbalmente al escribano el cumplimiento del 
deber de pasar el proceso al asesor.
El Dr. Peñahcrrera contesta que esa cuestión cxtrajudícíal y 
privada no evitaría la caducidad, aún cuando, promovido este 
incidente, se la comprobara por cualquier medio, aunque fuese 
una razón o  declaración del mismo escribano.
El Dr. Miranda consulta si habiendo provenido la suspensión 
por no haberse consignado los derechos respectivos, se inte­
rrumpiría el término de la caducidad haciendo la consignación 
antes de que expirasen los treinta días.
El Sr. Dr. Balarezo observa que esta diligencia del pago de los 
derechos sí impediría la caducidad, aún cuando no constase del 
proceso mismo la consignación de los derechos, sino sólo del 
comprobante auténtico concedido a la parte que hizo la consig­
nación; pues ésta es una diligencia judicial que entraña una 
gestión para el progreso de la causa.
Conformes en las precedentés conclusiones todos los concurren­
tes, se dió por terminada la discusión de este punto.

A cusación particular. Juicios económicos; Las reformas del año de 1923 
R. F. No. 80 al Código de Enjuiciamiento Criminal, han ocasionado dífícuí- 
um  ^  tades y  dudas en la práctica, como las relativas a los juicios 

económicos, que exigen el requisito de la acusación particular. 
Se conviene unánimemente en insinuar a la próxima Legisla­
tura la eliminación del requisito de la acusación particular y  
que se dejen, en lo relativo a esto, las cosas como estaban an­
tes de la reforma.

A eogados, derechos. El Sr. D i. Francisco Pérez Borja consulta; Cuál es la 
R. F. No. 80 disposición que debe prevalecer en orden a los derechos que se 
nm  debe abonar a los abogados que se trasladan a otro punto para

servir de asesores, en el jurado en causa de oficio o  para cual­
quiera otra comisión, una vez que no hay conformidad entre 
el Art, Í95 de la L ey Orgánica del Poder Judicial y  el Í5 de 
la L ey de Aranceles de Derechos Judiciales.
Se opina que debe prevalecer la disposición de esta última ley 
por haberse expedido la reforma al citado artículo con poste­
rioridad a la L ey Orgánica.

A uto motivado. Nuevas reformas del procedimiento penal. Exposición de 
R. F. N°. 80. motivos.—Eliminación del auto motivado. Organización del 
pág. J69 Jurado por Sesiones Periódicas.—Proyecto de reformas al Có-
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digo de Enjuiciamiento Penal, presentado por el Dr. Víctor 
Manuel Peñaherrera al Congreso de 1923.

A bigeato. Se lee una comunicación del Dr. M iguel A n gel Monta Ivo, en fe 
R. F. N°. 81. que consulta sí los Intendentes y  Comisarios de Policía siguen 
Pág. 221. teniendo jurisdicción para conocer de los delitos sobre abigeato, 
,924‘ o sólo la conservan los jueces de Letras, en virtud de las refor­

mas al Código de Enjuiciamiento Criminal de 1923.
La Academia comisiona al Sr. Dr. Francisco Pérez Borja para 
que informe sobre este punto.

A bigeato. Cuestiones jurídicas: Los Jueces de Letras me parece que son los 
R. F. N°. 81 únicos competentes, para conocer de los juicios contra los res-
Pág. 242. ponsables del delito de abigeato.- A  los sindicados del delito de
I924, abigeato, se les distrae de sus jueces naturales, en contra de la

Constitución de la República.
Exposición que bace a la Academia el Sr. Dr. M iguel A .  M on­
talvo.

A bigeato. El Dr. Francisco Pérez Borja somete a la consideración de la 
R. F. N°. 81 Academia el siguiente proyecto de L ey  sobre abigeato: 
f i f i 25* Art. í .°— El abigeato, o  sea, el robo de ganado y  bestias, se

penará con uno a cinco años de prisión.
Art. 2.°— Del delito de abigeato, sin consideración a la cuantía, 
son competentes para iniciar el sumario los funcionarios deter­
minados en el artículo 69 del Código de Enjuiciamientos en 
materia criminal y  los Jueces de Letras de Contrabandos.
Art. 3 .°—T an luego com o llegare a conocim iento de cualquiera 
de las autoridades indicadas en el artículo anterior, que se hu­
biere cometido un abigeato, dictará el correspondiente auto ca­
beza de proceso, de conformidad con el Art. 64 del Código de 
Enjuiciamientos en materia criminal.
Art, 4.°— El sumario puede también principiar por querella, y  ésta 
se notificará en la misma forma que el auto cabeza de proceso. 
Art. 5.°— Inmediatamente después de principiado el sumario, 
procederá el Juez a recibir las declaraciones del sindicado, del 
agraviado y  a practicar las demás diligencias necesarias para la 
comprobación del hecho y  los responsables de la infracción.
Art. 6.°—El sumario estará concluido en quince días perento­
rios, y  vencido este término, la autoridad que lo hubiere iniciado, 
remitirá al respectivo juez de contrabando, y  recibida por éste la 
causa, correrá vista al fiscal que designare por tres días y  al 
indiciado por otros tres.
Art. 7.®— Devuelta la causa o  cobrada por apremio, si el fiscal 
hubiere acusado, o si en concepto del juez hubiere mérito para 
continuar la causa, la abrirá a prueba por ocho días perentorios. 
Art. 8.°— Concluido el término de prueba, se oirá al fiscal y al 
sindicado por su orden y  por tres días. Devuelto o recaudado 
el proceso se pronunciará sentencia dentro de tres días.
Art. 9.°— Para la comprobación del cuerpo del delito, para la 
apreciación de las pruebas y  para la aceptación de la fianza, se 
seguirán las reglas del Código de Enjuiciamientos en materia 
criminal.
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Art. 10.—-De la sentencia que pronuncíe el Juez de Letras, se 
po ra apelar, dentro de tres días, a la Corte Superior respectiva, 
a que tallara por los méritos de los autos en el plazo de ocho 

días.
Art. í í . —Sí los jueces de Letras iniciaren el sumario, podrán 
comisionar la práctica de las diligencias a los Tenientes Políti­
cos o  Comisarios de su jurisdicción.
Art. Í2 .-Q u e d a  derogada la ley de 1921 sobre abigeato.
Art. Í3.— Los que a la vigencia de esta ley, se encontraren 
cumpliendo la pena de deportación en el Archipiélago de Colón, 
serán remitidos a las cárceles de las respectivas provincias, por 
todo el tiempo que les falte para que termine la pena.

l'L  Las causas pendientes por el delito de abigeato se 
sujetaran al procedimiento establecido en la presente ley.
Art. Í5. En las provincias donde no hubiere Juez de Contra­
bando, conocerán de las causas los Jueces de Letras.

A ctores. El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera llama la atención de la 
R* Academia respecto de esta forma que la juzga indispensable:
£̂24  ̂ * Cuando son dos o más los actores o  los demandados, y  así 

constituyen una parte cada grupo, n o  pueden ejercitar el 
derecho de recusar libremente al asesor sino por medio de pro­
curador común; mas en los casos en que, según la ley, pueden 
litigar separada o individualmente, cada uno de ellos puede 
ejercer el derecho de recusación; lo cual ocasiona gravísimas 
dificultades y  casi la imposibilidad de continuar la causa por 
agotarse el número de abogados expeditos para el cargo de 
asesores. En un plan de reformas que se propuso a la Legis­
latura insinuamos que se adoptase para este caso la regla esta­
blecida en el Código de Enjuiciamientos en materia criminal 
para la recusación de jurados, cuando son dos o  más los acu­
sados; esto es, que se determínase por sorteo el orden en que 
ejercerían el derecho indicado los actores o  demandados, a fin 
de que entre ellos no pudiesen recusar más de dos asesores. 
Luego, a indicación del mismo señor Presidente, se acepta el 
proponer una reforma en el sentido de que si son dos o más 
ios demandantes o los demandados, no pueden recusar libre­
mente al asesor sino por medio de un solo procurador consti­
tuido al efecto.

A p e l a c ió n . 
R. F. N°. 82. 
Pdg. 310. 
1924.

El Sr. Presidente de la Academia manifiesta, respecto del ar­
ticulo 520 del Código de Enjuiciamiento Civil, que ordena que 
la apelación del ejecutado no obsta a que se trabe embargo de 
bienes; que antes, el embargo no podía tener lugar sino después 
de la sentencia expedida en el juicio ejecutivo en última 
instancia, caso de que se hubiere apelado del primer fallo; des­
pués se adoptó la disposición de que cuando la ejecución se 
sigue, fundada en título hipotecario o  en sentencia ejecutoriada, 
pueda pedirse la orden de embargo después del auto del pago, y  
de la sentencia de primera instancia en todos los demás casos, 
y  para hacer más clara esta disposición se puso en la ley, «aun­
que se funde la ejecución en un título quirografario». Pero debe
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tenerse en cuenta los inconvenientes del sistema, y a  que puede 
decirse que el auto de pago se expide por un juez ad-hoc, 
com o es el asesor nombrado por exclusivas influencias del 
ejecutante, para expedirlo, así, pues,  ̂convendría adoptar un 
temperamento para impedir embargos ilegales, y  los peligros 
anexos del depósito y  la inalienabílidad de los bienes, estable­
ciendo que, en todo caso, sólo puede entablarse embargo de 
los bienes después de la primera sentencia y  que la apelación 
del ejecutado no suspenderá la jurisdicción en el juez inferior. 
Discútese esta proposición y  se la niega.

A bigeato. Respecto de la consulta del Sr. Dr. M iguel A n gel M ontalvo, 
R. F. N°. 82. sobre sí con las reformas al Código de Enjuiciamientos Crími- 
Pág. 3J5. nales, sancionadas el año de Í923, perdieron los Intendentes de
J924. Policía y  Comisarios N acionales y  M unicipales, la jurisdicción

para juzgar los delitos de abigeato, se lee el informe del Sr. 
Dr. Francisco Pérez Borja, publicado en la «R evísta Forense» 
N °. 8 Í, página 246 y  se lo aprueba? inform e en el cual se 
manifiesta que no se ba reformado ni derogado en ninguna de 
de sus partes la L ey de Abigeato de Í92Í por la de reformas 
al Código de Procedimiento Penal de Í923.

A bigeato. La Academia discute el proyeto de ley  de Abigeato, presentado 
R. F. N°. 82. por el Dr. Francisco Pérez Borja, que se publica en este trabajo 
1924 3I6’  y  en la «Revísta Forense» N °. 8 Í, página 25Í.

A pelación. El Sr. Dr. M odesto A . Peñaberrcra, somete a la consideración 
R. F. N °. 82 úe la Academia la siguiente consulta; «E l tercerista coadyu- 
Pág. 320. vante a quien se le concede derecho de impulsar la ejecución, 

¿Puede apelar de la decisión que se dé a cualquier solicitud suya, 
en orden a las providencias preventivas, y  que le ocasionen per­
juicio?
El Sr. Presidente expresa que en tanto no exista una ley res­
trictiva, puede el tercerista coadyuvante apelar dentro de las 
reglas y  condiciones generales.
Igual opinión expresan todos los presentes.

A rrendamiento. Opinión jurídica sobre las siguientes cuestiones; I.—-La 
p * 83 del artículo Í.479 del Código Civil es aplicable a todas
1925. * *as okllg-3“ 01165 o pactos del contrató de arrendamiento?—II.— 

La condición resolutoria instituida por dícbo artículo y  por el 
Í864, debe entenderse tácitamente renunciada por el bccbo  de 
haberse pactado intereses para el caso de m ora en el pago del 
precio?— III.— Es ésta la doctrina que defendida por el suscrito 
ante la Corte Suprema, y  admitida por el Tribunal, se publicó 
en el número 78 de la Revista Forense?
Estudio del Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
Apéndice por el mismo jurisconsulto.

A cción. Cuestión de cosa juzgada en incidente cxbíbitorio.— Tesis defendida 
R. F. N°. 84 ■—Denegada la demanda de exhibición, por no constar que el

documento esté en poder del demandado, puede promoverse 
nuevo incidente basado en que el mismo docum ento y a  está en

P4g. 155. 
J 925.
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A pelación . 
R. F. N°. 85 
Pág. 23J. 
1925.

dicho poder:—D esarrollo .-I.—Estudio del problema en el te- 
rreJ\° f . j  i Antecedentes históricos de nuestra regla jurídica.

Identidad subjetiva y  objetiva, necesaria para la excepción de 
la cosa juzgada.— Concepto de causa y  acción.—Aplicación de 
la regla a la presente cuestión incidental.-II.—Estudio del 
problema en el terreno histórico científico.—Distinción entre las 
acciones reales y  las personales, en el sistema formulario ro­
mano y  en las legislaciones antiguas.— Excepción de la causa 
superueniens.—Doctrina de Savigny.—Textos del Digesto so­
bre el mismo caso de exhibición.—Derecho Moderno.—ID.—El 
argumento ad absurdum de que, sí denegada la primera exhibi­
ción por no probarse estar el documento en poder del demanda­
do, se admitiese nuevo incidente basado en que ya estaba en 
dicho poder, enseguida vendría un tercero, un cuarto incidente, 
etc., y  el juicio sería interminable.—Teoría francesa que hacía 
distinción entre la causa y  los medios.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Dn. Víctor Manuel Peñaherrera.

El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja propone, que se niegue la fa­
cultad concedida a los postores para apelar del auto de adju­
dicación.
Después de leídas las sucesivas reformas hechas a este artículo, 
el 540 del Código de Enjuiciamiento Civil, tomados los votos, 
se aprueba el que se suprima las palabras» «los postoresj».

A cción resolutoria.— í° .—Para ejercer la acción resolutoria es necesario
R. F. No. 66 
Pág. 3 
J926.

haberla adquirido de todos los que, como vendedores intervinie­
ron en el contrato, y  no puede ejercerla quién la adquirió sólo de 
uno de éllos.— 2°.’— La escritura de ratificación de una compra­
venta no produce efecto alguno, si en ella se incluyen cosas no 
comprendidas en la primera escritura, y  no se estípula el precio 
de esas cosas.— 3o.— La acción resolutoria extingue el contrato 
retroactivamente, borra todos sus efectos, y  deja las cosas, en 
relación con los contratantes, en el estado en que se habrían 
encontrado si no hubiesen contratado.— 4o.—La cesión del de­
recho de exigir el cumplimiento de las obligaciones de un con­
trato no comprende la acción resolutoria? por el contrario, la 
excluye implícitamente.— 5o. — La nota de cesión no puede 
transferir la acción resolutoria relativa a un inmueble, porque es 
ineficaz para trasmitir el derecho primitivo de propiedad que tuvo 
el vendedor, derecho sin el que no puede ejercerse dicha acción. 
— 6o.—La acción resolutoria relativa a un inmueble tampoco 
puede cederse por escritura pública, porque es acción personal. 
— 7o.— El precepto establecido en el artículo Í.479 del Códígp 
Civil, de que en los contratos bilaterales va envuelta la condi­
ción resolutoria por no cumplirse por una de las partes lo pac­
tado, no se compadece con la equidad y  la justicia cuando se lo 
aplica a los casos en que se ha omitido tan sólo el cumplimiento 
de una parte m uy pequeña de las obligaciones.— 8o. En princi­
pio, la norma suprema en tratándose de la acción resolutoria es 
la equidad? razón por la que los árbitros arbítradores que deben
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Pág. 51 
1926.

A pelación. 
R. F. N°. 86 
Pág. 80 
1926.

juzgar por la buena fé, según las especíales circunstancias del 
caso, no pueden aplicar el principio absoluto del artículo 1.479 
del Código C iv il— 9 ° . - El vendedor que por su parte no ha 
cumplido todas sus obligaciones no puede intentar contra el 
comprador la acción resolutoria.
Manifiesto del Dr. Alejandro Ponce Borfa.

A dministrador.— El administrador de una herencia y  sus atribuciones legales. 
R. F. N°. 86 — Cuestión: ¿Puede el administrador de una herencia, nombra­

do conforme al artículo 750 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
comparecer en juicio por sí solo  para cobrar los créditos heredi­
tarios, comprendidos en la misma administración?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Dn. Roberto Posso.
Resoluciones.
El Sr. Dr. Dn. N . Clemente Ponce consulta a la Academ ia sí 
en un juicio ciiminal en que una de las partes hubiese apelado 
de la sentencia, por considerar que la pena impuesta era mayor 
que la correspondiente por esa infracción, el Tribunal Superior 
puede condenar al sindicado a m ayor pena que la impuesta? 
Después de ligera discusión convienen los Sres. M iem bros con­
currentes en que las partes no atribuyen jurisdicción a la Corte 
sino para que considere y  resuelva el punto materia de la apela­
ción; que al estar en el pensamiento del legislador que el T ri­
bunal considere la cuestión en toda su amplitud, administrando 
justicia acerca de la verdad absoluta de los hechos; y  que de 
oficio considere todas las circunstancias que pudiesen dar lugar a 
una agravación de la pena, con respecto del fallo del inferior, 
habría ordenado que suba aquél en consulta y  no en apelación; 
y  que, por tanto no se podría condenar a m ayor pena.

A pelación. El Sr. Dr. Rafael N . Arcos pide que la Academia emita su dic- 
R. F. N°. 86. tamen acerca de sí puede considerarse a la Corte Superior com o 
1926 8J* Tribunal de Apelación, en materias de jurisdicción coactiva, para

revisar una providencia dictada en orden a la aceptación de la 
postura de uno de los remates, por ejemplo. Manifiesta haber 
ocurrido casos prácticos en cuya resolución no se encontraban 
enteramente conformes los tribunales.

A pelación. Continúa el estudio de la consulta propuesta en la sesión ante" 
86, f l ° r Por el Sr. Dr. Rafael N . Arcos.

Tom ados los votos entre los concurrentes, se resuelve que en el 
caso en discusión, cabía apelarse de la providencia del Colector.

A cción. El Sr. Dr. Dn. M odesto A .  Peñaherrera pregunta si puede decía­
is* 8*‘ rarsc k* nulidad de una sentencia, dictada en juicio ejecutivo,
1926. * propuesta com o acción o com o excepción; de acuerdo con lo 

dispuesto en los artículos 343 a 345 del C ódigo de Enjuicia­
miento Civil.

A bogado. El Sr. Dr. Dn. José Antonio Baquero L., propone la siguiente 
Pág.* 86!°' 86* consu^ a: s* un abogado que ha actuado com o defensor de una 
J926. * âs Parles en el juicio de inventarios puede ejercer el cargo

de partidor.

Pág. 82. 
1926.
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Se leen los artículos 947 y  954 del Código de Enjuiciamiento 
Civil, y  tomados los votos, resuelve la Academia, por unánime 
dad, que el que ha actuado en el juicio de inventarios, como 
detensor, no podía desempeñar posteriormente el cargo de par­
tidor en el juicio respectivo.

A bandono. Para que haya abandono se requiere que no se haya practicado 
89 diligencia alguna en caso de que la última providencia suponga

1926. J? necesidad de que se practique. (Artículo 463 del Código de
Enjuiciamiento Civil).
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Dn,
N . Clemente Ponce.
Resoluciones.

A guas. El Sr. Dr, Dn. Manuel R . Balarezo expone* T engo a la mano
R.F.NO. 87. la L ey Reformatoria del Código de Enjuiciamiento Civil, ex-
Pdg. J50. pedida por la Junta de Gobierno Provisional el 28 de octubre 

de Í925 y  publicada en el N °. 92 del Registro Oficial corres­
pondiente al 30 del propio mes.
El artículo J6 de las mentadas reformas dice* «Las controver­
sias sobre adquisición y  goce de aguas de que trata esta sección 
se ventilarán en juicio verbal sumario».
Com o la reforma de Í92Í al artículo 795 del citado Código, 
dispuso que todo asunto judicial sobre aguas se ventilará en
juicio verbal sumario, subsiste la dificultad de saber sí con la
nueva reforma las causas pendientes que no se refieran a la 
adquisición y  goce, com o por ejemplo las que versan sobre la 
propiedad de las aguas, se han de ventilar en juicio verbal u 
ordinario, y  si los juicios pendientes acerca de esos mismos de­
rechos han de seguir ventilándose de conformidad con la ley 
anterior o se han de regir por la vigente.
Resuélvese, por unanimidad, insinuar a la Corte Suprema, autora 
de aquellas reformas, solicite de la Junta de Gobierno, si lo 
tiene a bien, la modificación del Art. 20 de la referida Ley, en 
el sentido de que las causas pendientes deban sujetarse a la 
ley anterior, sin ninguna limitación.

Cuestiones importantes sobre renuncia de la apelación y  sobre 
resolución de contratos bilaterales.— Parte primera* í° .—La 
renuncia de la apelación no puede extenderse a otros casos 
que los claramente comprendidos en la estipulación.—2o.— La 
expresada renuncia no comprende necesariamente la del recur­
so de tercera instancia.— Parte segunda* f°.— Hechos que de­
muestran no haber habido mora en el deudor.'—2o.—Sentido y  
extensión de las reglas legales restrictivas de la prueba testimo­
nial. -3°.'—Reglas de interpretación de los contratos.— 4o.—Sí el 
deudor tiene derecho de pagar antes del vencimiento, el acree­
dor tiene obligación de recibir el pago.— El pagar es, no sólo 
una obligación, sino un derecho.— Cabe, por tanto, mora en el 
acreedor* y  la mora del acreedor en recibir, exime de mora al 
deudor en pagar.— 5 ° .- -El pago por consignación es para el 
deudor un derecho, nunca una obligación. Para el mero efec-

A pelacIón. 
R. F. N°. 88. 
Pdg. 153.
1926.
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to de evitar la mora, no necesita el deudor emplear ese medio. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. ¿ r[ 
Dn. Víctor Manuel Peñaherrera.
Resoluciones.

A guas. - La Academia se dirige al Si. Presidente de la Excelentísima Corte 
R. F. N®. 88. Suprema de Justicia, insinuándole que solicite de la Junta de 
Pág. 208. Gobierno, si lo tiene a bien, la modificación del artículo 20 de la
I926‘ Ley Reformatoria del Código de Enjuiciamientos Civiles de 28

de octubre de í 925.
A pelación. La Academia estudia las reformas más adecuadas al Código de 
R. F. N°. 88. Enjuiciamiento Civil y  después de cruzarse algunas ideas, se 
Pág. 220. aceptan las siguientes sugerencias:
*926, j» .— Que las excepciones de oscuridad del libelo y  la de incom­

petencia de jurisdicción, cualquiera que fuese la cuantía, no tengan 
sino dos instancias, siempre que los fallos de primera y  segunda 
instancia sean conformes.
2a,— Que en. iguales circunstancias y  habiendo decisiones con­
formes, no tengan tercera- instancia las dilatorias referentes al 
m odo de sustanciar el juicio.
3a.— Asimismo, las concernientes a legitimidad de personeria por 
suficiencia o insuficiencia de poder.
4a.—D e igual manera, la ’dilatoria fundada en los artículos í 03 
y  J04 del Código de Enjuiciamiento Civil, por contradicción o 
incompatibilidad de acciones? acumulación de acciones o de 
autos.
5a.— N o  debe concederse el recurso de apelación respecto de los 
decretos sobre prórroga, suspensión, concesión o negativa de 
término extraordinario, cualquiera que sea la cuantía.
6a. —T od a  resolución concerniente a calificación de posiciones o 
interrogaciones a los testigos, no debe tener tercera instancia, 
siempre que haya dos fallos conformes.

A guas. La Excelentísima Corte Suprema de Justicia contesta al oficio que 
R. F. N°. 88. Je dirigió la Academia de Abogados, para que solicite de la 
T926.222, Junta de Gobierno Provisional, la modificación del Art. 20 de la 

Ley Reformatoria del Código de Enjuiciamiento Civil, de 28 
de octubre de J925.
La Corte Suprema cree que no debe pedir aquello que se índica, 
pues, la Jurisprudencia aceptada y  confirmada por la Corte en 
la respuesta a una consulta, es la de que a falta de declaración 
expresa del procedimiento que deba observarse en los juicios 
pendientes cuyo trámite se ha reformado, debe ser el establecido 
por la Ley anterior, teniéndose en cuenta lo prescrito en la re­
gla 22 del artículo 7o del Código Civil, respecto de las actua­
ciones y  diligencias que ya estuvieren comenzadas. Y  por lo 
que se refiere al sentido de la limitación que se indica, aparece 
que, con dicha disposición, no se quiso otra cosa que aclarar que 
no impediría el curso de las causas pendientes sujetas al procedi­
miento anterior, ni aún las reformas establecidas por la nueva 
Ley respecto a la cuantía y  los recursos, atenta la naturaleza del 
nuevo procedimiento.
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A sesores.
R. F. N°. 89. 
Pág. 285. 
1926.

El Sr. Dr. Dn. Manuel R . Balarezo hace presente que entre las 
causas que retardan el despacho de los juicios es la de que los 
asesores no pueden excusarse libremente, de acuerdo con el 
articulo 181 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y  cree que 
debe retormarse dicho artículo en este sentido.

A sesores . 
R. F. No. 89. 
Pág. 289. 
1926.

Se pone en discusión el proyecto que reforma el articulo 181 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial y  después de haberlo estudiado, 
se lo aprueba en estos términos: «Los asesores podrán excu­
sarse libremente dentro de las 24 horas de recibido el proceso, y  
después por ausencia, enfermedad u otro motivo justo a juicio 
del juez».
«E n las causas crimínales no podrán excusarse libremente».

A bogados. 
R . F. N -. 89. 
Pág. 289. 
1926.

El Sr. Secretario de la Academia observa que sería oportuno, 
adjuntar a los proyectos aprobados, uno, por el cual se arbitre 
alguna medida que ponga fin a la corruptela de los aboga­
dos que tienen un solo despacho y  en el que, defiende la causa 
el uno, y  el otro, interviene com o asesor, dando lugar, de ma­
nera especial, al escándalo que se produce en la regulación de 
honorarios.

A utopsia. Reconocimiento del cadáver.—Fracmentos de alegatos.
R. F. N». 92. Por el Sr. Dr. Dn. N . Clemente Ponce.
Pág. 171.
1927.

A pelación. El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera plantea la siguiente cuestión: 
R. F. N °. 92. «Se pronuncia sentencia en un juicio criminal. N o  debe ele- 
^ 2 7  218 varse en consulta al superior} pero sí puede apelar el Fiscal o  el 

indiciado. Apela éste y  luego desiste de dicho recurso.—Con­
sulta sí el superior debe devolver el proceso sin dar su dictamen 
o, en virtud de lo  estatuido por el Art. 14 del Código He Pro­
cedimiento Penal— que no importa excepción alguna— aquel 
debe continuar sustanciándose.
La Academia, por unanimidad, resuelve que la Corte, en el caso 
de conocer de un asunto por apelación del sindicado, si éste de­
siste debe devolver el proceso al inferior. Sí da su dictamen 
procede sin jurisdicción.

A pelación. 
R. F. No. 92. 
Pág. 219.
1927.

El mismo doctor Peñaherrera índica que quisiera conocer el pen­
samiento de la Academia, en orden a una resolución de la 
Corte Suprema, por la cual, al considerar la apelación del sin­
dicado, aumentó la pena a que se le había condenado a éste.
A  propósito del punto en cuestión, el Dr. Francisco Pérez Bor- 
ja, plantea el siguiente caso análogo: «Se demanda por capital 
o intereses. La sentencia condena al pago de capital. El intere­
sado apela por las costas. Podrá el Superior considerar algo 
acerca de los intereses?».

A bogado. El Dr. Isaac Alvarez, se dirige a la Academia y  somete a su 
R. F. No. 92. consideración esta consulta: «¿Q ue infracción punible comete 

254 el abogado que, habiendo hecho de Promotor Fiscal, en causa 
J927‘ criminal de oficio, ante el Juez de Instrucción, defiende al
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sindicado o a los sindicados ante el Juez de Letras, cuando el 
sumario ha subido a esta autoridad?».

A bigeato. El mismo Dr. Isaac A lvares solícita el parecer de !a Academia 
R. F. N°. 92 acerca de esta cuestión: «S i com o estatuye el artículo Í6  d é la
Pág. 254 L ey de Abigeato, las únicas solemnidades sustancíales, en l0s
I927* juicios contra los abigeos, son las tres determinadas, taxativa­

mente, en dícbo artículo? ¿Podrá el juez de primera o segunda 
instancia, en su caso, declarar la nulidad del juicio, por falta o 
ilegitimidad de personería de una de las partes, o por falta de 
citación a una de ellas con la sentencia, ateniéndose al artículo 
421 del Código de Enjuiciamiento Civil, que cuenta entre las 
solemnidades sustanciales comunes a todos los juicios e ins­
tancias la legitimidad de personería de las partes y  la citación 
con la sentencia?».

A cción ordinaria . El Sr. Dr. M odesto A . Peñaherrera propone la síguien- 
R. F. N°. 92 te cuestión* «Según lo  estatuido por el artículo 528 del Código 
Pág. 255 ¿ e Enjuiciamiento Civil, las sentencias pronunciadas en juicio
1927 ejecutivo no producen excepción de cosa juzgada para la vía

ordinaria, que puede intentarse dentro del plazo que fija  dicho 
artículo. Consulta si esta disposición hace referencia, única­
mente al ejecutado, o  sí comprende también al ejecutante. Indi­
ca que hay partidarios de la primera conclusión, por cuanto los 
dos incisos del artículo citado se refieren sólo  al deudor». 
Cerrada la discusión se vota en favor de la afirmativa, o  sea, 
porque el artículo citado de la ley comprende al deudor y  al 
acreedor.

A bogado. 
R. F. N°. 93 
Pág. 327 
1927.

A bigeato. 
R. F. No. 93 
Pág. 326 
1927.

A bigeato. 
R. F. N». 93 
Pág. 340 
J927.

A pelación. 
R . F. No. 94 
Pág. 34
J928.

Se aprueba el informe emitido por el Dr. A lfonso Miranda, res­
pecto de la consulta del Dr. Isaac Alvarez, en la parte que 
indica que no comete infracción alguna, el abogado que ha­
biendo hecho de Promotor Fiscal, en causa criminal de oficio, 
ante el Juez de Instrucción, defiende al sindicado o a los sin­
dicados ante el Juez de Letras.

También se aprueba la segunda parte del informe del expresado 
Dr. Miranda, que se [relaciona con la consulta del Dr. Isaac 
Alvarez, en el sentido de que, la L ey  de Abigeato, com o ley 
especial, debe prevalecer sobre las leyes generales y  así no 
podemos ver otras causas de nulidad que las establecidas en 
ella, de una manera taxativa.

Se lee un telegrama del Juez de Letras de la provincia de Bolí­
var en el que solícita la opinión de la Academ ia sobre la 
validez de un juicio de abigeato, si no se ha citado al sindicado 
con el auto de prueba sino al apoderado que ha intervenido 
ofreciendo poder o ratificación.
La Corporación, en vísta del artículo 8.° del Reglam ento de la 
Academia, se abstiene de conocer de la consulta.

El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera indica, que sería oportuno el 
que se estudie un proyecto de decreto, por el cual se establezca 
que los recursos se pueden interponer sólo dentro de los respcc-
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tivos términos, a fin de cortar la corruptela que se lia introducido 
en los Juzgados y  tribunales, de apelar antes de la sentencia. 
Luego el Dr. Peñaherrera presenta el proyecto de reformas 
sobre la proposición anterior.

La Academia continúa el estudio del proyecto de decreto formu-
47 94 ado p0r eI Sr* Dr* Modcsto Peñaherrera, acerca de la cuestiónanterior.

Opinión del Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

A pelación. Continúa discutiéndose el proyecto anterior, formulado por el 
R. F. N°. 94 Dr. Modesto A . Peñaherrera.
Pág. 46
1928.

A bandono. El Sr. Dr. Alberto Guerra pide que la Academia resuelva una 
R. F. N°. 96 consulta que, por su intermedio, hace el Sr. Dr. Víctor Manuel 
W$¡ J76 Peñaherrera, expuesta en estos términos:

«Para resolver sobre un incidente, pide autos el Juez; pero el 
actor, que tiene poca gana de continuar la causa, recibe la pla­
nilla y  no paga los derechos. A  los dos años once meses y  
veintinueve días, presenta un escrito pidiendo al juez que dé 
curso a la causa* y  el juez se limita a decir: «Autos, como está 
mandado». Pasa otro tiempo igual y  el malicioso actor repite 
un escrito idéntico, al cual el juez provee: «Autos, como está 
mandado», y  así sucesivamente.
Pregunta, con esa farsa del escrito cada dos años once meses 
veintinueve días, ¿se habrá impedido el abandono de la acción, 
siendo así que la gestión que al actor le correspondía era pagar 
los derechos para que se entregase el proceso al juez?»
La Academia, después de prolongada discusión, aprueba este 
parecer del Dr. Manuel R . Balarezo, quien dice: opino que el 
escrito indicado en la consulta en estudio, es apto para inte­
rrumpir el abandono de la causa, independientemente de los 
motivos, que en ambos casos de la consulta, 1c  mueve a la parte 
a presentar aquella solicitud.

A sesores. A l estudiarse las reformas de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
R. F. N°. 96 formuladas por la Corte Suprema de Justicia, la Academia se 
Pág. 189 ocupa del Art. 27 sobre limitación del número de asesores.
1930. *

A cción resolutoria. Acción resolutoria de una partición convencional.— Su- 
R. F. No. ÍOI marío: í .— La Corte Superior debió limitarse a devolver el pro- 
Pág. 3 ceso, declarando improcedente el recurso de apelación por ha-
I931’ bérselo renunciado.

2 . —Pueden acumularse en una demanda acciones incompatibles 
sí se las deduce en forma subsidiaria o  alternativa. La incom­
patibilidad o contradicción de acciones surte como efecto legal, 
excepción dilatoria no perentoria.
3. — La partición convencional otorgada en escritura pública, por 
la forma y  por el fondo es un contrato bilateral.
4. — Las reglas legales especiales sobre la partición, no excluyen 
el que a ésta se aplique el Art. 1479 del Código Civil.
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5. —La condición resolutoria no es, por su naturaleza ni p0r Ja 
ley, incompatible con la partición convencional, y  en ella puede 
caber tanto la condición expresa com o la tácita.
6. — La jurisprudencia de los tribunales y  la doctrina de los ex­
positores.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. V íc­
tor Manuel Peñaíierrera.

A cción resolutoria. Sumario! I.— Referencia al alegato de segunda instancia. 
R. F. N°. JOJ n .  Réplica al alegato del actor, en tercera instancia.
Pág. 24 m . Renuncia de la apelación.
1931. XV. Contradicción de acciones.

V . La relación jurídica contractual! sus elementos esenciales.
V I. Naturaleza de la relación sucesoria. Diferencias con el 
contrato.
VIL La partición y  la cesión recíproca de derechos.
V in . Conclusión! la partición es un acto, no un contrato. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

A cción resolutoria. Sumario! I. La acción resolutoria en las particiones. 
R. F. N°. JOJ n . Cuestión incidental! incompatibilidad de la acción resoluto- 
Pág. 41 ría y  de la nulidad en la partición.

DI. El tínico caso de acción resolutoria de partición juzgado 
por nuestra Corte Suprema en Í874.
IV . La partición de bienes ¿es acto o  contrato? Disposiciones 
peculiares de nuestro Código Civil que deben ser tenidas en 
cuenta y  que no constan en el Código Francés.
V . Estudio de los artículos í 338, Í334, 706, Í340 y  Í343 del 
Código Civil ecuatoriano.
V I. Doctrina y  jurisprudencia chilena.
VII. Doctrina y  jurisprudencia francesa.
VIH. La acción rescisoría de la partición.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

Pág. 67, 
1931.

A cción resolutoria. Sumario! I. N o  es arquelógíca la doctrina que admite 
101 acc*°n resolutoria de las particiones.

II. La demanda propuso uno de los acreedores que tiene dere­
cho al reintegro, por tanto, debe surtir efecto la cláusula en que 
se renuncia la apelación.
m . N o  es absurdo el acumular en una demanda, acciones in­
compatibles, si se las deduce en forma supletoria o  subsidiaría, 
rv . En la partición de que se trata, no faltó el mutuo con­
sentimiento.
V .  ̂ Entre los sucesores hereditarios hubo un contrato que no 
será de compraventa ni de cesión de derechos, pero será contrato 
de partkiórit
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.
Sentencias.
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A cción de nulidad. La Academia se ocupa del estudio de los fallos contca- 
2?7 d'Ct0r‘ 0S d,ct‘ldos >■-> Corte Suprema indicándose el del

1932. siguiente puntoi «Para que se acepte en juicio la acción de
nulidad de un testamento, es indispensable que el testamento 
esté inscrito?»

A cción de nulidad. Continúa la discusión sobre si para aceptarse en juicio 
g : F'*>S°*103 Ia acdón de nuIidad de un testamento, es indispensable que el 
Pág. zsu testamento esté inscrito.

A cción de nulidad. Votada la proposición anterior, se obtiene este resulta- 
£• F*?ñ°‘  103 d°* Por Ia afirmatíva* Ios Dres. Manuel R . Balarezo, Modesto 
J93S2 237 A * Peñaherrera, Alberto Guerra y  Alfonso Miranda; por la 

negativa, los Dres. Francisco Pérez Borja, Francisco Cíiiriboga 
Bustamante, Primitivo Yela y  Antonio José Borja.

A cción de calumnia y  de perjuicios. El Sr. Dr. Ruperto Alarcón, desde la 
R. F. N°. 104 ciudad de Ríobamba, dirige a la Academia la siguiente consulta: 
T932 3I° «D e  conformidad con el artículo 20 de la Reformatoria de Í922 

al articulo 369 del Código de Procedimiento Penal, “ en el caso 
de sentencia absolutoria o sobreseimiento definitivo, la acción de 
calumnia y  la de perjuicios a que haya lugar contra el acusador o 
denunciante, se ventilará también ante el Juez que conoció de la 
acusación o denuncia, en juicio verbal sumario".
La consulta en cuestión va enderezada a saber sí el juicio ver­
bal sumario a que hace alusión el artículo arriba citado, debe ser 
el indicado en el Art. 932 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
o  el preceptuado por los artículos 17, 18 y  19 de Ley Reforma­
toria de 1927 al Código de Procedimiento Penal.

A cción de calumnia y de perjuicios. Continúa la discusión de la consulta 
R. F. N°. 104 que antecede.

^  Cerrada la discusión, la Academia estima que, para la reclama­
ción de daños y  perjuicios provenientes de un juicio penal, debe
aplicarse el trámite establecido en el Código de Enjuiciamiento 
Civil, y  que el Juez competente es el que falló sobre el juicio 
penal»-

A cción de calumnia. La Academia se ocupa del estudio del punto plantea- 
R. F. N°. J04 do por el Sr. Dr. Rafael N . Arcos, respecto a la jurisdicción
J932 321 para conocer del juicio de calumnia, proveniente de una acción

penal.

A cción resolutoria. Continúa el estudio de los fallos contradictorios dícta- 
R. F. No. J05 dos por la Corte Suprema, iniciándose el relativo a si cabe o 
UJ32 33 nó la acción resolutoria de una partición de bienes.

A cción resolutoria. Vuelve a ocuparse la Academia del estudio de los 
R. F. No. 105 fallos aparentemente contradictorios dictados por la Corte Su- 
JgS* 47 prema, respecto a si cabe o nó la acción resolutoria de una

partición de bienes.
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A cción resolutoria. Se reanuda el estudio de sí cabe la  acción resolu* 
r . F. No. 105 toria de una partición de bienes.
Pág. 50 
J932.
A guas. El señor Presidente de la Academia remite al señor Ministro de 
R. F. No. *05 Agricultura el folleto que contiene las actas de las sesiones en 
Pág. 53 quc la Corporación discutió, en el año de Í920, el «Proyecto
I932, de L ey de Aguas», que el Director General de Fom ento Agrí­

cola debía presentar al Congreso de ese año.
Con ligeras modificaciones hechas por el Senador Funcional 
por la Agricultura de la Sierra, se insinúa que se lo  considere 
por la Legislatura.

A dhesión a un recurso. Continuando el estudio de los  fallos contradictorios 
R. F. N “. JOS dictados por la Corte Suprema, se inicia el relativo a sí el 
Pág. 70 Art. 473 ¿¿[  Código de Enjuiciamiento Civil es aplicable tam-
I932* bíén al adherente, o sea, sí cabe que se declare .desierta la adhe­

sión a un recurso.

A dhesión a un recurso. La Academia acuerda, que, habiendo interpuesto 
R. F. N°, 105 un recurso una de las partes, y  adherídose a él, en la misma 

72 instancia, la ótra, ha lugar a la deserción de la  adhesión, o sea,
I932‘ que le parece fundado, y  está de acuerdo con el fallo expedido

en el juicio «Jaramillo-Guarnízo», publicado en el N .°  206 de 
la 4.a serie de la Gaceta Judicial.

A utos ilegales. Pagos bajo el imperio de la nueva L ey  de M onedas.—¿Los 
R. F. N°. J06 autos ilegales pueden producir efectos irrevocables?
T932 81 Sumario: Por la disposición del Art. 557 del C ódigo de Enjui­

ciamiento Civil, el juicio debe continuar com o sí desde el prin­
cipio hubiese sido ejecutivo* tal artículo no autoriza para volver 
atrás en la tramitación.
N o  hay derecho para apelar del fallo de primera instancia cuan­
do las excepciones no se han deducido en el perentorio término 
respectivo.
Manifiesto del Dr. A dolfo  Páez.

A utos ilecales. Sumario: Puede revocarse el auto de pago ílegalmente 
R. F. N°. J06 dictado.

Si el título primitivamente presentado no es ejecutivo, y  poste­
riormente se lo presenta con los requisitos legales, el término 
de pagar o proponer excepciones corre desde la citación con el 
nuevo auto de pago.
En los casos del Art. 557 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
el juicio continúa como si desde el principio hubiese sido ejecu­
tivo* pero el m odo de continuarlo debe ser compatible con las 
normas fundamentales que garantizan la defensa.
Autos decisorios de incidentes de trámite y  autos ínterlocutorios 
o que prejuzgan algo de lo que ha de ser materia de la sen­
tencia.
Los segundos se ejecutarían en lo tocante al trámite* no en 
aquello en que prejuzgan.
Las obligaciones contraídas antes de la nueva L ey  de Monedas,

Pág. 88 
1332.
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exigidas bajo su imperio, deben pagarse en conformidad a élla. 
Los autos aún ilegales, sí llegan a ejecutoriarse, producen efectos 
irrevocables, sí no incurren en alguna de las causas de nulidad 
señaladas por la ley.
Manifiesto del Dr. N . Clemente Ponce.

A utos ilegales. Manifiesto adicional sobre las cuestiones anteriores, por el 
R. F. No. J06 Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

A utos ilegales. Manifiesto adicional sobre las mismas cuestiones, por el 
R. F. No. í06 Sr. Dr. A dolfo Páez.
Pág. 126 
1932.

A utos ilegales. Pagos bajo el imperio de la nueva Ley de Monedas.
R. F. No. J07 Sumario: Sí pedida revocación del auto de pago, el actor solicita 
Pá32 165 que continúe el juicio com o sí desde el principio hubiera sido 

ejecutivo, débese revocar dícba providencia y  dictar nuevo auto 
de pago.— Dictado nuevo auto, implícitamente queda revocado 
el anterior, y  el término de proponer excepciones corre desde la 
última citación con la nueva providencia.'—Sí no se declara la 
nulidad del proceso, no se puede desconocer los efectos de los 
trámites que lo forman.—Ejecutoriado el auto de pago, surte 
efectos irrevocables en cuanto al trámite, no en aquello en que 
prejuzga respecto de lo que es materia de la sentencia.— Pago 
bajo el imperio de la nueva Ley de Monedas, de obligaciones 
contraídas durante la vigencia de la anterior.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.

A utos ilegales. Sumario: La petición de que se revoque el auto de pago 
R. F. N°. 107 ataca a lo dispuesto por el Art. 5Í5 del Código de Enjuicíamíen- 
Pdg. 182 to Q{v¡\f y  alegar que el titulo no presta mérito ejecutivo, es
I°32, excepción que debe sustanciarse en la forma legal sin conside­

rarla com o cuestión previa.
El articulo 557 del citado Código autoriza para continuar el 
juicio una vez que se haya subsanado la ilegalidad del título? 
pero ha de continuar desde el estado en que se halle sin volverse 
a dictar un nuevo auto de pago.
Resultado de la ejecución de actos prohibidos por la Ley. La 
cantidad demandada es el precio de un inmueble vendido en 
1906, precio que debe ser pagado en conformidad a Ley de M o­
nedas vigente al tiempo del contrato de venta.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
A d olfo  Páez.
Sentencias.

A utos de pago.— La Academia conoce de una consulta formulada por el Sr. 
R. F. N°. IOS Dr. Celio Enrique Salvador, referente a la solicitud de revoca- 
« s * »  toria del auto de pago.
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A uto de pa g o .— Continúa la discusión de la consulta del Dr. Celio Enrique 
R. F. N°. 108 Salvador, que queda expuesta anteriormente.
P i* . 296 
1932.
A uto de pago. —La Academia, con respecto a la consulta del Dr. Celio E. 
R. F. N°. 108 Salvador, opina que sí es admisible la solicitud de revocación 
Pág. 297 ¿el auto de pago y  que, por tal solicitud, se suspende el tér-
I932, mino de proponer excepciones, basta que se resuelva el incidente.

A cción de nulidad.— Sumario* en virtud de la nulidad judicialmente declarada, 
R. F. N°. J09 el comprador debe restituir la cosa objeto del contrato.— Mas, 
Pág. 3 «-i ci vendedor no fué dueño, y  el comprador adquirió por otro
I932, titulo el dominio, no cabe tal restitución.— La compraventa no

es m odo de adquirir el dominio; se lo  adquiere por la tradición 
de lo vendido.— El aserto del comprador de que com pra con di­
nero de otra persona, no da a ésta el carácter de comprador, 
ni significa que precede com o su mandatario, ni que ofrece su 
ratificación.— En el caso del artículo J.440 del C ódigo Civil, el 
tercero no adquiere la calidad de comprador sino por su ratifi­
cación que, de tratarse de inmuebles, debe constar de escritura 
pública.— La partida de bautismo no prueba la edad, sí en ella 
no se expresa la fecha del nacimiento.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
N . Clemente Ponce.

A cción de nulidad.— Sumarios en la demanda se determinan exclusivamente 
R. F. N°. J09 la acción y  sus fundamentos, sin entrar en explicaciones que no 

*5 alteran la esencia misma de ella.— La acción de nulidad de un
9 ’ contrato tiene por objeto restituir a las partes al estado en que

se hallaban antes de celebrar el contrato nulo.— N uestro Código 
Civil distingue dos cosas para la adquisición del dominios Ja. 
el título; y  2a. la tradición.— Sí el contrato adolece de nulidad, 
no se controvierten sino las obligaciones.— La edad, según el ar­
ticulo 295 del Código Civil, se prueba por la respectiva partida 
de nacimiento o bautismo.—Regla fundamental para interpretar 
los contratos, diversa de aquella que se da para interpretar la 
Ley.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Dn. Luís Felipe Borja.
Sentencias.

A pelación.—El Dr. Ildefonso Bohórquez M . somete a la consideración de la 
Pá F*J47* 110 ^ ca^em*a Punto relativo a la interpretación del Art. 520 
J933# del Código de Enjuiciamiento Civil, en armonía con el 547

del mismo cuerpo de leyes, reformado el JO de enero de J928.

A pelación. 
R. F. N°. ÍIO 
Pág. 156.
J933.

Los señores miembros de la Academia concurrentes a la sesión, 
opinan unánimemente que el embargo cabe ordenarse no sólo 
en los casos de haberse podido decretar en el auto de pago por 
fundarse la ejecución en título hipotecario o en sentencia ejecu­
toriada, sino en todos los de sentencia condenatoria en juicio 
ejecutivo, no obstante la apelación de la sentencia.
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A cusador f 
r . F. N°. í í í  
Pág. í%
J 933.

A pelación . 
R. F. N °. I S Í  
Pág. 22J. 
Í933.

A pelación . 
R . F. N °. JIÍ 
Pág. 230 
J 933.

articular. Un problema nuevo en derecho penal.— Sumario!
I* y nn persona jurídica no puede comparecer como acusador 
particular en juicio criminal.—II.—El verdadero concepto de 
agraviado en esta clase de juicios.—III.—U na compañía comer­
cial tiene mandatario, pero no representante legal en el sentido 
técnico de esta palabra.— IV .—D os infracciones acaecidas en 
distintos días no pueden ser juzgadas en un solo proceso, aún 
cuando se trate del mismo delito y  de los mismos acusador y  
acusado.- En lo penal no procede la acumulación de accio­
nes.—V .— El valor sustantivo del elemento intencional en el 
delito (destrucción de propiedad ajena).— V I.—Conclusiones. 
Manifiesto del defensor Dr. Manuel Benigno Cueva García.

Continúa el estudio de la consulta del Dr. Ildefonso Bohórquez 
M., relativa a sí es necesario que al mandamiento de ejecu­
ción preceda la liquidación del crédito en juicio verbal sumario.

Se cierra el debate, y  tomada votación sobre si, en todo caso 
es menester la liquidación previa del crédito en juicio verbal 
sumario, para que se dicte el mandamiento de ejecución, el 
Dr. M odesto A . Peñaherrera dice: Debe efectuarse sólo en los 
casos del artículo 547 siempre que, a juicio del Juez, sea me­
nester tal liquidación.
El Dr. Francisco Chiriboga Bustamante, respecto del mismo 
punto, exponer La liquidación debe efectuarse sólo a base de 
sentencia ejecutoriada.
El Dr. Alejandro Ponce Borjai El artículo 547 del Código de 
Enjuiciamiento Civil, es aplicable al 520; en consecuencia, el 
juicio verbal sumarlo de liquidación debe verificarse aunque se 
hubiere apelado de la sentencia.
Los Dres. Manuel María Borrero, Alberto Guerra y  Primitivo 
Yela, emiten esta opinión! La liquidación debe verificarse sólo 
en los casos en que haya necesidad de hacerla.
El Dr. Celio Enrique Salvador! La reforma de í 928 al artículo 
547 es una disposición general que presupone sentencia ejecu­
toriada; el caso del artículo 520 es una excepción a la que no 
se extiende la reforma antedicha, ya que el embargo, en este 
caso, sólo tiene por objeto asegurar al acreedor el pago de su 
crédito, y, por esto, no hace falta la liquidación.
Los Dres. Alfonso Miranda y  Antonio José Borja, dicen que 
la liquidación debe practicarse en todos los casos en que la 
sentencia lo ordene.
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B

B il a te r a l . 
R. F. N°s. Jé, 
J7 y J6 
Pág. J37.
J9J4.

Cuestiones Jurídicas.— (Derecho Práctico).—¿Se puede deman­
dar ejecutivamente una obligación derivada de un contrato bila­
teral, sin que conste, de titulo ejecutivo, que el demandante 
cumplió ya las obligaciones que por el contrato se impuso? 
Estudio del Dr. N . Clemente Ponce.

B ienes. Cuestiones jurídicas.— El padre usufructuario legal de los bienes 
R. F. N°. 62. de los hijos menores, no está obligado a pagar los capitales 
ujpj de *as deudas de éstos?

Manifiesto del Dr. N . Clemente Ponce.

Bancos H ipotecarios. L os instrumentos otorgados a favor de los Bancos 
R. F. N°. 74 Hipotecarios no son títulos ejecutivos sí no se hallan registra­
o s *  307 dos en Tesorería de Hacienda.— Estipulado el pago de una 

obligación por dividendos periódicos, la prescripción extintiva 
del derecho comienza desde que cada dividendo se hizo exigible, 
y  nó desde la fecha en que debió pagarse el ultimo dividendo. 
— La prescripción extintiva, por expresa disposición del artículo 
2496 del Código Civil, se funda en el no ejercicio del derecho, 
en no haber hecho uso de la facultad de ejercerlo.— N o cabe 
la tramitación ejecutiva ni aún para los Bancos Hipotecarios 
cuando ha prescrito la acción ejecutiva.— Las reglas de la pres­
cripción, institución de derecho público, se aplican también a 
los derechos de los Bancos Hipotecarios.—N o cabe condenar 
en juicio ejecutivo al pago de la multa estipulada, sí no cons­
tan en el título respectivo los datos para liquidar la multa.— 
N o  es legal condenar en la sentencia al pago de intereses no 
demandados.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.
Sentencias.

B ilaterales. Cuestiones: í a.— El articulo Í479 del Código Civil es aplica- 
R. F. N°. 78. ble al arrendamiento de predios rústicos?
f q g  í65, 2 a.— La condición resolutoria de dicho artículo es de la esencia

o de la naturaleza de los contratos bilaterales, o  meramente 
accidental?
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B igamia* 
R. F. No. 
Pág. m  
J930.

y  — Cuál es la razón científica de dicha condición?
4»!—Puede ser renunciada o modificada expresa o  tácitamente?
ga__Entraña modificación tácita el pactar que, caso de retardo
de un período se pagarán intereses, y  sí el retardo llega a dos 
períodos, terminará el contrato?.
6>.—Diferencia lega! y  científica entre resolución y  mera termi-

"v^C riterio deducido de la interpretación del artículo 1968 del 
Código Civil, por nuestros tribunales.
Alegato presentado ante el Tribunal Supremo, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.
Resoluciones.

En la comunicación enviada al señor Ministro de lo Interior por la 
96. señora María Francisca Taranto de R ízzo y  transcrita a la 

Academia para que sobre ella dictamine, ésta aprueba el siguien­
te informe presentado por el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja: 
«Señor Presidente de la Academia de A b ogados:— El señor 
Ministro de lo Interior envía copia de la com unicación remiti­
da al señor Presidente Provisional de la República por la señora 
María Francisca Taranto, en la cual ésta manifiesta que con­
trajo matrimonio en Italia el 21 de Junio de 1894 con  el señor 
José Francisco Rízzo, y  que, éste, abandonando su Bogar, vo l­
vió a contraer otro en Guayaquil el 15 de M ayo de 191 í j  y  
solicita que, por medio de un decreto, se declare «que el delito 
de bigamia se está cometiendo continuadamente mientras vive 
la primera consorte y  la acción para perseguirlo prescribe en 
cinco años contados desde el día de la muerte de aquella».— 
El señor Ministro de lo Interior, por su parte, somete a estu­
dio de la Academia «la conveniencia o  inconveniencia de pre­
ver en nuestro Código punitivo la figura del delito continuado, 
como el de bigamia, cuya existencia es real y  su peligrosidad 
evidente, acordándose una pena peculiar, com o peculiar es la 
forma de su comisión:—acción continuada— ».— Comisionado 
por Ud. para que informe acerca de los puntos materia de la 
referida comunicación, me es honroso hacerlo en los siguientes 
términos:— N o puede haber duda sobre la conveniencia de que 
en un Código Penal se considere la noción del delito continuado, 
y  en la revisión que alguna vez se haga de nuestra legislación 
penal, deberá tenerse en cuenta esta clase de delito; pero lo que 
no puede aceptarse es que el delito de bigamia sea un delito 
continuado.
Efectivamente, esta figura de delito se constituye por la repeti­
ción de acciones crimínales que cada una separadamente, son 
suficientes para constituir un delito, todas víolatorías de la mis­
ma ley penal, pero como todas son el resultado de una sola y  
única resolución criminal, por cuanto van dirigidas al cumpli­
miento de un solo propósito delictuoso, forman un todo jurídico 
que hace que se les tenga como un delito único» El robo de 
una cantidad determinada de dinero, que el delincuente va ha­
ciéndola por partes: hoy día ciento, mañana doscientos y  el 
tercer día el resto, da una idea de esta clase de delito.
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En la bigamia, el delito se constituye por el hecbo de contraer­
se un segundo o ulterior matrimonio sabiendo que no está di­
suelto el anterior, y  esto no quiere decir que en cada día que 
siga al posterior matrimonio se esté verificando otro nuevo.
T a l vez se quiso decir que la bigamia es un delito sucesivo o 
continuo, como también se lo llama, distinto del delito conti­
nuado, siendo el sucesivo, cuando la violación del derecho se 
prolonga o puede prolongarse indefinidamente, como el secues­
tro de personas. Mientras la persona raptada esté en poder 
del raptor está verificándose el atentado contra la libertad.
Mas, ni de esta clase es la bigamia, porque el delito se consu­
ma por el hecho del segundo o ulterior matrimonio, y  la pres­
cripción tiene que contarse desde esa fecha, sin que haya el 
temor del escándalo que produjera la subsistencia del nuevo 
matrimonio mientras viva el bigamo, porque el posterior matri­
monio es nulo de pleno derecho y  el ministerio público tendría 
que solicitar la declaración de nulidad, aunque haya prescrito la 
acción criminal siendo declarable aún a petición del Ministerio 
público.
Por lo expuesto, creo que sí bien es necesario en un Código 
Penal el que se prevea el caso de un delito continuado, esto 
debe hacerse en una revisión completa de nuestro Código Pe­
nal, y  que asimismo debe reformarse lo relativo al delito de 
bigamia, que es m uy defectuoso el sistema para su represión 
en el actual; mas esto no implica una necesidad presente y  para 
un caso particular com o el que se ha presentado a la considera­
ción del señor Presidente Provisional de la República, con tanta 
mayor razón cuanto que, según las leyes vigentes, hay medios 
para evitar los perjuicios de que se queja la solicitante.
Del señor Presidente atento y  S.S.— Francisco Pérez Borja».
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Colegio de A bogados. Propósitos y  razón de ser del Coléelo de Abosados 
R. F. N°. 1 de Quito.
Pág. i 
J9J3.

Código P enal. El artículo 355 del Código Penal.— Estudio del Dr. N . Cle- 
R. F. N°. J mente Ponce.
Pig. 5 
1913.

C ódigo de C omercio. N otas al Código de Comercio.—Estudio del Sr. Dr. 
R. F. N°. 2 Manuel R . Balnrezo.
Pág. 49 
1913.
C orporaciones E xtranjeras. El señor Ministro de Relaciones Exteriores, a 
R. F. N°. 2 solicitud del Representante de los Estados Unidos, se dirige a
PJL3 87 la Academia en demanda de los siguientes datos: « í .°  Lo que

las leyes locales exigen para que dichas Corporaciones puedan 
contratar?— 2.°—La situación jurídica de las mismas con res­
pecto a los Tribunales locales, por lo que toca a su derecho 
para demandar en juicio o  ser demandados?--3 .°—La extensión 
de tales derechos, concedidos por las leyes, bajo las cuales las 
Corporaciones han sido creadas y  reconocidas por estas Leyes 
locales?— 4.°— Información especifica relativa a tasaciones o  im­
puestos de Corporaciones extranjeras, en la República del Ecua­
dor.

Corporaciones E xtranjeras. La Academia de Abogados, acerca de los 
R. F. No. 2 informes solicitados por el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
9̂/3 88 por petición del Representante de los Estados Unidos, eleva su

dictamen en estos términos:

P rimero: «L o que las leyes exigen para que dichas Corporacio­
nes puedan contratar».
La Legislación ecuatoriana adopta, en la mayor amplitud, el 
principio jurídico de la igualdad entre nacionales y  extranjeros. 
Constituida legalmente una compañía o corporación, puede ce­
lebrar cualesquiera contratos, adquirir bienes raíces o muebles,
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terrenos baldíos, etc., y  ejercer todos los derechos civiles.

contrajere. ----------  • " - j u ­
b ito  un apoderado o representante que pueda contestar las 
demandas y  cumplir las obligaciones respectivas. Si omitieren 
este deber, las acciones podrán proponerse contra las personas 
que ejecutaren los hechos o tuvieren las cosas a que la de­
manda se refiera. .
A rt.......Las Compañías u otras personas jurídicas que contraje­
ren en el Ecuador obligaciones que deban cumplirse en la 
República, y  no tuvieren quien las represente podrán ser consi­
deradas como el deudor que se oculta, y  representadas por un 
curador dativo, conforme al artículo 463 del C ód igo Civil.

Segundo: «La situación jurídica de las mismas con  respecto 
a los Tribunales locales, por lo que toca a su derecho para 
demandar en juicio o  ser demandados».
Aplicando el principio general de la igualdad, las leyes ecua­
torianas que reglan los procedimientos judiciales para hacer 
efectivos los derechos, no establecen diferencia alguna entre 
nacionales y  extranjeros. Pero tanto los compañías extranje­
ras como las nacionales deben tener en la República, com o se 
dice en las disposiciones legales transcritas, un apoderado o 
representante que pueda contestar las demandas y  cumplir las 
obligaciones contraídas en el Ecuador.

T ercero: «La extensión de tales derechos, concedidos por las 
leyes bajo las cuales las corporaciones han sido creadas y  re­
conocidas por estas leyes locales».
N o está planteada con claridad esta cuestión? pero sí lo  que 
se averigua es lo que valdría en el Ecuador los derechos con­
cedidos a compañías extranjeras por la ley  bajo cuyo imperio 
se constituyeron en orden a la capacidad de demandar o ser 
demandadas, debe contestarse que dichos derechos serían reco­
nocidos y  respetados en el Ecuador, con arreglo a los princi­
pios generales del Derecho Internacional.

Cuarto: «Información específica relativa a tasaciones e im­
puestos de Compañías extranjeras en la República del Ecuador». 
No imponen nuestras leyes contribuciones ni gravámenes espe­
díales a las compañías extranjeras que funcionan en el Ecuador.

~— r ......... .. ••■■wvu.ufca w u h iu  m i  c j c i i t i u j c r . i a
obligadas a declarar el capital efectivo que destinen a sus ope­
raciones en la República, para el efecto del capo de los ím-

---------------£-------- l]UC CIl Cl 1_.CU.VUU1.
Tanto las compañías nacionales com o las extranjeras están

de esta Ley, de mu.
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C ódigo de C omercio. Notas aí Código de Comercio.—Estudio del Dr. Ma- 
R. F. No. 3 nüel R . Balarezo.
Pág. 120 
1913.

Pág. 131 
I9J3.

Código de Enjuiciamiento C ivil.—El señor Vicepresidente de la Academia, 
R. F. N°. 3 D r. N . Clemente Ponce, somete a la consideración de ella, el 

siguiente Proyecto, de reformas que conviene introducir en el 
Código de Enjuiciamiento Civil, las cuales fueron aprobadas: 
«Art. El inciso segundo del Art. 556 dirá:
«La tercería coadyuvante podrá proponerse desde que se decre­
te el embargo de bienes, hasta el remate de éstos».
Art. El Art. 630 dirá: El concurso necesario tendrá lugar:
1. °— Cuando dictado el mandamiento de ejecución, el ejecutado 
no señalare bienes:
2. ° —Cuando los bienes que señalare, estuvieren ya embargados 
en otro juicio; y
3. °—Si los bienes señalados fueren notoriamente insuficientes, 
según la respectiva tasación.
En cualquiera de estos casos, podrá pedir la formación del 
concurso, cualquiera de los acreedores que en un mismo juicio 
ejecutivo hayan pedido el pago de sus créditos, o que hayan 
ejecutado al deudor en diversos juicios o  juzgados».

C ompañías. 
R. F. No. 3 
Pág. 132 
1913.

La Academia comisiona a los Drs. Luís Felipe Borja y  Camilo 
Daste para que estudien la L ey sobre Compañías, expedida por 
la Legislatura de Í909.

Código de Enjuiciamiento C ivil. Se discute el proyecto de reformas al Códí- 
R. F. N°. 3 g-o de Enjuiciamiento Civil, presentado por el Sr. Dr. N . Cle-
una 132 mente Ponce, y  después de meditar detenidamente acerca de los

términos en que debería quedar concebido el inciso final de la 
reforma concerniente a los casos del «concurso necesario», se 
acordó que lo fuese en los siguientes: «E n cualquiera de estos 
casos, podrá pedir la formación del concurso, el acreedor ejecu­
tante o  uno de los terceristas coadyuvantes que hubiere compa­
recido en el mismo juicio ejecutivo o  en algún otro contra el 
propío deudor».

C ódigo P enal. El artículo 355 del Código Pcnal.— Estudío del Dr. Celio 
R. F. No. 4 Enrique Salvador.
Pág. Í57 
í 9 í 3.

Código de Enjuiciamiento C ivil. El señor Presidente, Dr. Dn. Víctor Manuel 
R. F. N°. 4 Peñaherrera, con una exposición de motivos, somete al parecer 

161 de la Academia, el siguiente Proyecto de Reformas del Código 
de Enjuiciamientos Civiles:
Art. Í .° ’ -L a  notificación del traspaso de un crédito se hará por 
una boleta en que conste la nota de traspaso, y  se determíne el 
origen, la cantidad y  la fecha del crédito. Si el título fuere una 
escritura pública, se indicará también el protocolo en que se ha­
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ya otorgado, y  se anotará el traspaso al margen de la matriz y

El deudor notificado podrá, en todo caso, pedir la exhibición del 
título a que el traspaso se refiera. ,

2 0—La notificación de la orden de retención o  embargo 
se hará también por boleta en que conste la providencia judicial 
respectiva.
A rt. 3 .°—Suprímese el Art. 27 /.
Art. 4.°—A l Art. 5 (8  agréguese (al irn de la segunda parte): 
«S í'e l'h ech o consistiere en la suscripción de un documento, 
cancelación, etc,, lo hará el juez, en representación del deudor». 
Art 5."—El inciso último del Art. 522 dirá!
«Si se tratare de la entrega de un cuerpo cierto, en el auto de 
pago se ordenará el depósito».
Art. é."—AI inciso primero del Art. 527 agregúese: «L as cua­
les constarán por escrito con las firmas del postor y  el ac- 
tuarío».
Art. 7.0—El inciso segundo del mismo Art. 527, dirá:
«Cerrado el remate, el juez calificará las posturas, por medio 
de un auto, atendiendo a la cantidad, a los plazos, intereses y  
demás condiciones, y  prefiriendo, en todo caso, las que cubran 
de contado el crédito del ejecutante; y  adjudicará la cosa al 
mejor postor. N o  se admitirán posturas a plazo, etc.».
Art. 8.°—El Art. 53Í, dirá: «Ejecutoriado el auto de calificación, 
sí se tratare de bienes raíces, se protocolizará copia auténtica de 
las posturas y  del fallo, para que, inscritos, sírvan de título de 
propiedad».
Art. 9.°—El Art. 632 empezará así: «Antes de la protocolización 
susodicha, declarará el rematante, etc.».
Art. ÍO.—A l Art. 534 agréguese: «que se exigirán por apre­
mio personal o embargo de bienes, sin perjuicio de que se pue­
da pedir de la misma manera la consignación del contado». 
Art. í í . —Después del artículo 5Í9 , agréguese el siguiente: 
«Para proceder al embargo de bienes raíces, el juez se cerciorará, 
por medio del respectivo certificado, de que no estén embarga­
dos ni en poder de un tercer poseedor o tenedor inscrito, (arren­
datario, acreedor anticrético, etc.).
Si los bienes estuvieren en poder del arrendatario o  tenedor 
anticrético, el embargo se verificará respetando los derechos de 
éstos; y  rematados los bienes, se cumplirá lo que las leyes 
prescriben respecto de la obligación que puede tener el com ­
prador de respetar el arriendo o anticresis».
Art. 12. Los incisos segundo y  tercero del Art. 576 dirán: 
«Admitida la cesión de bienes, el juez concederá en el mismo 
auto al deudor el término de diez días para que compruebe su 
inculpabilidad en el mal estado de sus negocios, presentando sus 
libros, documentos u otras pruebas que justifiquen la pérdida o 

isrmnución del activo o el aumento del pasivo. Sí no rindiere 
prueba suficiente, no gozará del beneficio de la cesión, y  el juez 

ecre ara el arresto del fallido, y  lo pondrá a disposición del 
juez Letrado, para que continúe el juicio criminal, con interven­
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ción del síndico* comenzando por dictar el auto motivado. El 
termino correrá desde la última notificación a los acreedores 
residentes en el cantón y  al síndico, quienes podrán rendir to­
das las pruebas que se relacionen con los casos de insolvencia 
culpable o  fraudulenta.
Esta regla se aplicará también a la quiebra de los comerciantes 
y  al concurso necesario».
Art. Í3.— A l fin del parágrafo del concurso voluntario, póngase 
el siguiente artículo; «El proceso del concurso o  de quiebra se 
dividirá en tres cuerpos que se denominarán; Cuerpo principal, 
Cuerpo de Administración y  Cuerpo de Calificación.
El Cuerpo principal comenzará con el auto de formación del 
concurso, y  contendrá todo lo concerniente a la citación a los 
acreedores, a las juntas generales ordenadas por la ley, a la 
comprobación y  calificación de los créditos, a la discusión y  
sentencia que respecto de ellos tenga lugar, al convenio y  a todo 
lo demás que no debe constar en los otros cuerpos, según la 
presente disposición.
El Cuerpo de Administración comenzará con copia auténtica 
del auto de concurso, y  contendrá todo lo relativo a la ocupa­
ción, avalúo, administración y  realización de los bienes, y  al 
pago de los acreedores, cuentas del depositario y  del síndico.
El Cuerpo de Calificación de la insolvencia (que se actuará en 
papel común) comenzará también por copia del auto de concur­
so, y  contendrá el sumario que debe instruirse conforme a los 
artículos 576 inciso segundo y  582 de este Código».
Art. Í4 .~ E l Art. 630 dirá: «Tendrá lugar este concurso a pe­
tición de cualquiera de los acreedores que en un mismo juicio 
hayan reclamado el pago de sus créditos, o  que hayan ejecu­
tado separadamente al deudor, siempre que concurra alguna de 
las circunstancias siguientes;
í .n— Que, requerido el deudor con el mandamiento de ejecución, 
no pague ni dimita bienes:
2. a -Q ue los bienes dimitidos sean litigiosos o estén embarga­
dos en otro juicio, o  consistan en créditos que no consten de 
titulo ejecutivo, o  que estén situados fuera del distrito judicial 
o de la República:
3. a— Que los bienes dimitidos sean insuficientes para el pago, 
según el avalúo practicado en el mismo juicio, o  las posturas 
hechas al tiempo de la subasta. Para apreciar la insuficiencia 
de los bienes se deducirá el importe de los gravámenes a que 
estuvieren sujetos, a menos que fueren en favor del mismo 
crédito.
Art. 15.— El deudor podrá oponerse a la petición de concurso 
necesario, pagando la deuda, o  dimitiendo en el acto bienes no 
comprendidos en los números 2.° y 3.° del artículo precedente. 
De otra manera no será oído.
Art. Í6.—A I inciso primero del Art. 705, agréguese: «Está re­
gla se aplicará también cuando intervinieren mujeres casadas, 
si constare el consentimiento de ellas».
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Art. j 7,— Los artículos 847, 848 y  849 se reemplazarán con 
ésto «Para la enajenación o hipoteca de bienes raíces de m u. 
¡eres casadas bastará el consentimiento de éstas, y  no será ne­
cesaria autorización judicial.
¿ rt (8 ._ «E I  que puede pedir apremio personal puede solici­
tar también embargo y  remate de bienes: en cu yo caso se ob­
servará lo  dispuesto para el juicio ejecutivo...
A rl, i9 ._ L o s  fallos expedidos en los juicios sumarios que no 
se ejecuten por medio de apremio personal, se llevarán a efecto 
del mismo modo que las sentencias ejecutivas».
Art. 20.—«El secuestro de bienes raíces se inscribirá en el R e­
gistro del cantón a que éstos pertenezcan; y  mientras subsista 
esa inscripción, no podrá inscribirse ninguna enajenación o gra­
vamen, a excepción de la venta que se hiciere en remate for- 
zoso».
Art. 2Í.— «Se inscribirán en el Registro cantonal correspondien­
te, las demandas sobre propiedad o linderos de bienes raíces. 
El juez y  el actuario serán solidariamente responsables de la 
omisión de este deber.
Art. 22.—«Los bienes litigiosos podrán enajenarse validamente 
en remate forzoso y  aún privadamente; pero el fallo que en el 
litigio recayere tendrá fuerza de cosa juzgada contra el adquí- 
rente, aunque éste no se presente en el juicio. Sí se presenta, 
la parte contraría podrá exigir que se siga contando también 
con el tradente.
Si el vendedor no diere aviso al comprador de la existencia del 
litigio sobre la cosa, será reo de fraude, y  responderá de los 
daños y  perjuicios al comprador».

Pág. 200 
1913.

C o m u n id a d e s . Proyecto de Ley relativo a las comunidades de indios pen- 
R. F. N». 5 diente en la Cámara de Diputados.

El Congreso de la República del Ecuador, considerando: que 
es indispensable sujetar a las reglas legales fijas las llamadas 
comunidades de indios y  ponerlas én relación con las actuales 
instituciones jurídicas; Decreta:
Art. í .°—Dentro de 60 días contados desde la vigencia de esta 
Ley, los comuneros inscribirán sus nombres en una acta que se 
otorgará ante el Teniente Político de la parroquia a que perte­
nezca el inmueble, en papel sellado de 1.a clase y  sin cobrar 
derechos.
Art. 2.“ N o podrán inscribirse como comuneros sino los indios 
domiciliados en la misma parroquia, y  en el acta se expresará 
el nombre y  apellido de los que la soliciten y  los linderos del 
terreno de comunidad. La firmarán los peticionarios, u otra 
persona a ruego de ellos, sí no supieren firmar, y  el Teniente 
Político, en el Registro de Propiedad.

. ~~Pasacios los sesenta días, el Teniente Político rcmiti- 
a' ta 0 Ias acías a «n Escribano del cantón, para que las 

resados ^  ^  * ^r̂ mcra C0P*a sc inscribirá a costa de los inte-

inscritos en la forma precedente ten- 
p piedad plena del territorio respectivo, y  estarán su-
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jetos a las reglas generales del domicilio y  a las especíales del 
cuasi contrato de comunidad.
Art. 5.° En los litigios pendientes o en los sucesivos que se 
promuevan, serán parte los comuneros inscritos o  las personas 
a quienes hubiesen trasmitido sus derechos a título universal o 
singular.
Dado, etc.

Código de Enjuiciamiento C ivil. Proyecto de Reformas del Código de 
R. F. No. 7 Enjuiciamientos Civiles aprobado por la Academia de Aboga-
fprí 255 <*os y  sometido al examen de la Corte Suprema.—Artículos: 96,

Í26, 296, 297, 518, 522, 527, 53Í, 532, 534, 519, 576, 625, 630, 
705, 790, 847, 848, 849 y  958.
Informe de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia dirigi­
do al Sr. Presidente del Senado, en orden al Proyecto de Re­
formas correspondiente a los artículos que se indican.
Revísta Forense, Núm ero 7, página 267.

C omunidad. Estudio sobre el «Proyecto de L ey relativo a comunidades de 
R. F. N°. 7 indios», publicado en la Revísta Forense N .° 5, por el Dr. Da- 
f<jjS3 276 río E. Palacios.

C ompra. ¿Puede una sociedad comercial comprar y  vender bienes raíces 
R. F. N°. 7 cuando en el contrato social no se dice nada respecto a este 
fofa 295 punto?

Consulta del Dr. Julio Aguírre Overweg.

Cuantía. Cuando com o resto de una deuda mayor de doscientos sucres, se 
R. F. Nos. 8 demanda una cantidad que no llega a esta suma, ¿el juicio es 
£ 9 . de mayor o  de menor cuantía?
J9IR¿  El Sr. Dr. N . Clemente Ponce, autor del estudio acerca de este

punto, manifiesta que en su concepto y  por las razones que 
anota, el juicio es de mayor cuantía.

C údigo C ivil. Estudio sobre el Código Civil Chileno.—Juicio acerca de esta 
R. F. Nos. 8 obra del eminente jurisconsulto ecuatoriano, Dr. Luis Felipe Bor- 
£ 9 ja.— Por Rafael H . Elizalde, doctor en Derecho y  antiguo Enviado
j9j3_ Extraordinario y  Ministro Plenipotenciario del Ecuador.

C ontrabando. Sube al Superior, en consulta, un proceso en que se ha dic- 
R. F. Nos. 8 tado sentencia condenatoria: ¿qué debe hacer el Superior, sí, en 

su concepto, no aparece comprobada de autos la aprehensión 
del contrabando y  la perpetración del delito? ¿Debe analar el 
proceso o  revocar la sentencia condenatoria?
Jurisprudencia de nuestros Tribunales.

y 9 
PáR. 26 
1913.

C onsejo de 
R. F. Nos. 8 
y 9
Pig. 33
1913.

Estado. Si los Ministros Secretarios de Estado tienen voto re­
solutivo en el Consejo de Estado cuando se trata de que la 
expresada corporación emita un dictamen.
Los miembros de la Academia opinan, por unanimidad, negati­
vamente.
La consulta fue propuesta por el Sr. Dr. Dn. Manuel R . Ba- 
larezo.
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Código de 
R. F. Nos. 8
y 9
Pág- 58 
19J3.

E njuiciamiento C ivil. Coimenza la discusión del Proyecto de 
Reformas del Código de Enjuiciamientos, form ulado por el Sr. 
Presidente y  publicado en la Revísta Forense N .°  4  y  son 
aprobados, sin modificación alguna, los arts. 1 ,2 , 3, 4, 5 , 6 y  7, 
El Art. 4.° fue aprobado en estos términos! «P ero  si el Hecho 
consistiere en el otorgamiento y  suscripción de un instrumento, 
lo hará el Juez, en representación del deudor».

Código de 
R. F. Nos. 8 
y 9
Pág. 60 
1913.

Enjuiciamiento Civil. Continúa la discusión del Proyecto de 
Reformas al Código de Enjuiciamiento ̂ Civil, presentado por el 
Sr. Presidente y  con algunas modificaciones, son aprobados los 
artículos 8, 9, Í0 y  í í .

Código de Enjuiciamiento Civil. Continúa la discusión del P royecto de 
R. F. Nos. 10 Reformas al Código Enjuiciamientos Civiles, presentado por el 
y 11 Sr. Presidente y  publicado en la Revista Forense N .° 4; con

106 varias modificaciones, son aprobados los artículos* Í2 , í 3, Í4, 
Í5, 16 y  Í7.

Código de Enjuiciamiento Civil. Continúa la discusión del Proyecto de 
R. F. Nos. 10 Reformas al Código de Enjuiciamientos Civiles, presentado por 
y 11 el Sr. Presidente y  publicado en la Revista Forense N .° 4; se

107 aprueban definitivamente los artículos* Í2  y  17 que se .v o lv ie ­
ron a considerar; Í8, Í9, 20 y  2 Í.

Código de Procedimiento Penal. Proyecto de Reformas del Tribunal de 
R. F. Nos. 12 Jurados, presentado a la Academia, por el Sr. Dr. Manuel
* 13 Eduardo Escudero.Pág. 10 
1914.
Código de Enjuiciamiento Civil. Continúa la discusión del P royecto de Rc- 
R. F. Nos. 12 formas del Código de Enjuiciamiento Civil, presentado por el 
Pág3 25 señor Presidente y  publicado en la «Revista Forense» N .°  4;
1914, se vuelven a discutir los artículos del 17 al 21; y  el 22 es apro­

bado con el voto negativo del Sr. Dr. Luís Calísto artículo que 
trata de la enajenación de los bienes litigiosos.

Código de Enjuiciamiento Civil. Se aclaran los términos en que fue aproba- 
y*I3* ^ °8' ^  f n ^  scs^ n el inciso adicional que propuso el señor
Pág. 26 Presidente al Art. 22 del proyecto discutido anteriormente.
1914.

y 13 
Pág. 26 
1914.

Código de Enjuiciamiento Civil. Se consideran las primeras observaciones 
y l3* 0S* c  Ct> °_P ro7 ®c*° reformatorio, contenidas en el informe del 
“  “ r* Remigio^ Romero León al Colegio de A bogados del

Azuay, observaciones que no pudieron ser tomadas en cuenta 
en el curso de la discusión del proyecto, porque aún no eran 
conocidas por la Academia.—T a l informe del Dr. R om ero León 
se re ere a citaciones, inspección ocular com o diligencia prepa­
ratoria, juicio ejecutivo, otorgamiento y  suscripción de un do- 
umen o por el juez, en representación del deudor, form a de 

pag° en el remate, división de b ien es.-T a m b ién  el Sr. Dr. Luís 
Felipe Borja emite su opinión contraria a la validez de la ena-

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



jenación de los bienes litigiosos, refiriéndose al artículo 22 del 
proyecto.

Cúdigo de E njuiciamiento Civil. Se agrega un inciso al Art. 23 del pro- 
R. F. Nos. J2 yecto de reformas ya discutido, a fin de evitar los inconvenicn- 
PáeT 28 tes quc PJ“3' « “  presentarse en la práctica, a causa de la Ínter-
J9J4. vención de varias personas en el juicio, cuando se hubiere

enajenado la cosa litigiosa.

Y  13 
Pág. 29 
1914.

Codigo de Enjuiciamiento C ivil. A l proyecto de reformas del Código de 
R. F. Nos. 12 Enjuiciamiento Civil, propuesto por el Sr. Dr. N . Clemente 

Poncc, con la respectiva exposición de motivos, se agrega el 
siguiente artículo: «Art. . Expirado el término de cuatro días 
que se prescribe en el inciso primero, no se admitirá al deman­
dado solicitud alguna, ni aún la de confesión mientras no se 
resuelva sobre la pensión provisional».
Este inciso debe colocarse después del segundo del Art. 796 del 
Código de Enjuiciamiento Civil.

Comunidades. 
R. F. Nos. 12 
y 13 
Pág. 38
1914.

La Academia resuelve pedir a la Legislatura la suspensión 
del decreto sobre Comunidades de Indios, hasta que se obten­
gan datos estadísticos correspondientes.
Proyecto de decreto que presenta a la Legislatura, como mera 
indicación, con el objeto de obtener datos estadísticos sobre el 
número, organización y  derechos que ejercen o se atribuyen las 
comunidades de indígenas.

C ódigo de Enjuiciamiento C ivil. La Legislatura de Í9I3 acusa recibo de las 
R. F. Nos. 12 comunicaciones que le ha dirigido el señor Presidente de la 
^ ,3 Excma. Corte Suprema de Justicia, enviándole los proyectos
1914. 41 de ky» aprobados por la Academia y  examinados por dicha

Corte.
Código de Enjuiciamiento C ivil. El Sr. Dr. N . Clemente Ponce, manifiesta 
R. F. Nos. 12 a la Academia, que por la sustitución del Art. 472 del Código 
Y 13 j , .  Enjuiciamiento Civil, con el J9 de la Ley Reformatoria de
Í9F4* 42* 191 í ,  y  por no haberse alterado las referencias que se hacen

en el Art. 477 del mismo Código, resulta que puede articularse 
de prueba en la tercera instancia de los juicios ordinarios! y  
agrega, que siendo esto inaceptable y  por otra parte evidente que 
el Legislador no se propuso alterar la sustanciación de tercera 
instancia, se hace necesario corregir, lo más pronto posible, la 
inadvertencia anotada.
Proyecto que presenta sobre esta cuestión.

Código de Enjuiciamiento C ivil. Proyecto de Reformas del Código de En- 
R. F. Nos. 12 juícíamíento en materia civil, pendiente en segunda discusión 
r  13 en ha Cámara del Senado, después de haber sido aprobado por
Jíft. ° la de Diputados.

C ertificación. Efecto jurídico de la omisión o falsedad de la cerüfícación 
R. F. Nos. 14 del actuario, prescrita por el Art. 328 del Código de Enjuícia-
I . 15 , Q míentos Civiles.Pág. 69.
1914.
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Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.
Fallo de la Corte Superior de Cuenca a que se refiere este 
manifiesto.

Conce,os M unicpales. Responsabilidad de los Conce,os Munie.pales por 
R. F Nos. ,4 los daños y  perjuicios que pueden ocas.onar en el e,ere,do de 
7 15 los actos de administración, que Ies corresponde com o Organos
Páe; 84 del Poder Público.

Jurisprudencia de nuestros tribunales.1914.

Citaciones. 
R. F. Nos. 14 
v 15 
Pig. 95 
1914.

El Sr. Dr. Luis Felipe Borja somete al parecer de la Acade­
mia el siguiente punto: «S i en materia criminal son apli­
cables las disposiciones del Código de Enjuiciamientos Civiles, 
sobre la obligación de las partes de señalar dom icilio para las 
citaciones y  el efecto que puede producir la falta de ese seña- 
lamiento».

Comeo M.UTA*. Tratados VIH y  « . - E d i c i ó n  hecha por la A cadem ia de 
R. F. Nos. J4 Abogados de Quito, con observaciones del Sr. Dr. I elmo R. 
y Víterí, Presidente de la Comisión de Legislación Militar: Intro-
?f.g; 1 duccíón,— Definición de varías palabras de uso frecuente en este
*914' Código.—De la? infracciones.— De las penas, su división y  cla-

ses, _ p cnas comunes al crimen y  al delito.— De las penas cri­
mínales.— De la degradación.—De las peculiares del delito.— 
De las penas peculiares de las faltas.— De las penas comunes 
al crimen y  delito.

Código de Enjuiciamiento Civil. Proyecto de Reformas del Código de En- 
R. F. Nos. té, juícíamíentos Civiles, aprobado por la Academia de Abogados. 
p7 * 126 —Anexo N . 4 del informe sometido a la Legislatura de Í9Í4 , 

' por el señor Presidente de la Corporación.—Razones que m o­
tivan las antedichas reformas.

Contrato. ¿Se puede demandar ejecutivamente una obligación derivada de 
R .F. Nos. Jé, un contrato bilateralf sin que conste, de titulo ejecutivo,  que el 
Pá¿ 137 demandante cumplió ya las obligaciones que por el contrato se
J9Í4, impuso?

Cuestiones jurídicas. Derecho Práctico, por el Sr. Dr. N . Cle­
mente Ponce.

Competencia. Despojo ejecutado por el Gobierno. Juez competente para 
R. F. Nos. té, este juicio. Intervención del Ministro Fiscal.— Posesión de una 
Pág. J44 isla.—Habilitación de salinas.
1914*. Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por

el Sr. Dr. Luis Felipe Borja (hijo).

Código M ilitar. Continúa la publicación de los Tratados V IH  y  I X .— De 
I7 y í 8 ' Ias c.ausas áe ¡“ stifícación y  excusa. - D e  los m edios de ate- 
Pig. 29 nuacíón y  agravación de las penas.— De la concurrencia de
,9,4. varias infracciones:—De las prescripciones de las penas.— Dis­

posiciones generales.—De los crímenes que comprometen la se­
guridad exterior e interior de la República.
Edición hecha por la Academia de Abogados de Q uito, con
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■ 20 
Pág. 243 
J9J4.

observaciones de! Sr. Dr. Telm o R . Viteri, Presidente de la 
Comisión de Legislación Militar.

de Enju'C'am.ento C ivil. La Academia considera el informe del Sr.
R. F. Nos. 19 Presidente, acerca del Proyecto de Reformas del Código de 

h.njuiciamientos Civiles que quedó pendiente en la Cámara del 
Senado, en la ultima Legislatura, informe en el que se indican 
las nuevas reformas que sería conveniente introducir en el men­
cionado proyecto; y  que son las siguientes:
L a En el Art. Í5, en vez de las palabras «de su domicilio», 
póngase, «del territorio».
2. a- La menor cuantía debe elevarse a cuatrocientos sucres, de­
finiendo al propio tiempo, sí para fijaría se ha de atender al 
valor de la cosa demandada o a la importancia de la cuestión 
controvertida y  sus consecuencias jurídicas, derivadas de la ac­
ción y  las excepciones.
3. a— Después del Art. 3Í6, póngase el siguiente: «En toda sen­
tencia y  en los autos que decidan algún incidente o la acción 
principal, se expresará el asunto que va a decidirse, y  los fun­
damentos o motivos de la decisión, (so pena de nulidad). N o 
se entenderá cumplida esta formalidad en los fallos de 2.a y
3. a instancia, por la mera referencia a un fallo anterior.»
4. a— Después del Art. 401, póngase el siguiente: «Si el deman­
dado no opusiere la excepción de incompetencia por la cuantía 
o si la excepción fuere rechazada por fallo ejecutoriado, no 
podrá anularse la causa por dicha incompetencia.»
5. a— El Art. 4Í4  debe decir: «La intervención de asesor es so­
lemnidad sustancial de las sentencias en las causas cuya cuan­
tía pase de treinta sucres; y  lo es también de los autos que 
ponen fin al incidente o  a la causa y  no son apelables.»
6. a— En el parágrafo cuarto de los juicios ejecutivos (disposi­
ciones comunes), póngase el siguiente; «A rt... Si el ejecutado 
tiene fiador que no ha renunciado el beneficio de excusión, 
llegado el caso de señalamiento de bienes, se notificará al fia­
dor para que cumpla lo dispuesto en el número sexto del ar­
tículo 2340 del Código Civil, sin perjuicio de las excepciones 
que pueda deducir cuando sea demandado por cuerda separada.» 
7\— En las mismas disposiciones comunes, agréguese: «N o  pue­
de pedirse revocación del auto de pago ni del que recibe a 
prueba la causa».
8a.—D el inciso quinto del Art. 702 suprímanse las palabras 
«sentada el acta, etc.»; y  en inciso aparte póngase: «firmada el 
acta de adjudicación o  licitación, será protocolizada c inscrita, si 
se tratare de bienes raíces, para que sirva de título de propiedad. 
Y  si para esta inscripción se pagare el derecho fiscal de regis­
tro, no habrá necesidad de nuevo pago cuando se inscriba la 
partición o las hijuelas o  la sentencia aprobatoria».
9a.— A l fin del Art. 748, agréguese; «en lo tocante al amparo 
o  a la restitución».
JO.— A l Art. 4Í d é la  Ley de Í9 Í í  reformada en Í9I2, agré­
guese: «En la provincia de Pichincha la publicación se hará en 
la " G a c e t a  Judicial” » .
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11 -D espu és del Art. 42 de la misma Ley, agréguese! «Art.. 
Los poseedores o  interesados que no se presentaren dentro del 
término legal podrán hacer uso de sus derechos en la vía ordi­
naria sin perjuicio de que se lleve a efecto el fallo que el Juez 
pronuncie sohre adjudicación».
j 2 _ A I  Art. 43 de la misma Reforma agréguese» «Esta dispo­
sición tendrá logar, ora se funde en la oposición en no ser las 
aguas de uso público, ora en cualquier otra excepción o dere­
cho que alegue el opositor».
J3.—En el Art. 45, en vez de las palabras» «T o d o  desacuerdo 
entre poseedores de aguas», póngase» «T o d o  desacuerdo sobre 
aguas, etc.».
Y  agréguese este inciso» «El fallo que se expida en el juicio 
verbal sumario no producirá efecto de cosa juzgada para la vía 
ordinaria que podrá intentarse, sin perjuicio de la ejecución de 
dicho fallo». . . . .  <
14.—A la  misma sección sobre adquisición y  goce de aguas, 
agréguense los siguientes artículos»
«A rt....... Sí se promovieren o estuvieren pendientes dos o  más
juicios verbales sumarios sobre aguas, podrá decretarse la acu­
mulación en los casos determinados por la ley».
Í5.—«A rt....... En la petición de aguas se expresará también,
con precisión, el objeto industrial o agrícola a que *se trata de 
destinarlas; y  si .la cantidad pedida fuera manifiestamente exhor- 
bítante, se podrá, en cualquier tiempo, solicitar una reducción 
prudencial en favor de otras personas que quieran aprovechar 
del exceso; procedíéndose en la forma determinada por el Art. 45. 
Sí el concesionario de aguas no realizare, dentro de dos años 
la obra para la cual le fueron concedidas se tendrá por cadu­
cado su derecho. El juez, sin embargo, podrá renovar el plazo 
hasta por dos veces si consta que lo hecho por el adjudicatario 
guarda proporción con la magnitud y  dificultades de la obra. 
Para la renovación del plazo se procederá de conformidad con 
los Arts. 41, 42 y  43.
16,—A rt..... «Los que solicitaren aguas de un río o manantial
que tuviere ya otros poseedores, podrán ser atendidos sí hubiere 
sobrante, y  pudieren ejecutar sus obras sin daño de dichos po­
seedores; pero serán de su cargo las medidas conducentes a 
evitar perjuicios a los poseedores anteriores, y  para asegurar 
que, en todo tiempo, su goce se limite a los sobrantes».
P *  A l Art. 7o de la Ley Reformatoria de 1912, agréguese este 
inciso» «N o será necesario el desahucio cuando el inquilino no 
hubiere pagado puntualmente las pensiones conductivas».
18.— Después del Art. 846 póngase el siguiente» «A r t ......  Para
la venta o hipoteca de bienes raíces de menores o de otras per­
sonas sujetas a tutela o curaduría, será oído e intervendrá co- 
mo parte el respectivo defensor, con la obligación de cerciorar­
se de la necesidad o conveniencia del acto; y  será civilmente 
responsable en el caso de manifiesta negligencia en el cumpli­
miento de este deber.
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Esta regla se observará también en los inventarios y  particio­
nes y  en todo asunto judicial que interese a las mismas 
personas».
Se aprueban los Arts. í.°, 2.' 
antecede. i 3.°, 4.°, 5.° y  6.a del proyecto que

y 20
Pág. 61
1914.

C ódigo M ilita r . Continúa la publicación de los Tratados VID y  IX .—De 
r . F. Nos. 19 los atentados contra la seguridad del Ejército.—De los críme­

nes y  delitos contra el Derecho Internacional.—De los heridos 
y  enfermos.— Ambulancias y  establecimientos sanitarios.--Del 
personal. Del material.—De los convoyes de evacuación.— 
Del signo distintivo.—De los beligerantes.—De la condición de 
beligerante.
Edición hecha por la Academia de Abogados de Quito, con 
observaciones del Sr. Dr. Telm o R. Víteri, Presidente de la 
Comisión de Legislación Militar.

C ódigo de  E njuiciamiento C ivil. Discusión de las nuevas reformas del Códi- 
R. F. Nos. 21, go de Enjuiciamiento Civil, propuestas por el señor Presidente. 
22 y 23 s e aprUeban los Arts. 7.°, 8.°, 9.° y  10.°
Pág. 277 7
1914.

C ódigo d e  E njuiciamiento C ivil. Continúa la discusión de las nuevas refor- 
R. F. Nos. 21, mas del Código de Enjuiciamiento Civil, formuladas por el Sr. 
22 7 2ni Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
pjíi. Son aprobados los Arts. ( ( ,  J2, 13, 14, (5, 16, Í7 y  18.

C u rador  a d - litem . Se deja planteada, para discutirla oportunamente, la 
R. F. Nos. 21, cuestión de buscar los medios de combatir la corruptela que se 
22 y 23 observa en la práctica respecto de los curadores ad-litem, esta-
jgjg4* bleciendo el principio de que tales curadores no deben nom­

brarse sino en los casos en que el respectivo tutor o curador 
general no pueda atender al pleito.

C ódigo de  E njuiciamiento C ivil. La Academia se ocupa de la discusión del 
R. F. Nos. 21, Proyecto de Reformas del Código de Enjuiciamiento Civil, pre- 
P4 7 i j í  sentado por el Sr. Dr. Peñaherrera.
l íS .  86 El Sr. Dr. Manuel Eduardo Escudero, también propone las si­

guientes reformas!
A l Art. Í I 6 agréguese este inciso! «Esta multa no podrá exce­
der de doscientos sucres en los juicios de mayor cuantía, y  de 
cincuenta, en los de menor cuantía».
A l Art. 325 se agregará este inciso! «En los mismos casos, los 
jueces de segunda y  de tercera instancia condenarán al pago de 
las costas de la respectiva instancia o de todo el juicio, aunque 
el fallo sea revocatorio».
«Quedan derogados los Arts. 39í y  396».
Después del mismo Art. 325 póngase el siguiente: Art.. ... 
«Cuando una excepción dilatoria u otro incidente fueren recha­
zados con costas, podrá, además, el juez imponer al que lo 
propuso, una multa de diez a cíen sucres, en los juicios de ma­
yor cuantía, y  de cuatro a veinte, en los de menor cuantía».
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El Art. 5ó0, reformado por la L ey  de Í91Í, dirá! «Para deci­
dir sobre la legalidad y  preferencia de los créditos, etc. (como 
está en el Código). En caso contrario, sustanciara la causa or­
dinariamente, principiando por recibirla a prueba, si hubiere 
hechos justificables, por el término de doce días, con  todos car­
gos. Si no los hubiere, se pronunciara sentencia, previa citación 
de las partes». .
«En el decreto convocatorio se advertirá que se procederá en 
rebeldía de los no concurrentes y  lo  que resolvieren los que con­
curran será obligatorio para todos respecto de la distribución 
que se haga del producto del remate».
El Art. 755, dirá: «Si las partes no se pusieren de acuerdo en el 
acto de la inspección, el juez sustanciará la causa ordinariamen­
te, principiando por recibirla a prueba».
Son aprobadas.

Código M ilitar. Continúa la publicación de los tratados V m  y  IX :— De 
R. F. Nos. 21, los prisioneros de guerra.— De los enfermos y  heridos.— D e las 
22 y 23 hostilidades.—De las medidas de dañar al enemigo y  de los sí-
5 ¡ft 77 tios y  bombardeos.— De los espías.—D e los parlamentarios.— 

De las capitulaciones.—Del armisticio.— D e la autoridad militar 
en el territorio del estado enemigo.— C onvenio relativo a los 
derechos y  deberes de las potencias y  las personas neutrales en 
caso de guerra terrestre.—De los derechos y  deberes de las po­
tencias neutrales.— De los beligerantes internados y  de los he­
ridos cuidados por los neutrales.—De las personas neutrales.— 
Del material de los caminos de hierro.— Convenio relativo al ré­
gimen de los buques mercantes enemigos, al com ienzo de las 
hostilidades.— C onvenio relativo a la transformación de los bar­
cos mercantes en buques de guerra.— C onvenio relativo a la 
colocación de minas submarinas automáticas de contacto.— 
Convenio relativo al bombardeo por fuerzas navales en tiempo 
de guerra.—Del bombardeo de puertos, ciudades, poblados, ha­
bitaciones o edificios no defendidos.—Disposiciones generales.— 
C onvenio para la adaptación a la guerra marítima de los prin­
cipios del Convenio de Ginebra.— Convenio relativo a los dere­
chos y  deberes de las potencias neutrales en caso de guerra 
marítima.—Declaración relativa a la prohibición de lanzar pro­
yectiles y  explosivos desde globos.—Reglas o  principios que de­
ben adoptarse para hacer efectiva la vigilancia de las naves be­
ligerantes surtas en aguas ecuatorianas.— Declaración relativa al 
derecho de la guerra marítima firmada en Londres en 27 de 
Febrero de 1909.
Edición hecha por la Academia de Abogados de Q uito, con 
observaciones del Sr. Dr. Telm o R . Viteri, Presidente de la 
Comisión de Legislación Militar.

Contrato. 
R. F. Nos. 24, 
25 y26
Pá*. 1 
1915.

Cuestiones jurídicas.— (Derecho Constitucional).— El Congreso 
declara nulo un contrato determinado. Se pregunta: ¿Esta de- 
daración es obligatoria para el Poder Judicial, de suerte que
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éste, caso de litigio entre los contratantes, taya  de aceptarla de 
modo necesario, como ley de la República?
Estudio del Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

Confrontación de firmas. De la acción ordinaria, cuando ha precedido la 
R. F. Nos. 24, ejecutiva.—Presunciones.— Confrontación de firmas.'—Natura- 
^  y  ̂ leca de las pruebas.—Fuerza probatoria de los instrumentos
j9j5# privados.— Diferencia entre reconocimiento y  la prueba.—Tacha

de testigos.— La condena en costas.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Código de Enjuiciamiento C ivil. Nuevas reformas del Código de Enjuicia- 
R. F. Nos. 24, miento Civil.— Proyecto sobre los juicios de servidumbres de 
25 y 26 acueducto, presentado a la Academia por el Sr. Dr. Víctor
W15. Manuel Pcñaherrcra.

Se publica en la letra S de este trabajo.
Son aprobados los artículos í ,  2, 3 y  4.

C ódigo de Enjuicíame uto C ivil. El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera so- • 
R. F. Ncs. 24, mete a la consideración de la Academia el siguiente Proyecto 
25 y 26 de Reformas del Código de Enjuiciamiento Civil:
Pág. 53 
I9J5. D e las providencias precautorias o preventivas

Art. í°.— Antes de la demanda y  en cualquier estado del 
juicio, puede pedirse inventario, prohibición de enajenar, reten­
ción, secuestro o  arraigo, con arreglo a las disposiciones de 
esta sección.
La petición se dirigirá al Juez de primera instancia y  en cua­
derno separado, aunque la causa esté en segunda o tercera 
instancia.

D el inventario

Art. 2o.—El que litiga o  va a litigar sobre una cosa, podrá so­
licitar que se inventaríe para que conste el estado de ella, sin 
que se altere la tenencia o posesión en que se encuentre. T o ­
dos los gastos de esta diligencia serán de cargo de quien la 
solicitó.
Art. 3o. —El juez ordenará que en el acto de la citación se 
nombren los peritos que han de formar el inventario? y  en re­
beldía, el nombramiento se hará por el juez.
Art. 4o.—Antes de practicada la diligencia, el juez no admitirá 
ninguna oposición.

D e la prohibición de enajenar bienes raíces

Art. 5o.— Para que se expida esta providencia se requiere: 
í° . Que conste legalmcnte la existencia del crédito:
2o. Que el crédito no esté caucionado, o que la caución sea 
insuficiente:
3o. Que el deudor no tenga otros bienes raíces, suficientes pa­
ra el pago.
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Respecto Jet tercer requisito y  de la insuficiencia de la caución,
bastará información sumaría,
Art é" Propuesta la demanda con las pruebas susodichas, 
el ¡óez decretará la prohibición, y , notificados los Escribanos y  
el A n ota d«, sé oirá al deudor con el t a m o  de tres dias pe­
rentorios! y  si no hubiere oposición, quedara terminado el juicio. 
Si hubiere oposición, se le sustanciara en juicio verbal sumario, 
i j f  y o __S¡ hecha la notificación prescrita en el artículo ante­
rior! se'hiciere la venta, el Escribano y  el A notador (en su caso) 
serán solidariamente responsables y  destituidos del empleo. 
Además, el acto adolecerá de nulidad relativa en favor del acre­
edor que obtuvo la prohibición.

D e la retención
(Para esta providencia se seguirán las mismas reglas de la 
prohibición de enajenar, modificando convenientemente la 
redacción).
En seguida, los Arts. 967 y  969i agregando al segundo: «Sí 
dicha persona contraviniere a la disposición judicial, adolecerá 
de nulidad relativa el pago o entrega, en beneficio del acreedor 
que obtuvo la retención».
En seguida los Arts. 970 y  97 í *

Del secuestro

Art. 8°.— Puede pedirse secuestro de la cosa sobre que se litiga 
o se va a litigar, o de bienes que aseguren un crédito.
Art. 9°.— Para el secuestro de las cosas sobre que se litiga o  se 
va a litigar, se acompañará prueba sumaría de lo  exigido por 
el Código Civil en el Art. 892 o en el inciso segundo del 893, 
respectivamente, aón cuando el juicio no sea o no vaya a ser 
reivindicatorío.
Para el secuestro de bienes que aseguren un crédito, se obser­
vará lo dispuesto en el Art. 5o.
Art. 10.—Propuesta la demanda, con la prueba respectiva, el 
jvez  decretará el secuestro, y  nombrará depositario judicial a la 
misma persona contra quien se sigue o se va  a seguir el juicio 
principal; y  quedarán a cargo de ella las cosas, bajo inventario. 
Sí en el acto de la citación dicha persona no aceptara el cargo, 
el juez nombrará otro depositario.
Art. í í . — Cumplida la providencia de secuestro, podrán las par­
tes hacer cualquier reclamación; y  el juez decidirá sobre ella 
en juicio verbal sumario, en el cual el juez podrá confirmar, 
revocar o reformar la providencia de secuestro. Podrá tam­
bién nombrar otro depositario, si resultare fundamento razonable 
para ello.
Art* 12. Sí las cosas a que el secuestro se refiere estuvieren 
en poder de terceras personas, que no fuesen meros dependien­
tes, depositarios o mandatarios de la persona contra quien se 
litiga o se va a litigar, no tendrá lugar el secuestro sino la 
retención.
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D el arraigo

A r t ......El que tema que su deudor se ausente para eludir el
pago, puede solicitar arraigo personal, cumpliendo lo dispuesto 
en el Art. 5o.
A rt.......Propuesta la demanda con la prueba respectiva, el juez
decretará provisionalmente el arraigo, disponiendo se intime al 
deudor que no se ausente del lugar, etc. (El 973).
A rt ....... Si hubiere oposición o reclamación, la sustanciará el
juez en juicio verbal sumario, sin que, entre tanto, deje de 
cumplirse la providencia de arraigo.
En seguida los Arts. 974 y  975.

Disposiciones comunes

A rt....... La discusión y  la resolución en cuanto al crédito o a
la caución, no causan instancia ni excepción de cosa juzgada 
para la vía ejecutiva u ordinaria.
Art ......El depositario que nombrare el juez será persona hon­
rada y  de responsabilidad* y  el juez será civilmente responsa­
ble si eligiere persona notoriamente insolvente.
En seguida los Arts. 976, 977, 979, 980, 982 y  965.
A rt...... El que hubiere solicitado providencias precautorias sin
ser verdaderamente acreedor, o  sin tener derecho a la cosa, será 
condenado en el juicio verbal sumario a indemnización de 
perjuicios.

Código M ilitar. Continúa la publicación de los Tratados VU I y  EX:— D el 
R. F. Ncs. 24, contrabando de guerra.— La ayuda [hostil.— D e la destrucción 
25 y 2b ¿ e  jM  presas neutrales.— De la transferencia de pabellón. —Del
« S  101 carácter enemigo.— Del convoy.— De la resistencia a la visita.—

Del pago de daños y  perjuicios.— Disposiciones finales.— De los 
que comprometen en campaña los ejércitos de la República.—  
De la ausencia ilegal y  de la deserción.
Por el Sr. Dr. T c lm o  R . Víteri, Presidente de la Comisión de 
Legislación Militar.
Edición hecha por la Academia de Abogados de Quito.

Se acuerda que en la próxima sesión ordinaria se estudien las 
dos siguientes cuestiones, que tampoco han sido aún resueltas: 
Ia.— «Si en materia criminal son aplicables las disposiciones del 
Código de Enjuiciamientos Civiles sobre la obligación de las 
partes de señalar domicilio para las citaciones y  el efecto que 
puede producir la falta de ese señalamiento* y  
2a.— «Si será obstáculo para el desistimiento lo dispuesto en el 
número segundo del Art. 444 del Código de Enjuiciamientos 
Civiles, cuando el acusado en juicio criminal apele del auto m o­
tivado y  se le conceda la apelación* mas, temiendo que la Cor­
te reforme dicho auto en sentido de calificar la infracción como 
de mayor gravedad, por pedirlo así el Ministro Fiscal, fundán­
dose en consideraciones poderosas, desiste del recurso».

C itaciones. 
R. F. No. 27 
PáK. 83 
1915.
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_  A„  C, J , lectura del Proyecto presentado por el Sr. Dr. Manuel 
^ ^ 2 7  S Eduardo Escudero, sobre la nueva organización de la Corte 

■“ Suprema como Tribunal de Casación.Pd¡¡. m  
1915.

Corte
Suprema como Tribuna] oe i-a »«™ *- , .
Este proyecto se publica en la letra R  de este trabajo y  en la 
«Revista Forense» N ° 27, pág- 89.

Comeo Civil.  Estudios de Legislación sobre el Libro H I del C ódigo Civil 
R F. N-.28 Ecuatoriano, por el Dr. Juan A . V ilagóm ez, Profesor de Filo- 
Pig. 119 Sofía del Derecho en la Universidad Central.
1915.
CONFESION. ¿Puede un procurador municipal confesar por l a  Municipalidad? 
R. F. Nos. 29 Cuestiones jurídicas.— (Derecho Práctico), 
y 30 Estudio del Dr. N . Clemente Ponce.
Pág. 127 
1915.
C asación. Ideas sobre el Proyecto de Casación.
R. F. Nos. 3Í Estudio y  opinión del Sr. Dr. Darío E. Palacios, acerca del 
y 32 proyecto publicado en la «Revísta Forense» N °  27, pág. 89.
Pág. J55
1915.

C asación.
R. F. Nos. 31 
y  32 
Pág. 159 
1915.

Informe sobre el Proyecto de Casación publicado en la «Revísta 
Forense» N ° 27, pág. 89, presentado a la consideración de fa 
Academia de Abogados del Azuay, por los com isionados de 
mayoría, Dres. Santiago Carrasco, Rem igio Crespo T ora l, Ben­
jamín Cordero y  Octavio Díaz.

Casación. Informe de minoría, sobre el Proyecto de Casación publicado en 
R. F. Nos. 31 la «Revísta Forense» N ° 27, pág. 89, presentado a la consíde- 
Pá3Z 162 ración de la Academia de Abogados del A zu ay , por el Dr. 
J9I5# Remigio Romero León.

C ódigo M ilitar. Continúa la publicación de los Tratados V III y  IX : De 
R. F .N m . 31 la aplicación de las penas disciplinarías.—D e los Consejos de 
Pág. 165 Disciplina y  de los castigos disciplinarios que pueden ser im- 
J9J5, puestos por los superiores a sus subordinados.

Por el Sr. Dr. Telm o R. Viterí, Presidente de la Com isión de 
Legislación Militar.
Edición hecha por la Academia de Abogados de Q uito.

p CLC!̂ STANCIAS atenuantes v circunstancias a g r a v a n t e s . Circunstancias 
34 7 35 33' atc.nuantes y circunstancias agravantes.— Requisitos que la ley
Pág. 242 exige para la calificación de ¿lias.— Criterio del juez en tales
19J5, casos.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja (hijo).

Córneo M ilitar. Continúa la publicación de los tratados V III y  IX i D e 
34 y* 35°*’ * INFRAC? 0Np  de la  M arina de  G u e r r a .— Crímenes, delitos 
Pág. 267 £  taitas.—De los juicios militares.
,9-5* r 01,®. Viterí, Presidente de la Com isión de

Legislación Militar.
Edición hecha por la Academia de Abogados de Q uito.
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C odigo civil. Estudios de Legislación sobre el Libro IH del Código Civil 
R* F* Nos. 36 Ecuatoriano, por el Dr. Juan A . Villagómez, Profesor de Fílo- 

j sofía del Derecho en la Universidad Central.— (Continuación).
1916.

C ódigo M ilitar. Continúa la publicación de los Tratados VHI y  IX : De los 
R. F. Nos. 36 juicios militares.
£  37 to7 Por ^ r* Telm o R . Viterí, Presidente de la Comisión de
j9j£. Legislación Militar,

Edición hecha por la Academia de Abogados de Quito.

C odigo Civil. Estudios de Legislación sobre el Libro III del Código Civil 
R. F. Nos. 38 Ecuatoriano, por el Dr. Juan A . Víllagómez, Profesor de Filo- 
T 39 sofía del Derecho en la Universidad Central.—(Continuación).
Pág. 59 
J9J6.

C ódigo de Enjuiciamiento C ivil. Observaciones al Art. 512 del Código de 
R. F. Nos. 38 Enjuiciamientos en materia civil.— El juez, a solicitud del cjecu- 
y 39 tante, no puede conceder prórroga del término probatorio en
« f t  77 juicio ejecutivo: Io. Porque dicho término es perentorio; y  2o.

Porque esa concesión es ilegal desde que la parte última de di­
cho artículo está derogada.
Exposición de I, B. M ., estudiante de Jurisprudencia.

C ódigo de Enjuiciamiento C ivil. Discusión del Proyecto de Reformas del 
R. F. Nos. 38 Código de Enjuiciamientos Civiles sobre providencias precauto- 
y 39 rías o preventivas.—Facultad de poder pedir el inventario antes

de proponer ninguna demanda.— Es aprobado el artículo prime­
ro, en estos términos! «Antes de la demanda y  en cualquier es­
tado del juicio puede pedirse prohibición de enajenar, retención, 
secuestro o  arraigo, y , desde que se propone la demanda, el 
inventario de la cosa sobre que se litiga, con arreglo a las dis­
posiciones de esta sección».

C ódigo de Enjuiciamiento C ivil. Se aprueban los Arts. 2o, 3o, 4o, 5o, 6o y  
R. F. Nos. 38 7° del proyecto de Reformas del Código de Enjuiciamientos 
Pág9 88 Civiles, sobre providencias precautorias o  preventivas.
1916.

C riterio judicial. Comienza a discutirse el Proyecto de Reformas del T rí- 
R. F. Nos. 38 bunal de Jurados, presentado por el Sr. Dr. Manuel Eduardo 
£ ¿39 Escudero, el 17 de febrero de 19J4.

Se lee el informe emitido al respecto por el Sr. Dr. Víctor 
Manuel Peñaherrera, publicado en los números Í2 y  Í3 de la 
«Revista Forense», correspondientes a los meses de enero y  fe­
brero del citado año.
Exposición del Sr. Dr. Escudero.— Puntos fundamentales: J°. 
Necesidad de unificar el sistema penal para la apreciación de 
las pruebas; 2o. La manera y  forma de constituir el Tribunal 
común para el juzgamiento de los crímenes y  delitos; y , 3o. 
Los recursos que deben concederse de los fallos pronunciados 
por ese tribunal.
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„  , , ,  _  „  Provecto de Código Penal Militar, de acoerdo con  Ta Cons-
r T n . S  m'ución y  demás leyes vigentes de la República, con  todas Ias 
v 39 «form as que se han introducido posteriormente y  las más que
Pie- 97 convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  comen-
,,Ié ’  tarios que contiene la edición publicada por la Academ ia de

LibrcTl^De las infracciones militares, de las penas y  de la res­
ponsabilidad en gen era l.-T itu lo  I. D e las in fra cc ion es .-T ítu lo  
Uj Dc Ja concurrencia de infraciones. T itu lo  III; D e las penas
en general.— Título IVi De las penas crím in a les.-T ítu Io  Vt 
De las penas correccionales.- T ítulo V il  D e las personas res- 
ponsables de las infracciones.—Título VU? D e la responsabili­
dad criminal, causas que la eximen, excusan, atenúan o agra- 
van.—Título V m : De la aplicación de las penas.— T ítu lo  IXs 
De la extinción y  prescripción de las acciones y  penas.— T i­
tulo X ; Disposiciones generales.
Por el Dr. Telm o R . Viten, Presidente de la Com isión de Le­
gislación Militar.

Codigo Penal. Reformas más asimilables según nuestro grado de adelanto, 
R. F. Nos. 40 costumbres y  porvenir.
y 41 Introducción para un estudio crítico del Código Penal ecuato-

nano, por el Sr. Dr. Reinaldo Cabezas Borja.

Criterio jtmiciAL. Continúa la discusión del Proyecto de Reform as del 
R. F. Nos. 40. Tribunal de Jurados, presentado a la Academia por el Sr. Dr. 
y 4* Manuel Eduardo Escudero y  se resuelve, com o cuestión de
Wé’. ,24’ orden, antes de entrar a discutir el Art. í .° , tratar previamente

del punto relativo al juzgamiento de los crímenes y  delitos y  
de la adopción del libre criterio judicial.

C riterio judicial. Opinión enviada a la Academia, por el Sr. Dr. Carlos 
R. F. Nos. 40. T . Gómez, Juez Tercero de Letras de Pichincha, sobre la ndop- 
£ 4Í « s  ción del libre criterio judicial para el juzgamiento de los críme- 
j9j8¿  * nes y  delitos.

Los Srs. Drs. Juan A . Villagómez y  N . Clemente Ponce, opi­
nan en el sentido de que se acepte el libre criterio judicial, siem­
pre que sea posible el establecimiento de tribunales colegiados 
para el juzgamiento de crímenes y  delitos.

C riterio judicial. El Sr. Dr. Manuel Eduardo Escudero, m odifica la cues- 
74 *̂ N0** 40 cst“ ‘̂ a^a y  somete a la consideración de la Academia esta 
Pág. J28 proposición: «Que comprobado legalmente el cuerpo del delito,
1916. tribunales colegiados juzguen con líbre criterio judicial los crí­

menes y  delitos, con las excepciones que sea necesario estable­
cer en atención a la naturaleza de algunas infracciones espe­
ciales».

Código H iutar. Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con  la Cons- 
y 41* ** titución y  demás leyes vigentes d é la  República, con todas las
Plg. J4. reformas que se han introducido posteriormente y  las más que 

convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  comen-
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taños que contiene la edición publicada por la Academia de 
Abogados.
Libro II: D e los crímenes y  delitos militares en particular y  
sus penas.—Título I: De los crímenes que comprometen la se­
guridad exterior de la República.—Título II: De los crímenes 
y  delitos contra el Derecho Internacional.—Título DI: De los 
crímenes y  delitos contra la seguridad interior de la República. 
T ítu lo  IV : D e los crímenes y  delitos contra los Derechos P o­
líticos y  las garantías constitucionales.—Título V : De los crí­
menes y  delitos contra la existencia y  seguridad del ejército o 
la armada.— Título V I.— De los crímenes y  delitos contra la 
subordinación.— Título VHt De la ausencia ilegal, del abando­
no del servicio y  de la deserción.—Título V lU : Del abuso de 
facultades.— Título IX : D e los crímenes y  delitos contra la 
fe  militar.— Título X : De los crímenes y  delitos contra la jus­
ticia.— Título X I: D e las malversaciones, fraudes y  otros abu­
sos en la administración militar.—Título XII: De los crímenes 
y  delitos contra las personas.—Título XH h De los crímenes y  
delitos contra la propiedad.— Título XTV: De los crímenes y  
delitos de la marina de guerra.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Víteri.

C itaciones. 
R . F. Nos. 42 
y  43
Pág. 127. 
19X6.

En ciertos casos el auto de prueba impone gravamen irrepa­
rable. —Naturaleza de las notificaciones y  citaciones.— N o  pue­
de sustanciarse, com o incidente, la falta de ellas, si asevera lo 
contrarío el empleado competente.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.
Auto del Tribunal.

Pág. 153. 
1916.

C ódigo de  E njuiciamiento C ivil. — Proyectos de reformas del Código de En- 
R. F. Nos. 42. juicíamientos Civiles, propuestos por la  Academia a las Legis- 
I  43 . . .  laturas de Í9J3, Í9Í4  y  Í9Í5.

Estado de la discusión en las Cámaras y  exposición del Sr. 
Presidente de la Academia respecto de las mismas.

C ódigo P enal. Reformas más asimilables según nuestro grado de adelanto, 
R. F. Nos. 42 costumbres y  porvenir.
Pág. )81 Introducción para un estudio crítico del Código Penal Ecuato-
1916. nano, por el Sr. Dr. Reinaldo Cabezas Borja.

C riterio  judicial.  Continúa la  discusión de este punto: «Q u e comprobado 
R. F. Nos. 42, legalmente el cuerpo del delito, tribunales colegiados juzguen, 
Pá*3 197 con ^ rc criterio judicial, los crímenes y  delitos con las excep- 

ciones que sea necesario establecer en atención a la naturaleza 
de algunas infracciones especiales».

C riterio  judicial. Cerrado el debate de la proposición anterior, procedió a 
R . F. Nos. 42 votarse la primera parte y  resultó aprobada, aceptándose, por 
p¿43 2qj tanto, que la comprobación del cuerpo del delito se verifique 
j 9j¿# siempre con el criterio legal.
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T uee-o se conviene, acerca de la proposición anterior. » „  
S C  sin renunciar del todo a la idea del establecimiento de Ios 

tribunales colegiados, y , con el propósito de investigar des 
«■ . __ ~Ar,-,r< rufpdan reemplazarse las ventajas que ann

F. Nos. 
y 43 
Pág. 203 
1916.

spucstribunales colegiados, y , w u  «  --------
los modos cómo puedan reemplazarse las ventajas que aquéllos 
tienen, se suprima, por de pronto, la exigencia relativa a lDs 
tribunales colegiados, diciendo asi simplemente! «que se juzgue 
de los crímenes y  delitos con líbre criterio judicial, con Ias 
excepciones que, en orden al cuerpo del delito, convenga esta­
blecer respecto de algunas infracciones».

C riterio judicial «Sí conviene conservar la institución del jurado, con la 
R .F . Nos. 42 consiguiente separación entre el hecho y  el derecho, o  adoptar 
7 43 dentro del sistema del líbre criterio judicial, el establecimiento
Pág. 205 cJe tr|(,UIiales permanentes que juzguen, al m ism o tiempo, del 

hecho y  del derecho».
Cuestión planteada por el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

J9J6.

Criterio judicial. De acuerdo con las opiniones emitidas en el curso de la 
R. F. Nos. 42 discusión, los Sres. Drs. Víctor Manuel Peñaherrera y  N . Cle- 
7 43 mente Ponce, votaron porque se conserve la institución del ju-
Tqft 2Z* rado y  se lo reforme convenientemente, a fin de hacer un nuevo 

ensayo de la institución y  ver qué resultados se obtienen en la 
práctica.
Los Srs. Drs. Manuel Eduardo Escudero, M anuel María Bo- 
rrero, Telm o R. Víteri y  Virgilio Ontaneda, de acuerdo con 
las razones que se expresaron durante el curso de la discusión, 
votan por la abolición del jurado.

Cuerpo del delito. Estudio sobre el cuerpo del delito.
R. F. Nos. 44 Por el Sr. Dr. Alejandro Cárdenas, 
y 45 
Pág. 229 
J9J6.

Criterio judicial. Tomando en cuenta los nuevos votos emitidos, se pro- 
R* Jj Nos‘ 44 cede a verificar el cómputo general sobre la conservación o 
Pág. 296 abolición del Jurado.
I9J6. Estuvieron por la conservación los Srs. Drs.j V íctor Manuel

Peñaherrera, N . Clemente Ponce, Manuel B. Cueva, Manuel R . 
Balarezo, J. Aurelio Víllagómez, Agustín Cueva, Daniel Román, 
Luís F. Borja, Manuel Cabeza de Vaca, Francisco Pérez Borja, 
Maximiliano Valencia, Carlos T . Gómez y  F. Alberto Darquca; 
por la abolición, los Drs.j Manuel E. Escudero, José María 
Bustamante, Telm o R. Víteri, Manuel María Borrero, Alejan­
dro Mosquera N ., J. Virgilio Ontaneda y  Alberto Guerra P.

r ^f ^viÍ.0 J¿D1CIAL* -£funt0 relativo a la forma del juzgamiento de los delitos 
7 45* *' , re P ierio  judicial; manera cóm o ha de constituirse el
Pág. 297 tribunal. ̂
I9J6. Proposición! «Que el juzgamiento de los delitos se haga, con

i re criterio judicial, por un tribunal compuesto por el Juez de 
etras y  de dos abogados sorteados para cada causa, de una lista
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que formará anualmente la Corte Superior del respectivo Distrito 
Judicial.

C ódigo P enal. Código Militar. El Sr. Dr. Luís Felipe Borja (hijo) somete 
Nos. 44 a Ja consideración de la Academia el siguiente Proyecto de re-

Pág 302 formas del Código Penal, Código Militar y  L ey de Extranjeros.
I. —Después del Art. 77 del Código Penal dehe agregarse el 
siguiente» A rt.... Son también traidores a la Patria y  serán cas­
tigados con reclusión mayor extraordinaria, sometidos a la vigi­
lancia de la autoridad, por diez años, inhabilitados por el mismo 
tiempo para ejercer los derechos de ciudadanía, los ecuatorianos 
que, en cualquier forma, trabajaren para separar del territorio 
nacional una sección cualquiera de él, sea con el objeto de for­
mar un estado independiente, sea para agregarla a otras na­
ciones.
En el caso determinado en este artículo, la infracción será juz­
gada por los tribunales comunes, en la Capital de la República, 
aún cuando se hubiere cometido valiéndose de la prensa.
II. —En el Código Militar, después del Art. Í08 del T ítulo pre­
liminar, correspondiente a las reformas impresas en Í908, se 
agregará el mismo artículo expresado en el capitulo anterior; 
pero debe sustituirse la palabra comanes con militares.
E L —En la Ley de Extranjeros se agregará un artículo que dígat
Art..........  Cualquier extranjero que pretendiere o  intentare, en
cualquier forma, separar del territorio nacional una sección de 
éste, sea para formar un estado independíente, sea para agre­
garla a otra nación, deberá ser castigado conforme a las dispo­
siciones del Código Penal, o  expulsado del territorio, previa 
una información sumaria que recibirá el Ministro de lo Interior. 
Informe del Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, comisionado para el 
estudio de dicho proyecto.
Se aprueba la primera parte, en estos términos» «Después del 
Capítulo Primero del Código Penal, póngase el siguiente» D e  
los crímenes y  delitos contra la integridad del Territorio de la Repú­
blica.— «A rt............. Son traidores a la Patria y  serán castigados
con reclusión, etc., etc.« (Com o está en el proyecto).
Fué también aprobada la segunda parte, esto es, la que se refie­
re al Código Militar, debiendo colocarse el artículo de la reforma 
en el lugar correspondiente del Tratado O ctavo de dicho C ó ­
digo, en parágrafo separado que tenga el mismo epígrafe adop­
tado para el Código Penal común.
A l discutirse el proyecto en la parte relativa a la Ley de Ex­
tranjeros, se observó que tratándose de materia penal, al consig­
nar la reforma en dicha ley, estaría fuera de su lugar, por lo  que 
se aprobó esta parte en el sentido de que, después del artículo 
introducido ya en el Código Penal, y  en el mismo capítulo 
<íDe tas infracciones contra la integridad territorial de la República», 
se ponga el siguiente»
A rt.... Serán castigados con reclusión mayor extraordinaria y  
sometidos a la vigilancia de la autoridad por diez años, los ex­
tranjeros que pretendieren o intentaren, en cualquier forma, se­
parar del territorio nacional, una sección de éste, sea para formar
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un'estado independiente, sea para agregarla a otra nación; sin 
oeriulcio de la facultad que atribuye al Poder Ejecutivo el Art. 
90 déla  Ley de Extranjeros. En el caso determinado en este 
artículo, la infracción será juzgada por los tribunales comunes 
en la Capital de la República, aún cuando se hubiere cometido 
valiéndose de la prensa».

C ódigo de ENjmctAMiEMTO C ivil. Reformas del Código de Enjuiciamientos
R. F. Nos. 46 Civiles expedidas en í 916.
y 47 Fragmento de un estudio general de las reformas del Código
p*g; 3J3 áe Enjuiciamientos desde 1878 y  de la jurisprudencia de los
I9I6‘ tribunales relativa a dicho Código.

Por el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

C ódigo P enal. El señor Presidente de la Academia solícita la reconsidera- 
R. F. Nos. 46 ción del Proyecto presentado por el Sr. Dr. Luis Felipe Borja, 
y 47 qUe trata « de los crímenes y  d e u t o s  c o n t r a  l a  in te g r id a d  del

Tífé.391 territorio  de  la  R epúbuca» .

C ódigo de E njuiciamiento C ivil. El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, su- 
R. F. Nos. 46 giere a la Academia la necesidad de que se estudien las rcfor- 
y 47 mas expedidas por la Legislatura de 1911, que han ocasionado
wfé.410’ erróneas interpretaciones y  no guardan conformidad con el es­

píritu de las mismas reformas.

C onfesión. Tratándose de las reformas que prescriben que, por la solicitud 
R. F. N». 48 y  diligencia de confesión, no se suspenderá, en ningún caso, el 
M 7 39 curso de la causa, sino cuando para ella se haya concedido

término extraordinario y  mientras dure dicho término, el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera, dice: desearía saber sí la interpre­
tación a que pareció inclinarse la Academia en una de las se­
siones anteriores, de que tal prohibición no podía ser absoluta, 
es la que mejor concuerda con el texto de la ley.
Puestos de acuerdo todos los concurrentes acerca de la mente de 
la sobredicha reforma, se llegó a la conclusión de que, en efecto, 
atendiendo a su tenor literal, la prohibición de que se trata no 
puede menos de ser absoluta, con la sola excepción que pun­
tualiza la misma reforma.

C ompetencia. 
R. F. N°. 49 
Pág. 79 
1917.

Observaciones a la Sección 29*. del 
tos Civiles; Del juicio de Competencia. 
Por el Licenciado I. B. M .

C ódigo de Enjüícíamíen'

£ ÓF Proy" ; to de Código Penal Militar, de acuerdo con la Cons-
Pág. 229* titución y  demás leyes vigentes de la República, con todas las
1917. retormas que se han introducido posteriormente y  las más que

convendría se hicieien, según las observaciones, notas y  co- 
¡feA bogados ' C° ntiene Ia ed!ci6n P e c a d a  por la Academia 

Título II: Del Consejo de Guerra ordinario.
Por el Sr. Dr. Telm o R. Víteri.
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C réditos. Declarada la quiebra del deudor, ¿puede hacerse el remate de la 
F. N°. 50 prenda y  pagarse al acreedor prendarlo, antes de que se calí-

1917. °3 fíquen los créditos?
Alegato presentado a la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N . Cle­
mente Ponce.

C ódigo de  E njuiciamiento C ivil. « L os Arts. 28 y  29 de las Reformas del 
R. F. N°. 50 Código de Enjuiciamientos y  el Art. ÍO de las de la Ley de 

,23 Aranceles de Derechos Judiciales, expedidas por el Congreso de 
Í9J6, obligan a los escribanos a percibir medios derechos aran­
celarios por la autorización de escrituras públicas, cuyo valor 
sea hasta de cuatrocientos sucres?».
Consulta formulada por el Sr. Am able García R ., Escribano del 
Cantón Guayaquil, para que la Academia emita su dictamen. 
Pasa al estudio del Sr. Dr. Alberto Guerra P.

C ódigo d e  E njuiciamiento C ivil. Informe del Sr. Dr. Alberto Guerra P., 
R. F. N°. 50 acerca de la consulta anterior.
Pág. 133 Esta qüe<ía resuelta en el sentido de que en las escrituras so-
I917’ bre asuntos cuyo valor no pase de cuatrocientos sucres, los

escribanos no pueden cobrar sino la mitad de los derechos, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 5 í de la L ey  de Aran­
celes. Votaron por esta resolución los Srs. Drs.: N . Clemente 
Ponce, Manuel B. Cueva, Manuel María Borrero, Abelardo 
M ontalvo, Alejandro Ponce Borja, F. Alberto Darquea y  el Sr. 
Presidente Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

C itación . El Sr. Presidente de la Academia, solicita el parecer de los seño- 
R. F. N°. 50 res miembros sobre la siguiente consulta: «S í en el caso de cita- 
ioiR7 ^  ción con una demanda por boleta se ausenta el demandado después

de dejársele la primera boleta, se le podrá dejar la segunda y  
tercera boleta en el mismo lugar o  en aquél a donde se ha 
trasladado, o si habrá necesidad de comenzar de nuevo la cita­
ción dejándose en este último lugar desde la primera boleta; y  
si, en este supuesto, se necesitará proceder del mismo [m o­
do cuando el demandado continúe ausentándose a ótro y  otro 
lugar, sucesivamente».

Citación. Respecto de la consulta anterior, el Sr. Dr. Manuel B. Cueva 
R. F. N°. 50 emite su opinión manifestando que, conforme al tenor de los 

Ĵ 7 artículos Í05, J09 y  Í Í 8, para que surta efecto la citación por 
tres boletas, en los casos en que la ley prescribe esta formalidad, 
son necesarios tres requisitos; J°. que el que debe ser citado 
tenga habitación conocida; 2o. que en ella se le hagan las cita­
ciones; y  3o. que esté presente en el lugar durante el tiempo de 
las tres boletas, una vez que según el inciso segundo del Í Í 8, 
en caso de ausencia, sólo las boletas posteriores valen por cita­
ciones legales.
Los Srs. Drs. Víctor Manuel Peñaherrera, N . Clemente Ponce, 
M odesto A . Peñaherrera, Manuel MaríajBorrero, Francisco Chiri- 
boga Bustamante, Alejandro Ponce Borja, Alberto Guerra P . 
y  F . Alberto Darquea, estuvieron de acuerdo en que, sí se ausen­
ta el demandado después de dejada la primera boleta, la segunda
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P ie . 245 
»17.

v  tercera deten dejársele en el lugar a donde se hubiere trasla­
dado, mediante la respectiva comisión o deprecatorio, tomando 
en cuenta lo que prescribe el articulo ¡09  del C ódigo de Enjui­
ciamientos Civiles respecto de la parte que estuviere ausente y  
aún no hubiere comparecido en juicio, y  el objeto que se propone 
la ley con las tres boletas, asi com o la presunción de que me­
diante la tercera boleta ya tiene conocimiento el demandado del 
contenido de la demanda.

Cónico M ilitas. Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con  la 
R. F. N°. 50 Constitución y  demás leyes vigentes de la República, con todas
Pi«,. 245 jas reformas que se han introducido posteriormente y  las más

que convendría se hicieren según las observaciones, notas y  co­
mentarios que contiene la edición publicada por la Academ ia de 
Abogados.
Titulo Di Del Consejo de Guerra ordinario.— Sección Ht Del 
cuerpo del delito.—Sección ID* De las citas y  careos.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Víteri.

Código Civil. El Fisco, las Municipalidades, las Iglesias y  demás personas de 
R. F. N°. 51 que trata el inciso segundo del Art. 1676 del C ódigo Civil, no
Pág. J47 necesitan autorización judicial ni intervención del defensor de
™i7é menores en ninguno de sus actos.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaberrera.

Código M ilitar. Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la Cons- 
R. F. N°. 51 títución y  demás leyes vigentes de la República, con todas las 

reformas que se han introducido posteriormente y  las más que 
convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  comen­
tarios que contiene la edición publicada por la A cadem ia de 
Abogados.
Título II: Del Consejo de Guerra ordinario.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Víteri.

Código M ilitar. Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la 
Pájf* ^ 2  52 Constitución y  demás leyes vigentes de la República, con todas 
J9J7, las reformas que se han introducido posteriormente y  las más

que convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  
comentarios que contiene la edición publicada por la Academia 
de Abogados.
Título Di Del Consejo de Guerra ordinario.— D el juicio de com ­
petencia.— Del juicio de recusación.
Por el Sr. Dr. Telm o R , Víteri.

Jurisprudencia. Alegato del recurrente.-Naturaleaa del contrato 
Pág. *257* * UamacJo ¿sentamiento.— Puede pedirse resolución de ese contrato
J9I7. P.or no haberse promulgado la Ordenanza que creó la contribu-

cr n abe la acción resolutoria después de expirado el plazo 
por el cual correspondía al asentista la recau dación ?-E s proce- 
ennfSnC?  Z\ f aS°i 2°*' *a acc*ón de perjuicios?— Res-
níeron? & St° S * ^ ün*cípalldad o los Concejales que íntervi-

Pág. 277 
J9J7.
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Alegatos; del mandante señor don Ram ón Virgilio A zúa contra 
la Municipalidad de Montecrístí, por el Sr. Dr. Víctor Manuel 
Peñaherrera? y , del defensor de la Municipalidad de Montecristi, 
señor doctor don Luís Felipe Borja (hijo)

C ódigo C ivil. Contradicción manifiesta entre lo dispuesto por los artículos 
R. F. N°. 53 Í.79Í inciso segundo del Código Civil y  533 del de Enjuicía­
o s *  292 cíamientos, respecto al remate de inmuebles.— Necesidad de
Í9Í7* derogar o  reformar esta última disposición, porque contiene una

perogrullada su primera parte, y  una antinomia la segunda,— 
su amparo puede actualmente un coejecutado, codeudor so­

lidario y  condòmino rematar para sí el inmueble, so pretexto 
de hacerlo para su mujer, dando de contado parte del precio 
y  ofreciendo abonar el resto a plazo?—¿En un remate en el 
cual intervienen marido y  mujer, no emancipada económicamen­
te ni separada de bienes, y  en el que afirman que compran 
lo  subastado la consorte con dinero de su propiedad, el re­
matador es el marido o la mujer?—Los artículos Í.740, Í.74Í, 
Í.7Í5  inciso 3.° y  Í.7J7 N .°  2.° del Código Civil y  5.° de la 
L ey  de Emancipación Económica de la mujer casada, ante una 
declaración judicial ejecutoriada de la validez pro forma, del 
acta y  del acto del susodicho remate.— El remate por persona 
interpuesta y  la estipulación a favor de un tercero; Art. Í.439 
del Código Civil.— Bondad manifiesta del Art. 33 de la L ey 
Reformatoria del Código de Procedimientos Civiles, expedida 
en Í9 Í Í .—¿Aunque no se haya propuesto tercería excíuyente 
sobre la cosa embargada, cabe reembargar y  rematar los derechos 
del deudor sobre dicha cosa, cualesquiera que ellos fuesen, naci­
dos del remate?—Acepción jurídica de los vocablos derechos y  
acciones, usados por los Arts. 569 del Código Civil y  523 del de 
Enjuiciamientos*— El embargo de derechos o  de acciones no está 
sujeto a peso, medida o  aprehensión.— ¿Cóm o se realiza, sí el 
deudor es dueño exclusivo y  no condòmino de la cosa?— Los 
derechos o acciones sobre inmuebles se reputan tales, pero no se 
identifican con los mismos.—¿Si un codeudor solidario, coejecu­
tado, remata para sí un bien del cual era simple condòmino, 
puede el ejecutante, insoluto de su crédito, reembargarlo y  re­
matarlo, en la misma ejecución, o  sólo embargar y  rematar los 
derechos del deudor sobre ese bien?— Sí el juez de un juicio 
ejecutivo declara, a la vez, válidos el acta y  el acto del remate 
de un inmueble, en atención a la ausencia de vicios de forma, 
y  está ejecutoriada la orden de embargo de los derechos del 
deudor sobre el inmueble, nacidos del remate, puede denegar la 
inscripción del embargo?—T a l embargo no infringe lo dispuesto 
por los Arts. 5Í9 inciso 9o y  529 inciso 3o del Código de P ro­
cedimientos; el dominio es un bien diverso del condom inio.— El 
embargo y remate del derecho del dueño sobre una cosa no son 
el embargo y  remate de la cosa misma, aunque la materialidad 
sea una.—¿La mujer del coejecutado — el cual remató para sí 
el inmueble, de que era condueño, aparentando que lo hacia su 
consorte,-- es parte en el juicio ejecutivo o puede presentarse 
com o tal promoviendo incidentes o  recurriendo de las provi-
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ciencias de embargo de ios derechos del marido sobre el ínraae_ 
ble o de la orden de inscripción?— R econocida por un fallo 1,  
validez del embargo de los frutos y  usufructo de un inmueble, 
reconoce, por lo mismo, que éste es de propiedad exclusiva 
del marido, o  sea de la sociedad conyugal, y  no de la mujer- 
ya que, sí los frutos y  usufructo de los bienes propíos del mari_ 
do son bienes sociales, y , en consecuencia, embargables por J0s 
acreedores del marido, no es embargadle el usufructo del marido 
sobre los bienes propios de la consorte. (Arts. J.7Í5, N °. 2°., i ,726 
¡Sh 5°., Í.730 N °. 3o. y  2.248 inciso 3o. del C ódigo C iv il),-. 
Frutos no son lo mismo que usufructo* la idea de éste com­
prende, a la vez, dos: la de la administración de la cosa fructua­
ria mueble o inmueble, de cuyos frutos se ha de gozar y  la 
percepción de los frutos;  porque el usufructuario ̂  gobierna la cosa 
y  se aprovecha de sus utilidades.—¿Sí el marido autoriza por 
escrito a su mujer para oponerse al preindícado embargo de los 
derechos de él sobre un inmueble, o  a su inscripción, ella litiga 
contra él o de,acuerdo con él?— El recurso de hecho no consiste 
en elevar de fado el proceso al superior, ni puede ser concedido 
a un tercero que se presenta en juicio ajeno reclamando en 
contra de providencias que no le causan perjuicio directo ni 
indirecto.—La mera oposición de una tercera persona en juicio 
ajeno no equivale a tercería excluyente.
Exposición que hace a la Academia, el Sr. Dr. Ricardo Félix, 
miembro del Colegio de Abogados.

C ódigo M ilitar. Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la 
R. F. N°. 53 Constitución y  más leyes vigentes de la República, con todas 
^917 309 las re ôrma3 clue se k an introducido posteriormente y  las más 

que convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  co­
mentarios que contiene la edición públícada por la Academia 
de Abogados:
Título II: Del Consejo de Guerra ordinario.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Víteri.

C ódigo 
R. F. N°. 
Pág. 333 
J9J8.

M ilitar, Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la 
54 Constitución y  más leyes vigentes de la República, con todas 

las reformas que se han introducido posteriormente y  las más 
que convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  co­
mentarios que contiene la edición publicada por la Academia 
de Abogados:
Título II: Del Consejo de Guerra ordinario.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Víteri,

C uantía. 
R. F. N®. 55 
Pig.92 
J9J8.

Observaciones de menor cuantía. 
Por I. B. M ,—Guayaquil.

£ r° y f ‘ °  dt: C iá ii °  Penal Militar, de acuerdo con la 
PáR. 349 ’ t-onstitución y  más leyes vigentes de la República, con todas
*918. la? reformas que se han introducido posteriormente y  las más

que convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  co-
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mentarlos que contiene la edición publicada por la Academia 
de Abogados:
T itulo Ut Del Consejo de Guerra ordinario.
Por el Sr. Dr. Telm o R  Víterí.

C odico de P rocedimiento P enal.  Reformas del Procedimiento Penal; Com- 
F’ na°* 56 Petencía territorial.— De la prueba.— Cuerpo del delito.—El su- 

19JS8. <03 marío.— Formación de causa.—Del sobreseimiento.— Confesión.
■—El Jurado.—-Juicios económicos.—Recursos.—Disposiciones 
comunes.— Organización judicial,— Recomendación final. 
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Víctor Manuel 
Peñaherrera.

C ompetencia te r r ito r ia l .  Reformas del Procedimiento Penal:— Competen- 
R. F. N». 5ó cía territorial.— De la prueba.—Cuerpo del delito.—El sumario. 
f v L  103 — Formación de causa.—Del sobreseimiento.— Confesión.—El

Jurado.— Juicios económicos.—Recursos.—Disposiciones comu­
nes.—Organización judicial.—Recomendación final.
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Víctor Manuel 
Peñaherrera.

C onfesión. 
R . F. No. 56 
Pág. J03 
I9J8.

Reformas del Procedimiento Penal: Competencia territorial.— 
D e la prueba.- Cuerpo del delito.—El sumario.—Formación de 
causa.—Del sobreseimiento.— Confesión.—El Jurado.—Juicios 
económicos.— Recursos.— Disposiciones comunes.— Organización 
judicial.—Recomendación final.
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Víctor Manuel 
Peñaherrera.

C ambio. N otas comparativas entre las leyes del Ecuador y  el Reglamento 
R. F. N°. 5o Uniforme aprobado por la Convención de la Haya, de Í9Í2, 
fqSj sobre Letras de Cambio y  Pagarés a la Orden.

Estudio del Dr. Manuel R . Balarezo.

C o ncertaje .— A lgo sobre el concertaje.
R. F. N°. 57 Exposición que dirige al señor Presidente de la Academia de 
T9J8 223 Abogados de Quito, el Dr. Remigio Romero León.

C oncertaje . 
R. F. N®. 57 
Pág. 231
1918.

El concertaje.
Informe de la Academia de Abogados del Azuay, que a su vez 
eleva al conocimiento de la Academia de Abogados de Quito.

C oncertaje . La prisión por deudas.
R. F. N®. 57 Artículo publicado en «La N ación», N °. 14:5, del 20 de Agosto 
m a  235 de I9Í8 '  por ^ r* A d olfo  A . Torres.

C oncertaje . 
R. F. No. 07 
Pág. 249 
Í9J8.

C oncertaje . 
R. F. No. 57 
Pág. 258 
J9J8.

Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Luís Felipe Bor- 
ja, respecto del Proyecto de L ey de Jornaleros, presentado por 
el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, publicado en la «Revista 
Forense», N °. 55, pág. 55.

El Sr. Dr. Virgilio Ontaneda emite su opinión respecto del 
Proyecto de Ley de Jornaleros presentado a la Academia por 
el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
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C oncertaje, 
r . F. N°. 57 
Pág. 262 
J9J8.
C oncertaje, 
r . F. N°. 57 
Pág. 273 
J9J8.
C oncertaje. 
R. F. N». 57 
Pág. 277 
Í9J8.

El Sr Dr. Ricardo Félix manifiesta su opinión respecto 
Proyecto de Ley de Jornaleros, presentado a la Academia 
el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

de{
Por

Emite su opinión el Sr. Dr. Roberto Aguirre, acerca del 
Proyecto de Ley de Jornaleros, presentado a la Academia POr 
el Sr. Dr. Victor Manuel Peñaherrera.

El Sr. Dr. Francisco Chíríhoga Bustamante presenta su estudio 
acerca del Proyecto de Ley de Jornaleros som etido a la consi­
deración de la Academia por el Sr. Dr. V íctor Manuel P e- 
ñaherrera.

C oncertaje. Exposición del Dr. Manuel Correa, en que se ocupa del 
R. F. No. 57 Proyecto de Ley de Jornaleros presentado a la Academia por 
Pág. 280 ei Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
J9J8.
C oncertaje. El Sr. Dr. F. Alberto Darquea emite su opinión sobre el Pr0- 
R. F. N°. 57 yecto de Ley de Jornaleros presentado a la Academ ia por el 
Pág. 283 Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
J918.
C ódigo M ilitar. Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con  la Cons- 
R. F. N°. 57 titución y  más leyes vigentes de la República, con  todas las 
Pág. 365 reformas que se han introducido posteriormente y  las más que
1918* convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  comen­

tarios que contiene la edición publicada por la Academia de 
Abogados:
Título II: Del Consejo de Guerra ordinario.— T ítu lo  DI: Del 
Consejo de Guerra de Oficíales Generales.
Por el Sr. Dr. Telm o R. Víterf.

C odigo de E njuiciamiento C ivil.  En el Código de Enjuiciamiento Civil edí- 
R. F. N°. 58 tado bajo la dirección de la Academia y  en actual vigencia, se 
U9J8 30̂  ha suprimido el inciso 2°. del Art. 574, que debía agregarse con­

forme a lo ordenado en el Art. 30 de la L ey  Reformatoria de 
19í í  que consta aún en la edición privada de dicho Código, 
hecha por la misma Corporación.
El Dr. Nicolás Astorga recaba de esta Corporación el remedio 
conveniente para la omisión citada.
Puesta en consideración de la misma la nota que antecede, 
el señor Presidente dijo que, en efecto se ha om itido en la 
nueva edición del Código el inciso de que habla el Dr. Astor­
ga, falta que se ha cometido en la imprenta ni tiem po de armar 
el respectivo pliego para que entre en prensa? pues, en las prue­
bas que corrigieron las diversas comisiones encargadas del tra­
bajo, inclusive la última, consta el referido inciso en el corres­
pondiente lugar? pero es indudable, — agrega— , que a pesar de 
la omisión, el inciso aquél está vigente y  debe aplicarse en todos 
los casos que ocurran, toda vez que no ha sido derogado por 
ningún Congreso.
Conformes todos los concurrentes en lo  expuesto por el señor 
^residente, y  a fin de prevenir cualquier dificultad que pudiera
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Código 
R. F. N° 
Pág. 303 
J9J8.

C ostas. 
R. F. N°. 
Pág. 310 
I9J8.

Código 
R. F. N° 
Pág. 3J4 
J9J8.

suscitarse en Ja práctica, se acordó dirigir- un oficio a la Corte 
Suprema, dándole a conocer lo ocurrido y  pidiéndole que, sí lo 
conceptúa necesario, recabe del Poder Ejecutivo, la expedición 
de un decreto que contenga, como fe de erratas, el inciso su- 
primido, debiendo hacércele saber esta resolución al Dr. Astorga.

d e  E njuiciamiento C ivil. E l Sr. Dr. José María Pérez E. maní-
. 58 fiesta: que promulgadas como han sido las reformas al Có­

digo de Enjuiciamientos Civiles, que expidió el Congreso de 
Í9Í8 , de conformidad con la ley, se hallan vigentes aquéllas; 
y  pide la opinión  ̂de la Academia, exponiendo que en su 
concepto se ha suprimido no solo el apremio personal—que fué 
lo  que el Congreso quiso hacer—, sino aún el real, tanto para 
el cobro de honorarios, com o, lo que es gravísimo, para el 
cumplimiento de las sentencias ejecutoriadas en juicio ejecutivo 
y  en los demás sumarios.
Atendiendo a la trascedental importancia del asunto cuestiona­
do, se acuerda solicitar de la Corte Superior de Quito que lo 
eleve en consulta a la Corte Suprema.

A  propósito de las mismas reformas, el Sr. Dr. Dn. Agustín Cue-
. 58 va, consulta a la Academia acerca de la interpretación que de­

bía darse a la supresión de las palabras «y  honorarios» del 
número 2o del Art. Í02Í del citado Código; y  todos los con­
currentes estuvieron conformes en que tal supresión ha de 
entenderse en el sentido de que los honorarios puedan cobrarse 
por apremio personal cuando estén incluidos en las costas, mas 
nó cuando se demandan separada e independientemente del 
asunto principal.

de  E njuiciamiento C ivil. Reformas del Código de Enjuiciamientos
. 58 Civiles, dictadas por el Congreso de Í9Í8.

Observaciones formuladas por I. B. M ., quien expresa, ser 
evidente, que las multas impuestas por los Intendentes, Comi­
sarios de Policía, Tenientes Políticos y  mas funcionarios que la 
ley reconoce com o autoridades en este ramo, pueden hacerse 
efectivas únicamente, mediante apremio real o  embargo de bie­
nes, no siendo, por consiguiente, conmutables con prisión, como 
lo prescribe el Art. 32 del Código de Policía, porque a ello se 
opone el Art. 4o de la precitada ley reformatoria.
Además, entre dichas observaciones, se hace constar que la ma­
yoría de abogados del foro guayaquileño, sostiene que el hono­
rario que no puede cobrarse por apremio personal, es el direc­
tamente estipulado entre el abogado y  el cliente, que antes po­
día exigirse en esta vía de conformidad con el Art. í 75 de la 
L ey  Orgánica del Poder Judicial; pero no así el honorario que 
debe pagar la parte que ha sido vencida en juicio, pues,^ éste 
forma parte de las costas, estando comprendido, por lo mismo, 
en el Art. Í02Í, inciso í°, que no ha sido reformado.
Respecto de esta última parte de la consulta, ralatíva al apre­
mio personal para el cobro de honorarios, se expone que la 
Academia la ha resuelto en sesión anterior.
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Acerca d é la  reforma que suprime el apremio personal para 
comoeler al cumplimiento de una obligación, el señor Presiden­
te opina, que en su concepto, no lo  suprime cuando se 
trata de emplearlo com o pena sustitutiva, por ser insolvente Ia 
persona condenada a pagar una multa.

Pag.
J9J8.

las reformas que i— -  .  . - —..o
Qtíe convendría se hicieren, según las observaciones, notas y  
comentarios que contiene ia edición publicada por la Academia

T ítd o °m °C on se ¡o  de Guerra de Oficiales Generales.— Titulo 
IVl Modo de proceder en las causas seguidas por delitos de 
cobardía, insubordinación, deserción en campaña, rebelión y  m o- 
t k ^ T ítu lo  V i Del Consejo de Guerra extraordinario.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Víterí.

C itación. Jurisprudencial Para proceder al juicio ordinario prescrito en el 
R. F. N°. 59 Art. 560 del Código de Enjuiciamiento (576 de la edición vi- 
Pág. 1 gente), no es necesaria citación personal o  por tres boletas de
I919* la tercería o tercerías deducidas.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Leopoldo Pino.
Resoluciones.

C artas misivas. Las cartas misivas dirigidas a terceros o  por terceros no 
R. F. N°. 59 tienen valor probatorio.—El instrumento público prueba por sí 
Pá2* 9 mismo su autenticidad.— El privado no prueba por sí mismo
I9I9‘ haber sido otorgado por quien aparece haberlo suscrito.— Si la

parte contra quien se presenta un documento privado guarda 
silencio sin redargüírlo de falso dentro del término legal, dicho 
documento no hace fe cuando la persona contra quien se lo pre­
senta no es la que aparece haberlo suscrito (N °. 4 del Art. Í96 
del Código de Enjuiciamiento Civil, anterior edición).— Las de­
claraciones de testigos no hacen fe cuando su testimonio se 
funda en documentos que carecen de valor probatorio.— Princi­
pio de prueba por escrito! sus requisitos.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Q uito, por el 
Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja.
Resoluciones.

Corneo de Enjuiciamiento C ivil.—En el Código de Enjuiciamiento Civil edí- 
P&g'z2°' 59 taC*° kaí°  k  dirección de la Academia, con aprobación del Tri- 

•J9J9. bunal Supremo y  en actual vigencia, se ha suprimido el
inciso segundo del Art. 574, que debía agregarse conforme 
a lo acordado en el artículo segundo de la L ey  Reformatoria 
de Í9ÍÍ,  consignada aún en la edición privada de dicho Códi­
go, hecha por la misma Academia, omisión que se ha operado en 
la imprenta al tiempo de armar el respectivo pliego para que en­
tre en prensa, pues en las varías pruebas que corrigíeron, con 
toda prolijidad, las comisiones encargadas de tal trabajo, inclusi­
ve la última, consta el referido inciso en el lugar correspondiente.
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El Dr. Nicolás Astorga recabó de esta Corporación, que expida 
el remedio conveniente, según consta en la «Revista Forense» 
N °. 58, pagina 302.
El señor Presidente emitió su parecer y  luego se resolvió que 
la Corte Superior de Quito, se diríja a la Excma. Corte Supre­
ma, resolviéndose lo que sigue»
«L a Corte Suprema, así que se puso en vigencia el Código de 
Enjuiciamiento Civil, notó la falta del inciso segundo del Art. 
574, el cual, según el 30 de la Ley de Í9ÍÍ,  dícei «El terceris­
ta coadyuvante podrá impulsar la ejecución, con el fin de lle­
gar al remate»; y  desde el primer momento de advertida la 
supresión de este inciso, la Corte lo declaró vigente y , por lo 
mismo, aplicable a todos los casos que ocurran.
Con todo de esa supresión independíente, de modo absoluto, 
del esmerado trabajo así de la Corte como de la Academia, el 
referido inciso no ha dejado de ser ley de la República; y  para 
que se lo observe, la Corte no estima necesaria ninguna dis­
posición del Poder Ejecutivo, ni de este Tribunal.
Respecto de los jueces, es conocida la vigencia del inciso; y, 
por lo que mira al interés particular, la publicación de este 
oficio y  el del señor Presidente, en el «Registro Oficial», en la 
«Gaceta Judicial» y  en la «Revísta Forense», será más que su­
ficiente para que nadie pueda alegar contra la existencia de 
esa disposición legal».

C ódigo M ilitar . Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la Cons- 
R. F. N°. 59 titucíón y  más leyes vigentes de la República, con todas las refor- 
fqtq 429 mas que se han introducido posteriormente y  las más que con-
19 9' vendría se hicieren, según las observaciones, notas y  comentarios

que contiene la edición publicada por la Academia de Abogados: 
T ítulo V : Del Consejo de Guerra extraordinario.— Título VI: 
Consejos de Disciplina.—De otras infracciones cometidas contra 
el orden y  disciplina militares.— De la aplicación de las penas 
disciplinarias.— De los Consejos de disciplina y  de los castigos 
disciplinarios que pueden ser impuestos por los superiores a los 
subordinados.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Viteri.

C ompetencia. Estudios jurídicos:—La competencia por razón de las perso- 
R. F. N°. 60 ñas se determina al tiempo del hecho punible o al tiempo del 
Pág. 49 juzgamiento?— Sentido de las disposiciones de los Arts. Í3 y
I919, J7 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativas al caso.—

Jurisprudencia de los tribunales.— Reforma legal necesaria.
El Sr. Dr. Peñaherrera, en vísta del estudio expuesto y  de la 
divergencia de pareceres que se ha presentado en nuestro joto , 
cree oportuno y  conveniente que se agregue a la Ley Orgánica 
del Poder Judicial una disposición expresa y  clara, en el sentido 
de que, al tratarse de infracciones oficiales, esto es cometidas 
en el ejercicio de las funciones públicas o con abuso de la au­
toridad, se apliquen las respectivas reglas de los Arts. Í3 y  
Í7, aunque la causa se promueva cuando los funcionarios res­
ponsables hayan cesado en el cargo.
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C ompetencia.
r . F. N°. 60 
Pág. 62 
J9J9.

Incompetencia de jurisdicción y  oscuridad de líbelo.— ¿Cuál ¿P 
estas excepciones deberá ser resuelta con pnoridadí-Precedentí! 
y  causalidad.— Objeto y  fin de aquellas di a to r ia s .-P rimer*‘ 
solemnidad sustancial.— Nulidad en el procedimiento.— La ju 
risdicción no depende de la estructura de la demanda, de la 
voluntad del juez ni de las partes. Jurisprudencia francesa 
Inflexibílídad de la regla de que el juez ante^ todo y  sobre todo 
ha de asegurar su competencia.— El término ineficacia compren­
de tacto a la nulidad absoluta com o a la relativa.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Cuenca, por eI 
Sr. Dr. L. Torres.

C onstitución. El Art. 25 del Código de Enjuiciamientos en materia crímí- 
R. F. N°. 60 nal nos ha sugerido una duda. Presentada una denuncia por 
Pág. 80 persona que esté con el sindicado en primer grado de afinidad,
I9I9‘  el juez debe admitirla, conforme a la citada disposición; pero

el Art. I í  de la Constitución dice que nadie puede ser obligado 
a prestar testimonio en juicio criminal seguido contra sus pa­
rientes hasta el cuarto grado civil de consanguinidad y  segundo 
de afinidad. Y  que la denuncia es un testimonio que puede 
valer en juicio, está fuera de toda duda. Sí, pues, un juez va­
liéndose de los medios legales compele a una persona al cum­
plimiento de tales disposiciones, preguntamos sí se haría o  nó 
reo del delito previsto en el Art. í 38 del C ód igo Penal. 
Indicaciones aúna reforma en materia de Procedim iento Penal, 
por I. B. M .— Guayaquil.

C omisario. En cada cantón, cabecera de provincia, la Corte debía nombrar 
R. F. N°. 60 un Comisario con jurisdicción provincial, destinado únicamente 

a Instruir sumarios a prevención con los Comisarios y  Tenien­
tes políticos rurales. Dichos funcionarios, a juicio de la Corte, 
o de los Jueces de Letras podrían trasladarse a cualquier lugar 
de la provincia a instruir sumario. Las diligencias de los Comi­
sarios y  Tenientes Políticos que hubiesen prevenido podrían 
acumularse en la forma que indica el Dr. Peñaherrera al tratar 
de la Competencia.
Indicaciones a una reforma en materia de Procedim iento Penal, 
por I. B. M .—Guayaquil.

M ilitar. Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la 
Pág/461°* ° Constitución y  más leyes vigentes de la República, con todas 
J9J9, las reformas que se han introducido posteriormente y  las más

que convendría se hicieren, según las observaciones, notas y 
comentarios que contiene la edición publicada por la Academia 
de Abogados:
Título v i l  Consejos de Disciplina.— Titulo VH i d é la s  Cortes 
Marciales.— Del recurso de queja.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Víteri.

J “ r“ prut ĉnc*a de los tribunales.— Una cuestión palpitante y  
re orma necesaria.— En el juicio de divorcio por mutuo 

taríf?11 Unien*0 ÍUC2 jurisdicción contenciosa o volun-
Pág. 95 
1919.
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Estudio del Dr. Víctor Manuel Peñaherrera,

C esión de  créd ito s  pe r so n ale s . Sumario! En la demanda ejecutiva que- 
R. F. N°. 61 dan incorporados a ésta los títulos que se acompañan.— Cesión 
Pág. U6 de créditos personales, su naturaleza y  consecuencias.—La con-
í919* fesión judicial no puede cambiar la naturaleza de un contrato.

— La confesión debe dividirse si uno de los Lechos consta ple­
namente.— Los documentos privados si alteran una escritura 
pública surten efectos contra terceros.—¿Qué se entiende por 
terceros en este caso?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

C onfesión Judicial. Sumario; -  En la demanda ejecutiva quedan incorpora­
dos a ésta los títulos que se acompañan. -  Cesión de créditos 
personales, su naturaleza y  consecuencias. — La confesión judicial 
no puede cambiar la naturaleza de un contrato. -  La confesión 
debe dividirse si uno de los hechos consta plenamente. -  Los 
documentos privados sí alteran una escritura pública surten efec­
to  contra terceros. -  ¿Qué se entiende por terceros en este caso? 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

Naturaleza. Sumario; -  En la demanda ejecutiva quedan incor­
porados a ésta los títulos que se acompañan. -  Cesión de crédi­
tos personales, su naturaleza y  consecuencias. — La confesión 
judicial no puede cambiar la naturaleza de un contrato.— La 
confesión debe dividirse sí uno de los hechos consta plenamente. 
— Los documentos privados si alteran una escritura pública 
surten efecto contra terceros. ¿Qué se entiende por terceros en 
este caso?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

C ódigo M ilita r . Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la 
R. F. N°. 61 Constitución y  más leyes vigentes de la República, con todas las 
T919 477 reformas que se han introducido posteriormente y  las más que 

convendría se hicieren; según las observaciones, notas y  comen­
tarios que contiene la edición publicada por la Academia de 
Abogados!
T ítu lo VII; De las Cortes Marciales.— Título VEI: De las nu­
lidades sustancíales en los juicios criminales por delitos militares 
o  comunes.
Por el Sr. Dr. Telm o R . Víteri.

R. F. N». 61 
Pág. 116 
1919.

C o n t r a t o . 
R. F. No. 61 
Pág. 116 
1919.

C o n t r at o , va lid ez . Sistema del Código Civil en cuanto a la validez de los 
R. F. N°. 62 contratos.— Cóm o debe entenderse el Art. Í673 de dicho Código 

gó 177 que prohíbe la ratificación de los que adolecen de nulidad absoluta.
Í9J9, —Efectos de la ratificación cuando ésta encierra todos los ele­

mentos esenciales para celebrarse un nuevo contrato.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.
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Pág. J97 
J9J9.

r  CDPn nFL DEUTO. Informe presentado al C o le r o  de A h ogados de iSarr* 
£ T n° . a  por el Sr. Dr. Dn. Reinaldo Lara, Presrdente de dicho C o l e g í  

respecto al Proyecto de Reform as del C ód igo de Procedimiento

Del^procedimíento verbal.—Del cuerpo del delito.—Del sobre-
seímiento.—De las solemnidades sustanciales.-DiSposiciones
generales.

La confesión del agraviado constituye la base de la investiga­
ción, pero hay sumarios en que no es posible recibirla por Ia 
prohibición contenida en el Art. 26 de la Constitución, inciso 2.“ 
;La instructiva es una verdadera declaración? La ley la llama 
así (Art. 66); pero, en realidad no viene a ser sino una amplia­
ción de los hechos relatados en el auto cabeza de proceso, ya 
que no tiene valor alguno en juicio? por consiguiente, creemos 
que no está comprendida en la prohibición constitucional ano­
tada, por no acarrear responsabilidad criminal? y  en consecuen­
cia, los jueces no deben prescindir de élla en ningún caso. 
Ampliando unas indicaciones, por el Dr. Ildefonso Bohórquez 
M .— Guayaquil.

C onfesión. 
R. F. N°. 62 
Pág. 205 
1919.

C ompraventa. El Dr. Alejandro Ponce Borja manifiesta que, habiéndose la 
R. F. N°. 62 Academia de Abogados ocupado siempre, no sólo  en cuestío- 
Pág. 212 nes ¿c ^terés especulativo, sino también en asuntos que ímplí-
,0<Q can mejoras prácticas, se permitía consultar a los señores aca­

démicos, respecto al verdadero alcance del impuesto de alcabalas, 
en lo que se refiere a las trasmisiones de dom inio tratándose 
de un contrato por el cual una de las partes daba el predio A  
y  la otra el predio B y una suma de dinero, siendo así que 
el valor del predio B era inferior a dicha suma. El contrato, 
en este caso, es, según el Código Civil, compraventa del pre­
dio A ; y  en tal virtud —cree el Dr. P on ce—  que la alcabala debe 
pagarse sólo por el predio A  y  no sobre el predio B, que en 
el contrato figura únicamente com o parte del precio de A . En 
otros términos, dice? que la alcabala afectaba al acto jurídico, 
esto es, a la compraventa, sin que deban tomarse en cuenta 
las diversas trasmisiones de la propiedad que podían compren­
derse en el mismo acto.
Cerrada la discusión, la mayoría de los miembros concurrentes, 
resuelve que donde hay trasmisión de propiedad, allí hay alca­
bala, y  por consiguiente, en el caso propuesto, debía pagarse 
por ambos inmuebles.

f o r m a s  del Código de Enjuiciamientos Civiles dictadas por el 
62 Congreso de Í9J8.

Acerca de las observaciones enunciadas por el Sr. Dr. José 
María Pérez E. y  sometidas a la consideración de la Aca- 
” >mi  ̂ en sesión cuya acta se publica en el N .°  58 de la 
«Revista Forense», página 303, relativas a la supresión no sólo 
del apremio personal — que fue lo que el Congreso quiso ha- 
5er * s“ 10 a«n el real, tanto para el cobro de honorarios, como, 
o que es gravísimo, para el cumplimiento de las sentencias

C ostas. 
R. F. No. 
Pág. 220 
J9I9.
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ejecutoriadas en juicio ejecutivo y  en los demás sumarios, la 
Excelentísima Corte Suprema de Justicia, contestando a la con­
sulta que, a su vez, le enviara la Corte Superior, a solicitud de 
la Academia, expide la siguiente resolución*
«E n  la consulta de esa Corte Superior sobre puntos relaciona­
dos con las reformas del Código de Enjuiciamientos Civiles 
expedidas por el último Congreso, el Tribunal Supremo resol­
vió lo siguiente:
«Q u ito, Julio quince de mil novecientos diez y  nueve, a la una 
de la tarde. V IS T O S : Por las disposiciones de la Ley refor­
matoria de veinticinco de octubre de mil novecientos dieciocho, 
el artículo Í 02Í del Código de Enjuiciamientos debe decir: «Se 
ejecutará por apremio: í.° Los decretos en que se mande pagar 
costas o  multas, o devolver expedientes) 2.° Las providencias 
que se dicten para el pago de actuaciones judiciales) y  3.° Las 
disposiciones que se den para ejecutar providencias urgentes, 
com o depósitos judiciales, posesión provisional, aseguración de 
tienes, alimentos legales y  otras análogas. Las multas, cual­
quiera que sea la autoridad que las imponga, se recaudarán 
mediante embargo y  remate de bienes de la persona natural o 
jurídica multada. Para la ejecución del apremio, se entregará 
al alguacil una boleta firmada por el juez y  el actuario, la cual 
será devuelta, por el primero, y  agregada a los autos después de 
practicada la diligencia.» -  Según eso, las reformas a los núme­
ros 2.° y  3.° del inciso í.° del artículo Í02Í, la supresión del 
número 4.° y  del inciso 2.® del propio artículo, y , por fin, la 
reforma a su inciso 3.°, no significan ni pueden significar, el que 
el Legislador, al reducir los casos de apremio personal, se pro­
puso dejar sin medios de llevar a efecto las resoluciones dadas 
en el juicio ejecutivo y  los demás sumarios, menos m uy menos, 
que, en los casos de falta de apremio personal, no se puede de­
cretar el real, sea para hacer efectivo el pago ordenado, sea para 
que se ejecute el hecho debido. Lo primero, lo de la ejecución 
de las resoluciones del juicio ejecutivo y  de los demás suma­
rios, tiene disposiciones que no han sido, ni podido ser, altera­
das por las reformas, que no cabe considerarlas modificadas, 
menos derogadas, a no ser que fuera dable suponer algo incon­
cebible en el Legislador, como sería lo de creer en su propósito 
de impedir la ejecución de los fallos judiciales) y , esas disposicio­
nes no modificadas, menos derogadas, están establecidas en la 
Sección tercera, título segundo, del Libro segundo del referido 
Código, donde se encuentra dispuesto el modo de ejecución de 
las resoluciones expedidas en los expresados juicios. En orden 
a lo segundo, a la falta de apremio real com o sustitutivo del 
personal, debe tenerse en cuenta lo de que, admitir la negación 
de todo apremio, valdría tanto como aceptar, contra todo lo 
racionalmente imaginable, que el pensamiento del Legislador 
no fue sólo el de disminuir los casos de apremio personal, sino 
que quiso sancionar o , mejor, consagrar que el cumplimiento de 
las obligaciones antes garantizadas con apremio, quedase, en lo 
sucesivo, a la voluntad absoluta de la persona obligada) lo  cual,
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como os fácil doáoc«r, traen» crn trastorno en la regisraci6n 
ecuatoriana, al extremo de echar por tierra las instituciones v  
leyes que aseguran la efectividad de los derechos, al punto /  
hacer nugatorio, en la mayor parte de los casos, acudir al P 0j e 
Judicial en demanda de justicia. A sí, concretando la resolución 
de este Tribunal a los puntos materia de la consulta, vísta Ia 
regla sexta del artículo ÍB del C ódigo C ivil, según la cual l0s 
pasajes obscuros o contradictorios de las leyes deben interpre­
tarse del modo que más conforme parezca al espíritu general de 
la legislación y  a la equidad natural, se declara: X,°, hay apremio 
personal en los casos determinados en el artículo Í02J, refor­
mado, del Código de Enjuiciamientos en lo  Civil, no menos 
que en todos los demás que no estén comprendidos, expresa­
mente, en la derogación prescrita en el artículo final de la Ley 
Reformatoria; 2.°, esta ley no encierra m odificación alguna res­
pecto del apremio real, de m odo que puede emplearse, sin con­
sideración a éíla, en todos los casos previstos por las leyes; y  
3,°, el apremio real, procede asimismo en todos los casos de­
terminados por las leyes, bien se permíta la elección entre los 
dos apremios, personal y  real, bien se solicite a falta del pri­
mero. Comuniqúese y , conforme al artículo Í3 , número Í5, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, dése cuenta al próximo 
Congreso. -  Cárdenas. -  Albán Mestanza. -  Pino. — Peñaherrera. 
-  Vásconez».

C ostas. Interpretación que dos notables abogados ríobambeños (el uno como 
R. F. N°. 62 defensor y como asesor el ótro) han dado al Art. 53 de las re-
^8* 226 formas del Código de Enjuiciamientos Civiles expedidas en Í9Í6.

El Dr. Federico Crespo G., consulta a la A cadem ia el siguiente 
punto: «Aceptada, con costas, una querella por despojo de te­
rrenos, el querellado interpuso el recurso de apelación; y , con­
cedido éste, el querellante pidió, que antes de remitir el proceso 
al superior, se le pague las costas, puesto que la apelación se 
ha concedido en el efecto devolutivo. A  tan injustificada pre­
tensión se opuso el reo, manifestando que, en virtud del Art. 770 
del Código de Enjuiciamiento Civil, el efecto devolutivo es en 
lo tocante al amparo o a la restitución, pero que respecto de las 
costas, la apelación se concedía en ambos efectos, y  por consi­
guiente, no se las podía cobrar sino después de ejecutoriada la 
sentencia. Así y  todo, el asesor de mi referencia, resolvió que 
las costas pueden cobrarse antes de que el proceso suba ante 
el superior, porque la apelación es en sólo el efecto devolutivo, 
no únicamente en lo relativo a la restitución del predio sino al 
pago de costas, y  no reconoce la ley, «un efecto m ixto en las 
apelaciones».
El Dr. Crespo G., resume su opinión y  dice: «E n  mí concepto, 
aceptado un juicio posesorio, el juez a quo, en caso de apela- 
cion del reo, tiene jurisdicción para obligarle a que cumpla con 
el tallo, en lo que atañe a la restitución o amparo, pero no 
tiene para obligarle y  compelerle al pago de costas, daños y  
perjuicios en que le condenó, mientras el 'juez ad quem no con- 
lirme la sentencia. Esta opinión la fundo, no sólo en la clari­
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dad de la ley, sino aún en el comentario del Art. 53 de las 
antedichas reformas, y  que constan en los números 46 y  47 de la 
«Revista Forense», trabajo del mismo señor Presidente de la 
Academia.»
Puesta en consideración de la misma la consulta que antece­
de, todos los concurrentes estuvieron conformes con la opinión 
del Dr. Crespo Guillén, por ser bien clara y  terminante la dis­
posición del artículo 770 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
después de la reforma de Í9Í6 , que limitó el efecto devolutivo 
de la apelación a sólo lo tocante al amparo o restitución de la 
posesión.

C ódigo M ilitar . Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la Cons- 
R. F. N°. 62. títucíón y  más leyes vigentes de la República, con todas las re- 

^ 3* formas que se han introducido posteriormente y  las más que 
convendría se hicieren según las observaciones, notas y  comen­
tarios que contiene la edición publicada por la Academia de 
Abogados:
Título VIH: D e las nulidades sustancíales, etc.—De la ejecución 
de las sentencias.
Por el Sr. Dr. T elm o R . Víterí.

C onsentimiento m utuo. Jurisprudencia de los tribunales.— Crítica y  comen- 
R. F. N°. 63 tarío.
^ 2* J* . En el juicio de divorcio por mutuo consentimiento ¿ejerce el 

juez jurisdicción contenciosa o voluntaria?
Tesis desarrollada por el Sr. Dr. Augusto Bueno.

C ontratos , in terpretación . SU M AR IO : Casos en los cuales es necesario ín- 
R. F. N°. 63 terpretar los contratos.— Alcance de la regla de que éstos deben 
F92Ó ^  interpretarse de buena fe .—Acepción técnica de la palabra plazo.

—AI interpretar las convenciones, no se han de tomar las voces 
en su acepción técnica.—La intención de las partes debe preva­
lecer sobre los términos que se emplearen en los contratos? y , 
además, han de estudiarse las circunstancias peculiares de cada 
convención.—Naturaleza del contrato de venta.— ¿En qué con­
siste la posesión material?— Las reglas concernientes a la pres­
cripción son de derecho público y  no pueden ser modificadas 
por las partes.— Razones que justifican el artículo Í825 del 
Código Civil. — Interrupción natural de la prescripción: sus 
efectos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

C ompetencia te r r it o r ia l .  En las reuniones de la Academia, habidas de 
R. F. N°. 63 febrero 3 a julio 7 de Í9Í9,  se  estudia el Proyecto de Reformas
Foji) 52 al procedimiento penal? y  por no ser posible dejar constancia

exacta de los razonamientos emitidos en cada junta de la co­
misión, sobre los diversos puntos considerados en ella, se acor­
dó formar simplemente un memorándum suscinto de las conclu­
siones a que sobre cada punto llegase.
Terminada así la discusión del proyecto que sustituye el iy t . 
5o. del Código de Enjuiciamiento en materia criminal, relativo
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a la Competencia Territorial, queda concebido en los siguientes
términos! , , f , .
Art. 5o. - E n  cuanto a la  competencia de la jurisdicción crimí 
nal, se observarán las reglas siguientes!
Jo. Surte el fuero cuando se ha com etido la infracción en Ia 
sección territorial en que un juez o  tribunal ejerce jurisdicción!
2o. Cuando los hechos constitutivos de la infracción se hubíe- 
ten realizado en diversas secciones territoriales, será competente 
el juez de cualquiera de éstas:
3o. La regla precedente se aplicará también al caso en que no 
se supiere a punto fijo en cual de dos o  más secciones territo­
riales se perpetró la infracción!
4°. Cuando la infracción hubiere sido com etida en nación ex­
tranjera, serán competentes los jueces o  magistrados que ejerzan 
jurisdicción en la Capital de H  República:
5°. Si respecto de dos o  más secciones territoriales concurren 
circunstancias determinantes de competencia, el juez que se anti­
cipare en el conocimiento de la causa excluirá a los demás:
6o. Siempre que conforme a las reglas 2a. y  3a., comenzaren a 
conocer de una causa dos o más jueces, cada uno de ellos lo 
comunicará a los demás a fin de que se abstengan de seguir 
actuando los que hubieren sido excluidos por la prevención. Las 
diligencias practicadas hasta entonces por los excluidos, se acu­
mularán y  el juez las apreciará según su criterio:
7°, La Corte Superior, en vista de las facilidades de la investi­
gación o de otras razones de conveniencia para la administración 
de justicia, podrá disponer durante el sumario que la causa 
continúe, no ante el juez que previno en el conocimiento, sino 
ante ótro de los competentes, según las reglas que preceden.
Si los jueces competentes según las reglas anteriores pertene­
ciesen a diferentes distritos, la facultad establecida por este ar­
tículo la ejercerá la Corte del distrito a que perteneciese el juez 
que previno en el conocimiento de la causa:
8°. En caso de concurrencia de infracciones, cada una de és­
tas será juzgada por el respectivo juez competente: pero el 
condenado sufrirá únicamente la pena que le corresponde se­
gún el Art. 65 del Código Penal, de la cual, sí fuere la de 
privación de la libertad, se descontará todo el tiempo que el 
condenado hubiere estado detenido, preso o  recluso con motivo 
de cualquiera de las infracciones concurrentes:
9°. El juez competente para los autores de una infracción, lo 
es también para los cómplices y  más personas responsables: 
excepto el caso en que los autores gocen de fuero especial.
Si los cómplices y  más personas responsables gozan de fuero 
especial, serán juzgados por sus respectivos jueces especiales.

i T S f á “ ,  ‘̂scote la sección segunda de! proyecto relativa a la
Pág. *57.' ' ^fí,c i ’  cn cuanto a la admisión del criterio judicial para apre-
1920. “  prueba testimonial y  la confesión. La Junta, después

de larga discusión, se divide en los votos* D e los doce seño- 
res académicos que asisten, seis están por la admisión del cri­
terio judicial! dos en contra, y  cuatro por la admisión Je  este
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criterio cuando se trate de absolver y  por el criterio legal cuan- 
do se vaya a condenar.

C uerpo  del  de lito . La Academia se constituye en comisión general, con el 
r . F. N°. 63 objeto de estudiar las reformas al procedimiento penal, relacío- 
1920 59 na<IaS “ “  e* CUetp°  deI del¡l°- En primer término, se acuerda
1 ' que en la ley, se fije con precisión el concepto de cuerpo del

delito, como una verdadera definición.
C itación . El señor Presidente consulta la opinión de la Academia acerca de la 
R. F. N°. 63. forma en que debe practicarse la citación con la querella al 
Pág. 6J. acusado, de que habla el Art. 65 del Código de Procedimien- 

tos en materia criminal? pues,— dice— existían dos ejecutorías 
al respecto en completa contradicción.
Leídas las expresadas ejecutorias y  después de ligera discusión, 
todos los concurrentes estuvieron conformes en que, no habien­
do razón legal para hacer diferencia, en cuanto a la forma de 
citación, entre la querella por infracciones pesquisables de oficio 
y  las que no lo son, y  por cuanto la disposición del Art. 64, 
inciso 3o., es especialísima para el caso de citación al indiciado 
con el auto cabeza de proceso, la citación, con la querella al 
querellado, en una y  otra clase de infracciones, debe hacerse 
en persona o por tres boletas, de la misma manera que una 
demanda en lo civil, de acuerdo con la regla general que pre­
ceptúa que en lo que no esté determinado especialmente en el 
Código de Enjuiciamientos Criminales, debe observarse lo pres­
crito en el de Enjuiciamiento Civil, entendiéndose que, como 
lo  observó el V ocal Sr, Dr. Balarezo, en las infracciones pes­
quisables de oficio la designación de la persona del sindicado que 
debe contener el auto cabeza de proceso, ha de ser de tal modo «Ja­
ra y  suficiente que no haya duda ninguna respecto de esa persona, 
a fin de que pueda verificarse la citación en la forma indicada.

C uerpo del  delito . Continúa la discusión de las reformas al Código de 
R. F. N°. 63 Enjuiciamientos Criminales, en la parte correspondiente al cuer­
p o  64 po del delito? y , cerrado el debate, puestos de acuerdo todos
I920‘ los concurrentes, se conviene en que el artículo discutido del

proyecto diga* «Cuerpo del delito es el hecho que se presume 
punible, y  su comprobación la base del juicio criminal».

C ódigo M ilitar. Proyecto de Código Penal Militar, de acuerdo con la Consti- 
R. F. No. 63 tución y  más leyes vigentes de la República, con todas las refor-
Pág. 525 mas que se k an introducido posteriormente y  las más que con-
í92°* vendría se hicieren, según las observaciones, notas y  comentarios

que contiene la edición publicada por la Academiade Abogados* 
Título V m * D éla s  nulidades sustancíales, e tc .-T ítu lo  Di* De 
la revisión de las causas seguidas por delitos comunes en campaña. 
— Título X* Disposiciones relativas a los militares que fallecen en 
campaña con testamento o abintestato.
Por el Dr. Telm o R . Víterí.

C ódigo M ilitar. Indice analítico de las materias tratadas en este Libro.
R. F. N°. 63 Por el Sr. Dr. T elm o R . Viteri.
Pág. 543 
1920.
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™ * P 0  DEL DEUTO. Continúa a discusión de las reformas al Cód!fro dc 
R T n° . 64 Enjuiciamientos Criminales en la paite correspondiente al cu e ' 
P i¿  120 po del delito) y  a petición del Sr. Dr. M anuel R . Balarezo, en

I» definición de cuerpo del delito aceptada por la Academia en 
la sesión anterior, se acuerda agregar la palabra «legalmente» 
despuís de la expresión presume, a fin de que no se crea que 
el juez arbitrariamente presume, sino basándose en disposicio­
nes legales.

1920

nes legenda.
El señor Presidente apoyó esta indicación y  todos los concu­
rrentes estuvieron conformes en m odificar la definición del 
cuerpo del delito en estos términos! «C uerpo del delito es el 
hecho que se presume legalmente punible, y  su comprobación 
la base del juicio criminal».

El señor rresiaeme apuyu • luuua *os con
mentes estuvieron conformes en modificar la definición del 

- í n c f n c  t/rminnsi «Cup.rnr» ríi»í .

Cuerpo del delito. El señor Presidente manifiesta los inconvenientes que 
R. F. N°. 64 ha presentado en la práctica la adición del N ° . Í2  del Art. 232» 
Pág. 145 qUe se introdujo en la edición vigente del C ód igo de Enjuícia-
I920* mientos Crimínales, al tratar de las causas cíe nulidad en los

juicios sometidos al Jurado; pues, — dice— sí la comprobación 
del cuerpo del delito es una cuestión de fondo que se examina 
al tiempo de expedir el auto m otivado, y  sí el Jurado se pro­
nuncia también al respecto al responder en el veredíclo que es 
constante el hecho, no hay por qué bacer de la falta de esa 
comprobación un caso de nulidad del proceso alterando el sis­
tema general, relativo a las nulidades y  dando lugar a que 
todo juicio de jurados suba a la Corte Suprema, sin que en la 
casi totalidad de los casos baya otra mira que la de retardar la 
terminación del juicio y  la aplicación de la pena.
Como estuvieran de acuerdo en este punto todos los concurren­
tes, quedó aprobado el artículo en debate en la parte relativa 
a la supresión del N °. 12 del Art. 232 del C ód igo vigente.

C odigo de P rocedimiento M ilitar . Código de Procedimiento en materia 
P*F,^5°* 64 criminal militar.— Tratado IX  del C ódigo Militar, comentado 
«fl« por Telmo R . Víterí, Presidente de la C om isión de Legisla­

ción Militar.
Edición becba por la Academia de A bogados de Q uito.

C oheredero. Cuestiones jurídicas« Puede un coheredero, antes de que se 
PágfjsT* 65 ^  ^ k í ó n  de la herencia, reínvídícar, en todo o  parte,
J920. una cosa determinada, como perteneciente a la sucesión?

El Sr. Dr. N . Clemente Ponce, autor de este estudio, sostiene 
la negativa.

RU¡MVo ? f L Dj LJro;  Artículos aprobados por la Academ ia para el Proyecto 
Pág.*3io* “ c rc ôrmas procedimiento penal, 
im

Del cuerpo del delito:

.......®  artículo 71 dirá« cuerpo del delito es el hecho que
presume legalmente punible, y  su comprobación la base del jui­
cio criminal.
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^ rí......... , EI arlícu,°  12 diri' si el techo hubiere dejado señales,
o 'e ó m o iñ a d o ^ 0“ 0“ «:'“  7, d.escribira Prolija y  detalladamente, acompañado de su Secretario y  con intervención de dos peritos 
nombrados y  juramentados por el juez.
L a descripción se hará en ja misma acta de la inspección; y  
el informe pericial se podrá presentar dentro del término de 
veinticuatro horas, o  de la prórroga que concediere el juez. 
L os peritos no podran ser recusados, pero el sindicado podrá 
nombrar ótro por su parte, sin que para ésto se retarde la dili­
gencia. En lo demás se estará a lo dispuesto por el Código de 
Enjuiciamiento Civil.
A rt.........  Sí se tratare de una violación u otro atentado contra el
pudor de una mujer, se practicará el reconocimiento sólo cuan­
do el juez lo creyere indispensable, y  en este caso se hará por 
dos parteras, o, en su falta, por dos mujeres que gocen de bue­
n a  reputación, acompañadas, si el juez lo creyere conveniente, 
de un facultativo, sin que pueda concurrir el juez ni el secretario.
A rt......... Para el reconocimiento de un cadáver humano, uno
de los peritos, por lo menos, será facultativo titulado, y  si no 
lo  hubiere en el lugar en que se sigue el juicio, se ocurrirá por 
■él, o se remitirá el cadáver a la población más próxima de la 
misma provincia en que hubiere tal facultativo, librándose el co­
rrespondiente exhorto o  comisión para la práctica de la dili­
gencia.
A rt.........  Si hubieren desaparecido las señales que debió dejar la
infracción, o  ésta se hubiere perpetrado de modo que no deje se­
ñales, se investigarán y  harán constar los datos que lo demues­
tren; y  entonces se admitirán, para la comprobación del cuerpo 
del delito, otras pruebas que en su conjunto establezcan de un 
m odo concluyente e irrefragable la existencia del hecho y  sus 
circunstancias.
A r t ........  A l artículo 80 agrégueset Si los papeles forman parte
de otro proceso o registro, o reposan en algún archivo público, se 
tomará copia de ellos y  no se los agregará originales sino cuan­
d o  esto fuere indispensable para la constancia del hecho. En 
este último caso, la copia quedará en dicho archivo, proceso o 
registro; y  llenada la necesidad, se devolverán los originales, 
dejando copia en el proceso.
A rt......... Suprímese el N °. V2 del artículo 232.

D el samarlo:

A rt.........  El artículo 36 dirá* el juicio penal consta de sumario
y  pienarío: el sumario tiene por objeto descubrir la existencia 
real o  presunta de un hecho punible y  de responsabilidad penal 
en alguna persona; y  el píenario comprobar plenamente el hecho 
y  sus circunstancias y  condenar o absolver al sindicado.
A rt......... El artículo Í23 dirá; todo sumario estará concluido en
treinta días perentorios ante el juez de instrucción, y  dentro de 
ellos se examinarán los testigos, y  se admitirán los documentos 
que presentaren el acusador, el fiscal y  el acusado. Cada foja
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¿el sumario será ru te a d a  por e l juez que lo  form ó 7  por 
escribano o secretario.
Art. ... El artículo Í25 dirá: recibido el sumario se oirá í 
fiscal y  al sindicado por su orden, en el término de tres día! 
perentorios, para que puedan pedir las nuevas diligencias que 
crean necesarias para los fines del sumario; y  el juez las de­
cretará si asi las considera. .
Sí fueren dos o mas los sindicados, el término será común Y 
sí no hubiere ningún sindicado, el traslado se correrá al defen­
sor de oficio.
Para las diligencias de que habla este articulo se concederá el 
término de ocho días perentorios, pasados los cuales, quedará 
definitivamente concluido el sumario, ( f )
Art.........El artículo 128 dirá: de lo  que expongan el acusador
sí lo hubiere, y  el fiscal, se dará traslado con el término de tres 
días perentorios, al indiciado o su defensor.

D e la prueba:

Después de discutir largamente sobre la conveniencia de admi­
tir el criterio judicial para la apreciación de las pruebas en ge­
neral, seis de los trece vocales que votaron, estuvieron por la 
afirmativa; dos por la negativa; cuatro por la afirmativa para 
sentencia absolutoria mas no para condenatoria, y  uno por la 
afirmativa, a condición de que se admitan otras instituciones 
complementarías.

Formación de causa en ios juicios de Jurado:

Para pasar del sumario al píenarío en esta clase de juicios, se 
convino en adoptar la misma base que en seguida se consigna­
rá para el procedimiento correccional, agregando este inciso: 
«El juez, al decretar que pase la causa al jurado, ordenará la 
detención del sindicado, sí estuviere en libertad, aunque hubie­
se rendido fianza.
Esta providencia es susceptible de apelación».

Procedimiento correccional ordinario:

Acordóse admitir para esta clase de juicios el procedimiento 
establecido por el Código para los económ icos, agregando des­
pués de un artículo igual al 352, el siguiente inciso:
«En este auto se determinará la infracción sobre que versa el 
juicio, y  se mencionarán las presunciones que hubiere contra el 
sindicado».

D e los juicios económicos:

Art.. El N .° 2 del artículo 349 dirá: «E l robo y  los fraudes, 
abusos de confianza, estafas o  engaños, cuando el valor de la 
cosa robada o del perjuicio pase de cíen sucres y  no de cua-

(J) Se advierte que loi artículos 124, 126 y  127 quedan com o en el Có­
digo de Enjuiciamientos en materia criminal.
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“ del L íc u lo  7 . ' ' r CÍOneS °  de,' rÍ° rOS m“ CÍ0Md0s “  *  
ofícítf»a8:^é8:uesc, <ĉ as ^emás infracciones no pesquisabas

A r t . . .  Los juicios por delitos sujetos a procedimiento econó­
m ico no podran promoverse sino por acusación particular.
A rt ..,. Propuesta la querella, se mandará citar al sindicado, y  
en la misma providencia se recibirá a prueba la causa por quin­
ce días perentorios.
Sí en la querella nó se sindica a ninguna persona, la citación 
se hará tan pronto com o en el curso de la sentencia resulten 
datos contra determinada persona y  entonces el término queda­
rá prorrogado por un número de días igual al transcurrido 
hasta la citación.
ArU... Vencido el término de prueba tendrá cada parte tres 
días para alegar} y  en seguida el juez pronunciará sentencia. 
A rt.... Sí se trata de robo, se tendrá en cuenta, para el efecto 
del trámite, el valor de la cosa robada, fijado en la querella; y  
en estos casos o  en el de abigeato, el juez continuará de oficio 
la  causa, aunque desista o abandone el querellante; pero sí no 
hubiere ningún sindicado, ni resultare del proceso dato alguno 
contra ninguna persona, el juez se limitará a ordenar que se ar­
chive la causa.
A rt.... Las infracciones sujetas a procedimiento económico, ex­
cepto la calumnia y  la injuria, serán de competencia del Juez 
de Letras, quien podrá comisionar para la práctica de las prue­
bas a un Comisario de su jurisdicción? y  el juicio se actuará en 
papel común.
Quedan suprimidos los artículos 350, 35Í, 352, 353, 354, 355, 
358? y  en el 359 la referencia se entenderá al tercer artículo de 
esta sección.
Suprímase también el artículo 4.° de la Ley Reformatoria 
de Í9Í9 .

Disposiciones comunes:

A rt .... En el caso de sentencia condenatoria en el juicio penal, 
la reclamación por daños y  perjuicios no suspenderá la ejecución 
de la sentencia? y  se ventilará ante el juez de la causa, en jui­
cio verbal sumario.
En el caso de sentencia absolutoria o sobreseimiento definitivo, 
la acción de calumnia y  la de perjuicios a que haya lugar con­
tra el acusador o denunciante, se ventilarán también ante el 
juez que conoció de la acusación o denuncia en juicio verbal su­
mario.
Para que la acción de calumnia sea procedente requiérese que la 
imputación haya sido maliciosa? para la de perjuicios basta que 
haya sido temeraria.
L a sentencia, en el caso de los dos incisos anteriores, será ape­
lable a la Corte Superior? la que resolverá por los méritos del 
proceso, sin más recurso que el de queja.
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Quejan suprimidos el artículo 222 y  el inciso 2.° cid artículo 27c  
Art En lo penal tendrán lugar el recurso de hecho y  el . ’  
queja en los mismos casos que en lo  civil. L a  apelación ,  !  
tercera instancia no se concederán u n o  en os casos estableció * 
por este Código, y  en los fallos incidentales que, com o el 
abandono o prescripción, pongan término a la causa; los cuales 
se elevarán también en consulta, si el asunto fuere pesquisaba 
de oficio.
Quedan suprimidos el artículo 370 del C ód igo y  el 3.° de 12 
Reforma de Í919.
Art,... A l pronunciar el Juez sobreseimiento definitivo, declarará 
sí la acusación particular, caso de haberla, ha sido o  nó maliciosa 
o temeraria.

C ompra. La viuda a quíeo, en la partición de los gananciales, se le adjudica 
R. F. N°. 67 una casa comprada por el marido, tiene derecho de demandar al 
Pág. 3J5 vendedor la inscripción del título.
192°* La sentencia que declara la nulidad absoluta de la inscripción,

restablece el derecho de exigir que ésta se practique, el que no 
prescribe por el transcurso del tiempo intermedio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por el 
Sr. Dr. Manuel R . Balarezo.

C ompra. Cuestiones de derecho tratadas: t .°— La acción del comprador para 
R. F. No. 67 la entrega, es personal. Muerto el comprador de bienes raíces 
Pág. 338 antes de la inscripción, no puede demandarla la viuda, sólo por
I92°* habérsele adjudicado el inmueble, sí no se le ha trasmitido tam­

bién ese derecho personal;
2. a—La acción para reclamar la inscripción prescribe en 20 años; 
y  sí ésta es nula, el plazo corre, no desde la sentencia de nuli­
dad, sino desde el contrato;
3. a—Efecto retroactivo de las sentencias.—D ebe suponerse que 
la nulidad fue declarada en el m om ento m ism o deí acto nulo. 
—Este es el sentido del Art. J 677; es decir, se retrotraen los 
efectos de la nulidad al momento del acto nulo; mas no se tras­
lada el acto nulo a la fecha de la sentencia ni se elimina el 
tiempo intermedio;
4. a—La nulidad de la inscripción, siendo válido el contrato de 
venta, no da derecho a la restitución del precio. — Esta sólo pue­
de pedirse en los casos de nulidad o  resolución del contrato. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

r .°f PnA' ,,Ma" ' ficst0 ai,!cional del Dr. Manuel R . Balarezo, presentado a la 
PáP. 3470* Corte Suprema, acerca de los puntos tratados en el debate judi­
ólo . cttl anterior.

R - T n ». 67H a“ ®cst0 Ciclonal del Sr. Dr. Víctor M anuel Peñaherrera, presen- 
Pág. 35í * ado an*e 3 Corte Suprema, respecto de las mismas cuestiones 
1520, ^ue anteceden.

Sentencias de los Tribunales.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



Pág. 7 
192 J.

o ° Í T n ‘o a 1 r '  ° / V AuEusto, ? uc” °- m!™fcro del Colegio de Abogados de la 
pl F*3¿g ' 67 C ‘?P' .’ . por ” cd,°  de un5 comunicación, consulta a la Acade-
fw ó . 6 Sí reformas expedidas en el año de 1918 al Código de

Enjuiciamiento Civil, respecto de honorarios, según los lasos, 
comprenden a los apremios real y  personal o a uno de ellos 
solamente.
Se acuerda invitar al Dr. Bueno para que concurra a una sesión 
posterior en que se resolverá su consulta.

C om petencia . El Dr. F. Alberto Darquca, a propósito del Art. 273 del Códi- 
R- F- 67 e °  Penal Sustantivo, reformado el 30 de octubre de 1909, y  con 
íw o. “ otívo de un importante caso práctico, consulta a la Academia

sí en los casos a que se refiere el citado artículo, el único com­
petente para castigar es el funcionario público que ejerza juris­
dicción o  sea víctima de la desobediencia o falta de respeto, o 
si además es competente el Juez de Letras, de suerte que sí el 
funcionario ofendido no hace uso de la facultad a él concedida, 
pueda castigar, previo el juicio respectivo, el Juez de Letras.

C esión d e l  derech o  de  h erencia. Concepto y  naturaleza de la compra o 
R. F. N°. 68 cesión del derecho de herencia. — Materia del contrato.— Tradi­

ción y  sus elementos jurídicos. -  La tradición del derecho de 
herencia ante nuestra legislación. — La tradición del mismo de­
recho en nuestra jurisprudencia. -  La tradición de derechos he­
reditarios en las legislaciones extranjeras. -  La tradición de esos 
derechos se cumple por el otorgamiento de la escritura pública, 
sin necesidad de la inscripción.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

C ésión d e l  derech o  de  h erencia. La propiedad no se trasmite por el solo 
R. F. N°. 68 contrato, sino que es necesaria además la tradición.— El Código 

Civil siguió en este punto al Derecho Romano.—El Art. 1808 
del Código Civil, que es consecuencia de aquel principio, se aplica 
también a la venta del derecho de herencia.— Cabe que el com­
prador pague una parte del precio con cosa que no le pertenece? 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. Alejandro Rivadcneira.

C esión d e l  derech o  de  herencia. La entrega o tradición de la herencia 
R. F. N°. 63 vendida no puede hacerse sino por la inscripción del titulo.—  
PAp. 33 La entrega de la herencia no puede verificarse por la entrega
,92J* material de las cosas comprendidas en la sucesión.—El derecho

de herencia es cosa incorporal, derecho real e inmueble. El 
que por escritura pública compra una herencia, no adquiere la 
propiedad de élla sino mediante la tradición, verificada por la 
inscripción de la escritura en el Registro del Anotador.—Ven­
dida una misma herencia a dos o más personas, por diversas 
escrituras públicas, aún cuando todas las ventas sean perfectas, 
el comprador cuyo título se halla inscrito primero, sera prete­
rido a los ótros. t e n
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el 5r. u t . 
Alejandro Ponce Borja.

Pág. 16 
1921.
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nDDBrHn DE herencia . La tradición del derecho de her„ . 
& DfsL hecha por un heredero a « a  cesionario, no requiere la fcSCf£  
Pág. 50 dón del título. t r  . «
J92Í. Manifiesto presentado ante la Corte buprema, por el Sr. Dr

Manuel R . Balarezo.
Sentencias.

Irn P fnal La Academia discute el Proyecto de R eform as al Códicm 
R. F. N°. 68 Penal, presentado por el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, con 
Pág. 70 una exposición de motivos; proyecto que comprende las si-
*921, guíentes:

El Art. 3o. dirá; «T o d o  crimen o delito se reputa voluntario, 
mientras no se pruebe lo contrarío».
El Art. 4o. dirá: «Son punibles no solamente los crímenes y 
delitos consumados, sino aún las tentativas de esos crímenes
o delitos».
Las contravenciones sólo son punibles cuando han sido consu­
madas». 4 t , ,
En lugar de los Arts. 5o. y  6°,, póngase el siguiente: «Hay 
tentativa punible cuando el agente ha resuelto la comisión de 
un crimen o delito y  ha com enzado su ejecución por actos ex­
teriores dirigidos directamente a la com pleta ejecución de ese 
crimen o delito; o sí se ha hecho todo lo  necesario para que el 
crimen o delito se realíce, y  no se han ejecutado completa­
mente todos los actos o  el crimen o delito no se ha realizado 
por circunstancias independientes de su voluntad.
La tentativa no es punible cuando el agente ha desistido volun­
tariamente de la infracción.
Cuando los actos ejecutados constituyen por si mísmos una in­
fracción, en caso de voluntario desistimiento, incurrirá el agen­
te sólo en la pena establecida para esa infracción.
Después del articulo anterior, póngase el siguiente: «L a  tenta­
tiva será castigada con una pena que no sea m enos de la terce­
ra parte ni más de las dos terceras partes de la que se habría 
impuesto si el hecho se hubiera consum ado, excepto en los ca­
sos en que la ley califica com o crimen o delito consumado la 
mera tentativa.
Para imponer la pena por la tentativa, el juez tendrá en consi­
deración el desarrollo que haya tom ado la acción, el motivo 
que haya impedido el cumplimiento, el grado de perseverancia 
del delincuente, y  el peligro más o m enos inminente que ha 
corrido el derecho amenazado».
En lugar del Art. JO, pónganse los siguientes:
Art.......Las infracciones cometidas en el territorio de la Repúbli­
ca o a bordo de buques de guerra o  mercantes en alta mar o a 
bordo de buques de guerra ecuatorianos en aguas de otra na­
ción serán juzgadas y  castigadas en el Ecuador, sean nacionales 
o extranjeros los que las cometieren.
Art......Las infracciones cometidas en territorio extranjero se-
<0°  ^ castígadas en el Ecuador en los  casos siguientes:
. *T x *a hifraccíón cometida fuere la de traición a la patria; 
la de falsificación del sello de la República, de monedas ecua-

n
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torianas, de documentos de créditos público nacional o  de billetes 
de Banco establecido en el Ecuador) los atentados contra el 
Derecho Internacional) la piratería y  las demás infracciones 
que determine la ley.
2°.— Las mfracciones no comprendidas en el inciso anterior 
cometidas por un ecuatoriano, susceptibles de extradición, siempre 
que fueren también punibles en el Estado en que se hubieren 
cometido y  cuando el culpable entrare de cualquier manera 
en la República.
Esta díspocísión se aplicará también a los extranjeros que se 
naturalizaren en el Ecuador después de cometida la infracción. 
3o. Las infracciones no comprendidas en el inciso primero co­
metidas por un extranjero contra un nacional, susceptibles de 
extradición, siempre que fueren punibles también en el Estado 
en que se Hubieren perpetrado y  cuando el culpable entrare 
de cualquier modo a la República y  no fuere entregado al 
extranjero:
4o.— Las infracciones de cualquier clase cometidas por funcio­
narios o agentes de la nación, en el ejercicio de su cargo.
A rt.......  Las disposiciones comprendidas en los tres primeros
incisos del artículo anterior, no se aplicarán:
í.°— Cuando la acción penal se halle extinguida conforme a una
u otra legislación;
2.°— Cuando se trate de delitos políticos;
3o. — Cuando el acusado haya sido absuelto en país extranjero, 
o si hubiese sido condenado, haya cumplido la pena, o se ha­
llare ésta prescrita o  se la hubiere perdonado.

C uerpo  d e l  de lito . Estudio doctrinal sobre el cuerpo del delito, acompaña- 
R. F. N°. 69 do de las actas de la Academia en que se discutió sobre este 
P4r> 8J punto, por el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

C esión de  créd ito s  personales. El cesionario de un crédito personal de- 
R. F. N°. 69 manda el pago de éste al deudor, el cual, a fin de probar sus 
Pdg. 150 excepciones, pide que confíese el cedente. Se pregunta, si el
I92J* juez debe ordenar y  estimar esta diligencia como confesión de

parte.
— N o, contesta la Corte Suprema de Quito, el cedente no pue­
de ser considerado com o parte, por lo mismo, no hace fe como 
confesión lo declarado por él, (Gaceta Judicial, Año í.°, N °. 12, 
agosto 9 de I9Í2). ,
— Sí, dice la misma Corte, en tratándose de derechos o  créditos 
personales, el cesionario representa al cedente, y  a éste se le 
considera como parte en lo relacionado con la cesión; en conse­
cuencia, la declaración del cedente vale verdadera confesión. 
El cesionario, al hacer valer las acciones cedidas ejercita la re­
presentación del cedente. (Gaceta Judicial N °. Í32, Año IH, di­
ciembre 24 de Í904). ,  • j  i
— Sí, repite la misma Corte en su magistral sentencia del Ib 
de marzo de Í9Í8, que corre en el N °. 203, de la Gaceta Judi­
cial, del 23 del mismo mes y  año.
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C omunidades. 
R. F. No. 70 
Pág. 161 
1921.

Estudio de! Dr. Augusto Bueno, miem bro de! Colegio de A i 0- 
gados de Quito.

SUMARIO*— Cuando se comparece a defender la cosa ven 
dida o donada, ello en nada atañe al propietario sino al posee­
d or— Las comunidades de indios son personas jurídicas que Se 
rigen por la Recopilación de Indias y  nó por el C ódigo Civil.— 
En los actos y  contratos de las personas jurídicas debe interve­
nir sólo su representante legal, so pena de nulidad.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

C ontratos de las personas jurídicas. SU M A R IO *— Cuando se comparece 
R. F. N°. 70 a defender la cosa vendida o donada, ello en nada atañe al
Pág. 161 propietario sino al poseedor.— Las comunidades de indios son
m u  personas jurídicas que se rigen por la R ecopilación  de Indias y

nó por el Código Civil.— En los actos y  contratos de las per­
sonas jurídicas debe intervenir sólo su representante legal, so 
pena de nulidad.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Cuasidelito. El derecho moderno no hace ya  distinción alguna entre las con- 
R. F. N°. 70 dícíones y  los efectos del delito y  del cuasidelito 
Pág. 171
1921.
Cuasicontrato. 
R. F. N°. 70 
Pág. 179 
1921.

Diferencias entre el contrato y  el cuasicontrato.

Curador ad litem. Una grave cuestión jurídica.— El Sr. Dr. Luís Felipe 
R. F. N°.70 Borja se dirige a la E  Cámara del Senado, para que, sea en 

190 forma de ley interpretativa, sea reformando las respectivas dis­
posiciones legales, se declare: í° . Q ue no es necesaria la in­
tervención de curadores ad litem en los juicios de inventario y 
partición de bienes)
2o. Que no debe intervenir el defensor de menores en ningún 
acto, contrato ni juicio en que tengan interés menores que están 
bajo la patria potestad.

Censo. Censo de Quito.—Comunicación dirigida a la A cadem ia de Abogar 
Págf*lW°,7° dos p0r cI Jcfc tíeía Prímera Zona Militar.
1921.

£°F CN°‘ 7nE ljS.C? 0rPres5dente deI M * L  Concejo Cantonal de Montúfar, se 
Pág. *194°' dirige a la Academia de Abogados, exponiéndole la siguiente
J921, consulta:

En el año pasado se eligieron cuatro Concejeros principales 
para el bienio de 1921 a 1922, y  del escrutinio resultó un solo 
suplente. El Concejo que efectuó el escrutinio creyó de sude- 
ber que, de acuerdo con la facultad contenida en el inciso 4o. 

e Art. 8o. de la Ley de Régimen M unicipal, estaba en el caso 
e nombrar tres vocales para que, de este m odo, fueran cuatro
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lo s  sapientes as. com o eran cuatro los principales, para integrar 
e l Concejo; y  así lo hizo. Has, al tratarse de a posésidn dé 
d.chos vocales algunos miembros del Conce¡o actuafse oponen 
a ello, alegando que el Concejo escrutador del año pasado no 
tuvo derecho para hacer tales nombramientos, fundándose, para 

citada!" 6 m Sm °  mC‘S°  dC A lt'  S°’  de ‘a ' Cy anleríormente
El Ayuntamiento desea saber si el Concejo escrutador tuvo fa­
cultad para hacer tales nombramientos o  competía nombrarlos 
al Concejo actual.
E l señor Presidente de la Academia comisiona al señor Secreta­
rio Dr. F. Alberto Darquen, para que informe al respecto en la 
próxima sesión.

C urador ad utem . Se pone en consideración de la Academia la siguiente 
R. F. N°. 70 consulta del Vocal Sr. Dr. Moisés Lunar «Sobre si en los juí- 
f n i . 194 c ‘ os qOC *ntercsan a menores que están bajo patria potestad y

son representados por el padre o madre que la ejerza, debe 
también intervenir com o parte el defensor de menores, confor­
m e lo prescrito en el Art. Í.079 del Código de Enjuiciamiento 
C ivil».
Cerrado el debate, todos los concurrentes estuvieron conformes 
en que no es necesaria la intervención del defensor de menores 
en los juicios que interesan a éstos cuando están bajo la patria 
potestad.

C urador ad utem . La Academia considera los casos en los que deben ín- 
R. F. N°. 70 tervenir curadores ad litem, relacionando este punto con la re- 
r íf í  ^  solución que antecede, sen-ando el principio general de que el

nombramiento de aquéllos debe hacerse cuando hay contraposi­
ción de intereses entre los hijos y  los padres? y  continúa el 
debate sobre este principio.

C oncejales. 
R. F. N°. 70 
Pág. J99 
I92J.

La Academia aprueba el informe presentado por el Sr. Dr. F. 
Alberto Darquca, Secretario de la Corporación, acerca de la 
consulta del Sr. Presidente del M . I. Concejo Cantonal de 
Montúfar, informe que anota esta conclusión: «En el caso del 
inciso 4o. del Art. 8o. de la Ley de Régimen Municipal,  ̂esto 
es, cuando a falta de suplentes en una elección, las Municipali­
dades deben integrarse con vocales nombrados por ellas mis­
mas, creo que estos nombramientos tiene que hacerlos el mis­
mo Concejo cesante que verifica el escrutinio y  calilica a los 
nuevos Concejales elegidos por el voto popular para el bienio 
siguiente, pues, estimo que tal facultad debe considerarse como 
algo inherente y  complementario de la misma función del es­
crutinio y  calificación dichos, que tienen por objeto dejar orga­
nizado el personal de que ha de componerse el nuevo Concejo, 
toda vez que aún puede suceder que éste no tenga otra manera 
de integrarse que con los vocales nombrados a falta de suplen­
tes, que es precisamente lo que ha previsto la ley en la disposi­
ción antes mentada». . „
C om o se índica, la Academia aprueba este informe con la adi­
ción de que cuando el Concejo escrutador no hubiere hecho
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los nombramientos de vocales de que se trata, podrá h acer!«  a  
nuevo Concejo.

C urador ad  utem. El nombramiento de curador ad lítem ha de sujeta,ae ,  
las formalidades presentas por la ley  para las otras clases 

Pág. 210 curadores?
1921.
C uraduría del menor emancipado. El Sf. Presidente deja planteada, para 
R F. N°. 70 que se discutiera en la sesión siguiente, la cuestión relativa a la
Pág. 2)0 curaduría del menor emancipado, de que trata el T ítulo X X R
1921. del Libro I del Código Cívift «S i el m enor en uso del derecho qUc

las disposiciones de este título le confieren, puede elegir indistin­
tamente cualquier persona, aún en el supuesto de que tenga pa­
rientes, llamados a la guarda legítima; o  sí, en el caso de tener 
tales parientes, ha de sujetarse al orden establecido por la ley, 
pudiendo sólo elegir entre las personas que se encuentren en el 
mismo grado.

Curaduría del menor emancipado. El señor Presidente Dr. V íctor Manuel Pe- 
R. F. N°. 70 ñaherrera, refiriéndose a la cuestión por él planteada en la sesión 
Pág. 211 anterior, respecto de la curaduría del m enor adulto, indicó q0e 
192í* se debería dejar constancia de la manera cóm o la Academia

entiende el artículo 426 del Código C ivil. La expresión el me­
nor adulto que careciere de curador,  parece, agregó, que debe in­
terpretarse en el sentido de que el m enor no tenga ni curador 
testamentario ni curador legitimo. D el que tiene curador testa­
mentario o lígitimo, no puede decirse que carece de curador. Re­
cordemos que según el artículo 356 la guarda legítima tiene lugar 
especialmente cuando, viviendo los padres, es emancipado el me­
nor, y  cuando se suspende la patria potestad por sentencia del juez. 
Esto nos da a entender que ha lugar a la guarda legítima del 
menor adulto. Así opina en su obra el Dr. Luís F. Borja y  
así lo ha explicado, desde su cátedra, el Sr. Dr. Balarezo.
El Sr. Dr. Balarezo, aprobando las ideas del Sr. Presidente, 
expone que además se debe tener en cuenta que la curaduría 
del menor está sujeta a las reglas especiales; que propiamente 
no es dativa.
Todos los concurrentes aceptaron estas opiniones.

Comisario. 
R. F. N<>. 70 
Pág. 211 
1921.

Se trata de que un Comisario de Policía ha instruido sumario 
contra un funcionario que goza de caso de Corte; ¿es o  nó va­
lido ese sumario?

Conjueces, Reforma propuesta por el Sr. Dr. Manuel Eduardo Escudero, 
Pág. *232°* ^  f ara ^UC âS Par*es Pedieran solicitar el nombramiento de Con-
1921, jueces, a fin de obtener el inmediato despacho de las causas.

^  ^ r‘ ^ ° ^ cs^° A . Peñaherrera plantea la siguiente cuestión,
Pág.’ 239 con el objeto de que la Academia la estudie: «Cuál es la si-
1921. tuación legal y  jurídica de los cónyuges, o  de los herederos de

éstos, después de disuelta la sociedad conyugal, respecto de 
los bienes que formaban el haber de ésta y  antes de que se 
practique la correspondiente liquidación, com o por ejemplo, c°
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el caso del marido acreedor que ha demandado al deudor para 
el cobro antes de la disolución de la sociedad y  ésta sobr^ie- 
ne estando aun pendiente el juicio». «evie

eoNCOTSO nbcesario. E l Sr. Dr. Alfonso Miranda somete a la consideración
r . F. N°. 71 de la Academia las siguientes cuestiones jurídicas:
Pig. 57 «E n  ía ejecución contra un comerciante se verificó el embargo 

del almacén de mercaderías? el tercerista, fundándose en un pa­
garé mercantil que no está reconocido por el deudor, solícita 
el concurso necesario, juntamente con la quiebra. Pregunta: 
Í°, ¿Cahe proponer las dos acciones en la forma indicada, esto 
es, colectivamente, para que sean sustanciadas a la vez?
2 o. ¿Pudo el tercerista solicitar el concurso necesario y  la 
quiebra en el juicio ejecutivo, y  como incidente de este juicio 
para que sean sustanciadas por el mismo juez y  asesor que 
conocen de la ejecución?
3o. ¿Según el Art. 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
puede ser considerado acreedor el tercerista cuyo crédito no ha 
sido aún aceptado y  que consiste en un documento no reconoci­
do por el de«dor, y  consiguientemente, puede solicitar el con­
curso necesario fundándose en dicho documento y  alegando 
que el ejecutado no hn pagado ni dimitido bienes no obstante 
ser requerido?
4 o. ¿El solicitante que solo presenta documento mercantil sin 
que esté reconocido judicialmente por el deudor, podrá solicitar 
la quiebra? (Inciso final del Art. 940 del Código de Comercio). 
5o.  Sí el juez que conoce de la ejecución no es el del domici­
lio general del deudor, ¿será competente para decretar el con­
curso necesario o la quiebra?
6o. ¿Es procedente el concurso necesario civil cuando se trata 
de obligación mercantil y  entre comerciantes, o cabe únicamente 
la quiebra?

C oncejo. El señor Presidente del Concejo Municipal de Guaranda, se dirige 
R. F. N°. 72 a la Academia y  solícita su opinión acerca de este punto:
1922.*^ «E l I. Concejo Municipal, en sesión de 6 de abril de Í922,

acuerda consultar: si declarada la nulidad de los escrutinios y 
calificación de los miembros de esta Municipalidad, por la Excm a. 
Corte Superior de este Distrito; por el mismo hecho, según pa­
recer del señor Procurador Síndico de este Municipio, los rema­
tes de los ramos municipales, verificados antes de la declaratoria 
de tal nulidad, es com o si no se hubieran verificado, ya que la 
respectiva Junta compuesta por el Presidente del Concejo, Procu­
rador Síndico y  Tesorero, no eran tales autoridades, y  por ser un 
contrato bilateral y  al no haber intervenido una de las partes 
contratantes, no había personería y  por lo tanto era como si no 
se hubieran efectuado tales remates. Por otra parte, se cree tam­
bién, que aún cuando sean nulos los remates mencionados, éstos 
subsisten mientras no haya decisión judicial en la referida nuli­
dad para cada caso concreto, ya que el Concejo Mumcipal no 
era juez para decidir, por sí sólo, la declaratoria de dichas nuli­
dades, y  que precisamente por ser un contrato bilateral era
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necesario ei consentimiento í e  am ias partes contratantes v 
lo mismo el Concejo no podra proceder a nuevos remates dé U 
ramos municipales de este Cantón». 105

Código Civil. 
R. F. N°. 73 
Pág. 161 
1922.

Los artículos 1490 y  1491 del C ód igo  Civil Chileno, que cn 
rresponden a los artículos 1480 y  1481 del C ód igo Civil Ecua-

P o T e fb r .  Jorge González von  Marées.
De la «Revista de Derecho, Jurisprudencia y  Ciencias Sociales» 
de Santiago de Chile*

Cesión de 
R. F. N°. 73 
Pág. 210 
1922.

derechos. Título X V  del Código Civil Ecuatoriano.— Cesión de
derechos.—De los créditos personales*
SUMARIO» El cedente puede confesar en el juicio del cesiona­
rio con el deudor.— La cesión de un crédito no comprende Ias 
acciones de rescisión, resolución del contrato que originó el cré­
dito, a menos que se exprese.— Q ué recibos del cedente debe 
abonar el cesionario al deudor.
Estudio del Dr. Augusto Bueno, m iembro del C olegio de Abo­
gados de Quito* ^

Confesión de parte. Confesión de parte.— Pueden el ex-mandatarío, el ex- 
R. F. No. 74 gerente, ex-gunrdador, etc., prestar confesión en el juicio de su 
Pág. 265 ex-representado con un tercero, sobre hechos en que ellos ínterví- 
l 2̂2, nieron?

¿Pueden el cedente, el vendedor, etc., confesar tratándose de 
actos suyos, en el juicio que el cesionario sigue con el deudor 
o el comprador con un tercero, respectivamente?
Estudio del Dr. Víctor Manuel Pcñaberrera.

Curador ad liten. ¿Cómo debe hacerse el nombramiento de curador ad 
R. F. N°. 74 lítem?—El señor Presidente de la Academ ia, consulta acerca de 
9̂22 ^  conven*enc*a introducir una reforma en la ley  en el sen­

tido de que el defensor de menores sea nom brado de plano por 
el juez, curador ad lítem.

Conyugal porción. El Dr. Manuel R , Balarezo com enta brevemente las 
p *F*Mft* disposiciones legales que rigen la institución con  cuyo nombre
1922. sc cnca^eza estas líneas, comprendidas en el Libro ID, Título 

V , parágrafo 2.°, del Código Civil.

Cortes. El Sr. Dr, Alfonso Miranda propone la siguiente consulta» «La 
Pá *̂62*°* ^ cteaĉ n de las Cortes de Ibarra y  A m bato han suscitado algu-
1923, nas dificultades en la tramitación de los juicios con  relación al 

nombramiento de asesores. En una causa que se ha seguido cn 
d  cantón de Otavalo, se nombró para asesor a un abogado re­
sidente en Quito, cuando creadas ya dichas Cortes aún no fun­
cionaban por no haber sido nombrados los Ministros respectivos. 
Sustanciado gran parte del juicio con la intervención de dicho 
asesor, una de las partes alegó la nulidad del proceso, fundán­
dose en la disposición del artículo Í83 d é la  L ey  Orgánica del 
Poder Judicial; consulta a la docta Corporación, sí es o  nu 
procedente la nulidad, y  en caso afirmativo, sí puede declarársela 
aun cuando no se la hubiese alegado a su debido tiem po».
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Cortes. La Academia conoce del voto escrito ouc, acerca de 
r . F. N». 76 anterior, presenta el Sr. Dr. Augusto Bueno '
Pág. 68 
J923.

la consulta

Concejo M unicipal. El señor Alcalde Primero Cantonal de Peiileo consulta 
R. F. N». 76 a la Academia! «Si debe atenerse el Conccin f71..nle!„,i .  i.R. F. N1 
Pig. 72 
1923.

j . Ia Academia! «Si debe atenerse el Concejo Munldpíri’ a la 
disposición del Art. 63 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
o  a la del 45 de la Ley de Régimen Municipal para hacer el 
nombramiento de Anotador de Hipotecas».
P or unanimidad la Academia opina que en virtud de haberse 
expedido el A^t. 68 de la Ley Orgánica en la Legislatura de 
Í 909 y  el 45 de la de Régimen Municipal en la de 1912, este 
último prevalecía sobre el primero? por consiguiente, los Anata- 
dores de Hipotecas debían ser elegidos por los Concejos del 20 
al 30 de diciembre y  durar un año en sus cargos.

C ontratos, Interpretación.— SUMARIO» Interpretación de los contratos en 
R. F. N». 77 general y  especialmente del de sociedad.—Rendición de cuentas. 
Pág. 81 Diferencia entre resolución, rescisión y  terminación del contrato
9 ’ de sociedad y  la que hay entre estos conceptos y  la disolución.

— Derechos que pueden renunciarse. —Si cabe renuncia del dere­
cho de pedir la disolución de la sociedad.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Cortes. El Sr. Dr. José María Bustamante responde, por escrito, a la con- 
R. F. N°. 77 salta del Dr. Alfonso Miranda, relativa a sí la violación del Art.

141 *83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial produce la nulidad
9 ‘ del proceso, o simplemente da a las partes el derecho de reda­

mar oportunamente o interponer los recursos legales, o bien 
conformarse expresa o tácitamente, según les convenga.

Citación. El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera propone a la Academia 
R. F. N°. 77 la siguiente consulta que se le ha hecho, respecto de si pa-
Pdg. J45 ra qUC se interrumpa la prescripción de la acción penal por
,923* injurias o  calumnias, se necesita forzosamente la notificación

de la querella al querellado, o  si en caso de habérsele no­
tificado después de cien días, el enjuiciado puede alegar la 
prescripción.

Citación. L os Srs. Drs. Víctor Manuel Peñaherrera, Manuel R. Balarezo y  
R. F. N°. 77 Roberto Posso, manifiestan la necesidad de la citación al sindica-
I’ág. 163 d0j teniendo cn cuenta que, por lo general, ninguna providencia
,23, judicial puede surtir efectos jurídicos sin las consiguientes cita-

ciones.
Un auto cabera de proceso, guardado en el archivo, sin ninguna 
actuación posterior, o  una querella que no tenga sino la fe de 
presentación, no cabe que surtan el efecto trascendental de la 
interrupción de la prescripción ni que basten para que pueda de­
cirse que hay un procedimiento criminal pendiente, para los elec­
tos del Art. 74 del Código Penal.
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R. - 
Pág. Í65 
Í923.

c«m tttíiria« CU E STIO N E S: 1.a Eí artículo Í479 d e l  C a j . 
R ° f  N? 78RECív^ cs aplicable al arrendamiento de predios rústicos? d'so 
-  ’ 2 ‘  La condición resolutoria de dicho articulo es de la escnci

dé la naturaleza de los contratos bilaterales, o  meramente acc°

3 0̂taCuál es la razón científica de dicha condición?
4/  Puede ser renunciada o modificada expresa o tácitamente?

Entraña modificación tácita el pactar que, caso de retard 
de un período, se pagarán intereses, y  sí el retardo llega a dos 
períodos, terminará el contrato?
6. » Diferencia legal y  científica entre resolución y  mera termi­
nación»
7. » Criterio deducido de la interpretación del artículo J% 8 ¿el 
Código Civil, por nuestros tribunales.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Víctor 
Manuel Pcfiaherrera.
Resoluciones.

Cosa juzgada. Cuestiones sobre cosa juzgada: E xposición  de los anteceden- 
R. F. N°. 78 tes y  división de la materia.— Parte primera: L a  cosa juzgada. 
Pág. 179 p artc segunda: La prescripción no alegada en el juicio de des- 
,923* linde de dos predios, puede ser opuesta en el de cerramiento de

los mismos.—Parte tercera: Consta en el presente caso la pres­
cripción.—Resumen.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.

Cosa juzgada. Cosa juzgada.— Deslinde.— La servidumbre de cerramiento. 
R. F. N°. 78 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
9̂23 Luis Felipe Borja.

Resoluciones.

Código de Comercio. Proyecto de una nueva edición del C ódigo de Comer- 
R. F. N°. 79 cío, en el que deben incorporarse las reformas de Í909  y  í 9X3. 
PJ24 31 ’  Comunicación dirigida a la Academ ia de A bogados, por el Sr.

Ministro de Hacienda, Dr. Alberto G óm ez Jaramillo.

Comprador de derechos y acciones. Sí el recurrente no expone ante el juez 
^  superior los puntos a que contrae el recurso, puede y  debe fallar

1924. dicho juez, sobre las resoluciones del juez que perjudiquen al
propio recurrente?
El comprador de los derechos y  acciones de sólo  parte de los 
herederos en una cosa singular comprendida en una herencia 
indivisa, no adquiere condominio sobre esa cosa ni tiene derecho 
de exigir su partición a los demás herederos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R , Balarezo.
Resoluciones.

ÍÜ'f ' n . ? r AL4 ContT a eI est“ * o  <¡c las reformas al C ód igo  Penal, cuyo 
Pág.*J29* proyecto fue presentado por el Dr. Francisco Pérez Borja, y
1924. publicado en la «Revista Forense» N .° 68, página 70, así como

en este trabajo.
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T od os  los concurrentes se ponen de acuerdo - ......... ... ..
cíón se traslade al Código de Enjuiciamiento <I“ e a dlsPosi"
«E l hecho que se presume l e g X S ? p S e ' “ 7
cíonal a menos que las circunstancias demuestren lo S r “ taÜ

Conloo P enal. La Academia se ocupa del estudio de las reformas al CA 
R. F. N". 80 digo Penal, cuyo proyecto fue presentado por el Sr Dr Fran"
Pág. 130 cisco Pérez Borja. * iJr’ *’ran_
1,24' Se dif ute f  s.í? ui“ te artículo. «El art. 4." dirá, son puniVes

no solamente los crímenes y  delitos consumados, sino aún las 
tentativas de esos crímenes o delitos.
Las contravenciones sólo son punibles cuando han sido consu- 
madas».
Conformes todos los concurrentes en la evidente necesidad de 
eliminar la distinción entre delito frustrado y  tentativa, inclu­
yendo aquél en ésta para el efecto de la penalidad, en conside­
ración a las dificultades prácticas que tal distinción acarrea, se 
apiueba sin discusión este articulo.

Código P enal. Continúa el estudio del Proyecto de Reformas al Código 
R. F. N°. 80 Penal presentado por el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja.
Í924 ,3Í ^e ^ÍSCüte artícul°  ¿el proyecto que contiene la definición de

‘ tentativa, comprendiendo en ella también el delito frustrado, en
los términos siguientes!
«H a y  tentativa punible cuando el agente ba resuelto la comisión 
de un crimen o delito y  ha comenzado su ejecución por actos 
exteriores dirigidos directamente a la completa ejecución de ese 
crimen o delito; o  si se ha hecho todo lo necesario para que el 
crimen o delito se realice y  no se han ejecutado completamente 
todos los actos o  el crimen o delito no se ha realizado por cir­
cunstancias independientes de su voluntad.
La tentativa no es punible cuando el agente ha desistido volun­
tariamente de la infracción.
Cuando los actos ejecutados constituyen por sí mismos una in­
fracción, en caso de voluntario desistimiento, incurrirá el agente 
sólo en la pena establecida para esta infracción».

Código P enal. Acerca de las reformas propuestas por el Sr. Dr. Francisco 
R. F. N°. 80 Pérez Borja, se discute el siguiente artículo! «Después del ar- 

*32 ticulo anterior, póngase el siguiente! «La tentativa será castigada 
con una pena que no sea menos de la tercera parte ni más de 
las dos terceras partes de la que habríase impuesto si el hecho 
se hubiera consumado, excepto en los casos en que la ley cali­
fica com o crimen o delito consumado la mera tentativa. Para 
imponer la pena por la tentativa, el juez tendrá en consideración 
el desarrollo que haya tomado la acción, el motivo que haya 
impedido el cumplimiento, el grado de perseverancia del delin­
cuente y  el peligro más o menos inminente que ha corrido el 
derecho amenazado».

Código P enal. D e las reformas propuestas por el Sr. Dr. Francisco Pérez 
R. F. No. eo Borja, se discute el siguiente artículo! «La proposición y  cons­

piración para cometer un crimen o delito no serán castigados 
sino en los casos y  con las condiciones que la ley determina».

Pág. 133 
1924.
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r ^ , rn p ENAL. ‘ El Sr.Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, propone a U . 
R. F N-. 80 deración de Ul Academia, las s.? u.entes cuestiones, I .-  íLa°

A A  Derecho Penal Internacional deben constar en * t V / , . re"
‘«goPág. 136 

1924

deración oe » •------o — —  — *.* ¿Las
das del Derecho Penal Internacional deben constar en el QáA 
Sustantivo y  en el Adjetivo, o  en uno solo  de éllos?
2 /  Resuelto que conste en uno sólo  ¿cuál ha de ser éste?
3 /  Si debe constar en el Sustantivo, la regla se ha de consten 
en la parte sintética, o bien, poniendo en dicha parte sólo la red" 
general de que no han de penarse en el Ecuador los hechos 
oíbles cometidos en país extranjero sino en los casos determi 
nados por la ley, se ha de dejar para la parte analítica Ia de­
terminación de estos casos?

Código Penal. Acerca de las cuestiones anteriores, el señor Presidente 
R. F. N°. 80 razona en estos términos? «L a  cuestión de competencia ínterna- 
Pág. 137 cional es distinta de la de competencia interna. La primera
,924, consiste en ^iber a qué nación le toca castigar el hecho o  sea, en

qué nación ha de seguirse el juicio criminal, y  la segunda, la 
interna, cuál de los distintos jueces de la nación ha de conocer 
del hecho, o  en qué sección territorial de la nación ha de seguir 
se el juicio. Ambas competencias, la internacional y  la interna' 
constituyen por su naturaleza, cuestiones adjetivas? pero como, 
según he manifestado, al resolverse expresamente la cuestión 
sustantiva, queda resuelta implícitamente y  por el m ismo hecho 
la adjetiva o vícíversa, al resolverse expresamente la adjetiva, la 
de competencia, resuelta queda la sustantiva sobre la ley penal 
que debe aplicarse, juzgo indispensable que sea uno sólo de los 
Códigos el que se ocupe en esta m ateria».
Conformes en este punto todos los concurrentes, continúa la dis­
cusión sobre si las reglas deben constar en el C ód igo Sustantivo 
o en el Adjetivo.

Código Penal. Continúa la discusión respecto de las cuestiones propuestas 
R. F. N°. 80 por el señor Presidente sobre competencia internacional.
Pág. J37 *
1924.

Código de Comercio. El señor Ministro de Hacienda manifiesta a la Acade- 
Pá F* 139°' 80 m‘a quc'  por haberse agotado la edición del C ód igo de Comercio 
J924, Y Por k  insistente demanda de aquél C ód igo, el Ministerio de

su cargo ha dispuesto que se haga una nueva edición incorpo­
rando las reformas de Í909 y  Í9Í3 , para lo  cual se ha hecho 
una prolija labor de coordinación y  m uchos cam bios de forma en 
la redacción de los artículos} trabajo que som ete a la confirma­
ción o rectificación de la Academia.
Comienza, por tanto, la discusión de los cam bios de corrección y 
de coordinación.

RÓFIGwoDsft^0 j f RCI°* Pone en consideración las correcciones correspon- 
Pág. H l' dientcs a Ios artículos, del U° al 25.
1924.

£ Óf! n °.D el estudio del proyecto de la nueva edición
Pág. 143Í eCl ° e Comercio.
1924. Sc estudia la redacción de los artículos, del 26 al 211.
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CODIGO de C omercio. Continúa el estudio del Drowrln A. u

■ *  N° 'a° " £ d S °  de C0merci° P - n t r C e f ^ ^ ^ tPág- J43
J924

Hacienda.
En discusión los Arts., del 2Í2 al 328.

C ódigo de C omercio. Sigue ocupándose la Academia de la redacción e ¡n 
R. F. N". SO corporación de reformas al Código de Comercio.

í U i  ¿ T m  *\ Í l t  dCl m ' Lueg°  Se discuten ,os Arta.

C odigo d e  Comercio. Continúa la revisión del Código de Comercio. 
r . F. N». 80 Academia vuelve a ocuparse de los Arts. 379, 456 497 
Pág. ío2 y  sigue la discusión de los Arts. 6Í9 al 702

Código de Comercio. Continúa la revisión del Código de Comercio. 
R. F. N°. 80 Se estudian los Arts., del 703 al 946.
Pág. 155 
1924.

C ódigo de C omercio. Continúa la revisión del Código de Comercio.
R. F. N°. 80 Son aprobados los Arts., del 947 al J078.
Pág. 158 
1924.
Código de C omercio. La Academia se ocupa en la revisión del Código de 
R. F. N°. 50 Comercio. Se reabre la discusión respecto de los Arts. 614, 
?**; m  626, 685, 720, 722, 723, 792, 80Í, 863, 881, 886, 838, 89í
I9Z4' y  892.

Terminada la discusión de las reformas al Código de Comercio, 
se ordena se pasen las comunicaciones respectivas al Ministe­
rio de Hacienda y  a la Corte Suprema.

C ódigo de C omercio. El señor Presidente consulta a la Academia sobre la 
R. F. N°. 50 conveniencia de solicitar del Ministerio de Hacienda se incluyan 
Pág. 163 com o apéndices del Código de Comercio próximo a editarse, 

la Ley de Compañías expedida por el Congreso del año de 
Í909, con las reformas de 191 í .
Se acepta la indicación del señor Presidente, así como las he­
chas respecto a la necesidad de que consten también las leyes 
de Bancos, la expedida sobre cheques bancarios en 1892 y  la 
L ey de Monedas.

Código P enal. Se reanúdala revisión del Código Penal. Se leen y  consi- 
R. F. N°. 80 deran las reformas propuestas en lugar del Art. 10.

C odigo P enal. Se discute el siguiente artículo del Proyecto de Reformas 
R. F. N°. 80 al Código Penal:
jo fi  166 A rt........Las infracciones cometidas en territorio extranjero serán

juzgadas y  castigadas en el Ecuador, en los casos siguientes:  ̂
Io. Sí la infracción cometida fuera la de traición a la Patria, 
la de falsificación del sello de la República, de monedas ecua­
torianas, de documentos de crédito público nacional o de billetes 
de Banco establecido en el Ecuador, los atentados contra el
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:cí°nes
Derecho Internacional! la 'p iratería ; y  las ciemás ínfrac 
que determine la ley.
2 "  Las infracciones no comprendidas en el inciso an( • 
cometidas por tffl ecuatoriano, susceptibles de extradición, 
pie que fueren tambidn punibles en el Estado en que se h ‘ ,m" 
te cometido y  cuando el culpable entrare de cualquier man,

. en la República. nera
Esta disposición se aplicara también a los extranjeros qUe 
naturalizaren en el Ecuador después de com etida la infracción
3, ° Las infracciones no comprendidas en c í inciso I«., Comet{* 
das por un extranjero contra un nacional, susceptibles de ex 
tradición, siempre que fueren punibles también en el Estado eñ 
que se hubieren perpetrado y  cuando el culpable entrare de 
cualquier modo a la República y  no fuere entregado al extranjero
4. ° Las infracciones de cualquier clase cometidas por funcio­
narios o agentes de .la  nación, en el ejercicio de su cargo.

C omisarios. Se lee una comunicación del Sr. Dr. M iguel A n gel Montalvo, 
R. F. N°. 81 en la que consulta sí los Intendentes y  Com isarios de Policía 
Pág. 221 siguen teniendo jurisdicción para conocer de los delitos sobre 
,924* abigeato, o sólo la conservan los Jueces de Letras, en virtud

de las reformas al Código de Enjuiciamiento Criminal de 1923. 
Se comisiona al Sr. Dr. Francisco Pérez Borja para que infor­
me sobre este punto.

Cortes de Justicia. El señor Presidente de la A cadem ia, con  el objeto de 
R. F. N°. 81 conseguir que las Cortes de Justicia se pongan al día en el 
1924 222 despacho de las causas que se tramitan ante ellas, presenta el

siguiente proyecto*

CO N SIDERAN D O:

í.° Que el enorme retardo en el despacho de las causas que 
cursan en los tribunales, perjudica gravemente a los intereses 
públicos y  particulares, fincados en la pronta y  eficaz adminis­
tración de justicia?
2.“ Que esta circunstancia anormal hace indispensable arbitrar 
medidas encaminadas a obtener que se ponga al día el despacho 
de esas oficinas:

DECRETA:

Art. í.°—Agrégase, por un año, a la Corte Suprema una Sala 
de Conjueces permanentes que tendrán obligación de concurrir 
diariamente al despacho durante tres horas por lo  menos;
Art. 2.°—Entre el Tribunal y  la Sala de Conjueces se sortearán 
las causas pendientes y  las que en adelante suban, de cual* 
quíer clase que sean, inclusive consultas, asuntos municipales, 
reclamaciones, etc. Exceptúanse sólo las causas que estén ya 
relatadas al comenzar a regir esta ley, las cuales serán falladas 
por los Magistrados o Conjueces que hayan intervenido en w 
relación, conforme a la ley;

no
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J A  1 1 ------7 ¿tuaiaqos por la
L e y  de Aranceles, pagaderos de los fondos fiscales. N o cau­
saran derechos de ninguna clase, a excepción de la lectura de 
io jas las providencias o  resoluciones de trámite y  en general 
las que no pongan fin a la instancia o  recurso pendiente}
-Axt* 7o.— A l fin de cada mes, el Presidente del Tribunal pasa­
rá a la Tesorería Nacional una planilla comprensiva de los 
derechos correspondientes a cada Conjuez, tomando en cuenta 
sólo  las causas ya despachadas}
A rt. 8o.— Los Conjueces permanentes no quedarán impedidos de 
ejercer la profesión}
A rt. 9o. —Los Conjueces permanentes serán elegidos por la Cor­
te Suprema, la cual nombrará también diez Conjueces Suplentes, 
para el caso de falta o  impedimento de los Magistrados y  de 
los  Conjueces Principales, conforme a la Ley Orgánica del Po­
der Judicial. Podrán ser Conjueces Suplentes cualesquiera abo­
gados que gocen de buen crédito y  no tengan impedimento 
para ejercer la profesión. Mientras subsista esta disposición 
legal se entenderá reformada por ella la del Art. 52 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial;
A rt. JO.— En la Sección 7a. del Titulo I, agréguese el siguiente:
A r t ........Pasados tres meses desde que se pidieron o debieron
pedirse los autos en relación, si la causa fuere interlocutorin, 
ejecutiva o  sumaria, o  diez si ordinaria o  definitiva, sin haberse 
despachado, perderán la jurisdicción los Magistrados o  Conjue- 
ces a quienes haya correspondido despacharía, y  serán subrogados 
por Conjueces Suplentes, siendo de cargo de aquellos los dere­
chos correspondientes a éstos. N o  se tomará en cuenta, para 
este efecto, el tiempo durante el cual no haya podido despa­
charse la causa por estar el proceso en poder de alguna de las 
partes o  por otro motivo imputable a éstas».

C omisarios. C U E ST IO N E S J U R ID IC A S :-L os  Jueces de Letras, me pare- 
R. F. No. Si ce, que son los únicos competentes, para conocer de los juicios 

242 contra los responsables del delito de abigeato. A  los sindíca- 
*924' dos del delito de abigeato, se les distrae de sus jueces naturales,

Código P enal. El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja presenta a la consideración 
R. F. N«». 82 de la Academia la continuación de las reformas al Lódigo re - 
Pág. 282 nal, que expone en estos término_st ^

en
Ex^.______  .4.
Montalvo.

ni
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El Art. í í ,  áiríl «Son  responsables de las infracciones I05 
res y  los cómplices». :lu,°-
Art. (3 . añádase! « o  por actos posteriores, acordados a, t 
dorante la ejecución, con el objeto de hacer desaparecer el 0 
po del delito, los instrumentos o  efectos de «SI; para propotc;„ 
los medios de aprovecharse del crimen o  delito, o  para sust, '  
a los delincuentes a la acción de la justicia. r‘ler
La complicidad en las contravenciones no es punible». 
Suprímanse los Arts. Í4, Í5, Í7  y  ÍB.
Después del Art. 16, póngase el siguiente: «L as circunstancia 
o condiciones personales por las cuales se excluye o  se dismi 
nuye la pena de cualquiera de los autores o cómplices de un 
crimen o delito, no se tomarán en cuenta para excluir o dismi­
nuir la pena de los otros autores o  cóm plices del mismo crimen 
o delito.
Sí las circunstancias o condiciones personales sirven, bien sea 
para dar un diverso título a Ja infracción o  para agravar la pe­
na o para asegurar la ejecución del crimen o  delito, se comuni­
carán los otros participantes que tenían conocim iento de esas
circunstancias.
Las circunstancias materiales que agravan la pena o hacen cam­
biar el título de la infracción se comunicarán también a los 
otros participantes que tenían conocim iento de esas circunstancias.

Cortes. Continuúa la discusión del proyecto presentado por el señor Pre- 
R. F. N». 82 sidente, acerca de la agregación de una Sala de Conjueces a 
1*924 288 Ia3 ^ ortcs Suprema y  Superiores de Q uito y  Guayaquil,

Cortes. La Academia conoce del oficio enviado por el señor Secretario de 
R. F. N°. 82 la Cámara del Senado, en el que se transcribe la siguiente mo- 
TqIí ^  cíón ^  ^ r* Sánchez: «Las Cortes Superiores de Q uito y  Gua­

yaquil se dividirán en tres Salas, com puesta cada una de dos 
Ministros. Sí hubiere divergencia entre éstos, intervendrá el 
Ministro Fiscal, en las causas civiles, y  un Conjuez, en las 
crimínales.
Se acuerda contestar en sentido favorable a la m oción  propues­
ta por el Senador Dr. Sánchez, dado el caso de que las circuns­
tancias económicas del país no permitan m ejor organización de 
los tribunales, y  en la inteligencia de ser la reforma una medida 
transitoria, puesto que la extremada aglom eración de causas en 
las Cortes, constituye en la actualidad un gravísim o perjuicio 
para la administración de justicia.

A Comunidades de Indios. El Sr. Dr. A lejandro P on ce Borja ma- 
Pág. *308°*82 “ fiesta que, citada la comunidad de indios en la forma cstablc-
1924. c^a cn C1 Art. IJ3, antes de haber constituido procurador,

presentan solicitudes y  recusan asesores, lo  cual, aplicando 
estrictamente la ley, no debía tener lugar? pero que, sin embar­
go, por más que no se les cita con las actuaciones del juicio, 
se recibe sus solicitudes, y  propone se establezca claramente 
que, en tanto que no constituyan un procurador común n° 

-  sean citados ni puedan ser oídos.
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C omisarios, 
r . F. N °. 82 
Pág. 3J5 
1924.

Se aprueba que después del Art. í ( 3. . .
«Sólo el procurador general de la comunidad podrá ejerceTeí 
derecho de recusar libremente a los asesores 7  peritos».

Por hallarse pendiente el informe del Sr. Dr. Francisco Pérez 
Borja, en la parte que se refiere a la consulta de! Sr. Dr. Mi­
guel A .  Montalvo, sobre sí con las reformas al Código de En­
juiciamientos Criminales, sancionadas el año de 1923, perdieron 
los Intendentes de Policía y  Comisarios Nacionales 7  Municipa­
les, la jurisdicción para juzgar los delitos de abigeato, se lee el 
antedicho informe en la parte pertinente, el mismo que es apro­
bado por unanimidad 7  se halla publicado en la «Revista Fo- 
rense» N °. 81, página 246.

Código Civil. Se lee el decreto legislativo que encarga a la Academia la re- 
R‘ F#Jm * 82 yhi6a  7  publicación de los Códigos y  leyes? y  como el Sr.
?924. Presidente expresara que en caso de prepararse una nueva edi­

ción del Código Civil, debía seguirse el criterio de no alterarse 
la numeración de los artículos actuales, insertando las posterio­
res reformas y  modificaciones en forma de notas, el Sr. Dr. N . 
Clemente Ponce — en todo conforme con las ideas emitidas por 
el Sr. Presidente para adoptar dicho sistema—  expresa que, ya 
en el cuerpo mismo de la ley, la labor de la Academia se man­
tendría en todo caso dentro de la esfera de sos atribuciones. 
El mismo Vocal expresa, que corresponde a la Academia, con 
carácter oficial, la edición del Código Civil.

C ódigo de Enjuiciamiento C ivil. Reformas vigentes del Código de Enjuícia- 
R. F. N°. 82 miento Civil, que se han promulgado: el 28 de octubre de 1918,
f i f i  825 «Registro Oficial» N °. 637? el 27 de noviembre de 1920, «R e­

gistro Oficial» N °. 66? el 11 de octubre de 1921, «Registro Ofi­
cial» N °. 324; el 22 de octubre de 1923, «Registro Oficial» 
N °. 907? el 22 de octubre de 1923, »Registro Oficial» N°. 907? 
y , el 27 de octubre de 1923, Registro Oficial» N °. 912.

Código de P rocedimiento P enal Reformas al Código de Procedimiento 
R. F. N°. 82 Penal, que se han promulgado: el 14 de setiembre de 1923,
Pág. 336 «Registro O ficial» N °. 878? y, el 29 de octubre de 1924, «R e­

gistro Oficial» N °. 49.

C oheredero. CU E STIO N E S JURIDICAS:—Un coheredero, mientras no 
R. F. N°. 83 se haga la división, no puede reivindicar, ni en todo ni en parte, 
Pág. ^  una cosa determinada, com o perteneciente a la sucesión.

Estudio del Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

C ondición R esolutoria. O P IN IO N  JURIDICA sobre las siguientes cues- 
R. F. No. 83 tiones: I.— La regla del artículo 1479 del Código Civil es aplica­
o s *  42 ble a todas las obligaciones o  pactos del contrato de arrenda-
,925* miento? II.— La condición resolutoria instituida por dicho artícu­

lo y  por el 1864, debe entenderse tácitamente renunciada por el 
hecho de haberse pactado intereses para el caso de mora en el 
pago del precio?
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f f l . - E s  ésta la doctrina que, defendida por el suscrito , 
Corte Suprema, y  admitida por el Tribunal, se pu(,Iicú “  U 
pr„ 78 de la «Revista Forense»? a «
Estudio del Dr. Víctor M anuel Peñaherrera.

Codigo Civil, 
r . F. N°. 83 
Pág. 56 
1925.

El Sr. Dr. N . Clemente P on ce manifiesta que, atenta la . .
loción tomada en la sesión anterior de preparar una nueva edT
ción del Código Civil, requeríase un trabajo serio y  una Ia,a‘; 
constante, para lo cual era indispensable la cooperación ¿  
todos los Vocales, y  que debía pasarse, por Secretaría, una cir- 
cular a los miembros de la Academ ia, poniendo en su conoci­
miento lo resuelto por la Corporación, en orden a tener sus 
sesiones tocios los jueves, a las diez de  la mañana, sin necesidad 
de convocarles previamente. A s í se aprueba.
La Academia discute el encabezamiento que antecede al título 
preliminar y  los artículos í ,  2, 3 , y  4.

Código Civil. 
R. F. N°. 83 
Pág. 61
1925.

Se discuten los artículos, del 5 al Í2  inclusive.

Código Civil. Se continúa el trabajo de la nueva edición del Código Civil. 
R. F. No. 83 En discusión los artículos, del Í3 al 49 inclusive.

Código Civil. Se aprueba la forma en que deben constar los artículos, del 
R. F. N°. 83 50 al 67 inclusive, en la nueva edición del C ód igo Civil.

Código Civil. El Sr. Dr. Luís Felipe Borja (Lijo), se dirige a la Academia 
R. F. N°. 83 y  manifiesta que su ilustre antecesor, el Dr. Luis F. Borja, en 
Í925 68 largos años de paciente labor, trabajó un C ód igo en el que 

están anotadas todas las referencias de unos artículos con ótros 
entre sí, para determinar la mutua relación y  permitir conocer, 
a primera vísta, todas las disposiciones sobre cada materia. 
Indica que editaria este Código, de su exclusiva propiedad, por 
Habérsele dedicado su ilustre autor, Haciendo constar las con­
cordancias con los principales códigos de otras naciones, citas 
de las obras de insignes tratadistas* agregaría todas las disposi­
ciones de las diversas leyes que Han derogado disposiciones del 
Código Civil* Haría constar, en los lugares correspondientes, las 
sentencias en que la Corte Suprema Ha aplicado o  interpretado 
el Código Civil* y , finalmente, escribiría, para que vaya como 
introducción, un breve estudio Histórico del C ód igo Civil ecua­
toriano.
Solicita de la Academia que, de encontrar aceptable esta propo­
sición, se dígne nombrar uno o más com isionados que acuerden 
con el peticionario, las bases respectivas.
Con este objeto, se comisiona a los Dres. Bueno y  Pérez Echa- 
nique.
Continúa la discusión de ios artículos, del 68 al 90.
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C ódigo ■ Crvn.. 
R. F. N°. 83 
Pág. 73 
J925.

Código Civil. Continúa la discusión de los artículos del Códitro Civil drt 
R. F. N». 83 99 que quedó pendiente al 106 inclusive. * ’  ”
f e a . "  S* p a “/ ' / / 3 rf2Uj ' n,e cuesl!óm si “  °  " ó  necesaria la inter- 

ción del detensor de menores, siempre que sea parte un menor 
en un |mcio sobre matrimonio, o  si basta la intervención del de- 
fensor de matrimonios.
La Academia se decide, con el voto negativo del Sr. Dr. José 
Antonio Baquero, en que sí es necesaria la intervención del 
defensores de menores.

C onsentimiento. El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera somete a la considerá­
is  F. N°. 84 ción de la Academia el caso, de si, en una demanda de divorcio 
1*925 95 UD mcnor'  por mutuo consentimiento, es sucífiente que el cu­

rador manifieste ese consentimiento o se requiere que el mismo 
menor sea .quien lo exprese.

C onsentimiento. A  propósito de la cuestión anterior, el señor Presidente 
R. F. No. 84 Dr. N . Clemente Ponce, dice: « A  fin de llegar a una conclusión 

vamos por partes: Estudiemos primero el problema en el senti­
do de si es necesaria la intervención del pupilo, o sí basta el 
consentimiento del curador} luego com o segunda cuestión, sí 
dicho consentimiento debe constar en la demanda; y  por fin, 
si aquél debe ser persistente».

C onsentimiento. Tom ados los votos, por conceptuarse suficientemente dis- 
R. F. N°. 84 cutido el primer punto, se resuelve que debe intervenir en el 

^9 juicio de divorcio, el menor, con su voluntad o asentimiento.

C onsentimiento. Se somete a discusión el segundo punto, relativo a la ne- 
R. F. N°. 84 cesidad de que, a más del consentimiento del menor, sea nece- 
1*925 "  sario el consentimiento del curador.

C om petencia. El Sr. Dr. Bueno consulta a la Academia, sobre lo dispuesto 
R. F. N°. 84 en el Art. 28 de la Ley de Matrimonio Civil, que dice que es
PAg. J08 competente para el divorcio el juez del domicilio de cualquiera
l925, de los cónyuges. En el caso de haberse presentado en otro lugar

el respectivo juicio, y  manifestado después los cónyuges que pro­
rrogan expresamente la jurisdicción al juez de ese lugar, ¿es va­
lida y  se puede aceptar dicha prorrogación? El Sr. Dr. Modesto 
A . Pcñahcrrcra manifiesta que en ese caso es improrrogable la 
jurisdicción} que ya la jurisprudencia ha resuelto el punto; que 
las partes ni pueden protrogar la jurisdicción en algunos casos 
de fueros privilegiados com o el presente, que se funda en con­
sideraciones de orden público, como no sería admisible la pro­
rrogación en asuntos que demanden conocimientos locales o
vista de ojos. , t Q
La Academia hace suyas las consideraciones emitidas por el ¿r. 
Dr. Peñaherrera y  resuelve en sentido negativo el punto.
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_  El Sr. Dr. Manuel R . Balerezo, en relación coa  , .
tes anteriores, plantea este punto: «S i el consentimiento d e l** ' 

K fr 1M pilo debe manifestarse en la demanda, o  puede ser anter¡0rP“ ; 
19M. ju¡tío, con o sin autorización del curador». ,or al

Consentmiento. El Sr. Dr. M odesto A .  Peñaherrera propone el caso , 
S T h a b e r s e  otorgado el consentimiento mediante escritura pútli,! 
~ . , , ,  _ . ___i -1 menor había designado también el m . . : .Pag. »4  
>925.

haberse otorgado el consentimiento mediante escritura públ¡„ 
en la cual el menor había designado también el curador para , 
juicio. El curador puede sacar copia de la escritura y ' , ,  
que se declare disuelto el matrim onio? F

Curador ad utem. La Academia resuelve que, al aplicarse las considera- 
R. F. N°. 84 cíones anteriores al divorcio del menor, no bastaría la interven-
Pág. 117 üón de un curador ad lítem, sino que sería necesaria la de Un
1925. curador espedal.

C o n s e n t i m i e n t o .  Se discute también si debe haber persistencia en el con- 
R.F.N». 84 sentimiento basta el mom ento de la sentencia, si debía ser 
Pág. 117 permanente o era revocable.
,925* Se plantea asimismo el caso, de que después de otorgado el

poder en una escritura pública, inmediatamente, o  en el intervalo, 
basta hacerlo valer en juicio, cayese el m enor en demencia.

Código Civil. Se acepta la redacción de los artículos del T ítu lo  IV  basta 
R. F. N°. 84 el 113 y  continúa la discusión de los artículos siguientes basta 
Pig. >18 d  „ 7 .

Código Cito» Continúa el trabajo relativo al C ód igo  C ivil. Se reanuda el 
R. F. N°. 54 estudio del artículo 1Í6 y  se aprueban los dem ás artículos has­
tíe ; 122 ta el 120.

Código Civil. Continúa el estudio del artículo 120 que quedó suspenso en 
R. F. N°. 84 Ja sesión anterior. Se discuten los artículos, del 121 al 15I, 
1*925 anotándose que el 145 se baila reform ado por un decreto del

Presidente Interino.

Código Civil. Se lee el informe del Sr. Dr. A u gusto Bueno acerca de la 
PáF* J27 84 ProPuesta ¿el Vocal Dr. Luis F . Borja, relativa a la publíca-
1925. c^ a ^  Código Civil, con diversas anotaciones y  concordancias.

Puesto en consideración el informe, resulta negado, de igual 
manera que la propuesta.

Código Civil. Dejándose suspensa la discusión del artículo 151, se aprueban 
Pág. 132* 84 Ios attícuIos‘ del *52 al *62.
1925.

R - T n - Continúa la revisión del Código Civil. Se aprueba el art. 151,
Pág.136* CÛ ° es*ü6*0 ae suspendió en la sesión anterior} de igual ma-
1925. nera se aceptan los artículos siguientes, basta el 194.

R.óF GM0^ /1L*r .,S ?nt^ üa Academia ocupándose de la edición del Código 
Pág. *211* ^  Sc discuten los artículos, del 195 al 211.
1925.
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C omunidades, 
r , F. No. 85 
Pág. 238 
J 925.

C omunidades, 
R. F. No. 85 
Pág. 239 
1925.

. Se discute la cuestión relativa a si las comunidades indígenas 
son personas jurrdrcas— Las comunidades están comprendida 
en el cuasicontrato de comunidad?
Sc. i f e f  proyecto que, sobre comunidades indígenas, se halla 
a fu n S  d V w d  ’  , a ‘ R ^ “ > Forense», correspondiente

• h 3, -A^at3cirua se ocupa del estudio de la siguiente reforma: 
«A l artículo^ JÍ3 del Código de Enjuiciamiento Civil se añadirá 
el siguiente inciso: Sólo el procurador general de la comunidad 
podra ejercer el derecfio de recusación líbre».
Y  el Sr. Dr. Peñafierrera expone: En la reforma propuesta se 
tabla solamente de la recusación, pero tratándose de deman­
dar a una comunidad, hay otros puntos importantes, como el 
relativo al modo cómo se ha de proponer la demanda; cómo 
ha de entenderse quién es el procurador común?: solamente de 
aquéllos que han otorgado el poder o .¿también de los demás? 
ya que el artículo ÍÍ3  habla únicamente de la citación con la 
demanda y  nada más. Creo —dice—, que debe formularse un 
proyecto en el cual se tomen en cuenta todas estas fases diver­
sas de la cuestión.

C omunidades. El Sr. Dr. Manuel R . Balarezo, dice: Para proceder con orden, 
R . F. N°. 85 creo que, com o cuestión previa, es preciso resolver sí la d eman­
a s*  240 da proponerse innominadamente o con designación de las
19 ' personas; esto es, ¿bastará que se demande a la comunidad tal

o  deberá demandarse a los individuos que componen esa co­
munidad?
Después de continuar largamente discutiendo este asunto, y  
sin que se resuelva nada sobre la cuestión propuesta, la Aca­
demia se decide por la necesidad de reformar la ley, a fin de 
que se precisen, con claridad, todos los puntos que pueden sus­
citarse en la práctica, habiéndose puesto también de manifiesto 
las dificultades que han ocurrido en eí foro.

C o dig o Civil. 
R. F. N°. 85 
Pág. 242 
1925.

Continúa la revisión del Código 
hasta el artículo 256.

Civil desde eí Título D i

C ortes. Léese el informe remitido por el Sr. Dr. Peñaherrera al Congreso, 
R. F. N°. 85 sobre la formación de dos Salas en la Corte Suprema, y  la de 

243 tres en âs fortes  Superiores de Quito y  Guayaquil*
El Sr. Dr. Chiriboga dice que en su concepto, dada la aglomera­
ción de juicios que existe en los tribunales de Justicia, es me­
nester ver la manera de que se pongan al día las Cortes en el 
despacho de las causas.
Puesto en discusión el problema planteado por el Dr. Chiriboga, 
los concurrentes manifiestan estar conformes en que la Corte 
Suprema, hasta que ésta se ponga al día en el despacho de las 
causas, se componga de dos Salas de cinco Vocales cada una.

C ortes. Se niega la m oción propuesta por el Dr. Francisco Pérez Borja, re- 
R. F. N°. 85 fatíva a que las dos Salas de la Corte, la una se ocupe ornea­
r e -  245 mente de los asuntos civiles, haciéndose la división por materias;
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y  se aprueba la m oción form ulada por el Dr. Alberto G „ 
relativa a que las dos Salas conozcan indistintamente de ? ? ’  
los asuntos, por sorteo. « io s

Cuentas, 
r . F. N°. 85 
Pág. 264 
J925.

La Academia de Abogados conoce del siguiente punto: «Sí e„  r 
juicios de cuentas que, según la L e y  de H acienda, se ° s 
ante el tribunal de la materia, cabe la acción  de nulidad de i 
sentencias del segundo o  tercer juicio, por haberse om¡tu 
algunas de las solemnidades presentas en el C ódigo de E n " . 
ciamiento Civil, para la validez de las sentencíast teniendo’ ,1' 
consideración lo  dispuesto en el A rt. 74 de la L ey  Orgá„¡, 
del Poder Judicial respecto de los tribunales y  juzgados espe- 
cíales?.
Comienza la discusión.

Cesión. ACCIO N  RESO LU TO RIA.-
R. F. No. 86 Jo.—Para ejercer la acción resolutoria es necesario haberla ad- 
Pág 3 quírido de todos los que, com o vendedores, intervinieron en el
19264 contrato, y  no puede ejercerla quien la adquirió sólo de uno de

ellos.— 2°.—La escritura de ratificación de una compraventa no 
produce efecto alguno, sí en ella se incluyen cosas no com­
prendidas en la primera escritura, y  no se estípula el precio de 
esas cosas.—3°.— La acción resolutoria extingue el contrato 
retroactivamente, borra todos sus efectos, y  deja las cosas, en 
relación con los contratantes, en el estado en que se habrían 
encontrado sí no hubiesen contratado.— 4 o.— La cesión del de­
recho de exigir el cumplimiento de las obligaciones de un con­
trato no comprende la acción resolutoria? por el contrario, la 
excluye implícitamente.— 5 o.— La nota de cesión no puede trans­
ferir la acción resolutoria relativa a un inmueble, porque es 
ineficaz para trasmitir el derecho primitivo de propiedad que tu­
vo el vendedor, derecho sin el que no puede ejercerse dicha 
acción.—6o.—La acción resolutoria relativa a un inmueble tam­
poco puede cederse por escritura pública, porque es acción per­
sonal.—7o.—El precepto establecido en el Art. J479 del Código 
Civil, de que en los contratos bilaterales va  envuelta la condi­
ción resolutoria por no cumplirse .por  una de las partes lo 
pactado, no se compadece con la equidad y  la  justicia, cuando 
se lo aplica a los casos en que se ha om itido tan sólo el cum­
plimiento de una parte m uy pequeña de las obligaciones.— 
8o.—En principio, la norma suprema, en tratándose de la acción 
resolutoria, es la equidad; razón por la que los  árbitros arbitra- 
dotes que deben juzgar por la buena fe , según las especiales 
circunstancias del caso, no pueden aplicar el principio absoluto 
del Art. J479 del Código Civil.— 9o.— El vendedor, por su par­
te, no ha cumplido todas sus obligaciones, no puede intentar 
contra el comprador la acción resolutoria.
Manifiesto del Dr. Alejandro Ponce Borja.

^  ^ emente Ponce,—para conocim iento de los señores 
Pág. *7J * Vocales que no concurrieron a la sesión anterior,— formula su
1926. consulta en estos términos; «¿Cabe pedir la nulidad de la sen­

tencia pronunciada en juicio de cuentas por los m otivos enun-
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C ódigo Civil, 
r . F. N°. 86 
Pág. 77 
1926.

dados en el Código de Enjuiciamiento Cívift; y  s¡ est0 es 
admisible, *Ia sentencia dada en el segundo o »n i f  f !  . . ?S 
de cuentas, se la h a d e  revisar a r f c T j t  d ^ ^ S

Continúa la revisión det Código Civil. Se discuten los Arts. 
deí 195 al 260, acerca de este último se suspende aquélla.

C ódigo Civil. Sigue la revisión del Código Civil. 
R. F. N°. 86 hasta el 266.
Pdg. 80 
1926.

Se aprueban los Arts.

CODIGO C ivil. Continúa el estudio del Código Civil, desde el artículo 267 
R. F. N°. 86 hasta el 3Í0.
Pág. 81
J926.

CODIGO C ivil. 
R. F. N °. 86 
Pág. 83
J926.

Continúa el estudio del 
hasta el 362.

Código Civil, desde el artículo 31 í

C odigo C ivil. La Academia se ocupa de la revisión del Código Civil. Se 
R. F. N°. 86 estudian los artículos, del 363 al 4Í7.
Pág. 88 
J926.

C odigo C ivil. 
R. F. No. 87 
Pág. U2 
J926.

Continúa la revisión del Código Civil, desde el artículo 4Í8 
hasta el 474.

C ódigo Civil. El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja somete al dictamen de la 
R. F. N°. 87 Academia, si el decreto expedido por la Junta de Gobierno 
Tqta Provisional, el 20 de julio de Í925, respecto a la vigencia de
9 ' las resoluciones emanadas de aquélla, modifica también los

Arts. 5o. y  6o. del Código Civil; y , por tanto, debería ir como 
nota en «1 trabajo que se prepara sobre el mismo Código. 
Discuten largamente los señores Académicos sobre el punto en 
debate, y  votado por partes se resuelve, que se ha reformado, 
para los decretos expedidos por la Junta de Gobierno, el siste­
ma del Código Civil, con los votos nagativos de los Sres. Dres. 
José Antonio Baquero y  Augusto Bueno.

C ódigo C ivil.  Continúa el estudio de los artículos del Código Civil, desde 
R. F. N°. 87 e l 4 75  hasta el 485 . Se volvió a discutir el Art. 356.
Pág. 123
1926.

C ódigo C ivil. Continúa el estudio del Código Civil, desde el Art. 486 has- 
R. F. No. 87 ta el 504.
Pág. 125 
Í926.

Casación. Se reanuda el estudio del proyecto de Casación presentado por 
R. F. N°. 87 el Sr. Dr. Manuel Eduardo. Escudero.
Pág. 126 
1926.
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Codigo Civil. 
R. F. N°. 87 
Pág. J52 
J926.

. Continúa el trabajo de la nueva edición del Códi.r, r .  
desde el Art. 505 al 553. « °  Creir>

Codigo Civil, 
r . F. N°. 88 
Pág. 202 
1926.

Continúa el estudio del C ódigo C ivil, desde 
584, quedando suspensa la discusión del 5SÍ. d  Art. 554 ai

C a s a c ió n , 
r . F. N°. 88 
Pág. 203 
J926.

La Academia continúa ocupándose del proyecto del Dr. ]VIa , 
E. Escudero, acerca de la conveniencia de establecer el recurso 
de casación.

Codigo Civil. Continúa el trabajo sobre el C ód igo  C iv il.— Se discute el Art 
R. F. N°. 88 581, suspenso en la sesión anterior y  se aprueban los síguiea* 
Pág. 209 tes basta el 619, el cual se anota bailarse reformado p0r ]a
í926‘ Ley de Instrucción Pública.

Codigo Civil. Continúa el estudio de la nueva edición del Código Civil, 
R. F. N°. 88 desde el Art. 620 basta el 673.
Pág. 2J2
1926.

Codigo Civil. Prosigue el estudio del Código C ivil.— Se aprueban los ar- 
R. F. N°. 88 tículos, del 674 al 688.

Contrato. El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, manifiesta haberse suscitado 
R. F. N°. 88 en la práctica una dificultad sobre la manera de proceder un 

^  individuo completamente sordo, pero no m udo, que no sabe 
leer ni escribir y  quiere celebrar un contrato de compraventa 
de un inmueble, por ejemplo. Q ue aquél manifiesta su volun­
tad de efectuar el contrato y  enseña el dinero: sin embargo los 
escribanos se ban negado a otorgar la escritura. El caso no 
está determinado en la ley, para proceder al nombramiento de 
curador. Por otra parte, surge la consideración de que sí aún 
el infante y  el demente, absolutamente incapaces, pueden cele­
brar contratos por medio de sus representantes legales, no es 
aceptable dejar al individuo en cuestión, fuera de la vida jurídica. 
Tomados los votos se acepta que puede procederse a celebrar 
el contrato en referencia, siempre que el escribano y  testigos 
puedan asegurarse de la conformidad del consentimiento de los 
contratantes respecto al objeto y  condiciones del contrato.

u T l i 0 !1* '  Vicepresidente de la Academ ia, Dr. M odesto A . Peña- 
Pág/223! berrera, formula la siguiente consulta: «E n  un contrato de
1926. venta de bienes hereditarios, venta efectuada en doscientos su­

cres, se demanda la nulidad o resolución. Se pregunta si debe­
rá atenderse, para fijar la cuantía, al valor del contrato o  al 
valor de los bienes hereditarios. A l tratarse de una resolución 
por lesión enorme, sí ha de entenderse para fijar la cuantía al 
precio fijado en el contrato, o al justo precio que pretende tiene 
el actor, mil sucres, por ejemplo».
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Código C ivil. Continúa cl estudio del Codino 
R. F. N°. 39 hasta cl 706.
Pis. 268 
J 926.

Civil, desde el Art. 688

Codigo C ivil. 
R. F. N». 89 
Pdg. 273 
J 926.

Prosigue el trabajo concerniente al Códívo 
los artículos, del 707 al 775 b Se discuten

Codigo C ivil. Continúa et estudio del Código Civil. 
R. F. N°. 89 de los artículos, del 776 al 8Í9.
Pág. 276 
J926.

La Acá d̂ mía se ocupa

Codigo C ivil, 
r . F. N°. 89 
Pig. 273 
J926.

Sométese a discusión el proyecto formulado por el Sr Dr 
Manuel R . Bala rezo para el cambio de la palabra «legitimo»’ 
por «ilegitim o» en el número 5o del Art. 7o.
El proyecto es del tenor siguiente:

EL PR E S ID E N T E  PR O V ISIO N A L  DE L A  REPUBLICA,
C onsiderando:

Que el Art. 7o. del Código Civil, que establece las regias que 
han de observarse en conflicto de una ley posterior con otra 
anterior, comprende ya, en el número 2°., los derechos inheren­
tes al estado civil del hijo legítimo, entre los cuales se halla in­
cluido el derecho de alimentos, y, sin embargo, también en el 
número 5o. se menciona, con verdadero pleonasmo legislativo, 
al hijo legítimo que hubiere adquirido derecho a alimentos bajo 
el imperio de una ley;
Q ue, entre tanto, en ninguna de las reglas del expresado ar­
ticulo se lee previsto el caso de que, al expedirse una ley pos­
terior, un hijo ilegitimo hubiere adquirido derecho a alimentos 
bajo el imperio de una ley anterior; omisión inverosímil, dados 
los antecedentes y  el contenido de este precepto legal;
Que, en consecuencia, el empleo de la vos «legitimo» en vez 
de la de «ilegitim o», en el sobredicho número 5°., proviene sin 
lugar a duda, de error en la promulgación de esa ley, que los 
editores del Código no se lian creído autorizados para corregir 
sin previa disposición legislativa que asi lo ordene,

D ecreta:
Art. í ° .—Declárase que el citado número 5o. del Art. 7o. del 
Código Civil se refiere al hijo ilegítimo, no al legítimo, y  mán­
dase reformar de conformidad con el presente decreto el texto 
literal de la expresada ley en la próxima edición de aquél Código. 
Art. 2o.—El Sr. Ministro de lo Interior, Justicia, etc., encárguese 
de la ejecución del presente decreto. Dado, etc.
Votado el proyecto por partes, se acepta por unanimidad asi la 
parte resolutiva com o los considerandos del mismo.

Codigo Civil. La Academia se ocupa de la discusión de los artículos del

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



Código Civil. Continúa la revisión del C ódigo Civil, desde el artículo 876 
L -  -  hasta la terminación del Libro U, habiéndose acordado qUe en 

artículo 918 se haga referencia a la resolución que consta en !  
N.° 70 de la serie IH de la «Gaceta Judicial». El articulo 930 
fué reformado por el decreto del Presidente Interino en la for_ 
ma que aparece en la edición vigente, debiendo constar en Uná 
nota este particular.

R. F. N°. 89 
Pdg. 280 
1926.

Cortes. Se presenta el siguiente proyecto que establece en la Corte Supre- 
R. F. N°. 89 ma de Justicia una nueva Sala compuesta de cinco Ministros 
Pdg. 287 Jueces.
I926* Art. í.°—Créase en la Corte Suprema de Justicia una nueva

Sala compuesta de cinco Ministros Jueces.
Art. 2.°— Cada una de las Salas ejercerá las atribuciones seña­
ladas en el artículo 14 de la L ey Orgánica del Poder Judicial, 
en las causas que les haya tocado por sorteo. *
Art. 3.°—Las causas pendientes y  que estuvieren relatadas serán 
resueltas por la Sala ante la cual se hizo la relación. Las que 
no han sido relatadas se dividirán por igual y  por sorteo entre 
las dos Salas.
Art. 4.°—Las disposiciones relativas a las Cortes Superiores de 
Quito y  Guayaquil, provenientes de las circunstancia de com­
ponerse de dos Salas, regirán también con  respecto a la Corte 
Suprema en cuanto fueren aplicables.
A jt, 5.°—Eí Secretario de la Corte Suprema lo  será de las dos 
Salas.

Consulta. Se estudia el punto relativo a la supresión de la consulta del au- 
R. F. N°. 89 to de sobreseimiento; y  el Sr. Dr. Balarezo razona sobre el recar- 
T926 2<̂  2o que ^ene en su trabajo la Corte Superior con el estu­

dio de los varios casos de consulta que ordena el Código de 
Enjuiciamiento en materia criminal y  especialmente, en lo que 
se refiere al auto de sobreseimiento, pide que se suprima la con­
sulta en este auto, porque asi lo exige la pronta administración 
de justicia y  en atención a que en lo mínimo no hay perjuicio 
para la causa pública, no habiendo oposición enfre la supresión 
de la consulta de dicho auto con la consulta de las resolucio­
nes que sobre abandono, prescripción, etc., ordena el Código de 
Enjuiciamiento Criminal.

^  Continúa la revisión del Código Civil.— Se discuten los artícu-
p 'i l 'm  Ios' del 942 aI 988'
J926.

el estudio de las disposiciones del Código Civil, des- 
89 dB el « « cu lo  989 hasta el 1009.

1926.

R. F.GNo.̂ 89,ÍL,+' Continúa la revisión del Código Civil.— Se aprueban los ar- 
Pág. 302 lcu 0S| al 1017, cuya discusión queda suspensa.
1926.
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CrtDico Civil. Continüa la revisión del Código Civil — Se . ,
r FfN". 89 «cu los del 10J7 al 1050. 5,0 “ Mutín los ar-
Pág. 304 
1926.
C ontravenciones. El Señor Presidente Provisional de la Renútlle, ,
R. F. N-. 89 übieto de que emita su parecer, remite a la Acíde’ “ “ '
Pig. 308 proyecto que reforma varias disposiciones del Código dé* P °Pie
1928.

Codigo P enal. El señor Ministro de Justicia se dirige al señor Presidente 
B. F- N". 9» de la Academia enviándole un proyecto de reformas al Códfeo

S& íoer"cióyn'1¡odd ¿ i r 'am,en,0S e“  “ la « » »  * «  >8 Cog,

Código Civil. Continúa la revisión del Código Civil.—Se 
R. F. N°. 90 tículos pendientes, el Í95 y  el 263.
Pág. 34
1927.

estudian los ar-

Código Civil. El Señor Presidente Provisional de la República envía a la 
r . F. N°. 90 Academia el decreto por el que se reforma la regla 5.* del ar- 
Pág. 39 tículo 7.° del Código Civil.
1927.
Código P enal. El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, informa sobre el proyecto 
R. F. N°. 90 de reformas enviado a la Academia por el señor Ministro de 
Pág. 44 Justicia, que se refiere al Código Penal y  al de Enjuiciamien-

tos sobre la misma materia.
D icho informe concluye, exponiendo que son inaceptables los 
referidos proyectos.

Código de Enjuiciamientos Criminales. La Academia conoce del proyecto 
R. F. N°. 90 sustitutivo de reformas al Código de Enjuiciamientos Crimina- 
Pág. 49 les, que presenta el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, puesto que

el enviado por el señor Ministro de Justicia fue negado.
El proyecto es del tenor siguiente!
Art. l . ° —El artículo 34-9, dirá: Están sujetos al procedimiento 
señalado en esta sección, los delitos siguientes: 
í.° El de heridas comprendido en los artículos 397 y 398 del 
Código Penal.
2. ° El de robo comprendido en el artículo 441, cuando el va­
lor de la cosa robada pasando de cíen sucres no exceda de cua­
trocientos. Inclúyese el robo comprendido en el artículo 444, 
cuando para cometerlo no se hubieren empleado amenazas o 
violencias contra las personas. La pena será, entonces, la del 
artículo 441, sin perjuicio del efecto de las circunstancias ate­
nuantes.
3. ° Los fraudes, abusos de confianza, estafas o engaños, cuan­
do el perjuicio pase de cien sucres y  no de cuatrocientos.
Art. 2.°— En los casos de los números 2.° y  3.° del artículo ante­
rior si la cuantía no excede de cíen sucres, el hecho se juzgara 
y  castigará com o contravención de cuarta clase.
Art. 3.°— En el juzgamiento de los delitos comprendidos en el 
artículo Io, concluido el sumario, se observará lo dispuesto en 
el artículo 126 del Código de Enjuiciamiento Criminal.
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Arf 4 o__La acusación se notificará al indiciado, y  p0r n  . 
defensor que nombrare o se le diere, para que la conteste dentro 
de tres días fatales.
Art, 5.0—Contestada la acusación o en rebeldía, y  sí en estos 
casos el sindicado no estuviese prófugo, y  el cuerpo del delito 
estuviese comprobado; el Juez de Letras señalará el día y  hora 
en el que deban concuriir las partes para el juzgamiento Cn 
juicio verbal sumario, dejando un intervalo que no pase de cua­
tro días perentorios. ,
^ rt> 6.o_-Verifícada la comparecencia el juez ordenará que el 
actuario lea el auto cabeza de proceso, la acusación fiscal y  Ja 
particular si la hubiere.
Concluida la lectura concederá la palabra al Fiscal, quien hará 
su exposición, y  si hubiere acusador particular hará también su 
exposición, o por él, su defensor-
En seguida se practicarán las pruebas que solicitaren tanto el 
Fiscal como el acusador particular.
Concluida la práctica de éstas, se concederá la palabra al acusa­
do o a su defensor, y  se recibirán las pruebas que éste presentare. 
Concluidas las diligencias de prueba se concederá la palabra al 
Fiscal y  después al acusador particular sí lo hubiere. Contestará 
después el acusado o su defensor. Será pérmítída la réplica} pero 
concluirá siempre el acusado o su defensor. El Juez de Letras 
procurará que no se prolonguen inútilmente los debates y  los 
terminará oportunamente.
Art. 7 .° -  Concluidos los debates y  retiradas las partes, el juez 
pronunciará sentencia en el mismo día o a más tardar al siguiente. 
Art. 8.°—El Juez para sentenciar apreciará las pruebas según 
las reglas de la sana crítica, y  de la sentencia que se pronun­
cie no habrá más recurso que el de nulidad, por los motivos 
determinados en el articulo JJ.
Art. 9.°—Si no compareciere el Fiscal o  el defensor del acusa­
do, en el día señalado, se les impondrá por el Juez una multa 
de veinticinco a cien sucres.
Art. JO.—Si no compareciere el acusador particular se procede­
rá sin la asistencia de éste, y  sí no comparece el acusado el 
defensor le representará.
Art. JJ.— Son causas de nulidad:
J.° La incompetencia de jurisdicción}
2. ° La ilegitimidad de personería}
3. ° La falta de notificación al sindicado con el auto cabeza de 
proceso o la querella, con el escrito de acusación y  con el se­
ñalamiento de día y  hora para el juicio verbal a las partes y  al 
defensor del acusado.
Art. J2.—Las infracciones que no pueden perseguirse sino por 
acusación particular, comprendidas en el artículo 7.°, serán de 
competencia del Juez de Letras, y  el procedimiento será el de­
terminado en los artículos anteriores de este proyecto. El Juez 
de Letras podrá comisionar la práctica de las1 pruebas del suma­
rio, el que no podrá durar más de ocho días perentorios, a un 
Comisario de su jurisdicción} y  el juicio se actuará en papel común.
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A rt. 13.—L a querella por calumnia-? p í«:,. > 
ie  el Juez de Letras, se citará con ella al que êH ^ ° p0n?rá an' 
herá contestarla en tres días fatales, C n n w  j  ,0# quíen de'  
en rebeldía se señalará el día en que deban comna * qU.ereIla 0 
tes para el juicio verbal sumarlo, dejando un Intervalo de P ^  
que no pase de cuatro días de notificada la querella d emp°  
A rt. Í4 .—En el día y  hora señalados c i l . . .  ' ■ i 
tes y  leída la querella y  la contestación se' PT
form a establecida en los artículos 6.”, 7.“ y  j . P : r a  en 
Art. J 5 .-S 1  no comparece el querellante se declarará abando-

rebeldía 7 “  n° C°m!WreCC d  qUC" Ilad° “
Art Jé.-Queda derogada La sección «Juicios económicos» de
la L ey  Reformatoria del Código de Procedimiento Penal san 
clonada el 28 de agosto de 1923, y  suprimidos los artículos 350 
hasta el 360 inclusive del Código de Enjuiciamiento en mate­
ria criminal, y  el número 6°. del artículo 7".¡ infracción, la com­
prendida en este número, que se perseguirá de oficio.
Se pone en discusión artículo por artículo.

Codigo de Comercio. Eí Sr. Dr. N . Clemente Ponce, pone en conocimiento de 
r . F. N°. 90 la Academia que, por medio del Sr. Dr. Luis F. Borja, ha re- 
Pág. 67 cibído el siguiente proyecto de reformas al Código de Comercio,
I927‘ remitido de Guayaquil, con el objeto de someterlo al parecer

de la Academia, a fin de que, estudiado que sea por ella, se lo 
remita a la consideración del Presidente Provisional:

E L  P R E S ID E N T E  P R O V IS IO N A L  DE LA  REPUBLICA, 

En uso de las facultades supremas de que se halla investido; y,

C onsiderando:

Q ue es preciso contrarrestar los procedimientos de mala fe a que 
han apelado ciertos comerciantes para burlar- a sus acreedores, 
con mengua del buen crédito del país; y,
Que la transformación iniciada el 9 de julio de 1925, ha veni­
do preconizando, desde el primer momento, como uno de sus 
fines primordiales, el impedir la desmoralización y  el fraude, y  
procurar una reorganización de la vida colectiva, sobre bases de 
severa corrección, honorabilidad y  rectitud,

D ecreta:

Las siguientes reformas al Código de Comercio:
Art. J.°— Después del articulo 345, agréguese el siguiente:
A r t ........T o d a  citación que, según las leyes, deba hacerse a un
comerciante o  a una compañía de comercio, o a su representan e, 
podrá ser hecha en el establecimiento comercial de dichos co- 
merciantes o  compañía, el cual hará las veces de domicilio. 
Art. 2 .°—Despuós del artículo 346 agruéguense los siguientes! 
A rt . «L os comerciantes o compañía que tuvieren obligaciones 
vencidas y  sin satisfacer, no podrán liquidarse o 
mientras no preceda un aviso publicado por sesenta días conse
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cativos, en la primera página de nn diario del lugar donde ejer­
cen el comercio, escogido por uno de los Alcaldes Cantonales. 
Si no hubiere diario en aquel lugar, se dará el anuncio por me­
dio de carteles fijados durante igual término, en los parajes más 
frecuentados del referido lugar. El aviso o  anuncio podrá ser 
suplido, por el consentimiento previo y  escrito de los acreedores 
de dichas obligaciones, quienes convengan en la liquidación o 
disolución. El quebrantamiento de esta disposición producirá 
la nulidad de la liquidación o  disolución y  de cualquier acto o 
contrato fundado en ellas, y  será castigado com o fraude».

.......T od o  el que se asociare para fines mercantiles, con un
comerciante o  con una compañía que, a la sazón, tenía obliga­
ciones vencidas y  sin pagar, o  les hubiere com prado su existen­
cia de mercaderías o su giro comercial, será solidariamente 
responsable por las indicadas obligaciones y  se podrá proceder 
contra él, tal como si dichas obligaciones hubieren sido perso­
nalmente suyas, desde el primer momento.
Esta responsabilidad se extiende a todos aquellos que, antes de 
la vigencia del presente decreto, se hubieren asociado para fines 
nercantiles, con sociedades o  comerciantes que tenían obligacio­
nes vencidas y  sin pagar, siempre que, a la fecha en que se 
asociaren, no hubieren estado prescritas.
Art. 3o.—Los protestos exigidos para los documentos comercia­
les, serán hechos ante cualquier corredor público. Decláranse 
válidos todos los protestos hechos ante estos funcionarios, des­
pués de la vigencia de la ley expedida el 5 de diciembre de 
í 925, por la Junta de Gobierno Provisional, y  que derogó el 
Art. 453 del Código de Comercio.
Dado, etc.
Comienza la discusión.

Codigo Civil. Se pone al estudio el trabajo de Secretaría sobre la edición 
del Código Civil. Continúa el estudio hasta el Art. 65 inclusive.Pág. 69

1927.

Competencia. Se pone al estudio una comunicación que, de Guayaquil en- 
vía el Dr. Julio Aguirre Overweg, en la que solícita el parecer

1927. dc k  Academia sobre la siguiente tesis» «S í un Teniente Político
da muerte a un individuo, puede el Suplente levan'ar el auto 
cabeza de proceso y  proseguir el sumario en cuya secuela se ha 
calificado como asesinato la muerte en cuestión?
Indica que hay jurisconsultos que opipan que el sumario es nulo 
en atención a lo dispuesto por el Art. 58 inciso 6o. de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, que crea fuero especial para el 
juzgamiento criminal de los Tenientes Políticos, considerando 
que la palabra delito está tomada en el sentido genérico de in­
fracción de la ley penal».

f e r / " “ !'’  En tSludio Ia c o o p t a  del Dr. Julio Aguirre Overweg, 
Pág. 75 ’ s cu ti da en la sesión anterior, la Academia resolvió, por una-
1927. de 1» siguiente manera» «E l Art. 65 del Código de

enjuiciamiento Criminal determina cuáles son las autoridades
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que pueden levantar los sumarios, encontrán^«
Tenientes Políticos com o jueces de instrucción d e lf''e.Í!itas ,os 
nado el sumario, pasar el juicio al Juez de T L ,  I " 1 tcrmi'  
causa es de jurado, pasa a conocimiento de é s te ^ d “ “ '  SÍ.U 
lito él será el que resuelva. ^ Sl cs un de-
Los Tenientes Políticos Suplentes son competentes ,  ( , t „  j  
los Principales, y  com o en el caso de la consulta’ se j -  dc 
el Teniente Político Principal ha dado muerte a un ¡nd'“ / “ '  
es evidente que el Suplente podía iniciar el sumario, sin qú^eí 
juicio, por lo m ism o, adolezca de nulidad.

Comeo de C omercio. La Academia se ocupa del estudio del 
r . F. No. 90 reformas al C ódigo de Comercio, que se publica en 
Pág. Í78 Forense» N ° . 90, página 67 y  en este trabaio,
1927.

proyecto de 
la <jRevísta

Codigo C ivil. Reform as que se han hecho sucesivamente al Código Civil 
r . F. N°. 91 ecuatoriano, desde su primera edición de 1860.
Pág. 83 Las reformas al Código Civil se han publicado en diversas co-
í927‘ lecciones de leyes que en la actualidad no se obtienen por estar

agotadas. Por esta razón la Academia de Abogados resolvió 
publicar todas las posteriores a la primera edición de 1860 en 
este número de la Revísta, a fin' de facilitar su adquisición a 
los que deseen consultarlas.

Codigo de Comercio. Continúa el estudio de las reformas al Código de Co- 
R. F. N°. 91 mercio, cuyo proyecto se publica en la «Revista Forense» N°. 
1*927 90, página 67 y  en este trabajo.

Código C ivil. La Academ ia entra a revisar el trabajo de la Secretaría reía- 
R. F, No. 91 clonado con la edición del Código Civil. Se reabre el estudio 
Pág. 116 Art. 38 y  continúa hasta el 67 inclusive.

Código de Comercio. El señor Ministro de Justicia comunica a la Academia, 
R. F. N°. 91 que el señor Presidente Provisional de la República ha decre- 
1927 tado l,ls reformas al Código de Comercio, sobre la citación a

un comerciante o  al representante de una compañía de comercio.

Codigo C ivil. Prosigue la revisión del Código Civil, en lo relativo al trabajo 
R. F. No. 91 efectuado por la Secretaría de la Academia.
Pág. 120 
1927.

Pág. 127 
1927.

Código de C omercio. Se da lectura del proyecto formulado por  ̂el Sr. Dr. 
R. F. N°. 9J José A nton io Baquero, que declara vigentes las disposiciones 

del parágrafo X  de la sección segunda del Título V m  del Có­
digo de Comercio, y  las más de los otros parágrafos del pro­
pio T ítu lo  y  del IX , relacionadas con la forma del contrato 
cambiarlo, con la jurisdicción y  el procedimiento. Declaranse, 
asimismo, vigentes cualesquiera otras de las reglas de os re 
feridos títulos íntocadas en el Convenio Internacional y  ; 
refieren a la esencia misma y  efectos del contrato e cam io, 
y , se encarga de la codificación del Convenio al Ministerio de 
Hacienda.
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CODIGO DE
R. F. N°. 9J 
Pág. í32 
1927-

P rocedimiento P enal. Se da lectura a una comun.cacíón del se­
ñor Ministro de lo Interior, en la que transcribe un oficio del 
señor Ministro Fiscal de la Corte Superior de Lo]a, acompa­
ñando el siguiente proyecto de reformas al C ódigo de Procedi­
miento Penal. ,
A.rt AI artículo 65 se agregaran estas palabras: «en la mis­
m a forma que con el auto cabesa de proceso».
A lt A l artículo 70, agregúese el siguiente inciso: «L a pro­
videncia en que impusiere la multa no será susceptible de más 
recurso que el cíe queja».
A rt....... D I artículo 123, suprímase la palabra «perentorios».
Art . ... A l artículo Í32, agreguése este inciso: «Sin embargo, 
sí aí tiempo de fallar notare el tribunal que se ha omitido la 
práctica de alguna diligencia necesaria para el descubrimiento 
del hecbo punible o de su autor, nandará practicarla e impon­
drá al culpable una multa hasta de doscientos sucres, según la 
gravedad de la infracción juzgada.

....... El artículo 152, después de las palabras «capitales de
provincia», dirá «o de la cabecerá de cantón donde haya Juez 
de Letras».
Art.......  A í artículo 154, agreguése: « y  en la cabecera de can­
tón donde hubiere Juez de Letras».
A r t ..... Del inciso 2.° del artículo 233 suprímase la frase: «si el
rcc n o  se hubiera interpuesto por alguno o algunos de los diez 
primeros casos del artículo anterior».
A r t ...... Suprímase el artículo 234.
Después del artículo 241 póngase otro que díga: «S i el recurso 
se hubiere interpuesto por el caso 11, la Corte se limitará a 
confirmar la sentencia o a imponer la pena corresponientc».
Art.....  El artículo 247 dirá: «El recurso de revisión en el 4.°
caso se podrá interponer siempre que en el curso de algún juicio 
por crimen o delito se viniese a descubrir el verdadero autor 
del crimen por el que hubiere sido condenado el que solicitare 
la revisión».
Art.......El artículo 249, dirá: «L a revisión en los casos 4.°, 5.°
y  6.a la podrá interponer el juez o  el acusado».
Art........ El artículo 250, inciso !.° , dirá: «En los casos del ar­
ticulo anterior se interpondrá el recurso dentro de dos años 
contados respectivamente, desde que se descubrió el error o  
desde que se ejecutorió la segunda sentencia incompatible con 
la primera, o se ejecutorió la sentencia condenatoria por la fal­
sedad de documentos o por falso testimonio».
Art*.......El artículo 254, dirá: «E l Agente Fiscal llevará la voz
ante el Juradoj y, en su falta o  por impedimento, el Promotor 
Fiscal qué se nombrare, el cual será abogado. A  falta de abo­
gado intervendrá el Procurador Municipal, y  a falta de éste un 
vecino nombrado por el juez».
Art....... A l artículo 256, agréguese un inciso que diga: «L o
mismo se observará sí se tratare de un cantón en que se hubiere 
establecido el Jurado. Entonces la remisión se hará a la Capital 
de la Provincia a que perteneciere el Cantón».
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A rt.......  De los artículos 259 v  280
te, las palabras «perentorios» y  «fatal»? ’  resPcctn™“ ™-
A rt........ Suprímase el artículo 283.

m 3 " d ir á -E 1«rL"rT„rt° '“ • t 1 " i “ “ ' 0 ,8  de ^  Reformas de I “ .' d“ a;  “ La “ ‘ “ vención de asesor para pronunciar sen­
tencia, auto motivado o de sobreseimiento».
" r‘ .........  Suprímase el número 8". del mismo artículo.
Art. El articulo Jé de La Ley Reformatoria mencionada, 
dirá. « Y  en estei caso as, como el de heridas comprendida! 
en el articulo 398 del Código Penal», etc.

C on ,no de  P rocedim iento  P enal . Se ponen al despacho las reformas pro- 
PÍ, Í35 f “ *“  , 5 6dr r í e Pr° “ dimie°*° Penal, por el señor Mlnis-
l , %  tr°  J ISCa‘  de ‘ a S ° rt? S? perior de L ° ¡a Y las remite al

estudio de la Academia el señor Ministro de Justicia. Se las 
pone en discusión artículo por artículo.

C ódigo d e  P rocedim iento  P enal. Continúa la discusión de las reformas al 
R. F. No. 91 Código de Procedimiento Penal, enviadas por el señor Ministro
1927 fisca l de Ia C° rte SuPerior de Loja y  que las remitió a la

Academia el señor Ministro de Justicia.
C ódigo d e  P rocedim iento  P enal. Continúa el estudio de las reformas pro- 
R. F. N°. 91 puestas al Código de Procedimiento Penal, por el señor Ministro 
S 27 143 Fiscal de la Corte Superior de Loja y  que las remitió a la Aca-
19 '  demía el señor Ministro de Justicia.

Codigo de P rocedimiento P enal. La Academia se ocupa del estudio del 
R. F. N°. 91 proyecto de reformas propuesto por el Sr. Dr. Francisco Pérez 
^927 148 Borja, que se publican en la «Revista Forense» N.° 90, página 
19 49 y  en este trabajo.
Codigo de P rocedimiento Penal. Continúa el estudio de las reformas 
R. F. N°. 91 propuestas por el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, que se publí- 
Pág. 151 can en la «Revista Forense» N .° 90, página 49 y  en este tra­

bajo.
Código de P rocedimiento P enal. La Academia se ocupa del estudio de 
R. F. N°. 91 las reformas propuestas por el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja,
Pág. 154 qUe se publican en la «Revista Forense» N .° 90, página 49 y
I927‘ en este trabajo.
Codigo de P rocedimiento P enal. Continúa la discusión del proyecto de 
R. F. N°. 91 reformas al Código de Procedimiento Criminal, propuestas por 
Pdg. 156 ef Fr£inciSco Pérez Borja, que se publican en la «Revista
I927* Forense» N .° 90, pág. 49 y  en este trabajo.
C ortes. Se aprueba el siguiente proyecto de reformas a la Ley Orgánica 
R. F. N°. 91 del Poder Judicial*
Pág. 160 Art. j.o_C réase  en la Corte Suprema de Justicia una nueva
927‘ Sala compuesta de cinco Conjueces, los cuales no podrán ejercer

su profesión y  serán pagados por el Tesoro como Ministros. 
Art. 2.°— Las funciones de la Sala de Conjueces se limitaran al 
despacho de las causas que les toque por sorteo.
Art. 3. ° - Las causas pendientes y  que estuvieren relatadas se­
rán resueltas por la Sala ante la cual se hizo la relación.
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Las que no han sido relatadas se dividirán por igual y  por sor_ 
teo entre las dos Salas. .
Art 4.”—La Sala de Condeces sólo podra nombrar Conjueces 
ocasionales en ios casos de impedimento o  excusa de alguno de

Art " 5*°—Cada una de las Salas ejercerá las atribuciones seña­
ladas en el articulo 14 de la L ey  Orgánica dei Poder Judicial, 
en las causas que les haya tocado por sorteo.
Art. 6>—El Secretario de la Corte Suprema sera de las dos 
Salas.

Código Civil. Se continúa con la revisión del trabajo de la Secretaría sobre 
R. F. N°. 9J la nueva edición del Código Civil.
Pág. J&3 Son aprobados los artículos del 77 al 152.
1927.
Codigo Civil. El Dr. Manuel Cabeza de Vaca consulta si la frase " excepto 
R. F. No. 9J bajo la forma de donación entre v iv o s "  del inciso 2.° del artículo
Pág. 165 jj8 2  del Código Civil, implica una prohibición al donante, de
í927, donación entre vivos, para imponer un gravamen al tiempo de

la donación, aún cuando ésta no sea a título de legitima. 
Cerrada la discusión, la Academia da su respuesta negativa a 
la consulta, aclarando que la prohibición del inciso 2.° del ar­
tículo ÍÍS2 se refiere al testador y  no al donante.
Continúa el estudio del Código Civil, desde el artículo Í050 
hasta el 1059 inclusive.

Código Civil. Sigue adelante la revisión del C ódigo Civil. El Dr. Francisco 
R. F. N°. 91 Pérez Borja manifiesta que convendría que la Academia resuel-
Pág. 166 va pUntos importantes del Código Civil cu yo  estudio se ha

declarado suspenso. En consideración los artículos 195, 299, 
504 y  505.

Código Civil. El Dr. Manuel R . Balarezo, plantea este problema: «Un 
abuelo ejerce la tutela de dos nietos. En este estado es llamado 
a ejercer la cúratela del hijo. ¿Puede excusarse de las tutelas 
anteriores? Se resuelve que aplicando el artículo de la primera 
edición, hay lugar a excusa, mas no, con el texto de la segun­
da y  tercera edición.

Código Penal. CUESTIONES JURIDICAS: El artículo 355 del Código 
R. F. N°. 92 Penal, que dice: «El que hubiere arrebatado o  hecho arrebatar 

a una joven mayor de dieciséis años, no emancipada, que hu­
biere consentido en su rapto y  seguido voluntariamente al raptor, 
será castigado.......»
Bajo este mismo título y  en el N .° í de la «Revista Forense», 
el esclarecido jurisconsulto Dr. N . Clemente Ponce hizo un im­
portante estudio del artículo nombrado y  sentó la siguiente 
tesis:̂  «Según nuestras leyes, no es hecho punible el rapto de 
una joven menor de dieciséis años que haya consentido en su 
rapto y  seguido voluntariamente al raptor».
Contradijo esta opinión el Dr. Celio Enrique Salvador, en el N.°
4.° de la «Revista Forense», pero replicó el Dr. Ponce en el N .° 6.° 
■Luego la Corte Suprema resolvió un caso práctico relacionado

J927.

R. F. N°. 91 
Pdg. 168 
1927.

Pág. J89 
1927.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



s? táz r — - -
El Sr. Dr. Eaequiel Mora A . diserta sobre el mismo articulo, 
relacionándolo con e verdadero alcance de las palabras «no 
emancipada» que se leen en él y  las consecuencias que, de su 
legítima interpretación, deben deducirse.

Código P enal y  de Enjuiciamientos en materia criminal. El señor Minis- 
R. F. N°. 92 tro de Justicia solicita el dictamen de la Academia, respecto de 
Pág. 19o los proyectos de reformas del Código Penal y  del de Enjuicia- 
’  '  mientos en materia criminal, presentados por el Sr. Dr. Reinaldo

Cubetas Borja y  que se acompañan a la comunicación del Mi- 
nísterío.

Código Civil. La Academia continúa la revisión del Código Civil y  estudia 
R. F. N°. 92 los artículos pendientes: 504, 505, Í003, Í0I7 y  1018, cuyo in- 
Pág. 207 císo 2.° queda suspenso.

Calumnia. El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja informa que la Academia de 
R. F. N°. 92 Abogados al preparar el proyecto de reformas al Código de 
Pág£ 209 Procedimiento Penal, juzgó que los juicios por calumnias e ínju-
192 * rías debían conservarse en la forma entonces vigente, sin admi­

tir el artículo del proyecto por el que se íes daba jurisdicción a 
los Jueces Letrados. Mas, al aprobarse la redacción del pro­
yecto se omitió hacer esta salvedad, lo cual, y  una vez que se 
ha promulgado la ley, es contrarío al espíritu de la Academia. 
Pide en tal virtud, que la Corporación se dirija al Gobierno, 
solicitando que se expida un decreto adicional al reformatorio, 
en estos términos: «Los juicios por calumnias e injurias se se­
guirán ante los Alcaldes Cantonales, y  el procedimiento será el 
determinado en los artículos 358 y  359 del Código de Procedi­
miento Penal. Se actuarán en papel de sexta clase».
Se acepta en todas sus partes, con el carácter de urgente, esta 

. proposición.
Código C ivil. Continúa la revisión del Código Civil, desde el artículo (018 
R. F. N°. 92 hasta el í JJ7 inclusive.
Pág. 209 
J927.
Código Civil. Se reabre la discusión sobre el artículo 1018 del Código Ci-
R. F. N°. 92 
Pág. 2J0 
J927.
Calumnia. 
R. F. N°. 92 
Pág. 214 
1927.

;  re.iu re  uioluoiui* - .................................... . ,  “  .
vil. Continúa la revisión de los siguientes artículos, hasta el 
ÍJ80 inclusive.

Se da lectura a una comunicación dirigida de Riobamba por el 
Dr. Federico Crespo G., en la que consulta si el tramite que debe 
observarse en los juicios por calumnia e injuria, es el.determina­
do en el articulo 358 del Código de Procedimiento Penal.
El Dr. N . Clemente Ponce comisiona al Dr. Miranda, q *  P”  
sente a la Academia la contestación que debe darse a la referida
consulta. #

Código Civil. Puesto al estudio el Código Civil, se J ^ 2Tx indo-
R. F. N°. 92 ción los artículos vigentes, desde el 118! hasta el mci
Piier 'JtA ,sxve.Pág. 214 
Í927.
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Calumnia. 
R. F. N». 92 
Pág. 2J5 
J927.

Respecto de la consulta formulada por el Sr. Dr. Federico Cres­
po G., la Academia aprueba el siguiente informe emitido por 
el Dr. Alfonso Miranda:
«Según el Art. 23 de las reformas al C ódigo de Eniuíciamientos 
en lo criminal, las infracciones que no pueden seguirse sino 
por acusación particular (entre ellas la calumnia y  la injuria 
comprendidas en el Art. 7°. del mentado C ódigo) son de com­
petencia del Juez de Letras, y  el procedimiento el determinado 
en los Arts. 16, Í7, 18, 19, 20 y  21 de las reformas; pero, como 
el 24 de las mismas ha dejado subsistente el Art. 358 del mis- 
mo Código de Enjuiciamientos, creo y o  que el trámite, en el 
juicio de catuana e injuna, es el mentado 355, especialisimo para 
estos juicios, puesto que, de otro m odo, se lo  habría derogado, 
cosa que se ha hecho sólo respecto del Art. 350 al 357». Fi­
naliza la consulta el Sr. Dr. Crespo con esta pregunta: «¿Se los 
debe tramitar—los juicios por calumnia e injuria— conform e al 
Art. 358 del Código de Enjuiciamientos o  según los mentados 
Jó al 2Í de las reformas?».
La solución a esta pregunta se halla en los términos claros de 
la misma Ley Reformatoria, que fija su extensión: ya  que si al­
teró la jurisdicción en los juicios de calumnia e injuria, atribu­
yéndola al Juez de Letras, no m odificó, en manera alguna, el 
procedimiento, por no haber sido derogado el Art. 358 del Có­
digo de Enjuiciamientos en materia Criminal, aplicable a estos 
juicios.
Las reformas al Código de Enjuiciamientos en materia criminal, 
expedidas por el Presidente Provisional el 30 de m ayo último, 
restablece la jurisdicción de los Alcaldes Cantonales, para el 
conocimiento de los juicios por calumnia e injuria, los que de­
ben sustanciarse de conformidad con la ley  antigua, que no ha 
sido modificada a este respecto por la L ey  Reformatoria del 
7 de abril y  en papel de sexta clase.
Las causas pendientes, esto es, las. que se hubiesen iniciado 
bajo el imperio de la Ley Reformatoria de abril, creo deben 
seguir sustanciando los Jueces de Letras, de conformidad con 
los principios generales de legislación, o  sea de la regla: fijada 
la competencia de un juez, no se altera por causa superveniente».

Código Civil. Se pone al estudio el Código Civil. Se aceptan los articu­
lé  F*216°*92 ^°S *crccra cdición, desde el J2Í2 hasta el Í259 inclusive, 
1927. excepción hecha del Í230 cuya aprobación se la declara suspensa.

Código Civil. Se pone al estudio el Código Civil. Se observa que la re- 
P á / 224' 92 facción del Í230 de la edición vigente, obedece a la refor- 
1927. ma dictada por el Presidente Interino en Í869.

Se aceptan los artículos vigentes, desde el Í260 hasta el í 286 
inclusive.

X DE Enjuiciahient° s Criminales. El Sr. Dr. Francisco Chi- 
Pág.*238* “ boga Bustamante, presenta su informe sobre los proyectos 
1927. enviados a la Academia por el Ministro de Justicia y  formula­

dos por el Dr. Reinaldo Cabezas Borja, con el objeto de que 
se reformen los Códigos Sustantivo y  Adjetivo Penal.
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C ontrato de 
R. F. No. 93 
Pág. 330 
3927.

L 7 7 e \ * L ? : ;  p„r; V l ! cnte. « > - • -
Borja, eleva a la Academia la siguiente comulta” “ “ “  
Primero! Si el contrato de partido es un contrato de sociedad 
agrícola sociedad en la que el socio partidario tiene en si el 
carácter de socio industrial, o  si es solamente un cuasicontrato 
de sociedad celebrado entre el dueño del predio y  el colono apar- 
cero, o í el socio partidario o colono aparcero (según la clase 
de contrato que sea) puede arrendar la cosa dada en partido 
a un tercero, sin el consentimiento del dueño de la cosa, y  si 
este nuevo contrato vinculado al primero, por su naturaleza 
propia, puede ser considerado como arriendo o como sustitución 
de socio, y , por último, si surte efecto legal.
Segundo: Si habiendo comprado terrenos embargados y  habién­
dose inscrito la escritura de compraventa mediante allanamiento 
y  autorización del juez, las tercerías coadyuvantes deducidas 
con  anterioridad a la inscripción pueden ser consideradas tam­
bién com o gravámenes que pesan sobre los terrenos vendidos, 
y  si los terceristas pueden ejercitar sus acciones contra el com­
prador para que éste les pague sus créditos, alegando que quien 
se allana con el embargo se obliga a todos sus resultados.
El informe del comisionado, Sr. Dr. Alberto Guerra, dice:
I .— «E n los contratos agrícolas que generalmente se acostumbra 
celebrar entre nosotros con el nombre de partido,  esto es, aqué­
llos en que una parte pone el terreno y  la otra el trabajo y  la 
semilla para dividirse entre los dos el producto de la siembra, 
no hay la intención de formar esa tercera persona o entidad 
jurídica distinta de los socios individualmente considerados, que 
es lo que caracteriza al contrato de sociedad? de lo cual dedu­
cimos no ser de esta naturaleza el contrato de partido, sino un 
arrendamiento de predios rústicos que se rige por las disposicio­
nes del parágrafo 6o., Título X X V I, Libro IV  del Código Civil. 
Por tanto, el arrendatario o colono aparcero no quede ceder 
el arriendo o subarrendar el inmueble sin el consentimiento del 
arrendador, conforme a lo prescrito por el Art. Í937 del citado 
Código.
N o  surtirían efecto la cesión o subarriendo al realizarse sin di­
cho consentimiento».
Puesta a votación esta primera parte del informe, fué aprobada 
por cinco votos afirmativos contra dos negativos.
XI.— «Una vez que se han vendido los terrenos embargados cun 
la autorización del juez o el consentimiento del acreedor y  se 
ha inscrito la respectiva escritura, la tercería coadyuvante ha 
caducado. A l tercerista le queda el derecho de proponer inde­
pendientemente su demanda contra el deudor para el pago de
su crédito. . . j  j  • i
Dicha tercería no es gravamen ni da derecho para deducir las 
acciones a que se refiere la consulta».
En cuanto a la resolución de la primera cuestión del informe, 
por ser una consecuencia de lo anterior, se la aprueba por una­
nimidad, anotándose que, los que dieron su voto negativo, por-
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qoe creyeron que se trataba de una especie de sociedad, dicea 
que el colono aparcero no puede dar en arrendamiento s¡n cl
consentimiento del otro contratante.

Comeo C i v il .  Se continúa con el estudio del C ódigo Civil, desde el articulo
R. F.N°. 93 ÍJI7 hasta el 1136 inclusive.
Pág. 339 AI estudiar el inciso 3.° del articulo í í 25 se resolvió que HcVc
W7. una nota que haga referencia a la que debe ir en el Capítulo de

«Los censos», que se hallan prohibidos.
Código Civil. Continúala revisión del Código Civil, desde el artículo JJ37 
r_F. N». 93 hasta el U  70 inclusive.
Pág. 340 
J927.
C odigo P enal. En demanda de la opinión de la Academ ia, el señor Minis 
R. F. N°. 94 tro de lo Interior, envía una copia del proyecto de reformas al 
Pág. 26 Código Penal, formulado y  presentado a la consideración del Go-
I928# biemo, por el Dr. Luis F. Jaramillo, Ministro Fiscal de la Corte

Superior de Loja.
C odigo de Enjuiciamiento C ivil. Introducción al Código de Enjuiciamiento 
R. F. N°. 95 Civil con la Jurisprudencia de la Corte Suprema.
Pág. 90 p or ei Sr. Dr. Manuel Eduardo Escudero.
1928.
C osa juzgada. Algunos principios sobre la cosa juzgada.— Efectos que surten 
R. F. N°. 95 las declaraciones hechas en un juicio sí atañen al mero interés 
Pág. 100 individual.—Diferencia entre la venta de una sucesión heredita-
,9Z3‘ ría y  la cesión del derecho de herencia.— Si debe inscribirse esta

cesión de acuerdo con el Código Civil y  el Reglam ento de Ins­
cripciones.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Cesión del derecho de herencia. Algunos principios sobre la cosa juzgada. 
R. F. N°. 95 —Efectos que surten las declaraciones hechas en un juicio si 

100 atañen al mero interés individual. —Diferencia entre la venta 
de una sucesión hereditaria y  la cesión del derecho de herencia. 
—Si debe inscribirse esta cesión de acuerdo con el Código Civil 
y  el Reglamento de Inscripciones.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Cuenta corriente. SUMARIO» Diversos conceptos de la «Cuenta corrien- 
P¡ F*3N°*97 tc”  en desenvolvimiento de esta institución jurídica. - Apertura 
j93(jt del crédito, o crédito abierto.— Cuentas corrientes simples o de
“ gestión.—La cuenta corriente recíproca o  comercial en el derecho

moderno y  en el comercial ecuatoriano; su naturaleza y  elemen­
tos esenciales; sus efectos,—Interpretación y  comentario de! Art. 
5Í7 del Código de Comercio sobre prescripción en materia de 
cuenta corriente comercial.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

R .T I Í .  SUMARIO:—Cuestión previa, N o  cabe en ¡oicio la
Pág. 15 * agencia oficiosa o firma a ruego de quien sabe escribir.— Dos 
J930. fueron los contratos celebrados por el Banco del A zu ay  con los
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Cuenta 
R.F. N°. 
Pág. 29 
1930.

señores Tamariz Crespo y  Crespo Vegal el de préstamo y  el de 
cuenta co m e n te .-E l Banco demandó el pago del saldl nro-
T f ^ e o c i ó n  T " ?  C° rricntc> ?  el ^mandado op'uso

6 ^  P jCSCHp“ 0?  de la accíón instaurada.—El Banco 
cambió la accrón después de contestada la dem anda-im proce­
dencia del cambio después de trabada la litis.-Dilemai si el 
contrato fué de cuenta corriente, estuvo prescrita la accíón, por 
haberla entablado después de los cinco años de fenecida aqué­
lla; y  si no lo fué, la accíón inadmisible, por habérsela fundado 
en un contrato de cuenta corriente que no ha existido legal- 
mente. —Esencia y  naturaleza del contrato de cuenta corriente 
mercantil, según los Tratadistas Víctor Branzt, Lyon Caen, 
Renault, Vívante y  el Derecho Comercial Ecuatoriano.—Elemen­
tos esenciales de aquél: crédito e intereses recíprocos, resumen 
de operaciones, crédito y  débito, plazo, balance, cierre definitivo, 
liquidación y  saldo resultante.—Efectos de la misma; novación, 
fusión y  compensación de los créditos especiales o parciales, ad­
misión en la cuenta de valores precedentemente debidos, pro­
piedad o dominio de los valores recibidos y  remitidos, no impu­
tación de éstos al pago parcial de los distintos créditos, no 
exigibilidad y  embargo de los mismos durante el curso de la 
cuenta, intereses recíprocos y  pago del saldo deudor.—Armonía 
y  conformidad del contrato de cuenta corriente celebrado por el 
Banco con los señores Tamariz Crespo y  Crespo Vega, con los 
principios doctrinales y  prescripciones legales.—Prescripción de 
la acción para el arreglo de la cuenta corriente.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Ma­
nuel María Borrero.

co r r ie n te . SU M AR IO : --Caso concreto: el primitivo préstamo mer-
97 cantil se novó en cuenta corriente simple.— La cuenta corriente 

simple no requiere necesariamente la reciprocidad de remesas, 
atento el Art. 500 del Código de Comercio. -L a  cláusula se­
gunda caracteriza el contrato de cuenta corriente celebrado entre 
el Banco y  los señores Tamariz y  Crespo Vega, ya que con­
templa el caso de que éstos podían estar en anticipo respecto de 
aquél.— La apertura de crédito o préstamo mercantil y  el cootra- 
to de cuenta corriente— Los pagos o consignaciones no debían 
aplicarse a la cancelación parcial del préstamo o apertura del 
crédito, sino fundirse y  compensarse en la cuenta corriente.—ln- 
tereses recíprocos sobre los pagos o consignaciones respectivos. 
— Diferencias esenciales entre cuenta corriente simple y  cuenta 
simple o de gestión .-L a  cuenta simple:o de gestión es la umea 
que no está sujeta a las prescripciones del Título XI del Códig 
de Comercio,— Cabe cuenta corriente entre un comerciante y  
ó  tro que no lo s e a .-E n  virtud del contrato, loa ^noresTam a- 
rfz y  Crespo V ega podían ser corredores del Banco, operandos 
entre los contrafases la compensación tota ^ r e  ln masa de
débito y  crédito, por lo cual el Banco se obligó a cub' “ ‘ ° s g  
ros d eYsus corresponsales, hasta c monto C o b r a r  
remesas.— Los contratantes no hubieran podido 
d a m en teyen  diversos piaros, sus varios anticipos, lampo
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los acreedores de cualquiera de las partes hubieran podido em­
bargar ni retener los valores llevados a la  cuenta corriente Po~ 
sus deudores, sino sólo el saldo resultante en favor de e llo s .-!  
La demanda contra el codeudor no interrumpió la prescripción 
por haber sido propuesta después de vencido el término o sean 
los cinco años, desde la cancelación de la cuenta corriente. 
Manifiesto adicional presentado ante la Corte Suprema, por el 
Sr. Dr. Manuel María Borrero.

C u e n t a  c o r r i e n t e . Manifiesto adicional presentado ante l a  Corte Suprema 
R. F. N°. 97 sobre las cuestiones anteriores, por el Sr. Dr. Agustín Cueva. * 
T9& 38 Sentencias.

Comeo Civil. Se pone en estudio la edición del C ódigo Civil y  se revisa 
R. F. N°. 97 desde el Art. 1171 hasta el í  í 83 inclusive.
Pág. 60
1930.
Comeo Civil. Continúa la revisión del Código Civil, desde el Art. 1184. Se 
R. F. N». 97 aprueba sin ninguna modificación hasta el 1194 inclusive.
Pág. 68
1930.
Comeo Civil. Continúa el estudio y  revisión del Código C ivil, para la nue- 
R* F» N°. 97 va edición, desde el Art. ÍÍ95  hasta el 1230.

Comeo Civil. Para la nueva edición del Código Civil, se estudian los ar- 
R. F. N°. 97 tículos, del 1231 al 1259 inclusive.
Pág. 93
1930.

Córneo Civil. Se consideran varias notas puestas a los primeros artículos 
R. F. N°. 97 del Código Civil y  con el objeto de tener listos los originales 
9̂30 ^  para CQV*° a k  !raPrenta, sc revisa el trabajo de Secretaría 

hasta la página 23.

Córneo Civil. Continúa el estudio para la nueva edición del Código Civil,
S ' desde el Art. 1260 hasta el 1366 inclusive.Pág. 95 
1930.

Córneo Civil. 
R. F. N°. 98 
Pág.151 
1931.

Continúa la selección de las notas del trabajo de Secretaria, 
que fué aprobado algún tiempo antes, desde la puesta al T itulo 
fV  del Libro I,
Sigue el estudio del Código Civil, para la nueva edición, desde 
el articulo 1367 hasta el 1386 inclusive.

£ 6“ G°  c ™ - .  Continúa la revisión del Código Civil, desde el articulo (387 
98 1,asla d  l i i s  inclusive.

p °n 1CS  CJ T \  C°ntinül d  estudio del Código Civil, desde el artículo (449 
Plgf‘ l54 hasta el 1500 inclusive.
m i.
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CODIGO C ivil. Continúa la revisión del 
R. F. N". 98 hasta el J557 cuyo estudio 
P i n - >98
1931.

Código Civil, desde el artículo 1501 
se suspende.

Código C ivil. Sigue la revisión del trabaio de Secretarla „ i

! { • > £ “' 98 ‘en e T u d I f  ̂ ’arlhulo 29 9 ™  ^  ^  <**■ S*

Código Civil, 
r . F. N°. 98 
Pág. 160 
1931.

Continúa el estudio del Código Civil, para la 
desde el artículo 1556 hasta el J568. nueva edición,

Código C ivil. 
R. F. N°. 98 
Pág. 161 
1931.

Antecedentes de la edición del inciso 2.“ del articulo 299 del 
Código Crvil.
Comunicaciones de los Srs. Drs. Víctor Manuel Peñaherrera, 
Esteban Amador Baquerizo y  A . B. Serrano.

Código C ivil. Sigue el estudio del Código Civil. Se reabre la discusión 
R. F. N°. 98 desde el artículo Í556 hasta el 1608, cuyo estudio se declara 
Pq#,‘ 165 suspenso.

Código C ivil. Continúa el estudio del Código Civil, para la nueva edición, 
R. F. N°. 98 desde el artículo 1608 que quedó suspenso en la sesión anterior 
T93I V se aPrueka hasta el 1615 inclusive.

Código C ivil. Se estudia de nuevo el artículo 1608 del Código Civil; y  se 
R. F. N°. 93 aprueban los siguientes hasta el 1695.
Pág. 168
1931.
Código C ivil. Continúa la revisión del Código Civil, desde el articulo 1696 
R. F. No. 98 hasta el 1726 inclusive.
Pág. 172
1931.
Código Civil. La Academia se ocupa de la revisión del Código Civil, desde 
R. F. N°. 98 el artículo 1727 hasta el 1747.

Código C ivil. Continúa el estudio del Código Civil, desde el artículo 1748 
R. F. No. 98 hasta el 1784.
Pág. 183 
1931.
Código C ivil. Se inicia el estudio de los artículos del primer Libro del Có- 
R. F. N”. 98 digo Civil que aún no han sido definitivamente aprobados, be 
F931 discuten los artículos! 426, 480 y  488.

Código C ivil. Se continúa con el estudio del Código Civil, desde el párrafo 
R. F. N°. 98 primero del T ítulo XXIII. Son aprobados los artículos, del 

189 J785 al J867; la discusión de este último artículo queda suspensa.

Código C ivil. Sigue el estudio del Código Civil, desde el articulo 1867
R. F. N°. 98 hasta el 1899.
Pig. >91 
>931.
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Carneo Civil. Conlínúa el estudio del Código Civil, desde el artículo 
-----------98 hasta el 1959-R. F. N°. 
Pág. 193 
1931w » .
C adigo C ivil* Continúa el estudio del Código C ivil, desde el artículo J960 
r . F. No. 98 hasta el 2028. Se acuerda, en esta sesión, suspender el estudio 

ÍQi del parágrafo 7.° del T ítulo X X V I .Pág. 194 
1931.
Código Civil. Se reabre el estudio del párrafo séptimo, que trata del arren- 
R. F. N°. 98 damiento de criados y  trabajadores asalariados, párrafo cuyo es- 
Pág. 195 tudio se hallaba suspenso desde la sesión anterior. Se lee el
1931. Código de Policía, desde el artículo 87 hasta el Í26, por ser la

sección que trata del trabajo.
Después de larga discusión, vuelve a declararse suspenso el 
estudio del párrafo citado y  se reanuda la revisión de las si­
guientes disposiciones, desde el artículo 2029 hasta el 2093.

Código Civil. Se continúa con el estudio del C ódigo Civil, iniciándose des- 
R. F. N°. 98 de el articulo 2091 hasta el 2148.
Pág. 200
1931.*
Código Civil. Se continúa con el estudio del Código Civil, desde el artículo 
R. F. No. 99 2148 hasta el 2170.
Pág. 215 
1931.
Código Civil. La Academia se ocupa del estudio del Código Civil, desde 
R. F. No. 99 el articulo 2171 hasta el 2217.
Pág. 218 
1931.
Codigo Civil. Se continúa con el estudio del Código Civil, desde el artículo 
R. F. No. 99 2218 hasta el 2272.
Pág. 219 
1931.
Codigo Civil. 
R. F. No. 99 
Pág. 221 
1931.

Continúa la revisión del Código Civil. Se aprueban los ar­
tículos, del 2273 hasta terminar el T ítu lo  X X X V I .

Codigo Civil. Por ser necesario y  urgente entregar originales a la imprenta, 
Pá *'222' ^  Para nueva edición del Código Civil, se revisan los artículos 

del Libro I que aún no han sido definitivamente aprobados. 
En estudio los articulost 426, 474, 480, 483, 488, 504, 545, 
546 y  550.

Codigo Civil.  ̂De acuerdo con lo resuelto anteriormente, se reabre la díscu- 
Pág. *230°* ^  sj^n ^  ar^ctt^° ^88, adoptándose el texto de la primera edi- 
I93J, “ ón, C0Q lo cual se termina íntegramente el estudio del primer

Libro.

S * " -  Se¡ vuelve a poner en consideración de la Academia, para su 
Pág.*232* estudio, el artículo 239í del Código Civil, el cual quedó por 
1931. aprobarse, y  se resuelve que se incorporen en la nueva edición,

como nota a este artículo, los artículos 538 y  724 del Código 
de Enjuiciamiento Civil. Se termina el estudio del T ítu lo XL.
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Codigo C ivil, 
r . F. N°. 99 
Pág. 234 
J931.

S¿ revisan los artículos que se hilfiL-,.. 
pondientes al Libro Segundo del CAA' 4usPcnso» COrres" 
692 y  783. g nd°  del Código Civil* 578, 675, 677,

Código Civil. Aprobado el artículo 788, 
R. F. N°. 99 gundo del Código Civil,
Pág. 236 
1931.

termina el estudio del Libro Se-

C ódigo C ivil. Continúa el estudio del Código Civil, desde eí yt  t
r . F. N °. 99 hasta el Art. 2458. '  aesde cl lltul°  X L 1»
Pág. 237 
J931.
Código C ivil. 
R.F. N°. 99 
Pág. 239 
J93I.

, , f ¡ í  «H tinóa con CI estudio del Código Civil, desde cl 
2459 hasta el 2506, ultimo del Código. artículo

Código C ivil. 
R. F. N°. 99 
pág. 240 
I93J-

Se inicia el estudio de las leyes del trabajo, para resolver so- 
bi-e la incorporación de éstas en la nueva edición del Código

C ódigo C ivil. Se continúa con la revisión del Código Civil, trabajo de la 
R. F. N». 99 Secretaria, desde el Libro IH¡ artículos 982, (003, (0 (8  v  se 
Pág. 244 aprueb.i hasta el Art. Í289.

C ódigo C ivil. Continúa la revisión del Código Civil. Vuelve a ocuparse la 
R. F. N°. 99 Academia del articulo 1018. Se .aprueba también el 1315.
Pág. 245 
J93I.
Coligo C ivil. Se continúa con la revisión del Código Civil. Se considera 
R. F. N°. 99 de nuevo el articulo 1018 y  continúa el estudio de los artículos 
Pág. 246 J J74, í  í 76 y  1226.

Código C ivil. Continúa la revisión del Código Civil. En estudio los articu- 
R. F. N°. 99 los 1252, 1253, 1260, 1261 y  1327.
Pág 247 
1931.
CODIGO 
R. F. N- 
Pág. 261 
1931.

Código 
R. F. N° 
Pág. 272 
1931.

de Enjuiciamiento C ivil. Reformas vigentes del Código de Enjuicia" 
°. 99 miento Civil, promulgadas* cl 30 de Octubre de 1925, «Registro 

O ficial» N .° 92; el 4 de diciembre de 1926, «Registro Oficial» 
N .° 201; el 4 de enero de 1928, «Registro Oficial» N.° 531; 
el 17 de enero de 1928, «Registro Oficial» N.° 542; el 5 de 
octubre de 1928, «Registro Oficial» N .° 761; el 10 de noviem­
bre de 1928, «Registro Oficial» N.° 25; el 2 de mayo de 1929, 
«Registro Oficial» N .° 14. , _
Continuación de las que se publicaron en cl N.° 82, pagina 32b 
de la «Revista Forense».

d e  E njuiciamiento en materia criminal. Reformas vigentes del 
'• 99 Código de Enjuiciamiento en materia crimmal, f»

( (  de noviembre de (926, «Registro Oficial N ." ¡8Ü el 9 de 
abril de (927, «Registro Oficial» N."'3 0 7 , el 30 de ” aV° de 
(927, «Registro Oficial N ." 347; el 17 de set.embrede (927,
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«Registro Oficial» N ." 440; el 12 de noviembre de J927,
1ro Oficial» N .° 485; y  el 5 de octubre de 1928, «R cg¡S|ro Á f  
cial» N .° 76Í.
Continuación de las que se publicaron en la «Revísta F oren„ 
N .° 82, página 326.

Comeo de Comercio. Se pone en discusión el proyecto de reformas 
R. F. N°. 100 artículos 305 y  314 del Código de Comercio, formulad 
Pág. 390 algunos Diputados.
J93J.

a los 
o  por

Código Civil. 
R. F. N°. JOÍ 
Pág. 90 
J93J.

Se continúa en la preparación de los originales de la nueva 
edición del Código Civil. En discusión los artículos: 1367, J37Q 
y  1376.

Código Civil. Prepáranse los originales para la nueva edición del Código 
R. F. N°. I0í Civil. Se discuten los artículos: 1437, 1439, 1445, 1448, 1454 
Pág. 90 J462, 1467, 1469, 1476, 1477, Í4S4, 1516, 1557, 1568 y  J57í'

Código Civil. Se continúa en la preparación de los origínales de la nueva 
R. F. N°. ÍOI edición del Código Civil.
Pág. 93 En estudiólos artículos; 1580, 1590, 1608, 1666 y  1685,
J93J.
Código Civil. Se continúa en la preparación de los originales de la nueva 
R. F. N°. J0J edición del Código Civil.
Pág. 94 En estU£íío los artículos: 1692, 1744, 1783, 1791, 1837, 1899,
” 31’ J954 y  J963.

Código Civil. Se continúa en la preparación de los originales de la nueva 
R. F. N°. J0J edición del Código Civil.
Pág, 96 En estudio el párrafo 7.°, que trata del arrendamiento de criados 

y  trabajadores asalariados.

Censos. En estudio el Título de los censos. Se resuelve, de conformidad 
R. F. N°. J0J con lo acordado anteriormente, poner com o nota a este Título, 
T931 97 *a de *901, que abolió la institución de los Censos.

Código Civil. Continúa el estudio de los origínales para la nueva edición 
R. F. N°. í01 del Código Civil.
193*1. 97 En estudio los artículos: 2085, 2093, 2110 y  2117.

Código Civil. Continúase en la preparación de los originales de la cuarta 
p* ^  edición del Código Civil.
S fe  95 En cstudio los artículos: 2122, 2170, 2136, 2217, 2229, 2230, 

2245, 2284, 2346, 2349, 2372, 2391, 2405, 2414, 2440, 2450, 
2451, 2457, 2458, 2490, 2492. Con lo que se termina el estudio 
y  la preparación de los originales de la edición citada del Có­
digo Civil.

R^Ím S» *"IVIL‘ ^  Pctíción del Sr. Dr. Manuel R , Balarezo, la Academia re- 
Pág.'í23* ^  suelve revisar, desde la siguiente sesión, todas las disposiciones
1932. legales que se incorporarán en la nueva edición del Código

Civil.
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ss.125 s ° r Ias Ieyes por ^
£ t e ” se aeccsitan “ ~ £nts ta p - t
n niCr ^ ' °  CU r‘ í “ 10 5-° Ia Le?  dc Herencias. 
bfarH cúíos K 2 , B . s “  *“  “ “  a

Código Civil. En estudio la Sección XXIV del Crtriícrn .................
m / ' i m '  102 J ^ j 1 qu e  d e b j - Pí nerÍ CTCr raj°  n 0 ta  a I T i t a I °  X I V  del lX o I VJ932. U de ía nueva edición del Código Civil.

£ ó? re°  <rJ T "  C ° nt‘ n“ a !a r jTisidn de Ias ^  q«e deben incorporarse co- R. F. N°. 102 m o notas a las disposiciones del Código Civil
f i f ¿  Se estudian! el A lt. 1385 del Código Civil; el Art. 82 de la

L ey de R etoo  Militar; el Art. 29 de la Ley del Impuesto a la 
Renta? el Decreto reformatorio de 24 de febrero de Í928? y  los 
Arts. 385 y  886 del Código de Enjuiciamiento Civil, en relación 
con el Í744 del Código Civil.

C ódigo C ivil. Se revisa la L ey de I90Í, reformatoria del Título XX VH  del 
R. F. N°. 102 Libro IV  del Código Civil, que debe incorporarse como nota 
J9á352. 33 aI Teicriáo T ítu lo, en la nueva edición? y  se resuelve, además,

que, en la nota, se liaga referencia a que este decreto redime 
la propiedad del gravamen del los censos.

C ódigo C ivil. O ficios dirigidos por la Corte Suprema a la Academia de 
R. F. N°. 102 Abogados, relativos a la cuarta edición del Código Civil.
Pág. 174
1932.

Curia. El Sr. Dr. Manuel R . Balarezo hace la siguiente exposición? «En 
R. F. N°. 103 la práctica se presenta la dificultad de saber cómo deben cele- 
um  ^  brarse los contratos con la curia? algunas personas dicen que se 

trata de una persona de derecho público y  ótras, que de dere­
cho privado? de acuctdo con las disposiciones vigentes, qué 
clase de institución es?; qué capacidad tiene? y  sí se puede o nó 
contratar con ella».
El Dr. Jorge Villagómez Yépez pregunta? «¿se puede contra­
tar con las comunidades religiosas y  en qué forma se deberá 
hacerlo?»
Comienza la discusión.

Cartas.
R. F. No 
Pág. 265
1932.

Inteligencia propia de la voz obligación empleada en un contrato.
104 SU M A R IO : El instrumento público hace fe contra las partes 

de la verdad de las declaraciones que en él hacen. Su fuerza 
probatoria no subsiste sino hasta la prueba en contrarío. Lo 
mismo se aplica aún a la confesión, que no hace fe st recae 
sobre hechos falsos.— Las cartas misivas dirigidas a terceros o 
por terceros no pueden emplearse como prueba, por respeto 
a la inviolabilidad de la correspondencia, de carácter 
Esto no es aplicable a la correspondencia comercial. Si un ins­
trumento no es redargüido de falso dentro del término legal,
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C a r t a s . 
R. F. N°. 
Pág. 278 
1932.

queda establecida so  autenticidad aún cuando se objete su Ic.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr 
Alejandro Ponce Borja.

SUMARIO! Para que pueda decirse que la obligación de pagar 
104 una deuda, en general, y  la que procede de la aceptación dc 

una letra de cambio, en especial, constituye cargo legítimo con­
tra la persona que aparece com o obligada, o  que debe figurar 
realmente en el pasivo de su patrimonio, es necesario que Ia 
deuda de que se trata exista en verdad, por reunir, al efecto, Us 
respectivas condiciones legales.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo,
Resoluciones.

Conjueces. El Sr. Dr. Camilo M iño solícita cíe la Academ ia su parecer, 
R. F. N°. J04 acerca de esta cuestión»
Pág. 311 «Según el Art. 41 d é la  L ey Orgánica del Poder Judicial, s ien
l932* Ja Capital de la Provincia en que reside la Corte Superior, no

hubiere abogados expeditos para servir de Conjueces, la causa 
se remitirá a la Corte más inmediata. Se presenta el caso de 
que uno de los Ministros Jueces de esta Corte está impedido y  
aceptada su excusa, así com o las de todos los Conjueces per­
manentes; y  no hay en esta ciudad, un so lo  abogado que no
esté impedido para ser Juez en esa causa, salvo uno que no tie­
ne suficiente número de años de ejercicio profesional, para que
pueda ser nombrado Conjuez con arreglo al inciso 3o. del Art.
52 de la Ley citada.
Se consulta, pues» í°. ¿Se puede nombrar un abogado de otra 
provincia para que venga a fallar la causa con los dos Minis­
tros Jueces que están expeditos, o debe remitírsela, en todo 
caso, a la Corte más inmediata? ¿Qué aplicación tendría en 
el primer caso el Art. Í96 de la ley  citada, con  un abogado de 
otra provincia?
Se acuerda contestar al Dr. M iño, manifestándole que, por tra­
tarse de un caso comprendido en el Art. 8o. del Reglamento de 
la Academia (que se lo transcribirá), ésta se abstiene de conocer 
de la consulta que se le ha dirigido.

C o n f e s ió n . En estudio los fallos aparentemente contradictorios dictados por 
Pá F’ « ° *  105 ^ ^ortc Suprema; la Academia se ocupa deí relacionado con el 
19̂ 2. 9 valor probatorio de la confesión del cedente, en el juicio seguido

por el cesionario contra el deudor.
C o n f e s ió n . 
R. F. No. 105 
Pág. 50
J932.

Continúa el estudio de la proposición anterior.

C it a c ió n . La Academia continúa en  el estudio de los fallos aparentemente 
Págf s^ 0* ^  contradictorios dictados por la Corte Suprema, y  se ocupa del 
J932. referente a la validez de la citación con la demanda, cuando

la boleta de citación se le entrega al defensor del demandado.
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C O N F ESIO N .
R. F. N°. 105 
Pág. 55 
1932.

Se reanuda el estudio d élos lallos aparentemente contradicto­
rios dictados por la Corte Suprema, y  la Academia se ocupa
del relativo al valor legal de la declaración del cedente en la  
juicio entre cesionario y  deudor.

C O N F E S IO N . La Academia sigue ocupándose del problema jurídico que 
R. F. N°. 105 antecede. • M
Pág. 56 
1932.
CONFESION. Acerca del punto anterior y  cerrado el debate, se aprueba la 
R .  F. N°. 105 siguiente proposición: «Una vez llenados, de manera legal y  
2 8  65 auténtica, todos los requisitos a que se halla sujeto el traspaso

de un crédito para que surta efecto contra el deudor y  contra 
terceros, el cedente no es parte en el juicio que se suscite en­
tre cesionario y  deudor; y  se acuerda dirigirse a la Corte Su­
prema, pidiéndole la resolución de este punto e indicándole la 
opinión de la Academia.

C u r i a . Se conoce de un oficio del Ministerio de Justicia, en el que solicita 
R. F. N°. 108 el parecer de la Academia, acerca de la capacidad déla Curia 

298 y  jas Comunidades Religiosas para ejercer derechos, con- 
'  ’  traer obligaciones civiles y  ser representadas judicial y  ex-

trajudicialmente.

C u r i a . Se aplaza la discusión de la consulta del señor Ministro de Justí- 
R. F. N°. 108 cia, sobre la capacidad jurídica de la Curia y  de las Comuni- 
***& 302 dades Religiosas.

C u r i a . Se reanuda la discusión de la consulta del señor Ministro de Jus- 
R. F. N°. 108 ticia sobre la capacidad jurídica de la Curia y  de las Comuni- 
1*932 304 ^ac*cs Religiosas.

C u r i a . Continúa la discusión de la consulta del señor Ministro de Justicia: 
R. F. No. 108 
Pág. 309 
1932.
C u r i a . Continúa el estudio de la consulta del señor Ministro de Justicia. 
R. F. No. 108 
Pág. 316 
1932.
C u r i a . Con respecto A la consulta del señor Mloistro de Gobierno y  Justicia, 
R. F. No. IOS la Academia opina que la Curia y  las Comunidades Religiosas

^  no son pcrsonas íur^ ‘ cas*

C o n s t i t u c i ó n . Supremacía d e  la Constitución.-Leyes inconstitucionales.- 
R. F. No. 110 Se examina sí el juez puede dejar de aplicar una ley cuando la 
Pág. 93 cree inconstitucional.
*933' Vista Fiscal, por el Dr. Pablo Herrera.

Exposición del Dr. Carlos Casares.^
Exposición del Dr. Luis Felipe Borja.
Exposición del Dr. A . Cárdenas,
Sentencia.
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Caducidad. 
R. F. N°. JJO 
Pág. 131 
1933.

Caducidad. 
R. F. N°. 110 
Pág. 132 
1933.

Caducidad. 
R. F. N°. 110 
Pág. 138 
1933.

La Academia continúa ocupándose del estudio de l0s f  
aparentemente contradictorios dictados por la Corte Su *a 0̂s 
se discute el siguiente: «S í la caducidad establecida p o r 'T a* y 
1016 del Código de Enjuiciamiento Civil es aplicable al ^  A‘rt* 
tro provisional como al definitivo». secues-

Continúa el estudio de los fallos aparentemente 
dictados por la Corte Suprema, y  la Academ ia 
relativo a la caducidad del secuestro.

contradictorios
se ocupa del

La Academia opina que la caducidad establecida p0r el A 
1016 del Código de Enjuiciamiento Civil es aplicable soh  
te al secuestro definitivo. ‘ mea~
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O l í

Cheque. Legislación sobre el cheque.
R. F. N°. 72 Por el Sr. Dr. Manuel R , Balarezo.
Pág. 8J 
J922.

Cheques. Para que se ponga al despacho del señor Presidente de la Repú­
blica, el Dr. Pablo Mariano Borja, envía al Secretario Privado 
las observaciones formuladas al proyecto de reformas de algu­
nos artículos de la Ley de Cheques, suscrito por los Gerentes 
de las Instituciones de Crédito de la Capital.

R. F. N°. 95 
Pdg. 73 
1928.
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D

D erechos privados. L os derechos privados ante los cambios de Soberanía 
g ! F* 2 Estudio <*5? Sr‘ Dr* Alberto Gutiérrez, Enviado Extraordinario y 
j9jg3 Ministro Plenipotenciario de Bolivia en el Ecuador.

D erechos privados. Los derechos privados ante los cambios de Soberanía. 
g .F .N ; .3  Estudio del Sr. Dr. Alberto Gutierres, Enviado Extraordinario 
J9JS3 .109 7  Ministro Plenipotenciario de Bolivia en el Ecuador.

D erechos privados. Los derechos privados ante los cambios de Soberanía. 
R. F. N°. 4 Estudio del Sr. Dr. Alberto Gutiérrez, Enviado Extraordinario 
1*913 145 7  Ministro Plenipotenciario de Bolivia en el Ecuador.

D erechos privados. Los derechos privados ante los cambios de Soberanía. 
R. F. N°. 5 Estudio del Sr. Dr. Alberto Gutiérrez, Enviado extraordinario 

177 y  Ministro Plenipotenciario de Bolivia en el Ecuador.

D ecreto. Decreto Legislativo de 30 de setiembre de Í9Í2, que comisiona a 
R. F. N®. 7 la Academia de Abogados de Quito la revisión y la nueva edí- 
n fe  245 cíón ôs Códigos de la República.

D erecho. Derecho.—A cción .- Demanda.
R. F. Nos. 8 Cuestiones jurídicas, por el Dr. N . Clemente Ponce.
V 9 
Pdg. 4 
1913.
D elitos. Diversas categorías en los delitos.—Reformas del Procedimiento 
R. F. Nos. 12 Criminal. f
y *3 Estudio presentado a la consideración de la Academia, por el
JJ/J / Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

D emencia. ¿Cuando al sindicado ha sobrevenido el estado de demencia des- 
R. F. Nos. 12 pués del auto motivado, puede o no continuar el luido cnmmalf 
"  ”  En la imposibilidad de recibirse la confesión del reo, en el si­

lencio de la ley, considerados los principios de justicia penal, 
tomados en cuenta el sistema y  las leyes de procedimiento, se 
impone la suspensión del juicio, desde que no se presenta me

y 13 
Pág. 19 

•1914.
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dio racional alguno, para salvar el vicio de que adolecería el 
proceso, sí, prescindíéndose de la confesión, se decreíara el tra.il- 
do prescrito en el Art. 144,
Jurisprudencia de nuestros tribunales.
Voto salvado del señor Ministro, Dr. Manuel E . Escudero.

DaSos y  perjuicios. Responsabilidad de los Concejos Municipales por ¡os 
S  14 daños y  perjuicios que pueden ocasionar, en el ejercicio de Ios 
-  ■>: actos de administración que Ies corresponde com o órganos del

T"V 1_. D.'.tit ¡en
y 15 
Pág. 84 
1914.

Poder Público, 
jurisprudencia de nuestros tribunales.

D o m ic il io . Si en materia criminal son aplicables las disposiciones del Código 
R. F. Nos. J4 de Enjuiciamientos Civiles sobre la obligación de las partes de 
y 15 señalar domicilio para las citaciones y  el efecto que puede pro­

ducir la falta de ese señalamiento.
Consulta propuesta por el Sr. Dr. Luis Felipe Borja,

Pág. 95 
1914.

D esistimiento. «El acusado en juicio criminal apela del auto motivado y  se 
R. F. Nos. 14 le concede el recurso; mas, temiendo que la Corte reforme dicho 
y 15 auto en sentido de calificar la infracción com o de mayor gra-
m84 "  vedad, por pedirlo así el Ministro Fiscal, fundándose en consi

deraciones poderosas, desiste del recurso. ¿Será obstáculo al 
desistimiento el número 2o. del Art. 444 del C ódigo de Enjui­
ciamientos Civiles?».
Consulta enunciada por el Sr. Dr. V íctor M anuel Peñahcrrern, 
a nombre de un respetable abogado riobambeño.

Demanda. «¿Se puede demandar ejecutivamente una obligación derivada de 
R. F. Nos. 16, un contrato bilateral, sin que conste, de título ejecutivo,  que el 
¿ a 7 demandante cumplió ya las obligaciones que por el contrato se

impuso?».
Cuestiones jurídicas.— Derecho Práctico.
Estudio del Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

Despojo. Despojo ejecutado por el Gobierno.— Juez competente para este 
16, juicio.—Intervención del Ministro Fiscal.— Posesión de una isla. 

7 —Habilitación de salinas.
1914. Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por el

Sr. Dr, Luis Felipe Borja (hijo).

D ominio. El Sr. Dr. Luis Felipe Borja, remite a la Academ ia el proyecto 
22 y *23*°*’ 2I> rc ât*,v0 a *os inicios sobre posesión, goce y  dominio de aguas, 
Pág. 280 ra‘smo 1ue se publica en la letra A  de este trabajo.
1914.

Desistimiento. «Sí será obstáculo para el desistimiento lo dispuesto en el 
Pág. *83 °* 7 ^  del Código de Enjuiciamientos Civiles,
1915. cuando el acusado en juicio criminal apela del auto motivado

y  se le concede la apelación; mas, temiendo que la Corte refor­
me dicho auto en sentido de calificar la infracción de mayor 
gravedad, por pedirlo así el Ministro Fiscal, fundándose en 
consideraciones poderosas, desiste del recurso».
Continúa la discusión.
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D e s ,s™ »™ ™ . La Academia se ocupa y  sigue en el estudio d é la  proposi- R. F. N°. 27 cion anterior. ^ruposi
Pág. 84 
J9I5.

D esistimiento. La Academia sigue ocupándose del estudio del punto ¡uridico 
R. F. N°. 27 anteriormente enunciado. * co
Pág. 85 
I9J5.

D esistimiento. Termina el estudio del punto jurídico que antecede y  toma-
P Í J 'a T '  t  A -  V.°ta c ia n - e ? tuTÍCron ‘ odos los concurrentes por la negativa
S S  fundándose en estas capitales consideraciones: K - Q o e  no ha­

biendo según la ley consulta del auto motivado, el proceso sube 
ai superior únicamente en virtud de la apelación, de la cual tan 
sólo emana la jurisdicción de la Corte! 2a. -Q u e  el hecho de 
no haber consulta quiere decir que la vindicta pública está ya
com o satisfecha con la expedición deí auto motivado; y  3a.__
Que, por lo mismo, el desistimiento de la apelación interpuesta 
respecto del auto motivado no está comprendido en el caso de 
la excepción puntualizada en el N °. 2o. del Art. 444 del Código 
de Enjuiciamientos Civiles, pues, el Ministerio Público, que es 
la otra parte interesada, no se perjudica en nada con dicho de­
sistimiento, porque el auto motivado, no causa gravamen irre­
parable ni se trata de una sentencia definitiva.

D emandados. «Siendo dos o  más los demandados, y  no habiendo contra- 
R. F.^Nos. 33, posición en sus excepciones, aún cuando éstas no sean del todo 

iguales o  las mismas, estarán obligados a nombrar un solo pro­
curador que Ies represente en el juicio, en cumplimiento de lo 
que se prescribe en el Art. 64 del Código de Enjuiciamientos en 
materia Civil?».
Sostiene la afirmativa el Sr. Dr. N . Clemente Ponce, en su es­
tudio publicado en la «Revista Forense» N os. 33, 34 y  35, 
página 203.

D emanda. L o que debe contener la demanda.—'Cuando se demandan espe- 
R. F. Nos. 36 cíes indeterminadas de cierto género, debe necesariamente expre­

sarse la cantidad.—N o siempre se confunden la cantidad que 
se demanda y  la cuantía del juicio.—Necesidad de determinar, 
de modo preciso, el origen de la obligación demandada.—Cuan­
do la demanda no tiene los requisitos legales, el juez debe 
rechazarla en la sentencia, no obstante no haberse opuesto la 
excepción dilatoria respectiva.— Novación.—Diversas especies 
de novación.— Para que haya novación no siempre se necesita 
que lo declaren las partes.— Verdadero sentido del Art. Í624 
del Código Civil: su relación con el Derecho Romano y  otras 
legislaciones.— Cuando el acreedor gira una letra de cambio por 
el valor de la deuda, la aceptación de la letra por el librado, 
produce novación.—Efectos de la aceptación de la letra de cam­
bio: el librado que la acepta no se obliga para con el librador, 
ni para con el actual tenedor de la letra, sino para con quien 
la tenga al tiempo de su vencimiento.—Obligación de mdem 
afear los perjuicios provenientes de haber obtenido un secuestro,

34 y 35 
Pág. 203 
1915.

y  37 
Pág 13 
J9I6.
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S¡ después se declara la no existencia del créd ito .-E sta  obll. 
eac}<5n existía por el Codígo Civil, aun antes de que en el de 
Enjuiciamientos Civiles se pusiese la disposición del Art. 964
_¿Cabe que alguna vez el ejercicio de alguna acción o defensa
judicial, cause obligación de indemnizar perjuicios, aparte de Ia 
de pagar las costas procesales?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

D elito. Se inicia la discusión de este punto: «Q u e com probado legalmente 
R. F. Nos. 42 el cuerpo del delito, tribunales colegiados juzguen con libre cri- 
y 43 terio judicial, los crímenes y  delitos, con las excepciones que sea
p*g. W  necesario establecer en atención a la naturaleza de algunas ín-
,916' fracciones especiales».
Deuto. Cerrado el debate de la proposición anterior, procedió a votarse la 
R. F. Nos. 42 primera parte y  resultó aprobada, aceptándose, por tanto, la fc- 
y 43 mitación relativa a que la comprobación del cuerpo del delito se
m  200 verifique siempre con el criterio legal.

Deuto. Luego continúa el estudio de la segunda parte de la proposición 
R. F. Nos. 42 relativa a este punto: «que comprobado legalmente el cuerpo 
y 43 del delito, tribunales colegiados, juzguen, con líbre criterio judicial,

203 los crímenes y  delitos, con las excepciones que sea necesario esta- 
9 * blecer en atención a la naturaleza de algunas infracciones especia­

les». Después de discurrir los concurrentes sobre este punto, ha­
llándose todos conformes, por otra parte, respecto a la adopción 
del libre criterio judicial para el juzgamiento de los crímenes y  
delitos, se convino en que, sin renunciar del todo a la idea del 
establecimiento de los tribunales, y  con el propósito de investi­
gar después los modos cómo puedan reemplazarse las ventajas 
que aquéllos tienen, se suprima, por de pronto, en la proposición 
en debate, la exigencia relativa a los tribunales colegiados, di­
ciendo así simplemente: que se juzgue de los crímenes y  delitos 
con libre criterio judicial, con las excepciones que, en orden al 
cuerpo del delito, convenga establecer respecto de algunas in­
fracciones».

D elito. «Sí conviene conservar la institución del jurado, con la consiguiente 
R. F. Nos. 42 separación entre el hecho y  el derecho, o  adoptar, dentro del 
Pág! 205 sistema del libre criterio judicial, el establecimiento de tribunales 
J9J6. permanentes que juzguen, al mismo tiempo, del hecho y  del

derecho».
Cuestión planteada por el Sr. Dr. Víctor M anuel Peñaherrera. 

Delito. De acuerdo con las opiniones emitidas en el curso de la discusión, 
R*43* ^ °5* 42 ^°S ^rS‘ ^ rs* ^ ÍC*or ^ anuel Peñaherrera y  N . Clemente Ponce, 
Pág. 224 votaron porque se conserve, por lo  pronto, el jurado y  se lo 
J9J6. reforme convenientemente, a fin de hacer un nuevo ensayo de

la institución y  ver qué resultados se obtienen en la práctica. 
Los Srs. Drs. Manuel E. Escudero, T e lm o R . Víteri, Virgilio 
Ontaneda y  Manuel María Borrero, de acuerdo también con las 
razones que se expresaron durante la discusión, votaron por la 
abolición del jurado.
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y  45 
Pág. 269 
I9J6

RfíÍN os. í St* ñ °  s!°bre d  “ etP°  i ú  deIíl° ’  p0r eI Sr- Dr- AIej.-mdro Car-
y 45*
Pág. 229 
I9J6.

D e r e c h o *! I n t e r n a c i o n a l  P r i v a d o . SUM ARIO: ¿Cuándo puede d  juez 
R F. Nos. 44 aplicar os principios del Derecho Internacional Privado? ¿Hay 
v en la legislación ecuatoriana leyes especíales respecto de los

testamentos otorgados en nación extranjera?— Según la legisla­
ción ecuatoriana el testamento es siempre un acto que ha de 
hacerse con algunas solemnidades: no se reconoce en ella el 
testamento por acto privado del testador.—Para que valga en 
el Ecuador el testamento otorgado en nación extranjera, es ne- 

j 3*«0 Sea s0 êmne*' íA  qué ley deben sujetarse las solem­
nidades de un testamento otorgado en nación extranjera, para 
que valga en el Ecuador?—Regla general: excepción.—El tes­
tamento ológrafo no tiene valor alguno en el Ecuador.—Aplica­
ción de estos principios al testamento otorgado en París, por 
el Dr. Clímaco Gómez Valdez, colombiano, ante el Enviado 
Extraordinario y  Ministro Plenipotenciario de Colombia en 
Francia.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N. 
Clemente Ponce.

D elito . Tom ando en cuenta los nuevos votos emitidos, se procede a veri- 
R. F. Nos. 44 ficar el cómputo general sobre la conservación o abolición del 

jurado.
Estuvieron por la conservación, los Srs. Drs.i Víctor Manuel 
Peñaherrera, N . Clemente Ponce, Manuel B. Cueva, Manuel R . 
Balarezo, J. Aurelio Víllagómez, Agustín Cueva, Daniel R o­
mán, Luis F. Borja, Manuel Cabeza de Vaca, Francisco Pcrez 
Borja, Maximiliano Valencia, Carlos T . Gómez y  F. Alberto 
Darquca; por la abolición, los Srs. Drs.: Manuel E. Escudero, 
José María Bustamante, Tclm o R. Viteri, Manuel M. Borrero, 
Alejandro Mosquera N ., J. Virgilio Ontaneda y  Alberto Gue­
rra P.

D elito. Asunto relativo a la forma del juzgamiento de los delitos con el 
R. F. Nos. 44 Ühre criterio judicial; manera cómo ha de constituirse el Tribu­

nal; proposición: «que el juzgamiento de los delitos se haga, 
con libre criterio judicial, por un tribunal compuesto del Juez 
de Letras y  de dos abogados sorteados para cada causa, de una 
lista que formará anualmente la Corte Superior del respectivo 
distrito judicial».

D iferencia entr e  renovación  y  continuación del contrato de arrenda 
R. F. N°. 49 miento. La reclamación general de pensiones conductivas com- 

45 prende las devengadas después de expirado el plazo.—Diferencia
19 7* • entre continuación y  renovación del contrato de arrendamiento.

— El arrendatario no requerido no está en mora de devolver 
la cosa; sigue de arrendatario, y  debe pagar las pensiones hasta 
que devuelva la cosa.-R equerído, w  convierte en injusto deten-

y  45 
Pág. 296 
I9J6.

y  45 
Pág. 297 
I9J6.
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t.idor; y  debe, desde entonces, no pensiones, sino indemnización 
del lucro cesante y  daño emergente.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Víc­
tor Manuel Peñaherrera.
Sentencia.

D e f e n s o r  d e  m e n o r e s . «Si la intervención del defensor de menores de que 
R. F. N°. 50 había el Art. 63 de la última Ley Reformatoria del Código de 
Pág. 133 Enjuiciamientos Civiles, expedida por el Congreso de 1916, ha
*917- dc entcndcrse que es necesaria sólo en los juicios de jurisdic­

ción voluntaria, o también en los contenciosos, tomando en 
cuenta que la reforma, después de decir que el defensor inter­
vendrá en todo asunto que interese a menores u otras personas 
sujetas a tutela o curaduría, emplea al final del artículo sólo 
la palabra arfo».
Se resolvió, por unanimidad, que, dados los términos amplios 
y  generales que emplea la reforma, el defensor de menores tie­
ne que intervenir como parte y  con todos los derechos de tal 
no sólo en los asuntos o  actos de jurisdicción voluntaria, sino 
en todos los juicios contenciosos en que tengan interés menores 
u otras personas sujetas a tutela o curaduría.
Se aclaró también, que, tratándose de menores, la intervención 
del defensor sólo es necesaria cuando éstos se hallen sujetos a 
tutela o  curaduría, mas nó cuando se encuentren bajo la patria 
potestad; y  que, respecto de las curadurías, la sobredicha inter­
vención ha de extenderse a los casos de curadurías ad-litem. 

D e f e n s o r  d e  m e n o r e s . El Fisco, las Municipalidades, las Iglesias y  demás 
R. F. N°. 51 personas de que trata el inciso 2.° del Art. 1676 del Código 
" S ,47 cívíi, no necesitan autorización judicial ni intervención del de-

'' fensor de menores en ninguno de sus actos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.

D e r e c h o  I n t e r n a c i o n a l . Responsabilidad Civil del Estado.— La legislación 
R. F. N°. 51 civil. — El Derecho Internacional. —  Las leyes especiales del 

Ecuador.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.
Una reforma que no ha producido efectos prácticos.— El artículo 
1078 del Código de Enjuiciamientos Civiles, incorporado a nues­
tra legislación el año 1916.
Por I. B. M.

P.ig. J52 
1917.

D e s a h u c io . 
R. F. N°. 51 
Pág. 191 
1917.

D i l i g e n c ia s  
R. F. No. 52 
Pdg. 214 
1917.

D i v o r c io .

j u d i c i a l e s . La prescripción en materia criminal: Interpretación 
de las leyes.—La prescripción según el Derecho Francés y  se­
gún el Derecho Ecuatoriano.— Comparaciones entre las dos le­
gislaciones.— Interrupción de la acción criminal.— Los sistemas 
que han regido en el Ecuador. - - Cuáles son diligencias judiciales. 
Manifiesto formulado por el Sr. Dr. Luis Felipe Borja. 

«Propuesto un juicio de divorcio, por mutuo consentimiento,
Pdg*7*315** ^  an*C U«n ^ ca^ e Municipal, que no es el del domicilio de nin- 
1917. guno de los cónyuges, es nulo el atenta la disposición
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d-ei  ^  I28' i ?  í"ey dc Malrin'°n io Civil, o cabe la prorroga- 
gennerales?a, ' Ur'Sd‘CC'Ón P° f r“ t a  iA  t c M ' * * * *  ^ " £

Los “ tos ” °  caus-'>" ejecutoria sino cuando deciden lo contro- 
r  F N". 54 vertido.—Los jueces no pueden ampliar los términos perentorios 
fo S  1 7  S1 ’ ?  > « “ > Ia empliación no surte ningún efech í-P J ,,™

.ro o .- i .o s  jueces no pueden ampliar los términos perentorios, 
y  si lo hacen, la ampliación no surte ningún efecto.—Natura- 
leaa del depósito .-C óm o se prueba la entrega de la cosa 
depositada.-E l depósito por medio de mandatarios.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

D i v o r c i o . 
R. F. N°. 54 
Fág. 47
J9J8.

Continua la discusión del siguiente punto jurídico! «{Propuesto 
“ n )“ ICI°  divorcio, por mutuo consentimiento, ante un Alcal­
de Munícipa , que no es el del domicilio de ninguno de los cón­
yuges, es nulo el juicio, atenta la disposición del artículo 28 de 
la Ley de Matrimonio Civil, o cabe la prorrogación de la juris­
dicción por razón del territorio, según las reglas generales?

D e m e n t e . Los instrumentos públicos y  los instrumentos privados.—Estos 
R. F. . N». 55 deben ser individualizados en el reconocimiento para que sean 
Pág. 69 títulos ejecutivos.— Rehabilitación del demente,—Desde cuándo 

surte efecto la sentencia que la declara.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

D e u t o . Reformas del Procedimiento Penal» competencia territorial.—De la  
R. F. N®. 56 prueba,— Cuerpo del delito.—El sumario.—Formación de causa.

J03 — Del sobreseimiento.— Confesión.—El Jurado.—Juicios econó­
micos.— Recursos.—Disposiciones comunes.—Organización judi­
cial.— Recomendación final.
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Víctor Manuel 
Peñaherrera.

D i l a t o r i a s . Incompetencia de jurisdicción y oscuridad de líbelo.—¿Cuál de 
R. F. N°. 60 estas excepciones deberá ser resuelta con prioridad?—Preceden- 
Pág. 62 cía y  causalidad.— Objeto y  fin de aquellas dilatorias.—Primera
9I9‘ solemnidad sustancial.—Nulidad en el procedimiento.—La ju­

risdicción no depende de la estructura de la demanda, de la 
voluntad del juez ni de las partes.—Jurisprudencia francesa.— 
Inflcxibilídad de la regla de que el juez ante todo y  sobre todo 
ha de asegurar su competencia.—El término Ineficacia compren­
de tanto a la nulidad absoluta como a la relativa.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Cuenca, por 
el Sr. Dr. L. Torres.

D enuncia. El Art. 25 del Código de Enjuiciamientos en materia criminal 
R. F. N°. 50 „o s  ha sugerido una duda. Presentada una denuncia por per- 

80 sona que esté con el sindicado en primer grado de afinidad, el
juez debe admitirla, conforme a la citada disposición! pero el 
Art. »1 de la Constitución dice, que nadie puede ser obligado a 
prestar testimonio en juicio criminal seguido contra sus parientes 
hasta el cuarto grado civil de consanguinidad y  segundo de ati- 
nidad. Y  que la denuncia es un testimonio que puede valer en
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juicio está fuera cíe toda duda. Sí, pues, un juez valiéndose de 
los medios legales compele a una persona al cumplimiento de 
tales disposiciones, preguntamos si se haría o no reo del delito 
previsto en el Art. 138 del Código Penal.previsto en el A i r .  ow
Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal, 
por I. B. M .— Guayaquil.

D iv o r c io . Jurisprudencia de los tribunales.— Una cuestión palpitante y  una 
R. F. N°. 61 reforma necesaria.— En el juicio de divorcio por mutuo conscn- 
Pág. 95 tímiento ¿ejerce el juez jurisdicción contenciosa o  voluntaría? 
,919' Por el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

D e m a n d a  e j e c u t i v a . SU M ARIO : En la demanda ejecutiva quedan incor- 
R. F. N®. 61 porados a ésta, los títulos que se acompañan.— Cesión de cré- 
Pág. 116 ditos personales, su naturaleza y  consecuencias.— La confesión 
J9,9< judicial no puede cambiar la naturaleza de un contrato.—La

confesión debe dividirse sí uno de los. hechos consta plenamente. 
— Los documentos privados sí alteran una escritura pública sur­
ten efectos contra terceros.—¿Qué se entiende por terceros, en 
este caso?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

D euto. Informe presentado al Colegio de Abogados de Ibarra, por el Sr. 
R. F. N°. 62 Dr. Dn. Reinaldo Lara, Presidente de dicho Colegio, respecto al 
Pág. 197 proyecto de reformas al Código de Procedimiento Penal: 
í9,9# Del procedimiento verbal.— Del cuerpo del delito.— Del sobre­

seimiento. — De las solemnidades sustancíales. —  Disposiciones 
generales.

Despojo. Interpretación que dos notables abogados ríobambeños han dado al 
R. F. N°. 62 Art. 53 de las Reformas del Código de Enjuiciamientos Civiles 
Fofo 22(3 expedidas en Í9Í6.—El Dr. Federico Crespo G ., consulta a la 

Academia el siguiente punto: «Aceptada, con costas, una quere­
lla por despojo de terrenos, el querellado interpuso el recurso de 
apelación; y, concedido éste, el querellante pidió que, antes de 
remitir el proceso al superior, se le pague las costas, puesto que 
la apelación se ha concedido en el efecto devolutivo. A  tan 
injustificada pretcnsión se opuso el reo, manifestando que, en 
virtud del Art. 770 del Código de Enjuiciamiento Civil, el efecto 
devolutivo es en lo tocante al amparo o  a la restitución, pero 
que respecto de las costas, la apelación se concedía en ambos 
efectos, y  por consiguiente, no se las podía cobrar sino después 
de ejecutoriada la sentencia. Así y  todo, el asesor de mí refe­
rencia, resolvió que las costas pueden cobrarse antes de que el 
proceso suba ante el superior, porque la apelación es en sólo el 
efecto devolutivo, no únicamente en lo relativo a la restitución 
del predio sino al pago de costas, y  no reconoce la ley, «un 
efecto mixto en las apelaciones».
El Dr. Crespo G., resume su opinión y  dice: «E n  mi concepto, 
aceptado un juicio posesorio, el juez a quo, en caso de apela­
ción del reo, tiene jurisdicción para obligarle a que cumpla con 
el fallo, en lo que atañe a la restitución o  amparo, pero no tic-
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ne para obligarle y  compelerle al pago de costas, daños y  oer-

ia'se°ntenchUC E s .T o o i ^  1 “ / ^  dÍU "  ^  a sentencia. Esta opinión la fundo, no sólo en la claridad de
la ley, sino aun en el comentario del Art. 53 de las antedichas 
reformas, y  que consta en los nómeros 46 y  47 de L, R e *
dem“ » !” ’  ¡°  M  mÍSm°  SCft0r P u e n t e  de I ?  T i -
Puesta en consideración de los miembros concurrentes la con­
sulta que antecede, todos estuvieron conformes con la opinión 
d d  Dr. Crespo Gurllén, por ser bien clara y  terminante la dis­
posición del articulo 770 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
después de la reforma de 1916 que limitó el efeeto devolutivo 
de la apelación a sólo lo tocante al amparo o restitución déla 
posesión.

D i v o r c i o .  Jurisprudencia de los tribunales.— Critica y  comentario. En el 
R. F. N°. 63 juicio de divorcio por mutuo consentimiento ¿ejerce el juez ju- 
J *jj¡ 1 risdiccíón contenciosa o  voluntaria?

Tesis desarrollada por el Dr. Augusto Bueno.

D euto. La Academia se constituye en comisión general, con el objeto de 
p * 63 cstudíar l»s reformas al Procedimiento Penal, relacionadas con 
J920 59 cl cuerp0 deI delito. En primer término, se acuerda que en

la ley se fíje con precisión cl concepto de cuerpo del delito, 
como una verdadera definición.

D euto. Continúa la discusión de las reformas al Código de Enjuiciamientos 
R. F. N°. 63 Criminales, en la parte correspondiente al cuerpo del delito; y, 

64 cerrado el debate, puestos de acuerdo todos los concurrentes, se
conviene en que el artículo discutido del proyecto, díga» «cuerpo 
del delito es cl hecho que se presume punible, y  su comproba­
ción la base del juicio criminal».

D espojo. A C C IO N  DE DESPOJO;—Contra quien se la debe dirigir.—Ne- 
R. F. N°. 64 cesídad de la intención de poseer en el despojante.—Se la presu- 

me en la persona que ejecuta el hecho en que consiste el des­
pojo .—Razones de esta presunción.—Condiciones indispensables 
para que desaparezca.—Estas condiciones no concurren en el 
arrendatario de un inmueble, a quien se le acusa de haber ejer­
citado un hecho de despojo, para que se le considere como repre­
sentante del arrendador.—Jurisprudencia de la Corte Suprema. 
Alegato presentado ante la Corte Superior de Quito, por el Sr. 
Dr. N . Clemente Ponce.

D e l i t o . Continúa l a  discusión de las reformas al Código de Enjuiciamientos 
R. F. No. 64 Criminales en la parte correspondiente al cuerpo del delito; y, 

120 a petición del Sr. Dr. Balarezo, en la definición del cuerpo del
9 °* delito, aceptada por la Academia en la sesión anterior, se acuer­

da agregar la palabra legalmente, después de la expresión presu­
me, a fin de que no se crea que el juez arbitrariamente presume, 
sino basándose en disposiciones legales. En consecuencia, de 
acuerdo todos los concurrentes, aprueban esta definición* *Cuer-
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po del delito es el hecho que se presume legaímentc punible v 
su comprobación la base del juicio criminal». '  Y

PáR. 145 
J920.

D e u t o . El señor Presidente manifiesta los inconvenientes que ha presentado 
r . F. No. 64 en la práctica la adición del número 12 del Art. 232, que se 
pai». 145 introdujo en la edición vigente del Código de Enjuiciamientos 

Criminales al tratar de las causas de nulidad en los juicios so­
metidos al jurado; pues, sí la comprobación del cuerpo del delito 
es una cuestión de fondo que se examina al tiempo de expedir 
el auto motivado, y  si el jurado se pronuncia también al res­
pecto al responder en el veredicto que es constante el hecho, no 
hay por qué hacer de la falta de esa com probación un caso de 
nulidad del proceso, alterando el sistema general, relativo a las 
nulidades y  dando lugar a que todo juicio de jurados, suba a la 
Corte Suprema, sin que en la casi totalidad de los casos haya 
otra mira que la de retardar la terminación del juicio y  la 
aplicación de la pena.
Como estuvieran de acuerdo en este punto todos los concurren­
tes, quedó aprobado el artículo en debate en la parte relativa a 
la supresión del número Í2 del Art. 232 del Código de Enjui­
ciamientos Crimínales vigente.

Discernimiento. JU RISPRU DENCIA P E N A L .— El discernimiento en las 
R. F. No. 66 infracciones perpetradas por los mayores de diez años y  meno-

rjfó 231 res Í̂CZ  ̂ se*s’Piezas principales del sumario seguido contra el joven Jorge 
Holguín, a causa de la muerte de V íctor M anuel García Ortiz. 
Alegatos presentados por los Srs. Drs. Luís Felipe Borja (hijo) 
y  Francisco Pérez Borja.

D años y  perjuicios. El señor Presidente llama la atención de la Academia 
R. F. N°. 66 a la circunstancia de que las diversas disposiciones constantes 
Pdg. 277 en los artículos 2Í, 222 y  ótros del Procedimiento Penal, res­

pecto de la reclamación por daños y  perjuicios contra el acusa­
dor o denunciante, habían suscitado dudas en la práctica, sobre 
sí dicha reclamación debía ventilarse ante el mismo juez que 
conoció de la denuncia o  acusación, o  ante el que conociera de 
la acción de calumnia, y  que convenía estudiar una nueva re­
gla suficientemente clara y  precisa, que a la vez simplificara el 
procedimiento relativo a esta materia.
La Academia acoge la redacción de los artículos verificada por 
el Sr. Dr. Peñaherrera y  la indicación del Dr. Balarezo y  quedan 
aprobados en estos términos:
Art........  En el caso de sentencia condenatoria en el juicio pe­
nal, la redamación por daños y  perjuicios no suspenderá la 
ejecución de la sentencia; y  se ventilará ante el juez de la cau­
sa, en juicio verbal sumario.
En el caso de sentencia absolutoria la acción de calumnia y  la 
de perjuicios a que haya lugar contra el acusador o denuncian­
te, se ventilarán también ante el juez que conoció de la acusa­
ción o denuncia en juicio verbal sumario. Para que la acción 
de calumnia sea procedente requiérese que la imputación haya
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r!idr°i maIÍCÍ0Sa! p‘1r:l Ia 1,6 P « i“ íc¡os, basta que haya sido tcme-

a o e la M e 'T h  Corte6' ^ aS° . ‘l c ,,0S d° S incisos a t o r e s , 's e r á  apelable a la Corte Superior! la que resolverá por los méritos 
del proceso, sin mas recurso que el de queja.
Quedan suprimidos el articulo 222 y el inciso 2.» del Art. 225.

.........  , “  pcn;l1 ‘ endran lugar el recurso de hecho y  el de
queja en los mismos casos que en lo civil. La apelación y  la
nor6esténCód-,a n°  “  ? n“ d? « n ^ino en los casos establecidos por este Código, y  en los fallos mcidentales que, como el de 
abandono o prescripción, pongan término a la causas los cuales 
de oficio*111 “  “  COnsuIta'  sí el asunt°  fuere pesquisable
Quedan suprimidos el articulo 370 del Código y  el 3." de la 
reforma de J9I9.

....... . ^  pronunciar el juez sobreseimiento definitivo decla­
rará sí la acusación particular, caso de Haberla, Ha sido o no 
maliciosa o  temeraria.
El Sr. Dr. Balarezo observa que la regla del inciso 2o. del pri­
mer artículo debe aplicarse también al caso del sobreseimiento 
definitivo; y  acogida esta indicación quedan .aprobados los ar- ' 
tículos que anteceden.

D euto. Proyecto de Reformas al Código de Procedimiento Penal, aprobá­
is  F. N°. 66 do por la Academia, el mismo que se publica en la letra C de 
T920 3,0 este tra^aí°  ^ en l* «Revista Forense» N°. 66, página 3Í0.

D erecho de 
R. F. N°. 68 
PáR. 7 
J92I.

herencia. Concepto y  naturaleza de la compra o cesión del 
derecho de Herencia.— Materia del contrato.—Tradición y  sus 
elementos jurídicos.— La tradición del derecho de herencia ante 
nuestra legislación.—La tradición del mismo derecho en nuestra 
jurisprudencia.— La tradición de derechos hereditarios en las 
legislaciones extranjeras.— La tradición de esos derechos se 
cumple por el otorgamiento de la escritura pública, sin necesi­
dad de la inscripción.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

D erecho de herencia. La propiedad no se trasmite por el solo contrato, 
R. F. N°. 68 sino que es necesaria, además, la tradición.—El Código Civil 
páK* 16 siguió en este punto al Derecho Romano.—El Art. 1808 del
1921' Código Civil, que es consecuencia de aquel principio, se aplica

también a la venta del derecho de herencia. ¿Cabe que el 
comprador pague una parte del precio con cosa que no le
pertenece? t e n
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el ¿r. u r. 
Alejandro Rívadcncira.

D erecho de 
R. F. No. ¿8 
Pág. 33 
J921.

rjERONCiA. La entrega o tradición de la herencia vendida no 
auede hacerse sino por la inscripción del titulo.—La entrega de 
ia herencia no puede verificarse por la entrega material de las 
tosas comprendidas en la sucesión.—El derecho de herencia es
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cosa incorporal, derecho real e inmueble.— El que por escrito 
ra pública compra una herencia, no adquiere la propiedad de 
ella sino mediante la tradición, verificada por la inscripción de 
la escritura en el registro del Anotador.— Vendida una mísma 
herencia a dos o  más personas, por diversas escrituras públi­
cas, aún cuando todas las ventas sean perfectas, el comprador 
cuyo titulo se haya inscrito primero será preferido a los Otros. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr] 
Alejandro Fonce Borja.

D erecho de herencia. La tradición del derecho de herencia hecha por un 
r . F. N». 68 heredero a un cesionario, no requiere la inscripción del título. 
Pág. 50 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.
m u  Manuel R . Balarezo.

Sentencias.

D elito. Estudio doctrinal sobre el cuerpo del delito, acompañado de las 
R. F. N°. 69 actas de la Academia, en que se discutió sobre este punto, por 
P^g. 81 ej Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
1921.

D efensor de  menores. U N A  G R A V E  C U E S T IO N  JU R ID IC A : El Sr. 
R. F. No. 70 Dr. Luís Felipe Borja se dirige a la H . Cámara del Senado, pa- 
Pág. 190 ra qUe> sea en forma de ley interpretativa, sea reformando las 
J921‘ respectivas disposiciones legales, se declare:

J°. Que no es necesaria la intervención de curadores ad-lítem 
en los juicios de inventario y  partición de bienes?
2o. Que no debe intervenir el defensor de menores en ningún 
acto, contrato ni juicio en que tengan interés menores que están 
bajo la patria potestad.

D efensor de menores. Se pone en consideración de la Academia la siguicn- 
R. F. N®. 70 te consulta del Vocal Sr. Dr. Moisés Luna, sobre si en los jui- 
T92I cios 9ue ^ eresíin a menores que están bajo patria potestad y

son representados por el padre o madre que la ejerza debe 
también intervenir com o parte el defensor de menores, conforme 
lo prescrito en el Art. Í079 del Código de Enjuiciamiento Civil. 
Cerrado el debate, todos los concurrentes estuvieron conformes 
en que no es necesaria la intervención del defensor de meno­
res en los juicios que interesan a éstos cuando están bajo la 
patria potestad.

D efensor de menores. . Por relacionarse íntimamente con este asunto y  por 
Pá F*j97o* 70 cstar tambíén todos 'd e acuerdo en que tal intervención no es 
lyfi. necesaria, cuando los menores sujetos a la patria potestad son

representados en los juicios por curadores ad-lítem, conforme 
a la regla general del Arl. 1079, la Academia considera la cues­
tión relativa a los casos en que cabe el nombramiento de tales 
curadores. Sentado el principio general de que este nombra­
miento debe hacerse cuando hay contraposición de intereses 
entre los hijos y  los padres, se procedió a examinar si en el 
juicio de inventario, mientras se ejerce la jurisdicción volunta­
ria, por ejemplo, existe tal contraposición.
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D isolución d é l a  sociedad conyugal. El Sr. Dr. Moitritr, A

70 * ‘ c‘V a . si?ur ,£ cucstióni * c ^ í « u  " T
1921. J 1 .. ° !  cónVugcs, o de los herederos de éstos, después

1 L L °Cí ^ d COnyUgaI'  '«P ecio  de los bienes que formabsn el haber de ésta y  antes de que se practique la corres­
pondiente liquidación, como por ejemplo, en el caso del marido
w í m W i l 1'  A * .dema,ndado al para el cobro antes de
la disolución de la sociedad y  ésta sobreviene estando aún pen- 
diente el juicio». p

D erechos, 
R. F. N°. 73 
Pág. 210 
J922.

cesión. Titulo X V  delI Código Civil Ecuatoriano-Cesión de 
derechos. De los créditos personales.
SU M A R IO l—El cedente puede confesar en el juicio del cesio­
nario con el deudor— La cesión de un crédito no compredelas 
acciones de rescisión, resolución del contrato que originó el 
crédito, a menos que se exprese.—Qué recibos del cedente de­
be abonar el cesionario al deudor.
Estudio del Dr. Augusto Bueno, miembro del Colegio de Abo­
gados de Quito.

D espojo de  aguas. El Sr. Dr. Antonio Uquillas consulta a la Academia, 
R’  F*í¡a* 73 rcsPecto a la forma en que debe sustanciarse un juicio de dcs- 
?922. P° °̂ a8foas» 7a P°r^ue cI Art. J ód e la  última Ley Refor­

matoria al Código de Enjuiciamiento Civil se refiere al 795 
del propio Código; ya también porque la opinión de los señores 
abogados en este punto, hállase dividida. Unos sostienen que, 
por referirse la reforma exclusivamente al Art. 795, no están 
comprendidas en ella las acciones sobre despojo de aguas, ser­
vidumbres de acueducto, etc., a las que se ha de dar la sustan- 
ciación correspondiente, prescrita en las secciones Í2 y  Í4 del 
mentado Código; y  agregan, además, que si la reforma com­
prendiera estas acciones, lo habría dicho expresamente, y  que, 
atenta la sección en que se encuentra el artículo reformado, no 
abraza la reforma a los demás juicios sobre aguas, ya sean su­
marios u ordinarios. Otros sostienen que desde que la ley re­
formatoria emplea la frase «.iodo asunto judicial sobre aguas», 
están comprendidos en la reforma, todos los juicios sobre aguas, 
sean éstos de la naturaleza que fueren; y  por lo mismo, están 
sujetos a la sustanciacíón sumaria prescrita en la reforma.
La Academia opina, por unanimidad, que no cabe distinción de 
ningún género respecto de los juicios que recaigan sobre aguas, 
y  que todos ellos, sea cual fuere el asunto sobre que versen, han 
de ventilarse verbal y  sumariamente.

D ividendos periódicos. Los instrumentos otorgados a favor de los Bancos 
R. F. N°. 74 Hipotecarios no son títulos ejecutivos si no se hallan registra- 
Pág. 307 dos cn ja Tesorería de Hacienda.- Estipulado el pago de una 
,922‘ obligación por dívívcndos periódicos, la prescripción extintiva

del derecho comienza desde que cada dividendo se hizo cxigi- 
blc, y  no desde la fecha en que debió pagarse e ultimo divi­
dendo.— La prescripción extintiva, por expresa disposición de 
Art. 2496 del Código Civil, se funda en el no ejercicio del
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derecho, en no haber hecho uso de la facultad de ejercerlo.— 
N o cabe la tramitación ejecutiva ni aún para los Bancos Hipo 
tecarios cuando ha prescrito la acción e je cu tiv a .-L a s  reglas de 
la prescripción, institución de derecho público, se aplican también 
a los derechos de los Bancos Hipotecarios.— N o  cabe condenar 
en juicio ejecutivo al pago de la multa estipulada, sí no constan
en el titulo respectivo los datos para liquidar la multa__ N o es
legal condenar en la sentencia al pago de intereses no dc-

Manifíesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.
Sentencias.

Divorcio. Clase de jurisdicción que se ejerce en los juicios de divorcio 
R. F. N°. 74 consensúa!. ' ,
Pág. 327 El señor Presidente de la Academia, en vista de la discordancia
,922‘ de pareceres en el seno de la Corte Suprema de Justicia, so­

mete a la consideración de los señores miembros, la cuestión 
que antecede.

D e f e n s o r  d e  m e n o r e s .  ¿Cómo debe hacerse el nombramiento de curador 
R. F. N°. 74 ad-litem?
Pág. 336 El señor Presidente, Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, pide el pa-
J922* rccer de la Academia acerca de la conveniencia de introducir una

reforma en la ley, en el sentido de que el defensor de menores 
sea nombrado de plano por el juez, curador ad-litem.

Derecho Internacional P rivado P enal. Doctrina científica.--Estudio crítí- 
R. F. N°. 75 co de las reglas legales ecuatorianas,— Sinopsis.
Pág. 345
J922. PRIM ERA P A R T E  I. II. * IV. V. VI.

I. —Concepto del Derecho Internacional Privado en materia pe­
nal.—Sus principales problemas.
II. -  Principio fundamental para la resolución de los tres 
problemas.
DI.—La regla jurídica locus regil adum, com o corolario de aquel 
principio.— Su fundamento; sus excepciones, basadas en el mis­
mo principio.
IV. —Otro corolario» el juez no puede aplicar jamás ley penal 
extranjera} es decir la cuestión sustantiva y  la adjetiva son inse­
parables en lo penal.
V . —Jurisdicción y  competencia internacional.— Jurisdicción y 
competencia interna.
VI. — Si en los casos de excepción, en que pueden juzgarse y 
castigarse en el país infracciones cometidas fuera de su territo­
rio, se las juzga en el lugar de su perpetración, ¿podrá seguirse 
nuevo juicio e imponerse pena en el país ofendido? ¿Caben 
en estos casos la reclamación inhibitoria y  las excepciones de 
litis pendencia y  cosa juzgada?
VE* Fuentes del Derecho Internacional Privado* los tratados} 
las leyes} los principios científicos.
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P A R T E  SEGUNDA*

CCUat0riaMS sob"  Inter-
D C .-R eglü  I-. dei Art. 2».¡ Iocus regít aelum .-Su excepción 
servidumbre/05 a?Cnt<:S dipIomi,icos extrnnicror, sn familia y

X . Regla 2*. del Art. 2»., relativa a los Agentes Diplomáticos 
ecuatorianos, su familia y  comitiva, y  los Cónsules del Ecuador 
que delinquieren en país extranjero.
X l.-P rín c ip io  aplicable a los Cónsules extranjeros que, en el 
Ecuador, delinquen en el ejercicio de sus funciones.
X D .-R e g la  contenida en el N ”. 3“. sobre infracciones perpe- 
tradns a bordo de buques nacionales en alta mar o en aguas de 
la República. 6
XIII. Regla del N °. 4o. sobre infracciones cometidas a bordo 
de buques de guerra ecuatorianos en aguas de otra nación.
X IV . Regla del caso 5o. sobre infracciones cometidas en bu­
ques extranjeros que no sean de guerra, en aguas del Ecuador.
X V .  —Regla del N °. 6o. sobre la piratería.
X V I .  —Regla del N °. 7o. sobre atentados cometidos por ecuato­
rianos en el extranjero contra la seguridad del Estado, contra la 
fe pública o contra el Erario.
XVn.— Si en los casos del N°. 7o. que acabamos de examinar 
se sigue juicio en el país en que se perpetró la infracción, ¿po­
drá ser esta juzgada en el Ecuador?
X V m .—Regla del Art. 3o. que aplica a los delincuentes extran­
jeros la del N °. 7o. del Art. 2o.
X IX . —Regla del Art. 10 del Código Sustantivo.
X X . — Síntesis de nuestro Derecho Internacional Privado Penal. 
— Crítica de la antigua regla que establecía diferencias entre 
nacionales y  extranjeros.
Fragmento de «Lecciones de Derecho Práctico Civil y  Penal». 
—T om o  V  (inédito) por el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

D iferencia e n tr e  resolución, rescisión y terminación del contrato de so- 
R. F. N°. 77 CIEDAD. SU M AR IO :—Interpretación de los contratos en gene- 
P.ír. 8J ral y  especialmente del de sociedad.—Rendición de cuentas,—
,923, Diferencia entre resolución, rescisión y  terminación del contrato

de sociedad y  la que hay entre estos conceptos y  la disolución. 
Derechos que pueden renunciarse.— Si cabe renuncia del dere­
cho de pedir la disolución de la sociedad.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

D iligencia pr e p a r a t o r ia . Sc alega y  resuelve que no basta prueba de la
R. F. N». 77 
Pág. 108 
1923.

'R E PA R A TO R IA . CJC «u cg .v  y -----  ^
preexistencia, sino de la existencia actual de un documento en 
poder del demandado, para que se ordene la exhibición como
diligencia preparatoria. _ 1 Vir
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. D . 
Manuel R . Balarezo.
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Diligencia. 
R. F. N°. 77 
Pág. J20 
1923.

p r e p a r a t o r i a .  SU M AR IO : Naturaleza del juicio de exhibido,, 
— En éste no se controvierten derechos, sino que se trata de 
la simple presentación de un instrumento.— Prueba admisible 
en estos casos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. D r. 
Luis Felipe Borja.
Resoluciones.

Diferencia entre resolución y  mera terminación de un contrato. CUES- 
R F. N°. 78 TIO N E S:
Pág. 165 J.*—El artículo Í479 del Código Civil es aplicable al arrenda-
,923‘  miento de predios rústicos?

2.a—La condición resolutoria de dicho artículo es de la esencia o de 
la naturaleza de los contratos bilaterales, o meramente accidental? 
3#a_C uál es la razón científica de dicha condición?

Puede ser renunciada o modificada expresa o  tácitamente?
5.a—Entraña modificación tácita el pactar que, caso de retardo 
de un período, se pagarán intereses, y  si el retardo llega a dos 
períodos, térmínará el contrato?

—Diferencia legal y  científica entre resolución y  mera termi­
nación.
7 / —Criterio deducido de la interpretación del artículo 1968 del 
Código Civil, por nuestros tribunales.
Manifiesto presentado ante el Tribunal Supremo, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.
Resoluciones.

Deslinde. Exposición de los antecedentes y  división de la materia.
R. F. N®. 78 Parle primera.

179 La cosa iu*íía(fe»
19 ’ Parle segunda

La prescripción no alegada en el juicio de deslinde de dos pre­
dios, puede ser opuesta en el de cerramiento de los mismos. 
Parle tercera
Consta en el presente caso la prescripción.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Víc­
tor Manuel Peñaherrera.

D eslinde. Cosa juzgada.— Deslinde.— La servidumbre de cerramiento.
R. F. No. 78 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
9̂23 ^  Luís Borja.

Resoluciones.

D erecho Penal Internacional. El Sr. Dr. V íctor M anuel Peñaherrera, con- 
Pá F'l36°* 80 su^al *'*—í^as rc^ as de Derecho Penal Internacional deben 
lyfi. constar en el Código Sustantivo y  en el Adjetivo, o  en uno

solo de éllos?—2.“—Resuelto que conste en uno solo, ¿cuál ha 
de ser éste?— 3.a—Sí debe constar en el Sustantivo, la regla se 
ha de consignar en la parte sintética, o bien, poniendo en dicha 
parte sólo la regla general de que no han de penarse en el 
Ecuador los hechos punibles cometidos en país extranjero sino 
en los casos determinados por la ley, se ha de dejar para la 
parte analítica la determinación de esos casos?
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D erecho P enal Inter,.ac,onal. El Sr. Dr. Peñaherrcra, manifiesta, „La 
R. F. No. 80 cuestión de competencia internacional es j .  i- j ______R. F. N 
Pag. 137 
1924

. uí. u i. renanerrera, manifiesta, 
cuestión de competencia internacional es distinta de la de com­
petencia interna. La primera consiste en saber a que nación le toca 
castigar el hecho, o sea, en que nación ha de seguirse el juicio 
criminal, y  la segunda, la interna, cuál de los distintos jueces 
de la nación ha de conocer del hecho, o en qué sección territo­
rial de la nación ha de seguirse el juicio. Ambas competencias, 
la internacional y  la interna, constituyen por su naturaleza, cues­
tiones adjetivas; pero como, según he manííestado, al resolverse 
expresamenta a cuestión sustantiva, queda resuelta implícita­
mente y  por el mismo hecho la adjetiva, o viceversa, al resol­
verse expresamente la adjetiva, la de competencia, resuelta queda 
la sustantiva sobre la ley penal que debe aplicarse, juzgo indis­
pensable que sea uno solo de los Códigos el que se ocupe en 
esta materia.
Conformes en este punto todos los concurrentes, continúa la 
discusión sobre sí las reglas deben constar en el Código Sus­
tantivo o en el Adjetivo.

D espojo. El Sr. Dr. José María Pérez E. llama la atención de la Aca- 
r . F. No. 8J demia hacia una cuestión de interés práctico que requiere pronto 

237 remedio: «Se ha establecido en la costa la corruptela, de efectos 
desastrosos, de que a pretexto de formación de inventario, al 
pedirse la apertura de una sucesión, señalar con bienes pertene­
cientes a ella, propiedades que en manera alguna le pertenecen. 
Se nombra depositario y  pasan a la administración y  ai disfrute 
de éste por un tiempo más o  menos largo, pero siempre sufi­
ciente para dejar los fondos esquilmados, sin que los verdaderos 
dueños tengan defensa alguna contra tales procedimientos. Sin 
hacerse diferencia entre bienes que se encuentran en poder de 
terceros y  bienes que no se encuentran en los de la sucesión, 
consúmanse verdaderos despojos judiciales. Decretado el juicio 
de inventarios, entran todos los bienes señalados por los interesa­
dos; las cuestiones sobre propiedad deben decidirse en juicio se­
parado; el dueño no tiene otro remedio que entablar el juicio 
correspondiente. Viene la sentencia, y  suponiéndole completa­
mente favorable, en el intervalo de tiempo que las propiedades 
han permanecido en poder del depositario, se han efectuado cose­
chas, vendido semovientes y  experimentado toda clase de perjui­
cios que no pueden cobrarse a depositarios las más de las veces 
insolventes o poco responsables. Revisando los códigos no en­
cuentro remedio eficaz para combatir estos abusos, y  convendría 
una reforma en el sentido de que no sean objeto de inventario 
los bienes que se encuentran en poder de terceros, y  cuyos due­
ños presenten o exhiban los títulos de propiedad.
Comienza la discusión de este punto.

D emandados. 
R. F. N°. 82 
Pág 302 
J924.

El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñahcrrera sólita el dictamen de la 
Academia respecto de esta reforma que juzga indispensable! 
„Cuando son dos o más los actores o  los demandados, y  asi cons­
tituye una parte cada grupo, no pueden ejercitar el derecho de 
recusar libremente al asesor sino por medio de procurador co-
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mún, más en los casos en que, según la ley, pueden litigar se­
parada o individualmente, cada uno de ellos puede ejercer eí 
derecho de recusación; lo cual ocasiona gravísimas dificultades v 
casi la imposibilidad de continuar la causa por agotarse el nú­
mero de abogados expeditos para eí cargo de asesores.
En un plan de reformas que se propuso a la Legislatura, insi­
nuamos que se adoptase, para este caso, la regla establecida Cn 
el Código de Enjuiciamientos en materia criminal para la recu­
sación de jurados, cuando son dos o  más los acusados; esto es 
que se determinase por sorteo el orden en que ejercerían el dere­
cho indicado los actores o  demandados, a fin de que entre todos 
ellos no pudiesen recusar más de dos asesores.
A  indicación del mismo señor Presidente, se acepta el proponer 
una reforma en el sentido de que si son dos o  más los deman­
dantes o los demandados, no puedan recusar libremente al asesor 
sino por medio de un sólo procurador constituido al efecto.

D elito. SUMARIO«—La noción del delito se íntegra únicamente por el
R. F. N°. 83 concurso de la inteligencia y  la voluntad del agente: la intención
P*g• 3 5^  solo para medir la culpabilidad.— La ley  presume en todo
I9Z5’ delito el concurso de sus elementos constitutivos, y  supone a la

vez la intención dañada.— Consecuencia relacionada con las prue­
bas.— El articulo 3.° del Código Penal se complementa con el Ca­
pítulo n i  del Libro I del mismo C ódigo.— N o  hay, por consi­
guiente, justificantes, excusantes ni atenuantes del delito fuera de 
la ley.—El delito cometido bajo el impulso de una fuerza irresisti­
ble, se confunde en ciertos casos con la legítima defensa.— En este 
supuesto la justificante que se deriva de la acción de una fuerza 
irresistible solo puede decidirse por los términos del artículo 23 
del Código Penal.—Por propia consecuencia, el artículo 2 í del 
mismo Código, al ocuparse en la justificante fundada en la fuer­
za irresistible, se refiere a todo caso que no sea la legítima de­
fensa.—La provocación no es excusante sino cuando ella y  el 
delito que le ha seguido, se ha desarrollado cn el mismo acto, 
esto es, en un solo proceso material que puede referirse a una 
misma unidad de tiempo.—En este sentido el artículo 28 del Có­
digo Penal difiere del artículo 321 del Código Penal Francés y  
de la doctrina francesa correspondente.— En el Código vigente 
no es la buena conducta, sino la conducta ejemplar del acusado, 
posterior a la infracción, la única que influye en el sistema po­
sitivo de la degradación del delito, según el artículo 58 del Có­
digo Penal.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Roberto Posso.

D efensor de menores. Tomada votación sobre el punto en debate, que que- 
^  planteado en el sentido de si es o  nó necesaria la intervención

J925. del defensor de menores, siempre que sea parte un menor en
un juicio sobre matrimonio, o sí basta la intervención del de­
fensor de matrimonios, la Academia se decide, con el voto nega­
tivo del Dr. José Antonio Baquero, en que si es necesaria la 
intervención del defensor de menores.
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Divorcio. 
R. F. N°. 
Pág. 95 
1925.

Divorcio. 
R. F. N°. 
Pág. 97 
J925.

EI Sr. Dr. Modesto A  Pcñaherrera, somete el caso, de si en um  
84 demanda de divorcio de un menor, por mutuo cansen

es suficiente que el curador manifieste ese conse„t¡m“enTo o s¿ 
requiere que sea el mismo menor quien lo exprese.

A  propósito de la cuestión anterior, el Sr. Dr N  
84 Ponce, dice: A  fin de llegar a una conclusión, vamos por par­

tes: estudiemos primero el problema en el sentido de si es 
necesaria la intervención del pupilo, o sí basta el consenti­
miento del curador: luego, como segunda cuestión, si dicho 
consentimiento debe constar en la demanda: y, por fin si aquél 
debe ser persistente.

D ivorcio. Respecto del primer punto propuesto en la consulta anterior, to- 
r . F. N°. 84 mados los votos, por conceptuarse suficientemente discutido, se 
Píg. , resuelve que debe intervenir en el juicio de divorcio el menor
7 ’ con su voluntad o  asentimiento.

D ivorcio. Se somete a discusión el segundo punto, relativo a la necesidad 
R‘ F qN°* 84 quc* a. más ^el consentimiento del menor, sea necesario el 
PfK; consentimiento del curador.

D ivorcio. El Sr. Dr. Augusto Bueno consulta a la Academia, sobre lo dís- 
R. F. No. 84 puesto en el Art. 28 de la Ley de Matrimonio Civil, que dícei 
J9Í5 ,08 quc es comPctente para el divorcio el juez del domicilio de 

cualquiera de los cónyuges. En el caso de haberse presenta­
do en otro lugar el respectivo juicio, y  manifestado después 
los cónyuges que prorrogan expresamente la jurisdicción al 
juez de ese lugar, ¿es válida y  se puede aceptar dicha prorro­
gación?
El Sr. Dr. Modesto A . Pcñaherrera manifiesta que en este 
caso es improrrogable la jurisdicción; que ya la jurisprudencia 
ha resuelto el punto; que las partes ni pueden prorrogar la ju­
risdicción en algunos casos de fueros privilegiados como el 
presente, que se funda en consideraciones de orden público, co­
mo no sería admisible la prorrogación en asuntos que deman­
den conocimientos locales o  vista de ojos.
La Academia hace suyas las consideraciones emitidas por el Sr. 
Dr. Pcñaherrera y  resuelve en sentido negativo el punto.

D ivorcio. El Sr. Dr. Manuel R . Balarezo, plantea esta cuestión! «Sí el con- 
R. F. N°. 84 sentimiento del pupilo debía manifestarse en la demanda, o po- 
Pág. JJ4 Jt'a ser anteríor al juicio, con o sin la autorización del curador».

D ivorcio. 
R. F. N®. I 
Pág. IJ4 
1925.

I! Sr. Dr. Modesto A . Pcñaherrera propone el caso de haberse 
otorgado el consentimiento mediante escritura pública en la 
cual el menor había designado también el curador para el juicio. 
El curador puede sacar copia de la escritura y  pedir que se 
declare dísuelto el matrimonio. Que se había argumentado en 
contra de este procedimiento, el que debía existir el consenti­
miento de manera fírme e indubitable, podía decirse en1 «™áad 
de acto, a fin de que no obedezca a estados de animo violento, 
y  así la voluntad conste de modo auténtico y  decisivo.
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Divorcio.
R. F. N°. 84 
Pág. 117 
1925.

Después de haberse expuesto las consideraciones que constan en 
los debates anteriores, se resuelve, que en el divorcio del me 
ñor no bastaría la intervención de un curador ad-Iitcm, s¡n '  
que sería necesaria la de un curador especial.

Divorcio. Se discute también sí debe haber persistencia en el consentimien- 
R. F. N°. 84 to Basta el momento de la sentencia, si debía ser permanente o 
Pág. 117 era revocable. Se plantea el caso de que, después de otorgado
I925‘ el poder en una escritura pública, inmediatamente, o  en el in­

tervalo basta hacerlo valer en juicio, cayese el menor en 
demencia.

Divorcio. Si el divorcio puede considerarse com o efecto del matrimonio, y 
R. F. N°. 84 en consecuencia, dsclararse la disolución en el Ecuador confor- 
Pág. 118 me a ias leyes ecuatorianas, aún cuando no se pudiera en el 
,925, país en que se contrajo.

Se discute esta proposición.

D emanda. En tratándose de demandar a una comunidad de indios, es pre- 
R. F. N°. 85 císo resolver sí la demanda debe proponerse innominadamente 
Pág. 240 0 con designación de las personas; esto es, ¿bastará que se de-
I925' mande a la comunidad tal o  deberá demandarse a los individuos

que componen esa comunidad?
Cuestión planteada por el Dr, Manuel R . Balarezo.

D ecreto. La Academia se ocupa del estudio del decreto de 20 de julio de 
R. F. N°. 87 1925, cuya modificación se plantea, para armonizarlo con el
1926 í38 í«ciso 2o. del Art. 5o. del Código Civil, sobre promulgación.

D emanda. El Sr. Dr. Modesto A . Peñaberrera, Vicepresidente de la Acadc- 
R, F. N°. 88 mía, formula la siguiente consulta: «E n  un contrato de venta de 

223 tienes hereditarios, venta efectuada en doscientos sucres, se 
demanda la nulidad o resolución. Se pregunta sí deberá aten­
derse, para fijar la cuantía, al valor del contrato o  al valor de 
los bienes hereditarios. A l tratarse de una resolución por lesión 
enorme, sí ha de atenderse, para fijar la cuantía, al precio esta­
blecido en el contrato, o  al justo precio que pretende tiene el actor, 
mil sucres, por ejemplo.

D efensor de menores. La Secretaría consulta a la Academia sí los Arts. 
Pá F30D°' 89 y  1079 del Código de Enjuiciamiento Civil, que disponen 
Í92S6. °° que será oído o intervendrá com o parte el defensor de menores 

en la venta e hipoteca de bienes raíces de menores o  de otras 
personas sujetas a tutela o curaduría, está derogado por ia refor­
ma de 1921, que dice no ser de necesidad la intervención del 
defensor en los juicios voluntarios o  contenciosos en que el 
padre o la madre representen a los hijos de familia.
El señor Presidente, Dr. N . Clemente Ponce, hace notar que el 
Art. 884: del Código de Enjuiciamiento Civil, habla de «meno­
res o de otras personas sujetas a tutela o  curaduría» y  la refor­
ma comprende únicamente a las personas sujetas a patria potes­
tad, no habiendo, por lo mismo, dificultad en la aplicación de 
tales artículos, pues, los unos, se refieren a los menores que no
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están Bajo patria potestad, en tanto que el artículo de la reforma 

cl cnso de ,os ,n£nore5 ^  «*“ «

° PÍnÍ6ndd Sl- Dr' P“ “ > »  aP -

? E uREr - 90 D e ACf O Legislativo ,u e  dicta el Código O v il .-L i ,  Academia de 
r . F. N°. 90 Abogados discute la redacción.
Pág. 63 
Í927.

D esistimiento. El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrcra, plantea la siguiente cues- 
5 ' F-í £ '  92 tí6nl “ Se Prontmcía sentencia en un juicio criminal. 
m i  5 10 ‘,f bc e}em ;sc en consulta al superior; pero sí puede apelar el

Fiscal o  el indiciado. Apela éste 7  luego desiste de dicho re­
curso. Consulta! si el superior dehe devolver el proceso sin dar 

. SU dictamen, o, en virtud de lo estatuido por el Art. 14 del 
Código de Procedimiento Penal— que no importa excepción al- 
guna— aquél debe continuar sustanciándose».
La Academia, por unanimidad, resuelve que la Corte, en el caso 
de conocer de un asunto por apelación del sindicado, sí éste de­
siste, debe devolver el proceso al inferior. Sí da su dictamen, 
procede sin jurisdicción.

D etención. El señor Ministro de Justicia, para que la Academia emita su 
R. F. N°. 92 dictamen, envía el siguiente proyecto de Decretos 
Pág. 23 í
,927* EL PR ESID EN TE PR O V ISIO N AL DE LA REPUBLICA,

Teniendo en cuenta la garantía individual consignada en el N°. 
6o. del Art. 26 de la Constitución de la República}

D E C R E T A :

Art. í° .—Los jueces, inclusive los de Policía, y  los Jefes de 
Investigaciones, a petición verbal o  escrita de la respectiva auto­
ridad policial, o  con conocimiento de ésta, podrán ordenar la 
detención provisional de cualquiera persona cuando así lo exigie­
re la investigación de un heclio delictuoso, detención que, en 
ningún caso, excederá de cuarenta y  ocbo horas.
Los Jefes de Investigaciones están obligados a poner a disposi­
ción de la respectiva autoridad policial, dentro de las cuarenta y  
ocho horas a que se refiere este decreto y  junto con el respecti­
vo parte indagatorio, a la persona que hubiese sido detenida 
provisionalmente.
Si vencidas las cuarenta y  ocho horas el detenido no es puesto 
en libertad o citado, en forma legal, con el correspondiente auto 
cabeza de proceso, reclamará su inmediata liberación al juez 
competente, denunciando, a la vez, el hecho de la prisión ilegal

Art.1 2V —Quedan modificadas, en su parte pertinente, todas las 
disposiciones legales que estuviesen en oposición con el Puente 
decreto, cuya ejecución encárgase al señor Ministro de Policía,
Justicia y  Cárceles.
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D A D O , etc.
Cerrada la discusión y  votado el proyecto en estudio, es nC£,lc¡0 
por unanimidad.

D emanda, 
r . F. N°. 94 
Pág. JJ
J928.

La demanda de divorcio, propuesta por uno de los cónyuges 
contra el ótro, termina por la muerte de cualquiera de ellos? 
Manifiestos presentados ante la Corte Suprema de Justicia, por 
los respectivos defensores, Drs. Roberto Posso y  Augusto Bueno 
Resoluciones de los Tribunales.

Divorcio. La demanda de divorcio, propuesta por uno de los cónyuges con- 
R. F. N°. 94 tra el ótro, termina por la muerte de cualquiera de ellos?
Pág. U Manifiestos presentados ante la Corte Suprema de Justicia, por
,928- los respectivos defensores, Drs. Roberto Posso y  Augusto Bueno.

Resoluciones de los Tribunales.

D euto continuado. En la comunicación enviada al señor Ministro de lo 
R. F. N°. 96 Interior por la señora María Francisca Taranto de R í220 y 
Pág, 16J transcrita a la Academia para que sobre ella dictamine, la Cor-
J930' poración aprueba el siguiente informe presentado por el señor

doctor Francisco Pérez Borja:
«Señor Presidente de la Academia de A bogados:
El señor Ministro de lo Interior envía copia de la comunicación 
remitida al señor Presidente Provisional de la República por 
la señora María Francisca Taranto, en la cual ésta manifesta 
que contrajo matrimonio en Italia el 2 í  de junio de Í894, con 
el señor José Francisco R izzo, y  que, éste, abandonando su ho­
gar, volvió a contraer otro en Guayaquil el Í5 de mayo de 
Í9ÍÍJ y  solicita que, por medio de un decreto, se declare 
«que el delito de bigamia se está cometiendo continuadamente 
mientras vive la primera consorte y  la acción para perseguirlo 
prescribe en cinco años contados desde el día de la muerte de 
aquélla».
El señor Ministro de lo Interior, por su parte, somete a estudio 
de la Academia «la conveniencia o  inconveniencia de prever 
en nuestro Código punitivo la figura del delito continuado, co­
mo el de bigamia, cuya existencia es real y  su peligrosidad evi­
dente, acordándose una pena peculiar, com o peculiar es la 
forma de su comisión:—Acción continuada— ».
Comisionado por Ud. para que informe acerca de los puntos 
materia de la referida comunicación, m e es honroso hacerlo en 
los siguientes términos:
N o puede haber duda sobre la conveniencia de que en un Có­
digo Penal se considere la noción del delito continuado, y  en 
la revisión que alguna vez se haga de nuestra legislación penal, 
deberá tenerse en cuenta esta clase de delito} pero lo que no 
puede aceptarse es que el delito de bigamia sea un ‘delito 
continuado. Efectivamente, esta figura de delito se constituye 
por la repetición de acciones crimínales que cada una separa­
damente, son suficientes para constituir un delito, todas viola- 
torías de la misma ley penal, pero com o todas son el resultado 
de una sola y  única resolución criminal, por cuanto van dirigi­
das al cumplimiento de un solo propósito delictuoso, forman
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un todo jurídico que hace que se Ies tenga como un delito úni­
co. El robo de una cantidad determinada de dinero, que el 
delincuente va haciéndola por partesi hoy dia ciento, mañana

efe Jeteo* 7  E teiCer d'a e* reSl°’ da U° a itlea esta cIase
En la bigamia, el delito se constituye por el hecho de contraerse 
un segundo o ulterior matrimonio sabiendo que no está disuelto 
el anterior, y  esto no quiere decir que en cada día que siga al 
posterior matrimonio se esté verificando otro nuevo.
T alvez se quiso decir que la bigamia es un delito sucesivo o 
continuo, como también se lo llama, distinto del delito conti­
nuado, siendo el sucesivo, cuando la violación del derecho se 
prolonga o puede prolongarse indefinidamente, como el secues­
tro de personas. Mientras la persona raptada esté en poder 
del raptor, está verificándose el atentado contra la libertad. 
Mas, ni de esta clase es la bigamia, porque el delito se consu­
ma por el hecho del segundo o ulterior matrimonio, y  la pres­
cripción tiene que contarse desde esa fecha, sin que haya el 
temor del escándalo que produjera la subsistencia del nuevo 
matrimonio mientras viva el bigamo, porque el posterior matri­
monio es nulo de pleno derecho y  el Ministerio Público tendría 
que solicitar la declaración de nulidad aunque haya prescrito la 
acción criminal, siendo declarable aún a petición del Ministerio 
Público. Por lo expuesto, creo que si bien es necesario en un 
Código Penal el que se prevea el caso del delito continuado, 
esto debe hacerse en una revisión completa de nuestro Código 
Penal, y  que, asimismo, debe reformarse lo relativo al delito 
de bigamia, que es muy defectuoso el sistema para su represión 
en el actual} mas esto no implica una necesidad presente y  pa­
ra un caso particular que se ha presentado a la consideración 
del señor Presidente Provisional de la República, con tanta 
mayor razón, cuanto que, según las leyes vigentes, hay medios 
para evitar los perjuicios de que se queja la solicitante.—Del 
señor Presidente, atento y  S.S. (f) Francisco Pérez Borja.

D uración de los juicios. El Ministerio de lo Interior transcribe a la Aca- 
R. F. N°. 96 demía la comunicación que ha dirigido al señor Presidente Pro­
log- J64 visíonal de la República el doctor J. J. Montesinos, en la que
I930, se sugiere la expedición de un Decreto limitando a dos años

máximo, el tiempo que deben durar los juicios ante los jueces 
ordinarios.
Se pide el parecer de la Academia.

D ivorcio. Se acuerda que la Academia, en la próxima sesión, se ocupe en 
R. F. N». 97 el estudio de la cuestión siguiente: «¿Cabe pronunciarse senten- 
PdR. 84 da  cn ei divorcio por mutuo consentimiento, cuando uno de
I930> los solicitantes se retracta de este consentimiento?».

D erogación tácita. JURISPRUDENCIA DE LOS TRIBUNALES.

P i g ! ^  ' 98 Preámbulo.—Recurren ambas partes.— Materia del recurso de 
*93*’ cada una de ellas.
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Como el del actor, por haberse admitido el de hecho, constitu 
ye  cuestión de forma, el orden lógico exige se lo  considere
previamente.

L A  CU E STIO N  DE F O R M A

I. — Sofisma de la defensa contraria: La regla sobre recursos, en 
el juicio ejecutivo, es la de que, fuera del ejecutante, nadie, n( 
aún el mismo ejecutado, puede apelar sino de la sentencia. 
Recuerdo de las reglas generales de nuestro sistema procesal, qUe 
pueden resumirse así* T o d o  recurso se entiende concedido, en 
todo juicio, a todo interesado, a menos que haya en la ley dene­
gación expresa. N o  cabe denegación tácita.
II, —Regla especial del juicio ejecutivo.— Contraste de desigual­
dad entre el ejecutante y  el ejecutado.— El Art. 520 no habla 
con terceros. Maliciosa pretcnsión de sustituir las palabras pero 
el ejecutado no puede apelar, etc., que aún gramaticalmente deno­
tan ese contraste, con estas otras* ni aún el ejecutado, etc.
IU. — El Art. 540 determina, no los únicos casos en que los pos­
tores y  los terceristas pueden apelar, sino las únicas personas que 
pueden tecurrír del auto de calificación de posturas; es decir, 
entraña una limitación subjetiva o  de personas y  no objetiva o 
de cosas.
Comprobación, por el paralelo entre la regla general sobre re­
cursos y  las excepciones, y  por los fundamentos y  la historia 
jurídica de éstas.
A l tratarse de otro incidente diverso del de calificación de pos­
turas, rige la regla general sobre recursos.
IV, —Enorme absurdo de afirmar que no causa gravamen a los 
postores el auto que íes denegó el retiro de las posturas.— Dis­
tinción jurídica entre los fallos que causan y  los que no causan 
gravamen irreparable.— Lo causa necesariamente el que, dene­
gado un derecho, no puede ser reconsiderado ni en el mismo 
ni en otro juicio.

L A  CU ESTION  DE F O N D O

I. —¿Pueden y  en qué tiempo los postores retirar sus posturas? 
Regla del Art. 539, basada en el derecho natural que todo pro­
ponente tiene de retirar su propuesta.— Pretcnsión contraria, 
acogida por la Corte, de que esa regla está derogada tácitamen­
te por las reformas relativas al remate y  a la quiebra.
II. — Concepto jurídico de la derogación tácita* su constitutivo 
esencial, la incompatibilidad absoluta de la ley nueva con la 
antigua. Sí en ciertos casos o condiciones, pueden aplicarse 
ambas leyes, no existe derogación.— Doctrina de los autores. 
La derogación tácita no se presume.
En el caso actual, lejos de haber tal incompatibilidad, la conci­
liación de las dos leyes es sencilla y  fácil; porque la nueva, que 
ordena la adjudicación a otro postor, sin nuevo remate, en caso 
de quiebra del primero, supone esencialmente la existencia de 
otro u ótros postores; y- deben considerarse com o postores le-
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¡raímente existentes sólo aquéllos que no hayan hecho uso del 
derecho reconocido por el Art. 53?.
m . - p rimer argumento de la Cortet De aplicarse el Art. 539 
podría quedar sin efecto el 7o. de la Ley de Í92Í.
Respuesta*—Según el plan del mismo legislador, la Ley de 
J92Í no es aplicable cuando no existe legalmente otro postor, 
esto es cuando hay ótro que subsista como tal, por no haber 
usado del derecho de retirarse.
IV . — Segundo y  último argumento de la Cortet Los fraudes 
y  perjuicios que sufrirían el ejecutante, el ejecutado y  los ter­
ceristas, dejándoles expuestos a quedar con la postura más 
desfavorable.
Respuesta: N o  hay tales fraudes y  perjuicios:
a) Porque al postor que incurre en la quiebra (que es el ver­
dadero fraudulento) se le puede exigir, por apremio personal, 
toda la diferencia entre su postura y  aquélla por la que se haga 
la nueva adjudicación.
b) Porque al mismo postor se le puede compeler al cumpli­
miento de su postura por embargo y  remate de bienes.
c) Porque la postura por la cual se haga la nueva adjudica­
ción, tiene que ser legalmente admisible; y, por lo mismo, no 
puede ser calificada de fraudulenta.
V .  —Poderoso argumento ad-absurdum, que contrarresta y  des­
truye el m uy fútil de la Corte Superior.
V I. — La Ley reformatoria debe estudiarse en su forma original, 
para conocer su verdadero espíritu. Ella (y principalmente los 
artículos que no constan en el Código) evidencia que siempre 
que el legislador quiso hacer derogación total o  parcial de al­
gún artículo, en razón del nuevo sistema o por cualquier motivo, 
la hizo de modo expreso, y  no pensó, ni por un momento, en 
derogaciones tácitas.
La que hoy quiere establecer la Corte Superior, no es, por tan­
to, obra del legislador, sino del intérprete que está destruyen­
do la ley, a pretexto de interpretarla.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.
Víctor M . Peñaherrera.

D erogagión tácita. SU M ARIO .
R. F. N°. 98 Los postores no pueden apelar sino en los casos del Art.
Pdg. 125 del Código de Enjuiciamiento Civil.— Según el Art. 528 déla
193 ‘ ' edición de Í9Í3, después de cerrado el remate no podía retirar­

se una postura. Por lo dispuesto en el Art. 539 de la edicióri 
actual y  por el Art. 7o. de la reforma de 192Í, no pueden reti­
rarse las posturas después de cerrado el remate. _
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el hr. Ut. 
Alejandro Ponce Borja.

D erogación tácita. SU M ARIO .
R. F. N°. 98 N o  son aplicables a los postores las reglas generales que eon 

ceden los recursos.-E l Art. 540 del Código de Enjuiciamiento 
Civil, al determinar los casos en que postores y  terceristas 
pueden apelar, reconoce que, según el srstema general, no lo

Pdg. J33 
1931.
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pueden todos los demás. De otro m odo el artículo sería ínii 
til.—Aun cuando esté vigente el Art. 539, cerrado el remate 
los postores no podrían retirar sus posturas. Si lo  pudiesen 
no cabría adjudicar la cosa a los demás postores que se pre­
sentaron, como lo exige el Art. 7o. de la reforma de J92J. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.
Sentencias.

D ivorcio. Procedimiento judicial. Problemas relativos al procedimiento en 
R. F. N®. 99 los juicios de divorcio consensúa!.
Pág. 257 Estudio del doctor Ezequiel M ora A .
1931.
D emanda. Modificación de la demandas—Constituye modificación, y no cam- 
R. F. N°. 102 bio de la demanda, el agregar conm fundamento de ésta un 
Pág. 101 • segundo título en que se rebaja el tipo de los intereses y el 
I932' tiempo por el cual se los podría cobrar, dejando vigente todo

lo demás del primer título.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor M. Peñaherrera.
Resoluciones.

D ivorcio. La Academia estudia estos puntos? «¿Se trata de un juicio de 
R. F. N°. 102 jurisdicción voluntaría o  contenciosa? Y , ¿el mutuo consentí- 
Pág. 135 miento debe persistir en las tres instancias?
,932, En lo que se refiere al juicio de divorcio.

D ivorcio. Continúa ocupándose la Academia de los puntos enunciados an- 
R. F. N°. 102 teríormente, estos son; «¿Se trata de un juicio, el de divorcio, 

de jurisdicción voluntaria o contenciosa? Y , ¿el mutuo consen­
timiento debe persistir en las tres instancias?
Todos estos problemas relacionados con el juicio de divorcio.

Continúa el estudio de los fallos aparentemente contradictorios, 
R. F. N°. 102 dictados por la Corte Suprema, en el juicio de divorcio con- 
^ 2  141 sensual.

D ivorcio. Se pone en discusión la tesis enunciada por el Sr. D r. Francisco 
R. F. N°. 102 Chíriboga Bustamante, en la sesión anterior, que dice; «¿Si uno 
T932 ôs cónyuges, durante la secuela del juicio, retractare su con­

sentimiento para el divorcio consensual, el juez debe decla­
rarlo?»

D ivorcio. Continúa el estudio de los fallos aparentemente contradictorios, 
Pd F*H9°* 102 ^ ctíK*os Por Excma. Corte Suprema de Justicia, en el jui- 
j 932# do de divorcio por mutuo consentimiento y  de la tesis propues­

ta por el Dr. Chíriboga Bustamante.
Luego, se entra a discutir la siguiente cuestión que, sobre el 
mismo punto, plantea el Dr. M odesto A . Peñaherrera, en esta 
forma; «Para que se pueda declarar el divorcio por mutuo con­
sentimiento, es necesario que éste subsista hasta que se suscriba 
la sentencia de tercera instancia?»

Pág. 138 
1932.

D ivorcio,
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Cerrada la discusión, se aprueba la proposición, con los voto- 
afirmativos de los Dres. Francisco Peres Borja, Modesto A  Pe- 
naherrera, Manuel María Borrero, Pablo N . Roldan Alberto 
Guerra P ., Alfonso Miranda y Primitivo Y e lr  votin án m  f 
los Dres. Manuel R . Balarezo, Manuel B. Cueva García y An­
tonio José Borja. 7
Se resuelve dirigir un oficio a la Corte Suprema, pidiendo que 
ejerza la atribución que le concede el Art. 6.“ de la reforma de 

a la L ey Orgánica del Poder Judicial, y  poner en cono- 
cimiento de dicha Corporación la proposición aprobada.

D ivorcio . Acerca de la cuestión anterior, relativa a la persistencia del con- 
p ‘  F\ S °* 102 scntímíento en el Íuícío dc divorcio consensual, el Sr. Dr. Fran­
g í i cisco Chiríboga Bustamante razona su voto y  se manifiesta por

la afirmativa.

D etención ilegal  y a r bitr a r ia . Se analiza el delito de detención ilegal y 
R. F. N°. 105 arbitraria, que pueden cometer los empleados públicos.

3 Alegato de primera instancia, por el Sr. Dr. Manuel R. Balarezo.
Vísta Fiscal del Dr. Alejandro Cárdenas.
Manifiesto adicional del Dr. Manuel R . Balarezo.
Alegato de segunda instancia, presentado por el Dr, Manuel 
R . Balarezo.
Resoluciones.

D ivorcio. La Corte Suprema comunica que ha resuelto, con carácter gene- 
R. F. No. 105 ral y  obligatorio, la discrepancia de los fallos dictados por este 
T9/2 31 Tribunal, sobre el juicio de divorcio por mutuo consentimiento?

y , lo hace en estos términos;
«Si en cualquier estado de un juicio de divorcio consensual, 
hasta que se firme el fallo de tercera instancia, se manifiesta 
por parte de uno de los cónyuges, en solicitud presentada en 
autos, la retractación del consentimiento, se debe negar el divor­
cio en ese juicio».—Acuerdan también que se publique esta dis­
posición en la «Gaceta Judicial»; que se envíe copia autética de 
ella aí Ministerio de Justicia para su publicación en el «Regis­
tro Oficial» y  que se la transcriba, en contestación, a la Aca­
demia de Abogados.

D ivorcio . La Academia estudia la consulta formulada por el Dr. I. Bohór- 
R. F. N°. 108 quez M . referente al juicio de divorcio, y  a la resolución de la 
PáR. 281 Corte Suprema, de que el mutuo consentimiento de los cónyuges
,932‘ debe subsistir hasta que se dicte el fallo de tercera instancia.

D ivorcio . Con respecto a la consulta del Dr. I. Bohórquez M., la Academia 
R. F. N°. J08 opina que es aceptable la retractación del consentimiento para 

291 el divorcio.

D espojo d e  aguas. S U M A R IO t-P or la muerte del mandante no se_ extingue 
R. F. No. Ui el mandato para pleitos, si se ha empezado a desempeñar.—Los 
PáB. J58 herederos del mandante, no sus legatarios, suceden en sus dere-
I933, chos y  obligaciones.—La acción de despojo, para la restitución

de la cosa e indemnización de perjuicios, pertenece a la persona
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del despojado.—Los legatarios suceden en los derechos relativos 
a la especie legada* no en los que exclusivamente pertenecieron 
a la persona del testador. La cosa legada debe entregarse al 
legatario en el estado en que se hallaba a la muerte del testa­
dor* pero no tiene derecho el legatario a exigir el valor de los 
perjuicios derivados de los menoscabos que la cosa legada hu­
biese padecido antes de la muerte del testador.— Opinión de
Baudry-Lacantínerie.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N. 
Clemente Ponce.

D espojo de  aguas. Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justi- 
R. F. No. 1JI cia, por el Sr. Dr. Carlos Casares.
Pág. 163 
1933.
D espojo de aguas. SU M AR IO :—La excepción de ser falso un despojo no se 

' R. F. No. 111 concilla con la alegación de no haberse determinado en la de- 
Pág. 171 manda la cosa despojada.— Juicios petitorios y  juicios posesorios. 
J933. —Posesión material y  posesión civil.— Naturaleza del juicio so­

bre recuperación de la posesión* en este juicio a nada conduce 
la disertación sobre actos de mera facultad y  actos meramente 
tolerados.— Se analizan los fundamentos de la sentencia de pri­
mera instancia.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Carlos Casares.
Sentencias.

D ivorcio. El divorcio perfecto: estudio de los Arts. 2 Í, N .° 4.°* 22, 24, 25, 
R. F. N°. 1*2 26, 28, 29, 30 y  3Í de la L ey de M atrimonio Civil de 3 de 

237 octubre de Í902* y  de sus reformas de 29 de octubre de Í904, 30 
de setiembre de Í9Í0 y  28 de octubre de Í9 Í2 , por el Sr. Dr. 
Juan I. Lovato.
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E

E sta tu to s . 
R. F. N°. I 
Pág. 4J
Í9J3.

Estatutos del Colegio de Atogados de la Capital de la República.

E sta tu to s . El Presidente de la Cámara del Senado, Encargado del Poder 
R. F. N». 2 Ejecutivo, aprueba los Estatutos del Colegio de Abogados de la 
* * *  82 Capital de la República.

E m bargo . La Academia inicia el estudio del siguiente problema: 
p* F 2 secuestro constituye embargo?»

«¿Si no lo constituye, la cosa secuestrada puede ser materia de 
enajenación?»

E mbargo. 
R. F. N°. 4 
Pág. 206 
J9J3.

El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñabcrrera, con breve razonamiento, 
somete a la consideración de la Academia los siguientes puntos 
jurídicos relativos a los conflictos o dificultades que, en el jui­
cio ejecutivo, pueden ocurrir en razón de derechos de terceros, 
a fin de que se los discutiera en la próxima sesión ordinaria:
J.°—N o  pueden embargarse ni rematarse las cosas que ya están 
embargadas en otra ejecución:
2. °— Este principio, basado en el sistema de legislación, debe ser 
mantenido y  declarado expresamente:
3. °— Sí se trata de embargar cosas muebles, el juez suspenderá 
la diligencia y  revocará su decreto, en cuanto se le hiciere cons­
tar que las mismas cosas están ya embargadas en otro juicio:
4. °— Para proceder al embargo de bienes raíces, el juez se cer­
ciorará, por medio del certificado del Anotador, de que no están 
embargados ni en poder de un tercer poseedor o tenedor inscrito 
(arrendatario, acreedor anticrético, etc.):
5. °—Los acreedores que quisieren aprovechar, para su pago, del 
valor de los bienes embargados en otra ejecución, deben propo­
ner tercería coadyuvante o  provocar el concurso.
6 °— Si los bienes que se trata de embargar están en poder de 
terceros poseedores, arrendatarios antícréticos, etc., el embargo 
se verificará respetando los derechos de éstos, y  rematados los 
bienes, se cumplirá lo que las leyes prescriben respecto de la
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obligación que puede tener el comprador de respetar esa situación

T a p a r a  el remate de bienes raíces, deberá presentarse el certi­
ficado de hipotecas, y  se citará a los terceros hipotecarios. Es­
tos podrán presentarse a reclamar el pago, o  reservar su acción 
real contra el tercero a quien medíante el remate se trasmita la 
cosa. En este sentido debe reformarse el Art. 2410 del Civil 
Civil».

E mbargo. «Conforme al sistema actual de nuestras leyes, pueden embargarse 
R. F. N°. 6 las cosas que están ya embargadas?»
Pág. 222 Continúa la discusión.
J913.
Embargo. ¿Consiste en la prohibición de enajenar la cosa embargada o en la 
R. F. No. 6 ocupación Judicial de la misma para venderla?
Pág. 228
1913.
Embargo. Con el objeto de analizar mejor el concepto del embargo, se lo 
R. F. No. 6 relacionó con lo que acontece en el caso de concurso, en que
Pág. 23J también hay ocupación judicial de los bienes del deudor para el
I9,3> pago de los acreedores.

Embargo. La Academia formula la siguiente enunciación del tantas veces ci- 
R. F. No. 6 tado concepto de embargo, que fué aprobado por unanimidad:
Pág. 232 «Embargo es el acto por el cual se ocupa judicialmente una
I9,3> cosa que, por el mismo hecho, queda a disposición del juez para

el pago al acreedor».

Embargo. ¿Existe embargo en la ocupación judicial de los bienes del deudor 
R. F. No. 6 que se verifica en los casos de concurso de acreedores?
Pág. 234 
I9J3.

Excepciones. «Si en el último día de proponer excepciones dilatorias se 
R. F. N°. 6 alega oscuridad de líbelo o incompetencia de jurisdicción en jui- 
T9/3. 240 c‘ °  o^^ario, resueltas las excepciones negativamente, tiene el de­

mandado tres días para proponer otras dilatorias o  perentorias».

Extradición. 
R. F. No. 7 
Pág 241 
1913.

«1.a—¿Existe en nuestra legislación alguna ley que faculte al 
Gobierno del Ecuador para acceder a una demanda de extradición 
a falta de Tratado?»
2. a—«Si no existe una ley ¿el acceder a esa demanda, seria o 
nó proceder contra el texto constitucional que prohíbe el arresto, 
la detención y  la prisión fuera de los casos previstos por la ley 
expresa y  por el tiempo que ésta señale?»
3. a—«Habrá de prevalecer una obligación imperfecta en derecho 
Internacional, sobre lo positivo de un deber constitucional o 
legal?»
4. a—«En concepto de Ud., ¿cuál debería ser en definitiva la ac­
titud del Gobierno a este respecto, es decir a falta de Tratados?» 
Respuesta dada por el Sr. Dr. Dn. Luís Felipe Borja (hijo), al 
Director del «Diario Ilustrado» de Guayaquil,acerca de los pun­
tos anteriores.
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Embargo. 
R. F. No. 7 
Pág. 281 
19J3.

E mbargo. 
R. F. No. 7 
F ig. 285 
1913.

E m bargo . 
R . F. No. 7 
Pig. 284 
1913.

E mbargo. 
R. F. No. 7 
P ig. 285 
1913.

¿La ocupación ¡udídiciai de los bienes del fallido, ordenada en el 
Arl. 577 del Código de Enjuiciamientos Civiles, puede ser con­
siderada como embargo?
Voto del Sr. Dr. Luis Felipe Borja.

Se declaró terminada la discusión relativamente a sí la ocupación 
c*uc *ra*a Art. 577 del Código de Enjuiciamientos 

Civiles constituye embargo y  surte los efectos de tal; y, tomada 
la votación nominal, estuvieron todos por la negativa.

El embargo comparado con la prohibición de enajenar y  con la 
ocupación de los bienes del deudor que se verifica en el con­
curso de acreedores.
V oto del Sr. Dr, José María Bustamante.

¿Pueden embargarse las cosas ya embargadas?
Se procedió a votar este asunto, y  la opinión unánime se pro­
nunció igualmente en sentido negativo.

Embargo. 
R. F. Nos.
y 9
Pág. 47 
1913.

Púsose en consideración de la Academia la siguiente consulta 
formulada por el Sr. Dr. Nicolás Astorga: «Si puede proccdcr- 
se a embargo y  remate de bienes cuando no se trata de un 
juicio ejecutivo, sino de una providencia dictada en cualquier 
otro juicio y  que puede hacerse efectiva medíante apremio 
personal?

Ejecutivo. ¿Se puede demandar ejecutivamente una obligación derivada de 
R. F. Nos. 16, un contrato bilateral, sin que conste, de titulo ejecutivo, que el 

y demandante cumplió ya las obligaciones que por el contrato
J9J4# se impuso?

Cuestiones jurídicas.—Derecho práctico.—
Estudio del Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

Error esencial. El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, somete a la con- 
R. F. Nos. 19 sideración de la Academia, la siguiente consulta de un distin- 
P 20 777 guido abogado riobambeño: «Si es error esencial el en que
I9J4.227 incurre un perito nombrado para el avalúo de una cosa, cuando

la aprecia en mucho más o mucho menos de lo que ella vale». 
La Academia, teniendo en cuenta el tenor y  espíritu de las 
disposiciones legales concernientes al caso y a la naturaleza de 
la función pericial, opinó que no había error esencial en el caso 
propuesto.

Embargo. «
R. F. Nos. 19 
y 20 
Pág. 234
1914.

Ejecutivo. 
R. F. No. 28
Pág. 113 
1915.

(Si puede procederse a embargo y  remate de bienes cuando no 
se trata de un juicio ejecutivo sino de una providencia dictada 
en cualquier otro juicio y  que puede hacerse efectiva mediante 
apremio personal. , .
Continúa la discusión y  se leen las opiniones escritas de los 
Srs. Drs. José María Bustamante y  Luis Felipe Borja (hijo).
De los juicios ejecutivos.—Las tercerías. -E l ejecutante puede 
ser tercerista coadyuvante. _  t e n .
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el í>r. Ur. 
Luís Felipe Borja.
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E x c e p c i o n e s .  Cuestiones jurídicas. -  Derecho práctico: -  Siendo dos o m ás l0s 
R. F. Nos. 33, demandados y  no habiendo contraposición en sus excepciones 
34 y 35 .-nía cuando éstas no sean del todo iguales o  las mismas.
Pi8* 203 taran obligados a nombrar un solo procurador que les represen-
I9,S* te en el juicio, en cumplimiento de lo que se prescribe en el

Art. 64 del Código de Enjuiciamientos en materia civil? 
Estudio del Sr. Dr. N . Clemente Ponce, quien sostiene la 
afirmativa.

E jecutivo. Observaciones al Art. 512 del Código de Enjuiciamientos en 
R. F. Nos. 38 materia civil:
1 39 _ El juez, a solicitud del ejecutante, no puede conceder prórroga 

del término probatorio en juicio ejecutivo: í° . porque dicho tér­
mino es perentorio? y  2o. porque esa concesión es ilegal desde 
que la parte última de dicho artículo está derogada.
Sometida esta exposición al conocimiento de la Academia, en 
la sesión del í .°  de febrero de Í9Í6 , el señor Presidente la apo­
yó, teniendo cuenta que el propósito de la reforma de 1904 
relativo al Art. 5 f í  (5Í2 de la edición vigente) fué efectiva­
mente suprimir toda la segunda parte de dicho artículo, desde 
las palabras: «este término será común a ambas partes»; y  que 
esto le constaba porque, aún cuando no concurrió al Congreso en 
calidad de Senador o Diputado, fué quien, a petición de algunos 
amigos miembros del Congreso, indicó y  redactó las reformas 
del Código de Enjuiciamientos; y  añadió que sólo por no copiar 
literalmente toda esa segunda parte del artículo, se hizo uso de 
la etcétera, diciendo: «del Art. 5Í Í  suprímase: este término será 
común etc.»
El señor Vicepresidente corroboró también con otras observacio­
nes la misma conclusión; y  todos los miembros de la Academia 
que concurrieron a la sesión estuvieron conformes en que, en 
realidad, toda esa parte del artículo estaba derogada, y  en que 
en la práctica era menester atenerse al texto de la ley, tal como 
fué expedida, y  al pensamiento del legislador claramente mani­
festado en ella, antes que a la edición del Código en que pro­
bablemente, por mera inadvertencia, se había incorporado la 
parte suprimida por el legislador.

E najenación. Se discute el proyecto de reformas al Código de Enjuiciamientos 
Nos* ^  Civiles, sobre providencias preventivas o  precautorias.

Pág. 299 Inconvenientes que acaso tendría el que la venta de la cosa cuya
J9J6. enajenación estaba prohibida, adolezca de nulidad absoluta.

¿Habrá objeto ilícito en dicha enajenación, com o la hay en la 
de las cosas embargadas, cuando se verifica sin que el juez la 
autorice o el acreedor consienta en ello?

E lecciones. Estudio sobre la Ley de Elecciones. -  Las Cortes Superiores son 
Pág. JO °* competentes para declarar la nulidad de elecciones que hagan
J9J7, *os Concejos Municipales.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.
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E mbargo. Facultad que hoy tiene el acreedor hipotecario para pedir el em- 
r ' J ' 4 2  j g °  áf \inmuebIc V» embargado anteriormente por un aeree-
J9J7. dor no hipotecario, medíante la cancelación del primer embargo

y de las dudas que se ha suscitado respecto de si la referida 
cancelación ha de ser decretada por el mismo juez que ordenó 
t Pr ?  e®barS° 0 P°r ante quien se solicita el segundo. 
La Academia se ocupa del estudio de estas cuestiones.

E m bargo . Se abre luego la discusión acerca del punto pendiente, relativo al 
F‘73í0‘ 49 ,UeZ qüe d ch c  decrctar Ia cancelación del primer embargo, en el 

Í9J7. caso Ia reforma sancionada por el Congreso de 1916, acerca
de la facultad que le concede al acreedor hipotecario para pedir 
que se cancele el embargo obtenido anteriormente por un acree­
dor quirografario.

Embargo. Continúa la discusión del punto anteriormente planteado, tocante 
R* F q¡?°’  49 a* )UCZ quc ^cbc ^ecretar ía cancelación del primer embargo, 
^317 90 cuando un acreedor hipotecario pide un segundo embargo.

E m b a r g o . Sigue la discusión relativa al juez que debe decretar la cancela- 
R. F. N°. 50 ción del primer embargo, en el caso previsto por el Art. 12 de 
p m  124 l*1 Ley Reformatoria del Código de Enjuiciamientos Civiles,

aprobada por el Congreso de 1916.

E m bargo . Prosigue la discusión relativa al juez que debe decretar la cance-
R. F. No. 
Pág. 139 
1917.

lación del primer embargo, en el caso previsto por el Art. Í2 de 
la Ley Reformatoria del Código de Enjuiciamientos Civiles, san­
cionada el 30 de septiembre de 1916.
Opiniones escritas de los Srs. Drs. Manuel B. Cueva y  Manuel 
R . Balarczo.
Se resuelve solicitar, de acuerdo con la exposición del Dr, Cueva, 
de la Corte Superior de Quito, que consulte el punto a la Corte 
Suprema, enviándole una copia de las actas de las sesiones en 
que se ha tratado de él.

Estado. Responsabilidad civil del Estado.—La legislación civil.—El Dere- 
R. F. N°. 51 cho internacional.—Las leyes especiales del Ecuador.
Pág. 152 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.
m 7 ' Agustín Cueva.

Embargo. Contradicción manifiesta entre lo dispuesto por los Arts. 1791 in- 
R. F. N°. 53 ciso 2“. del Código Civil y  533 del de Enjuiciamientos, respecto 
Pág. 292 a] rem;ite de inmuebles.—Necesidad de derogar o reformar esta

última disposición, porque contiene una perogrullada su primera 
parte, y  una antinomia la segunda.—¿A su amparo puede actual­
mente un coejecutado, codeudor solidario y  condómino rematar 
para si el inmueble, so pretexto de hacerlo para su mujer, dan­
do de contado parte del precio y  ofreciendo abonar el resto a 
plazo?—¿En un remate, en el cual intervienen marido y  muier, 
no emancipada económicamente ni separada de bienes, y  en el 
que afirman que compra lo subastado la consorte con dinero de 
su propiedad, el rematador es el marido o  la.m,u,? I l L° r C Í  ‘ 
1740, 1741, 1715 inciso 3“. y  1717 N °. 2“. del Código Civil y

1917.
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5o. cíe la Ley de Emancipación Económica de la mujer casada 
ante una declaración judicial ejecutoriada de la validez pro Tor­
ma del acta y  del acto del susodicho remate.— El remate poI 
persona interpuesta y  la estipulación a favor de un terccroi 
Art. 1439 del Código Civil.— Bondad manifiesta del Art. 33 
la Ley Reformatoria del Código de Procedimientos Civiles, ex­
pedida en 1911.—¿Aunque no se haya propuesto tercería exclu- 
yente sobre la cosa embargada, cabe reembargar y  rematar l0s 
derechos del deudor sobre dicha cosa, cualesquiera que ellos 
fuesen, nacidos del remate?—Acepción jurídica de los vocablos 
derechos y  acciones, usados por los Arts. 569 del Código Civil y  
523 del de Enjuiciamientos. -  El embargo de derechos o  de ac­
ciones no está sujeto a peso, medida o aprehensión. -  ¿Cóm o se 
realiza, si el deudor es dueño exclusivo y  no condòmino de la 
cosa? -  Los derechos o  acciones sobre inmuebles se reputan tales 
pero no se identifican con los mismos. -  ¿Sí un codeudor solida­
rio, coejecutado, remata para si un bien del cual era simple 
condòmino, puede el ejecutante, insoluto de su crédito, reem­
bargarlo y  rematarlo, en la misma ejecución, o  sólo embargar y  
rematar los derechos del deudor sobre ese bien? -  ¿Sí el juez de 
un juicio ejecutivo declara, a la vez, válidos el acta y  el acto del 
remate de un inmueble, en atención a la ausencia de vicios de 
forma, y  está ejecutoriada la orden de embargo de los derechos 
del deudor sobre el inmueble, nacidos del remate, puede dene­
gar la inscripción del e m b a rg o?-T a l embargo no infringe lo 
dispuesto por los Arts. 519 inciso 9o. y  529 inciso 3o. del Códi­
go de Procedimientos: el dominio es un bien diverso del condo­
minio. -  El embargo y  remate del derecho del dueño sobre una 
cosa no son el embargo y  remate de la cosa misma, aunque la 
materialidad sea u n a .-¿L a  mujer del coejecutado -  el cual re­
mató para sí el inmueble, de que era condueño, aparentando que 
lo hacía su consorte-,es parte en el juicio ejecutivo o puede 
presentarse como tal promoviendo incidentes o  recurriendo de 
las providencias de embargo de los derechos del marido sobre 
el inmueble, o de la orden de inscripción? -  Reconocida por un 
fallo la validez del embargo de los frutos y  usufructo de un 
inmueble, se reconoce, por lo mismo, que este es de propiedad 
exclusiva del marido, o sea de la sociedad conyugal, y  no de 
la mujer; ya que, si los frutos y  usufructo de los bienes propios 
del marido son bienes sociales, y, en consecuencia, embargables 
por los acreedores del marido, no es embargable el usufructo del 
marido sobre los bienes propios de la consorte. (Arts. 1715 N °. 
2°., 1726 N °. 5o., 1730 N °. 3o. y  2248 inciso 3o. del Código 
Civil). -  Frutos no son lo mismo que usufructo: la idea de és­
te comprende, a la vez, dos: la de la administración de la cosa 
fructuaria, mueble o inmueble, de cuyos frutos se ha de gozar, 
y  la de percepción de los frutos;  porque el usufructuario gobier­
na la cosa y  se aprovecha de sus utilidades.— ¿Sí el marido 
autoriza por escrito a su mujer para oponerse al prcindicado 
embargo de los derechos de él sobre un inmueble, o  a su ins­
cripción, ella litiga contra él o  de acuerdo con él?—El recurso
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de hecho no consiste en elevar de fació el proceso al superior, 
ni puede ser concedido a un tercero que se presenta en juicio 
ajeno reclamando en contra de providencias que no le causan 
perjuicio directo ni indirecto.—La mera oposición de una terce­
ra persona en juicio ajeno no equivale a tercería excloyente. 
Exposición que hace a la Academia, en solicitud de su dicta­
men, el Sr. Dr. Ricardo Félix, miembro del Colegio de Abogados.

E xcepciones. JU R IS P R U D E N C IA :-Cuando el mandatario general del de-
P ¡ F*20 54 m  j  do  se nic8'a aI scr citado con  la demanda, a ejercer el
J9JS8. P° ° er en.cI ,uícío» déÍ3CSC contar con el mandante.—El manda­

to posterior en que no se conceden al mandatario las mismas 
facultades concedidas en el primero, constituye revocación de 
las no comprendidas en el segundo.—Aún cuando el ejecuta­
do no proponga excepciones, el juez debe absolver en la sen­
tencia sí el título no es ejecutivo.—El Gerente de una sociedad 
necesita poder especial para obligarla por medio de fianzas.— 
Cuando tal poder no existe, no se trata de la nulidad sino de 
la no existencia de la obligación.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.

Ejecutivos. 
R. F. N°. 55 
Pág. 69 
J9J8.

Los instrumentos públicos y  los instrumentos privados.—Estos 
deben ser individualizados en el reconocimiento para que sean 
títulos ejecutivos.—Rehabilitación del demente.—Desde cuándo 
surte efecto la sentencia que la declara.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

Económicos. Reformas del Procedimiento Penal: competencia territorial.— 
R. F. N°. 56 De la prueba.'—Cuerpo del delito.— El sumario.—Formación de 
¡ f e  ‘ 03 causa.— Del sobreseimiento.— Confesión.—El Jurado.—Juicios

económicos.—Recursos.—Disposiciones comunes.—Organización 
judicial.—Recomendación final.
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Víctor Manuel 
Peñahcrrera.

Ediciones del Código de Enjuiciamientos Civiles. En las «Lecciones de De- 
R. F. N°. 58 recho Práctico» del Profesor Dr. Víctor Manuel Peñaherrera,
Pág. 293 encontramos que no se han hecho otras ediciones codificadas de
,9,a' nuestro Código de {Procedimientos en materia civil, que las de

1869, J879, Í882, 1892, 1899 y  Í907; y  la edición hecha últi­
mamente por la Academia de Abogados, el año de í 9X7.

Embargo. Termina la discusión relativa al juez que debe decretar la can- 
R. F. N°. 58 celacíón del primer embargo, en el caso previsto por el Art. 12 
Pág. 30J Ley Reformatoria del Código de Enjuiciamientos Civiles,
l9I8‘  sancionada el 30 de setiembre de Í9J6.

Como de acuerdo con la opinión escrita del Sr. Dr. Manuel B, 
Cueva inserta en la «Revista Forense» N .° 50, página Í39, se 
resolvió solicitar de la Corte Superior de Quito, que consulte el 
punto a la Corte Suprema, enviándole una copia de las actas 
de las sesiones en que de él se ha tratado, el Tribunal Supre­
mo dicta la siguiente resolución:
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«Quito, agosto diez y  nueve de mil novecientos diez y  ocho 
las dos de la tarde.— V IS T O S :— Es principio inconcuso de ju_ 
risprudencia práctica, el de que ningún juez puede intervenir 
en una misma instancia, en causa conocida por ótro, sea para re­
formar, aclarar o  revocar sus providencias, sea para disponer Ia 
cesación de sus efectos. El artículo 12 de la Ley Reformatoria 
de 1916 (527 del Código de Enjuiciamiento), si comporta una 
excepción relativa a que puede dictarse orden de embargo res*, 
pecto de una cosa ya embargada por otro juez, no establece 
ninguna en cuanto a ese principio absoluto; el cual debe obser­
varse sin alteración, a menos de que la ley mande, expresamente 
lo contrario, o de que la aplicación de ella imponga la nece­
sidad de apartarse de él, por ser, sin esto, imposible llevarla 
a debido efecto. Y  del texto del artículo 527, no se sigue qUe 
la ley ha dispuesto que el juez ante quien se solicite el se­
gundo embargo, sea el que deba ordenar la cancelación del 
primero, ni menos que sin orden de él, sea imposible la can­
celación; y , lejos de esto, en el silencio de la ley, en cuanto 
a la designación del juez, nada más conforme con ella y  los 
principios, que la cancelación del embargo debe declararse por 
el juez que lo ordenó desde luego, sea por solicitud presentada, 
directamente por el acreedor preferido, sea por oficio que, a 
solicitud del mismo, dirija el juez que ha de decretar el segun­
do embargo. Síguese, com o consecuencia, que, en los casos del 
sobredicho artículo, al juez que ordenó el primer embargo, le 
corresponde disponer su cancelación. Comuniqúese a la Corte 
de Quito, y  dése cuenta al Congreso.—Pino.— Cárdenas.—Pe- 
ñaherrera.—Albán Mestanza.— Salazar. -  Proveyeron y  firmaron 
el auto precedente, en agosto diez y  nueve de mil novecientos 
diez y  ocho, a las dos de la tarde, los señores Ministros de la 
Corte Suprema, Dres. Leopoldo Pino, Presidente, Alejandro Cár­
denas, Modesto A . Peñaherrera, Belisarío A lbán Mestanza y  el 
Conjuez Dr. Manuel María Salazar.—El Secretario, Rodríguez').

Embargo. Con referencia a las cuestiones jurídicas que contiene la consulta
R. F. N®. 59 publicada en el N .° 53 de la «Revista Forense», página 292,
9̂19 30 el Sr. Dr. Félix, lleva al conocimiento de la Academia las provi­

dencias judiciales pertinentes; y  manifiesta que se han declarado 
estos principios jurídicos.
1.a—Pertenece a la sociedad conyugal, esto es, al marido, respecto 
de terceros, lo comprado con dinero propio de la consorte, no eman­
cipada económicamente aunque intervengan marido y  mujer en el 
contrato de compra-venta manifestando que ella es la compradora, 
si el dinero no ha sido destinado a ello en las capitulaciones matri­
moniales o en otro acto auténtico equivalente de separación de 
bienes de la mujer, de la administración de su esposo. Para 
que se entienda legalmente subrogado un inmueble a valores propios 
de uno de los cónyuges, que no consistan en bienes raíces, es nece­
sario que tales valores hayan sido destinados a ello en las capitula­
ciones matrimoniales, o en otro acto equivalente, y  que en la escritura 
de compra del inmueble aparezca la inversión de dichos valores 
y  el antmo de subrogar; de modo que los haberes o valores de la
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mujer puedan comprobarse, respecto de terceros, en la forma o 
por los medios que el Código Civil determina al tratar de la pre­
g ó n  de créditos. (Arts. Í7I5 inciso 3.°, 1717 N.° 2.° y  1723 
inciso 3.° del Código Civil y  5.° de la Ley de Emancipación 
Económica de la mujer casada, sancionada el 26 de setiembre 
de I9JJ).
2*° Si un coejecutado, codeudor solidario y  condueño de un inmue­
ble llega a ser su exclusivo dueño por remate verificado en pública 
subasta, y  el acreedor ejecutante continúa insoluto de su crédito 
puede reembargarse el propio inmueble y  volver a rematarse, en 
la misma ejecución, para el pago al acreedor.
3. “ — Si se reconoce válido y  legal, en una litis con terceros, el em­
bargo del usufructo del marido sobre un inmueble se reconoce, por 
lo mismo, que el inmueble no es de propiedad de la mujer, sino 
de la sociedad conyugal, o sea, del marido;  ya que, si los frutos 
y  el usufructo de los bienes propios del marido, o de la sociedad 
conyugal, son bienes sociales, y  por consiguiente, embargables, por 
los acreedores de la sociedad o por los del marido, no es em- 
bargable et usufructo del marido sobre tos bienes de la mujer, ni 
el del padre de familia sobre los bienes del hijo. (Art. 2448 inci­
so 3«° del Código Civil).
4. °—Embargar el derecho de dominio pleno y  exclusivo de una 
persona sobre un inmueble vale tanto como embargar el inmueble 
mismo, o sea, su totalidad material. (Arts. 569 del Código Civil 
y  53í del de Enjuiciamiento).

Excepciones. Incompetencia de jurisdicción y  oscuridad de libelo.—¿Cuál 
R. F. N°. 60 de estas excepciones deberá ser resuelta con prioridad?—Prece- 
ufu? 62 dencia y  causalidad.—Objeto y  fin de aquellas dilatorias. -  Prí- .

mera solemnidad sustancial.- -Nulidad en el procedimiento. La 
jurisdicción no depende de la estructura de la demanda, de la 
voluntad del juez ni de las partes.—Jurisprudencia francesa.— 
Inflexibilídad de la regla de que el juez ante todo y  sobre todo 
ha de asegurar su competencia.— El término ineficacia compren­
de tanto a la nulidad absoluta como a la relativa.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Cuenca, por el 
Sr. Dr. L. Torres.

Ejecutiva demanda. SU M AR IO :—En la demanda ejecutiva quedan incorpo- 
R. F. N°. 61 rados a ésta los títulos que se acompañan.—Cesión de créditos 

1,6 personales, su naturaleza y  consecuencias.— La confesión judicial 
* no puede cambiar la naturaleza de un contrato. La confesión debe 

dividirse si uno de los hechos consta plenamente. Los docu­
mentos privados si alteran una escritura pública surten efecto 
contra terceros. ¿Que se entiende por terceros en este caso? 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Excepción perentoria. Concepto jurídico de la excepción perentoria. Un 
R. F. No. 65 mismo derecho puede valer como acción o como excepción.
Pág. J70 Excepciones en el Derecho Romano? en el Derecho moderno,

cn cl sistema francés; en el nuestro. La acción pauliana o sea
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la rescisión de las enajenaciones hechas en fraude de los acree­
dores, establecida por el Art. 2450 de 1 Código Civil, puede 
alegarse como excepción. En el juicio de tercería excluyente
cabe reconvención?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrcra.
Sentencias de primera, segunda y  tercera instancia.

Edad. JURISPRUDENCIA P E N A L : El discernimiento en las ínfraccio- 
R. F. N°. 66 nes perpetradas por los mayores de diez años y  menores de diez 
Pág. 231 y  scis. Piezas principales del sumario seguido contra el joven
I920‘ Jorge Holguín, a causa“ de la muerte de Víctor Manuel García

Cruz.
Alegatos presentados por los Srs. Drs. Luis Felipe Borja (hijo) 
y  Francisco Pérez Borja.

Ejecución de sentencias extranjeras. EJECU CIO N  DE S E N T E N C IA S 
R. F. N°. 68 EXTR A N JE R A S:
Pág. 1 Auto asesorado por el Dr. Belisarío Ponce, en el juicio ejecu-
J921* tívo propuesto por el Dr. Alejandro Santander solicitando el

cumplimiento de varías obligaciones declaradas en una senten­
cia de juicio ordinario, dictado por el Juzgado Civil del Cir­
cuito de Pasto.
Cuando se expidió este auto no existía el Art. 500 del actual 
Código de Enjuiciamientos Civiles.

Escrutinio. 
R. F. No. 70 
Pág. 194 
1921.

El señor Presidente del M. I. Concejo Cantonal de Montúfar, 
se dirige a la Academia de Abogados, exponiéndole la si­
guiente consulta:
En el año pasado se eligieron cuatro Concejeros principales 
para el bienio de 1921 a 1922, y  del escrutinio resultó un solo 
suplente. El Concejo que efectuó el escrutinio creyó de su de­
ber que, de acuerdo con la facultad contenida en el inciso 4o. 
del Art. 8o. de la Ley de Régimen Municipal, estaba en el caso 
de nombrar tres Vocales para que, de este m odo, fueran cuatro 
los suplentes, así como eran cuatro los principales, para inte­
grar el Concejo} y  así lo hizo. Mas, al tratarse de la posesión 
de dichos Vocales, algunos miembros del Concejo actual se 
oponen a ello, alegando que el Concejo escrutador del año pasa­
do no tuvo derecho para hacer tales nombramientos, fundándo­
se, para ello, en el mismo inciso del Art. 8o. de la Ley ante­
riormente citada.
El Ayuntamiento desea saber si el Concejo escrutador tuvo fa­
cultad para hacer tales nombramientos o  competía nombrarlas 
al Concejo actual.
El señor Presidente de la Academia comisionó al señor Secreta­
rio Dr. F. Alberto Darqucn, para que informe al respecto en la 
próxima sesión.

Escrutinio. La Academia aprueba el informe presentado por el Sr. Dr. 
Págf*J99* 70 Alberto Darquea, Secretario de la Corporación, acerca de la 
J92J. consulta del señor Presidente del M . I. Concejo Cantonal de

Montúfar, informe que anota esta conclusión: «E n  el caso del
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inciso 4o. del Art. 8o. de la Ley de Régimen Municipal, esto es, 
cuando a falta de suplentes en una elección, las Municipalida­
des deben integrarse con vocales nombrados por ellas mismas, 
creo que estos nombramientos tiene que hacerlos el mismo Con­
cejo cesante que verifica el escrutinio y  califica a los nuevos 
Concejales elegidos por el voto popular para el bienio siguiente, 
pues, estimo que tal facultad debe considerarse como algo ín- 
herente y  complementario de la misma función del escrutinio y  
calificación dichos, que tienen por objeto dejar organizado el 
personal de que ha de componerse el nuevo Concejo, toda vez 
que aún puede suceder que éste no tenga otra manera de inte­
grarse que con los vocales nombrados a falta de suplentes, que 
es precisamente lo que ha previsto la ley en la disposición an­
tes mentada.
Como se indica, la Academia aprueba este informe, con la adi­
ción de que cuando el Concejo escrutador no hubiere hecho los 
nombramientos de Vocales de que se trata, podrá hacerlo el nue­
vo  Concejo.

Exclusión de bienes. El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera consulta a la 
R. F. N°. 70 Academia, si en el caso de exclusión de bienes de la mujer ca- 
r?2J 217 sada, puede ésta reincorporar a la sociedad conyugal los bienes 

excluidos, no obstante que el Art. 9Í7 del Código de Enjuicia­
miento Civil prohíbe a los cónyuges celebrar otro contrato que 
el de mandato. El Art. J59 del Código Civil prevé el caso de 
restablecimiento de la sociedad conyugal después de decretada 
judicialmente la separación de bienes, pero sólo cuando ésta se 
ha efectuado por el mal estado de los negocios del marido.

Exclusión de bienes. La mujer casada ante el Derecho Civil Ecuatoriano.
R. F. No. 71 Dos reformas jurídicas!

3 J°. La exclusión de bienes de la mujer casada.
* 2o. La libre enajenación de los inmuebles de ella dentro de la

sociedad conyugal.
Estudio del Sr, Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

Ejecutivo. El Sr. Dr. Alfonso Miranda somete a la consideración de la Aca- 
R. F. N°. 7J demia las siguientes cuestiones jurídicas}

57 «En la ejecución contra un comerciante se verificó el embargo
,922‘ del almacén de mercaderías} el tercerista, fundándose en un pa­

garé mercantil que no está reconocido por el deudor, solicita el 
concurso necesario juntamente con la quiebra. Pregunta! 
í°. ¿Cabe proponer las dos acciones en la forma indicada, esto 
es, colectivamente, para que sean sustanciadas a la vez?^
2o. ¿Pudo el tercerista solicitar el concurso necesario y  ̂ la 
quiebra en el juicio ejecutivo, y  como incidente de este juicio 
para que sean sustanciadas por el mismo juez y  asesor que 
conocen de la ejecución? f
3». ¿Según el Art. 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
puede ser considerado acreedor el tercerista cuyo crédito no ha 
sido aún aceptado y  que consiste en un documento no reco­
nocido por el deudor, y  consiguientemente, puede solicitar el 
concurso necesario fundándose en dicho documento y  alegando

jas
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que el ejecutado no lia pagado ni dimitido bienes no obstante 
ser requerido?
40. ¿El solicitante que sólo presenta documento mercantil sin 
que esté reconocido judicialmente por el deudor, podrá solicitar 
la quiebra? (Inciso final del Art. 940 del Código de Comercio). 
5o. Si el juez que conoce de la ejecución no es el del domi­
cilio general del deudor, iserá competente para decretar el con­
curso necesario o  la quiebra?
6o. ¿Es procedente el concurso necesario civil cuando se trata 
de obligación mercantil y  entre comerciantes, o  cabe tínicamen­
te la quiebra?

Ejecutivo. Los instrumentos otorgados a favor de los Bancos Hipotecarios 
R. F. N°. 74 no son títulos ejecutivos sí no se hallan registrados en la T e - 
Pág. 307 sorerfa de Hacienda. Estipulado el pago de una obligación 
I922* por dividendos periódicos, la prescripción extintiva del derecho

comienza desde que cada dividendo se hizo exígible, y  no des­
de la fecha en que debió pagarse el último dividendo. La 
prescripción extintiva, por expresa disposición del Art. 2496 del 
Código Civil, se funda en el no ejercicio del derecho, en no 
haber hecho uso de la facultad de ejercerlo. N o  cabe la tra­
mitación ejecutiva ni aún para los Bancos Hipotecarios cuando 
ha prescrito la acción ejecutiva. Las reglas de la prescripción, 
institución de derecho público, se aplican también a los dere­
chos de los Bancos Hipotecarios. N o  cabe condenar en juicio 
ejecutivo al pago de la multa estipulada, sí no constan en el 
titulo respectivo los datos para liquidar la multa. N o  es legal 
condenar en la sentencia al pago de intereses no demandados. 
Manifiesto presentado a la Corte Suprema, por el Sr. Dr. A le­
jandro Ponce Borja.
Sentencias.

Ecuatoriana Legislación. La Legislación Ecuatoriana en 1901.
R. 7 .  N°. 76 Estudio del Sr. Dr. Luís Felipe Borja.

Exhibición de documentos. Se alega y  resuelve que no basta prueba de la 
R. F. N<». 77 preexistencia, sino de la existencia actual de un documento en 
J923. 08 poder del demandado, para que se ordene la exhibición como 

diligencia preparatoria.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo.

Exhibición de documentos. SUMARIO» Naturaleza del juicio de exhibi- 
Pá F*!20* 77 Ĉ ° ‘ ^StC no sc controv*erten derechos, sino que se trata 
192̂  de la simple presentación de un instrumento. Prueba admisi­

ble en estos casos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.
Resoluciones.
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Esencia o naturaleza de los contratos bilaterales. CUESTIONES;
R.F. N°. 78 
Pig. í 65 
1923. ío 'd e  p « d L  "s t ic o l?  e°  7,1 "  ap“ " 1,Ic aI “ “ ‘‘ amien- 

2*. La condición resolutoria de dicho articulo es de la esencia 
o  de la naturaleza de los contratos bilaterales, o meramente 
accidental?
3*. Cuál es la razón científica de dicta condición?
4a. Puede ser renunciada o modificada expresa o tácitamente? 
5a. Entraña modificación tácita el pactar que, caso de retardo 
de un período, se pagarán intereses, y  si el retardo llega a dos 
períodos, terminará el contrato?
é*. Diferencia legal y  científica entre resolución y  mera ter- 
minación.
7a. Criterio deducido de la interpretación del Art. 1968 del 
Código Civil, por nuestros tribunales.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrcra.
Resoluciones.

Edición. Proyecto de una nueva edición del Código de Comercio, en el 
R. F. N°. 79 que se incorporarán las reformas de 1909 y  de 1913.
Tq?4 31 Comunicación dirigida a la Academia de Abogados, por el Sr.

Ministro de Hacienda, Dr. Alberto Gómez JaramíUo.

Estado legal de las mujeres. Cuestionario sobre el estado legal de las 
R. F. N°. 8J mujeres; Política. Ciudadanía. Derecho de propiedad. El 

2°* divorcio. Los hijos.
Estudio de los Drs, José María Pérez Echanique y  Homero 
Víteri Lafronte, enviado a la Unión Panamericana.

Estadística judicial. El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja somete a la conui- 
R. F. N°. 81 deración de la Academia el siguiente proyecto de ley sobre 
T924 229 organización de la estadística judicial;

EL CO N G R E SO  DE L A  REPUBLICA DEL ECUADOR, 

D E C R E T A ;
Art. Io. Créase en la Corte Suprema de Justicia, bajo su ins­
pección y  vigilancia, la Dirección de Estadística Judicial de los 
crímenes y  delitos.
Art. 2°. Esta dirección se compondrá de un Director, de un 
Secretario y  dos Amanuenses nombrados por la Corte Suprema. 
Art. 3o. En la compilación de los datos estadísticos se usara 
el sistema de las fichas individuales.
Art. 4o. En las fichas estadísticas se observarán los modelos 
que se insertan al final de esta Ley, los que podrán ser modi­
ficados por la Corte Suprema.
Art. 5“. Las Cortes Superiores, los Jueces de Letras y  de Con­
trabando, los Intendentes de Policía, los Comisarios Nacionales 
y  Municipales y  los Tenientes Políticos llevarán por triplicado 
las fichas individuales. La Corte Suprema, los Alcaldes de 
Cárceles, el Director de la Penitenciaría y  el Jefe del Archipiéla­
g o  de Colón los llevarán por duplicado.
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Ejecutivos. 
R. F. No. 82 
Pág. 302 
J924.

Art. 6o. Un ejemplar de las fichas individuales se remitirá a 1, 
Dirección de Estadística; el ótro al respectivo superior y  el tifo, 
mo se guardará en el Archivo del respectivo Juzgado o Tribunal 
La Corte Suprema y  los funcionarios que deben llevar por du­
plicado las fichas individuales, remitirán el un ejemplar a la Di­
rección y  el ótro guardarán en su Archivo.
Art. 7o. Los tribunales y  funcionarios determinados en el Art 
5o, llevarán las fichas individuales en los casos que se especifil 
can en los modelos que se acompañan.
Art. 8o. En cada tribunal y  juzgado se formará una estadística 
especial del movimiento judicial de cada uno de ellos, de 
acuerdo con las indicaciones que les dará la Corte Suprema 
previo informe de la Dirección.
Art. 9o. A  los tribunales y  juzgados que no cumplan con lo 
ordenado en esta Ley, podrá la Corte Suprema imponerles una 
multa hasta de cien sucres.
Art. Í0. Sí de las fichas individuales conociere el Director que 
los tribunales, jueces, ministros fiscales, agentes fiscales o de­
fensores no han despachado las causas o no las han devuelto 
en los términos fijados en las leyes, dará aviso a la Corte Su­
prema, la que impondrá a los funcionarios remisos en el cum­
plimiento de sus deberes la multa determinada en el artículo 
anterior, siempre que los superiores no hayan impuesto la que 
corresponda.
Art. t í .  El Director publicará mensualmente en la «Gaceta 
Judicial», por provincias, un resumen del m ovimiento judicial. 
Art. 12. El Director dará un informe anual a la Corte Suprema 
sobre el movimiento estadístico judicial de los crímenes y  de­
litos, el que se agregará al que debe presentar la Corte al Con­
greso.
Art. 13. La Corte Suprema dictará las disposiciones que crea 
convenientes para llevar a cabo el objeto de esta ley, y  podrá 
imponer la multa determinada en el Art. 9.° a los que no cum­
plan con esas disposiciones.
Art. 14. Los sueldos de los empleados creados por esta ley y  
los gastos que ella ocasione, se fijarán en la ley de Presupues­
tos, y  se tomarán de los fondos del Poder Judicial.
Art. 15. Esta Ley comenzará a regir el primero de enero de
1925.
Art. 16. El Ministerio de Justicia suministrará, con la debida 
anticipación, los correspondientes formularios a los tribunales, 
juzgados y  funcionarios a que se refiere esta ley.

El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera manifiesta, que con suma 
frecuencia, en los juicios ejecutivos, se ordena el embargo de 
propiedades cuantiosas y  aún se procede al remate sin saberse 
definitivamente el valor a que asciende el capital, intereses y 
costas, materia de la ejecución; sin base, por tanto, para el im­
portantísimo efecto de la calificación de las posturas; pues no 
son raros los casos, agrega, de que los pagos parciales se liqui­
den en juicio verbal sumario con posterioridad al remate, y  de 
ellos resulte de poca significación el valor del crédito.
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Los concurrentes consideran fundada la observación del Dr. Pe- 
ñaherrera y  dicen que la liquidación debe ser practicada antes de 
expedirse el mandamiento de ejecución.

Ejecutivos. Se insinúa la necesidad de añadir una reforma, en el Título de 
F,,S°* 82 Ias DísP°sifci°nes Comunes, en el sentido de que, si según la 

Pág. sentencia, debiera hacerse liquidación del crédito, o pagos parcia­
les, intereses etc. se la efectúe antes del mandamiento de ejecu­
ción, a fin de que el deudor sepa, a punto fijo, por qué cantidad 
se efectúa el requerimiento y  pueda pagarla.

Ejecutivo. El señor Dr. Modesto A . Peñaherrera, consulta a la Academia 
R. F. N°. 82 acerca de los siguientes puntosi
PfcM.319 En j° ício eÍecutivo ¿se podrá proponer tercería coadyuvante 

antes de la sentencia, o solamente desde que se ha trabado em­
bargo en determinados bienes para el pago de una ejecución an­
terior?»
Se leen los artículos 573 y  574 del Código de Enjuiciamientos 
Civiles, y  se resuelve, que siendo como son las disposiciones 
legales, claras y  terminantes, se pueda proponer la tercería coad­
yuvante desde que se decrete el embargo o se ejecutoríe la sen­
tencia hasta el remate de los bienes.

Excusante. SU M A R IO :—La noción del delito se integra únicamente por el 
R. F. N°. 83 concurso de la inteligencia y  la voluntad del agente: la intención 

3 sirve sólo para medir la culpabilidad.— La ley presume en todo
delito el concurso de sus elementos constitutivos, y  supone a 
la vez  la intención dañada.—Consecuencia relacionada con las 
pruebas.—El artículo 3.° del Código Penal se complementa con 
el Capitulo 3.° del Libro I del mismo Código.—N o hay por 
consiguiente, justificantes, excusantes ni atenuantes del delito 
fuera de la ley. —El delito cometido bajo el impulso de una 
fuerza irresistible se confunde en ciertos casos con la legítima 
defensa. En este supuesto la justificante que se deriva de la 
acción de una fuerza irresistible, sólo puede decidirse por los 
términos del articulo 23 del Código Penal.—Por propia conse­
cuencia, el artículo 2Í del mismo Código, al ocuparse en la 
justificante fundada en la fuerza irresistible, se refiere en todo 
caso que no sea la legitima defensa.—La provocación no es 
excusante sino cuando ella y  el delito que le ha seguido, se han 
desarrollado en el mismo acto, esto es, en un solo proceso ma­
terial que puede referirse a una misma unidad de tiempo. En 
este sentido el artículo 28 del Código Penal difiere del artículo 
32Í del Código Penal Francés y  de la doctrina francesa corres­
pondiente.— En el Código vigente no es la buena conducta sino 
la conducta ejemplar del acusado, posterior a la mfracción, la 
única que influye en el sistema positivo de la degradación del 
delito según el artículo 58 del Código Penal.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. R o­
berto Posso.
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Excusa. 
R. F. N°. 
Pág. 85
J925.

La provocación como causa de excusa.— Diferencia entre ésta y  Ja 
84 justificación!—¿Cómo debe entenderse la expresión en el mí.m„ 

ario que emplea el articulo 28 del Código Penal?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Exhibición. Cuestión de cosa juzgada en incidente cxbibitorio.— Tesis de- 
R. F. N°. 84 fendida.— Denegada la demanda de exhibición, por no constar 
Pág. J55 que el documento está en poder del demandado, puede promo-
I925, verse nuevo incidente basado en que el m ismo documento y a

esta en dicho poder:— D E S A R R O L L O : I.— Estudio del proble­
ma en el terreno legal. -  Antecedentes históricos de nuestra re­
gla jurídica.- Indentidad subjetiva y  objetiva, necesaria parala 
excepción de cosa juzgada. -  Concepto de causa y  acción.—Apli­
cación de la regla a la presente cuestión incidental. II. -  Estu­
dio del problema en el terreno histórico científico.— Distinción 
entre las acciones reales y  las personales, en el sistema formu­
lario romano y  en las legislaciones antiguas. -  Excepción de la 
causa superveniens.—Doctrina de Savígny.— T extos  del Digesto
sobre el mismo caso de exhibición.— Derecho M oderno. ID.__
El argumento ad absurdum de que, sí denegada la primera exhi­
bición por no probarse estar el documento en poder del demanda­
do, se admitiese nuevo incidente basado en que ya estaba en 
dicho poder, en seguida vendría un tercero, un cuarto incidente, 
etc. y  el juicio sería interminable.— Teoría francesa que hacía 
distinción entre la causa y  los medios.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.

Escritura. A C CIO N  R E SO L U T O R IA : — í .°— Para ejercer la acción reso- 
R. F. N°. 86 lutoria es necesario haberla adquirido de todos los que, como 
WZ6 3 vendedores, intervinieron en el contrato, y  no puede ejercerla

quien la adquirió sólo de uno de ellos. 2.° -  La escritura de rati­
ficación de una compra-venta no produce efecto alguno, sí en 
ella se incluyen cosas no comprendidas en la primera escritura 
y  no se estipula el precio de esas cosas. 3.°— La acción reso­
lutoria extingue el contrato retroactivamente, borra todos sus 
efectos, y  deja las cosas, en relación con los contratantes, en 
el estado en que se habrían encontrado sí no hubiesen contrata­
do. 4 .°- L a  cesión del derecho de exigir el cumplimiento de 
las obligaciones de un contrato no comprende la acción resolu­
toria; por el contrarío, la excluye implícitamente. 5.° -  La nota 
de cesión no puede transferir la acción resolutoria relativa a un 
inmueble, porque es ineficaz para trasmitir el derecho primitivo 
de propiedad que tuvo el vendedor, derecho sin el que no puede 
ejercerse dicha acción. é.°— La acción resolutoria relativa a un 
inmueble tampoco puede cederse por escritura pública, porque 
es acción personal. 7.°— El precepto establecido en el artículo 
1479 del Código Civil, de que en los contratos bilaterales va- 
envuelta la condición resolutoria por no cumplirse por una de 
las partes lo pactado, no se compadece con la equidad y  la jus­
ticia cuando se lo aplica a los casos en que se ha omitido tan
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sólo el cumplimiento de una parte muy pequeña de las obliga­
ciones. 8. En principio, la norma suprema en tratándose 
de la acción resolutoria, es la equidad; razón por la que los 
arbitros arbitradores que deben juzgar por la buena fe, según 
las especiales circunstancias del caso, no pueden aplicar el 
principio absoluto del articulo (479 del Código Civil. 9.«—El 
vendedor que por su parte no ha cumplido todas sus obliga­
ciones, no puede intentar contra el comprador la acción reso- 
Iutoria.
Manifiesto del Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja.

Excepción. El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera consulta: Si puede dc-
R* F. N°. 86 clararse la nulidad de una sentencia, dictada en juicio ejecutivo,

84 propuesta como acción o como excepción; de acuerdo con lo
™ ’ dispuesto en los artículos 343 a 345 del Código de Enjuiciamien­

to Civil.

Excepciones. Se constituye la Academia en comisión general para el estu- 
r . F. N°. 88 de las reformas más adecuadas al Código de Enjuiciamiento 

220 Civil, y  después de cruzarse algunas ideas, restablecida la se- 
19 ’ sión, se aceptan las siguientes sugerencias emitidas en el seno

de la comisión.
1. a— Que las excepciones de obscuridad de libelo y  la de in­
competencia de jurisdicción, cualquiera que fuese la cuantía, no 
tengan sino dos instancias, siempre que los fallos de primera y 
segunda instancia sean conformes.
2. a— Que en iguales circunstancias y  habiendo decisiones con­
formes, no tengan tercera instancia las dilatorias referentes al 
modo de sustanciar el juicio.
3. *—Asimismo, las concernientes a la legitimidad de personería 
por suficiencia o  insuficiencia de poder.
4. a— De igual manera, la dilatoria fundada en los artículos 103 
y  Í04 del Código de Enjuiciamiento Civil, por contradicción o 
incompatibilidad de acciones; acumulación de acciones o de 
autos.
5. a—N o debe concederse el recurso de apelación respecto de 
los decretos sobre prórroga, suspensión, concesión o negativa 
de término extraordinario, cualquiera que sea la cuantía.
6. a— T od a resolución concerniente a calificación de posisiones 
e interrogaciones a los testigos, no deben tener tercera instancia, 
siempre que haya dos fallos conformes.

Estado civil. Posesión notoria del estado civil.—Sus efectos respecto de la 
R. F. No. 89 prueba del estado civil. . _  c
PdR. 229 Fragmento doctrinal de un alegato presentado a la Corte Supe-
,926' rior de Quito, por el Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

Escribano. 
R. F. No. 91 
Pág. 134 
1927.

Se pone al estudio uoa nota enviada de Guayaquil por el Dr. 
Luis Intríago, en la que consulta! , . r
( .”— Si son válidos los nombramientos de Escribano de un Can 
tón y  de Teniente Político de una Parroquia, que se han h e lio  
contraviniendo a las disposiciones legales, o  mejor dicho, si esos 
nombramientos producen efectos válidos; y,
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2.-—S1 lo i  personas que ta n  adquirido estos títulos en contra­
vención al Derecho Público Ecuatoriano, pueden ejercer sus 
funciones sin viciar de nulidad absoluta los actos y  contratos 
en que han intervenido.

Escribano. S i  pone al estudio y  es aprobado el proyecto de contestación a 
R. F. N°. 91 la consulta del Dr. Intriago, que lo presenta el Dr. N . Clemente 
Pág. 139 Ponce, cayo tenor es así»
1927. ............................................................................

«Es claro que en los nombramientos de los Escríbanos y  de los 
Tenientes Políticos deben observarse las prescripciones legales, 
teniéndose en cuenta los requisitos que la ley  establece para 
ser Escribano o Teniente Político, regla común a todos los nom­
bramientos. Pero esto no implica que los nombramientos hechos 
sin que los nombrados tengan las condiciones que exige la ley, 
sean nulos. A l contrarío, son válidos, com o son válidos todos 
los actos de los funcionarios nombrados, mientras éstos no sean 
removidos de sus cargos por autoridad competente.» En el 
artículo 5.° de la Ley Orgánica del Poder Judicial se lee; «Pue ­
de pedirse por acción popular, ante el tribunal competente, la 
remoción de los jueces y  magistrados elegidos o  nombrados sin 
las calidades o con los impedimentos que designen la Consti­
tución y  las leyes»; y  luego se determina cuáles son las autori­
dades competentes para conocer de esta acción, según fueren los 
funcionarios contra quienes se la dirija, y  el procedimiento que 
debe seguirse.
Cierto que en este artículo no están comprendidos los escríba­
nos ni los tenientes políticos. Pero, ya , por analogía, ya, y  
sobre todo, en virtud del derecho de petición, se puede solicitar 
la remoción de un empleado nombrado ílegalraente.
Respecto de los escribanos, hay la disposición expresa del 
artículo Í33 de la ley citada» «L os escribanos durarán seis años 
en sus cargos, siempre que observen buena conducta, pudiendo 
ser reelegidos. La Corte Superior respectiva podrá destituirlos 
o suspenderlos hasta por un año, bien por causas que aparezcan 
de alguna actuación judicial, bien a solicitud fundada de alguna 
persona o corporación».
Los tenientes políticos son de líbre nombramianto y  remoción 
del Poder Ejecutivo. La solicitud de remoción debe, pues, di­
rigirse al Poder Ejecutivo.

Excepción de cosa juzgada. El Sr. Dr. Modesto A . Peñahcrrera solicita el 
p * F%ac°‘ ^  parecer de la Academia acerca del siguiente punto» «Según lo es- 
1̂ 27. tatuído por el artículo 528 del Código de Enjuiciamiento Civil,

las sentencias pronunciadas en juicio ejecutivo no producen excep­
ción de cosa juzgada para la vía ordinaria, que puede intentarse 
dentro del plazo que fija dicho artículo. Consulta si esta dis­
posición hace referencia,'únicamente al ejecutado, o si com­
prende también al ejecutante. Indica que hay partidarios de la 
primera conclusión, por cuanto los dos incisos del artículo citado 
se refieren sólo al deudor».
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Cerrada la discusión se vota en favor de la afirmativa» o sea 
porque el artículo citado de la ley comprende al deudor y  al 
acreedor.

Excepciones. El señor Ministro de lo Interior y  Justicia, con un oficio, en- 
p* Xia ■£ Academia 61 siguiente proyecto de reformas al Código
1928. de Enjukíamícnt0 Civil, para que emita su dictamen:

EL PRESID EN TE PR O V ISIO N AL DE L A  REPUBLICA, 
D ECR ETA:

Las siguientes reformas al Código de Enjuíciacímiento Civil:
C° El artículo^ 130 del Código de Enjuiciamiento Civil, 

dirá: «N o  se admitirán excepciones dilatorias que no se propon­
gan colectivamente, antes de la contestación de la demanda; 
excepto la de incompetencia de jurisdicción y  la de oscuridad de 
libelo, que pueden proponerse solas, pero no sucesivamente».
Art. 2.°—Á  continuación del mismo artículo 130 agruéguese el 
siguiente:
A rt.......  Del auto en que se resuelva una excepción dilatoria o
cualesquiera incidencias que se suscitaren en la sustanciación, 
antes de la contestación de la demanda, sólo habrá recurso de 
apelación para ante el superior inmediato; pero de lo que el 
superior resolviere, no habrá más recurso que el de queja».
Art. 3.°— Quedan comprendidos en las disposiciones del presente 
decreto, de cuya ejecución se encarga al Ministro de Justicia, 
los juicios en actual trámite, en los cuales se hubieren deducido 
ya más de dos dilatorias o incidentes sucesivos.

Embarco. El Sr. Dr. Federico Crespo Guillén, pide el parecer de la Acade- 
R. F. N°. 96 mia acerca de la siguiente cuestión: «Fundándose en el Art. 260 

197 del Código Civil, varios abogados de este Foro sostienen que 
9 ' las sementeras, árboles, etc., de una hacienda, como bienes

muebles, pueden ser embargados y  subastados con las solemni­
dades correspondientes a los bienes muebles, aún prescindiendo 
de los reclamos de un acreedor, a quien se ha hipotecado el 
fundo en que las sementeras existen. En apoyo de esta opi­
nión, se ha dicho que lo hipotecado es el inmueble, mas no 
sus productos. Según esta doctrina en una hacienda que está 
hipotecada, de cacao o  caña, por ejemplo, bien se pueden embar­
gar o rematar los cacaotales o cañaverales, como bienes muebles, 
dejando completamente inútil el predio hipotecado. —Y o he 
creído que el citado Art. 560, por su claro tenor, es aplicable 
únicamente cuando se trata de constituir derechos, mediante una 
venta, por ejemplo, a favor de otra persona, sobre los produc­
tos de los inmuebles; y  que, como por el simple embargo, nin­
gún derecho se constituye a favor de persona alguna, es aplica­
ble el 558 del mismo Código; esto es, que el embargo se lo ha 
de hacer como si se tratara de bienes inmuebles. Y  que el 
acreedor hipotecario tiene derecho de hacer tercería coadyuvante 
para obtener el pago, con preferencia a otro crédito no hipoteca­
rio, dado que, en la hipoteca de un predio se incluyen sus ac­
cesorios, como árboles, sementeras, etc.
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Embargo. Continúa cl estadio de la consulta relativa al embargo de 
R. F. N°. 96 teras o árboles de una finca hipotecada, propuesta por 
Pág. 208 Federico Crespo Guillén 
J930.
Embarco. En el afán de sentar nna tesis general que comprenda todos Ios 
r . F. N°. 96 casos conexos, el Dr. Manuel K . m ia rezo , a propósito de la 
Pág. 210 consulta del Dr. Crespo G., hace la siguiente proposición abso- 
1930. luta, a fin de que sea discutida: « N o  se pueden embargar con

independencia del inmueble mismo las cosas que material y  ju. 
rídícamente formen parte integrante de dicho inmueble».

Embargo. Se reanuda el estudio de la proposición del Sr. Dr. Balarezo, 
R. F. N». 96 enunciada anteriormente, sobre embargo de las cosas que mate- 
Pág. 216 ríal v  jurídicamente forman parte integrante de un inmueble.
1930.
Embargo. Continúa el estudio de la proposición del Dr. Manuel R . Balarezo, 
R. F. N». 96 relativa a encauzar la discusión de la consulta del Dr. Crespo G. 
Pág. 255
1930.
Embargo. El Dr. Manuel R . Balarezo, refiriéndose a la consulta del Dr. 
R. F. N». 96 Crespo G., modifica la redacción del enunciado que propuso 
Pág* 259 anteriormente, con el objeto de facilitar la discusión, y  lo hace
*930, constar en estos términos: « N o  se puede embargar con indepen­

dencia del inmueble mismo, sin consentimiento del dueño o po­
seedor, las cosas que material y  jurídicamente formen parte 
integrante de dicho inmueble, aunque lo solicite el acreedor 
interesado en esta diligencia».
Cerrada la discusión, se la aprueba en los términos que queda 
redactada.

Embargo. Respecto de la misma consulta del Dr. Crespo G., el Sr. Dr. N  
R. F. N°. 96 Clemente Ponce sugiere esta nueva cuestión: «Las cosas a que 
T93Ó 262 sc fc*‘ efe Art* 560 del Código Civil y  para los efectos que 

en dicho artículo se determinan, no se consideran que jurídica­
mente forman parte del inmueble, aún antes de su separación». 
La Academia acepta también esta idea propuesta por el Dr. 
Balarezo: «Entre los efectos del Art. 560 del Código Civil, no 
está comprendido el embargo».

Embargo. En estudio la proposición del Dr. Balarezo, que dice: «Entre los 
PáF*49°* 97 efectos del Art. 560 del Código Civil, no está comprendido el 
,S ¡ .  9 embargo».

Embargo. Continúa el estudio de la cuestión anteriormente planteada por 
k V *  97 ^ r* ^ anue  ̂ R* Balarezo.
1930.

Embargo. 
R. F. No. 
Pág. 60 
1930.

Cerrada la discusión acerca del punto anterior, se procede a vo- 
97 tarlo y  el resultado es el de cuatro votos por la proposición y  

cuatro en contra.
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Embargo. Se pone en estudio la proposición del Dr. Balarezo, relativa a 
R. F. N". 97 resolver la consulta hecha por el Dr. Crespo G „ acerca del 
1930 embargo de los bienes comprendidos en el Art. 560 del Códí-

go Civil.
Cerrada la discusión, se procede a votarla, obteniendo como re­
sultado un nuevo empate.

Embarco. Continúa el estudio de la proposición que, acerca de la consulta 
R* N®. 97 del Dr. Crespo G., quedó suspensa por empate.
Pág. 68 Recogidos los votos después de prolongada discusión, vuelve a 

producirse el empate.
Embargo. La Presidencia estima suficientemente discutida la proposición 
R. F. N". 97 en estudio y  que al votarla, se ha obtenido empate por tres
E jfe 74 veces, y  dispone que antes de tomar votación nominal, emita

su parecer el Dr. Alfonso Miranda, quien no ha asistido a las 
sesiones anteriores.
El Dr. Miranda» Encuentro que dicho Art. 560 sufre una ex­
cepción en caso de embargo. A l hipotecarse una hacienda, 
compuesta de inmuebles por naturaleza y  por destinación, la 
hipoteca afecta a todo el inmueble; pero si se embarga los bie­
nes de la segunda categoría, éstos han dejado de ser inmue­
bles, porque el embargo le da derecho al acreedor que lo ha 
solicitado a hacerse pagar su crédito con el producto de la venta 
de la cosa embargada. En el caso de embargo de pensiones 
de arrendamiento, para embargarlas no se ha de embargar el 
fundo; pero, las pensiones son frutos y  por lo mismo inmuebles 
que por el embargo se convierten en muebles. Con el embar­
go, en general, todavía no se concede el derecho a favor del 
acreedor, pero ya se ha limitado el derecho de disponibilidad 
del dueño, independientemente de la idea de que pueden ser 
libertados. El embargo debe hacerse como muebles y, en con­
secuencia, el Art. 560 sufre la modificación cuando se refiere 
al embargo. Si se trata de una sementera, sobrevendrían estos 
dos casos» o  ha señalado el deudor, o ese señalamiento lo ha 
hecho el acreedor. En el primer caso no hay dificultad; pero 
en el segundo, viene la representación del juez, cuyos actos li­
gan al representado y  por ello sufre una excepción la disposi­
ción que nos ocupa, ya que el embargo convierte en bienes 
muebles.
Se procede a votarla nuevamente y  se recoge votación nomi­
nal, con este resultado» por la proposición, los Drs.̂  Ponce, Ba­
larezo, Arcos y  Cueva G.; en contra, los Drs. Terán C., Peña- 
herrera, Miranda y  Guerra P.
El Dr. Balarezo insinúa que en vista de la serie de empates que 
ha habido, se le conteste al interesado manifestándole que tam­
bién en el seno de la Academia existe diversas opiniones respecto 
al punto consultado y que se le indique los nombres de los 
miembros que han opinado en un sentido y  en ótro.

Embargo.
R. F. N°. 97 
Pág. 75
J930.

Al estudiar la forma de contestación que se data al Dr. Crespo 
G., surge el siguiente problema: «En caso de estar hipotecado 
un inmueble, y  en cualquier forina que se verifique el embargo
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de los bienes comprendidos en el Art. 560, podría el acreedor 
hipotecario intentar tercería coadyuvante para hacerse pagar su 
crédito con preferencia?»

E m b a r g o . El Dr. Balarezo observa que en la consulta se plantea la situación 
R. F. N°. 97 de los acreedores, siendo necesario que la Academia resuelva 
Pág. 76 sobre este particular, y  que estimaba, por lo  mismo, que aún no
i m  se podía contestar a la consulta.

Se acepta esta observación y  a fin de dictaminar acerca de este 
punto, el Dr. Ponce hace las siguientes preguntas:

—Pedido el embargo de una hacienda hipotecada, qué le co­
rrespondería hacer al acreedor hipotecario? El Dr. Miranda 
contesta, que no puede oponerse, porque podría intentar tercería 
coadyuvante para hacerse pagar su crédito con preferencia.
2*,—Pedido el embargo de una sementera de una finca hipote­
cada, qué le correspondería al acreedor hipotecario? Contesta el 
Dr. Miranda, que no puede oponerse, y  com o con éste, ese bien 
que era inmueble, ha pasado a ser mueble, por consiguiente que­
dando fuera de la hipoteca, pierde todo derecho preferente so­
bre aquél.

Embargo. Continúa la discusión del punto anterior, y  el Dr. M odesto A . 
R. F. N°. 97 Peñaherrera formula esta pregunta: «¿Puede o no oponerse el 

79 acreedor hipotecario al embargo de los bienes comprendidos en
1,3°- el Art. 560?»

Embargo. Continúa el estudio pendiente, relativo a la forma en que debe 
R. F. N°. 97 contestarse a la segunda parte de la consulta del Dr. Crespo G. 

82 Se da lectura del texto de aquélla, y  el Dr. Francisco Pérez
Borja índica que el punto por dilucidarse sería éste: «Embarga­
dos los bienes comprendidos en el Ar. 560, el acreedor hipote­
cario tendrá derecho de hacer tercería coadyuvante, para obtener 
el pago, con preferencia a otro crédito?
Por unanimidad de votos, respecto de la segunda parte de la 
consulta, se resuelve contestar así: «S í de hecho se ha verifica­
do el embargo, efectuando la separación de las cosas, el acree­
dor hipotecario no tendría derecho preferente* pero si el embar­
go se ha verificado sin separarla, de manera que sigan adheri­
das al suelo hasta el remate, para que el rematador las separe, 
el acreedor hipotecario tendría derecho preferente sobre el pre­
cio del remate».

Escritura. SUM ARIO:—Las partes pueden modificar por escritura privada 
Pá F*20I°* ^  Pac*aĉ 0 en escritura pública, siempre que la modificación sea 
j93j, accidental, no sustancial.—La m odificación en la cosa o  en el

precio, es modificación esencial, aún cuando por ello la compra­
venta no degenere en otro contrato distinto.— N o  puede alte­
rarse por escritura privada el precio de un inmueble pactado en 
escritura pública. -  La confesión no puede alterar sustancialmen­
te un contrato que debe constar de escritura pública.
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Alegato presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por el 
Dr. N . Clemente Ponce,
Resolución de los Tribunales.

S. M . el Rey de España, invita al Gobierno del Ecuador para 
que contribuya a la realización de un Congreso, que tratará de 
la condición jurídica del emigrante, así en lo que afecta a los 
problemas administrativos y  sociales que plantee la emigración, 
como en lo relativo a la nacionalidad, ciudadanía, vecindad, vi­
da civil y  mercantil, extradición, asistencia judicial, ejecución de 
sentencias extranjeras, derecho internacional obrero y  derecho 
internacional fiscal. Congreso que se ha resuelto celebrar en 
Sevilla.
Comunicación dirigida a la Academia por el Sr. Ministro de 
Relaciones Exteriores.

Ejecutivo. Iniciase la discusión sobre sí en un juicio ejecutivo es admisible 
p* F*¿¿*°* 105 cxcePc‘ ^n litis pendencia. Estudio de los fallos aparen- 

temente contradictorios, dictados por la Excma. Corte Suprema 
de Justicia.

Ejecutivo. Tomada la votación sobre el punto que antecede, la Academia 
R. F. N°. J05 opina que sí es admisible en juicio ejecutivo la excepción de 
T9/2 69 litis pendencia.

Ejecutivo. Pagos bajo el imperio de la nueva Ley de Monedas.—¿Los 
R. F. N°. J06 autos ilegales pueden producir efectos irrevocables?
9̂32 81 SU M ARIO ,- -Por la disposición del Art. 557 del Código de

Enjuiciamiento Civil, el juicio debe continuar como si desde el 
principio hubiese sido ejecutivo; tal artículo no autoriza para 
volver atrás en la tramitación.— N o hay derecho para apelar 
del fallo de primera instancia, cuando las excepciones no se han 
deducido en el perentorio término respectivo.
Manifiesto presentado por el Sr. Dr. Adolfo Páez, ante la Corte 
Superior de Quito.

Ejecutivo. SU M AR IO :— Puede revocarse el auto de pago ilegalmente dic- 
R. F. N°. 106 tado.—Si el título primitivamente presentado no es ejecutivo, 
Pág. 88 y  posteriormente se lo presenta con los requisitos legales^ el
I932, término de pagar o proponer excepciones corre desde la cita­

ción con el nuevo auto de pago.—En los casos del Art. 557 
del Código de Enjuiciamiento Civil, el juicio continúa como si 
desde el principio hubiese sido ejecutivo; pero el modo de con­
tinuarlo debe ser compatible con las normas fundamentales que 
garantizan la defensa.—Autos decisorios de incidentes de trá­
mite y  autos ínterlocutoríos o  que prejuzgan algo de lo que ha 
de ser materia de la sentencia.—Los segundos se ejecutorían 
en lo tocante al trámite; no en aquello en que prejuzgan. Las 
obligaciones contraídas antes de la nueva Ley de Monedas, exi­
gidas bajo su imperio, [deben pagarse en conformidad a ella. 
Los autos aún ilegales,* si llegan a ejecutoriarse, producen elec­
tos irrevocables, sí no incurren en alguna oe las causas de nuli­
dad señaladas por la Ley.

Emigrante. 
R. F. N». 99 
Pág. 213 
J93J.
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Manifiesto del Dr. N . Clemente Ponce, ante la Corte Super;0 
de Quito»

Ejecutivo. Segundo manifiesto presentado por el Sr. Dr. N . Clemente P0n- 
R. F. N°. J06 ce, ante la Corte Superior de Quito.
Pág. JJ8 
1932.
Ejecutivo. Segundo manífisto presentado por el Sr. Dr. A d o lfo  Páez, an„ 
R. F. N°. 106 te la Corte Superior de Quito.
Pág. 126 
1932.

Empleado. Se lee la siguiente consulta del Sr. Dr. Ruperto Alarcón, res- 
R. F. N°. 106 pecto de estos puntos:
Pág. 138 J“.~ U n  vocal del Tribunal del Crimen puede ser considerado 
I932' bajo algún concepto, com o empleado del Poder Judicial?; y  *.

2°.— Qué es la elección? Cuáles actos la constituyen?
Puesta en consideración de la Academia, ésta acuerda contestar 
al Dr. Alarcón, manifestándole que, com o de los términos de 
la consulta se desprende que se trata de un caso concreto que 
puede llegar a conocimiento de los tribunales de justicia, de 
acuerdo con el Art. 8o. del Reglamento de la  Academia, no 
puede ser considerada por esta Corporación.

Escribano. El Escribano Segundo de Cotacachí, señor S. M . Jaramillo, ele- 
R. F. No. J06 va a la Academia la siguiente consulta: «S í se presenta al Escri- 
Pág. 144 baño un escrito que no fuere de cajón sin firma de abogado,
,9f 2‘ puede el actuario de becho y  plano, por sí y  ante sí rechazar

ese escrito y  no recibir; o  sí por el contrarío, debe el Escribano 
recibir y  poner la fe de presentación en cumplimiento de lo dis­
puesto en el inciso segundo del Art. Í44 de la L ey  Orgánica del 
Poder Judicial, y  hacer que el Alcalde, com o juez de la causa, 
decrete negando la solicitud por no llevar el escrito firma de 
abogado; y  sí, una vez decretado, debe ese escrito agregarse al 
respectivo proceso, o  devolverse al peticionario una vez ejecuto­
riada la providencia.
Cerrada la discusión, por unanimidad se resuelve que para ca­
lificar sí un escrito es o no de cajón, se necesita formar un jui­
cio a este respecto, juicio que no puede formarlo el Escribano o 
Secretario, sino el Juez; en consecuencia, sólo éste, y  no aqué­
llos, puede rechazar un escrito que, considerándolo no ser de ca­
jón, no lleva firma de abogado.

Ejecutivo. Pagos bajo el imperio de la nueva L ey  de M onedas.—¿Los 
Ím F* ié5°* í07 au*os Ücg-alcs pueden producir efectos irrevocables?.
J932, SU M ARIO;—Sí pedida revocación del auto de pago, el actor

solícita que continúe el juicio com o sí desde el principio hubie­
ra sido ejecutivo, débese revocar dicha providencia y  dictar nue­
vo auto de pago.—Dictado nuevo auto, implícitamente queda 
revocado el anterior, y  el término de proponer excepciones corre 
desde la última citación con la nueva providencia.— Si no se 
declara la nulidad del proceso, no se puede desconocer los efec­
tos de los trámites que lo forman. Ejecutoriado el auto de

m
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pago, surte efectos irrevocables en cuanto al trámite, no en 
aquello en que prejuzga respecto de lo que es materia de la 
sentencia.  ̂ Pago bajo el imperio de la nueva Ley de Monedas, 
dé obligaciones contraídas durante la vigencia de la anterior. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.

Ejecutivo. SU M ARIO : La petición de que se revoque el auto de pago 
p* ^  ataca a lo dispuesto por el artículo 515 del Código de Enjuicia-
1932. miento Civil, y  alegar que el título no presta mérito ejecutivo,

es excepción que debe sustanciarse en la forma legal sin consi­
derarla como cuestión previa.—El art. 557 del citado Código 
autoriza para continuar el juicio una vez que se Laya subsanado 
la ilegalidad del título; pero ha de continuar desde el estado 
en que se halle sin volverse a dictar un nuevo auto de pago.— 
Resultado de la ejecución de actos prohibidos por la ley.—La 
cantidad demandada es el precio de un inmueble vendido en 
1906, precio que debe ser pagado en conformidad a la Ley de 
Monedas vigente al tiempo del contrato de venta.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Adolfo Páez.
Sentencias.

Embargo. El Sr. Dr Modesto A . Peñaherrera manifiesta que el artículo 530 
R. F. N°. IOS del Código de Enjuiciamiento Civil ha dado lugar al siguiente 
T98; problema: «Si podiendo pedirse el embargo en el momento de

deducir una demanda ejecutiva, no se lo pide, ¿podrá solicitár­
selo después, en cualquier estado del juicio, o sólo posteriormen­
te al mandamiento de ejecución?»

Embargo. La Academia opina, con respecto a la consulta formulada en 
R. F. N°. J08 la sesión anterior, por el Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera, que 
1932.265 cmkaf£ °  no se puede ordenar sino en el auto de pago o

después del mandamiento de ejecución.
E xhibición. La Academia se ocupa del estudio de los fallos aparentemente 
R. F. N<». JOS contradictorios dictados por la Corte Suprema, y  el Dr. Rafael 

267 N . Arcos concreta la discusión de este punto: «A  quién incumbe 
9 * la prueba en el juicio de exhibición de documentos, cuando el

reo niega que existan en su poder los documentos cuya exhibi­
ción se pide?»

Exhibición. Continúa el estudio acerca de los fallos leídos en la sesión 
R. F. N°. J08 anterior, relativos al punto de derecho de: a quién corresponde 
Pig. 270 la pruebo en el juicio de exhibición de documentos, cuando el
I932, demandado asevera que no los tiene.

E dad. A C C IO N  DE NULIDAD.
R. F. No. J09 SU M AR IO :—En virtud de la nulidad judicialmente declarada, 
Pág. 3 comprador debe restituir la cosa objeto del contrato. Mas,
I932, sí el vendedor no fué dueño, y  el comprador adquirió por otro
• ‘ título el dominio, no cabe tal restitución.—La compraventa no

es modo de adquirir el dominio.—Se lo adquiere por la tradición 
de lo vendido.—El aserto del comprador de que compra con
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dinero de otra persona, no da a ésta el carácter de compradora 
ni significa que procede com o su mandatario, ni que ofrece s« 
ratificación.— En el caso del artículo 1440 del Código Civil, el 
tercero no adquiere la calidad de comprador sino por su ratificación 
que, de tratarse de inmuebles, debe constar de escritura pública 
—La partida de bautismo no prueba la edad, si en ella no se 
expresa la fecba del nacimiento.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N. 
Clemente Ponce.

Edad. SUMARIO»—En la demanda se determinan exclusivamente la acción 
R. F. N°. J09 y  sus fundamentos, sin entrar en explicaciones que no alteran la 
Pág. 15 esencia misma de ella.— La acción de nulidad de un contrato
J932, tiene por objeto restituir a las partes al estado en que se baila­

ban antes de celebrar el contrato nulo.— Nuestro Código Civil 
distingue dos cosas para la adquisición del dominio» 1.a— El tí­
tulo; y  2.a—La tradición.— Sí el contrato adolece de nulidad, 
no se controvierten sino las obligaciones.— La edad, según el 
artículo 295 del Código Civil, se prueba por la respectiva par­
tida de nacimiento o bautismo.— Regla fundamental para inter­
pretar los contratos, diversa de aquélla que se da para interpretar
la ley.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.
Luis Felipe Borja. 
Sentencias,

Embargo. El doctor I. Bohórquez M. somete a la consideración de la Acade- 
R. F. N®. JJO mía el punto relativo a la interpretación del Art. 520 del Có- 
Pág. J47 digo ¿e Enjuiciamiento Civil en concordancia con el Art. 7.°
I933‘ de la Ley Reformatoria de JO de enero de' Í928, al mismo

Código (547 de la edición vigente).

Embargo. Los miembros concurrentes, respecto de la consulta del doctor 
R. F. N°. IJO Bohórquez M., opinan unánimemente que el embargo cabe or- 

í5  ̂ denarse no sólo en los casos de haberse podido decretar en el auto
de pago por fundarse la ejecución en título hipotecario, o  en 
sentencia ejecutoriada, sino en todos los de sentencia condenato­
ria en juicio ejecutivo, no obstante la apelación de la sentencia. 

. v
Estado civil. CUESTIONES DE N U L ID A D  DE T E S T A M E N T O S
R. F. N°. JJO Tesis.
, &  297 I.— í.° Doctrina jurídica legal y  sobre la expresión de la causa

del derecho reclamado.
2. ° La omisión de esa expresión produce excepción dilatoria; no 
perentoria.
3. ° Sí el interés del actor se basa en su estado civil, la negación 
general de los fundamentos de la demanda no significa contro­
versia sobre el estado civil.
4. ° Para probar el estado del hijo legitimo, basta la partida de 
nacimiento. N o se necesita la de matrimonio de los padres 
si no ha sido impugnado también ese estado.
5. ° Pruebas supletorias del estado civil.
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n.—6.° Significación é importancia déla firma en los instrumentos.
7. ° Sí el testador no firma, requiérese» a) que haya habido cau­
sa que le impida» y  b) que esa causa se explique.
8. ° La causa debe ser inmediata, directa» la determinante. No 
basta la remota o predisponente. Aplicación a la vejez y  enfer­
medad.
DI.—9.° Cuando puede decirse que alguien es demandado condí- 
cíonalmente. Aún en este caso es parte en el juicio, máxime si 
se presenta y  contesta.
10. ° El que, por tal motivo, quiere no ser parte, debe oponer 
excepción dilatoria o  cuestión previa.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor M . Peñaherrera.

E stado  civil. SUM ARIO
R. F. N°. 100 I.— Afirmada una relación de familia con el difunto, como base 
^933 ^ÍS ^  ^ereck ° a herencia, es necesario comprobarla, sí la parte 

contraría niega esc derecho, aunque la negativa no se refiera 
señaladamente al estado civil a que la misma relación diere lugar.
11. —La causa por la cual, según se expresa en el testamento, no 
pudo firmar el testador, debe ser apta, por su naturaleza, para 
producir ese efecto» pero no es necesario explicar la manera 
cómo se hubiera manifestado aquella imposibilidad en el caso 
de que se trate.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo,
Sentencias.

Embargo. Continúa el estudio de la consulta del doctor I, Bohórquez M., 
R. F. N°. t il  relativa a s i  es necesario que el mandamiento de ejecución pre- 
^933 221 ceda a la liquidación del crédito, en juicio verbal sumario, cues­

tión que quedó pendiente.

E mbargo. Se cierra el debate, y  tomada votación sobre sí, en todo caso, es 
R. F. N®. Ill menester la liquidación previa del crédito, en juicio verbal su- 
Pág. 230 marío, para que se dicte el mandamiento de ejecución, el doctor 

Modesto Peñaherrera dice»
«Debe efectuarse sólo en los casos del artículo 547, siempre que, 
a juicio del juez, sea menester tal liquidación».
El doctor Francisco Chiriboga Bustamante»
«La liquidación debe efectuarse sólo a base de sentencia ejecuto­
riada».
El doctor Alejandro Ponce Borja»
«El Art. 547 del Código de Enjuiciamiento Civil, es aplicable al 
520» en consecuencia, el juicio verbal sumario de liquidación de­
be verificarse aunque se hubiera apelado de la sentencia.
Los doctores Manuel M. Borrero, Alberto Guerra y  Primitivo 
Yela»
«L a liquidación debe verificarse sólo en los casos en que haya 
necesidad de hacerla».
El doctor Celio Enrique Salvador»
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. «La reforma de 1928 al Art. 547 es una disposición 
que presupone sentencia ejecutoriada! el caso del artículo Son'3* 
una excepción a la que no se extiende la reforma antedicha 
que el embargo, en este caso, sólo  tiene por objeto asegura 
acreedor el pago de su crédito, y , por esto, no hace r , 
liquidación. 1,a Ia
El doctor Alfonso Miranda y  el señor Secretario de la Acad 
mia, dicen que la liquidación debe practicarse en todos los Ca 
en que la sentencia lo  ordene. ‘ sos
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Fisco. Juicio promovido por Manuel Pardo contra el Fisco, por índemniza- 
R. F. N». 1 ción de perjuicios.
« S  10 Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

Fisco. 
R. F. N 
Pág. J8 
.19J3.

Juicio promovido por Damián Scippa contra el Fisco, sobre indemni-
*•1 zacíón de daños y  perjuicios.

Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

Fisco. Juicio seguido por el Sr. Francisco I. Saíflzar G. contra el Fisco, 
R. F. N°. J por perjuicios.

25 Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

F uncionarios públicos. El señor Presidente de la Academia somete a su con- 
R. F. N ob. J2 sideración la siguiente consulta:

«Si los Agentes Fiscales, Procuradores Síndicos y, en general, 
los funcionarios públicos que, como tales, fueren partes en los 
juicios, beben presentar sus nombramientos para legitimar su 
personería».

Efecto jurídico de la omisión o falsedad de la certificación del 
actuario, prescrita por el Art. 328 del Código de Enjuiciamien­
tos Civiles.
Fallo de la Corte Superior de Cuenca.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Pcñaherrera.

13
Pág. 48 
J9J4.

F alsedad .
R. F. Nos. 14 
y 15 
Pág. 69 
1914.

F uncionarios públicos. Si los Agentes Fiscales, Procuradores Síndicos y, en 
R. F. Nos. J4 general, los funcionarios públicos que, como tales, fueren partes 
V 15 en los juicios, deben presentar sus nombramientos para legití-

92 mar su personería. (Continúa la discusión).
F irma. Diferencia entre la jurisdicción y  el fuero.—Efectos que la sentencia 
R. F. N». 27 contra el deudor surte contra el fiador.—Naturaleza y  esencia 
Pág. 66 |a caUción.—La validez de los procesos y  el mérito de las
I9J5, pruebas.—Firma de los poderes, cuando no se extienden ante

Escribano.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.
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Funcionarios 
R. F. N°. 27 
Pág. 82
J9J5.

públicos* Continúa la discusión acerca del punió jurídico o 
diente sobre «si los agentes fiscales, procuradores síndicos v  
general, los funcionarios públicos que, com o tales, fueren n’, ' . "  
en los juicios, deben presentar sus nombramientos para le¿¡t¡ 
mar su personería». ‘
Leídos los antecedentes de la cuestión y  tomando en cuenta 
que son más atendibles las razones que anteriormente se adu­
jeron para sostener la negativa de la proposición en debate v  
de acuerdo con los términos mismos de los Arts. 48 y  51 
Código de Enjuiciamientos Civiles, se resolvió, por unanimidad 
que no están obligados aquéllos a legitimar su personería pre­
sentando los respectivos nombramientos, salvo en los casos en 
que la parte contraria lo exigiere.

F errocarril de G uayaquil a  Q uito . Escándalo ínternacional.-Artículo pu- 
R. F. N». 28 blicado por primera vez el 6 de octubre de 19J2, en «E l Comer- 
Pág. 97 cío» de Quito.
I915, Trabajo del Sr. Dr. N . Clemente Poncc.
Fisco. El Fisco, las Municipalidades, las Iglesias y  demás personas de que 
R. F. N°. 51 trata el inciso segundo del Art. 1676 del Código Civil, no ne- 
Pág. 147 cesitan autorización judicial ni intervención del defensor de me- 
I917* ñores en ninguno de sus actos.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaberrera.

F rutos. Contradicción manifiesta entre lo dispuesto por los Arts. J791, 
R. F. N°. 53 inciso 2o. del Código Civil, y  533 del de Enjuiciamientos, res- 
Pág. 292 pecto al remate de inmuebles.— Necesidad de derogar o refor-
,9,?* mar esta última disposición, porque contiene una perogrullada su

primera parte, y  una antinomia la segunda.— ¿A  su amparo pue­
de actualmente un coejecutado, codeudor solidario y  condòmino 
rematar para si el inmueble, so pretexto de hacerlo para su mu­
jer, dando de contado parte del precio y  ofreciendo abonar el 
resto a plazo?—¿En un remate en el cual intervienen marido y 
mujer, no emancipada económicamente ni separada de bienes, 
y  en el que afirman que compran lo  subastado la consorte con 
dinero de su propiedad, el rematador es el marido o  la mujer? 
—Los Arts. 1740, 1741, 1715 inciso 3o. y  1717 número 2o. del 
Código Civil y  5o. de la Ley de Emancipación económica de la 
mujer casada, ante una declaración judicial ejecutoriada de la 
validez pro forma del acta y  del acto del susodicho remate.—El 
remate por persona interpuesta y  la estipulación a favor de un 
terceros Art. 1439 del Código Civil.— Bondad manifiesta del 
Art. 33 de la Ley Reformatoria del Código de Procedimientos 
Civiles, expedida en 1911.— ¿Aunque no se haya propuesto ter­
cería excluyente sobre la cosa embargada, cabe reembargar y  re­
matar los derechos del deudor sobre dicha cosa, cualesquiera 
que ellos fuesen, nacidos del remate?— A cepción jurídica de los 
vocablos derechos y  acciones, usados por los Arts. 569 del Có­
digo Civil y  523 del de Enjuiciamientos.— El embargo de dere­
chos o de acciones no está sujeto a peso, medida o  aprehen- 
ción.—¿Cómo se realiza, sí el deudor es dueño exclusivo y  no
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F ormación i 
R. F. No. 56 
Pdg. J03 
J9I8.

condòmino de la cosa?—Los derechos o acciones sobre inmue­
bles se repulan tales, pero no se identifican con los m ísm os.-{Si 
un codeudor solidario, coejecutado, remata para sí un bien del cual 
era simple condòmino, puede el ejecutante, insoluto de su cré­
dito, reembargarlo y  rematarlo, en la misma ejecución, o  sólo 
embargar y  rematar los derechos del deudor sobre ese bien?— 
¿Si el juez de un juicio ejecutivo declara, a la vez, válidos el ac­
ta y  el acto del remate de un inmueble, en atención a la ausen­
cia de vicios de forma, y  está ejecutoriada la orden de embargo 
de los derechos del deudor sobre el inmueble, nacidos del rema­
te, puede denegar la inscripción del embargo?—Tal embargo no 
infringe lo dispuesto por los Arts. 5 19, inciso 9°., y  529 inciso 
3o. del Código de Procedimientos? el dominio es un bien diverso 
del condominio.—El embargo y  remate del derecho del dueño 
sobre una cosa no son el embargo y  remate de la cosa misma, 
aunque la materialidad sea una.—{La mujer del coejecutado— 
el cual remató para si el inmueble, de que era condueño, apa­
rentando que lo hacia su consorte—, es parte en el juicio eje­
cutivo o puede presentarse como tal promoviendo incidentes o 
recurriendo de las providencias de embargo de los derechos del 
marido sobre el inmueble, o de la orden de inscripción?—Re­
conocida por un fallo la validez del embargo de los frutos y  usu­
fructo de un inmueble, se reconoce, por lo mismo, que éste es 
de propiedad exclusiva del marido, o sea de la sociedad conyu­
gal, y  no de la mujer; ya que, si los frutos y  usufructo de los 
bienes propios del marido son bienes sociales, y, en consecuencia, 
embargables por los acreedores del marido, no es embargable el 
usufructo del marido sobre los bienes propios de la consorte. (Arts. 
J7I5 N °. 2o. í 726 N °. 5% 1730 N°. 3o. y  2248 inciso 3o. del 
Código Civil).—Frutos no son lo mismo que usufructo; la idea 
de éste comprende, a la vez dos; la de la administración de la 
cosa fructuaria, mueble o inmueble, de cuyos frutos se ha de 
gozar, y  la de percepción de los frutos; porque el usufructuario 
gobierna la cosa y  se aprovecha de sus utilidades.- {Si el mari­
do autoriza por escrito a su mujer para oponerse al preindicado 
embargo de los derechos de él sobre un inmueble, o a su ins­
cripción, ella litiga contra él o de acuerdo con él?—El recurso de 
hecho no consiste en elevar defacto el proceso al superior, ni 
puede ser concedido a un tercero que se presenta en jucio ajeno 
reclamando en contra de providencias que no le causan perjui­
cio directo ni indirecto.—La mera oposición de una tercera per­
sona en juicio ajeno no equivale a tercería excluyente. 
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Ricardo Félix, 
miembro del Colegio de Abogados.

E CAUSA. Reformas del procedimiento Penali competencia terri­
torial! comentarios.—De la prueba.— Cuerpo del delito.—El su­
mario.— Formación de causa.—Del sobreseimiento.-CoDfesión. 
El Jurado.— Juicios económicos.—Recursos.— Disposiciones co-
munes.— Organización Judicial.-Recomendación final. 
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Víctor Manuel
Peñaherrera.
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Frutos. Con referencia a las cuestiones jurídicas que contiene el trabajo nu 
r . Fb N°. 59 blicado en la página 292, de la «Revista Forense» N °. 53 .
Pág. 30 Dr. Ricardo Félix lleva al conocimiento de la Academia 'las 
,9,9‘ providencias judiciales pertinentes; y  manifiesta que se han de­

clarado estos principios jurídicos, según su opinión:
J°.—Pertenece a la sociedad conyugal, esto es, al marido, respecto 
de terceros, lo comprado con dinero propio de la consorte, no 
emancipada económicamente, aunque intervengan marido y  mujer 
en el contrato de compraventa manifestando que ella es la compra­
dora, s í el dinero no ha sido destinado a ello en las capitulaciones 
matrimoniales o en otro acto auténtico equivalente de separación de 
bienes de la mujer, de la administración de su esposo.— Para que se 
entienda legalmente subrogado un inmueble a valores propios de uno 
de los cónyuges, que no consistan en bienes raíces, es necesario que 
tales valores hayan sido destinados a ello en las capitulaciones ma­
trimoniales, o en otro acto equivalente, y  que en la escritura de compra 
del inmueble aparezca la inversión de dichos valores y  el ánimo 
de subrogar; de modo que los haberes o valores de la mujer pue­
dan comprobarse, respecto de terceros, en la forma o por los medios 
que el Código Civil determina al tratar de la prelación de créditos. 
(Arts. 1715 inciso 3°., 1717 N °. 2o. y  1723 inciso 3o. del Código 
Civil y  5o. de la Ley de Emancipación Económica de la mujer 
casada, sancionada el 26 de setiembre de 19X1).
2o. — Si un coejecutado, codeudor solidario y  condueño de un inmue­
ble llega a ser su exclusivo dueño por remate verificado en públi­
ca subasta, y  el acreedor ejecutante continúa insoluto de su cré­
dito, puede reembargarse el propio inmueble y  volver a rematarse, 
en la misma ejecución, para el pago al acreedor.
3°.— Si se reconoce valido y  legal, en una litis con terceros el em­
bargo del usufructo del marido sobre un inmueble, se  reconoce, por 
lo mismo, que el inmueble no es de propiedad de la mujer, sino 
de la sociedad conyugal, o sea, del marido; ya  que, si los frutos y  
el usufructo de los bienes propios del marido, o de (a sociedad 
conyugal, son bienes sociales, y ,  por consiguiente, embargables, por 
los acreedores de la sociedad o por los del marido, no es embarga- 
ble el usufructo del marido sobre los bienes de la mujer, ni el del 
padre de familia sobre los bienes del hijo. (Art. 2448 inciso 3o. 
del Código Civil).
4°.—Embargar el derecho de dominio pleno y  exclusivo de una 
persona sobre un inmueble vate tanto como embargar el in­
mueble mismo, o sea, su totalidad material. (Art. 569 del Código 
Civil y  531 del de Enjuiciamiento).

F iscales. La esfera de los fiscales debe ampliarse para que dichos funcío- 
F* N°. ^  natíos no sean la figura decorativa, los espanta-pájaros en los 

J9J9. juicios criminales como se les ha calificado tan oportunamente.
Ninguna función desempeña el fiscal durante la instrucción del 
sumario, su intervención se reduce a autorizar que firme un 
testigo la citación que se le hace con el auto cabeza de proce­
so. Siendo parte en el juicio, no toma parte en él. Es un me­
ro espectador de las argucias que pone en juego la defensa,
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pero , n o  ob stan te  h a y  q u e  tenerlo  p resente  a  cada  in sta n te  p a ra  
n o  v ic ia r  de  n u l id a d  el p roced im ien to .
Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal, 
por el Dr. Ildefonso Bohórquez M.

F i a n z a . U s o  y  a b u so  q ue  se  h a ce  en la  p ráctica  de  la  fianza  en m ateria  
R. F. N°. 60 c r im in a l.
Pág. 83 
J9J9.

Pág. 290 
J920.

Pág. 297 
J920.

Pág. 372 
1920.

Actualmente se alega que la multa impuesta no es susceptible 
de apremio personal, pues así lo preceptúa la reforma de 19J 6 
al Código de Enjuiciamiento Civil.
Toda fianza debe ser hipotecaria.
Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal, 
por el Dr. Ildefonso Bohórquez M.

F i a n z a . Ocupándose de la retención y  de la fianza, para adoptar las refor- 
R. F. N°. 66 mas convenientes en el procedimiento penal, la Academia co­

misiona al Dr. Manuel María Borrero para que en la próxima 
sesión presente un proyecto de reglas en orden a estos asuntos.

F i a n z a . El Sr. Dr. Manuel María Borrero somete a la consideración de la 
R. F. N°. 66 Academia el informe y  proyecto de reformas, para cuya redac­

ción fué comisionado anteriormente, sobre la retención, prisión 
preventiva, libertad provisoria de los procesados y  fianza car­
celera.

F uncionario. El Secretario de la Academia, a propósito del Art. 273 del Có- 
R. F. N°. 67 digo Penal Sustantivo, reformado el 30 de octubre de J909, y  

con motivo de un importante caso práctico, consulta a la Aca­
demia sí en los casos a que se refiere el citado articulo, el único 
competente para castigar es el funcionario público que ejerza 
jurisdicción y  sea víctima de la desobediencia o falta de respe­
to, o  si además es competente el Juez de Letras, de suerte que, 
si el funcionario ofendido no hace uso de la facultad a él con­
cedida, puede castigar, previo el juicio respectivo, el Juez de 
Letras.

F uentes de  las obugaciones. Clasificación de las fuentes de las obligacio- 
R. F. N°. 70 nes, por Mr. René Dcmogue, Profesor de Derecho Civil en la 

,74 Universidad de Lille. Versión directa de la «Revista Forense».

F uncionario. Expedido el nombramiento a un funcionario de que se trate, y  
R. F. N®. 72 habiendo tomado éste posesión del cargo, todos los actos ad- 
Pág. J52 ministrativos o todos los actos judiciales llevados a cabo por él,
*922, según la clase a que pertenezca, han de ser declarados nulos, a

causa de alguna inhabilidad en el sujeto o de algún vicio en el 
nombramiento? ¿Cómo ha de hacerse la declaración de nulidad?

F alsedad  de un instrumento pübuco . El Sr. Dr. Modesto A. Peñaherrera 
R. F. N°. 73 consulta a la Academia, si en el caso del Art. Í88 del Código 

de Enjuiciamiento Civil que ordena que demandada la falsedad 
de un instrumento público, el juez proceda a comparar la copia 
con el original, la omisión de esta formalidad podría tener algún 
efecto en las demás actuaciones del juicio, verbigracia, el de-in­
validar la prueba que se rindiera en el término respectivo

Pág. 264 
1922.
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Pregunta: qué sanción habría para el caso de omitirse dicha
formalidad? , < .
El señor Presidente: He impugnado siempre la disposición del 
Art. 188 que ordena comparar la copia con el original. Seria 
necesario que se tratara de una falsedad material cometida en 
la matriz después de otorgada la copia para que tuviera aplica­
ción y  razón de ser esa disposición; pero si se trata de una 
falsedad intelectual, ¿para que puede servir esa comparación? 
El juez para ceñirse estrictamente a la ley debe proceder a He­
nar la formalidad de dicha comparación, mas, si la omite, creo 
que esto no puede acarrear ni la nulidad del proceso, ni influir 
tampoco sobre las pruebas que en el curso del juicio se rindie­
ren. La disposición del Art. 188 carece de sanción.
En sentido igual al del Sr. Presidente opinan los demás miem­
bros de la Academia.

Fallo. El Sr. Dr. N . Clemente Ponce pregunta a la Academia sobre el sentido 
R. F. N°. 85 que debe darse a la palabra fallo, en la disposición constante 
Pág. 247 en eI título del juicio de recusación, que ordena que el subro- 
I925' gante continuará sustanciando la causa hasta que esté en esta­

do de dictarse el correspondiente fallo. Después de breve discu­
sión, la Academia resuelve que la palabra fallo se refiere a la 
sentencia o la correspondiente resolución que pone término a la 
causa.

F a l s i f i c a c i ó n .  Se lee el Art. 186 del Código Penal, y  el Sr. Dr. Francisco 
R. F. N°. 86 Pérez Borja manifiesta que existía diferencia entre la falsifica- 
Pág- 74 ción y  la falsedad, en la relación del género a la especie; que 
I<?26‘ el uno era 'mucho más general y  significaba toda falta a la

verdad de un hecho, con el fin de irrogar perjuicio a un terce­
ro; mientras que la falsificación consistía en esa misma falta de 
verdad efectuada con un hecho material de imitación.
Los señores miembros de la Academia estudian esta diferencia.

F uncionario. Se pone al estudio una nota enviada de Guayaquil por el Dr.
R. F. N». 91 Luis Intriago, en la que consulta;
1927 ^  í.° Sí son válidos los nombramientos de escribano de un can­

tón y  de teniente político de una parroquia, que se han hecho 
contraviniendo a las disposiciones legales, o  m ejor dicho, sí 
esos nombramientos producen efectos válidos; y ,
2.° Sí las personas que han adquirido estos títulos, en contra­
vención al derecho público ecuatoriano, pueden ejercer sus fun­
ciones, sin viciar de nulidad absoluta los actos y  contratos en 
que han intervenido.

F uncionario. Se pone al estudio y  es aprobado el proyecto de contestación 
Pá F*|2Q' a k  consu^a d®! Sr. Dr. Luís Intriago; proyecto formulado por 
¡127. Dr. N. Clemente Ponce, que se inserta en la letra E de

este trabajo, R . F. N .° 91, pág. 139.
F irma a  ruego. En discusión la sugerencia del Dr. Arcos, que que- 
Pá F,J7í°* 96 ^  Penc ‘̂ en ĉ Y relacionada con la práctica que se ha introducido 
1930. t'aauu una persona por otra, con  sólo la expresión de «por

autorización», y  que sería conveniente una aclaración al respec­
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to, determinando que cuando se firma por otra persona impli­
que un mandato.
El Sr. Dr. N . Clemente Ponce propone que se haga constar en 
un proyecto de reformas al Código de Enjuiciamiento Civil una 
disposición en estos términos: «El hecho de firmar una persona 
por otra, por simple autorización o por ruego, implica manda­
to; salvo los casos de firmarse a ruego de quien no sabe hacerlo 
o por enfermedad, debiendo expresarse esta circunstancia».
En estudio dicha proposición, se la acepta, resolviéndose que 
conste en un proyecto de reformas al Código de Enjuiciamien­
to Civil que puede remitirse a la Asamblea Nacional, para su 
aprobación.

Fallos contradictorios. El Dr. Manuel R . Balarezo recuerda la dísposi- 
^‘ga*0’  92 c^ n contcnráa en el Art. 6.° de la Ley Reformatoria de 

íHb. *a Orgánica del Poder Judicial, según la cual la Corte Suprema
debe, en casos de fallos contradictorios, dictar la norma que, 
con carácter obligatorio, debe regir para lo futuro; y  pide, 
por ser facultad de la Corte Suprema, q u e  la Academia 
se ocupe también en esos asuntos para un mejor estudio de 
ellos.
La Academia acoge la indicación del Dr. Balarezo y  resuelve 
estudiar los fallos contradictorios que ha dictado el Tribunal 
Supremo.

Fallos contradictorios. Se acuerda que en la próxima sesión la Academia 
R. F. N°. 97 se ocupe en el estudia del siguiente punto jurídico: «¿Cabe pro- 

84 nunciarse sentencia en el divorcio por mutuo consentimiento,
cuando uno de los solicitantes se retracta de este consentimien­
to?» Se manifiesta que éste es uno de los puntos en que hay 
diversidad de fallos en la Corte Suprema.

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 97 que hubieren, relativos al divorcio consensual.
Pág. 84 
J930.

Fallos contradictorios. La Academia se ocupa del estudio de los fallos 
R. F. N°. 97 contradictorios respecto del divorcio consensual.
Pág. 86 
1930.

Fallos contradictorios. Continúa la discusión de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 97 acerca del divorcio conscnsual. Opinión del Dr. Modesto A. 
uvfn Peñaherrera, quien manifiesta que siempre ha sostenido la ne-
930, cesídad de que persista el mutuo consentimiento hasta la últi­

ma instancia, sin que pueda, por consiguiente, fallar la Corte 
Suprema la disolución del vínculo, cuando uno de los cónyu­
ges ha retirado su consentimiento antes del último fallo.

Fallos contradictorios. La Academia se ocupa del estudio de estas cues- 
R. F. No. J02 tíones: el de divorcio, ¿Es un juicio de jurisdicción voluntaria 
Pág. 134 0 contenciosa? ¿El mutuo consentimiento debe persistir en las
1932‘ tres instancias?
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Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
r . F. N°. 102 expedidos por la Corte Suprema, ün  consideración esta con- 
Pág. 137 soJta: ¿Cabe la retractación del consentimiento y  no la persis- 
,932' tencia del mismo en el juicio de divorcio, por consentimiento

mutuo?

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
r . F. N°. 102 en el juicio de divorcio consensual. Se enuncia la siguiente 
Pág. *4J pregunta! ¿El juez puede y  debe, legítimamente, antes de que
I932* se dicte sentencia de tercera instancia, aceptar el escrito de una

de las partes en que pide que no se la dicte?

Fallos contradictorios. Se pone en discusión la tesis enunciada poi el Dr. 
R. F. N°. 102 Francisco Chiríboga Bustamante, en la sesión anterior, que di- 
Pág. J44 ce: «¿Sí uno de los cónyuges, durante la secuela del juicio,
I932, retractare su consentimiento para el divorcio consensual, el juez

deberá declararlo?»

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 102 dictados por la Corte Suprema en el juicio de divorcio por mu- 
Pág. 149 tuo consentimiento; y  de la discusión de la tesis propuesta por 
,932* el Dr. Francisco Chíríboga Bustamante.

Luego se pone en debate la proposición enunciada, en esta forma; 
«Para que se pueda declarar el divorcio por mutuo consenti­
miento, es necesario que éste subsista hasta que se suscriba la 
sentencia de tercera instancia?»
Cerrada la discusión, se aprueba la proposición, con los votos 
afirmativos de los Dres. Francisco Pérez Borja, M odesto A. 
Peñaherrera, Manuel María Borrero, Pablo N . Roldan, Alberto 
Guerra, Alfonso Miranda y  Primitivo Y ela ; votan en contra los 
Drs. Manuel R . Balarezo, Manuel B. Cueva García y  Antonio 
José Borja.
Se resuelve dirigir un oficio a la Corte Suprema, pidiendo que 
ejerza la atríbucin que le concede el Art. 6.° de la reforma de 
í 928 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, y  poner en su co­
nocimiento la proposición aprobada.

Fallos contradictorios. Acerca de la cuestión anterior, el Sr. Dr. Francisco 
p* F'i « ° * 102 ^hiriboga Bustamante razona su voto manifestando que es acep- 
J932. table el criterio de que el mutuo consentimiento debe persistir

hasta la última instancia.

Falsedad. Cuestiones sobre nulidad, falsedad e inscripción de un testamen- 
Pá F*I8|0’ 103 t0 so êmnc abierto.
J932. Alegato presentado ante la Corte Superior de Quito, por el Dr.

Alejandro Rívadeneira.

Falsedad. 
R. F. No. 103 
Pág. J84 
1932.

Pantomima de los testamentos. Esencia y  solemnidades del 
testamento abierto. Inobservancia de éstas. Falsedad del tes­
tamento. Otros puntos controvertidos. Conclusión.
Exposición del Dr. Arcesío Domínguez, defensor de los deman­
dantes.
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Falsedad. SUM ARIO: Dos son las acciones deducidas en la demanda: la de 
R. F. No. 103 nulidad y  la de falsedad del testamento de la señora Francisca 
J932. Rodríguez, Fundamentos de cada una de esas acciones. La

Corte Superior declara la nulidad del testamento por la causa 
que se alegó para la falsedad y  por ótra que no fué alegada en 
la demanda.
La  ̂Jurisdicción del superior se determina por el acto de la ape­
lación. Fíjanse, en consecuencia, los puntos sometidos a la 
decisión de la Corte Suprema.
Refútase la curiosa doctrina de la Corte Superior, acerca de que 
el testamento abierto otorgado ante escribano, se desenvuel­
ve en dos situaciones legales: la del momento en que el tes­
tador bace sabedores de sus disposiciones al escribano y  testigos 
y  la del en que, extendidas esas disposiciones en el protocolo 
del escribano, se lee el instrumento testamentario. Errónea 
afirmación respecto a la legislación francesa y  argentina en cuan­
to a la forma del testamento público.
El Art. Í050 del Código Civil se refiere a un caso diverso 
del en que desacertadamente lo aplica la Corte Superior para 
fundar el nuevo motivo de nulidad del testamento.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Ale­
jandro Rívadeneíra.

Falsedad. SUM ARIO: Los considerandos objetivos de un fallo tienen toda 
R. F. N°. J03 la fuerza de la parte resolutiva. El que una parte del fallo 
T932 207 sea reso â^va depende sólo de que en ella se resuelva en

todo o  en parte lo controvertido.
N o es motivo de nulidad del testamento el escribirlo sin la pre­
sencia del testador y  los testigos. El testamento público está 
constituido esencialmente por un solo acto. Este único acto en 
que el testamento consiste es el que debe verificarse de la ma­
nera prescrita en los incisos 2.° y  3.° de los Arts. Í007 y  Í008 
del Código Civil. Por el hecho de cumplirse lo prescrito en 
esos artículos ha de tenerse por manifestada legalmente la vo­
luntad del testador.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N . 
Clemente Ponce.

Falsedad. SU M ARIO: El testamento que aparece dictado por el testador, 
R. F. No. 103 sin serlo efectivamente, no es acto de una sola persona y# por lo 
Pág. 223 tanto, es nulo. Las inexactitudes comprobadas de un ínstru- 
,932‘ -mentó público constituyen falsedad que debe enjuiciarse. La

cosa juzgada no cabe de sentencia no ejecutoriada; por lo mis­
mo, el juez superior tiene jurisdicción para resolver todos los 
puntos controvertidos. Las jurisprudencias extranjeras no pue­
den aplicarse en un país que tiene legislación propia, aunque 
haya analogías de ésta con la de ótros.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Arcesio Domínguez G.
Resoluciones. . '-c -  • ’ *• ..
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Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 103 dictados sobre el punto de derecho referente a si las copias pe- 
Pág. 240 didas fuera del juicio y  agregadas al proceso, constituyen o nó 
I932, prueba plena.

F a l l o s  c o n t r a d i c t o r i o s .  Consultado el parecer de la Academia respecto a  

R. F. N°. 103 este punto jurídico, o  sea sí las copias que han sido pedidas 
Pág. 243 fucra del juicio y agregadas al proceso, constituyen o nó prueba
,932‘ plena, se decide por unanimidad, en el sentido de que no cons­

tituyen.
Se ordena dirigir un oficio a la ̂  Corte Suprema, pidiendo se dig­
ne resolver también este punto jurídico, manifestando cuál es la 
opinión de la Academia al respecto.

Fallos contradictorios. Se inicia el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 103 referentes a que sí la omisión de los requisitos puntualizados 
Pág. 243 cn ei Art. 1050 del Código de Enjuiciamiento Civil, causa o nó 
I932* la nulidad del proceso.

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 103 dictados por la Corte Suprema, respecto a sí la omisión de los 
Pág. 245 requisitos puntualizados en el Art. Í050 del Código de Enjuicía- 
J932, miento Civil, causa o nó la nulidad del proceso.

Fallos contradictorios. Se continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 103 dictados por la Corte Suprema, indicándose el del siguiente 

247 puntos «Para que se acepte en juicio la acción de nulidad de un 
I932‘ testamento, es indispensable que el testamento esté inscrito?»

Fallos contradictorios. Continúa la discusión sobre sí para aceptarse en 
R. F. N°. 103 juicio la acción de nulidad de un testamento, es indispensable
1932 250 que el testamento esté inscrito.

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 103 dictados por la Corte Suprema, respecto a sí será nulo el pro- 

255 ceso cuando se aceptan las excepciones y  se tramita el juicio de 
jurisdicción coactiva sin que preceda el depósito de la cantidad 
a que asciendan la deuda y  las costas, ante el funcionario que 
ejerce la jurisdicción coactiva. (Art. Í050 del Código Enjuicia­
miento Civil).
Tomada votación respecto del punto discutido, se resuelve, por 
seis votos en favor, que en este caso el proceso es nulo; el Dr. 
Francisco Pérez Borja dícei «El proceso no es nulo, sino que de­
biera rechazarse la acción por improcedente».

Fallos contradictorios. Votada la proposición, sobre sí es indispensable 
Pá F*257* 103 qUE ^  tcstamento solemne abierto, comprendido en el Art. 701 
J93¿  del Código de Enjuiciamiento Civil, cuya nulidad se solicita,

debe estar previamíente inscrito, para que se lo  acepte com o 
prueba, están por la afirmativa los Drs.t Manuel R . Balarezo, 
Modesto A . Peñaherrera, Alberto Guerra y  A lfonso Miranda; 
por la negativa, los Drs.t Francisco Pérez Borja, Francisco Chi- 
riboga Bustamante, Primitivo Y ela y  Antonio José Borja.
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Se ordena dirigir un oficio a la Corte Suprema, pidiéndole se 
sirva resolver sobre los puntos votados en esta sesión y  en la 
de 9 de abril de 1931.

Fallos contradictorios. La Corte Suprema comunica, por medio de un ofi- 
p i / 3 1  CI° ' %ha ^suelto, con carácter general y  obligatorio, la discre-
J932. panera de los fallos dictados por este Tribunal, sobre el juicio

de divorcio por mutuo consentimiento. Y , conforme con lo dis­
puesto en el Art. 6.° del Decreto Supremo de 6 de octubre de 
1928, reformatorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dicta 
la disposición siguiente, a fin de que sea ella la que rija en ade­
lante, acerca de este punto:—-«Si en cualquier estado de un 
juicio de divorcio consensual, hasta que se fírme el fallo de 
tercera instancia, se manifiesta por parte de uno de los cónyu­
ges, en solicitud presentada en autos, la retractación del consen­
timiento, se debe negar el divorcio en ese juicio».

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R* F. N°. 105 dictados por la Corte Suprema, iniciándose el relativo a si cabe 

33 0 n(* la «acción resolutoria de una partición de bienes.

Fallos contradictorios. Se leen las sentencias de segunda y  tercera instancia 
R. F. N°. 105 dictadas en el juicio seguido en el concurso de acreedores de los 
T932 ^  bienes de don Pedro Pérez Pareja? fallo, el último, que consta

en el N .° 43 de la primera seiie de la «Gaceta Judicial» y  que 
acepta la resolución? y  las sentencias de las tres instancias del 
juicio que, por resolución de un contrato, siguió el Dr. Luis E. 
Dávila contra el Sr. Hermógcnes F. Dávila, publicados en el 
N .° 273 de la cuarta serie de la «Gaceta Judicial», y  en el que 
la Cotre Suprema declara que la partición de bienes no es sus­
ceptible de resolución? así como el voto salvado de los Drs. 
Gómez Jaramílío y  Miranda.

Fallos contradictorios. Se continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. J05 dictados por la Corte Suprema respecto a si una partición de 
***£• 44 bienes es susceptible de resolución y  se leen las sentencias de

tercera instancia en el juicio sobre concurso de acreedores de los 
bienes de don Pedro Peréz Pareja y  en el de resolución de un 
contrato seguido entre los señores Luís E. Dávila y  Hermógenes 
Dávila.

Fallos contradictorios. Vuelve a ocuparse la Academia del estudio de los 
R. F. N°. 105 fallos contradictorios y  analiza el relativo a si una partición de 
r & 47 bi“ es es susceptible de resolución.

Fallos contradictorios. Sobre fallos contradictorios, se inicia el estudio 
R. F. N°. J05 del punto relativo a la validez de un proceso, cuando un asun­
t e -  47 to que ¿gbíó Scr materia de un juicio ordinario lo ha sido de un

mero incidente.
Fallos contradictorios. Comienza el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 105 de la Corte Suprema, con respecto al valor probatorio de la con- 
PáE- 49 fesión del ccdentc en el juicio seguido por el cesionario contra
I,32‘ el deudor.
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Fallos contradictorios. Se reanuda el estudio de si cabe la accción resolu- 
r . F. N°. J05 jutoria de una partición de bienes.
Pág. 50 El Dr. Modesto A . Peñaherrera manifiesta que la particíción es
,932‘ judicial y  extra judicial, y  pregunta sí el problema en estudio se

refiere sólo a la última o  a ambas.

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 105 respecto al punto de derecho de la validez de un proceso, cuando
Pág. 52 un asunto que debió ser materia de un juicio ordinario lo ha
,932, sido de un mero incidente.

Fallos contradictorios. La Academia, ocupándose del estudio de los fallos 
R. F. N°. 105 contradictorios, toca el siguiente» «E s válida la citación con la 
Pág- 54 demanda, cuando la boleta de citación se le entrega al defensor
,932‘ del demandado?»

Fallos contradictorios. Acerca del punto anterior, el Dr. Manuel R . Bala- 
R. F. N°. 105 rezo índica que el caso parece ser el siguiente» la parte designó 
Píg 55 ci estudio del Dr. Valíejo com o lugar donde debía hacérsele las
,932' citaciones, y  que aquélla a que se refiere el litigio y  el fallo, se

la hizo personalmente en el domicilio del Dr. V allejo y  no en 
su despacho.
Como los fallos de 1900 y  1901 se refieren expresamente al 
Art. 107 del Código entonces vigente, y  el de 191 5 hace espe­
cial referencia a la ley que regía en ese año, o  sea a la de 1911, 
parece que no se trata de un caso de contradicción, sino de apli­
cación de leyes de diferentes épocas, bien o mal interpretadas; 
en consecuencia, cree que no se debe pedir a la Corte Suprema, 
resolusión alguna sobre este punto.
La Academia opina de igual m odo que el Dr. Balarezo.

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 105 en cuanto al valor legal de la declaración del cedente en un jui- 
T9I 2 55 ció en*re cesionario y  deudor.

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. 105 dictados por la Corte Suprema, respecto al valor legal de la de- 
1932.60 daracíón del cedente en un juicio entre cesionario y  deudor.

Fallos contradictorios. Como esta sesión ha sido convocada especialmen- 
Pá * ,̂2*°’ 105 tC pSra votar accrca del valor legal de la declaración del cedente 
J932. en un iü*c‘°  entre cesionario y  deudor, el Dr. Balarezo concre­

ta el problema en discusión en los siguientes términos» «L a con­
fesión del cedente, posterior a la notificación hecha al deudor 
del traspaso del crédito al cesionario, no le perjudica a éste». 
Luego, el mismo Dr. Balarezo propone la siguiente forma» 
«Una vez llenados, de manera legal y  auténtica, todos los re­
quisitos a que se halla sujeto el traspaso de un crédito para 
que surta efecto contra el deudor o  contra terceros, la declara­
ción del cedente en favor del deudor, no puede ser considerada 
como confesión de parte en contra del cesionario, ni causar 
ningún perjuicio a éste».
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Cerrado el debate, se aprueba la siguiente proposición* «Una
lú e  »  d e ” “ erIa ¡eSaI V oolóntica, todos los requisitos a 
que se baila sujeto el traspaso de un crédito para que surta 
efecto contra el deudor y  contra terceros, el cedente no es par­
te en el jurero que se suscite entre cesionario y  deudor», con el 
voto negatrvo del Dr. Alfonso Miranda, y  se acuerda dirigirse 
a . C ?rtj  Suprema, pidiéndole la resolución de este problema 
e indicándole la opinión de la Academia.

Fallos contradictorios. Iniciase la discusión sobre sí en un 
PágF*6?°* 105 CS adm5sible Ia excepcíón de litis pendencia.
1932.

juicio ejecutivo

Fallos contradictorios. Se reanuda la discusión sobre el punto de sí es 
R .F .N °. 105 admisible en juicio ejecutivo la excepción de litis pendencia. 
193*2. Tomada votación, se acuerda que la excepción de litis penden­

cia sí es admisible en juicio ejecutivo.
Se ordena dirigirse a la Corte Suprema, pidiéndole la resolución 
de este punto, así como del relativo al valor legal de la de­
claración del cedente, indicando también la opinión de la Aca­
demia respecto de cada uno de ellos.

Fallos contradictorios. Cabe o nó la resolución de una partición extraju- 
R. F. N°. 105 dícíalj y  podrá rescindirse una partición?
9̂32 70 Enunciadas varias consideraciones, se acuerda prescindir del estu­

dio de este problema, por no haber manifiesta contradicción.

Fallos contradictorios. L os señores miembros de la Academia se ocupan 
R. F. N°. 105 del punto relativo a si el Art. 478 del Código de Enjuícíamien- 
9̂32 70 *° es también al adherente, o  sea, sí cabe que se

declare desierta la adhesión a un recurso.

Fallos contradictorios. La Academia acuerda que, habiendo interpuesto 
R. F. N°. 105 un recurso una de las partes, y  adheridose a él, en la misma 
^932 72 instancia la ótra, ha lugar a la deserción de la adhesión, o sea,

que le parece fundado y  está de acuerdo con el fallo expedido 
en el juicio «Jaramíllo-Guarnízo», publicado en el N.° 206 de 
la serie 4.a de la «Gaceta Judicial».

Fallos contradictorios. El Dr. Antonio José Borja informa que están 
R. F. N°. 105 preparados para el estudio en esta sesión, los fallos contradic­
e s *  7  ̂ torios dictados por la Corte Suprema sobre los siguientes pun-

tosí «J.° Sí es procedente la reconvención propuesta al con­
testar la tercería excluyente; y, 2.° Sí el informe pericial debe­
rá presentarse sólo dentro del término de prueba o aun cuando 
éste ya ha fenecido.
La Academia acuerda iniciar el estudio del primero de los pun­
tos jurídicos enunciados.

Fallos contradictorios. Se estudia el relativo a si es procedente, en las 
R. F. N°. 106 tercerías excloyentes, la reconvención tendiente a que se reconoz- 
193*2 133 ca °  se Aniegue un derecho conexo con el dominio mismo ale

gado por el tercerista.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



Cerrada la discusión, la Academia acuerda no presentar est 
asunto a la Corte Suprema, por no hallar clara contradicción 
en los respectivos fallos.

Fallos contradictorios. En consideración el segundo de los puntos jurídi- 
r . F. N°. 106 eos propuestos por el Sr. Secretario de la Academia, es decir 
Pág. 135 ej relativo al punto de si el informe de los peritos puede preí 
I932, sentarse después del término de prueba. *

Fallos contradictorios. El informe pericial puede presentarse o  no, una 
R. F. N°. 106 vez concluido el término de prueba?
P*g- 138 La Academia, tomando en cuenta los razonamientos expuestos 
,932' durante lo discusión, acerca del punto planteado, acuerda que

los fallos leídos no son contradictorios en la parte resolutiva, 
a pesar de que, en los antecedentes, cada uno sienta un prin­
cipio distinto.

Fallos contradictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. J08 dictados por la Corte Suprema, y  el Dr. Rafael N . Arcos con- 
Pág. 267 creta ja discusión acerca de este punto: « A  quién incumbe la 
,932‘ prueba en el juicio de exhibición de documentos, cuando el reo

niega que existan en su poder los documentos cuya exhibición 
se pide?

Fallos contradictorios. Se reanuda la discusión de los fallos leídos en la 
R. F. N®. J08 sesión anterior, relativos al punto de derecho, de a quién co- 
1*932 270 rrespondq la prueba en el juicio de exhibición de documentos, 

cuando el demandado asevera que no los tiene.

Fallos contradictorios. Se pone en consideración el punto relativo a si la 
R. F. N°. 110 caducidad establecida por el Art. íO í6 del Código de Enjuicía- 

131 miento Civil es aplicable al secuestro provisional como al 
definitivo?

Fallos conrtadictorios. Continúa el estudio de los fallos contradictorios 
R. F. N°. no dictados por la Corte Suprema y  se discute el relativo a la ca- 
9̂33' 132 ducidad del secuestro.

Fallos contradictorios. La Academia opina que la caducidad establecida 
R. F. N°. IJO por el Art. 1016 del Código de Enjuiciamiento Civil, es aplica- 
J933. 38 ble solamente al secuestro definitivo.
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r ° fE No? 2?r'« ™ , Lt“ iS - U? e ^ 0ria’ rC.mÍtE a h A “ dem¡a el proyecto reía- R F Nos. 2., tivo a los turcos de posesión, goce y  dominio de aguas, que se 
Pág! 280 publica en la letra A  de este trabajo.
1914.
Gracia. Ley Reformatoria de la Ley de Gracia de 28 de Agosto de *894. 
R. F. Nos. 33# *
34 y 35g EL CO N GRESO  DE L A  REPUBLICA DEL ECUADOR,
wfs. D E C R E T A , la siguiente:

LE Y  R E F O R M A T O R IA  DE LA  LEY DE GRACIA;

Art. J.°— El derecho de grada se ejerce perdonando, rebajando 
o conmutando las penas impuestas por sentencia judicial, y  re 
quiere petición escrita, hecha al Poder Ejecutivo, después de 
ejecutoriada la sentencia.
Art. 2.°—Se prohibe ejercer este derecho en favor de los que 
delinquieren de orden del Poder Ejecutivo o contra la Hacien­
da Nacional.
Art. 3.°—Tam poco se concederá gracia al reo que no se en­
cuentre en la cárcel respectiva, o  haya tenido mala conducta 
posterior al crimen o delito.
Art. 4.°—La solicitud de gracia se dirigirá al Presidente de la 
República, por medio del Ministerio respectivo, quien pedirá el 
proceso al juez que deba tenerlo, manifestándole el objeto.
El proceso se remitirá original al Ministerio, o en copia, si hu­
biere algún inconveniente, y  con un informe sobre las circuns­
tancias que hagan al reo acreedor a la gracia o indigno de ella. 
También se pedirán los certificados de prisión y de conducta, ne­
cesarios para las condiciones prescritas en el Art. 3.°.
Art. 5.°—El Presidente de la República mandará pasar el pro­
ceso y  demás documentos al Consejo de Estado, el cual exa­
minará primero sí la infracción es o nó de la excluida de la 
gracia según esta Ley? segundo, sí se han presentado en debi­
da forma todos los datos para juzgar de la justicia o convenien­
cia de la solicitud; y  en caso contrarío, pedirá los que estime 
convenientes.
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En seguida dará su dictamen razonado sobre si se debe 0 nó 
conceder la grada pedida. 0
Art. 6.° - E l  Ejecutivo podrá otorgar la gracia, sí estuviere de 
acuerdo con el dictamen del Consejo y  dará la orden consi­
guiente, la cual se publicará en el periódico oficial.
Art. 7.°—Negada la gracia, no se podrá volver a pedirla, si a 
las causales aducidas en el primer pedimento no se agrega otra 
o la prueba de alguna que no se com probó antes; o  si no hubie­
re transcurrido a lo menos un año más del cumplimiento de la 
pena y  de conducta ejemplar.
Quedan derogadas las Leyes de 20 de agosto de 1887 y  de 16 
de setiembre de 1872.
D AD O  en Quito, Capital de la República, a 27 de agosto 
de 1894.
El Presidente de la H . Cámara del Senado, Carlos Matéus.— 
El Presidente de la H . Cámara de Diputados, Carlos Casares. 
— El Secretario de la H . Cámara del Senado, Julio H. Salazar. 
— El Diputado Secretario, de la H . Cámara de Diputados, Luís 
C. de Vaca.
Palacio de Gobierno, en Q uito, a 28 de agosto de 1894. 
EJECUTESE.
Luis Cordero.
Por ausencia del Ministro de Justicia, el de Guerra.
José María Sarastí.

Gravamen irreparable. En ciertos casos el auto de prueba impone grava- 
R. F. Nos. 42 men irreparable.—Naturaleza de las notificaciones y  citaciones, 
v *3 — N o puede sustanciarse, com o incidente, la falta de ellas, sí
g f t . 127 asevera lo contrarío el empleado competente.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.
Auto del Tribunal.

Gananciales. La viuda a quien, en la partición de los gananciales, se le 
R. F. N°. 67 adjudica una casa comprada por el marido, tiene derecho de 
T920 ^I5  demandar al vendedor la inscripción del título.

La sentencia que declara la nulidad absoluta de la inscripción, 
restablece el derecho de exigir que ésta se practique, el que no 
prescribe por el transcurso del tiempo intermedio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia por 
el Sr. Dr. Manuel R. Balarezo.

Gananciales. 
R. F. No. 67 
Pág. 338 
J920.

CUESTIONES DE D E R E C H O  T R A T A D A S : - ! . 1— La ac­
ción del comprador para la entrega, es personal. Muerto el 
comprador de bienes raíces antes de la inscripción, no puede 
demandarla la viuda, sólo por habérsele adjudicado el inmueble, 
si no se le ha trasmitido también ese derecho personal.—2.a—La 
acción para reclamar la inscripción prescribe en veinte años; y 
sí ésta es nula, el plazo corre, no desde la sentencia de nulidad, 
sino desde el contrato,— 3.a—Efecto retroactivo de las senten­
cias.— Debe suponerse que la nulidad fué declarada en el mo­
mento mismo del acto nulo.— Este es el sentido del Art. 1677;
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es decir, se retrotraen los efectos de la nulidad al momento del 
acto nulo.—Mas no se traslada el acto nulo a la fecha de la 
sentencia, ni se elimina el tiempo intermedio.—4.a—La nulidad 
de la inscripción, siendo válido el contrato de venta, no da dere­
cho a la restitución del precio.—Esta sólo puede pedirse en los 
casos de nulidad o resolución del contrato.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Pcñaherrcra.
Manifiesto adicional del Dr. Manuel R . Balarezo, acerca de los 
puntos tratados anteriormente.
Manifiesto adicional del Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, respec­
to de las mismas cuestiones.
Jurisprudencia de los tribunales.

Gaceta Judicial. La «Gaceta Judicial».—Apuntes históricos y  analíticos, 
R. F. N°. 81 por el Sr. Dr. Luis Felipe Borja.
Pág. J79
1924.
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H a b i l i t a c i ó n . Despojo ejecutado por el Gobierno.—Juez competente para cs- 
R* F*f Nm . Í6, te juicio.—Intervención del Ministro Fiscal.— Posesión de una 
Pá Y J44 —Habilitación de salinas.
J9J4. Manifiesto presentado ante la Excelentísima Corte Suprema de

Justicia, por el Sr. Dr. Luís Felipe Borja (hijo).

H onorarios. A  propósito de las reformas dictadas por el Congreso de 19 i  8, 
R. F. N°. 58 respecto del Código de Enjuiciamientos Civiles, el Sr. Dr. Agus- 

tín Cueva consulta a la Academia acerca de la interpretación 
que debía darse a la supresión de las palabras «y  honorarios» 
del número 2.° del Art. I02Í del citado Código; y  todos los 
concurrentes estuvieron conformes en que tal supresión ha de 
entenderse en el sentido de que los honorarios puedan cobrarse 
por apremio personal cuando estén incluidos en las costas, más 
nó cuando se demandan separada c independientemente del 
asunto principal.

H ijos m e n o r e s . CU ESTIONES JURIDICAS:—El padre usufructarío legal de 
R. F. No. 62 los bienes de los hijos menores, no está obligado a pagar los 

capitales de las deudas de estos.
Por el Sr. Dr. N . Clemente Poncc.

H eridas. Tratándose de heridas o  lesiones que, reconocidas, han ocasionado 
R. F. N°. 62 después la muerte, ocurre casi siempre que los jueces ordenan 

0̂6 la autopsia del fallecido; y, si ésta se ha omitido, o no se ha 
verificado con las formalidades del caso, declaran nulo el pro­
ceso por no estar debidamente comprobado el cuerpo del delito, 
no obstante—repetímos—haberse practicado antes el reconoci­
miento con los requisitos debidos.
Nuestro Código prescribe la autopsia: í.° Cuando una perso­
na muere derrepente (Art. 82, inciso í.°); y  2.° En el caso de 
exhumación, si el reconocimiento del cadáver no se hubiere prac­
ticado antes de sepultarlo (Art. 74 inciso 2.°); es decir si se tra­
ta de inquirir la verdadera causa de la muerte de una persona, 
pero no cuando ésta fallece a consecuencia de un atentado pu­
nible, como son las heridas o jesiones debidamente reconocidas,
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en cuyo caso no puede anularse la causa por falta de compro­
bación del cuerpo del delito.
Ampliando unas indicaciones, por el Dr. Ildefonso Bohórqucz M.

H o n o r a r i o s .  El Sr. Dr. Augusto Bueno, miembro del Colegio de Abogados 
r . F. N®. 67 de la Capital, por medio de una comunicación, consulta a la 
Pág. 368 Academia, sí las reformas expedidas en el año de 1918 al Có- 
J920. digo de Procedimientos Civiles, respecto de honorarios, com ­

prenden a los apremios real y  personal o a uno de ellos solamente. 
Se acuerda invitar al Dr. Bueno para que concurra a una sesión 
posterior en que se resolverá su consulta.

Herencia. Concepto y  naturaleza de la compra o cesión del derecho de he- 
R. F. N°. 68 renda.—Materia del contrato.— Tradición y  sus elementos ju- 
Pág. 7 rídícos.— La tradición del derecho de herencia ante nuestra
í921' Legislación.—La tradídón del mismo derecho en nuestra juris­

prudencia.— La tradición de derechos hereditarios en las legisla­
ciones extranjeras.— La tradición de esos derechos se cumple 
por el otorgamiento de la escritura pública, sin necesidad de la 
inscripción.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

H erencia. La propiedad no se trasmite por el solo contrato, sino que es 
R. F. N°. 68 necesaria además la tradición.— El Código Civil siguió en este 
Pág* *6 punto al Derecho Rom ano.—El Art. 1808 del Código Civil,
I92J* que es consecuencia de aquel principio, se aplica también a la

venta del derecho de herencia.— ¿Cabe que el comprador pague 
una parte del precio con cosa que no le pertenece?.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr, 
Alejandro Rfvadeneíra.

H erencia. La entrega o tradición de la herencia vendida no puede hacerse 
R. F. N°. 68 sino por la inscripción del título.— La entrega de la herencia 

33 no puede verificarse por la entrega material de las cosas com ­
prendidas en la sucesión.—El derecho de herencia es cosa in­
corporal, derecho real e inmueble.— El que por escritura públi­
ca compra una herencia, no adquiere la propiedad de ella sino 
medíante la tradición, verificada por la inscripción de la escri­
tura en el Registro del Anotador.— Vendida una misma herencia 
a dos o más personas, por diversas escrituras públicas, aún 
cuando todas las ventas sean perfectas, el comprador cuyo titulo 
se haya inscrito primero será preferido a los otros.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja.

H erencia. 
R. F. N®. 68 
Pág. 50
192 J.

La tradición del derecho de herencia hecha por un heredero a 
un cesionario, no requiere la inscripción del titulo.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo.
Sentencias.
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H e r e n c i a , 
r . f . N°. 70 
Fág. J98 
J92J.

El Dr. A . P. Chaves, desde la ciudad de Guaranda, se dirige a 
la Academia, elevando la siguiente consulta;
Según el A r t .22 de la Ley de Impuesto Progresivo sobre las 
Herencias, el Procurador de Instrucción Pública, debe ser nom­
brado por el Sr. Ministro del Ramo; pero como en todas las 
provincias los abogados nombrados han intervenido, antes, 
con diferentes caracteres en, muchas causas, no pueden presen­
tarse en éstas como procuradores. ¿Cómo debe procederse pa- 
ra la subrogación?
Si el Procurador fuese Defensor público, el Art. 190 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial diése la respuesta; pero su verda­
dero carácter es el de empleado; y , en este caso, a fin de que 
no sufra retardo el trámite de innumerables causas basta la reu­
nión del Congreso, parece que el nombramiento de quien debe 
subrogar al impedido, debe hacerlo el señor Ministro de Instruc­
ción Pública.
Se ordenó contestar la anterior consulta, en el sentido de que 
el subrogante del referido Procurador, en los casos de impedi­
mento de éste, debe ser nombrado del mismo modo que el 
principal, esto es, por el Ministro de Instrucción Pública.

H erencias. 
R. F. N°. 70 
Pág. 215 
192 J. •

El Vocal Sr. Dr. Moisés Luna, consulta a la Academia si el 
Procurador de Instrucción Pública que interviene, en los juicios 
de partición de bienes, en los casos del Art. Í5, inciso 2.° del 
Decreto Legislativo de 23 de octubre de 1920, que crea el im­
puesto progresivo a las herencias, legados y  donaciones, debe 
ser considerado como parte y  con derecho por consiguiente a 
intervenir en el nombramiento de partidor, deliberar en las jun­
tas de familia, etc., etc.
T odos los concurrentes estuvieron acordes en la afirmativa, por 
cuanto, com o lo expresaron los señores Presidente y  Balarezo, 
la referida Ley hace del Estado un verdadero heredero dada la 
circunstancia de que se le asigna de la herencia, en algunos 
casos, hasta la quinta parte, y  atendiendo, además, a los tér­
minos del indicado articulo, los cuales hacen presumir que la 
intervención del prenombrado Procurador en los juicios de par­
tición ha de ser del mismo modo que en los juicios de inven­
tario, esto es, como parte, puesto que, en el inciso 2.°, se em­
plea el adverbio también.

H erencias. El Vocal Dr. Francisco Pérez Borja, con referencia a la misma 
R. F. N«. 70 Ley, deja planteado, para discutirlo en otra sesión, el punto re- 
Pig. 216 Iativo a si esta Ley tiene efecto retroactivo respecto de las he- 
l921' rencias deferidas antes de su promulgación, pero que aún están

indivisas, como en el caso de un colateral en el séptimo grado 
a quien se le defirió antes una herencia, que va a dividirse bajo 
la vigencia de la sobredicha Ley que no extiende la sucesión 
intestada de los colaterales, más allá del sexto grado inclusive^

H ijuela divisoria. En la práctica se denomina hijuela divisoria a lai esoí- 
R . 77 tura o  instrumento que extiende el escribano y  qu'= *<*<
W& < «  inscrito contiene copia de los acuerdos de familia, de la liquida
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cióa hecha por el partidor y  d e j a  sentencia que aprueba Ia 
partición.
Conceptos emitidos por el Dr. Ildefonso Bohórquez M.
El mismo jurisconsulto somete a la consideración de la Acade­
mia la siguiente cuestión: Verificada la partición de los bienes 
de una mortuoria, se acordó en la junta de familia que, uno de 
los legitimarios, debía completar la legítima rigurosa de otro 
entregándole en efectivo la suma de quinientos sucres con los 
que se completaba su respectiva hijuela. Se estipuló, también 
que los herederos que tenían que recibir saldos en efectivo de­
bían esperar un plazo no menor de noventa días; y  com o la 
heredera que debía hacer la entrega de los saldos, se hizo cargo 
de la hijuela de bajas, se estableció «que las deudas de la mor­
tuoria debían ser pagadas con el producto de la venta de la ha­
cienda «Mercedes», destinada a este objeto».
Aprobada la partición por sentencia ejecutoriada, se entregaron 
a los copartícipes sus respectivas hijuelas.
Transcurrido el plazo acordado, uno de los legitimarios que debía 
recibir saldo en dinero, cedió el crédito constante de su hijuela, 
a un tercero? esto es, después de las notificaciones relativas a la 
cesión del crédito, demandó, ejecutivamente, al legitimario obli­
gado por el pago del saldo mencionado. El A lcalde que cono­
ció déla demanda nombró de asesor a un abogado de reconoci­
da competencia e ilustración, quien negó la acción ejecutiva, 
fundándose en que la hijuela inscrita, no era título ejecutivo 
por no estar comprendida entre los taxativamente enumerados 
en el Art. 505 del Código de Enjuiciamiento Civil.
Como es natural, solicitamos revocación de tal negativa, por las 
siguientes razones: í ."—Porque, la hijuela inscrita, cuando con­
tiene las deliberaciones de la junta de familia, la liquidación de 
la cuota hereditaria de cada heredero hecha por el partidor a 
base de dichos acuerdos, y  la sentencia que aprueba la partición, 
es título ejecutivo; pues, el instrumento que contiene los acuer­
dos de la junta de familia, es una acta judicial de las enumera­
das en el Art. 505 ya citado, en su parte final:— 2.a— Q ue dicho 
instrumento es acta, porque asi lo llama la misma ley (Art. 722 
y  siguientes) y  es acta judicial en la acepción de esta última 
palabra, porque consta de un juicio:—3.a Porque dicha acta 
judicial es la que contiene la obligación legal de dar o  hacer, 
impuesta a cada heredero, ya que la liquidación de la cuota 
hereditaria la hace el partidor en conformidad con dichos acuer­
dos, y  la sentencia de aprobación la presta el juez de la causa 
cuando las operaciones se han hecho, también, a base de los 
mismos acuerdos. Por otra parte, la hijuela inscrita contiene la 
copia de la sentencia judicial que aprueba la partición dada con 
citación de todos los interesados.
Extra;udicialmente, el señor asesor nos argumentó que las actas 
judiciales, para llamarse así, debían estar suscritas por el juez 
y  el actuario, y  que en este sentido, el instrumento que contie­
ne los acuerdos de la junta de familia, no era una acta judicial. 
A  este reparo objetamos que hay muchas actas judiciales, como

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



las de transacción, inventarios, embargo, etc., que no las suscrí- 
nKment“ ’  l í  * “ í“70'  aJ,“ náa® ien‘ o. I* ley, aún cuando impro- 
díg”  Civil). A  Parhd° r <Art- 65° ’  ¡nciso 3'° d c lCó-
P.ira reforzar nuestra argumentación, citamos el fallo de la Cor- 
e Superior de este Distrito, que corre inserto en el N .° 136 de 

la «Gaceta Judicial», serie 3.a
Por enfermedad del señor alcalde, originario, conoció de la cau- 
sa el alcalde 2.° cantonal, quien, sin consejo de asesor, declaró 
ejecutivo el titulo, pero negó la acción ejecutiva. La resolución 
contradictoria del señor alcalde 2.° merece comentario aparte, 
pero como no fue el mismo asesor que resolvió sobre la revo­
cación, ha quedado entre los profesionales que conocieron del 
asunto, pendiente esta cuestión; la hijuela inscrita (nos referimos 
al instrumento asi llamado) es título ejecutivo?
Después de ligera discusión, todos los miembros concurrentes se 
pusieron de acuerdo en que la partición era un titulo ejecutivo, 
ora porque sí bien el partidor no es juez, las actas de las juntas 
celebradas ante él dentro del juicio de partición, bien pueden 
considerarse com o actas judiciales? ora porque, aprobada la par­
tición por el juez, queda en cierto modo íncorparada en la sen­
tencia, y  ésta constituye también título ejecutivo.

H i s t o r i a . La organización judicial en el Ecuador.
R. F. N°. 79 Capítulo para la obra «El Mundo Bolivaríano». 
uflk*  ̂ Por ^r. Víctor Manuel Peñaherrera.

H i p o t e c a s . El Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja se dirige a  la Academia y  dí- 
R. F. N°. 79 ce; «Entre las reformas al Código de Enjuiciamiento Civil, ex- 
P ie -73 pedidas por la Legislatura de J92J, tenemos esta disposición:

Art. Í3.—Después del Art. 750, póngase el siguiente: «La pose­
sión efectiva no es necesaria para la validez de las ventas, hipo­
tecas u otros contratos relativos a los bienes hereditarios».
Antes de esta reforma había en el foro discrepancia en orden a 
la determinación del efecto que producía la venta de un in­
mueble hecha por el heredero, sin que preceda la sentencia de 
posesión efectiva; pues, según unos, la omisión producía la nu­
lidad absoluta del contrato, según otros, nulidad relativa, y, por 
último, para otros ni la una ni la otra nulidad; la omisión no in­
validaba el contrato, los derechos y  obligaciones personales que 
de él se derivan subsistían; pero no podía producir ningún dere­
cho real.
Con estos antecedentes, parece que el legislador, al expedir la 
reforma mencionada, optó por la tercera opinión y, dejando sub­
sistente la institución de la posesión efectiva, estableció, que a 
omitirse ésta, el contrato como tal era perfecto; pero no  ̂podía 
efectuarse la tradición del derecho por medio de la inscripción. 
Si la falta de la posesión efectiva no produce este efecto, resul­
ta que la institución se ha extinguido o ha quedado reducida 
al efecto de que el heredero putativo que la ha obtenido, le 
sirve como justo título, conforme al último inciso del Art. 
del Código Civil.
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Someto, pues, a la consideración de la Academia esta interna 
tación del artículo reformatorio, a fin de que emita su ilustra­
da opinión».

H erencia indivisa. Si el recurrente no expone ante el juez superior los pun- 
R. F. No. 80 tos a que contrae el recurso, puede y  debe fallar dicho jUe2 
Pág. 97 sobre las resoluciones del juez que perjudiquen al propio recu-

rrente?
El comprador de los derechos y  acciones de sólo parte de los 
herederos en una cosa singular, comprendida en una herencia 
indivisa, no adquiere condominio sobre esa cosa ni tiene dere­
cho de exigir su partición a los demás herederos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo.
Resoluciones.

Herencia. CU ESTIONES JURIDICAS:
r . N°. F. 83 Un coheredero, mientras no se haga la división, no puede rei- 
Pág. 21 vindicar, ni en todo ni en parte, una cosa determinada, como 
,925' perteneciente a la sucesión.

Estudio del Dr. N . Clemente Ponce.

H erencia. El administrador de una herencia y  sus atribuciones legales:
R. F. No. 86 Cuestión:—¿Puede el administrador de' una herencia, nombrado 

5Í conforme al artículo 750 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
I926‘ comparecer en juicio por sí sólo para cobrar los créditos heredi­

tarios, comprendidos en la misma administración?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. R o­
berto Posso.
Resoluciones.

H abilitación de edad. A l estudiar el artículo 263 del C ódigo Civil, la Se- 
R. F. N». 90 cretaría informa que la habilitación de edad se estableció en 
9̂27 ^  1865 y  fué abolida en 1869. Y  al tratarse de ese artículo, el

Dr. Manuel R . Balarezo es de la opinión — que fué aceptada- 
de que díga «prohíbese la habilitación de edad», en lugar de 
«queda abolida la habilitación de edad».

H erencias. 
R. F. No. 90 
Pág. 71 
1927.

Para que la Academia estudie el punto, el Dr. Manuel R . Ba­
larezo somete a su consideración el siguiente: «En el artículo
5.° de la Ley de Herencias, se dispone que toda sucesión por 
causa de muerte, testamentaría o  abíntestato, que valiere diez 
mil sucres o más, pagará sobre el acervo total de bienes, de­
ducidos los gastos que se especifican en el artículo 950 del 
Código Civil, los impuestos que en la L ey de Herencias se es­
tablece. Pregunta: en qué momento se tomará en cuenta el 
valor del patrimonio para la fijación del impuesto, porque lo 
exige la movilidad en el valor de los bienes testamentarios? 
que cambia el monto con que puede beneficiarse el Fisco, en 
ocasiones aumentándolo, en ótras restringiéndolo.
El Dr. Pérez Guerrero: quisiera concretar el caso planteado por 
el Dr. ̂ Balarezo. Se trata de una sucesión abierta el año Í5. 
Los inventarios de ella, fueron aprobados el 17? pero compren-
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diendo aun los tienes del cónyuge sobreviviente. En estas 
circunstancias no era posible conocer el monto neto del acervo 
imponible. Después de muchos años, verificadas las separacio­
nes de patrimonios, el Procurador, en representación del Fisco, 
solicita nuevo avalúo, a fin de conocer en la lecha el valor 
de los bienes hereditarios y  sobre éste hacer efectivo el cobro 
del impuesto.
Se consulta, si en virtud de lo dispuesto por el artículo 7Í3 del 
Código de Enjuiciamiento Civil, se puede considerar al Fisco 
como interesado; y  el juez, a petición de éste, debe ordenar 
nuevo avalúo para que señale el valor del acervo imponible. 
O  si, por la naturaleza misma del impuesto, para el cobro de 
éste, debe haber un momento invariable, cual es el de la forma­
ción del inventarío.
La Presidencia cierra la discusión. Para votarse formula estas 
preguntas; ¿En virtud de lo prescrito en el artículo 713 del 
Código de Enjuiciamiento Civil, el Procurador puede pedir nue­
vo avalúo?
¿Concedido el nuevo avalúo, éste influye en el cobro del im­
puesto a las herencias?
Los Drs. Gustavo Buendía y  Alfredo Pérez Guerrero, de igual 
modo que el Secretario de la Academia, se abstienen de dar su 
voto.
Los demás miembros de la Corporación votaron por la negativa.

H erencia. CU ESTIO N ES T R A T A D A S :
R. F. N°. 93 J.a Entrega o tradición de cosas incorporales.
Pig. 295 2.a La venta del derecho de herencia impone, como toda venta,
I927‘ la obligación de entregar; y  esa entrega o tradición debe hacer­

se por la inscripción del título, si el derecho recae sobre bienes 
raíces.
3.a Por tanto, vendido esc derecho a dos o más personas, por 
diversos contratos, la propiedad corresponde al comprador a 
quien primero se le hizo la entrega en la forma legal. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrcra.

H ijos ilegítimos. El Sr. Dr. Luís Felipe Borja se dirige a la Academia ocu- 
R. F. No. 96 pándose de las reformas que, al discutirse la Constitución, se 
Pág. 222 jjan consignado sobre la absoluta igualdad de los hijos y  la in-
l93°* dagación de la paternidad.

H ijos ilegítimos. La Academia celebra sesión extraordinaria con el objeto 
R. F. N°. 96 de tratar de la reforma constitucional sobre hijos ilegítimos e

> ^ 233 Se^conoceTdervoto^scríto^él Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrcra.
Se aprueba la moción del Dr. José María Ayora, expuesta 
en estos términos! «Que la Academia se abstenga dedu.guse a 
la Asamblea, en ningún sentido, en relación con el punto a que la 
nota del Dr. Luís Felipe Borja se refiere».
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H ijos ilegítimos. Dada la negativa de ia Academia para intervenir en I, 
R. F. N°. 96 discusión de las reformas constitucionales sobre U  igualdad d 
Pág. 251 los hijos e indagación de la paternidad, de que actualmente 7  
,930' ocupa la Asamblea Constituyente, otorgándole completa libertad

a ésta, el Sr. Dr. Luís Felipe Borja, renuncia irrevocablemente 
el cargo de Vocal de la Academia» e

Hijos ilegítimos. El Dr. José María A y  ora dice que, en virtud de lo estable- 
R. F. N°. 98 cido en los incisos 3,° 4.° del numeral Í9  del artículo 15 j 
Pág. J86 Ja nueva Constitución, el próxim o Congreso debe dictar las leyes 
1931' respectivas en relación con dichas garantías constitucionales y

cree que es a la Academia a quien corresponde preparar el 
trabajo a este respecto, a fin de que resulte una obra digna de 
la importancia del asunto, y  hace la m oción, con apoyo del Dr. 
Francisco Pérez Borja, de que se nombre una comisión de tres 
miembros de la Academia para que prepare un proyecto de ley 
que deba presentarse al Congreso, respecto de los incisos 3,° y
4.° del numeral Í9 del artículo Í5 Í de la Constitución actual 
proyecto que tenga por objeto hacer efectivos los derechos de 
los hijos ilegítimos de acuerdo con las referidas disposiciones
constitucionales.
Puesta en debate la moción, se la aprueba? y  son elegidos 
miembros de la comisión los Drs. José María A y  ora, Francisco 
Pérez Borja y  Vicente Enríquez.

/

Hijos ilegítimos. El señor Ministro de lo Interior y  Justicia solícita de la 
R. F. N°. 99 Academia la elaboración del proyecto de reformas que deben 

216 introducirse al Código Sustantivo Civil y  a los otros cuerpos de 
leyes, en armonía con las nuevas disposiciones constitucionales, 
para someterlo a la consideración del próxim o Congreso.
Los Srs, Drs. José María Ayora, Francisco Pérez Borja y  Vicen­
te Enríquez se hallan elaborando los proyectos de leyes relati­
vos a las garantías constitucionales consignadas en los incisos
2.° y  3.° del numeral 19 del Art. Í5Í de la Constitución, según 
así resolvió la Academia. Luego esta Corporación, comisiona 
también a los Drs. Modesto A . Peñaherrera y  Francisco Chíri- 
boga Bustamante, para que emitan su opinión sobre las mate­
rias que servirán de tema para formular los respectivos proyetos.

H a b e a s  c o r p u s . Los Srs. Drs. Modesto A . Peñaherrera y  Francisco Chíríbo- 
p* ^ '227* ^  £a Bustamante presentan un informe relacionado con las reformas 
j93j# de la ley y  su correspondiente armonía con la Constitución,

que deben ser objeto de proyectos que la Academia formule 
para presentarlos a la próxima Legislatura. Se refieren, en 
dicho informe, a todo el artículo Í5Í de la Constitución Políti­
ca del Estado.

H ijos ilegítimos. La comisión integrada por los Drs. José María Ayora, 
Pág. ^ran^ sco Pérez Borja y  Vicente Enríquez, somete a la consí-
J93j, deracíón de la Academia el siguiente proyecto de reformas al

Código Civil, en relación con las garantías constitucionales con­
signadas en el numeral Í9 del Art, Í5Í de la Carta Política del 
Estado:
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EL CO N GR ESO  DE LA  REPUBLICA DEL ECUADOR,
En cumplimiento de la disposición séptima de las transitorias

m i 19 d e”  A r t ' l s i  d®. 'i* R ' p líb Ii” ' £n rc I: lr ito  ™  «1 num e- ral \V del Art. Í5Í de la misma Constitución,
D E C R E T A :

Las siguientes reformas al Código Civil:
Ant. l.»-~En lugar de los Arts. 30 y  31 póngase el siguiente! 
«Los hijos son legítimos o ilegítimos. Legítimos los concebidos 
durante el matrimonio verdadero o putativo de sus padres, 
que surte efectos civiles, y  los legitimados por el matrimonio 
de los mismos, posterior a la concepción. Ilegítimos los que 
han sido reconocidos voluntariamente como tales por su padre 
o madre, o por ambos; o  aquéllos que han sido declarados 
tales por resolución judicial».
Art. 2.°— Suprímanse los Arts. 32, 33 y  34.
Art. 3.° El Art. 35 dirá: «Las denominaciones de legítimos e 
ilegítimos que, según las definiciones precedentes se dan a los 
hijos, se aplican correlativamente a sus padres.»
Art. 4o—El inciso 2.° del Art. 36 dirá; «Para los efectos lega­
les, sólo se considerarán como hermanos ilegítimos entre sí, 
los que son hijos ilegítimos de un mismo padre o madre, habien­
do sido reconocidos voluntariamente como tales por uno de éstos 
o  por ambos, o sido declarados ilegítimos por decisión judicial, 
y  tendrán igual relación con los hijos legítimos del mismo 
padre o madre».
Art. 5.°— En el Art. 37, en vez de: «y  sí fuere hijo natural, 
su padre y  madre que le hayan reconocido, y  sus hermanos 
naturales», póngase: «y  sí fuera hijo ilegítimo, su padre y  ma­
dre que le hayan reconocido o  que han sido declarados ilegíti­
mos por el juez, y  los hermanos ilegítimos».
Art. 6.°— El Art. 104 dirá: «El hijo ilegítimo que no haya 
cumplido veintiún años, estará obligado a obtener el consenti­
miento de su padre o madre ilegítimos, y  si ambos viven el del 
padre».
Art. 7.°— Suprímase el art. Í98.
Art. 8.°—En el Art. Í99 en lugar de: «menos en los casos de 
los Arts. 197 y  198», póngase «menos en el caso del Art. 197». 
Art. 9.°—El Art. 200 dirá: «El matrimonio de los padres legiti­
ma también ipso jure a los hijos ilegítimos que han sido reco­
nocidos voluntariamente, o que han sido declarados tales por el 
juez, siempre que al momento de la concepción, hayan los pa­
dres podido casarse».

TITULO x n
D EL R E CO N O C IM IEN TO  VO LU N TAR IO  DE 

LO S HIJOS ILEGITIMOS
Art 10.— El Art. 267 dirá! «Los hijos nacidos fuera de matrimo­
nio podrán ser reconocidos como tales por sus padres o por uno
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de ellos; y , en este caso, gozarán de los derechos estableció 
en la ley, respecto del padre o  madre que los haya reconoció 
Art. J í .—Suprímase el Art. 268. 0)>
Art. 12.— En el Art. 269, después de; «reconocim iento», pón 
se «voluntario», y  en el inciso 2.° suprímase la palabra natural 
Art. J3.— En el Art. 270, después de «reconocim iento», pónga* 
«voluntario», y  en vez de «ñatural» léase «ilegítim o».
Art. Í4.—Suprímase el Art. 27 í .
Art. Í5.— El inciso í .°  del Art. 272 dirá; «E l reconocimiento 
voluntario podrá ser impugnado por toda persona que pruebe 
interés actual en ello».
Suprímanse las reglas 3.a y  4.a del artículo 272; y  la regla 5,* 
dirá; «N o  haberse otorgado el reconocimiento voluntario en ía 
forma prescrita por la ley».

titulo xm
(Este título debe ir después del XTV), debe decir;

«DE LAS O BLIG AC IO N ES Y  D E R E C H O S E N T R E  LOS 

PADRES Y  LOS HIJOS IL E G IT IM O S ».

Art. 16.—El Art. 273 dirá; «Las obligaciones de los hijos le­
gítimos para con sus padres, expresadas en los Arts. 2Í2 y  
213 se extienden al hijo ilegítimo. Y  si tiene padre y  madre 
ilegítimos, estará especialmente sometido al padre?
Art. 17.— El Art. 274 dirá; «L os padres están obligados a cui­
dar personalmente de los hijos ilegítimos, en los mismos térmi­
nos que lo estarían los padres legítimos según el Art. 215».
Art. 18.— En el Art. 275, en vez de «naturales» y  «natural», 
póngase «ilegítimos» e «ilegítimo».
Art. 19.— El inciso í.° del Art. 276 dirá; «Incumbe a los pa­
dres los gastos de la crianza y  educación de sus hijos ilegítimos»; 
y  el inciso 3.° del mismo artículo dirá; «Sí el hijo tiene padre y 
madre ilegítimos, reglará el juez, en caso necesario, aquello 
con lo que cada uno, según sus facultades y  circunstancias, de­
be contribuir para la crianza y  educación del h ijo».
En los incisos 4.° y  5.° del propio Art. 276, sustítúyasc la pa­
labra «naturales» con «ilegítimos».
Art. 20.—En el Título X IV , en vez de «L os  hijos ilegítimos no 
reconocidos solemnemente», póngase; «D e la declaración judicial 
de la paternidad ilegítima» y  los Arts. 277 al 289 inclusive, sus- 
titúyanse con los Arts. 21 al 26 de esta Ley.
Art. 21.—El hijo ilegítimo que no ha sido reconocido volunta­
riamente, podrá pedir que el juez le declare reconocido en los 
casos y  para los efectos legales.
Art. 22.—La paternidad ilegítima puede ser judicialmente decla­
rada en los casos siguientes;
J.° Sí notificado el padre, a petición del hijo, para que declare 
con juramento ante el juez, si cree ser tal padre, lo confiesa;
2.° En los casos de rapto, violación o retención o  secuestro 
personal o arbitrario;
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3.° En el caso de seducción realizada con ayuda de maniobras 
dolosas, abuso de autoridad, promesa de matrimonio o espon-

n ^ d e l  ArXt I70“ : C° m' eníO ^  ^  P° r CS" ¡1°- «

í;°  « f ? .Cl CaS° que’ eI Presunl° padre y la madre, siempre 
íue hubieran podido casarse, hayan vivido en estado de concu­
binato notorio durante el periodo legal de la concepción! y 

j  i 61 cas.° Cn qtíC e! s«P « « to  padre ha provisto o partici­
pado al sostenimiento y  educación del hijo en calidad de tal padre. 
Art. 23.— Sin perjuicio de los otros medios de defensa, será 
rechazada la oemanda fundada en cualquiera de los casos del 
articulo anterior si se prueba que durante el período legal de 
la concepción la madre era de mala conducta notoria, o relacio­
nes de tal naturaleza que hagan presumible el trato marital con 
otro individuo.
Art. 24.—La acción de investigación de la paternidad no perte­
nece sino al hijo. Durante su menor edad, la madre ilegítima, 
aún menor, que no fuere casada, puede intentarla, comparecien­
do por sí sola al juicio.
Sí la madre ha fallecido, estuviere en interdicción o ausente, la 
acción se intentará por cl tutor o  curador del hijo y, sí no lo tu­
viere, por un curador ad-litem designado por él, o en su defecto, 
por el juez.
La acción concedida en el número primero deí Art. 22, podrá 
intentarse durante la menor edad del hijo y  en los dos años sub­
siguientes al cumplimiento de su mayor edad.
Respecto de los casos 4.° y  5.°, podrá intentarse hasta la expi­
ración de los dos años siguientes a la cesación del concubinato 
o de la participación del presunto padre en el sostenimiento y 
educación det hijo.
Art. 25.— Sí la demandada negare ser suyo el hijo, será admiti­
do el demandante a probarlo, con testimonios fehacientes, que 
establezcan cl hecho del parto y  la identidad del hijo.
La partida de nacimiento o  bautismo no servirá de prueba para 
establecer la maternidad.
Art. 26.—La acción establecida cn el artículo anterior, no per­
tenece sino al hijo. Durante su menor edad o siempre que se 
trate de un hijo demente o sordomudo, la acción se intentará 
por el padre legítimo, por el tutor o curador general o por un 
curador ad-litem designado por él, o  cn su defecto, por el juez, 
y  si no se la ha intentado en ese tiempo, podrá hacerlo el hi­
jo durante los dos años subsiguientes al cumplimiento de su ma­
yor edad.
Art. 27.—El inciso segundo del Ar. 295, dirá: «El estado civil 
de padre, madre o  hijo ilegítimos, deberá probarse por el instru­
mento que, al efecto, hayan otorgado ambos padres o uno de 
ellos o  por la sentencia inscrita del juez en cl caso de declara­
ción judicial, inscripción que deberá hacerse en un libro especial 
que se llevará en la Oficina de Registro Civil».
Art. 28.— El inciso segundo del Art. 299, dirá: «Con todo, al 
hijo ilegítimo que demandare alimentos o una herencia, y  al
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hijo legitimado por matrimonio posterior .1 su nacimiento 
aleguen algún derecho fundados en sus respectivas calidad*16 
no se les admitirá demanda sí no se presentare la prueba de ^  
estado civil». Su
Art. 29.—El Art. 305 dirás «E l fallo judicial que declare verda 
dera o falsa la legitimidad o ilegitimidad del hijo, no sólo val 
respecto de las personas que han intervenido en el juicio, sin2 
respecto de todos, relativamente a los efectos que dicha íegit° 
midad o ilegitimidad acarrea. 1 1
La misma regía deberá aplicarse al fallo que declara ser ver­
dadera o falsa la maternidad que se impugna»,
Art. 30.— Suprímase el Art. 3Í0.
Art. 31.— Suprímanse los números 6.a y  7.° del Art. 311, y  ja 
palabra «naturales» sustituyase con «ilegítim os».
Art. 32.— Suprímase el inciso 2.° del Art. 314.
Art. 33.—Del inciso 3.° del Art. 316, suprímanse los números 
6.° y  7 °
Art. 34.— En los Arts. 349 y  350, cámbíense las palabras «na­
tural» y  «naturales» con «ilegítim o» e «ilegítim os».
Art. 35.—El Art. 358 dirá: «Es llamado a la guarda legítima 
del hijo ilegítimo el padre o  madre que primero le haya recono­
cido voluntariamente; y  sí ambos le han reconocido de este m o­
do a un tiempo, el padre.
En el caso de declaración judicial, el primero que ha sido de­
clarado padre o madre ilegítimos».
Art. 36.—En los Arts, 420, 437, 451, 504, 505, 973 y  976, en 
vez de «naturales», póngase «ilegítim os».
Art. 37.—En lugar del Art. 978, póngase el siguiente: «Sí hu­
biere solamente hijos legítimos, éstos excluyen a los demás 
herederos.
Sí concurren hijos legítimos con ilegítimos, quedan también ex­
cluidos los demás herederos, y  en este caso la herencia se di­
vidirá en diez partes; nueve para los hijos legítimos, y  una pa­
ra los hijos ilegítimos, sin perjuicio de la porción conyugal que, 
en uno y  otro caso de este artículo, corresponda al marido o 
mujer sobreviviente».
Art. 38.—El Art. 979 dirá: «Sí el difunto no ha dejado posteri­
dad legítima, le sucederán sus ascendientes legítimos de grado 
más próximo, su cónyuge y  sus hijos ilegítimos. La herencia 
se dividirá en diez partes: seis para los ascendientes legítimos, 
dos para el cónyuge y  dos para los hijos ilegítimos.
N o habiendo cónyuge sobreviviente, o no habiendo hijos ilegíti­
mos, se dividirá la herencia en diez partes: siete para los ascen­
dientes legítimos y  tres para los hijos ilegítimos o  para el cón­
yuge.
N o habiendo cónyuge ni hijos ilegítimos, pertenecerá toda la 
herencia a los ascendientes legítimos.
Habiendo un solo ascendiente en el grado más próxim o, suce­
derá éste en todos los bienes, o  en toda la porción hereditaria 
de los ascendientes».
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Alt. 39. El Art. 980, en sus tres primeros incisos, dirá: «Si el 
difunto no hubiere dejado descendientes o ascendientes legíti­
mos, le sucederán sus hijos ilegítimos, sus hermanos legítimos 
personalmente, o representados por sus descendientes legítimos 
y  su cónyuge. La herencia se dividirá en este caso en Tres 
partes: una para los hijos ilegítimos, una para los hermanos y  
una para el cónyuge. y
N o  habiendo cónyuge o no habiendo hijos ilegítimos, sucederán 
cn.. j  T“ 18?.?® ¡?s . ,ícncs» Ios hermanos legítimos, y  en la otra 
mitad los hijos ilegítimos o el cónyuge.
N o  habiendo hijos ilegítimos ni cónyuge sobreviviente, llevarán 
toda la herencia los hermanos».
Art. 40.—El inciso 3.° del Art. 983 dirá: «En segundo lu­
gar a sus padres. Si uno solo de ellos le ha reconocido con 
las formalidades legales, o a uno solamente se le ha declarado 
tal, por sentencia, éste sólo le heredará».
En el mismo artículo, donde dice: «natural» y  «naturales», 
póngase «ilegitimo» c «ilegítimos».
Art. 4 Í .—En el número 4.° del Art. 1157, donde dice: «la cuar­
ta de mejoras» póngase «los dos 'décimos de mejoras».
Art. 42.—Suprímase el Art 1159.
Art. 43.—En el Art. í í 72 cambíese «naturales» por «ilegítimos». 
Art. 44.—En el Art. í í 74, el inciso 2.° dirá: «N o habien­
do descendientes legítimos ni hijos ilegítimos con derecho de 
suceder, las cuatro décimas restantes es la porción de bienes de 
que el difunto ha podido disponer a su arbitrio».
El inciso tercero del mismo artículo comenzará así: «Habiendo 
tales descendientes legítimos solamente».
Agréguese al mismo artículo el siguiente inciso: «Si concurrieren 
descendientes legítimos con hijos ilegítimos, previas las mismas 
deducioncs y  agregaciones, se dividirá cn diez partes: seis para 
las legítimas, dos para las mejoras con que el difunto haya que­
rido favorecer a uno o más de sus descendientes legítimos sean 
o no legitimarios; y  dos, de que ha podido disponer a su arbitrio». 
Art. 45.—En el Art í í 75, cn vez de las «cuartas», póngase las 
«cuotas o  partes».
Art. 46.—El Art. 1176 dirá: «Si el que tenía entonces legitima­
rios hubiere hecho donaciones entre vivos a extraños, y  el va­
lor de todas excediere a la cuarta parte o a los dos décimos 
según el caso, de la suma, etc».
Art. 47.—En el Art. 1177, póngase «respectiva cuota», cn vez 
de «cuarta».
Art. 48.—En el Art. 1179, cn vez de «a la mitad», póngase!
«a la mitad o a las seis décimas, según el caso, del acervo
imaginario, etc». __ .
Art. 4 9 .- -En el Art. 1180, en vez de «la mitad legitimaria», 
póngase «respectiva cuota legitimaria»; y  en el inciso segundo, 
cn vez de «mitad», póngase «cuota». _ , ,
Art 5 0 — El Art. 1183, comenzara asi: «Si habiendo solamen 
te descendientes legítimos, lo que se ha dado a éstos, en razón 
de legítimas, excediere, etc.»
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Agrégucsc al mismo Art. < 183 el siguiente inciso: «Si habiend 
descendientes legítimos e hijos ilegítimos lo  que se da o se h 
dado a estos últimos en razón de legítimas excediere de su cuo 
ta legitimaria, el exceso se imputará a la cuota de l¡bre 
posición».
Art. 51.— En el Art. 1184, en vez de «cuarta», póngase «res­
pectiva cuota».
Art. 52.— En el Art. I *85, en vez de «de la cuarta de mejo­
ras», póngase «de la parte de mejoras».
Se lee también la exposición de m otivos correspondiente y  Sc 
acuerda discutir este proyecto, artículo por artículo.
Se cierra la discusión y  por votación nominal se resuelve supri­
mir la clase de los Hijos de dañado ayuntamiento; igualmente 
se suprime la de los hijos naturales y  se aprueban los Arts. J.° 
y  2.° del Proyecto.

Hijos ilegítimos. Continúa el estudio del proyecto de reformas al Código 
R. F. N°. JQO Civil, relacionado con los hijos ilegítimos.
Píg. 356 Con las indicaciones que se hacen, se aprueban los Arts. 3.°, 4,°, 
I931* 5,of 6.a,  7 .a y  8.° y  se suspende la discusión del 9.°.

H ijos ilegítimos. La Academia se ocupa del proyecto de reformas al Códi- 
R. F. N°. 100 go Civil y  continúa la discusión de los Arts. 9, ÍO, 11 y  12.
Pág. 358 
1931.

Hijos ilegítimos. Continúa el estudio del proyecto de reformas al Código 
R. F. No. 100 Civil.
fw i 361 Arts. ^  *3, 14, 15, 20, 21 y  22, cuyo estudio se suspende.

H ijos ilegítimos. Sigue la discusión del proyecto de reformas al Código Ci- 
R. F. N°. 100 vil, presentado por los Dres. José María A yora , Francisco Pérez 
T93Í 365 Borja y  Vicente Enríquez.

En consideración el Art. 22 y  se declara suspenso el estudio 
del Art. 23.

H ijos ilegítimos. Continúa el estudio del proyecto de reformas al Código 
R. F. No. 100 Civil.

Arts. 23 y  24.

Hijos ilegítimos. Continúa el estudio de las reformas al Código Civil.
R. F. No. joo Arts. 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 16, 17,
Tm Í. ,8  y ,9 -

H ijos ilegítimos. En discusión el Art. 37 del proyecto, se lo suspende para 
F\,£í0*100 continuar su estudio en la próxima sesión.rdg. o/7

1931.

H ijos ilegítimos. Se discuten los Arts. 37, 38, 39, 40, 41, 42 , 43 , y  44 del 
Pá F*38l°* I0° Pf °y ccto de reformas al Código Civil, formulado por los Dres. 
j93*j. Ayora, Pérez Borja y  Enríquez.
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£■•F ^ m "“ civ il Sv ^ n“ nÜ\ Cl cstudi“ llcl Proyecto de reformas al Código 
Pdg. 384 45> 46̂  47,' 48° 4 ^ y 5Qn aS modlftcacíoncs indicadas, los Arts.

síguícntcs artícüi° s dci a«  - -
j*93l . 386 j c,cr? 2nn aÍffunas »deas referentes al efecto retroactivo que ten­

drán las nuevas leyes modificatorias del Código Civil y  se for­
mula la siguiente proposición:
«los  d erech os y  obligaciones qu e la presen te  L e y  establece para 
los  lu jos ilegítim os corresponderán también a los que antes d e  la v i ­
gen cia  d e  ella hubieren adquirido y a  la calidad d e  hijos naturales.»

H ijos ilegítimos. Se continúa dictando reglas sobre el efecto retroactivo de 
R* F‘ Joq* I0° k*1 R cf° rmíltoria del Código Civil.

H ijos ilegítimos. Se aprueban varias actas de.la Academia en las cuales se 
? '  F*qí?°* ,0° ? a discutido el proyecto de reformas al Código Civil, sobre hí- 
J93J. íos ^cffitimos» introduciéndose algunas modificaciones.

Se conoce el proyecto de redacción y  se lo aprueba.

Hijos ilegítimos. Oficio enviado por el señor Presidente de la Academia al 
R. F. No. JOO señor Ministro de Justicia, remitiéndole el proyecto tendiente a 
T931 393 hacer efectivas las garantías constitucionales determinadas en 

los incisos tercero y  cuarto del numeral Í9 del Art. J5Í de la 
Carta Política, con el objeto de que se lo someta a la considera­
ción de la próxima legislatura, si lo creyere conveniente.
Se inserta en este número de la «Revísta» y  en la página 394, 
también el proyecto aprobado.

H onorario del perito. El Dr. Francisco Chíríboga Bustamantc indica que, por 
R. F. N°. JOS tratarse de un caso bastante frecuente y  cuya resolución, por parte 

33 de la Academia, sería útilísima, va a someter a su dictamen lo
siguiente: «Por razón del impuesto a la herencia, el Fisco es 
partícipe en todas las sucesiones, y  el Piocurador de Sucesiones 
tiene derecho de nombrar, por su parte, un perito para la forma­
ción de inventarios, ¿quién debe pagar el honorario de este pe­
rito?; ¿los herederos o el Fisco?»

H onorario del perito. Se continúa discutiendo la consulta formulada en la 
R. F. N°. J05 sesión anterior por el Sr. Dr. Francisco Chíríboga Bustamante, que 
PáR. 3* dice asi: a quién corresponde pagar el honorario del perito nom-
,932* brado por el Procurador de Sucesiones en el juicio de inventarios?;

¿sera una obligación del Fisco o de los herederos?

H onorario del perito. Con respecto a la consulta formulada por el Dr. Chi- 
R. F. N®. 105 riboga Bustamantc, discutida en la sesión anterior, la Academia 
Pi£* 42 opina que: «el honorario del perito o peritos designados por el
l932. Procurador de Sucesiones para la formación de inventarios, grava

a la sucesión y  no al Fisco».
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b D E M N lZ A C 'Q N . Juicio promovido por Manuel Pardo contra el Fisco, por in- 
p in J demmzación de daños y  perjuicios.
1913. Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

Indemnización. Juicio promovido por Damián Sippa contra el Fisco, sobre
R* 1 indemnización de daños y  perjuicios.
g f c  8 Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

Indemnización. Juicio seguido por el Sr. Francisco I. Saíazar G. contra el 
R. F. N«>. I Fisco, por perjuicios.
TO3.25 Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

Informe. Informe de la Academia de Abogados a la Junta General del 27 
R. F. N°. 2 de febrero de 1913.
P¿g. 77 
1913.

Informe. Informe de la Academia de Abogados al Poder Legislativo. 
R. F. N°. 7 Por el Dr. Victor Manuel Peñahcrrera.
Pág. 245 
1913.
Incidente. 
R. F. Nos. J2 
y J3 
Pdg. 29 
1914.

Artículo que se agrega al Proyecto de Reformas del Código de 
Enjuiciamiento Civil, presentado por el señor Presidente de la 
Academia y  publicado en la «Revista Forense» N.° 4.
«En el juicio de alimentos debe rechazarse todo incidente, aún 
el de confesión que suscitase el demandado, una vez expirado el 
término de prueba».
Exposición de Motivos acerca de esta reforma, por el Sr. Dr. N. 
Clemente Ponce.

Informe. Informe de la Academia de Abogados de Quito al Poder Legislati 
R. F. Nos. 16, vo. Año de 1914.
J7 y Capítulos? Ley Orgánica del Poder Judicial.—Ley sobre el per-
1914’. 17 jurío.—Código Penal.—Código de Enjuiciamientos Civiles.—Có­

digo de Enjuiciamientos en Materia Criminal. Código Militar. 
Código Civil.
Anexos.
Por el Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
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Inventarios. Los Srs. Des. Manuel Eduardo Escudero y  Manuel María Bo- 
R, F. Nos. 21, rrero manifiestan la necesidad de incluir una disposición qUE 
22 y 23 impidiera los abusos que ocurren con frecuencia en los juicios de 

288 inventario, en los cuales con el nombramiento de depositario Sc 
,9H* priva indefinidamente a los poseedores de los bienes de la po­

sesión de ellos.

Información sumaria. El Sr. Dr. N . Clemente Ponec hace presente la necc- 
R. F. Nos. 21, sidad de que la Academia se dirija a la Corte Suprema a fin 
22 y 23 ¿ e llamar la atención de ese Tribunal hacia la costumbre
fq,g4 288 absolutamente ilegal que tienen los juzgados de primera instan-
9 ' cía de recibir informaciones sumarias fuera de los casos qUe

la ley establece, con lo cual los litigantes maliciosos suelen 
asegurarse, sin contradicción alguna, de testigos para el juicio 
testigos que no pueden después separarse de su primera decla­
ración.

Instrumentos privados. De la acción ordinaria, cuando ha precedido la eje- 
R. F. Nos. 24, Cotiva.—Presunciones..— Confrontación de firmas.— Naturaleza 
25 y 26 ias pruebas.— Fuerza probatoria de los instrumentos priva-
pjj5 9 dos.—Diferencia entre el reconocimiento y  la prueba.— Tacha

de testigos.—La condena de costas.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Inventarios. El Sr. Dr, Víctor Manuel Pcñaherrera expresa que el funda- 
R. F. Nos. 24, mentó de las reformas que luego se insertan, era el de evitar 
25 v 26 ja corruptela, bastante general en las provincias, de poner en

depósito los bienes inventariados, por el mero hecho de hacer­
se inventarío, privando de la tenencia y  goce de las cosas a 
los poseedores de ellas y  aún a terceros; lo  cual se subsana 

• con estos artículos.
Art. 5.°—El número 7 del 660 dirá: «L a  enumeración de los 
objetos que no se han puesto bajo sellos»,
Art. 6.°—Y  en seguida; A rt ,,,.. .  «Term inada la delígencia, el 
juez dispondrá se entreguen los bienes, previo inventarío, a 
quien los tenia, o al administrador que se nombre conforme a 
la ley, y  mandará publicar la apertura de la sucesión por la 
imprenta, y  si no la hubiere, por carteles.
En el caso de la segunda parte del artículo 685, la entrega de 
los bienes se hará al depositario que el juez designe».
Art. 7.°—El artículo 668 dirá; «Sc levantarán los sellos según 
se vaya formando el inventarío y  entregando los bienes y  pape­
les a quien corresponda, conforme al artículo» (el precedente de 
esta reforma).
Art. 8.°—Al. fin del 69 U «La diligencia del inventarío no alte­
rará la tenencia o posesión en que se encuentran los bienes, a 
menos que, conforme a la ley, se disponga otra cosa».

Indemnización de perjuicios. Lo que debe contener la demanda.— Cuando sc 
y 37* ^  demandan especies indeterminadas de cierto género, debe nccc-
Pág. 13 sanamente expresarse la cantidad.— N o  siempre sc confunden la
1916. cantidad que se demanda y  la cuantía del juicio.— Necesidad de
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determinar, de modo preciso, el origen de la obligación deman- 
dada.—Ctiand° la demanda no tiene los requisitos legales, 
el juez debe rechazarla en la sentencia, no obstante no haberse 
opuesto la excepción dilatoria respectiva.—Novación.—Diver­
sas especies de novación.- Para que haya novación no siempre 
se necesita que lo declaren las partes.—Verdadero sentido del 
Art. 1624 del Código Civil: su relación con el Derecho Romano 
y  otras Legislaciones.— Cuando el acreedor gira una letra de 
cambio por el valor de la deuda, la aceptación de la letra por el 
librado, produce novación.—Efectos de la aceptación de la letra 
de cambio: el librado que la acepta no se obliga para con el 
librador, ni para con el actual tenedor de la letra, sino para con 
quien la tenga al tiempo de su vencimiento.—Obligación de in­
demnizar los perjuicios provenientes de haber obtenido un se­
cuestro, si después se declara la no existencia del crédito.— 
Esta obligación existía por el Código Civil, aún antes de que en 
el de Enjuiciamientos Civiles se pusiese la disposición del Art. 
964.—¿Cabe que alguna vez el ejercicio de alguna acción o 
defensa judicial, cause obligación de indemnizar perjuicios, 
aparte de la de pagar las costas procesales?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N. 
Clemente Ponce.

Inventarios. Discusión del proyecto de Reformas del Código de Enjuícía- 
R. F. Nos. 38 mientos Civiles sobre providencias precautorias o preventivas.— 
V 39 Facultad de pedir el inventario antes de proponer ninguna de-
f , ^ . 81 manda.

Es aprobado el Art. í.°, en estos términos: «Antes de la de­
manda y  en cualquier estado del juicio puede pedirse prohibición 
de enajenar, retención, secuestro o arraigo y, desde que se 
propone la demanda, el inventario de la cosa sobre que se litiga, 
con arreglo a las disposiciones de esta sección».

Inventarios. Se aprueban los Arts. 2.°, 3.°, 4.°, 5.°, 6.° y  7.° del Proyecto de 
R. F. Nos. 38 Reformas del Código de Enjuiciamientos Civiles sobre provi- 
v_39 ^  dencías precautorias o preventivas.
1916.

Incidente. En ciertos casos el auto de prueba impone gravamen irreparable. 
R. F. Nos. 42 —Naturaleza de las notificaciones y  citaciones.—N o puede sus­

tanciarse, como incidente, la falta de ellas, si asevera lo con­
trario el empleado competente. , c  r, r *
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Luis 
Felipe Borja.
Auto del Tribunal.

A 43 
Pág. í27 
J9J6.

Informe. Informe de la Academia de Abogados al Poder Legislativo Año 
R. F. Nos. 42 de 1916. „  ,
y *3 Por cl Sr. Dr. Victor Manuel Peñahcrrera.
Pág. 145 
1916.
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Integridad, 
r . F. Nos. 44 
y 45 
Pág. 31J 
1916.

Integridad, 
r . F. Nos. 44 
y 45 
Pág. 31J

Integridad. 
R. F. Nos. 46 
y 47 
Pág. 391 
J9J6.

ierra ^  ut- “ “ •'“ ¿r' . _ ,  _  .
Informe dcl Sr. Dr. Francisco Perez Borja, comisionado para CI 
estudio del referido proyecto.
Se aprueba la primera parte, en estos términos: Después del 
Caoitulo I dcl Código Penal, póngase el siguiente: «D E  LOS 
CRIMENES Y  D E LIT O S C O N T R A  L A  IN T E G R ID A D  
DEL T E R R IT O R IO  DE L A  R E P U B L IC A ». U
Fue también aprobada la segunda parte del proyecto, esto os­
la que se refiere al Código Militar, debiendo colocarse el articu­
lo de la reforma en el lugar correspondiente del Tratado VIII 
de dicho Código, en parágrafo separado que tenga el mismo 
epígrafe-adoptado para el Código Penal común.
A l discutirse el proyecto en la parte relativa a la Ley de Ek- 
tranjeros, se observó que tratándose de materia penal, al con­
signar la reforma en dicha Ley, estaría fuera de su lugar, por lo 
que de acuerdo con el Sr. Dr. Borja, se aprobó esta parte en el 
sentido de que después dcl artículo introducido ya en el Código 
Penal y  en el mismo Capitulo «D E  L A S  IN F R A C C IO N E S 
C O N T R A  L A  IN T E G R ID A D  T E R R IT O R IA L  DE L A  RE­
PUBLICA», se ponga el siguiente: «A r t ...... Serán castigados
con reclusión mayor extraordinaria y  sometidos a la vigilancia 
de la autoridad por diez años, los extranjeros que pretendieron 
o intentaren, en cualquier forma, separar del territorio nacional, 
una sección de éste, sea para formar un estado independiente, 
sea para agregarla a otra nación sin perjuicio de la facultad 
que atribuye al Poder Ejecutivo el Art. 9.° de la Ley de Ex­
tranjeros. En el caso determinado en este articulo, la infrac­
ción será juzgada por los tribunales comunes en la Capital de la 
República, aún cuando se hubiere cometido valiéndose de la 
prensa.
El señor Presidente de la Academia solicita la reconsideración 
de los artículos aprobados y  que fueron presentados por el se­
ñor doctor Luis Felipe Borja, a fin de que se tomen en cuenta 
algunas observaciones al respecto; proyecto que trata DE LOS 
CRIMENES Y  D ELITO S C O N T R A  L A  IN T E G R ID A D  
DEL T E R R IT O R IO  DE L A  R E PU B L IC A .

Iglesias. El Fisco, las Municipalidades, las Iglesias y  demás personas de que 
R. F. N°. 5J trata el inciso segundo del Art. í 676 del Código Civil, no nc- 
j9j*7 cesitan autorización judicial ni intervención dcl defensor de me­

nores en ninguno de sus actos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor M . Pcñaherrcra.

Informe. Informe de la Academia de Abogados de Q uito al Poder Legislativo. 
Pá F‘l97°* 52 Año de 1917.

Código de Enjuiciamientos Civiles; supresión del Art. 455 (hoy 
463, inciso 4.°), relativo al abandono de las causas.—El juicio 
verbal sumario.—Aguas: el Art. 43 de la Reform a de Í9ÍÍ»
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ocasiona dificultades en la práctica: insinúase que se sustituya la 
irase: «todo desacuerdo entre poseedores de aguas »  por es­
ta: «todo desacuerdo sobre aguas. .„.-A rra ig o : abolición.- 
C ód igodc Enjuiciamiento en Materia Criminal.-Código Penal 
y  Cárceles.—Ley Orgánica del Poder Judicial.
Por el Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.

Interpretación de las leyes. LA PRESCRIPCION EN M ATER IA 
R F No. 52 CRIM IN AL:—Interpretación de las leyes.-L a  prescripíidÍT- 
lífy . &un c} derecho Francés y  según el Derecho Ecuatoriano.— Com­

paraciones entre las dos legislaciones.—Interrupción de la acción 
criminal.—Los sistemas que han regido en el Ecuador.— Cuáles 
son diligencias judiciales.
Manifiesto formulado por el Sr. Dr. Luis Felipe Borja.

Informe. Informe que somete a la consideración de la Academia de Aboga- 
R; N j_ F. 52 dos el Presidente de la Cámara de Comercio de Guayaquil, 
r917,  respecto a la  conveniencia o inconveniencia de restituir los juz­

gados de comercio.
Instrumentos. Los instrumentos públicos y  los instrumentos privados.—Es- 
R. F. N°. 55 tos deben ser individualizados en el reconocimiento para que 
« f e  69 sean títulos ejecutivos.—Rehabilitación del demente.—Desde 

cuándo surte efecto la sentencia que la declara.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Informe. Informe de la Academia al Colegio de Abogados.
R. F. N°. 58 Quito, noviembre 28 de 1918.
« f e  ^  Por los Srs. Drs. Víctor Manuel Peñaherrera, y  F. Alberto Dar- 

quea, Presidente y  Secretario de la Academia.
Incidente. JURISPRUDENCIA:—Para proceder al juicio ordinario prescrito 
R. F. N°. 59 en el artículo 560 del Código de Enjuiciamiento (576 de la 
Fág* I edición vigente), no es necesario citación personal o  por tres

boletas de la tercería o tercerías deducidas.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Leopoldo Pino.

Instrumentos públicos. Las cartas misivas dirigidas a terceros o  por tercc- 
R. F. N°. 59 ros no tienen valor probatorio.—El instrumento público prueba 
PJR* 9 por sí mismo su autenticidad.—El privado no prueba por sí
,9J9* mismo haber sido otorgado por quien aparece haberlo suscrito.—

Si la parte contra quien se presenta un documento privado 
guarda silencio sin rcdargüírlo de falso dentro del término legal, 
dicho documento no hace fe cuando la persona contra quien se 
lo presenta no es la que aparece haberlo suscrito (N.° 4 del Art. 
202 del C. de E. C. edición actual).-Las declaraciones de testi­
gos no hacen fe cuando su testimonio se funda en documentos 
que carecen de valor probatorio.—Principio de prueba por escri­
to: sus requisitos. . , ..
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Quito, por 
el Sr. Dr. Alejandro Ponec Borja.
Fallos de los Tribunales.
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Injuria atroz. ¡Qué ha do entenderse por injuria atroz?
R. F. N°. 59 En las relaciones conyugales, la preñez de la mujer, ignorada 
Pág. 42 d d  naaríáo, por una causa anterior al matrimonio, ¿constituir!»
J9J9* injuria atroz? f , Y

¿Cómo se prueba esta injuria para el efecto de aplicar el artícu­
lo 314 del Código Civil, en un juicio de alimentos?
Consulta que propone a la Academia el Sr. Dr, Celio Enrique 
Salvador.
El señor Presidente de la Academia comisiona al Sr. Dr. Dn. 
Manuel R . Balarezo para que informe acerca de la consulta
anterior.

Indice. Indice de la Legislación Ecuatoriana, desde 1898 hasta Í9J8.
R. F. N». 59 Arreglado por la Secretaría de la Academia de Abogados de Quito.

Incompetencia. Incompetencia de jurisdicción y  oscuridad de libelo,— ¿Cuál 
R. F. N°. 60 de estas excepciones deberá ser resuelta con prioridad?— Prece- 
Pág* 62 dencia y  causalidad.— Objeto y  fin de aquellas dilatorias.—Pri-
,9I9> mera solemnidad sustancial.—Nulidad en el procedimiento,— La

jurisdicción no depende de la estructura de la demanda, de la 
voluntad del juez ni de las partes. --Jurisprudencia francesa.— 
Inflexibílidad de la regla de que el juez ante todo y  sobre todo 
ha de asegurar su competencia.— El término ineficacia compren­
de tanto a la nulidad absoluta com o a la relativa.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Cuenca, por el 
Sr. Dr. L. Torres.

Indice. Indice de la Legislación Ecuatoriana, desde 1898 hasta 1918.
R, F. N®. 60 Arreglado por la Secretaria de la Academia de Abogados de Quito.
Pág. 97
1919.

Informe. Informe presentado al Colegio de A bogados de Ibarra, por el Sr. 
R. F. N°. 62 0r. Reinaldo Lara, Presidente de dicho Colegio, respecto del 

proyecto de reformas al Código de Procedimiento Penal.
Del procedimiento verbal.— Del cuerpo del delito. —Del sobresei­
miento.—De las solemnidades sustancíales.— Disposiciones ge­
nerales.

Instructiva. 
R. F. No. 62 
Pág. 206 
1919.

La confesión del agraviado constituye la base de la investiga­
ción, pero hay sumarios en que no es posible recibirla por la 
prohibición contenida en el artículo 26 de la Constitución, inci­
so 2.°.
¿La instructiva es una verdadera declaración? La ley la llama 
así (artículo 66); pero, en realidad, no viene a ser sino una 
ampliación de los hechos relatados en el auto cabeza de proceso, 
ya que no tiene valor alguno en el juicio; por consiguien­
te, creemos que no está comprendida en la prohibición cons­
titucional anotada, por no acarrear responsabilidad criminal; 
y  en consecuencia, los jueces no deben prescindir de ella en 
ningún caso.
Ampliando unas indicaciones, por el Dr. Ildefonso Bohórqucz M.
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Impuesto, 
r . F. N». 62 
Pag. 21J 
J9J9.

R. F. No. 63 
Pig. 19 
1920.

El Sr. Dr. Alejandro Poncc Borja consulta a la Academia res­
pecto del verdadero alcance del impuesto de alcabalas, en lo que 

relíete a las trasmisiones de dominio, tratándose de un 
contrato por el cual una de las partes daba el predio A  y la 
otra el predio B y una suma de dinero, siendo asi que el valor 
del predio B era inferior a dicha suma. El contrato, en este 
caso, es, según el Código Civil, compra del predio A ; y en tal 
virtud creo - d ic e  el Dr. P o n ce -  que la alcabala debía pagar­
se solo por el predio A  y no sobre el predio B que en el con- 
trato figuraba únicamente como parte del precio de A. En 
otros términos, dice que la alcabala afecta al acto Jurídico, esto 
es, a la compraventa, sin que deban tomarse en cuenta las 
diversas trasmisiones de la propiedad que podían comprenderse 
en el mismo acto.
Los Srs. Drs. Víctor Manuel Peñahcrrera, José Antonio Baquero 
L.. Manuel R . Balarezo y  Francisco Pérez Borja, es decir la 
mayoría de los miembros concurrentes, opinan que, donde hay 
trasmisión de propiedad, allí hay alcabala, y, por consiguiente, 
en el caso propuesto, debía pagarse por ambos inmuebles.

Interpretación de los contratos. SU M ARIO:—Casos en los cuales es 
necesario interpretar los contratos.—Alcance de la regla de que 
éstos deben interpretarse de buena fe.—Acepción técnica de la 
palabra plazo.—A l interpretar las convenciones, no se han de to­
mar las voces en su acepción técnica.—La intención de las par­
tes debe prevalecer sobre los términos que se emplearen en los 
contratos; y, además, han de estudiarse las circunstancias pe­
culiares de cada convención.—Naturaleza del contrato de ven­
ta.—¿En qué consiste la posesión material?—Las reglas concer­
nientes a la prescripción son de derecho público y  no pueden 
ser modificadas por las partes.—Razones que Justifican el Art. 
1825 del Código Civil.—Interrupción natural de la prescripción: 
sus efectos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Infracciones. En la Junta del J7 de marzo xle 1919, la Academia de Abo-
R. F. N°. 63 gados, constituida en comisión general, antes de continuar la
PáE* 54 discusión de la regla quinta sustitutiva de la tercera del Art.
1920, 5.o del Código vigente, que comienza así: «Cuando un indivi­

duo hubiere cometido infracciones de la misma naturaleza en 
diversos lugares .,. ..» ,  estima necesario fijar previamente el ver­
dadera sentido de esta regla legal, algún tanto equivoca y  os­
cura; primeio porque habla de infracciones voz que, según el 
Código Sustantivo Penal, comprende crímenes, delitos y contra­
venciones-siendo así que el Código de Procedimiento Penal se 
concreta sólo a los crímenes y  delitos, dejando las contravencio­
nes para el Código de Policía; y segundo, porque el concepto 
de infracciones de la misma naturaleza, puede referirse, bien a la 
calidad jurídica de las infracciones, esto es, a que todas sean 
crímenes o todas delitos o todas contravenciones; bien a la na­
turaleza del derecho violado, esto es, a que todas las mfraccio-
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ncs sean robos o atentados contra las personas o contra In f 
pública, etc. Y  tomando en cuenta ambas cuestiones, la Á.ca 
demia llegó a ponerse de acuerdo en las dos siguientes conclú' 
siones interpretativas de la regla legal.
a) En el tórmino infracciones que emplea esta regla, no están 
comprendidas las contravenciones por no ser materia propia tie 
este Código sino del de Policía:
b) Infracciones de la misma naluraleza, son las que afectan al 
mismo derecho, esto es, las que están comprendidas en un mis­
mo capitulo y  en un mismo articulo del Código Penal, o en 
dos o más artículos que contemplan el m ismo hecho con di­
versas circunstancias; o las que, estando comprendidas en el 
mismo capítulo, violan el mismo derecho.

Indice. Indice de la Legislación Ecuatoriana, desde 1898 hasta Í9I8.
R. F. N°. 63 Arreglado por la Secretaria de la Academia de Abogados de Quito
Pág. 64
1920.
Indice. Indice de la Legislación Ecuatoriana, desde 1898 hasta 1918.
R. F. N°, 64 Arreglado por la Secretaria de la Academia de Abogados de Quito. 
Pág. 53 
J 920.
Indice. Indice de la Legislación Ecuatoriana, desde Í898 hasta Í9Í8 .
R. F. N°. 65 Ajreglado por la Secretaría de la Academia de A bogados de Quito.
Pag. 233
1920.
Infracciones. JURISPRUDENCIA P E N A L :— El discernimiento en las ín- 
R. F._N°. 66 fracciones perpetradas por los mayores de diez; años y  menores
f i l j 221 dc d'íez y seis*

Piezas principales del sumario seguido contra el joven Jorge 
Holguín a causa de la muerte de Víctor Manuel García Cruz. 
Alegatos de los Srs. Drs. Luís Felipe Borja (hijo) y  Francisco 
Pérez Borja.

Indice. Indice de la Legislación Ecuatoriana, desde Í898 hasta Í9Í8.
Arreglado por la Secretaria de la Academia de Abogados de Quito.

JURISPRUDENCIA DE L O S T R IB U N A L E S :— La viuda a 
quien, en la partición de los gananciales, se le adjudica una ca­
sa comprada por el marido, tiene derecho de demandar aí ven­
dedor la inscripción del titulo.
La sentencia que declara la nulidad absoluta de la inscripción, 
restablece el derecho de exigir que ésta se practique, el que no 
prescribe por el transcurso del tiempo intermedio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo.

CUESTIONES DE D ERECH O  T R A T A D A S :
L a— La acción del comprador para la entrega, es personal. 
Muerto el comprador de bienes raíces antes de la inscripción, no 
puede demandarla la viuda, sólo por habérsele adjudicado el

R. F. N°. 66 
Pág. 314 
J920,

Inscripción. 
R. F. No. 66 
Pág. 315 
J920.

Inscripción. 
R. F. No. 67 
Pág. 338 
1920.
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I n sc r ipc ió n . 
R. F. N°. 67 
Pág 347 
1920.

I n s r r ip c ió n . 
R. F. N°. 67 
Pág. 351
1920.

I n sc r ipc ió n . 
R. F. No. 68 
Pág. 7
1921.

I n sc r ipc ió n . 
R. F. No. 68 
Pág. 16
1921.

I n sc r ipc ió n . 
R. F. No. 68 
Pág. 33 
192J.

inmueble, sí no se le ha trasmitido también ese derecho personal.
_ ^a acción para reclamar la inscripción prescribe en veinte 

años; y  si ésta es nula, el plazo corre, no desde la sentencia de 
nulidad, sino desde el contrato.
3*a~Efecto^retroactivo de las sentencias.—Debe suponerse que la 
nulidad fue declarada en el momento mismo del acto nulo.— 
Este es el sentido del Art. í 677; es decir, se retrotraen los 
efectos de la nulidad al momento del acto nulo; mas no se tras­
lada el acto nulo a la fecha de la sentencia, ni se elimina el 
tiempo intermedio:
4.a—La nulidad de la inscripción, siendo válido el contrato de 
venta, no da derecho a la restitución del precio.—Esta sólo pue­
de pedirse en los casos de nulidad o resolución del contrato. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Pcñaherrera.

Manifiesto adicional del Dr. Manuel R . Balarezo, acerca de los 
puntos tratados anteriormente.

Manifiesto adicional del Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, res­
pecto de las mismas cuestiones.
Jurisprudencia de los Tribunales.

JURISPRUDENCIA;—Sí es necesaria la inscripción en la ce­
sión del derecho de herencia.
Concepto y  naturaleza de la compra o cesión del derecho de 
herencia.—Materia del contrato.— Tradición y  sus elementos 
jurídicos.—La tradición del derecho de herencia ante nuestra 
legislación. —La tradición del mismo derecho en nuestra juris­
prudencia.— La tradición de derechos hereditarios en las legis­
laciones extranjeras.—La tradición de esos derechos se cumple 
por el otorgamiento de la escritura pública, sin necesidad de la 
inscripción.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

La propiedad no se trasmite por el solo contrato, sino que es 
necesaria además la tradición.—El Código Civil siguió en este 
punto al Derecho Romano.—El Art. Í808 del Código Civil, 
que es consecuencia de aquel principio, se aplica también a la 
venta del derecho de herencia.—¿Cabe que el comprador pague 
una parte del precio con cosa que no le pertenece?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Rívadeneira.

La entrega o tradición de la herencia vendida no puede hacerse 
sino por la inscripción del titulo.—La entrega de la herencia 
no puede verificarse por la entrega material de las cosas com­
prendidas en la sucesión .-E l derecho de herencia es cosa in­
corporal, derecho real c inm ueble.-El que por escritura publi­
ca compra una herencia, no adquiere la propiedad de ella sino
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medíante la tradición, verificada por la inscripción de la „  . 
tura en el registro del anotador.— Vendida una misma heren/“'  
a dos o más personas, por diversas escrituras públicas ,  
cuando todas las ventas sean perfectas, el comprador cúyó t” 
tulo se haya inscrito primero será preferido a los otros. ? '
Manifiesto presentado a la Corte Suprema, por el Sr. D r. Ale­
jandro Ponce Borja.

Inscripción. La tradición del derecho de herencia hecha por un heredero a
R. F. No. 68 un cesionario, no requiere la inscripción del título.
Pág. 50 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. D r
,,2I• Manuel R . Balarezo.

Sentencias.

In d ice . Indice .de la Legislación Ecuatoriana, desde 1898 hasta 1918.
Arreglado por la Secretaria de la Academia de Ahogados de 
Quito.

U N A  G R A V E  C U E STIO N  JU RID IC A:
El Sr. Dr. Luís Felipe Borja (hijo) se dirige a la H . Cámara del 
Senado, por medio de una exposición, para que, sea en forma 
de ley interpretativa, sea reformando las respectivas disposiciones 
legales, se declare:
í.°— Que no es necesaria la intervención de curadores ad-Iitem 
en los juicios de inventarío y  partición de bienes;
2.°— Que no debe intervenir el defensor de menores en ningún 
acto, contrato ni juicio en que tengan interés menores que están 
bajo la patria potestad.
Los puntos jurídicos a que se refiere la exposición que anterior­
mente se indica, del Dr. Borja, fueron discutidos por la Acade­
mia en las sesiones del Í2 y  26 de febrero y  16 de abril del año 
de 1921, actas N os. 57, 58 y  61.

R. F. N°. 65 
Pág. 8J 
I92J.

I n v e n t a r io . 
R. F. N°. 70 
Pág. 190 
192J.

I n v e n t a r io s .  Se pone en consideración de la Academia la siguiente consulta 
R. F. N°. 70 del Vocal Dr, Moisés Luna, sobre sí en los juicios que intere- 
F921 ^  san a menores 3ue cstán bajo patria potestad y  son representa­

dos por el padre o madre que la ejerza, debe también interve­
nir como parte el defensor de menores, conforme lo prescrito en 
el Art. 1079 del Código de Enjuiciamiento Civil.
Cerrado el debate, todos los concurrentes estuvieron conformes 
en que no es necesaria la intervención del defensor de menores 
en los juicios que interesan a éstos cuando están bajo la patria 
potestad.

I n v e n t a r io s . Por relacionarse intimamente con el asunto que antecede y  por 
p* F'.íí°* 70 estar también todos de acuerdo en que tal intervención es nece- 
J92j. saría, cuando los menores sujetos a la patria potestad son re­

presentados en los juicios por curadores ad-lítem, conforme a la 
regla general del Art. 1079, se pasó a considerar la cuestión 
relativa a los casos en que cabe el nombramiento de tales cura­
dores. Sentado el principio general de que este nombramiento 
debe hacerse cuando hay contraposición de intereses entre los 
hijos y  los padres, se procedió a examinar sí en el juicio de
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Im p u e s t o  pi 
R. F. No. 70 
Pdg. J98 
I92J.

I n c id e n t e . 
R. F. No. 71 
Pdg. 57 
1922.

inventarío, mientras se ejerce la jurisdicción voluntaria, por 
ejemplo, existe tal contraposición.

OGREsnro s o b r e  l a s  HERENCtAS. El Dr. A . P. Chaves, desde la 
ciudad de Gu.ir.ind.1, se dirige a la Academia con la siguiente 
consulta: Según el Art. 22 de la Ley de Impuesto Progresivo 
sobre las Herencias, el Procurador de Instrucción Pública 'debe 
ser nombrado por el señor Ministro del Ramo; pero como en 
todas las provincias los abogados nombrados han intervenido, 
antes con diferentes caracteres en muchas causas, no pueden 
presentarse en éstas como procuradores. ¿Como debe proce­
derse para la subrogación?
Sí el procurador fuese defensor público, el Art. J90 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial diese la respuesta; pero su verda­
dero carácter es el de empleado; y, en este caso, a fin de que 
no sufra retardo el trámite de innumerables causas hasta la reu­
nión del Congreso, parece que el nombramiento de quien debe 
subrogar al impedido, debe hacerlo el señor Ministro de Ins­
trucción Pública.
La Academia ordena contestar la anterior consulta en el senti­
do de que el subrogante del referido Procurador, en los casos 
de impedimento de este, debe ser nombrado del mismo modo 
que el principal, esto es, por el Ministro de Instrucción Pública.

El Dr. Alfonso Miranda somete a la consideración de la Acade­
mia las siguientes cuestiones jurídicas:
«En la ejecución contra un comerciante se verificó el embargo 
del almacén de mercaderías; el tercerista, fundándose en un 
pagaré mercantil que no está reconocido por el deudor, solicita 
el concurso necesario juntamente con la quiebra. Pregunta:
1. °—¿Cabe proponer las dos acciones en la forma indicada, es­
to es, colectivamente, para que sean sustanciadas a la vez?
2. ° ¿Pudo el tercerista solicitar el concurso necesario y  la quie­
bra en el juicio ejecutivo, y  como incidente de este juicio, para 
que sean sustanciadas por el mismo juez y  asesor que conocen 
de la ejecución?
3. ° Según el Art. 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
puede ser considerado acreedor el tercerista cuyo crédito no ha 
sido aún aceptado y  que consiste en un documento no recono- 
dido por el deudor, y  consiguientemente, puede solicitar el con­
curso necesario fundándose en dicho documento y  alegando 
que el ejecutado no ha pagado ni dimitido bienes no obstante 
ser requerido?
4. ° El solicitante que sólo presenta documento mercantil sin 
que esté reconocido judicialmente por el deudor, podrá solicitar 
la quiebra? (Inciso final del Art. 940 del Código de Comercio).
5. ° Si el juez que conoce de la ejecución no es el del domicilio 
general del deudor, ¿será competente para decretar el concurso 
necesario o la quiebra?
6. ° ¿Es procedente el concurso necesario civil cuando se trata 
de obligación mercantil y  entre comerciantes, o cabe únicamente 
la quiebra?
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Instrumento 
R. F. N°. 73 
Pdg 261 
J 922.

público. El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera consulta 
Academia, sí en el caso del Art. Í88 del Código de Eniul, • 
miento Civil que ordena que demandada la falsedad de tln ‘ 
trumento público el juez proceda a comparar la copia co n ^ l 
original, la omisión de esta formalidad podría tener algún efe^ 
to en las demás actuaciones del juicio, v . gr., el de invalidar ?* 
prueba que se rindiera en el término respectivo. Pregunta* q ¡¡ 
sanción habrí a para el caso de omitirse dicha formalidad? * q°  
El Dr. Víctor Manuel Peñaherrera: H e impugnado siempre i, 
disposición del Art. 188 que ordena comparar la copia con él 
original. Sería necesario que se tratara de una falsedad mate­
rial cometida en la matriz, después de otorgada la copia, para 
que tuviera aplicación y  razón de ser esa disposición? pero si 
se trata de una falsedad intelectual, ¿para qué puede servir esa 
comparación? El juez, para ceñirse estrictamente a la ley, de­
be proceder a llenar la formalidad de dicha comparación, mas 
si la omite, creo que esto no puede acarrear ni la nulidad del 
proceso, ni influir tampoco sobre las pruebas que en el curso del 
juicio se rindieren. La disposición del Art. Í88, carece de sanción. 
En sentido igual al del Sr. Dr. Peñaherrera, opinan los demás 
miembros de la Academia.

Instrumentos. JU RISPRUDENCIA: -  Los instrumentos otorgados a favor 
R. F. N°. 74 de los Bancos Hipotecarios no son títulos ejecutivos sí no se 

307 se hallan registrados en la Tesorería de Hacienda.— Estipulado 
el pago de una obligación por dividendos periódicos, la prescrip­
ción extíntiva del derecho comienza desde que cada dividendo se 
hizo exígíblc, y  no desde la fecha en que debió pagarse el últi­
mo dividendo.—La prescripción extíntiva, por expresadis posición 
del artículo 2496 del Código Civil, se funda en el no ejercicio dfcl 
derecho, en no haber hecho uso de la facultad de ejercerlo. 
N o  cabe la tramitación ejecutiva ni aún para los Bancos Hipo­
tecarios cuando ha prescrito la acción ejecutiva.,..Las reglas de 
la prescripción, institución de derecho público, se aplican tam­
bién a los derechos de los Bancos Hipotecarios.. ..N o  cabe con­
denar en juicio ejecutivo al pago de la multa extipulada, sí no 
constan en el título respectivo los datos para liquidar la multa.
. . .No es legal condenar en la sentencia al pago de intereses no 
demandados.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.
Sentencia.

Internacional. DERECHO IN T E R N A C IO N A L  P R IV A D O  P E N A L , por 
Pá F"345°’ 75 ^ r*^Ictor Peñaherrera.
J922. Doctrina científica..,.Estudio crítico de las reglas legales ecua­

torianas.
Sinopsis.

P A R T E  PR IM E RA

I. Concepto del Derecho Internacional Privado en materia Pe­
nal. Sus principales problemas.
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bíemasÍnCÍPÍO fan<íamcntaI Para *a resolución de los tres pro-

.L,a r% Ia Íjrri îeí1 tocas rejfí arfvm, como corolario de aquel 
principio. Su fundamento; sus excepciones, basadas en el mis­
mo principio.
IV. Otro corolario: el Juez no puede aplicar jamás ley penal 
extranjera; es decir, la cuestión sustantiva y  la adjetiva son 
inseparables en lo penal.
V . Jurisdicción y  competencia internacional. Jurisdicción y 
competencia interna.
V I Si en los casos de excepción, en que pueden juzgarse y  
castigarse en el país infracciones cometidas fuera de su territo­
rio, se las juzga en el lugar de su perpetración, «Jpodrá seguirse 
nuevo juicio e imponerse pena en el país ofendido? Caben en 
estos casos la reclamación inhibitoria y  las excepciones de litis 
pendencia y  cosa juzgada?
VII. Fuentes del Derecho Internacional Privado: los tratados; 
las leyes; los principios científicos.
P A R T E  SEGUNDA

V m . Disposiciones legales ecuatorianas sobre Derecho Inter­
nacional Privado Penal.
IX . Regla primera del artículo 2.°; Iocus regit actum. Su ex­
cepción respecto de los agentes diplomáticos extranjeros, su fa­
milia y  servidumbre.
X . Regla 2.'1 del artículo 2.°, relativa a los agentes diplomáti­
cos ecuatorianos, su familia y  comitiva, y  los cónsules del Ecua­
dor que delinquieren en país extranjero.
XI. Principio aplicable a los cónsules extranjeros que, en el 
Ecuador, delinquen en el ejercicio de sus funciones.
XII. Regla contenida en el N.° 3.° sobre infracciones perpe­
tradas a bordo de buques nacionales en alta mar o en aguas 
de la República.
XIII. Regla del N.° 4,° sobre infracciones cometidas a bordo 
de buques de guerra ecuatorianos en aguas de otra nación.
X IV . Regla del caso N .° 5.° sobre infracciones cometidas en 
buques extranjeros que no sean de guerra, en aguas del Ecuador.
X V . Regla del N .° 6.° sobre la piratería.
X V I. Regla del N .° 7.® sobre atentados cometidos por ecuato­
rianos en el extranjero contra la seguridad del Estado, contra 
la fe pública o contra el Erario.
XV II. Si en los casos del N .° 7.° que acabamos de examinar 
se sigue juicio en el país que se perpetró la infracción, ^podrá 
ser ésta juzgada en el Ecuador?
X V m . Regla del artículo 3.° que aplica a los delincuentes 
extranjeros la del N .° 7.° del artículo 2.°.
X IX . Regla del artículo ÍO del Código Sustantivo.
X X . Síntesis de nuestro Derecho Internacional Privado Penal. 
Crítica de la antigua regla que establecía diferencias entre na­
cionales y extranjeros.
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In é d it o . 
R. F. No. 
Pág. 3 
J923.

Un opúsculo inédito del Dr. Luis Felipe Borja.
76 Lo publica el Dr. Luís Felipe Borja hijo. Contiene un estudio 

históríco-crítico de la legislación vigente en el Ecuador Cn et 
año de í 901. Se examinan compendiosamente la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, el Código Civil, el Código de Enjuiciamien­
tos Civiles, el Código de Comercio, el C ódigo Penal y  el Có­
digo de Enjuiciamientos en Materia Criminal. '

I n t e r p r e t a c ió n  d e  l o s  c o n t r a t o s .  SU M A R IO : Interpretación de los con- 
R. F. N°. 77 tratos en general y  especialmente del de sociedad. Rendición 
Pág. 81 de cuentas. Diferencia entre resolución, rescisión y  terminación
,923‘ del contrato de sociedad y  la que hay entre estos conceptos y

la disolución. Derechos que pueden renunciarse. Si cabe re­
nuncia del derecho de pedir la disolución de la sociedad. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por el 
Sr. Dr. Luís Felipe Borja.

In t e r p r e t a c ió n  d e l  A r t . 1968 d e l  C ó d ig o  C iv il . C U E STIO N E S:
R. F. N°. 78 í .a El artículo Í479 del Código Civil es aplicable al arrenda- 
Pág. J65 miento de predios rústicos?
I<?23' 2.a La condición resolutoria de dicho articulo es de la esencia

o  de la naturaleza de los contratos bilaterales, o  meramente 
accidental?
3. a Cuál es la razón científica de dicha condición?
4. a Puede ser renunciada o modificada expresa o  tácitamente?
5. a Entraña modificación tácita el pactar que, caso de retardo 
en un período, se pagarán intereses, y  si el retardo llega a dos 
períodos, terminará el contrato?
6. a Diferencia legal y  científica entre resolución y  mera termi­
nación.
7. a Criterio deducido de la interpretación del artículo 1963 del 
Código Civil, por nuestros tribunales.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.

I m pu esto  a  l a  P r o p ie d a d  U rbana. El Dr. Julio T obar D onoso consulta a 
R. F. N». 79 la Academia, por ser punto que ha ocasionado dificultades en 
T<?24 78 la práctica, sí al tratarse del cobro del impuesto a la propiedad

urbana, del cual están excentos los predios que no llegan al va­
lor de diez mil sucres, podrán aprovecharse de esta cxcención 
los propietarios de dos o más inmuebles, cada uno de los cuales 
no llega a esa suma, pero que, reunidos, exceden de ella.

la Propiedad Urbana. Resumiendo las observaciones expuestas 
en el curso de la discusión, la Academia llega a las conclusio­
nes siguientes: Sí una persona tiene dos o  más predios separa­
dos e independientes, no hay razón alguna legal para que se 
sumen los valores para el cobro del impuesto. T am p o hay ra­
zón para sumar los valores aunque los predios estén material­
mente contiguos, salvo el caso de que, habiéndose agregado o 
incorporado el uno al otro, haya desaparecido su individuali­
dad, llegando a constituir uno sólo. Sí el dueño de un predio

Impuesto a  
R. F. N°. 79 
Pág. 91 
1924.
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lo divide en dos o más, la propiedad continúa una sola para el 
electo del impuesto mientras no se la divida por medio de la 
cnajenadóii. Esto mismo debe aplicarse al caso en que la pro­
piedad única quede materialmente dividida por abrirse posterior­
mente una calle o  camino público o privado.

Intendentes. Se lee una comunicación del Dr. Miguel Angel Montalvo, en la 
{*: F*22i°" 81 que c° nsoIta ?* Ios Intendentes y Comisarios de Policía siguen 
J9284. teniendo jurisdicción para conocer de los delitos sobre abigeato,

o sólo la conservan los jueces de letras, en virtud de las refor­
mas al Código de Enjuiciamiento Criminal de Í923.
La Academia comisiona al Dr. Francisco Pérez Borja para que 
informe sobre este punto.

Inventarios. El Sr. Dr. José María Pérez Echanique llama la atención de 
R’ F,9? 7* 81 *a Academia acerca del siguiente punto de interés pt áctico, que 
F928 . 237 requiere un pronto remedio: Dice: Se ha establecido en la Costa 

la corruptela, de efectos desastrosos, de que a pretexto de for­
mación de inventarío, al pedirse la apertura de una sucesión, 

. señalar con bienes pertenecientes a ella, propiedades que en ma­
nera alguna le pertenecen. Se nombra depositario y  pasan a la 
administración y  al disfrute de éste por un tiempo más c  me­
nos largo, pero siempre suficiente para dejar los fondos esquil­
mados sin que los verdaderos dueños tengan defensa alguna 
contra tales procedimientos. Sin hacerse diferencia entre bienes 
que se encuentran en poder de terceros y  bienes que no se en­
cuentran en los de la sucesión, consúmanse verdaderos despojos 
judiciales. Decretado el juicio de inventarios, entran todos los 
bienes señalados por los interesados; las cuestiones sobre pro­
piedad deben decidirse en juicio separado; el dueño no tiene otro 
remedio que entablar el juicio correspondiente. Viene la sen­
tencia, y  suponiéndola completamente favorable, en el intervalo 
de tiempo que las propiedades han permanecido en poder del 
depositario, se han efectuado cosechas, vendido semovientes y  
experimentado toda clase de perjuicios que no pueden cobrarse 
a depositarios las más de las veces insolventes o poco respon­
sables. Revisando los Códigos, no encuentro remedio eficaz 
para combatir estos abusos, y  convendría una reforma en el 
sentido de que no sean objeto de inventario los bienes que se 
encuentran en poder de terceros, y  cuyos dueños presenten o 
exhiban los títulos de propiedad.
Se comienza la discusión de este punto.

Informe. Informe elevado por el Sr. Presidente de la Academia de Aboga- 
R. F. N°. 82 dos de Quitó al Sr. Ministro de Justicia.

295 A ño de 1924.
J924.

Intereses. 
R. F. No. 82 
Pdg. 306 
1924.

El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, dirigiéndose a los se- 
ñores miembros de la Academia, expresa: A  propósito délos 
requisitos establecidos sobre pago de intereses e hipotecas, debo 
recordar que en anteriores legislaturas propuse la reforma refe­
rente a que las cantidades adeudadas por concepto del remate.
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devenguen intereses, una ves que en algunas ocasiones se efe 
toaban adquisiciones de propiedades valiosas cuyo precio 0fCC'  
cído por partes y  sin interés, era pagado con la renta de la ' 
mismas propiedades. En cuanto a la hipoteca, es m uy jqs‘tQ 
que la misma cosa quede respondiendo por la cumplimiento 
de la obligación. Esa consideración tuve en cuenta al propo 
ner en uno de los Congresos anteriores tal seguridad, en e¡ 
sentido de que en la misma acta del remate se hiciese constar 
en todo caso, que la cosa quedaba hipotecada para responder de 
las cantidades adeudadas.
Acogidas estas consideraciones y  las más que fueron expuestas 
por los señores Vocales de la Academia, se aprueba el siguien­
te articulo: «El Art. 535 dirá: N o  se admitirán posturas en 
que se fijen plazos que excedan de ocho años contados desde 
el día del remate} ni las que no ofrezcan, por lo menos, el inte­
rés del seis por ciento anual pagadero por anualidades, salvo 
que las partes acuerden otro, y  la cosa rematada quedará, en 
todo caso, hipotecada por lo que se ofrezca a plazo, debién­
dose inscribir este gravamen en el correspondiente registro».

Incidente. CU ESTION  DE C O SA  JU Z G A D A  E N  IN C ID E N T E  EX- 
R. F. N°. 84 H IBITO RIO:
^925.155 Tesis defendida:

Denegada la demanda de exhibición, por no constar que el do­
cumento esté en poder del demandado, puede promoverse nue­
vo incidente basado en que el mismo documento ya está en di­
cho poder:
Desarrollo:
l. Estudio del problema en el terreno legal. Antecedentes his­
tóricos, de nuestra regla jurídica. Identidad subjetiva y  objeti­
va, necesaria para la excepción de cosa juzgada. Concepto de 
causa y  de acción. Aplicación de la regla a la presente cues­
tión incidental.
II. Estudio del problema en el terreno históríco-científíco. 
Distinción entre las acciones reales y  las personales, en el sis­
tema formulario romano y  en las legislaciones antiguas. Ex­
cepción déla  causa superveniens. Doctrina de Savígny. Texto 
del Digesto sobre el mismo caso de exhibición. Derecho 
Moderno.
m . El argumento ad-absurdum de que, si denegada la prime­
ra exhibición por no probarse estar el documento en poder del 
demandado, se admitiese nuevo incidente basado en que ya es­
taba en dicho poder, enseguida vendría un tercero, un cuarto 
incidente, etc. y  el juicio sería interminable. Teoría francesa 
que hacía distinción entre la causa y  los medios.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.

Informe. 
R. F. No.
Pág. J73
1925.

Informe de la Academia al Colegio de Abogados. 
85 Por el Sr. Dr. N . Clemente Ponce.
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Instancia. 
R. F. N°. 86 
Pág. 80 
1926.

D 4m Ut l  r . Ì - rOM? % aI.gV".as idcas> acéptase que en el Art. 40í  del Codigo de Enjuiciamiento Civil se ponga el siguiente

«A rt.......N o habrá tercera instancia:
«De los autos en que se resuelven las dilatori 
conformes con los de primera instancia, sin 
cuantía de la causa».

as, cuando fueren 
consideración a la

Inventarios. El Sr. Dr. José Antonio Baqucro L. propone la siguiente con- 
R. F. No. 86 sulta: Si un abogado que ha actuado como defensor de una de 
.Q7é *as P?r*es cn í°*cio de inventarios puede ejercer el cargo de
7 partidor.

Se leen los Arts. 947 y  954 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
y  tomados los votos, resuelve la Academia, por unanimidad, 
que el que ha actuado cn el juicio de inventarios como defen­
sor, no podía desempeñar posteriormente el cargo de partidor 
en el juicio respectivo.

Interpretación de los contratos. CUESTIONES IM PO RTA N TES SO- 
R. F. No. 88 BRE RE N U N CIA DE L A  APELACION  Y  SOBRE RESO- 
Pág. 153 LU CIO N  DE C O N T R A T O S  BILATERALES.

Parte primera:
J.°— La renuncia de la apelación no puede extenderse a otros 
casos que los claramente comprendidos en la estipulación.
2.°— La expresada renuncia no comprende necesariamente la deí 
recurso de tercera instancia.
Parte segunda:
1. ° Hechos que demuestran no haber habido mora en el deudor.
2. ° Sentido y  extensión de las reglas legales restrictivas de la 
prueba testimonial.
3. ° Reglas de interpretación de los contratos.
4. ° Si el deudor tiene derecho de pagar antes del vencimiento, 
el acreedor tiene obligación de recibir el pago.
5. ° El pagar es, no sólo una obligación, sino un derecho. Ca­
be, por tanto, mora cn el acreedor; y  la mora del acreedor cn 
recibir, exime de mora al deudor cn pagar.
6. ° El pago por consignación es para el deudor un derecho, 
nunca una obligación.
Para el mero efecto de evitar la mora, no necesita el deudor 
emplear ese medio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñahcrrera.
Resoluciones.

Interdicción. A  pedido del Dr. Balarezo, la Academia acuerda tomar en 
R. F. N°. 88 cuenta el decreto expedido cn 1B90 sobre interdicción de los 

ebrios consuetudinarios y  ponerlo como nota del Art. 332 del 
Código Civil.

Incompetencia. Se aprueba el siguiente proyecto que reforma el Código de 
R. F. No. 89 Enjuiciamiento Civil: «Después del N.° 3 del Art. 401, póngase 

290 el siguiente: Los autos en que se resuelvan sobre oscuridad de
,926' libelo e incompetencia de jurisdicción; las alegaciones fundadas
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en los Arts. 103 y  Í0 ‘1 cíel Código de Enjuiciamiento Civ’l 
por contradicción, incompatibilidad o acumulación de acción • 
las relativas a la suficiencia o insuficiencia de poderes; y  ¡ Si 
referentes al modo de sustanciar el juicio y  a la acum ulación^  
autos, siempre que estos fallos sean conformes en las dos ins­
tancias sobre lo principal.

Impuesto a las herencias. El Sr. Dr. Manuel R . Balarezo somete a la dcli-
R. F. N°. 90 bcración de la Academia el siguiente punto: «En el Art. 5.» <JC ja
Pág. 71 Ley de Herencias, se dispone que toda sucesión por causa" de
I927, muerte testamentaria o  abintestato, que valiere d ie z  mil sucres 0

más, pagará sobre el acervo total de bienes, deducidos los gastos 
que se especifican en el Art. 950 del Código Civil, los impuestos 
que en la L ey de Herencias se establece.
Pregunta, en qué momento se tomará en cuenta el valor del 
patrimonio para la fijación del impuesto, porque lo exige la 
movilidad en el valor de los bienes testamentarios; que cambia 
el monto con que puede beneficiarse el Fisco, en ocasiones au­
mentándolo, en otras restringiéndolo.
El Dr. Alfredo Pérez Guerrero: Quisiera concretar el caso plan­
teado por el Dr. Balarezo. Se trata de una sucesión abierta el 
año 15. Los inventarios de ella, fueron aprobados el 17; pero 
comprendiendo aún los bienes del cónyuge sobreviviente. En 
estas circunstancias no era posible conocer el monto neto del 
acervo disponible. Después de muchos años, verificadas las se­
paraciones de patrimonios, el Procurador, en representación del 
Fisco, solicita nuevo avalúo, a fin de conocer en la fecha el va­
lor de los bienes hereditarios y  sobre éste hacer efectivo el cobro 
del impuesto.
Se consulta, si en virtud de lo dispuesto por el Art. 713 del Có­
digo de Enjuiciamiento Civil, se puede considerar al Fisco como 
interesado y  el juez, a petición de éste, debe ordenar nuevo ava­
lúo para que señale el valor del acervo imponible. O  si, por 
la naturaleza misma del impuesto, para el cobro de este, debe 
haber un momento invariable, cual es el de la formación del 
inventario.

Impuesto a las herencias. Para que los señores miembros de la Academia 
R. F. N°. 90 voten acerca de la consulta anterior, se formulan estas preguntas: 
J927. 73 ¿En virtud de lo prescrito en el Art. 713 del Código de Enjui­

ciamiento Civil, el Procurador puede pedir nuevo avalúo? ¿Con­
cedido el nuevo avalúo, este influye en el cobro del impuesto a 
las herencias?
Con excepción de los Drs. Gustavo Buendía, A lfredo Pérez Gue­
rrero y  Francisco Pérez Borja, que se abstienen de dar su voto, 
los demás miembros de la Academia votaron por la negativa.

Inscripción. 
R. F. No. 95 
Pág. J00 
1928.

Algunos principios sobre la cosa juzgada. Efectos que surten 
las declaraciones hechas en un juicio si atañen al mero interés 
individual. Diferencia entre la venta de una sucesión heredi­
taria y  la cesión deí derecho de herencia. Sí debe inscribirse 
esta cesión de acuerdo con el Código Civil y  el Reglamento de 
Inscripciones.
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Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr 
Luis Felipe Borjn*

Informe. Informe de la Academia al Colegio de Abogados.
R. F. N°. 96 Por el Sr. Presidente Dr. N . Clemente Ponce.
Pág. 138 
1930.
Impuestos internos. El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja hace notar a la Aca- 
r  F. No. 98 denúa que por el Art. 29 de la Ley de Impuestos Internos de 
m o  í925'  qUE prcscnbe la ‘ oscrípdón de los documentos por prés-

tamo, para que tengan fuerza probatoria en juicio, podía creer­
se que se halla modificado el Art. 1692 del Código Civil, que 
trata del valor de los instrumentos privados reconocidos por las 
partes, y  al tratar de la revisión del Código Civil, consulta sí 
debe o  no ir esa disposición como nota al indicado artículo. 
Después de breve debate entre los Drs. Balarezo, Peñaherrera 
Arcos y  Pérez Borja, se resuelve que dicha disposición de lá 
Ley de Impuestos Internos vaya como nota al Art. Í692 del 
Código Civil.

Inviolabilidad del  domicilio. L os Srs. Drs. Modesto A. Peñaherrera y 
R. F. N°. 99 Francisco Chíriboga Bustamante presentan un informe relacio­
ne* 227 mido con las reformas de la ley y  so correspondiente armonía 
193 ' con la Constitución de la República, que deben ser objeto de

proyectos que la Academia formule para presentarlos a la pró­
xima Legislatura.

Informe. Informe de la Academia al Colegio de Abogados. 
R. F. N°. J02 Por el Sr. Dr. Manuel R . Balarezo.
Pág. 112 
1932.
Instancias. Se plantea la siguiente proposición: «Si según el Decreto Legis- 
R. F. N°. 102 lativo de 14 de octubre de 1922, los juicios de mayor cuantía 
Pág. 159 jas Juntas de Asistencia Pública, han de tener necesariamen-
*933, te tres instancias, aún cuando los fallos de las dos primeras le

sean favorables a dicha Institución».
Inscripción de  testam ento . CUESTIONES SOBRE NULIDAD, FALSE- 
r . F. No. 103 D AD  E INSCRIPCION  DE UN TE ST A M E N T O  SOLEMNE 
Pág. 181 A B IE R TO .
Í93Z> Alegato presentado ante la Corte Superior de Quito, por el Sr.

Dr. Alejandro Rívadencira.
Inscripción. Pantomina de los testamentos. Esencia y  solemnidades del 
R. F. No. J03 testamento abierto. Inobservancia de éstas. Falsedad del tcs- 
Pág. 184 tnmento. Otros puntos controvertidos. Conclusión.
I932‘  Exposición del Dr. Arccsio Domínguez, defensor de los deman­

dantes.
Inscripción. SU M A R IO i Dos son las acciones deducidas en la demanda. la 
R. F. N°. 103 de nulidad y  la de falsedad del testamento de la señora rran- 
Pág. 191 c¡scíl Rodríguez. Fundamentos de cada una de esas acciones.
I932' La Corte Superior declara la nulidad del testamento por la cau­

sa que se alegó para la falsedad y por otra que no fué alega­
da en la demanda.
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La jurisdicción del superior se determina por el acto de U aDc 
lacíón. Fíjanse, en consecuencia, los puntos sometidos a la 5 ! 
cisión de la Corte Suprema.
Refútase la curiosa doctrina  de la Corte Superior acerca de qu 
el testamento abierto otorgado ante escribano, se desenvuelve 
en dos situaciones legales: la del m omento en que el testador 
Hace sabedores de sus disposiciones al escribano y  testigos 
la del en que, extendidas esas disposiciones en el protocolo del 
escribano, se lee el instrumento testamentario. Errónea afir­
mación respecto de la legislación francesa y  argentina en cuánto 
a la forma del testamento público. El Art. 1050 del Código 
Civil se refiere a un caso diverso del en que desacertadamente I0 
aplica la Corte Superior para fundar el nuevo motivo de nuli­
dad del testamento.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Rivadeneira.

Inscripción. SUM ARIO: Los considerandos objetivos de un fallo tienen
R. F. N°. J03 toda la fuerza de la parte resolutiva. El que una parte del
Pág. 207 fallo sea resolutiva depende solo de que en ella se resuelva en
I932'  todo o  en parte lo controvertido. N o  es m otivo de nulidad del

testamento el escribirlo sin la presencia del testador y  del testi­
go. El testamento público está constituido esencialmente por 
un solo acto. Este único acto en que el testamento consiste 
es el que debe verificarse de la manera prescrita en los incisos 
2.° y  3.° de los Arts. Í007 y  Í008 del Código Civil. Por el 
hecho de cumplirse lo prescrito en esos artículos, ha de tenerse 
por manifestada legalmente la voluntad del testador.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Dr. N. 
Clemente Ponce.
SU M ARIO: El testamento que aparacc dictad o  por el testador, 
sin serlo efectivamente, no es acto de una sola persona y , por 
lo tanto, es nulo. Las inexactitudes comprobadas de un ins­
trumento público constituyen falsedad que debe enjuiciarse.— 
La cosa juzgada no cabe de sentencia no ejecutoriada; por lo 
mismo, el juez superior tiene jurisdicción para resolver todos 
los puntos controvertidos. Las jurisprudencias extranjeras no 
pueden aplicarse en un país que tiene legislación propia, aunque 
haya analogías de esta con la de otros.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Dr. Arcc- 
sio Domínguez G.
Resoluciones.

Inscripción. Se inicia el estudio del siguiente punto: «Para que se acepte en 
Pá F*247* 103 acc^ n de nulidad de un testamento, es indispensable
j 932_ que el testamento esté inscrito.

Inscripción de  instrumentos. El Sr. Dr. Rafael N . Arcos, manifiesta: «A c- 
Pá F*247°' ,03 ûa m̂en ê tenemos una disposición que prescribe que todo íns- 
j932# trumento que contenga un contrato de préstamo de cualquier

naturaleza, sea inscrito en un registro especial, para que haga 
prueba en juicio. La razón de esta exigencia será la de que

Inscripción. 
R. F. N°. J03 
Pág. 223 
J932.
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no se defraude al Fisco en el ñapo dpi
ro, ha dado lugar a una disposición legal que h a c e ^ e d ' jue^ 
no considere a estos instrumentos como prueba, sino en cuan­
to se hallen inscritos. Lo mismo sucede con los testamentos! 
la inscripción es una solemnidad, un requisito más, para que 
sean instrumentos públicos. M

I n sc r ipc ió n  d e  t e s t a m e n t o . Continúa la discusión sobre si oara  a c e n t u é  
K F. N-. .03 en juicio la acción de nulidad de un testamento, e s^ S i^ en ^  le 
J932 ¿ qWe testamea 0̂ este inscrito.

Instancias. Consultada la Academia acerca de si, de acuerdo con el Art 4 ° 
R. F. N». 103 del Decreto Legislativo de 14 de octubre de 1922, los juicios 
Pie. 250 de mayor cuantía en que es parte la Asistencia Pública, deben 

tener necesariamente tres instancias, aún cuando las sentencias 
de las dos primeras, o, por lo menos, de la sengunda, sean fa­
vorables a la Indicada Corporación, se resuelve por unanimidad, 
en sentido afirmativo, absteniéndose de votar el Sr. Dr. Fran- 
cisco Pérez Borja.

Pág. 256 
J932.

In sc r ipc ió n  d e  t e s t a m e n t o .  Votada la proposición sobre si es indispensable 
R.'F. N°. J03 que el testamento solemne abierto, comprendido en el Art. 70í 
T9J2 257 ^el Código de Enjuiciamiento Civil, cuya nulidad se solicita, debe 

estar previamente inscrito para que se le acepte como prueba, están 
por la afirmativa los Drs. Manuel R . Balarezo, Modesto A. Pe- 
ñalierrera, Alberto Guerra y  Alfonso Miranda; por la negativa, 
los Drs. Francisco Pérez Borja, Francisco Chiriboga Bustaman- 
te, Primitivo Yela y  Antonio José Borja.

I n s t r u m e n t o  p ú b l ic o .  INTELIG EN CIA PROPIA DE LA  V O Z OBLIGA- 
R. F. No. 104 C IO N  EM PLEA D A EN UN C O N T R A T O .
Pág. 265 SU M ARIO : El instrumento público hace fe contra las partes 
Ĵ 32, de la verdad de las declaraciones que en él hacen.—Su fuerza

probatoria no subsiste sino hasta la prueba en contrario.—Lo 
mismo se aplica aún a la confesión, que no hace fe si recae so­
bre hechos falsos.—Las cartas misivas dirigidas a terceros o por 
terceros no pueden emplearse como prueba, por respeto a la in­
violabilidad de la correspondencia de carácter intimo.—Esto no 
es aplicable a la correspondencia comercial.—Si un instrumento 
no es redargüido de falso dentro del término legal, queda esta­
blecida su autenticidad aún cuando se objete su legitimidad. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja.

In s t r u m e n t o  p ú b l ic o . SU M ARIO : Para que pueda decirse que la oblíga- 
R. F. N°. 104 cíón de pagar una deuda, en general, y la que procede de la 
Pág. 278 aceptación de una letra de cambio, en especial, contítuye cargo
I932‘ legítimo contra la persona que aparece como obligada, o que

debe figurar realmente en el pasivo de su patrimonio, es nece­
sario que la deuda de que se trate exista en verdad, por reumr 
al efecto las respectivas condiciones legales.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. L»r. 
Manuel R . Balarezo.
Resoluciones.
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Incidente. Sc inicia el estudio del punto relativo a la validez de un proceso 
r . F. N°. J05 coando on asonto qoc debió ser materia de un juicio ordína * * 
Pág. 47 lo ha sido de on mero incidente. no
1932.
I n c id e n t e .  Continúa cí estudio del punto relativo a la validez de un pro_ 
R. F. N°. 103 ceso, coando on asonto que debió ser materia de un juicio or- 
Pág. 52 diñarlo, lo ha sido de un mero incidente.
1932.
In f o r m e  p e r ic ia l . Se somete a la consideración de la Academia el siguiente 
R. F. N«*. 105 punto: «Si el informe pericial deberá presentarse sólo dentro 
Pág. 72 del termino de prueba, o  aún cuando éste ya ha fenecido».
1932.
I n fo r m e  p e r ic ia l .  Continúa el estudio del punto de derecho, de si el ínfor- 
R. F. N°. 106 me de los peritos puede presentarse después del término de 
Pág. 135 prueba.

I n t é r p r e t e .  El Dr. Manuel R . Balarezo plantea la . siguiente cuestión: 
R. F. N°. 106 El juez y  el intérprete discrepan en cuanto a lo que signifiquen 
Pág. 136 Ias frases vertidas por quien, por cualquier m otivo, interviene 

en algún asunto judicial sin conocer el idioma español, y  que, 
por consiguiente, necesita concurrir con su intérprete. Deberá 
prevalecer la opinión del juez o  la del intérprete? Y , ’ como 
ejemplo, expone el siguiente caso: Según el numeral 4.° del 
Art. í 62 del Código de Enjuiciamiento Civil, cuando una per­
sona que ignora el idioma castellano concurre a otorgar una es­
critura pública, debe dársele intérprete, requisito del que se deja­
rá constancia en la respectiva escritura; y  puede suceder que 
también el escribano sepa el idioma del otorgante y  note que la 
traducción del intérprete no es fiel, que lo que el otorgante ex­
presa es diverso de lo que dice el interprete. El escribano de­
berá entonces atenerse necesariamente a la traducción del intér­
prete, a pesar de estar convencido de la falsedad?

I n f o r m e  p e r i c i a l . Continúa el estudio del punto referente a  si el informe 
R. F. N°. J06 pericial puede presentarse o  nó, una vez concluido el término 

,3S ^  prueba.
La Academia, que toca este punto al estudiar los fallos con­
tradictorios dictados por la Corte Suprema, acuerda que aque­
llos no son en verdad contradictorios en la parte resolutiva, a 
pesar de que, en los antecedentes, cada uno sienta un princi­
pio distinto.
Continúa la discusión de este punto.

I n f o r m e  p e r i c i a l . El Dr. Camilo Octavio Andradc manifiesta que, si en 
P* F*I40°' 106 verc^  n0 se trntn de un caso de fallos contradictorios, bien 
1232. puede el estudio concretarse a si el informe pericial constituye

o no prueba.

I n fo r m e  
R. F. No. 
Pág. Í48 
1932.

p e r ic ia l . Continúa el estudio de la consulta propuesta anterior- 
J06 mente, relativa a saber si la intervención de peritos es parte 

integrante de una inspección judicial, y  sí el informe de los 
mismos puede presentarse aún después del término de prueba.
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I n t e r p r e t a c i ó n  d e  l o s  c o n t r a t o s  y  d e  l a  l e y .  SUMARIO- F „  I j  

B. F. N». 109 manda se determinan exclusivamente la acción i  í 7  
Pdg. >5 mentos, sin entrar en explicaciones aue no ,1, ? funda-
1932- misma de e lla .-L a  acción de mdidad de ün ‘ ‘ 7 " ,  V “ " *

objeto restituir a las partes al estado en que se h a llá b a n le s  
de celebrar el contrato nulo.—Nuestro Crtd:«« r -  *i , ames 
dos cosas para la adquisición del dominio; prim e^ cl S o f  y 
segunda, la tradición. Si el contrato adolece de nulidad, no se 
controvierten srno las obligaciones - L a  edad, según el Art. 295 
del Código Civil, se prueba por la respectiva partida de naci­
miento o bautismo. Regla fundamental para interpretar 'los 
contratos, diversa de aquélla que se da para interpretar la ley 
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Luis 
F. Borja.

Informe. Informe del Presidente de la Academia a la Junta General del Co- 
R, F. N°. JIO legio de Abogados.
Pág. 77 
1933.
Insubsistencia de una providencia judicial. De acuerdo con la consulta 
R. F. N°. J10 del Dr. Flavío Ortíz Navarro, la Academia llega a sentar las 
Pág* 88 siguientes proposiciones?
í933, Puede quedar y  declararse insubsistente una providencia judicial.

Para que sea aplicable el Art. 38Í del Código de Enjuicia­
miento Civil, el interés inmediato y  directo del tercero que ape­
la, debe aparecer del proceso mismo, y  estar íntimamente co­
nexionado con él.
Que, tanto para la aplicación del Art. 337, como para la del 
557 del propio Código, la calificación que ha de hacer el juez, 
no es susceptible de reglas fijas, sino que depende del recto 
criterio del mismo juez.

UN PROBLEMA NUEVO ENInfracciones acaecidas en distintos días, 
r . f . No. m  DERECH O  PE N A L.
Pdg. 196 
1933.

SU M AR IO : I. Una persona jurídica no puede comparecer 
com o acusador particular en juicio criminal. II. El verdadero 
concepto de agraviado en esta clase de juicios. III. Una com­
pañía comercial tiene mandatario, pero no representante legal 
en el sentido técnico de esta palabra. IV. Dos infracciones 
acaecidas en distintos días no pueden ser juzgadas en un solo 
proceso, aún cuando se trate del mismo delito y  de los mismos 
acusador y  acusado. En lo penal no procede la acumulación 
de acciones. V . El valor sustantivo del elemento intencional 
en el delito acusado (destrucción de propiedad ajena). VI. 
Conclusiones.
Alegato formulado por el Dr. Manuel B. Cueva García.
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J u r e r o s ,  El señor Presidente de la Academia, Dr. Víctor Manuel Pcñaherre- 
g * 1 5  «*» habIa de Ia necesidad de excogitar algún medio contra la
J9J3. corruptela que, de algún tiempo a esta parte, ha venido intro­

duciéndose en el foro con los llamados jureros o  testigos 
falsos que, mediante cierta retribución, se prestan a declarar 
sobre hechos que jamás han visto ni oído, y  con este propósito 
somete a la consideración de la Academia el siguiente punto, 
a fin de se lo discuta en la próxima sesión:
«Elevar a criminal la pena con que el Código vigente castiga a 
los testigos falsos, ya porque la gravedad de la infracción así lo 
exige, ya a fin de que el juzgamiento se haga por el tribunal 
de jurados, procediendo por la sola convicción moral y  sin ne­
cesidad de pruebas legales que en estos casos son difíciles de 
producirse; o  exceptuar el expresado delito del juzgamiento que 
por la ley actual 1c corresponde, para someterlo al jurado, de­
biendo darse la preferencia al primer medio por ser más conforme 
a la justicia y  para no alterar el sistema de nuestra legislación.

Jurisdicción. Diversas clases de jurisdicción.—Intervención de los peritos. 
R. F. No. 9 —Nombramiento de asesores.— Nulidad de procesos.

^  Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.
Luís Felipe Borja.

J u r a d o . Reformas del procedimiento criminal.
R. F. Nos. 12 Unificación del sistema en orden a la apreciación de las pruebas.
K.13 . Estudio del Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.,
Fág. i
1914.
J u r a d o .  Proyecto de Reformas del Tribunal de Jurados, presentado a la 
R. F. Nos. 12 Academia de Abogados por el Sr. Dr. Manuel E. Escudero, 
y 13 
Pig. JO 
J9J4.
Juicios. El Dr. N . Clemente Ponce, Vicepresidente de la Academia, mani- 
R. F, Nos. J2 fiesta la necesidad de reglamentar la sustanciación de segunda 
P&p 46 V tercera instancia en los juicios ejecutivos y  demás sumarios,
J9J4, prescribiendo que se oíga a ambas partes y  señalando el térmi­

no dentro del cual deben hacerlo.
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Juradores. Medios de reprimir esta corruptela que se ha introducido en I 
R. F. Nos. 14 foro. C
y J5 Insinuación propuesta por el Sr. Dr. José Enrique Camach«
Fou 96 sesión de 29 de noviembre de Í9J2. Cn
’ ° 1'1 Continúa la discusión.

El Dr. Isaac Alvarez, A bobado residente en Alausí, ent 
otros, somete a la consideración de la Academia, el siguiente 
punto jurídico:
Si excusados para conocer en un juicio de su competencia 
los Alcaldes y  Concejeros Municipales de un Cantón, principa­
les y  suplentes, íntegramente, podrá avocar conocimiento, con 
jurisdicción prorrogada, el alcalde del cantón más inmediato 
del distrito jurisdiccional, con aplicación del artículo J2 del Có­
digo de Enjuiciamientos Civiles.
Comienza la discusión de esta consulta.

Juradores. El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera presenta a la Academia 
R. F. Nos. 16, el siguiente proyecto de reformas, relacionado con la cuestión 
17 y 18 de los juradores o testigos falsos. Proyecto de ley sustitu-
« f c  583 tíva del Capítulo V , Libro IV  del Código Penal:

Art. í.° H ay falso testimonio punible cuando, al declarar en 
juicio civil o  criminal com o testigo o perito, o  al confesar en 
juicio civil, se falta fraudulentamente a la verdad; y  hay per­
jurio cuando el falso testimonio punible se emite con juramen­
to en forma legal.
Art. 2.° El perjurio en materia civil o criminal se castigará 
con tres a seis años de reclusión menor.
Ar. 3.° Si el perjurio en materia criminal fuere en favor del 
reo, la pena se reducirá a la mitad. Sí fuere en contra del reo 
y  éste resultare condenado por el testimonio falso, la pena se 
impondrá en su grado máximo.
Art. 4.° Se impondrá también la pena en grado m áxim o cuan­
do el perjurio se cometiere por paga o el reo se prestare habí- 
tualmente a declarar en juicio com o testigo. Y  podrá conside­
rarse que existe este hábito, cuando habiendo declarado un 
individuo en dos o más juicios en el curso de un año, sus ante­
cedentes sospechosos, su falta de oficio o  industria lícita cono­
cida u otras circunstancias del caso, lo hicieren suponer razo­
nablemente.
Art. 5.“ En el caso de reincidencia se estará a lo dispuesto 
por el Art. 62 del Código Penal.

.Art. 6.° La pena del falso testimonio se reducirá a la mitad 
sí no hubiere perjurio.
Art. 7.° El Juez de Derecho dictará auto motivado cuando 
del sumario constare haberse dado la declaración o confesión, y 
las circunstancias del caso y  de la persona del sindicado hicie­
ren sospechar que la declaración es falsa y  que ha sido dada 
a sabiendas y  fraudulentamente.
Art. 8.° Sí en el veredicto del jurado se declara no constar, la 
falsedad del testimonio, pero sí la falta de ocupación lícita u

J u risdicción , 
r . F. Nos. J4 
y 15 
Pág. 97 
J9J4.
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otros antecedentes que hicieren ,
dícndo, quedará este sc mc,¡d0 \  lo'd ''l M  " “ I
Art. 331 del Código Penal. * ’ a lo d''P u“ t°  P°r el

i ' c l ^ a s o ^ e f t S o  prec'edínte'1̂  c T “ "  ^
el mismo veredicto no hubiese decía’,ado ser maHeiosa la acusación 
Apf. 10. Si el veredicto declarase no ser maliciosa la acusv 
crón pero s, temeraria, el acusador será condenado en la scí- 
tencia del ,ucz de derecho al pago de las cosías.
Art. 11. Los que sobornaren testigos o peritos' y los que, a -a- 
brendas, hicieren uso en juicio de testigos o peritos falso- se­
rán castigados como reos de falso testimonio.
Art. 12. Los intérpretes se considerarán como peritos para 
los etectos de los artículos precedentes.
Queda derogado el Capítulo V  del Libro IV  del Código Penal.

Juradores. Opiniones escritas de los Srs. Drs. José María Bustamante y 
R. F. Nos. J6, Luis Felipe Borja acerca del proyecto de ley sustitutivo del Ca- 
P4 7  195 PítüI°  V » Libro Código Penal, presentado por el Sr. Dr.

Peñaherrera en la sesión anterior.

Juradores. 
R. F. Nos. 19 
y 20
Pig. 225 
1914.

A l discutirse el Art. í.° del Proyecto de Ley Sustitutiva del 
Capítulo V , Libro IV  del Código Penal, presentado por el Sr. 
Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, el Sr. Dr. Luis Felipe Borja 
manifiesta que com o no hay en nuestra legislación positiva si­
no tres casos de testimonio sin juramento, los cuales por su na­
turaleza no pueden ser punibles cuando se falta en ellos a la 
verdad, no debe hablarse en este artículo de «falso testimonio», 
y  de «perjurio», sino sólo de este último en el cual necesaria­
mente se hallan comprendidos todos los casos de «falso testimo­
nio» punible.
Acogida la observación del Dr. Borja, se redactó y  aprobó el 
artículo en los siguientes términos:
«H ay perjurio cuando al declarar, confesar o informar con ju­
ramento en juicio civil o  criminal se falta, a sabiendas, a la 
verdad».

Jurisdicción. 
R. F. Nos. J9 
y 20 
Pdg. 231 
I9J4.

Continúa la discusión de la consulta del Dr. Isaac Alvarcz, de 
Alausí, sobre «si excusados para conocer en un juicio de su 
competencia los alcaldes y  concejeros municipales de un can­
tón, principales y  suplentes, íntegramente, podrán avocar cono­
cimiento, con jurisdicción prorrogada, los alcaldes oel cantón 
más inmediato del distrito jurisdiccional, con aplicación del Art. 
\2 del Código de Enjuiciamientos Civiles.
El Dr. Manuel B. Cueva observa que tiene la idea de que la 
Corte Suprema, en un caso como el consultado, resolvió afir­
mativamente.
Se acuerda suspender de nuevo la discusión hasta conocer a pun­
to cierto el sentido de la resolución de la antedicha Corte, con 
cuyo objeto se comisiona a los Srs. Drs. Cueva y  Escudero.
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R. F. No 
y 20 
Pág. 24 J 
J914.

Jurisdicción. Concluye la discusión de la consulta formulada por el n  
-  -  "  J9 Isaac Alvares» que precede, previa lectura de las opiniones

los Srs. Drs. José María Bustamante y  Luís Felipe Borja (h”  \ 
y  de las resoluciones del Tribunal Supremo. ' v 1,01
Cerrado el debate se resolvió la consulta afirmativamente t 
mando en cuenta: ya la razón de analogía aceptada por la *01°- 
yoría de los concurrentes, ya la necesidad de que en el c 
consultado no se vuelva imposible la administración de justich° 
ya también la jurisprudencia establecida por el Tribunal Supre­
mo en la resolución antes mencionada.

Juez testigo. Recusación al juez testigo.
R. F. Nos. 2J, Estudio de X .
22 y 23 
Pág. 255 
J9J4.

Jurisdicción. 
R. F. N°. 27 
Pdg. 65 
J9J5.

Diferencia entre la jurisdicción y  el fuero.— Efectos que la sen­
tencia contra el deudor surte contra el fiador.— Naturaleza y  
esencia de la caución.- -La validez de los procesos y  el mérito 
de las pruebas.—Firma de los poderes, cuando no se extienden 
ante escribano.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

Jurisdicción. Solemnidades de los testamentos.— La ley no exige fórmulas 
R. F. Nos. 29 sacramentales.— Intervención de los jueces parroquiales.—Jurís- 
P¿3° 131 dicción y  subrogación.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

Jurado. Resumen del estudio sobre el Jurado, que presenta al Segundo Con- 
R. F. Nos. 38 greso Científico Panamericano, el Dr. Víctor Manuel Peñaherrc- 
í  3* ra, delegado oficial del Gobierno del Ecuador y  de la Universi-
jg f¿  dad de Quito.

TESIS:— Conviene a los países americanos que no tienen esta­
blecido el jurado, adoptar esta Institución entre sus leyes?
O , por el contrario, debieran aboliría los países que la tienen 
establecida?

Jurados. Comienza a discutirse el proyecto de reformas del Tribunal de 
R. F. Nos. 38 Jurados, presentado por el Sr. Dr. Manuel Eduardo Escudero, el 
Pág9 90 17 de febrero de 1914.
J9j¿, Se lee el informe emitido al respecto por el Sr. Dr. Víctor Ma­

nuel Peñaherrera, publicado en los N os. 12 y  13 de la «Revis­
ta Forense», correspondiente a los meses de enero y  febrero 
de 1914.
Exposición del Sr. Dr. Escudero: Puntos fundamentales de la 
reforma propuesta: í .°  La necesidad de la unificación del sis­
tema penal para la apreciación de las pruebas. 2.° La ma­
nera y  forma de constituir el tribunal común para el juzgamien­
to de los crímenes y  delitos; y , 3.° Los recursos que deben 
concederse de los fallos pronunciados por este tribunal.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



Continúa la discusión del proyecto de Reforma A *l * r  -t , , 
,40 Jurados, presentado a la Academi? - ú V lbtmaI de 

nucí E. Escudero y  se resuelve, como c u r ^ '/61!!^ ^ jCt0f ^ a_ 
primeramente del punto relativo a si en °  C ,or^en»» tratar 
menos y  delitos, se adopta el libre criterio ^

Opinión enviada a la Academia, por el Dr. Carine T  r
■<0 Tercero de Letras de Pichinché, acema d ^ p r i d a T í  “b "  

enterro (odtcral para el juígamiento de los crímenes y delitos. 
Los Drs. Juan A . V . lagúmes y  N . Clemente Ponce, enuncian 
su parecer, en el sentido de que se acepte el expresado criterio, 
siempre que sea posible el establecimiento de tribunales colé- 
gíados para el juzgamiento de los crímenes y  delitos.

Se continuó en el estudio de los puntos fundamentales relaciona- 
42 dos con el Proyecto de Reformas del Código de Enjuiciamien­

tos en Materia Criminal, contenidos en la siguiente proposición 
formulada en la última Junta: «Que comprobado legalmente el 
cuerpo del delito, tribunales colegiados juzguen con libre criterio 
judicial los crímenes y  delitos, con las excepciones que sea ne­
cesario establecer en atención a la naturaleza de algunas infrac­
ciones especíales».

Jurado. Cerrado el debate, procedió a votarse la primera parte de la pro- 
R. F. Nos. 42 posición que antecede y  resultó aprobada, aceptándose, por tan- 
V 43 to, la limitación relativa a que la comprobación del cuerpo del

delito se verifique siempre con el criterio legal.

Jurado. 
R, F. Nos 
y 41
Pie. 124 
J9J6.

Jurado, 
r . F. Nos
y 4J
Pág. 125 
J9J6.

Jurado, 
r . F. Nos. 
y 43 
Pág. 197 
1916

Jurado. 
R. F. Nos. 
y 43 
Pág. 203 
19 J 6.

Luego se conviene, acerca de la proposición anterior, en que, sin re- 
42 nunciar del todo a la idea del establecimiento de los tribunales 

colegiados, y  con el propósito de investigar después los modos 
cómo puedan reemplazarse las ventajas que aquéllos tienen, se 
suprima por de pronto, en la proposición en debate, la exigen­
cia relativa a los tribunales colegiados, diciendo así simplemente: 
«que se juzgue de los crímenes y  delitos con libre criterio judicial, 
con las excepciones que, en orden al cuerpo del delito, conven­
ga establecer respecto de algunas infracciones».

Jurado. «Si conviene conservar la institución del jurado, con la consiguíen- 
R. F. Nos. 42 te separación entre el hecho y  el derecho, o adoptar dentro del 
Y 43 sistema del libre criterio judicial, el establecimiento de tribuna-
I9lg6.205 Ics permanentes que juzguen, al mismo tiempo, del hecho y 

del derecho».
Cuestión planteada por el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñahcrrera.

Jurado. De 
R. F. Nos. 42 
y 43 
Pág. 224 
1916.

acuerdo con las opiniones emitidas en el curso de la discusión, 
los Srs. Drs. Víctor Manuel Pcñaherrcra y  N. Clemente Pon- 
ce, votaron porque se conserve la institución del Jurado y  se lo 
reforme convenientemente a fin de hacer un nuevo ensayo de 
la institución y  ver qué resultados se obtienen en Ja■Practica. 
Los Srs. Drs. Manuel E. Escudero, Tclm o R. Vite«, Vugilio 
Ontaneda y  Manuel María Borrero, votaron por la abolición 
del Jurado, tomando en cuenta la razones que se expresaron 
en el curso de la discusión.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



Juicio de nulidad de testamento. Parte II Pas d’  intérét pas d. .
~ -  **• 44 Parte II: Debe constar del mismo testamento la círcunsta • 

de haberse observado, al otorgarlo, todas las formalidades'T* 
cesarías para so validez?— En qué forma debe hacerse esa co 
tancía?—Doctrina jurídica.—Jurisprudencia de los tribunales d 
Chile.—Jurisprudencia francesa.— Jurisprudencia ecuatoriana. C 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr.' D 
Víctor Manuel Peñaherrera. ’ u

R. F. Nos. 
y 45 
Pág. 242 
J9J6.

Jurado. Tom ando en cuenta los nuevos votos emitidos, se procede a veri- 
R. F. Nos. 44 ficar el cómputo general sobre la conservación o  abolición dd 
v 45 2% Jurado.
j9j¿. Estuvieron por la conservación del Jurado, los Drs. Víctor M

Peñaherrera, N . Clemente Ponce, Manuel B. Cueva, Manuel r ! 
Balarezo, J. Aurelio Víllagómez, Agustín Cueva, Daniel R o­
mán, Luis F. Borja, M aximiliano Valencia, Carlos T .  Gómez 
y  F. Alberto Darquea; por la abolición, los Drs. Manuel E. Es­
cudero, José María Bustamante, T e lm o R . Viterí, Manuel M. 
Borrero, Alejandro Mosquera N ., J. Virgilio Ontaneda y  Alber­
to Guerra P.

Jurado. Asunto relativo a la forma del juzgamiento de los delitos con li- 
R, F. Nos. 44 bre criterio judicial; manera cóm o ha de constituirse el'tribunal. 
£ 45 .  Proposición: «Q ue el juzgamiento de los delitos se haga con

líbre criterio judicial, por un tribunal compuesto del Juez de 
Letras y  de dos abogados sorteados para cada causa, de una 
lista que formará anualmente la Corte Superior del respectivo 
Distrito Judicial».

Jurisdicción coactiva. A  propuesta del señor Presidente, doctor Víctor M. 
R. F. Nos. 46 Peñaherrera, se ordena oficiar a la Corte Superior de este Dis- 
Pá^7 393 tffto Judicial, recomendándole el cumplimiento, por parte de los
191 Tesoreros y  Colectores que ejercen la jurisdicción coactiva, de

la disposición contenida en el Art. Í023 del Código de Enjui­
ciamientos Civiles para evitar los abusos y  atropellos que co­
meten los alguaciles con la infeliz gente del campo, obligándo­
le de improviso y  sin formalidad previa alguna al pago de las 
respectivas contribuciones, con el recargo de los derechos de 
viaje y  ótros, que acostumbran cobrar a cada contribuyente, 
siendo así que, conforme a la referida disposición, debe prece­
der al cobro un requerimiento hecho al deudor la víspera de li­
brarse el apremio.
Se acordó, además, que en el m ismo oficio se llame la atención 
de la Corte acerca de los accidentes que, con demasiada fre­
cuencia, ocasionan a los transeúntes los conductores de tranvías 
y  automóviles, a fin de que prevenga a las autoridades encar­
gadas del juzgamiento de esos delitos, que hagan efectivas las 
sanciones en que incurren los que los cometen, conforme a lo 
establecido en el Capítulo II del Libro IX  del Código Penal, 
respecto del homicidio y  de las lesiones corporales involuntarias.
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Juicio. Observaciones a la Sección 29 del Código 
r . F. N°. 49 Ies: Del Juicio de Competencia.
Pág. 79 Por el Ldo. I. B. M .
J9J7.

de Enjuiciamientos Civí-

Juzgados de 
R. F. N°. 52 
Pág. 253 
J9J7.

Comercio. Informe que somete ala  consideración de la Aca- 
demra de Abogados el Presidente de la Cámara de Comercio de 
Guayaqurl, respecto de la conveniencia o inconveniencia de 
restituir los Juzgados de Comercio.

Jurisdicción, 
r . F. N°. 53 
Pág. 3J5 
J9I7.

¿Propuesto un juicio de divorcio, por mutuo consentimiento, 
ante un Alcalde Municipal, que no es el del domicilio de nin- 
guno de los cónyuges, es nulo el juicio, atenta la disposición 
del Art. 28 de la Ley de Matrimonio Civil, o cabe la prorro­
gación de la jurisdicción por razón del territorio, según las re- 
glas generales?

Jurisdicción. ¿Propuesto un juicio de divorcio, por mutuo consentimiento, 
R. F. N°. 54 ante un Alcalde Municipal, que no es el del domicilio de nín-

47 guno de los cónyuges, es nulo el juicio, atenta la disposición
958‘ del Art. 28 de la Ley de Matrimonio Civil, o cabe la prorroga­

ción de la jurisdicción por razón del territorio, según las reglas 
generales?
Continúa la discusión.

Jornaleros. L A  LE Y  DE JO RN ALEROS.
R. F. No. 55 Exposición del señor doctor Víctor M. Peñahcrrera.

Juicios económicos. RE FO RM A S DEL PROCEDIMIENTO PENAL:
R, F. Nn. 56 Competencia territorial.—De la prueba. —De las pruebas.—Cuer- 
Pig. J03 p Q delito.—El sumario.—Formación de causa.—Del sobre- 
,9,8‘ seimícnto.—Confesión.—El Jurado.—Juicios económicos.—Re­

cursos.— Disposiciones comunes.—Organización judicial. 
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Víctor M. Pe- 
ñaherrera.

Jurado. R E FO R M A S DEL PROCEDIM IENTO PENAL.
R. F. No. 56 Competencia territorial.—De la prueba.—De las pruebas.—Cucr- 
Pág. 103 p Q delito.—El sumario.—Formación de causa.—Del sobre-
,9,8‘ ueimiento.— C on fesión .-E l jurado.—Juicios económicos.—Re­

cursos. -  Disposiciones comunes.—Organización judicial. 
Exposición a la Academia del señor doctor Víctor Manuel 
Peñahcrrera.

Jornaleros. 
R. F. No. 57 
Pág. 223 
J9J8.

A L G O  SOBRE CO N CERTAJE. , , ,
Comunicación que dirige al señor Presidente de la Academia 
de Abogados de Quito, el señor doctor Remigio Romero León.

Jornaleros. 
R. F. N°. 57 
Pág. 231 
1958.

EL CO N C E R TA JE . . . .
Informe de la Academia de Abogados dcl Azuay, que: ai su 
vez se lo eleva al conocimiento de la Academia de Abogados 
de Quito.
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Jornaleros. 
R. F. N«. 57 
Pág. 249 
1918.

Jornaleros. 
R. F. N°. 57 
Pág. 258 
J918.

Jornaleros. 
R. F. N°. 57 
Pág. 262 
1918.
Jornaleros. 
R. F. N°. 57 
Pág. 273 
1918.

Exposición que hace a la Academia el señor doctor Luis F 
Jipe Borja, ocupándose del Proyecto de L ey de Jornaler 
presentado por el señor doctor Víctor Manuel Peñaherrera. ° S'

El señor doctor Virgilio Ontaneda emite su opinión respect 
del proyecto de ley de jornaleros, presentado a la Academ'° 
por el señor doctor Víctor M . Peñaherrera. ta

El señor doctor Ricardo Félix emite su opinión respecto del 
proyecto de ley de jornaleros presentado a la Academia por el 
doctor Víctor M . Peñaherrera.

Emite su opinión el señor doctor Roberto Aguírre, respecto del 
proyecto de ley de jornaleros presentado a la Academia por el 
doctor Víctor M . Peñaherrera.

Jornaleros. El doctor Francisco Chíríboga Bustamante manifiesta su pare- 
R. F. No. 57 cer respecto del proyecto de ley de jornaleros presentado a la 
Pág. 277 Academia por el doctor Víctor M . Peñaherrera.

Jornaleros. 
R. F. No. 57 
Pág. 280 
J918.

Emite su opinión el señor doctor Manuel Correa, sobre el pro­
yecto de ley de jornaleros presentado a la Academia por el 
doctor Víctor M . Peñaherrera.

Jornaleros. 
R. F. No. 57 
Pág 283 
J9J8.

El señor doctor F. Alberto Darquea da su dictamen sobre el 
proyecto de ley de jornaleros presentado a la Academia por el 
señor doctor Víctor M. Peñaherrera.

Juzgamiento. ESTU DIOS JURIDICOS:
R. F. No. 60 La competencia por razón de las personas se determina al tiem- 
^ g9 49 P° del hecho punible o al tiempo del juzgamiento? Sentido

de las disposiciones de los artículos Í3 y  J7 de la Ley Orgá­
nica del poder Jucícíal, relativas al caso.— Jurisprudencia de los 
tribunales.— Reforma legal necesaria.
Por las razones anotadas y  en vísta de la divergencia de pa­
receres que se ha presentado en nuestro foro, el doctor Víctor 
M . Peñaherrera cree conveniente y  oportuno, que se agregue a 
la Ley Orgánica del Poder Judicial una disposición expresa y 
clara, en el sentido de que, al tratarse de infracciones oficíales, 
esto es, cometidas en el ejercicio de las funciones públicas o  con 
abuso de la autoridad, se apliquen las respectivas reglas de 
los artículos Í3 y  17, aunque la causa se promueva cuando 
los funcionarios responsables hayan cesado en el cargo.

Jurisdicción. 
R. F. No. 60 
Pág. 62 
J9J9.

Incompetencia de jurisdicción y  oscuridad de libelo.—Cuál de 
estas excepciones deberá ser resuelta con prioridad?— Preceden­
cia y  causalidad.— Objeto y  fin de aquellas dilatorias.- Prime­
ra solemnidad sustancial.— Nulidad en el procedimiento.— La 
jurisdicción no depende de la estructura de la demanda, de la 
voluntad del juez ni de las partes.— Jurisprudencia francesa. 
—Inflexibilidad de la regla de que el juez ante todo y  sobre to-
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P i e -  n
1919.

f a n l o 'Tu  'n u W a T  A s o T u t ' c o m o  h  “ l ^ " ™  C° m _
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Cuenca, por 
el señor doctor L. Torres. por

Jurisdicción. Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal.
R. F. No. 60 Confusión que se hace en la práctica de los términos sobro,a- 

CIW1 y  prorrogación.—Con frecuencia, los Tenientes Políticos de 
las parroquias cabeceras de cantón, levantan auto cabeza de 
proceso en subrogación del Comisario, por infracciones cometi­
das en las otras parroquias. Es evidente que, en este caso, el 
Teniente Político procede sin jurisdicción, y el proceso es nulo 
a causa de esta ilegal intervención, originada por la creencia 
de que la subrogación equivale a prórroga de jurisdicción, ins­
tituciones completamente diversas, pues, la primera tiene lugar 
entre jueces de igual categoría y  de una misma sección terri­
torial, mientras que, b  segunda, se opera entre jueces de diverso 
territorio. Asi lo ha resuelto la Academia («Revista Forense» 
N os. 19 y  29, T om o III, Páginas 240 y  24Í), y así se des­
prende de los artículos Í2 y  98 del Código de Enjuiciamientos 
en materia civil y  artículos 10, 12 y  62 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. De modo que, un Teniente Político, no puede 
subrogar a un Comisario para la instrucción de sumarios por 
infracciones cometidas fuera de su jurisdicción parroquial. Sin 
embargo, hasta los jueces parroquiales inician sumario en sub­
rogación de los Comisarios de Policía.
Exposición que hace a la Academia el doctor Ildefonso Bohdr- 
quez M.
JU RISPRU DENCIA DE LOS T R IB U N A L E S .-U N A  CUES­
T IO N  P A L P IT A N T E  Y  U N A  REFORM A NECESARIA: 
En el juicio de divorcio por mutuo consentimiento ¿ejerce el 
juez jurisdicción contenciosa o  voluntaria?
Por el Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
JU RISPRU DENCIA DE LOS TRIBUNALES.
Crítica y  comentario.
En el juicio de divorcio por mutuo consentimiento, ¿ejerce el 
juez jurisdicción contenciosa o voluntaria?
Estudio del doctor Augusto Bueno, miembro del Colegio de 
Abogados de Quito.

Juicios sumario y plenario. Se pone en discusión el siguiente articulo del 
R. F. N°. 64 proyecto de reformas al procedimiento penal y  es aprobado en 

estos términos: , ,
«El Art. 30 dirá: el juicio penal consta de sumario y  plenario: 
el sumario tiene por objeto descubrir la existencia real o pre­
sunta de un hecho punible y  de responsabilidad penal en algu­
na persona? y  el plenario, comprobar plenamente el hecho y  
sus circunstancias y  condenar o absolver al sindicado».

Juicios económicos. Continúa la discusión de las reformas del procedimiento 
R. F. No. 66 penal y  el señor Presidente de la Academia manifiesta la con- 

281 venieneia de dar una forma breve y  sumaria a los ,u.eios lia-

Jurisdicción. 
R. F. N°. 6J 
Pág. 95 
1919.

Jurisdicción, 
R. F. No. 63 
Pig. 1 
1920.

Pig. 147 
1920,
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macfos económicos; los cuales, compuestos de sumario y  ptc 
río, están sujetos a las mismas dilaciones y  embrollos que todo■ 
los demás juicios criminales. os
Hace presente que, para llenar este objeto, tiene meditadas 
redactadas dos fórmulas diversas, y  para decidirse por la una o 
por la otra, consulta, com o punto previo, si convendría estable­
cer que los juicios económicos no puedan promoverse sino P0r 
acusación particular.

Juicios e c o n ó m i c o s .  La Academia acepta los artículos propuestos por el se- 
R. F. N®. 66 ñor doctor Peñaherrera y  la indicación del doctor Calísto U , 
Pág. 28J por tanto, el proyecto queda aprobado en estos términos!
J920, «Art El número 2.° del Art. 349 dirá: «E l robo y  los fraudes

abusos de confianza, estafas o engaños, cuando el valor de la 
cosa robada o del perjuicio, pase de cíen sucres y  no de cuatro­
cientos; y  las destrucciones o  deterioros mencionados en el N .° 7.» 
del Art. 7».
A l N.° 3.°, agréguese: las demás infracciones no pesquisabas de 
oficio».
Art.. . Los juicios por delitos sujetos a procedimiento económi­
co no podrán promoverse sino por acusación particular.
Art. . . Propuesta la querella, se mandará citar al sindicado, y 
en la misma providencia se recibirá a prueba la causa por quin­
ce días perentorios.
Si en la querella no se sindica a ninguna persona, la citación 
se hará tan pronto como en el curso de las diligencias resulten 
datos contra determinada persona; y  entonces el término que­
dará prorrogado por un número de días igual al transcurrido, 
hasta la citación».
Art. . Vencido el término de prueba tendrá cada parte tres 
días para alegar; y  en seguida el juez pronunciará sentencia. 
Art. Si se trata de robo, se tendrá en cuenta, para el efecto 
del trámite, el valor de la cosa robada, fijado en la querella; y 
en estos casos o en el de abigeato, el juez continuará de oficio 
la causa, aunque desista o  abandone el querellante; pero si no 
hubiere ningún sindicado, ni resultare del proceso dato alguno 
contra ninguna persona, el juez se limitará a ordenar que se 
archive la causa.
Art.. . Las infracciones sujetas a procedimiento económico, ex­
cepto la calumnia y  la injuria, serán de competencia del juez 
de Letras, quien podrá comisionar para la práctica de las prue­
bas a un comisario de su jurisdicción; y  el juicio se actuará en 
papel común.
Quedan suprimidos los artículos 350, 351, 352, 353, 354, 355, 
358; y  en el 359 la referencia se entenderá al tercer artículo de 
esta sección.
Suprímase también el Art. 4.° de la Ley Reformatoria de 1919». 

Jurisdicción. La Academia da comienzo a la revisión completa del Código de 
p * F'í t 4°* 67 C o c im ie n to s  en materia penal.
|9&  Leído el artículo í.°, y  después de considerar la necesidad de

que este principio fundamental se enuncie en el Código, se acor­
dó trasladarlo al lugar más adecuado de aquél y  redactarlo en
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los términos más claros y  convenientes, según los en ene se 

2 K .  Cúdlgo!1'  d  otro pr,ncipi0 1 "  « « « d o  » d 3

S; “ « “  l : : r io ^  -  •—  «* *■»»
«Están suidas a la jurisdicción criminal del Ecuador todas lis 
fra cc ion es  preverlas por las leyes ecuatorianas y  cometidas en 
el terntorro de la República por ecuatorianos o por extranietos». 
«Podran también conocer de una inlracción los jueces ecuato­
rianos, cuando los hechos constitutivos de ella se hubieren ve­
rificado en el Ecuador y  en territorio extranjero o no se supiere 
a punto fijo en cual de los dos territorios se han verificado».

Justicia. U N A  SESION DEL SUPREMO TRIBUNAL DEL BRASIL. 
R. F. N°. 71 Justicia a la luz del día.
Pág. 78 Por doctor Rodolfo Rívarola.
,922' De la Revista del Colegio de Abogados de Buenos Aires.

Juicio ordinario. El Sr. Dr. Modesto A. Peñaherrera propone el debate de 
R. F. N°. 73 la siguiente cuestión: Iniciado un juicio ordinario sobreviene un 
Pág. 262 cambio de ley que ordena que el asunto que antes se discutía
,922‘ ordinariamente, se tramite en juicio verbal sumario, ¿qué efecto

puede producir esta disposición si se la relaciona con el artículo 
938 del Código de Enjuiciamiento Civil, según el cual los fallos 
expedidos en juicio verbal sumario no producen efecto de cosa 
juzgada para la vía ordinaria que podrá intentarse por cual­
quiera de las partes? Si al actor le queda expedito el juicio or­
dinario después del verbal sumario, ¿podrá, en vez de iniciar su 
demanda verbal y  sumariamente, comenzar desde luego el juicio 
ordinario? ¿Cabrá que se dirija al juez pidiéndole sustancie or­
dinariamente la causa, o  si esta sustanciación ha comenzado que 
la continúe en la misma forma?

Jurisdicción. Clase de jurisdicción que se ejerce en los juicios de divorcio 
R. F. N°. 74 conscnsual.
Pág. 327 £ ( scñor Presidente de la Academia, en vista de la discordancia
,922‘ de pareceres, somete a su consideración este punto.

Juicio de exhibición. Se alega y  resuelve que no basta prueba de la pre- 
R. F. N°. 77 existencia, sino de la existencia adual de un documento en
p?23' 108 poder del demandado, para que se ordene la exhibición como

diligencia preparatoria. .
Manifiesto del Dr. Manuel R . Balarezo, presentado ante el 
Tribunal Supremo.

Juicio de exhibición. SU M AR IO i N atural«.! del juicio de exhibición.-En 
R. F. No. 77 éste no se controvierten derechos, sino que se trata de la sun 

,2° pie presentación de un ¡nstrumento.-Prueha admrs.ble en estos

Manifiesto del doctor Luis Felipe Borja, presentado ante el Trl-
bunal Supremo. 
Resoluciones.
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Judicial,
R. F. N°.
Pág. 3
J924.

Juicios económicos. A l trotar del proyecto de reformas del Código de Pro. 
r . F. No. 79 cedímíento Pen.nl, cuyo estudio tiene ya comenzado la Acade- 
Pág. 77 mía, el Dr. Francisco Pérez Borja observa, que respecto de
,924‘ ciertas reformas caben algunos reparos, com o el de que los ro­

bos que no lleguen a cíen sucres no consituyen sino contraven­
ción de cuarta cíase y  por lo mismo no tienen sino la pena 
de siete días de prisión y  treinta sucres de multa; y  en cuanto 
a los delitos sujetos al procedimiento económ ico, se establece la 
regla general de que no pueden ser perseguidos sino por acusa­
ción particular, siendo así que, según la antigua regla del Có­
digo, esto no ocurría sino en m uy limitado número de infrac­
ciones acerca de las que medían razones especíales para que no 
intervenga el Ministerio Público, com o cuando se trata de ca­
lumnias e injurias. El señor Presidente, doctor Víctor M . Pe- 
ñaherrera, hace notar que hay diversos fundamentos para que 
ciertas infracciones no se persigan sino por acusación particular; 
fundamentos que concurren talvcz en todas las infracciones su­
jetas a procedimiento económico, las cuales, aún antes de la 
última reforma, de hecho no se perseguían en la práctica sino a 
petición y  por instancias de la parte agraviada; pero que le pa­
rece muy bien hacer un nuevo estudio de este punto al tiempo 
de la revisión general del Código y  antes de la nueva edición 
ordenada en la misma ley reformatoria; tanto más cuanto que 
han quedado todavía pendientes en la Legislatura otras refor­
mas y  es conveniente esperar que se termine este trabajo.

Juicio d e  e x c e p c i o n e s . El señor doctor José María Pérez E., a propósito de 
R. F. N°. 80 las cuestiones sobre abandono, que ha venido discutiendo la 
T924 J22 Academia, desea se le permíta consultar este nuevo punto: si 

suspendido por más de treinta días un juicio de excepciones, 
consiguiente al de coactiva, por causa no imputable al deudor, 
v . gr., por haber descuidado el escribano pasar los autos al 
asesor, podrá alegarse que han fenecido las excepciones y  ha 
terminado el juicio, con arreglo a lo dispuesto por el Art. 23 de 
las Reformas expedidas en J92Í respecto del C ódigo de Enjui­
ciamiento Civil.
El señor Presidente observa que esa reforma no se refiere úni­
camente al caso de que la suspensión provenga de causas im­
putables al deudor; usa del verbo suspender en una forma im­
personal o pasiva, diciendo si deducidas las excepciones, se 
suspendicre el juicio por Ircinla dias; y  por lo m ismo cualquiera 
que sea la causa de la suspensión, tiene que seguirse el feneci­
miento de las excepciones y  la terminación del juicio. Tanto 
más cuanto, en casos com o el del ejemplo, siempre hay incuria o 
negligencia en el interesado que no gestiona para que el actuario 
cumpla su deber. Mas si por esta omisión del actuario, se de­
clara la caducidad o fenecimiento de las excepciones, podría

ORGANIZACION. La organización judicial en el Ecuador.
79 Capítulo para la obra «E L M U N D O  B O L IV A R IA N O ».

Trabajo del Dr. Luis Felipe Borja.
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exigirse al prenombrado funcionario la .........................  ■ j
nización de perjuicios. pondicntc indem-
E1 señor doctor Miranda pregunta sí evitirii „1 . <
cimiento, reclamando verbalmcnte al escribano , eu<lor '* fcnc- 
del deber de pasar el proceso al asesor Cumpl‘micnt0
El señor Presidente contesta que esa gestión cxtrajudícial y 
poyada no evitar» la caducrdad, aún cuando, promovido este 
róndente, se la comprobara por cualquier medio, aunque fue e 
una razón o declaración del mismo escribano.
El señor doctor Miranda consulta, si habiendo prevenido la sus­
pensión por no haberse consignado los derechos respectivos s"c 
interrumpiría el término de la caducidad haciendo la consigna- 
ción antes de que expirasen los treinta días. 5
El señor doctor Balarezo observa que esta diligencia del pago 
de los derechos si impediría la caducidad, aún cuando no cons­
tase del proceso mismo la consignación de los derechos, sino 
sólo del comprobante auténtico concedido a la parte que hizo 
la consignación; pues, ésta es una diligencia judicial que entraña 
una gestión para el progreso de la causa.
Conformes en las precedentes conclusiones todos los concurren­
tes, se dió por terminada la discusión de este punto.

Juicios económicos. El señor doctor Víctor M. Peñaherrcra manifiesta la 
R. F. N°. 80 conveniencia de estudiar las reformas del Código de Enjuicia­
os* 123 míentos en materia criminal que, expedidas por el último Con-
924' greso, han ocasionado dificultades o dudas en la práctica; y, a

propósito de las relativas a los juicios económicos, llama la 
atención a la que exige para estos juicios el requisito de la acusa­
ción particular, y  a la que eleva la cuantía de las contravencio­
nes por robos o fraudes hasta cien sucres y  el procedimiento 
económico hasta cuatrocientos.
Con respecto al primero, el Sr. Dr. Augusto Bueno hace pre­
sente que el requisito de la acusación particular conduce a la 
impunidad de muchas contravenciones; pues, los agraviados o 
perjudicados se retraían o recelaban de presentarse como acusa­
dores, ya por la necesidad de ver abogado y  hacer gastos de 
alguna consideración, ya por el peligro de las consecuencias del 
juicio, en los casos de absolución del demandado o de abando­
no de la querella por dejar de continuar el juicio en el lapso  ̂de 
quince días, que puede ocurrir muy fácilmente en la práctica. 
Reflexionando sobre esto los señores concurrentes, convienen 
unánimemente en insinuar a la próxima Legislatura la elimina­
ción del requisito de la acusación particular y que se dejen, en 
lo relativo a esto, las cosas como estaban antes de la reforma.

Jurado. N U E V A S R E FO R M A S DEL PROCED fM fEN TO  PENAL:
R. F. N°. 80 Exposición de motivos; , ,  . . T
5 ^  169 I. Eliminación del auto m otívado.-H . Organización del Jura­

do por sesiones periódicas.
Por el Dr. Víctor Manuel Peñaherrera.
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Jurisdicción. Se lee una comunicación del Sr. Dr M iguel A . Montalvo 
R. F. N°. 81 la que consulta si los Intendentes y  Comisarios de p 0]¡ ■’  • 
P ij. 221 guen teniendo jurisdicción para conocer de los delitos i*!?1'
n2i- abigeato, o sólo la conservan los Jueces de Letras, cn vbl a

de los reformas al Código de Enjuiciamiento Criminal, de 192?  
Sc comisiona al Dr. Francisco Pérez Borja para que inform 
sobre este punto. c

J u s t i c i a , C o r t e s . El señor Presidente de la Academia, con el objeto de q u ,  
R. F. No. 81 las Cortes de Justicia se pongan al día en el despacho de las 
Píg. 222 causas que se tramitan ante ella, somete a su conocimiento el
m i - proyecto de ley que se inserta en la letra C de este trabain-

«Revísta Forense« N .° S í, página 222.

Jurisdicción, 
r . F. N°. 81 
Pág. 242 
J 924.

Jurisdicción. 
R. F. No. 82 
Pág. 315 
J 924.

CU ESTIONES JURIDICAS.
Los Jueces de Letras me parece que son los únicos competen­
tes para conocer de los juicios contra los responsables del de­
lito de abigeato,— A  los sindicados del delito de abigeato se 
les distrae de sus jueces naturales, en contra de la Constitución 
de la República.
Exposición del Dr. Miguel Angel M ontalvo.

Por bailarse pendiente el informe del Dr. Francisco Pérez Bor­
ja—publicado en la «Revísta Forense» N .°  81, página 246— 
en la parte que se refiere a la consulta del Sr. Dr. Miguel An­
gel Montalvo, sobre sí con las reformas al Código de Enjui­
ciamientos Criminales, sancionadas el año de 1923, perdieron 
los Intendentes de Policía y  Comisarios N acionales y  Munici­
pales, la jurisdicción para juzgar los delitos de abigeato? se lee 
el antedicho informe en la parte pertinente, el mismo que es 
aprobado por unanimidad.

J u s t if ic a c ió n . La provocación com o causa de excusa,— Diferencia entre ésta 
R. F. N°. 84 y  la justificación.— Cómo debe entenderse la expresión en el 
T9J5 85 mismo acto que emplea el Art. 28 del Código Penal?

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

Jurisdicción. El Sr. Dr. Augusto Bueno consulta a la Academia sobre lo 
R. F. No. 84 dispuesto en el Art. 28 de la L ey de Matrimonio Civil, que di- 
f*25 108 cc que es comPetcnt6 para el divorcio el juez del domicilio de 

cualquiera de los cónyuges. En el caso de haberse presentado 
en otro lugar el respectivo juicio, y  manifestado después los 
cónyuges que prorrogan expresamente la jurisdicción al juez de 
ese lugar, ¿es válida y  se puede aceptar dicha prorrogación?
El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera manifiesta que en ese caso 
es improrrogable la jurisdicción? que ya la jurisprudencia ha re­
suelto el punto? que las partes ni pueden prorrogar la jurisdic­
ción en algunos casos de fueros privilegiados com o el presente, 
que se funda en consideraciones de orden público, com o no se­
ría admisible la prorrogación en asuntos que demanden cono­
cimientos locales o vísta de ojos.
La Academia hace suyas las consideraciones emitidas por el Sr. 
Dr. Peñaherrera y  resuelve en sentido negativo el punto.
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Pág. 264 
J 925

Juicio de cuentas. Si en los juicios de cuentas que, según la Lev de H 
r , F. N». 85 cienda, se ventilan ante el tribunal de la inate /i, t  , H a '  

cidn de nulidad de las sentencias de segundT Ó ter’c e ^  ■ ‘ 
haberse omitido alguna de las solemnidadespre“
Código de Enjuiciamiento Civil para la validez de las sent™ 
cías, teniendo en consideración lo dispuesto en el A,I 7i  4 i 
Ley Orgánica del Poder Judicial r e c e to  2 los Wb„na es y 
juzgados especiales. cs »

R. F. N 
Pág. 81 
1926.

Jurisdicción coactiva. El Sr. Dr. Rafael N . Arcos consulta a la Academia 
"  V  To o .  su si puede considerarse a la Corte Superior como tribunal de ape 

lación, en materias de jurisdicción coactiva, para revisar una 
providencia dictada en orden a la aceptación de la postura de 
uno de los remates, por ejemplo. Manifiesta haber ocurrido 
casos prácticos en cuya resolución no se encontraban entera­
mente conformes los tribunales.
Después de expuestas algunas ideas sobre la cuestión, resuélve­
se dejar planteada en el sentido de si en el caso propuesto, son 
apelables los fallos y, siéndolo, ante qué juez debía proponerse 
la apelación?

Jurisdicción coactiva. Prosigue el estudio de la consulta formulada por el 
R. F. N°. 86 Sr. Dr. Rafael N . Arcos, expuesta anteriormente y  tomados los
Pág. 82 votos entre los concurrentes, se resuelve que el caso en discusión
,926’ permite que se apele de la providencia del Colector.

Jurisdicción. Puede el juez competente en lo criminal declarar la nulidad de 
R. F. N°. 89 un matrimonio, cuando dicha nulidad o validez es el antece- 
Pág. 269 dente necesario para la existencia de una infracción, o se presen- 
,92*‘ ta com o incidente en un juicio criminal?

Jurisdicción. Continúa la discusión de la' consulta que antecede, propuesta 
R. F. N°. 89 por el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja.
Pág. 274
1926.
Juicios económicos. La Academia conoce del proyecto de ley, sobre juicios 
R. F. N°. 90 económicos, formulado por el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, 
Pág. 49 cuyo tenor es el siguiente! (Véase en la letra C de este traba-
I927' jo: «Revista Forense» N .° 90, página 49).
Juicios económicos. Continúa el estudio de las reformas al procedimiento 
R. F. N°. 90 criminal, sobre juicios económicos.
Pág. 56
1927.
Juicios económicos. El Dr. Francisco Pires Borja consulta a la Academia 
R. F. No. 90 si sería conveniente reformar el Código de Enjuiciamientos en 

76 materia criminal, en la parte que se refiere a los juicios econó-
927' micos, sustituyéndola con el juicio verbal sumario. Se resuel­

ve comisionarle para que formule el proyecto respectivo, el que 
debe ser considerado en una próxima sesión.

J u r is d ic c ió n  c o a c t i v a . El señor Presidente de la M. I. Munidpalida *
R. F. No. 99 Vínces se dirige a  la Academia, solicitándole su parecer acerca 
f * *  225 de la siguiente consultar «La Municipalidad de mi Presidencia,
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tiene en su Archivo juicios coactivos seguidos contra ex-T  
rcros Municipales deudores de alcances de cuentas, Con 5cn? 0“ 
cías favorables a éstos, expedidas por el juez de la en~
es el Tesorero Municipal. ’  quc
H ay opinión que dichos fallos no pueden dictarse en aquélla 
ción, sino en el incidente de excepciones que aquellos deudo*0'  
propongan ante el juez de primera instancia y  no así c o tn o T  
ha hecho por el Tesorero, juez lego en la causa principal, qUíe 
invocando el Art. Í557 del Código Civil, en su parte referent 
a la prescripción, absuelve a los deudores de considerables su­
mas, perjudicando los intereses municipales enormemente.
Con estos antecedentes, vengo ante Ud., señor Presidente en 
demanda de consulta, acerca de los siguientes puntos: 
í.° Si es procedente la sentencia dictada en el juicio coactivo 
salvando o absolviendo a los deudores;
2. ° Si es aplicable la prescripción de tales acciones; y,
3. ° A l ser negativas las consultas de los ordinales anteriores 
el procedimiento que debe aplicar el M unicipio para destruir las 
inconsultas sentencias referidas.
El doctor Manuel Cabeza de Vaca pregunta si el Director de 
Ingresos podrá declarar la prescripción. Se le encomienda al in­
terrogante para que presente un informe sobre este punto.
Ln Academia opina que el Colector no puede pronunciar sen­
tencia; no obstante, se declara en suspenso la discusión para 
continuar luego.

Jurisdicción coactiva. Se continúa en el estudio de la consulta del Presi­
dente del M . I. Concejo Municipal de Vínces.
Termina la discusión y  la Academia opina que el Colector 
no puede pronunciar sentencia; y , que en las deudas al Fisco 
si cabe prescripción.
El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, ofrece poner en conocimien­
to de la Academia el proyecto de contestación a la consulta, en 
una sesión posterior.

La Academia se ocupa del estudio de estos puntos: «E l divor­
cio íes un juicio de jurisdicción voluntaria o contenciosa? ¿El 
mutuo consentimiento debe persistir en las tres instancias?

Continúa el estudio de las cuestiones enunciadas anteriormen­
te, sobre si el divorcio es un juicio de jurisdicción voluntaría o 
contenciosa; y  si el mutuo consentimiento debe persistir en las 
tres instancias.

Se pone en discusión la siguiente tesis, propuesta por el Dr. 
Francisco Chíríboga Bustamante, en la sesión anterior, que di­
ce: «¿Sí uno de los cónyuges, durante la secuela del juicio, re­
tractare su consentimiento para el divorcio consensual, el juez 
deberá declararlo?».

Continúa el estudio de la tesis propuesta por el Dr. Francisco 
Chíríboga Bustamante.
Luego se discute la siguiente cuestión, planteada por el Dr. 
Modesto A . Peñaherrera, en esta forma: «Para que se pueda

R. F. No. 99 
Pág. 23 J 
J93J.

Jurisdicción. 
R. F. N°. J02 
Pág. 135 
1932.
Jurisdicción. 
R. F. No. J02 
Pág. J4I 
1932.

Jurisdicción. 
R. F. No. 102 
Pág. 144 
J932.

Jurisdicción. 
R. F. No. J02 
Pág. 149
1932.
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declarar el divorcio por mutuo consentimiento, 
este subsista hasta que se suscriba la sentencia 
tancía».
Cerrada la discusión, se aprueba.

es necesario 
de tercera

que
ins-

J u r i s d i c c i ó n .  Acerca de la proposición anterior, el Dr. Francisco 
R. F. N". 102 Bustamante razona su voto y se manifiesta ñ0r h  
Píg. 157 
1932.

coactiva. Se inicia el estudio del punto referente a si la 
síón de los requisitos puntualizados en el Art. 1050 del 
RO de Enjuiciamiento Civil, causa o no la nulidad del proceso.

Jurisdicción 
r. f. N°. 103 
Pie- 243
J932.

Chiriboga
afirmativa.

Jurisdicción coactiva. Termina el estudio del punto relativo a si es nulo 
R. F. N”. 103 el proceso cuando se aceptan las excepciones y se tramita el 
Píg. 255 juicio de jurisdicción coactiva sin que preceda el depósito de
*”  la cantidad a que asciendan la deuda y  las costas, ante el lun-

cíonarío que ejerce la jurisdicción coactiva.
Tom ada la votación respecto a este punto, se resuelve que en 
este caso el proceso es nulo.

Juicio verbal. El señor doctor Ruperto Alarcón, desde la ciudad de Río- 
R. F. N°. J04 bamba, dirige a la Academia la siguiente consultas «De confor- 
Pág. 310 mídad con el articulo 20 de la Reformatoria de Í922 a! ar-
J932‘ tículo 369 del Código de Procedimiento Penal: en e l  caso de

sen ten cia  absolutoria  o  sobreseim ien to definitivo, la acción de ca­
lum nia y  la d e  p erju icio s  a que haya lugar contra e l  acusador o 
denunciante, s e  ven tila rá  también ante e l  ju ez  que conoció de la 
acu sa ción  o denuncia , en ju icio v erba l sumario'».
La consulta en cuestión va enderazada a saber sí el juicio ver­
bal sumario a que hace alusión el artículo arriba citado, debe 
ser el indicado en el artículo 932 del Código de Enjuiciamien­
to Civil, o  el preceptuado por los artículos 17, 18 19 de la 
Reformatoria de 1927 al Código de Procedimiento Penal.

Juicio verbal. Continúa la discusión de la consulta que antecede, del doc- 
R. F. N°. 104 tor Ruperto Alarcón.
Pág. 316 Cerrada la discusión, la Academia estima que, para la rcclama- 
I932, cíón de daños y  perjuicios provenientes de un juicio penal,

debe aplicarse el trámite establecido en el Código de Enjuicia­
miento Civil, y  que el juez competente es el que falló sobre 
el juicio penal.
Se resuelve contestar en este sentido.

Jurisdicción. Se inicia el estudio del punto planteado por el doctor Rafael 
R. F. N». 104 N . Arcos, acerca del juez competente para conocer del juicio 
fpv> 321 de calumnia, proveniente de una acción penal.

El señor Presidente pregunta si la resolución emitida en la 
sesión anterior, de que, «para la reclamación de daños y  per 
juicios provenientes de un juicio penal, debe aplicarse el tra­
mite establecido en el Código de Enjuiciamiento Civil y que el 
juez competente es el que falló sobre el juicio penal», sê  a 
extiende al juicio de de calumnia proveniente de una acción
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penal, tanto en lo que se refiere a la jurisdicción como 
trámite. ( a
Cerrada la discusión, se obtienen nueve votos afirmat' 
Luego se expone: sí se dicta sentencia condenatoria y  el r T ? * '  
dícado, que no ha intervenido com o acusador particular, S »? “ '  
reclamar la índeminización correspondiente, ¿ante qué juez a** 
dirá y  cuál debe ser el procedimiento que ha de seguir? ¿p0JU.~ 
intentar la acción ante el juez civil o ante el penal indistinta* 
mente y  podrá intentarse  ̂esa acción antes de la sentencia tñ  
juicio penal por los perjuicios provenientes de un delito o  cuasi­
delito?

Juicio ordinario. Se inicia el estudio del punto relativo a la validez de un 
R. F. N°. 105 proceso, cuando un asunto que debió ser materia de un juicio 
Pág. 47 ordinario lo ha sido de un mero incidente.
J932.

Juicio ordinario. Continúa el estudio de la proposición anterior; y  a pro- 
R. F. N°. 105 puesta de uno de los señores V ocales se suspende el estudio 
Pág. 52 este problema.
J932.

Juicio verbal. La Academia estudia la consulta formulada verbalmente por 
R. F. N°. J09 el doctor Rafael N . Arcos, sobre el trámite de algunos juicios 

33 penales que no son de la competencia del Tribunal del Crimen.

Juicios petitorios y juicios posesorios. SU M A R IO *— Por la muerte del 
mandante no se extingue el mandato para pleitos, si se ha em­
pezado a desempeñar.— Los herederos del mandante, no sus le­
gatarios suceden en sus derechos y  obligaciones.— La acción de 
despojo, para la restitución de la cosa e indemnización de per­
juicios, pertenece a la persona del despojado.— Los legatarios 
suceden en los derechos relativos a la especie legada; no en los 
que exclusivamente pertenícíeron a la persona del testador,— 
La cosa legada debe entregarse al legatario en el estado en que 
se hallaba a la muerte del testador; pero no tiene derecho el 
legatario a exigir el valor de los perjuicios derivados de los 
menoscabos que la cosa hubiere padecido antes de la muerte 
del testador.
Opinión de Baudry-Lacantineríe.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el señor doctor N . Clemente Ponce.

Juicios petitorios y juicios posesorios. Manifiesto presentado ante la Corte 
R. F. N°. JJJ Suprema, por el Sr. Dr. Carlos Casares.
Pág. J63 * *
J933,

Juicios petitorios y  juicios posesorios. S U M A R IO :— La excepción de ser 
R. F. N°. JJJ falso un despojo no se concilia con la alegación de no haberse 
J9& 71 determinado en la demanda la cosa despojada.— Juicios petito­

rios y  juicios posesorios.— Posesión material y  pesesíón civil.— 
Naturaleza del juicio sobre recuperación de la posesión; en este 
juicio a nada conduce la disertación sobre actos de mera facul-

R. F. No. IJ J 
Pág. 158 
J933.
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tad y  actos meramente tolerados.—Se analizan los fundamentos 
de la sentencia de primera instancia.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Carlos Casares.
Sentencias.
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Ley O rgánica del Poder Judicial. Basca para las reformas a la Lev Or- 
r , F. N°. 5 gánica del Poder Judicial.
PiE. J% l . '—«Separación de las funciones de Actuarios y  Notarios».

2 . ‘ — «Facultad de las Cortes Superiores (o la Suprema) para 
remover libremente a los Escribanos y  Anotadorcs de Hipotecas 
que no desempeñen correctamente su cargo».
3. a—«Periodo de seis años para el cargo de Anotador de Hipo­
tecas.
4. a—«Facultad de la Corte Suprema de suspender del ejercicio 
de la profesión a los abogados, en los casos del Art. 172, y  
en los demás en que, a juicio de la misma Corte, se hubieren 
hecho indignos de su elevado ministerio o de la confianza que 
en ellos deposita la ley».
5. a—«Abolición de la intervención de asesores en los juicios 
criminales por infracciones pcsquisablcs de oficio.—Jueces Le­
trados Suplentes, remunerados por el Estado, cuando funcionen».
6. a— «Jurisdicción provincial de los Alcaldes Municipales de la 
Cabecera de la Provincia, a prevención con los Alcaldes de los 
otros cantones, en las causas en que estos puedan conocer se­
gún la ley».
7. a —«Vacaciones de quince días en cada una de las Pascuas, 
con prohibición de licencias que no sean por imposibilidad físi­
ca o  calamidad doméstica, no pudiendo en ese último caso ex­
ceder de ocho días».
8. a— «Subrogación reciproca de los Secretarios de las Cortes Su­
periores en que hay dos Salas, en los casos de falta o impedi­
mento de alguno de ellos».

P R O Y E C T O  DE REFO RM AS DE LA LEY ORGANICA 

DEL PO D E R JUDICIAL
Art. í.°- Los números 19 y 20 del Art. 13 dirán: «Suspender 
del ejercicio de la profesión a los abogados, en loŝ  casos del Art. 
172, y  en los demás en que, a juicio de la misma Corte, se 
hubieren hecho indignos de su elevado ministerio o de la con­
fianza que en ellos deposita ley».
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Art. 2.°—La atribución 18a del Art. 17 dirá: «Nombrar 
arreglo a la ley, los Escríbanos y  Notarios; y  removerlos ' C° n 
do no desempeñen correctamente el cargo». Cuan*
Art. 3.°—A l Art. 47 agregúese este inciso: «H echa la dec ' • 
por la Corte Suprema, la Corte Superior respectiva eievír^ C,'°n 
Suplentes». B tres
Art. 4.°— La atribución 4.a del Art. 49 dirá: «Conocer de tod 
las causas criminales de la provincia, excepto las m e n c io n é  
en el N .° 15 del Art. 58». das
Art. 5 .°—La segunda parte del Art. 51 dirá: « ....... y  só{0 c
do falten o están impedidos todos, serán subrogados por 10* 
Suplentes, según el orden de nombramiento de éstos. S
Los Suplentes que subroguen al Juez de Letras en todo el des­
pacho gozarán un sueldo igual al de éste, y  los que interven­
gan en determinadas causas, en virtud de excusa o  recusación 
percibirán de los fondos fiscales los mismos derechos que los 
asesores, pero no estarán impedidos de ejercer la profesión».
Art. 6 .°—Suprímanse de la atribución 1.a del Art. 57 las pala­
bras: « y  de las causas criminales........, etc.
Suprímase también la atribución 14.
Art. 7.°—A l Art. 59 agregúese este inciso: «L os Alcaldes Mu­
nicipales de la cabecera de la provincia tendrán jurisdicción en 
toda ella, a prevención con los de los otros cantones, para las 
causas en que éstos puedan conocer según la ley».
Art. 8.°— El Art. 115 dirá: «En las faltas temporales o  impe­
dimentos del Secretario de la una Sala, lo  reemplazará el de 
la otra; y  sí ambos faltaren o estuvieren impedidos, la Corte 
(o la sala en su caso) o los Ministros hábiles, nombrarán un 
abogado, y  si no hubiere abogado expedito, llamarán un Es­
cribano».
Art. 9.°— La sección III del título II dirá: «D E  LO S ESCRI­
B A N O S Y  N O T A R IO S » .
Art. 10.- -El Art. 123 dirá: «E n cada cabecera de cantón ha­
brá tantos Escríbanos com o Alcaldes, con el mismo número de 
orden de éstos; y  de uno a tres N otarios, a juicio de la respec­
tiva Corte Superior».
Art. 11.— El Art. 124 empezará así: «Para ser Escribano o N o­
tario.......».
Art. 12.— El Art. 126 dirá: «H echo el nombramiento y  expedi­
do el titulo por la Corte Superior, el N otario será puesto en 
posesión del empleo por el Alcalde ! .u Municipal del cantón, y 
el Escribano por el Alcalde a quien corresponda, según su nú­
mero de orden; y  se harán cargo del respectivo archivo ......
Art. 13.— En el Art. 127 dígase N ota ría  en vez de Escribanía  
y  N otario  en vez de E scr ib a n o .
Y  agréguese este inciso: «S i vacare alguna escribanía, el Alcal­
de correspondiente observará lo  dispuesto en los incisos pre­
cedentes».
Art. 14.— Del Art. 129 suprímanse los N os. í .°  y  3.", y  del 4.° 
quítense las palabras « a s i  com o  e l  r eg is tro  (te es cr itu ra s  públicas 
....... o  escritura .
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Ar!. 15. El Art. 130 dirá: «Se áulica ,  c „  -u ■ ..
puc3t° per d  Art 112: y  se les prohibe además faq” ?  I0°  n“ l 
meros í.°, 5.° y  7.° del Art. 130). 4
Art. íó .—Después del Art. Í30, asrrés?uese el q
atribuciones de los Notarios (aquí la í / ,  2.- y  3 /  del Art* 129)
4 ,  Cerrar el ú.timo dia de cada bienio’, el Registro d t esc,¡tu! 
ras publicas, dando fe del número de fojas de que se compone, 
de la primera diligencia o escritura con que principió y el de lá 
ultima con que terminó.
Art. 17.— Se prohíbe a los Notarios: (la 2.‘ . 3 ‘  a , „  c , j , i 
A rt. 130). ’ '  "  y 3 ' ° cl
Art. 18.- -El primer inciso del Art. 132 dirá: «Cualquier Escriba- 
no puede reemplazar a otro por ausencia o impedimento; y  en 
el lugar en que no los hubiere, o todos estuvieren impedidos, el 
juez de la causa llamará a uno de los Notarios. Si tampoco 
hubiere notario hábil, el juez de la causa nombrará un Secreta­
rio que haga de Escribano'».
Art. J9.—-El artículo undécimo de la Ley Reformatoria de 1909, 
sustitutivo del Í33 de la Ley Orgánica dirá; «Los Escríbanos y  
Notarios durarán seis años en sus cargos, siempre que observen 
buena conducta, y  podrán ser reelegidos. La Corte Superior 
respectiva podrá destituirlos o  suspenderlos temporalmente, sí no 
desempeñaren correctamente su cargo».
Art. 20.—El Art. Í34- empezará asi: «Los Secretarios, Escriba­
nos y  Notarios ... etc.»
Art. 21.—Las demás leyes que hablen de los Escribanos, se 
aplicarán, ya a éstos, ya a los Notarios, según la naturaleza 
del acto de que se trate.
Art. 22. -- En el Art. 195 sustituyanse las palabras: «Los de h
vacariie».......  etc., con éstas: «los de la Semana Santa, y  de
la de Pascua, tres días de la Pascua de Pentecostés, y  desde el 
20 de Diciembre hasta el 5 de Enero inclusive».
Art. 23. -  Derógase el Art. S.° de la Ley Reformatoria; y  en 
lugar del 6.° del Reglamento de Inscripciones, póngase el si­
guiente: «Las inscripciones en cada una de las cabeceras deí 
cantón catatán a cargo de un Anotador, que será nombrado 
por el respectivo Concejo Municipal, y  durará seis años en su 
destino. Podrá ser removido en cualquier tiempo, por la Corte 
Superior, si no desempeñare correctamente su cargo».

Ley O rgánica del P oder Judicial. Proyecto de Reformas de la Ley Or- 
R. F. N«. 7 gáníca del Poder judicial, aprobado por la Academia de Abo-
P.iE. 2bI ¿rados y  sometido al examen de la Corte Suprema.

Informe de la Exorna. Corte Suprema de Justicia, dirigido al se­
ñor Presidente de la Cámara del Senado respecto del Proyecto 
de Reformas que se menciona.

Lev O rgánica del P oder Judicial. Proyecto de reformas de la Ley Orga- 
R. Y. Nos. S nica del Poder Judicial, formulado por el Sr. Dr. Víctor M.i- 
Y 9 nuel Pcñahcrrcra y  sometido a la consideración de la Academia.
Pig. 55
1913.
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L ey

y u
Pag-
I9J3.

O rgánica del P oder Judicial. L a Academia vuelve a ocupa,... j  
Noi. 10 proyecto de reformas de la L ey Orgánica del Poder Jud' • 

publicado anteriormente en los números de la «Revista F K,a 
02 se» que se indica. ' ° rcn‘

Ley O rgánica del P oder Judicial. Se da principio a la discusión del Dro 
R. F. No:. 12 yecto de reformas de la L ey Orgánica del Poder Judicial 
y 13 sentado por el Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaberrera en la s’cJlT
Pjf- 31 de >1 de julio de 1913, publicado en este trabajo y  en el N »

5 de la «Revísta Forense».
Con las modificaciones que se indican, son aprobados los Arts 
l.°, 2.°, 3.°, 4.° y  5.° del proyecto.

L ey O rgánica del P oder Judicial. Continúa la discusión del proyecto de 
R. F. Nos. 12 reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, presentado por 
y 13 C1 Sr. Dr. Víctor M . Peñaberrera en la sesión de II de julio de
I9[E4.33 1913, publicado en este trabajo y  en el N ." 5 de la «Revista

Forense».
Son discutidos y  aprobados los Arts. Í3, J6 y  J7.

Ley O rgánica del P oder Judicial. Continúa la discusión del proyecto de 
R. F. Nos. 12 reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, presentado por 
y 13 el señor doctor Víctor Manuel Peñaherrera en la sesión del
f & 35 t í  de julio de J9I3, publicado en este trabajo y  en el núme­

ro 5 de la «Revista Forense».
Son aprobados los Arts. 6, 7, 3, 9, JO, JJ, 12, J3, J4, J5, 16, Í7, 
Í8, Í9, 20 y  21 del proyecto.
Se agregan varios artículos.

Ley O rgánica del P oder Judicial. Proyecto de reformas a la Ley Orgá- 
R. F. N03. J2 nica del Poder Judicial objetado por el Poder Ejecutivo, 
y 13 
Pág. 60
J9J4.

Ley O rgánica del P oder Judicial. Se publica la L ey Orgánica del Poder 
R. F. Nos. 31 Judicial, decretada por el Congreso de la República del Ecuador, 
y 32 
Pág. 57 
19*5.

Ley O rgánica del Poder Judicial. Continúa la publicación de la Ley Or- 
R. F. Nos. 3J gánica del Poder Judicial. Varias reformas expedidas por el 
£¿32 67 Congreso de la República del Ecuador.
1915*.

L etra de cambio. Lo que debe contener la demanda.— Cuando se demandan 
R. F. Nos. 36 especies indeterminadas de cierto genero, debe necesariamente 

expresarse la cantidad.—N o  siempre se confunden la cantidad 
j 9j¿, que se demanda y  la cuantía del juicio.— Necesidad de deter­

minar de modo preciso el origen de la obligación demandada. 
— Cuando la demanda no tiene los requisitos legales, el juez 
debe rechazarla en la sentencia, no obstante no haberse opues­
to la excepción dilatoria respectiva.— N ovación . —Diversas es­
pecies de novación.— Para que haya novación no siempre
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se necesita que lo declaren las m r f«  \r„ , ,
Art. 1624 del Código CivilT Z  l l u ü l  l í  j Cn,id° dcl
mnno y  otras legislaciones__Cuando el ic'reedo d" ‘ cho r0"
letra de cambio por el valor de H H«.,,,:-, i -®lra , una
letra por el librado, produce novación.-E f’ectV’ de'la ^ c e e ^ ' 1“ 
de la letra de cambio: el librado que ,a acepta no t  X  “  
ra con el librador, m para con el actual tenedor de la letra 
nmo para con quien la tenga al tiempo de su vencimiento.- 
Obligación de indemnizar los perjuicios provenientes de haber 
obtcmdo un secuestro s. después se declara la no existencia del 
crédito. Esta Obligación existía por el Código Civil, aún antes 
« ‘•“ f  “  . t .  Enjuiciamientos Civiles se pusieseis disposi­
ción del Art. 964. ¿Cabe que alguna ver el ejercicio de algu­
na acción o defensa judicial, cause obligación de indemnizar 
perjuicios, aparte de la de pagar las costas procesales? 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N . 
Clemente Ponce.

Ley de Extranjeros. El señor doctor Luis Felipe Borja (hijo) somete a la 
R . F . N o s . 44 consideración de la Academia el proyecto de reformas del Có-
r 45 
PáC. 3 1 !  
19! 6.

digo Penal, Código Militar y  Ley de Extranjeros, que se halla 
publicado en la letra C de este volumen.
Informe del señor doctor Francisco Pérez Borja, comisionado 
para el estudio dcl referido proyecto.
Se aprueba la primera parte, en estos términos: «Después del 
Capítulo I dcl Código Penal, póngase el siguiente: DE LOS 
CRIMENES Y  DELITOS C O N T R A  LA INTEGRIDAD 
DEL T E R R IT O R IO  DE LA REPUBLICA».
Fue también aprobada la segunda parte del proyecto, esto es 
la que se refiere al Código Militar, debiendo colocarse el artí­
culo de la reforma en el lugar correspondiente dcl Tratado VIH 
de dicho Código, en parágrafo separado que tenga el mismo 
epígrafe adoptado para el Código Penal común.
A l discutirse el proyecto en la parte relativa a la Ley de ex­
tranjeros, se observó que tratándose de materia penal, al con­
signar la reforma en dicha Ley, estaría fuera de su lugar, por 
lo que de acuerdo con el Sr. Dr. Borja, se aprobó esta parte en 
el sentido de que después dcl artículo introducido ya en el Có­
digo Penal, y  en el mismo capítulo: «DE LAS INFRACCIO­
N ES C O N T R A  LA  IN TEGRIDAD TE RR ITO R IAL DE LA 
REPU BLICA, se ponga el siguiente: Art........ Serán castiga­
dos con reclusión mayor extraordinaria y  sometidos a la vigi­
lancia de la autoridad por diez años, los extranjeros que pre­
tendieron o intentaren, en cualquier forma, separar del territorio 
nacional, una sección de éste, sea para formar un estado inde­
pendiente, sea para agregarla a otra nación; sin perjuicio de la 
facultad que atribuye al Poder Ejecutivo el Art. 9° de la Ley 
de Extranjeros. En el caso determinado en este articulo, la in­
fracción será juzgada por los tribunales comunes en la Capital 
de la República, aún cuando se hubiere cometido valiéndose de 
la prensa.
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Lesiones corporales involuntarias. La Academia acuerda dirigirle a I 
R. F. No:. 46 Exema. Corte Superior de este Distrito, llamándole la atcnc** 
y 47^ acerca d élos accidentes que, con demasiada frecuencia, oca•*>n
PjR; 393 nan a los transeúntes los conductores de tranvías y  autom ó?
1 ' les, a fin de que prevenga a las autoridades encargadas del

juzgamiento de esos delitos, que hagan efectivas las sancione- 
en que incurren los que los cometen, conforme a lo establecido 
en el Capítulo II del Libro IX  del Código Penal, respecto del 
homicidio y  de las lesiones corporales involuntarias.

L ey de elecciones. Estudio sobre la L ey de Elecciones.— Las Corles Su- 
R. F. No. *18 periores son competentes para declarar la nulidad de elecciones 
PáP* ,0 que hagan los Concejos Municipales.
I9J7, Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.

Luís Felipe Borja.
L inde ración de parroquias. La Academia de Abogados se dirige al Sr. Mí- 
R. F. N®. 48 nístro de lo Interior y  Municipalidades, solicitándole que ínsi- 
P 35 nt$e a ios Concejos Municipales de la República a fin de que 
í917, procedan a la líndcración, de una manera clara y  precisa, de

las parroquias en sus respectivos cantones.
Ley de ministros. El Sr. Dr. Julio Aguírre O verw cg remite a la Academia 
R. F. N°. 49 la siguiente L ey de Ministros, con el objeto de que se publique 
Pág* 67 en la «Revista Forense» y  se haga conocer de los abogados de 
,9,7‘  la República, para que manifiesten si sería conveniente su

adopción:

EL CO N G R E SO  DE L A  R E P U B L IC A  D E L ECU AD OR, 

D E C R E T A :

L A  SIGUIENTE L E Y  DE M IN IS T R O S :

Art. í° .— Los Ministros de Estado formarán un Consejo cuyo 
objeto esencial será dar unidad a la administración de los ne­
gocios del Estado y  dirigirla bajo las órdenes del Presidente 
de la República, sujetándose a la Constitución y  a las leyes. 
Art. 2.°—El Presidente de la República procederá a designar 
Presidente del Consejo de Ministros, quien desempeñará una 
de las Carteras.
Art. 3.°—El Presidente del Consejo propondrá al de la Repú­
blica, en una carta oficial, las personas que, a su juicio, de­
ban desempeñar los demás Ministerios.
Si el Presidente de la República acepta, expedirá un decreto 
nombrándolas y  expresando las Carteras que se les asigne. Es­
te decreto será autorizado por el Presidente del Consejo.
Art. 4.°— Cuando por muerte u otra causa el Presidente del 
Consejo cese en el ejercicio de su cargo, será subrogado por Ion 
demás 'Ministros según el orden que se expresa en el artículo 
J5, hasta que sea reemplazado con el acuerdo de los otros Mi­
nistros.
Art. 5.°— Cuando todo el personal del Gabinete cese en el ejer­
cicio de sus funciones, se procederá com o se dispone en los 
artículos 2.° y  3.°.
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Arl 6. -Para reemplazar a une c más Ministros, el Presidente 
del Canse,o, con acuerda de las demás Ministros propondrá al dT a 
República La persona o las personas que deban entrar al Gablete 
A '|f' i r  F ' c.“ldcntc d'r la República recibirá la promesa le-
f ' i  “ i í '  El°Pre’s V  ? C‘ddí  í ' nÍSl' ° ’ C"  prcscncia de los demás. A lt. 8. El PreS,dente del Consc,o suscribirá las notas circu­
lares en que se comunique el nombramiento de uno o más Mí-
nístros.
Art. 9.° -P o r  enfermedad, linccncia o ausencia del Presidente 
del Consejo, lo presidirá el Ministro que corresponda, según se 
expresa en el artículo 4.°.
Art. 1 0 .--El Presidente de la República presidirá las sesiones 
que el Consejo celebrare en su presencia, y  podrá convocarlo 
cuando lo estime conveniente.
Art. 11« i ara que haya Consejo es indispensable la asistencia 
de la mayoría de los señores Ministros, comprendiéndose entre 
ellos el Presidente del Consejo.
Art. 12.— El Consejo de Ministros se reunirá, previa orden de 
su Presidente, siempre que el servicio público lo exija y, espe­
cialmente, para ocuparse en el examen y  discusión de los asun­
tos de gravedad que se presenten al Gobierno y para acordar 
las providencias y  resoluciones admistrativas que estime de im. 
portancía.
Art. í 3 .—Cuando un Ministro crea indispensable la reunión del 
Consejo, porque la urgencia o gravedad del caso así lo exija, lo 
comunicará a su presidente, quien, sin excusa alguna, citará, in­
mediatamente a Consejo.
Art. 14.— El Presidente del Consejo determinará el orden en 
que deban discutirse los asuntos sometidos a su deliberación. 
Art. 15.—Los cinco Ministros de Estado que determina el Art. 
37 de la Constitución, se denominarán de lo Interior, de Rela­
ciones Exteriores y  Justicia, de Hacienda, de Instrucción Pública 
y  de Guerra y  Marina.
La distribución de las secciones administrativas entre los Minis­
terios mencionados, será la que determine el Decreto Ejecutivo 
de 21 de mayo de 1910.
Art. 16. El cargo de Ministro no tiene tiempo determinado. 
El Presidente de la República puede remover a uno, a varios 
o  a lodos los Ministros. . t n

17.—El Presidente de la República consultara al Consejo
de Ministros: .
1.“ Los nombramientos de jefes superiores de Ejercito o cs-

. 2/*ad El Presupuesto déla  Nación que el Ministro de Hacienda
debe presentar al Congreso; . . .  „ „ . j .
3. " Loa Presupuestos que, en uso de sus atribuciones, puede
dictar ct Poder E¡ccullvo. a
4. “ La díctsíón de los asuntos que afecten la pa- púdica o de
los que pueda resultar un conflicto internacional; .
5. “ La celebración de contratos que impongan obligaciones al
Fisco; y

4.° La c
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6.** En general, todos aquellos asuntos que, a su juicício 
reí can ser consultados al Consejo. En este caso, la on' ™C* 
del Consejo es solamente ilustrativa; quedando el P res id em ^ 1 
la República y  el Ministro del ramo a que pertenezca el as C t 
libres para resolverlo sobre su propia responsabilidad. Unto' 
Art. 18.—Si no hay acuerdo entre el Presidente de la R cpú» «. 
ca y  uno de los Ministros sobre cualquier asunto del Ramo 
someterá este al Consejo. ’ Sc
Siendo acertada la opinión del Presidente e infundada la d [ 
Ministro, el Consejo resolverá que se lleve a efecto aquélla« * 
si él Ministro insiste en su parecer, renunciará el cargo. y 
Art. J9.—En caso de que sc presente alguna oposición de gra­
vedad o trascendencia entre las opiniones del Presidente de la 
República y  las del Consejo, hará éste su dimisión; no podiendo 
quedar en el Gabinete ninguno de los Ministros, si ha sido 
unánime el juicio del Consejo.
Art. 20.—Basta la firma deí Ministro para que sean cumplidas 
las notas oficíales en que ordene la ejecución de las leyes, los 
reglamentos y  las disposiciones vigentes, o  sobre asuntos del 
despacho, o  transcribiendo decretos o  resoluciones.
Art. 21.—N o  será permitido a ninguna autoridad exigir la fir­
ma del Presidente de la República en las notas dirigidas por 
cualquiera de los Ministros, ni interpretar las órdenes que reci­
ban de acuerdo con la ley.
Art. 22.—N o se cumplirán las órdenes libradas en carta par­
ticular.
Art. 23.—Los Ministros cuidarán de resolver, a la brevedad po­
sible, los asuntos de particulares que se presenten a su despa­
cho, procurando no dar una sustanciación innecesaria a los 
expedientes que cursen en los Ministerios, podiendo pedir in­
formes a los funcionarios públicos de su dependencia, en los 
casos que crean conveniente.
Art. 24.—Los Ministros resolverán, sin necesidad de acordar con 
el Presidente de la República, los asuntos comunes sobre cum­
plimiento de leyes y  reglamentos.
Art. 25.— El Congreso podrá usar del voto de censura para 
desaprobar la conducta de un Ministro, por faltas que cometa 
en el ejercicio de sus funciones.
Art. 26.—Los Ministros son directamente responsables de todos 
sus actos administrativos.
Art. 27.—Los Ministros responderán solidariamente de las re­
soluciones que se acuerden y  expiden en Consejo, si no consta, 
en el acta respectiva, que han salvado sus votos.
Art. 28.—Las deliberaciones del Consejo se dícidírán por mayo­
ría de votos. Si hay empate, lo  resolverá el Presidente del 
Consejo que, sólo en este caso, tendrá dos votos.
Art. 29. —Cuando la voluntad del Presidente de la República 
sc  sobreponga al acuerdo del Ministerio, adoptando medidas 
contrarías a las leyes y  a los intereses del país, sólo podrá 
justificarse la irresponsabilidad de los Ministros con las renun­
cias de sus Carteras o la inmediata separación del Gabinete.
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Art. 30.— Cada Ministro tendrá un réglamelo, r. j  
Presidente de la República. En él se detall, 
nes de sos empleados, el orden que ha de s e r / '"  M °Í "? 'IC“ )'  
cho y  en el servicio de la oftóna en el d«Pa-
Art. 3 1 ,-L o s  Ministros darán audiencia al público durrn'e el 
tiempo que, al efecto, señalarán. 1
Art. 32.—En los actos públicos y  del servicio, los Ministros 

' 0.CUP-1r'1"  c\ Iuf  .r dcsP“ «  d'l  la Nación, presididos po
tLJló lS d '“ 0nS£'°  V St8:Ün ° rdCn enun:¡ado en el ar-
Art. 33.—Sí por cualquier circunstancia, llegaren a faltar los 
funcionarios que, según el articulo 7I de la Conslitución, deben 
subrogar al Presidente de la República, le reemplazará el Pre- 
sidente del Uonsejo de Ministros.
Art. 34 .-LO S subsecretarios de Estado serán nombrados por el 
Presidente de la República, a propuesta del respectivo Ministro. 
Art. 35.—El Secretario del Consejo lo será el Subsecretario del 
Ministro cuyo Jefe ejerza la presidencia.
El Secretario redactará las actas y  documentos del Consejo, 
guardará los libros, será responsable de ellos y entregará copia 
de las actas al Presidente de la República.
Art. 36.—Después de firmada el acta los Ministros no pueden 
añadir aclaración, ni explicación alguna. Las palabras que sean 
menester enmendar, entrerrenglonar o testar, se salvarán al final, 
antes de que sea firmada el acta.

Linderacion de parroquias. El señor Presidente insinúa a la Academia la 
R. F. N°. 49 necesidad de que se proceda a determinar, de una manera clara 
Po 72 Y precisa, la linderacion de las parroquias del Cantón Quito, para

evitar los inconvenientes que se presentan en la práctica. 
Linderacion de parroquias. Como la misma necesidad e idénticas dificulta- 
R. F. N°. 49 des existen respecto de la linderacion de las provincias y  can­

tones cu que se divide la República, el señor Presidente de la 
Academia propone que se dirija, a más del oficio para el señor 
Presidente del Concejo Municipal del Cantón Quito, otro para 
ti señor Ministro de lo Interior y  Municipalidades, poniéndole 
de manifiesto la conveniencia de que, con el objeto de some­
terlo al próximo Congreso Ordinario, se prepare un proyecto 
de ley que contenga la antedicha linderación.

Letra de cambio. Notas a la Convención de la Haya de 1912, con vista 
U. F. No. 5 J de las leyes del Ecuador, sobre Letras de Cambio y Pagarés a la 

,70 Orden.
Por el señor doctor Manuel R . Balarczo.

Ley de jornaleros. Ley de Jornaleros. . . „ p  .
R. F. No. 55 Exposición del señor doctor Víctor Manuel Pcnahcrrcra, Prest

Pír. 72 
1917.

PáR. 55 
J9I0.

Expo:_____—  --------- -
dente de la Academia de Abogados

Letras de cambio. Notas comparativas entre las le} es dcl  lá y a
R. F. No. 5b Reglamento uniforme, aprobado por la Convención de la Haya, 
Pig. 160 de 1912, sobre Letras de Cambio y Pagarés a la Orden.
I,,S’ Por el señor doctor Manuel R . Balarczo.
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Ley sobre el comercio de opio. La Ley sobre el comercio de 0p¡0|
R. F. FK 59 cronada en J9Í6, ha producido en la practica efectos muv j . 
Pdg. 38 tintos de aquellos que el legislador se propuso, y  además
,9,9> su aplicación ofrece muchas dudas y  vacilaciones; la expres T

ley no contiene disposición alguna con  respecto al trámite **** 
debe seguirse para el juzgamiento y  castigo de los infractores* 
pueden ser penados con multa de quinientos a cinco mil sucre^ 
los dueños de los fumaderos, mientras que los fumadores o  las 
personas que hagan uso indebido son consideradas com o enfer­
mas y  recluidas en un hospital y  mientras dure el tratamiento" 
Sería conveniente que la Academia de A bogados propusiera 
una reforma.
Sentencia pronunciada por el Comisario 2.° N acional de Gua­
yaquil.
Exposición que hace a la Academia el señor I. B. M .
La Presidencia comisiona al Sr. Dr. F. Alberto Darquca para 
que informe sobre dichas observaciones.

Ley O rgánica del P oder Judicial. E S T U D IO S JU RID ICOS:
R. F. N°. 60 La competencia por razón de las personas se determina al tiern­
a s  49 po del hecho punible o al tiempo del juzgamiento?.— Sentido

de las disposiciones de los Arts. Í3  y  Í7 de la L ey Orgánica 
del Poder Judicial, relativas al caso.—Jurisprudencia de los tribu­
nales.— Reforma legal necesaria.
El Sr. Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, en vísta de la divergen­
cia de pareceres que se ha presentado en nuestro foro, cree 
conveniente y  oportuno, que se agregue a la L ey Orgánica del 
Poder Judicial una disposición expresa y  clara, en el sentido de 
que, al tratarse de infracciones oficiales, esto es, cometidas en 
ejercicio de las funciones públicas o  con abuso de la autoridad, 
se apliquen las respectivas reglas de los Arts. 13 y  17, aunque 
la causa se promueva cuando los funcionarios responsables ha­
yan cesado en el cargo.

Libelo. Oscuridad. Incompetencia de jurisdicción y  oscuridad de libelo.— 
R. F. N°. 60 ¿Cuál de estas excepciones deberá ser resucita con prioridad? — 

Precedencia y  causalidad.—’O bjeto y  fin de aquellas dilatorias. 
— Primera solemnidad sustancial.—N ulidad en el procedimiento. 
— La jurisdicción no depende de la estructura de la demanda, 
de la voluntad del juez ni de las partes.—Jurisprudencia fran­
cesa.—Inflexibílídad de la regla de que el juez ante todo y  so­
bre todo ha de asegurar su competencia.— El término ineficacia 
comprende tanto a la nulidad absoluta com o a la relativa. 
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Cuenca, por el 
Dr. L. Torres.

L a u d o  a r b it r a l . Laudo arbitral dictado por el señor don Carlos Pcrez Quí- 
F'l42°* ^  hónez, en los asuntos sometidos a su resolución por los here- 

jgfg deros del señor José María Lasso.

Lesiones. 
R. F. N°. 
Pig. 206 
J9J9.

Tratándose de heridas o  lesiones que, reconocidas, han ocasiona- 
62 Jo después la muerte, ocurre casi siempre que los jueces orde­

nan la autopsia del fallecido; y , si ésta se ha omitido, o no se
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ha verificado con las formalidades del i t
proceso por no estar debidamente , c aran n°lo el
lito, no obstante—repctim^—habe°s^Pori*cf¡r-id C° Crp°  deI
nocimiento con los requisitos debidos. ' ‘ °  antes cI rcco'
Nuestro Código prescribe la autopsia: 1 ■
muere de repente (Art. 82, inciso 1.-); y  2 ° E„ l U"'1 P5rSOna 
humación, si el reconocimiento del cadíver no se hubiere pncU 
cado antes de sepultarlo (Art. 74, inciso 2."); es decir ni ^ i  f  
ta de inquirir la verdadera causa de la muerte de uná pe"rso,n 
pero no cuando esta fallece a consecuencia de un altnHdó 
punible, como son las heridas o lesiones debidamente reconoci­
das en cuyo caso no puede anularse la causa por falta de com- 
probación del cuerpo del delito.
Ampliando unas indicaciones, por el doctor I. Bohórquer M.

Legislación. Legislación sobre el Cheque, por el Dr. Manuel R. Balare-o 
R. F. N°. 72 
Pág. SI
1922.

Legislación ecuatoriana. Un opúsculo inédito del Dr. Luis F. Borja. Lo 
R. F. No. 76 publica el Dr. Luis Felipe Borja (hijo). Contiene un estudio 
1923 30 hístóríco-crítico de la legislación vigente en el Ecuador en el

' año de I90Í. Se examina compendiosamente la Ley Orgánica
del Poder Judicial, el Código Civil, el Código de Enjuiciamien­
tos Civiles, el Código de Comercio, el Código Penal y el Có­
digo de Enjuiciamientos en materia criminal.

LIkites de la ley penal. Límites de la ley penal en el espacio*
R. F. N°. 76 I. Infracciones cometidas en el territorio de la República. 
Pág. 46 H, Infracciones cometidas en territorio extranjero.
59 * Por el Dr. Francisco Pérez Borja.

Ley O rgánica del P oder Judicial. Observaciones a la Ley Orgánica del 
R. F. N°. 76 Poder Judicial, por el Dr. A . A . Torres.
Pág. 52
1923.

Ley O rgánica del P oder Judicial. El Dr. Alfonso Miranda propone la si- 
R. F. N°. 76 guíenle consulta* a la Academia: «La creación de las Cortes de 
Pág 62 Ibarra y  Ambato han suscitado algunas dificultades en la trami-
,933* tación de los juicios con relación al nombramiento de asesores.

En una causa que se ha seguido en el cantón de Otavalo, se 
nombró para asesor a un abogado residente en Quito, cuando 
creadas ya dichas Cortes aún no funcionaban por no haber si­
do nombrados los Ministros respectivos. Sustanciado gran P*1r_ 
te del juicio con la intervención de dicho asesor, una de las 
partes alegó la nulidad del proceso, fundándose en la dispost- 
ción del Art. 183 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; y pre­
gunta a la docta Corporación si es o no procedente la nulidad, 
y  en caso afirmativo, si puede declarársela aún cuando no se 
la hubiese alegado a su debido tiempo.
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Ley O rgánica del P oder Judicial. Respecto cíe la consulta anterior 
R. F. N». 76 Dr. Miranda, presenta su opinión por escrito el Sr. D * i í eI 
P*S> 68 Augusto Bueno. r‘ ^ n-

Ley O rgánica del P oder Judicial. El Sr. Dr. José María Bustamante r 
R. F. N«. 77 ponde, por escrito, a la consulta propuesta a la Academia 6S'  
Páj». Mí ej Sr. Dr. Alfonso Miranda. 4 p° r
J923.
Legislación ecuatoriana actual. Legislación ecuatoriana actual.— LcrH  
R. F. N°. 82 ción civil sustantiva.— Código Civil. -Leyes posteriores. —
Pdg. 259 cedimiento Civil.—Legislación penal sustantiva.— ProcedimÍei°' 
J924‘ to penal.— Código de Comercio.— La Academia de A bogad os /1'

Trabajo del Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, para el «Mundo 
Bolivaríano».

L iquidación del capital, intereses y  costas. El Sr. Dr. M odesto A. Peña- 
R. F. N°. 82 herrera expone que con suma frecuencia en los juicios eje- 
Pág. 302 cutivos se ordena el embargo de propiedades cuantiosas y aún 

■" se procede al remate sin saberse definitivamente el valor a que
asciende el capital, intereses y costas materia de la ejecución* 
sin base, por tanto, para el importantísimo efecto de la califica­
ción de las posturas; pues no son raros los casos, agrega, de 
que los pagos parciales se liquíden en juicio verbal sumario con 
posterioridad al remate, y  de ellos resulte de poca significación 
el valor del crédito.
Los concurrentes consideran fundada la observación del doctor 
Peñaherrera y  dicen que la liquidación debe ser practicada antes 
de expedirse el mandamiento de ejecución.

L iquidación del capital, intereses y  costas. El Sr. Dr. Víctor M . Peñahe- 
R. F. N°. 82 rrera, Presidente de la Academia, manifiesta respecto del Art. 
« f c  ^  520 (Código de Enjuiciamiento Civil), que ordena que la ape­

lación del ejecutado no obsta a que se trabe embargo de bienes; 
que antes, el embargo ño podía tener lugar sino después de la 
sentencia expedida en el juicio ejecutivo en última instancia, 
caso de que se hubiera apelado del primer fallo; después se 
adoptó la disposición de que cuando la ejecución se sigue fun­
dada en título hipotecario o  en sentencia ejecutoriada, pueda 
pedirse la orden de embargo después del auto de pago, y  de la 
sentencia de primera instancia ‘en todos los demás casos, y 
y  para hacer más clara esta disposición se puso en la ley aun­
que se funde la ejecución en un título quirografario. Pero debe 
tenerse en cuenta los inconvenientes del sistema, ya que puede 
decirse que el auto de pago se expide por un juez ad-hoc, co­
mo es el asesor nombrado por exclusivas influencias del ejecu­
tante, para expedirlo, asi, pues, convendría adoptar un tempe­
ramento para impedir embargos ilegales, y  los peligros anexos 
del depósito y  de la ínalíenabilidad de los bienes, estableciendo 
que, en todo caso, sólo puede establecerse embargo de los bie­
nes después de la primera sentencia y  que la apelación del eje­
cutado no suspenderá la jurisdicción en el juez inferior. 
Discútese esta proposición y  se la niega.
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Liquidación del capital, intereses y costas. Se ¡nsinúi t, . .  ,
K. F. N°. 82 nñadir una reforma en el lítulo de las d¡"oo-iéi„ ncccs,dnd ¿t  
Pir. 310 el sentido de que, sí según la sentencia dcb ieriT  Conll,In<;s’ e"
1924. cíán del crédito o  pagos parciales, T h  ele r '

antes del mandamiento de ejecución, a lin de ,t a a 
pa a punto fijo por qué cantidad se efectúa el V » 1 d.£u.d°r 
pueda pagarla. ' c4uerimiento y

Ley O rgánica del P oder Judicial. Proyecto de reformas de la T n  ■
R. F. N-. 89 nica del Poder Judicial, presentado por I ?  Corte S™ Sa ' 
f»2<i.238 J“ !,id íl nI SCñ0r Pfisidcn!c Provisional déla República. ^

L A  J U N T A  DE GOBIERNO PROVISIONAL;
D E C R E T A ;

Las siguientes reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Art. í.°  AI final de la atribución quinta del artículo 14, en 
vez de «y  contra los Comandantes Generales. . »  dígase; «y 
contra los Jefes de Estado Mayor y de Zona, por crímenes y 
delitos comunes»; y  la atribución sexta comenzará así: «Cono­
cer de las causas criminales contra los Conjueces de la Corte Su­
prema o de las Superiores, por infracciones.......».
Art. 2.°— Suprimida, como atribución de la Corte Suprema, la 
18 del articulo 14, se la pondrá como articulo, en lugar del 55, 
en la siguiente forma: «La Corte Suprema y  las Superiores po­
drán suspender del ejercicio de la profesión a los abogados, en 
los casos del artículo 191 y  en los demás en que a juicio de la 
Corte se hubieren hecho indignos de su elevado ministerio o 
de la confianza que en ellos deposita la ley.
Las Cortes, para ejercer la facultad que Ies concede el inciso 
anterior, oirán previamente, con todo lo actuado, al abogado a 
quien se trate de suspender en el ejercicio profesional».
Art. 3.°—El artículo 16 dirá: «Habrá en la República seis Cor­
tes Superiores, que residirán, respectivamente, en Quito, Riob.nin­
fea, Cuenca, Loja, Guayaquil y  Portovícjo. Las de Quito y 
Guayaquil se dividnrán, para el despacho de sus asuntos, en 
dos Salas compuestas cada una de tres Ministros Jueces; y  las 
de Riobamba, Cuenca, Loja y  Portovicjo se formarán .».
Art. 4.—El articulo 18 dirá: «La Corte Superior de Quito ejer­
cerá su jurisdicción en las provincias del Carchi, Imbabura, 
Pichincha, León y  la Oriental Ñapo Pastaza; la de Riobamba, 
en Tungurahua, Chímborazo y  Bolívar; la de Cuenca, en Ca­
ñar, Azuay y  la Oriental Santiago Zamora: la de Loja......»»
Art. 5.°— Al artículo 19, como atribución í.*, agreguése la si­
guiente: «Conocer en primera y  segunda instancia de las cau­
sas criminales que, por infracciones comunes, se promuevan 
contra los Senadores y  Diputados, durante el período para el 
cual fueren elegidos»; y  la actual Í.J, dirá: «Conocer en primera 
y  segunda instancia de las causas que, por mal desempeño en
el ejercicio de sus funciones, o por infracciones comunes, se
promuevan contra los Rectores de las Universidades, Jetes Eo­
líticos . ...»•
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Art. 6.° Los dos últimos pontos del inciso 2.° de ln
8.a del articulo Í9, dirán: Concurrirán a ella los g* a .Ic'^n 
porteros del Tribunal, los Jueces Letrados, Alcaldes c * ‘0S y 
Ies, Jueces Parroquiales, Intendentes y  Comisarios de J?*?1.51'  
con sus respectivos Secretarios, los Agentes Fiscales 1Q 
baños, los Alguaciles M ayores y  M enores y  los Defcns^ 
Pobres de todas las instancias. La Corte impondrá ja° rCS .de 
de cinco a diez sucres a los que fallen a las vi^iti* '■ m° “ a 
justa comprobada». Em ca« a
Art» 7.a A  la misma atribución 8.a deí artículo Í9 
el siguiente inciso: «Las visitas particulares se harán DQUCfC 
menos, una vez en cada mes y  en los días que señale ]a Cn f ° 
donde la hubiere? donde nó, los Jueces Letrados y , a f a lt a d  
éstos, los Alcaldes Cantonales. Concurrirán a estas visitas todo6 
los empleados que, designados en el inciso anterior, hubieren e S 
la Capital de la Provincia o , en su caso, en la cabecera del Ca °  
ton; y  la Corle, los jueces Letrados y  Alcaldes Cantonales po­
drán imponer, en su caso, la multa de dos a seis sucres a lo­
que, sin justa causa dejaren de concurrir.»
Art. 8.° Suprímanse las palabras «Ibarra y  A m bato» de los ar­
tículos 24, 33 y  34.
Art. 9.° El articulo 28 dirá: «L os Ministros de las Cortes asis­
tirán, diariamente al despacho, por el tiempo de seis horas que 
podrá prorrogar el Presidente en caso necesario.»
Art. ÍO. A l artículo 36 agréguese, com o número í.°, el siguien­
te: «Asistir al despacho por el m ismo tiempo que los Ministros 
Jueces»; y  en el número ÍO, dirá: «Rendir pruebas e interponer 
los recursos convenientes cn los asuntos de su cargo.»
Art. í í .  El artículo 44 concluirá así: «Se dará copía legal ele 
estos votos a quien lo solicite, a su costa; y , caso de concederse 
el recurso de tercera instancia, se agregará al proceso copia de 
ellos, a costa del recurrente».
Alt. Í2. El articulo 45 dirá: «L os  Ministros o  Conjueces que 
hubieren asistido a la relación de la causa, serán, cn todo caso, 
los que la resuelvan, excepto cn los de destitución, excusa, re­
cusación, enfermedad o ausencia u otro m otivo que impida 
concurrir al despacho por más de un mes, salir de la República 
e impedimento de ejercer la abogacía.»
Art. Í3. Suprímase el inciso 2,° del articulo 52.
Art. Í4. En lugar de los artículos 54 y  55, pónganse los si­
guientes: «En las causas civiles, cn las cuales no tengan interés 
el Fisco, las Municipalidades y  los establecimientos públicos de 
Instrucción y  Beneficencia, puestas cn estado de relación, cual­
quiera de las partes podrá pedir la formación de un tribunal o 
Sala de Conjucces, para que las resuelva sin consideración al 
orden prescrito en el artículo 2Í8.
Pedida la formación deí tribunal o de la sala, los Ministros 
nombrarán el número de Conjucces que, respectivamente, deban 
componer el tribunal o  la sala de Con jueces; y, nombrados, se 
Ies pasará el proceso, para que, hecha la relación, se pronuncíe 
el fallo correspondiente.
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podrá solicitar la formación de un trí 
Yt en tal caso, se procederá, en todo, 
artículo.

11,11 °  sai a de v^onjucccs; 
como lo dispone el mismo

Art. 15. El inciso 3.° del artículo 56, dirá: «Los Jueces Letra-* 
dos serán elegidos por la Corte Suprema: durarán tres años.. ». 
Art. 16. A l artículo 58 agréguese la siguiente atribución: «Ha-, 
cer las visitas generales y  particulares de cárceles en los lugares 
de su residencia, sí no hay Corte; y, practicadas las visitas, dar 
cuenta ai respectivo tribunal superior, del resultado de ellas». 
Art. 17. El inciso í.° del artículo 65 dirá: «Para ser Alcalde 
Cantonal se necesita ser ciudadano en ejercicio de la ciudadanía, 
mayor de veinticinco años, de notoria buena conducta y  tener 
domicilio en el Cantón».
Art. 18. La atribución 5." del artículo 66 dirá: «En los canto­
nes donde no residan las Cortes Superiores ni los Jueces Letra­
dos, hacer las visitas . »
Art. 19. El artículo 70 dirá: «Para ser juez parroquial se re­
quiere ser ciudadano en ejercicio de los derechos de ciudadanía, 
vecino de la parroquia y  de honradez notoria».
Art. 20. El inciso 1.“ del artículo 73 concluirá asi: «En este 
libro extenderán, poderes, testamentos y  demás instrumentos 
públicos en que intervengan, de los cuales darán a los interesa­
dos las copias que Ies pidan, expresando la página o páginas 
del libro en que tales instrumentos se encuentran»; y  al inciso 2.° 
agréguese: «Para devolver los documentos reconocidos el juez 
expresará a continuación de ellos, la página en que consta esta 
razón, bajo pena de cuatro a veinticinco sucres de multa, que le 
impondrá el juez superior».
Art. 21. El artículo 159 dirá: «Hasta que las Municipalidades 
expidan reglamento de cárceles. »
Art. 22. El artículo 167 terminará así: «Durante tres años».
Art. 23. A l artículo 168 agréguese este número: «3.° Solicitar 
la práctica de las pruebas requeridas por las causas criminales y 
de hacienda, cuidando de que, al actuarlas, se observen las dis-

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



artículo 3.°! y  para serlo de los juzgados cantonales, se nee ■ 
además, haber ejercido, con buen crédito, la abogacía d u S'ta’ 
tres años. tantc
Art. 25.— Suprímense el 2.° del artículo 174 y  el artículo tan 
y, después del 181, póngase el siguiente: «L os jueces ’ 
quiales podrán nombrar asesores para el conocimiento d c l ° '  
causas de ínfima cuantía! y  los nombrados, que no podrán ^  
cusarse sino por m otivo legal, no tendrán derecho a, ,  , ‘ enume­ración alguna».
Art. 26.— Del artículo 185, inciso l.°, suprímase la frase « 
ante algunas délas superiores»} y  el último punto del mismo 
inciso dirá: «E l tribunal reglamentará la forma de examen} y e 
caso de aprobación, expedirá el título, del cual se tomará ^ 6 °  
en la respectiva matrícula». ‘ n
Art. 27.—A l inciso 2.° del artículo 189, después de «Auditores» 
agréguese: «Secretarios». *

. Art. 28.—El artículo 195, en vez de «tres sucres diarios», dirá:
«diez sucres diarios».
Art. 29.—En los artículos 196 y  199, después de «asesores» 
agréguese: «Secretarios ad-hoc» ;  y  en el 202, después de «aseso­
res», agréguese: «Secretarios».
Art. 30.— El inciso 3.° del artículo 214, dirá: «En todos los días 
Hábiles Habrá despacho en los tribunales y  juzgados, por seis 
Horas, de nueve a doce del día y  de dos a cinco de la tarde». 
Art. 31.— Del inciso í .°  del artículo 215, que se lo  declaia vi­
gente, suprímase la frase «desde el primero Hasta el diez de 
agosto inclusive».
Art. 32.—Los artículos 216, 217 y  225, que seguirán rigiendo, 
se los trasladará, respectivamente, a la Sección IX  del Libro II, 
Título I, del Código de Enjuiciamiento Civil, al parágrafo 3.° 
de la Sección V E  de los mismos título y  libro, y  al T ítulo III, 
Libro II, Disposiciones Comunes.
Art. 33.— El artículo 228 dirá: «L os  jueces o tribunales ante 
quienes se presentaren copias de instrumentos públicos en los que 
aparezca Haberse violado lo dispuesto en la segunda parte del 
artículo 42 de la Ley de Aranceles, podrán imponer, al funcio­
nario que las Hubiere autorizado, multa hasta de veinte sucres, 
la que, en caso de reincidencia, podrá ser Hasta de cuarenta 
sucres».
Art. 34. —A l inciso 3.° del articulo 229, agruéguese: «La multa 
no podrá exceder de cincuenta sucres».
Art. 35.— En el artículo 230, en vez de «dos a veinte sucres 
diarios», dígase: «de dos a cinco sucres diarios»} y, al final agré­
guese: «la multa no excederá de cien sucres».
Observaciones relativas al proyecto que antecede.
Por el Dr. Víctor Manuel PeñaHerrera.

L ey O rgánica del P oder Judicial. El señor Ministro de lo Interior trans- 
F* N°. 93 cribe a la Academia las comunicaciones del Subsecretario de 

1 Hacienda y  del Presidente de la Corte Superior de Quito, en 
que se exponen varías razones para que se reformen los Art. 125 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, agregando a ésta tam-
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Ley de 
R . F . N ' 
P àg.'3 l8  
1927.

feíén un artículo; y  Í07Í del Códicm A* t7„¡, . . .
Con tal objeto se envía el siguiente proyecto:1* "116“ 10 QvU*

EL PRESID EN TE PROVISIONAL DE LA  REPUBLICA 
D E C R E T A :

4' " dd •lr,iCül0125 d £ h
Art. 2." AI Titulo IV (Disposiciones comunes) de la mcncio- 
nada Ley, anadase el siguiente artículo: «Art. 235.-E n ningún 
caso se suspenderán os despachos en los juzgados y tribunales 
de la República por el hecho de que las partes no hubieren dado 
el papel sellado que corresponda. En estos casos, las actuado- 
nes y  resoluciones se extenderán en papel común o en el de 
valor deficiente dado por las partes y  en la próxima providen­
cia los jueces ordenaran que se cobre al omiso un valor en 
timbres móviles igual al cuadruplo de lo omitido.—Los timbres 
se adherirá al papel común o al deficiente y  serán anulados por 
el actuario respectivo».
Art. 3.°—El artículo 107Í del Código de Enjuiciamcnto Civil, 
dirá; «La parte que haga una solicitud estará obligada a sumi­
nistrar el papel y  los derechos necesarios para la práctica de 
las diligencias consiguientes. Los actuarios recordarán a los 
omisos la sanción establecida, respecto del papel, por el artículo 
235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y  del cumplimiento 
de esta advertencia sentarán una razón que no causará dere­
chos. Los actuarios que descuidaren esta obligación incurrirán 
en las mismas responsabilidades de las partes en cuanto al cua­
druplo del valor omitido.
Art. 4.°— El señor Ministro de Justicio encárgucsc de la cjecu 
ción de este Decreto.
Dado, etc.

A ranceles de derechos judiciales. También el señor Ministro de 
>. 93 lo Interior y  Justicia somete a la consideración de la Academia 

el siguiente proyecto de reformas a la Ley de Aranceles Judiciales:
EL PRESID EN TE PR O V ISIO N AL DE LA REPUBLIBA,

D E C R E T A :
Artr í .°— El artículo 25 de la Ley de Aranceles de Derechos 
Judiciales, dirá:
«L os Anatadorcs de Hipotecas tendrán los derechos siguientes: 
í ." —Dos sucres por cada inscripción, inclusive el certificado en 
el título, si todo no excediere de una foja. Si excediere, sesen­
ta centavos por cada una de las siguientes, inclusive derechos 
de amanuense;
2,°—Un sucre por cada cancelación o nueva inscripción, as, co­
mo por cada certificado que dieren, inclusive amanuense en a 
forma del artículo anterior. El papel timbrado lo costeara la 
parte! y,
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3,0— Los derechos por copia de inscripción y  busca en cada 
ríodo de treinta años, serán de tres sucres». ‘ ‘ pc*
Art. 2.°—El articulo 42 de la propia L ey dirá:
«L os derechos de los amanuenses serán:
jo ,— Un sucre por cada foja de matriz en las escrituras de m '
de doscientos sucres, y  en las de menos de esta suma, sesenta
centavos?
2. °— Sesenta centavos por cada foja escrita a la mano y  ochen­
ta centavos a la máquina. Cada plana deberá contener treinta 
y  dos renglones y  cada renglón de siete a diez palabras;
3. °— Diez centavos por cada razón y  cinco centavos por cada pro­
veído;
4. °— Diez centavos por cada citación fuera de la oficina y  cinco 
centavos por cada una de las que se hiciere dentro de ella;
5. °—En las diligencias cuya práctica demanda mucho tiempo 
tales com o juntas de familia, inspección ocular, etc., el ama­
nuense ganará la mitad de los derechos que corresponden al 
escribano o juez parroquial, en su caso; y
6. °— Si se trasladaren a otro lugar, la remuneración se estipula­
rá con el interesado; mas, a falta de estipulación, cobrarán la 
mitad de los derechos de un escribano o de un juez parroquial, 
según la cuantía».
Art. 3 .°--E l señor Ministro de Justicia, etc., encargúese de la 
ejecución del presente Decreto.
Dado, etc.

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d i c i a l . Observaciones al proyecto de reformas 
R. F. N°. 94 a la L ey Orgánica del Poder Judicial, enviado por la Corte Su-
Pág. 5J prema, e indicaciones de la Sección de Justicia, a base de otros

proyectos y  estudios que se han hecho.
O ficio del señor Ministro de lo Interior.

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d i c i a l . Continúa el estudio del Proyecto de 
R. F. N°. 94 reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, enviado al Mt- 

67 nísterío de Justicia por la Excm a Corte Suprema.
Se toman en cuenta las observaciones hechas por la Sección de 
Justicia de dicho Departamento.

/  L e y  d e  C h e q u e s . El señor doctor Pablo Mariano Borja se dirige al señor
R. F. N°. 95 Secretario Privado de la Presidencia de la República, para que

73 se PonfTa despacho las observaciones formuladas por ¿1, ni
proyecto de reformas de algunos artículos de la L ey  de Cheques, 
suscrito por las Instituciones de Crédito de la Capital.

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d i c i a l . Se pone al estudio el proyecto de refor- 
R. F. No. 95 mas a Ja Ley Orgánica del Poder Judicial, elaborado por la 
; 9á| ; 114 Corte Suprema,

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d i c i a l . Continúa el estudio del proyecto de re- 
pi *5 formas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, elaborado por la
J928. Corte Suprema, y  remitido por el Ministerio de Justicia con sus

observaciones.
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BEF. ° R“ N’'CMiSste^°oD dRc f e a l  ptoyecto de“ r fo m «  ot?‘ 7 acio“ ! dtl 
r ^ “ 9 ' “  d£‘  P ° d“  Prcsentldopm 0 ' ^ -
L e y  O r g a n i c a  d e l  P o d e r  Ju d ic ia l . E n  estud io  la s  ob se rv ir inu .,,

s eF-.2T  95 5°r i Minisi£f  t 10 i "1" -  v ^ c t X c o r errPr ; s fosPdg. d e  r e fo r m ? s  a  la  L e y  O re a n ic a  dpi P n d p r  t a - • t Pcoy cci°
' ’ 28- p o r  la  E x c m a .  C o rte  S u p re m a  J P rCSCnU d°

L e y  O R G A N IC A  d e l  P o d e r  J u d ic ia l . Continúa el estudio de las 
R. F. N°. 95 propuestas a la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Pág. *35 '
»928.

reform as

L e y  O R G A N IC A  d e l  P o d e r  J u d i c i a l . Se discute el proyecto de reformas a la 
R. F. N°. 96 Ley Orgánica del Poder Judicial, formulado por la Excma. Cor­
roí; tc SuPrem;v dc Justicia, y  las observaciones de la sección respcc-

tiva del Ministerio de lo Interior.

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d ic ia l . La Academia se ocupa dc la discusión 
R. F. N». 96 de las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial y  de las 

*67 observaciones del Ministerio de Justicia.

L e y  O r g á n i c a  d e  H a c i e n d a . Se pone en consideración el Art. 8S dc la 
R. F. N°. 96 Ley Orgánica de Hacienda, y  se acuerda manifestar al Minis- 
T9JÍ) J7° ferio Just‘c*a ^ue s‘  ^ en Academia no cree que con la 

disposición citada se ha derogado el Decreto Legislativo dc 1912, 
por el cual tiene la Academia de Abogados la facultad de revi- 
sar y  editar los Códigos y  Leyes dc la República, pero que, sin 
embargo, era necesario dc una declaración expresa al respecto

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d ic ia l . E n  estudio las observaciones del Mi- 
R. F. No. 96 niesterio, referentes a las reformas a la Ley Orgánica del Poder 
Pie. 173 Judicial.

L e y  O r g á n i c a  d e  H a c i e n d a . El señor Ministro de Hacienda, por medio dc 
R. F. N°. 96 un oficio, contesta a la Academia manifestándole que la dispo- 

,79 síción prohibitiva que contiene el artículo 88 de la Ley Orgáni- 
930‘ ca dc Hacienda, no afecta al encargo especial dado por la Le­

gislatura a la Academia de Abogados para la revisión y  publi­
cación dc los Códigos y  Leyes de la República, conforme al 
Decreto sancionado el 4 dc octubre de 1912.

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d ic ia l . Continúa el estudio dc las reformas a 
R. F. No. 96 H Ley Orgánica del Poder Judicial y  las observaciones del Mi- 
***** 180 nisterio dc Justicia.

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d i c i a l . Se pone el estudio el proyecto de re- 
R. F. No. 96 formas formulado por la Corte Suprema de Justicia y  las obscr- 

188 vaciones del Ministerio respectivo.

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r  J u d ic ia l . Continúa el estudio del proyecto de re 
R. F. N°. 96 formas de la Ley Orgánica del Poder Judicial formulado p r 
Pí& >S9 la Excma. Corte Suprema de Justicia y  las observaciones del Mi-
»930. nisterio de lo Interior.
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Se pone al estadio el proyecto de .
uixuMo «. . . . __/ - ¡ca del Poder Judicial formulado por ,

Exana."Corte Suprema de Justicia y  las observaciones hechas 
por el Ministerio de lo Interior.

kEr. S f  « ' “ ormas L erS^ánica  * 'I Poder Judicial formulado ^o/ía
1 J95 _ ^  * O    * ~ Ai* Inerir '* ') 1) l ile  A n c o e r r ^ / ' ' « - - -  » *

1930.

L e v  O r g à n ic a  d e l  P o d e r  J u d i c i a l . Prosigue ¿  s tu d io  del proyecto de re- 
r , F. N°. 96 formas a la Ley Organica del Poder Judicial, elaborado por la 
Pág. 205 Corte Suprema de Justicia.
1930.
Ley de Registro Civil. El señor Director General de Registro Civil, somc- 
R. F. N°. 97 te a la consideración de la Academia un proyecto de ley de 
Pág. 54 Registro Civil, a fin de que, si lo tiene por conveniente, lo re- 
^30. mita al próximo Congreso.

L i b e r t a d  d e l  e j e r c ic io  p r o f e s i o n a l . Los Srs. Drs. Modesto A . Peñaherrc- 
R. F, N°. 99 ra y  Francisco Chíriboga Bustamante, presentan un informe, en- 
Pág. 227 tfC ¿tros, acerca del punto indicado, que se relaciona con las
J93J* reformas de la ley y  su correspondiente armonía con la Consti­

tución de la República, que deben ser objeto de proyectos que 
la Academia formule para presentarlos a la próxima Legislatura.

Leyes del T rabajo. Los Drs. J. A . Caíisto Ch. y  Manuel José Aguirre 
R. F.N°. 99 solicitan el parecer de la Academia acerca de los siguientes 
Tw  249 puntos»
]93J* í.° Debería comprender la Legislación del Trabajo, sólo al

trabajador asalariado, o a toda relación entre una persona que 
presta su servicio y  otra que remunera el servicio o  trabajo?
2.° El empleado público debería tener una legislación admi­
nistrativa especial o  es un trabajador del Patrón Estado?

L e y e s  d e l  T r a b a j o . Se pone en consideración de la Academia los puntos 
R. F. N°. 99 consultados por los Drs. Calisto y  Aguirre.

L e y e s  d e l  T r a b a j o . Se lee la consulta de los Drs. Calisto y  Aguirre y  
p* F5P5°’ "  coa&ráa su estudio.

El Dr. Modesto A. Pcñaherrera hace la siguiente moción» «La 
Academia cree que deben dictarse leyes sobre el trabajo, que 
comprendan todas las órdenes de actividad de una persona, 
puesta al servicio de ótra que le remunera} pero esto debe ha­
cerse sistemáticamente, ejerciendo la comisión nombrada por el 
Ministerio de Previsión Social, sus facultades en un sentido más 
amplio, para lo cual debería dejarse para otro momento la for­
mación de los respectivos proyectos, ya que en la actualidad, 
por el poco tiempo de que se dispone, no podría hacerse con 
el estudio  ̂y  meditación que asunto de tanta importancia requiere. 
Esta moción es aprobada.

rErEStvô >̂ RABA;0* discusión ^ s  leyes del trabajo que deben incorpo- 
Pág. *J37 * rarse en la nueva edición del Código Civil.
1932.
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L ibertad. E l señor Juez Segundo de Letras de Pichincha n ,  r . . .
V « « '  ,02 S ° ?'• ’  .dirige * 1“  Academia la siguient“ ^ , * *Pág. J66 
J932. Se .m ea un sumar,o contra N . N., por haber causado heridas 

mvol.untar.as Código Penal); se le reduce a la
cárcel y  se pract.can las diligencias del sumario; mas, en este 
intervalo, se vencen los dos meses de prisión, que la ley seña­
la como máximum? pregunta! se le pondrá en libertad a N . N. 
o  se le dejara preso, hasta que termine el juicio?; es decir, con­
tinuara detenido por diez o doce meses más, hasta que se ex­
pida la sentencia, que muchas veces sube a la Corte Superior, 
en cónsulta o por .apelación?

L ibertad. La Academia continúa ocupándose del estudio de la consulta 
R. F. No. J03 enunciada por el Dr. Reinaldo Crespo Guillén, en una de las 
J93E2 258 sesiones anteriores.

Libertad. Terminada la discusión de la consulta formulada por el Dr. Refr­
ié  F. N°. 105 naldo Crespo Guillén, y  se acuerda no resolverla, por cuanto 

25 l° s t u n a le s  Justicia se hallan conociendo de un recurso ín­
timamente ligado con la consulta, y  que seguramente la motivó

L iquidación del capital, intereses y  costas. El Dr. I. Bohórquez M. so- 
R. F. N°. IJO mete a la consideración de la Academia el punto relativo a la 

147 interpretación del Art. 520 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
9 ' en armonía con el 547 del mismo cuerpo de leyes. (Reforma

de ÍO de enero de 1928).

L iquidación del capital, intereses y costas. Los miembros de la Acade- 
R. F. N». JlO mia concurrentes opinan unánimemente que el embargo cabe 
Pág. 156 ordenarse no sólo en los casos de haberse podido decretar en el
I933‘ auto de pago por fundarse la ejecución en título hipotecario o

en sentencia ejecutoriada, sino en todos los de sentencia conde­
natoria en juicio ejecutivo, no obstante la apelación de la 
sentencia.

LiouidaciOn del capital, intereses y costas. Continúa el estudio de la 
R. F. N». J11 consulta del Dr. I. Bohórquez M., relativa a que si es necesario 
PAg. 221 que al mandamiento de ejecución preceda la liquidación ¡del crc-
í933' dito, en juicio verbal sumario.

L ipuidacion del capital, intereses y costas. Se cierra el debate de la con- 
R. F. N". III sulta anterior, y  tomada votación sobre si, en todo caso, es 
Pig. 230 menester la liquidación previa del crédito en juicio verba su-
1̂ 23. marío, para que se dicte el mandamiento de ejecución, el Dr.

Modesto A . Peñahcrrera dice; debe efectuarse sólo en los ca­
sos del Art. 547, siempre que, a juicio del juez, sea menester

El Dr. Chiriboga Bustamantei la liquidación debe efectuarse só­
lo a base de sentencia ejecutoriada. , _  . , , . ,
El Dr. Ponce Borja: el Art. 547 del Código de En;ulc,amiento 
Civil, es aplicable al 520; en consecuencia, el juicio verbal su­
mario de liquidación debe verificarse aunque se hubiere apela- 
do de la sentencia.
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Los Drs. Borrero, Guerra y  Yela: la liquidación debe ve T  
se sólo en los casos en que haya necesidad de hacerla. rillCar‘  
El Dr. Salvador» la reforma de Í928 al Art. 547, es*úna d* 
sición general que presupone sentencia ejecutoriada; el c ° lŜ 0' 
Ar. 520 es una excepción a la que no se extiende' fa 3f °  
antedicha, ya que el embargo, en este caso, sólo tiene reÍ0rnia 
jeto asegurar al acreedor el pago de su crédito, y. nnr í ? r ot)'  
hace falta la liquidación. to» no
El Dr. Alfonso Miranda y  el Dr. Antonio José Borja: U y 
dación debe practicarse en todos los casos en que l í o *  
lo ordene. Sentcncia
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M unicipalida d. JURISPRUDENCIA DE NUESTROS TRIBUNALES 
5; F' m 0’ 14 l ï icio sc« uido p °r-Jorge Ruperti contra la Municipalidad "de 
j9jg4 Montecristi, por dinero.

Responsabilidad de los Concejos Municipales por los daños y 
perjuicios que pueden ocusionar, en el ejercicio de los actos de 
administración que Ies corresponde como órganos del Poder 
Público.

M inistro Fiscal. Despojo ejecutado por el Gobierno.—Juez competente para 
R* 96 cste juicio.-Intervención del Ministro Fiscal.—Posesión de una
9̂1*4 44 isla.—Habilitación de salinas.

Manifiesto presentado ante la Excma. Corte Suprema de Jus­
ticia, por el Sr. Dr. Luis Felipe Borja (hijo).

M atrimonio. De la responsabilidad de la mujer para el pago de las deudas 
R. F. N°. 48 contraídas durante el matrimonio. 
fotg-7 1 Estudio del Dr. Manuel María Borrero.

M inistros. El Dr. Julio Aguirre Overweg remite a la Academia de Abo- 
R. F. N°. 49 g-ados un proyecto de Ley de Ministros, que se halla publicado 
Pág. 67 en la letra L de este volumen. Es presentado con el objeto 

de que se publique en la «Revista Forense» y  se haga conocer 
de los abogados de la República para que manifiesten si seria 
conveniente su adopción.

M unicipalida des. El Fisco, las Municipalidades, las Iglesias y  demás perso- 
R. F. N°. 5í ñas de que trata el inciso ?.° del Art. 1676 del Código Civil, 

147 no necesitan autorización Judicial ni intervención del defensor
de menores en ninguno de sus actos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor Manuel Peñaherrera.

M andatarios. Los autos no causan ejecutoria sino cuando deciden lo contro- 
R. F. No. 54 vertido.—Los jueces no pueden ampliar los términos perento- 

1 ríos, y  si lo hacen, la ampliación no surte ningún efecto.-
I9,S* Naturaleza del depósito.-Cóm o se prueba la entrega de la co­

sa depositada.—El depósito por medio de mandatarios.
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Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. D 
Luís Felipe Borja. ‘  r‘

■ Mandato. JURISPRUDENCIA: '
r F. No. 54 Cuando el mandatario general del demandado se niega al s, 
Pág. 20 dtado con la demanda a ejercer el poder en el jtiicío, d ¿fe "
1918. contar con el mandante,—El mandato posterior en quc no 7

conceden al mandatario las mismas facultades concedidas en el 
primero, constituye revocación de las no comprendidas en ci 
segundo.—Aún cuando el ejecutado no proponga excepciones 
el juez debe absolver en la sentencia sí el título no es ejecutivo’ 
—El Gerente de una sociedad necesita peder especial para obli­
garla por medio de fianzas.— Cuando tal poder no existe, no se 
trata de la nulidad sino de la no existencia de la obligación. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.

M utuo consentimiento. JURISPRUDENCIA DE LO S TR IB U N A LE S.
R. F. N°. 61 Una cuestión palpitante y  una reforma necesaria.
Pág 95 En el juicio de divorcio por mutuo consentimiento, ¿ejerce el 
J919, juez jurisdicción contenciosa o  voluntaría?

Estudio del Dr. Víctor Manuel PeñaEerrera.
En los juicios por falsedad, alteración, mutilación o suplantación 

de instrumentos públicos o privados, ocurre frecuentemente que 
tales piezas forman parte integrante de procesos civiles o  cri­
minales, y  los jueces de estas causas se niegan a remitir los 
documentos origínales que constituyen el cuerpo del delito.
Sería conveniente establecer una disposición que obligara a los 
jueces remitir los documentos origínales que se les solicitare por 
orden judicial y  que sean necesarios para seguir un procedi­
miento criminal.
Ampliando unas indicaciones, por el Dr. Ildefonso Bohórquez M. 

M e n o r e s . U N A GRAVE CU ESTIO N  JU RIDICA:
Pá F* 190°’ 70 ^ ^r. ^ r* ^ n’ ^ u*s Borja (Lijo), se dirige a la H. Cáma-
1921. ° ra del Senado, por medio de una exposición, para que, sea en

forma de ley interpretativa, sea reformando las respectivas dis­
posiciones legales, se declare:
f.° Que no es necesaria la intervención de curadores ad lítem 
en los juicios de inventarío y  partición de bienes;
2.° Que no debe intervenir el defensor de menores en ningún 
acto, contrato ni juicio en que tengan interés menores que es­
tán bajo la patria potestad.

Se pone en consideración de la Academia la siguiente consulta 
Pág. J94 * del Vocal Sr. Dr. Moisés Luna, sobre si en los juicios que ín-
1921. teresan a menores que están bajo patria potestad y  son represen­

tados por el padre o madre que la ejerza, debe también inter­
venir como parte el defensor de menores, conforme lo prescri­
to en el Art. 1079 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
ferrado el debate, todos los concurrentes estuvieron conformes 
en que no es necesaria la intervención del defensor de menores 
en los juicios que interesan a éstos, cuando están bajo la pa­
tria potestad.

Mutilación. 
R. F. N». 62 
Pág. 207 
1919.
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Municipal, 
r . F. N°. 70 
Pig. J94 
1921.

«En el ano pasado se eligieron cuatro concejeros principales 
para el bremo de 1921 a 1922, y  del escrutinio resultó un solo 
suplente. El Conce,o que efectuó el escrutinio, creyó de su de- 
a '  •'cuerdo con la facultad conten¡da en el inciso 4.” del
Art. 8. de la Ley de Régimen Municipal, estaba en el caso de 
nombrar tres vocales para que, de este modo, fueran cuatro los 
suplentes, asi como eran cuatro los principales, para integrar el 
Concejo; y  así lo hizo. Mas, al tratarse de la posesión a di­
chos vocales, algunos miembros del Concejo actual se oponen 
a ello, alegando que el Concejo escrutador del año pasado no 
tuvo derecho para hacer tales nombramientos, fundándose, para 
ello, en el mismo inciso del Art. 8.° de la Ley anteriormente citada. 
Ahora bien, este Ayuntamiento desea saber si el Concejo escru­
tador tuvo facultad para hacer tales nombramientos o competía 
nombrarlos al Concejo actual».
El señor Presidente de la Academia comisiona al señor Secre­
tario, Dr. F. Alberto Darquea, para que informe al respecto en 
la próxima sesión.

M enores. La Academia considera los casos en que deben intervenir cura- 
R. F. N°. 70 dores ad-litem, relacionando este punto con la resolución que 

197 antecede, sentando el principio general de que el nombramiento 
de aquéllos debe hacerse cuando haya contraposición de inte­
reses entre los hijos y  los padres; y  continúa el debate sobre 
este principio.

M unicipal. 
R. F. N°. 70 
Pig. J99 
J92I.

La Academia aprueba el informe presentado por el Sr. Dr. F. 
Alberto Darquea, Secretario de la Corporación, acerca de la 
consulta del señor Presidente del M. I. Concejo Cantonal de 
Montúfar, informe que anota esta conclusión: «En el caso del 
inciso 4.° del Art. 8.° de la Ley de Régimen Municipal, esto es, 
cuando a falta de suplentes en una elección, las Municipalida­
des deben integrarse con vocales nombrados por ellas mismas, 
creo que estos nombramientos tiene que hacerlos el mismo 
Concejo cesante que verifica el escrutinio y  califica a los nue­
vos concejales elegidos por el voto popular para el bieno si­
guiente, pues estimo que tal facultad debe considerarse como al­
go inherente y  complementario de la misma función del escruti­
nio y  calificación dichos, que tienen por objeto dejar organiza­
do el personal de que ha de componerse el nuevo Concejo, toda 
vez que aún puede suceder que éste no tenga otra manera de 
integrarse que con los vocales nombrados a falta de suplentes, 
que es precisamente lo que ha previsto la ley en la disposición
antes mentada». ,
Como se indica, la Academia aprueba este informe con la adi­
ción de que, cuando el Concejo escrutador no hubiere Hecho Jos 
nombramientos de vocales de que se trata, podra hacerlos 
nuevo Concejo.
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m j r í á M S R “ *“  “  D I“ CHO c,V ttDos reformas jurídicas:
í,»—La exclusión de bienes de la mujer casada.

■2/—La libre enajenación de los inmuebles de ella dentro de 1 
sociedad conyugal. _ a
Estudio del Dr. Víctor Manuel Penaherrera.

Pág. 3 
J922.

M u n i c i p a l .  El señor Presidente del Concejo Municipal de Guaranda, Sc
R. F. N°. 72 dirige a la Academia y  solícita su opinión acerca de este puntos
Pág- »51 «El X. Concejo Municipal, en sesión de abril de 1922, de fc_
J922, cha 6, acuerda consultar: Sí declarada la nulidad de los escru­

tinios y  calificación de los miembros de esta Municipalidad, por 
la Excma. Corte Superior de este Distrito; por el mismo hecho 
según el parecer del señor Procurador Síndico de este Munici­
pio, los remates de los ramos municipales, verificados antes de 
la declaratoria de tal nulidad, es com o sí no se hubieran verifi­
cado, ya que la respectiva Junta compuesta por el Presidente 
del Concejo, Procurador Síndico y  Tesorero, no eran tales au­
toridades, y  por ser un contrato bilateral y  al no haber interve­
nido una de las partes contratantes, no había personería y  por 
lo tanto era como si no se hubieran efectuado tales remates. 
Por otra parte, se cree también que aún cuando sean nulos los 
remates mencionados, éstos subsisten mientras no haya decisión 

. judicial de la referida nulidad para cada caso concreto, ya que 
e l . Concejo Municipal no era juez para decidir, por si solo, la 
declaratoria de dichas nulidades, y  que precisamente por ser un 
contrato bilateral era necesario el consentimiento de ambas par­
tes contratantes y  por lo mismo el Concejo no podía proceder 
a nuevos remates de los ramos municipales de este Cantón».

Multa. JURISPRUDENCIA:
R. F. N°. 74 Los instrumentos otorgados a favor de los Bancos Hipotecarios 

307 no son títulos ejecutivos sí no se hallan registrados en la Teso­
rería de Hacienda.—Estipulado el pago de una obligación por 
dividendos periódicos, la prescripción extintiva del derecho co­
mienza desde que cada dividendo se hizo exígible, y  no desde 
la fecha en que debió pagarse el último dividendo.— La prescrip­
ción extintiva, por expresa disposición del Art. 2496 del Códi­
go Civil, se funda en el no ejercicio del derecho, en no haber 
hecho uso de la facultad de ejercerlo.— N o  cabe la tramitación 
ejecutiva ni aún para los Bancos Hipotecarios cuando ha pres­
ento la acción ejecutiva.— Las reglas de la prescripción, institu­
ción de derecho público, se aplican también a los derechos de 
los Bancos Hipotecarios.—N o cabe condenar en juicio ejecutivo 
al pago de la multa estipulada, sí no constan en el titulo res- 
pectvo los datos para liquidar la multa.— N o  es legal condenar 
en la sentencia al pago de intereses no demandados.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja,
Sentencias.
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M unicipal, 
r . F. N°. 76 
Pie 72 
1923.

M ujeres. 
R. F. N°. 
Pág. 209 
Í924.

!a , dJ Ia Ley de Régimen Municipal para hacer el nom­
bramiento de Anotador de Hipotecas»

S  « A ,Caf emTÍa °PÁna -i“ '  “ Virtud de haberse 
19n9d u L A ? '  f 8 Í C n  ,  Irey en la Legislatura de

y  eI 4S, d.e Ia -t!e R ig‘mcn Municipal en la de (912, este 
ultano prevalecía spbre el primero; por consiguiente, los Ano-
t  dcbfa,n scr e,eS:idos por los Conceios, del
20 al 30 de diciembre y  durar un año en sus cargos.

« f  ^ J E R E a “ 0  S0BRE EL ESTAD0 LEGAL DE LAS
Política.— Ciudadanía.— Derechos de propiedad.—El divorcio.— 
Los bíjos.
Estudio de los Drs. José María Pérez E. y  Homero Vítcri La- 
fronte, para la «Unión Panamericana».

M atrimonio, 
r . F. N°. 83 
Pág. 83 
1925.

El Dr. Augusto Bueno consulta sobre sí en un juicio de divor­
cio, en que es parte un menor, debe contarse también con el 
defensor de menores, además del defensor de matrimonios y 
del curador ad lítem.
'Tomada votación sobre el punto en debate, que queda plantea­
do en el sentido de sí es o  no necesaria la intervención del de­
fensor de menores, siempre que sea parte un menor en un jui­
cio sobre matrimonio, o sí basta la intervención del defensor de 
matrimonios, la Academia se decide, con el voto negativo del 
Sr. Dr. Baquero, en que sí es necesaria la intervención del de­
fensor de menores.

M atrimonio. El Sr. Dr. Modesto A. Peñaherrera somete el caso, de si en 
R. F. N°. 84 una demanda de divorcio de un menor, por mutuo consentí- 

miento, es suficiente que el curador manifieste ese consenti­
miento, o  se requiere que el mismo menor sea quien lo exprese.

M atrimonio. A  propósito de la cuestión anterior, el señor Presidente de la 
R. F. N°. 84 Academia, Dr. N . Clemente Ponce, dices A  fin de llegar a una
fo-jx 97 conclusión, vamos por partes» Estudiemos primero el problema
9251 en el sentido de si es necesaria la intervención del pupilo, o

si basta el consentimiento del curador; luego, como segunda 
cuestión, si dicho consentimiento debe constar en la demanda, 
y  por fin, si aquél debe ser persistente.

M atrimonio. Respecto del primer punto planteado en la consulta anterior, 
R. F. N°. 84 tomados los votos, por conceptuarse suficientemente discutido,

99 sc reSuelve que debe intervenir en el juicio de divorcio el me-
,925' ñor, con su voluntad a asentimiento.

M atrimonio. 
R. F. No. 84 
Pág. 99 
J925.

Sc somete .a discusión el segundo punto, relativo a la necesi­
dad de que a más del consentimiento del menor, sea necesario 
el consentimiento del curador.
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M atrimonio, 
r . F. N°. 84 
Pág. loa
J 925.

Matrimonio. 
R. F, N°. 84 
Pág. 109 
1925.

Matrimonio.
R. F. N“. 84 
Pig. 114 
1925.

Matrimonio. 
R. F. N°. 84 
Pág. JJ4
J925.

Matrimonio.
R. F. No. 84 
Pág. JI7 
1925.

El Sr. Dr. Augusto Bueno consulta a la Academia sobre r 
dispuesto en el Alt. 28 de la L ey de _ Matrimonio Civil, „1° 
dice que es competente para el drvorcro el juez del domicili' 
de cualquiera de los cónyuges. En el caso de haberse p rcs ‘ 
lado en otro lugar el respectivo juicio, y  manifestado después 
los cónyuges que prorrogan expresamente la jurisdicción al juez 
de ese lugar, ¿es válida y  se puede aceptar dicha prorrogación? 
El señor doctor Modesto A . Penaherrera manifiesta que en ese 
caso es imprrogablc la jurisdicción! que ya la jurisprudencia ha 
resuelto el punto; que las partes ni pueden prorrogar la jutis‘_ 
dicción en algunos casos de fueros privilegiados com o el pre­
sente, pue se funda en consideraciones de orden público, como 
-a seria admisible la prorrogación en asuntos que demandenHU SCIlrt r ------- o
conocim ientos locales o vísta de o jos .
La Academia Lace suyas las consideraciones emitid; 
señor doctor Peñaherrera y  resuelve en sentido negativo

Se continúa estudiando el punto relativo al divorcio del menor. 
Luego el señor Presidente insinúa la conveniencia de generali­
zar la tesis, aclarando el planteamiento del problema en el sen­
tido de si es o nó necesario el consentimiento o autorización 
del curador para el divorcio.
El señor doctor Manuel R. Balarezo, entre otros razonamientos, 
expone: Mediante la ínstítucicíón del divorcio por mutuo con­
sentimiento, se La reconocido precisamente la existencia de mo­
tivos, que no deben ni pueden ser sometidos a la calificación 
de persona alguna: y  que ni el juez ni el curador pueden apre­
ciarlos. El menor es el único que verá cuando la vida de ma­
trimonio se ha Lecho imposible de sobrellevar, y  cuándo el 
matrimonio no es susceptible de contribuir al perfeccionamiento 
de los cónyuges. Esto no puede dejarse a la apreciación del 
curador, porque constituiría un desorden y  una inmoralidad que 
no pueden ser consagrados en la ley.
Por conceptuarse suficientemente discutido este punto, se pasa 
a estudiar la forma en que se La de hacer valer en juicio el 
consentimiento. El señor Presidente Lace constar que los seño­
res Vocales que profesan ía opinión de que se requiere que 
intervenga el curador en el consentimiento, estaban de acuer­
do con lo resuelto por la Corte Suprema.

El señor doctor Manuel R . Balarezo plantea esta cuestión: 
«Sí el consentimiento del pupilo debía manifestarse en la de­
manda, o podía ser anterior al juicio, con o sin autorización del 
curador».
El señor doctor Modesto A , Peñaherrera propone el caso de 

haberse otorgado el consentimiento mediante escritura pública 
En la cual el menor había designado también el curador para el 
juicio.

Después de haberse expuesto las consideraciones que constan 
en los debates, se resuelve que en el divorcio del menor no 
bastaría la intervención de un curador ad-lítem, sino que sería 
necesaria la de un curador especial.
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M atrimonio.
R. F. No. 84 
Pág. JJ7 
J 925.

M atrimonio, 
r . F. N°. 89 
Pág. 269 
1926.

M atrimonio. 
R. F. N». 89 
Pág. 274 
J926.
M atrimonio. 
R. F. N°. 93 
Pág. 3J4 
J927.

M atrimonio. 
R. F. N°. 93 
Pág. 323 
1927.

M andato.
R. F. N». 96 
Pág. 7J
J930.

Se discute también sí debe haber persistencia en el consenti­
miento hasta el momento de la sentencia! si debía ser perma- nente o era revocable. perma
Se plantea asimismo el caso de que después de otorgado el poder 
en una escritura publica, inmediatamente, o en el intervalo, hasta 
hacerlo valer en inicio cayese el menor en demencia.

El señor doctor Francisco Péree Borja propone ala  Academia 
la siguiente consulta: «Puede el juez competente en lo criminal 
declarar la nulidad de un matrimonio, cuando dicha nulidad 
o  validez es el antecedente necesario para la existencia de una 
infracción, o  se presenta como incidente en un juicio criminal?»

Continúa la discusión de la consulta formulada por el señor 
doctor Francisco Pérez Borja, que consta en la proposición 
anterior.

El señor Ministro de Justicia se dirige a la Academia de 
Abogados y  solicita su parecer acerca de la petición presentada 
a ese Departamento por Pedro Pablo Vásquez y  Ernestina Gar- 
cés, quienes, exponen: que por un disgusto pasajero, han solici­
tado el divorcio por mutuo consentimiento; y , una vez dísuelto 
el vínculo matrimonial, pronto han comprendido el error en 
que habían incurrido; que, en esta situación y  continuando uni­
das sus voluntades han solicitado del señor Jefe Político de 
Ambato la celebración del nuevo matrimonio, obteniendo la ne­
gativa de este funcionario, por haber interpretado las leyes 
respectivas en el sentido de que era menestar esperar dos años 
desde la fecha en que se ejecutorió la sentencia de divorcio.

La Academia de Abogados emite su parecer acerca de la so­
licitud de Pedro Pablo Vásquez y  Ernestina Garcés, en estos 
términos: «Que se conteste al Ministerio, manifestando que, de 
acuerdo con la Ley de Matrimonio Civil, las personas que sus­
criben la solicitud, en atención al texto clarísimo de la Ley 
Reformatoria de la de Matrimonio Civil de Í9Í0, no pueden 
contraer matrimonio por el momento, ya que, en concepto de 
la Academia, se trata de una inhabilidad establecida por el Le­
gislador y  por el tiempo que en dicha Ley se expresa.»

e pone en discusión la sugerencia del doctor Rafael N. Arcos, 
reclacíonada con la práctica que se ha introducido de firmar 
una persona por ótra, con sólo la expresión de «por autoriza­
ción», y  que sería conveniente una aclaración al respecto, de­
terminando que cuando se firma por otra persona implique un 
mandato. Esta indicación se la hizo al estudiarse la reforma 
propuesta por el Ministerio al inciso 2o. del Art. J22 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. La Presidencia dispone que por 
cuestión de orden, se discuta la indicación hecha por el Minis­
terio, y  luego se entre a considerar la indicación del Sr. Dr. 
Arcos. En estudio la reforma propuesta por el Ministerio, se 
la niega
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Steue la discusión del mismo asunto y  después de ello, el s 
Presidente indica que la disposición se la redacte en Ioa ,¡ 
unientes términos! «El hecho de firmar una persona por 6ln  
por simple autorización o por ruego, implica mandatos salvó 
los casos de firmarse a ruego de quien no sohe hacerlo, 0 
enfermedad, dehiendo expresarse esta circunstancia».
En estudio dicha proposición, se la acepta, resolviéndose que 
conste en un proyecto de reformas al C ódigo de Enjuiciamien­
to Civil que puede remitirse a la Asamblea Nacional, para su 
aprobación.

Modificación esencial. Las partes pueden modificar por escritura privada 
R. F. N°. 99 ío pactado en escritura pública, siempre que la modificación 
Pág. 20J sca accidental, no sustancial.—La modificación en la cosa o en
1931. ej pjecío, es modificación esencial, aún cuando por ello la

compraventa no degenere en otro contrato distinto.—Ñ o  puede 
alterarse por escritura privada el precio de un inmueble pacta­
do en escritura pública.—La confesión no puede alterar sus­
tancialmente un contrato que debe constar de escritura pública. 
Alegato presentado ante la Corte Superior de Quito, por el 
Sr. Dr. ISf. Clemente Ponce.
Alegato presentado ante la Excelentísima Corte Suprema de 
Justicia, por el Sr. Dr. N . Clemente Ponce.
Resoluciones.

M odificación de la  demanda.— Constituye modificación, y  nó cambio de la 
R. F. N°. J02 demanda, el agregar como fundamento de ésta un segundo tf- 

tolo en que se rebaja el tipo de los intereses y  el tiempo por 
93 ' el cual se los podría cobrar, dejando vigente todo lo demás del

primer título.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor M. Peñaherrera.
Resoluciones.

M andato. Por la muerte del mandante no se extingue el mandato para 
Pá F\«°* 111 ple‘tos> si se La empezado a desempeñar. Los herederos del 
1933. mandante, no sus legatarios, suceden en sus derechos y  obliga­

ciones.—La acción de despojo, para la restitución de la cosa 
e indemnización de perjuicios, pertenece a la persona del des­
pojado.—Los legatarios suceden en los derechos relativos a la 
especie legada; no en los que exclusivamente pertenecieron a 
la persona del testador.— La cosa legada debe entregarse al 
legatario en el estado en que se hallaba a la muerte del testa­
dor; pero no tiene derecho el legatario a exigir el ‘ valor de los 
perjuicios derivados de los menoscabos que la cosa legada hu­
biese padecido antes de la muerte del testador.— Opinión de 
Baudry La-Cantineríe.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N. 
Clemente Ponce.
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Ia Corte Suprema d c 'J“ s,ida’ «-« cIPdg. 163 
J933.

M andato. La excepción de ser falso un despojo no se concilla con la ale- 
R F. No. 111 gación de no haberse determinado en la demanda la cosa des- 
1933. pojada. Juicios petitorios y  juicios posesorios.—Posesión ma­

terial y  posesión^ civil.- Naturaleza del juicio sobre recupera­
ción de la posesión? en este juicio a nada conduce la diserta­
ción sobre actos de mera facultad y  actos meramente tolerados. 
— Se analizan los fundamentos de la sentencia de primera ins­
tancia.
Alegato presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por el 
Sr. Dr. Carlos Casares.
Sentencias.

M andamiento de  ejecución. La Academia se ocupa del estudio del síguien- 
R. F. No. IIJ te punto jurídico? «Sí es necesario que al mandamiento de eje- 

221 cucíón preceda la liquidación del crédito en juicio verbal su­
mario, no obstante haberse apelado de la sentencia y  dada la 
facultad del ejecutante para solicitar el embargo de bienes, con 
sentencia favorable».

M andamiento de  ejecución. Se cierra el debate y  tomada votación sobre 
R. F. N°. III si, en todo caso es menester la liquidación previa del crédito 

230 cn íu‘c‘ °  verkal sumario, para que se dicte el mandamiento de 
I933, ejecución, el Dr. Peñahcrrera dice? Debe efectuarse sólo en los

casos del Art. 547, siempre que, a juicio del juez, sea menes­
ter tal liquidación.
El Dr. Chíriboga Bustamante? La liquidación debe efectuarse 
sólo a base de sentencia ejecutoriada.
El Dr. Poncc Borja? El Art. 547 del Código de Enjuiciamien­
to Civil, es aplicable al 520? en consecuencia, el juicio verbal 
sumario de liquidación debe verificarse aunque se hubiere ape­
lado de la sentencia.
Los Drs. Borrero, Guerra y Yela: La liquidación debe verifi­
carse sólo cn los casos en que haya necesidad de hacerla.
El Dr. Salvador? La reforma de 1928 al Art. 547 es una dis­
posición general que presupone sentencia ejecutoriada; el caso 
del Art. 520 es una excepción a la que no se extiende la re­
forma antedicha, ya que el embargo, en este caso, sólo tiene 
por objeto asegurar al acreedor el pago de su crédito, y, por 
esto no hace falta la liquidación. f ..
Los Drs. Miranda y  Antonio José Borja dicen que la li­
quidación debe practicarse en todos los casos en que la sen­
tencia lo ordene.
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J V

N uu d ad  d e  actuaciones judiciales. La declaración de nulidad de actuacio- 
2 «  '  nES 'udtc‘ “ Ies> n,° súl°  destruye las'anuladas sino que repone el

J9I3. procej °  a* estado en que estuvo cuando se com etió la omisión
que dió lugar a la nulidad.
Conclusión aceptada por la Academia.

N ulidad de procesos. Diversas clases de jurisdicción.—Intervención de los 
R. F. Nos. 8 peritos-—Nombramiento de asesores. -Nulidad de ‘procesos.
Páe. 63 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.
J9J3, Luís Felipe Borja.

N uu d ad . Reivindicación.—Diversas clases de nulidad.—Prescripción.
R. F. Nos. JO Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.
Pág*. J09 Luis FeIipC Boría‘
J9J3.
N uu d ad . Nulidad absoluta y  nulidad relativa.- -Posesión efectiva.— Qué 
R. F. No. 2J clase de nulidad produce la falta de ésta antes de la venta de 
fqu  2*’í f ° s ínmue^ es Hereditarios.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.
Resoluciones.

N ulidad de  co n tra to . CUESTIONES JURIDICAS:
R. F. N°. 24 Derecho Constitucional.

1 El Congreso declara nulo un contrato determinado.
9 ' Se pregunta: ¿Esta declaración es obligatoria para el Poder Ju­

dicial, de suerte que éste, caso de litigio entre los contratantes, 
haya de aceptarla de modo necesario, como ley de la República? 
•Estudio del Dr. N . Clemente Ponce.

N ovacióm . 
R. F. Nos. 36 
y 37 
Pág. J3
J9¿6.

Lo que debe contener la demanda.—Cuando se demanda espe­
cies indeterminadas de cierto géneio, debe necesariamente ex­
presarse la cantidad.—N o siempre se confunden la cantidad que 
se demanda y  la cuantía del juício.-Necesidad de determinar, 
de modo preciso, el origen de la obligación demandada.—Cuan.
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y  45 
Pág. 242 
J9J6-

Ao la demanda no tiene los requisitos legales, el juez dcbc 
chazarla en la sentencia, no obstante no haberse opuesto fe e 
cepción dilatoria respectiva .-N ovaaón .— Diversas especies de 
novación.—Para que haya novación, no siempre se necesita qUe 
lo declaren las partes.-V erdadero sentido del Art. 1624 del Có­
digo Civil: su relación con el Derecho Rom ano y  otras legisla 
dones.—Cuando el acreedor gira una letra de cambio por el va­
lor de la deuda, la aceptación de la letra por el librado, produ. 
ce novación.—Efectos de la aceptación de la letra de cambio; 
el librado que la acepta no se obliga para con el librador, ni 
para con el actual tenedor de la letra, sino para con quien la 
tenga al tiempo de su vencimiento.— Obligación de indemnizar 
los perjuicios provenientes de haber obtenido un secuestro, si 
después se declara la no existencia del crédito. Esta obligación 
existía por el Código Civil, aún antes de que en el de Enjui­
ciamientos Civiles se pusiese la disposición del Art. 964.—¿Ca­
be que alguna vez el ejercicio de alguna acción o defensa judi­
cial, cause obligación de indemnizar perjuicios, aparte de la de 
pagar las costas procesales?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por el 
Sr. Dr. N. Clemente Ponce.

Nulidad de testamento. Juicio de nulidad de testamento.
R. F. No*.-44 4 TParte I.

Pas dr intérêt pas d iction .
Parte II.
Debe constar del mismo testamento la circunstancia de haberse 
observado, al otorgarlo, todas las formalidades necesarias para 
su validez?—En qué forma debe hacerse esa constancia?—Doc­
trina jurídica.—Jurisprudencia de los tribunales de Chile. Juris­
prudencia francesa. Jurisprudencia ecuatoriana.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por el 
señor doctor Victor M. Peñaherrera.

N ulidad. Se discute el proyecto de reformas del Código de Enjuiciamiento 
R. F. No*. 44 Civil, sobre providencias preventivas o precautorias. Inconve­

nientes que acaso tendría el que la venta de la cosa cuya enaje­
nación estaba prohibida, adolezca de nulidad absoluta. ¿Habría 
objeto ilícito en dicha enajenación com o la hay en la de las 
cosas embargadas cuando se verifica sin que el juez la autorice 
o el acreedor consienta en ello?

N ulidad de elecciones. Estudio sobre la Ley de Elecciones. Las Cortes 
Pd * ' £ *  48 Superiores son competentes para declarar la nulidad de elcccío- 

nes que hagan los Concejos Municipales.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por cl Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

Nulidad. ¿Propuesto un juicio de divorcio, por mutuo consentimiento, ante 
Pig 'ItS  88 Un ^ ca^ 6 Municipal, que no es el del domicilio de ninguno
1917. de i°s cónyuges, es nulo el juicio, atenta la disposición del Art.

28 de la Ley de Matrimonio Civil, o  cabe la prorrogación de 
la jurisdicción por razón del territorio, según las reglas generales?

y 45 
Píg. 299 
I9J6.
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N ulidad» ¿Propuesto un juicio de divorcio, por mutuo consi»ntimíe„i„
R. F. FK 54 un Atenido Municipal, que no’  c  ̂ ct del d S T

do los cdoyujes, os nulo el ¡uicio, atenta la disposición del 
Art. 28 de la Ley de Matr.monio Civil, o cabe la prorrogación
generalcs?ISd<CCÍOn P° '  r'1Z° n dd  te" !torí°> se8"n Ias reglas 
Continua la discusión.

Pág. 47 
J9J8-

N ulidad en el procedimiento. Incompetencia de jurisdicción y  oscuridad de 
F *?**60 Iib,eI° :  *CuáJ de cstas excepciones deberá ser resuelta con prío- 

, 9$  rídad? Precedencia y  causalidad. Objeto y  fin de aquellas dilato­
rias. Primera solemnidad sustancial. Nulidad en el procedimiento. 
La jurisdicción no depende de la estructura de la demanda, de la 
voluntad del juez ni de las partes. Jurisprudencia francesa. Inflexi- 
bílídad de la regla de que el juez ante todo y  sobre todo ha de 
asegurar su competencia. El término ineficacia comprende tan­
to a la nulidad absoluta como a la relativa.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Cuenca, por el 
Sr. Dr. L. Torres.

N uudad. Casi todos los juicios crimínales se anulan, no por falta de com- 
R. F. No. 60 probación del cuerpo del delito, sino por haberse omitido la cí- 
Pjf1? 81 tacíón a las partes con el nombramiento de peritos.

Indicación a una reforma en materia de procedimiento penal, 
por I. B. M.

N uudad. Tratándose de heridas o  lesiones que, reconocidas, han ocasíona- 
R. F. N°. 62 do después la muerte, ocurre casi siempre que los jueces orde- 
Pág. 206 nan la autopsia del fallecido; y, si ésta se ha omitido, o no 

se ha verificado con las formalidades del caso, declaran nulo el 
proceso por no estar debidamente comprobado el cuerpo del de­
lito no obstante, repetimos haberse practicado antes el recono­
cimiento con los requisitos debidos.
Nuestro Código prescribe la autopsia! U° cuando una persona 
mucre de repente (Art. 82, inciso í.°)j y  2.° en el caso de ex­
humación, si el reconocimiento del cadáver no se hubiere practi­
cado antes de sepultarlo (Art. 74, inciso 2.°); es decir, sí se trata 
de inquirir la verdadera causa de la muerte de una persona, pe­
ro nó cuando ésta fallece a consecuencia de un atentado puni­
ble, como son las heridas o  lesiones debidamente reconocidas, 
en cuyo caso no puede anularse la causa por falta de compro­
bación del cuerpo del delito.
.Ampliando unas indicaciones, por I. B. M.

N ulidad. 
R. F. No. 64 
Pág. 145 
1920.

El señor Presidente de la Academia manifiesta los¡inconvenientes 
que ha presentado en la práctica la adición del N.» 12 del Art. 
232 que se introdujo en la edición vigente del Código de En­
juiciamientos Criminales al tratar de las causas de nulidad en los 
juicios sometidos ai Jurado, pues si la comprobación del cuerpo 
del delito es una cuestión de fondo que se «.a ra n a  al tiempo de 
expedir el auto motivado, y  si el Jurado se pronuncia también 
al respecto, al responder en el veredicto, que es constante el 
hecho! no hay por qué hacer déla  falta de esa comprobación
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un caso de nulidad del proceso alterando el sistema general. „  
lativo a las nulidades 7 dando I"?'11, * 9“ e t °d °  juicio de jUr, 
dos venga a la Corte Suprema, sin que en la casi totalidad de 
los casos haya otro mira que la de retardar la terminación del 
juicio y  la aplicación de la pena. Com o estuvieran de acuerdo 
en este punto todos los concurrentes, quedó aprobado el artícu 
lo en debate, en la parte relativa a la supresión del N .° 12 del 
Art. 232 del Código vigente.

N u l i d a d  d e  i n s c r i p c i ó n .  La viuda a quien, en la participación de los gañan­
ía F. No. 67 cíales, se le adjudica una casa comprada por el marido, tiene 
Pág. 3J5 derecho de demandar al vendedor la inscripción del título.
I92°* La sentencia que declara la nulidad absoluta de la inscripción,

restablece el derecho de exigir que ésta se practique, el que no 
prescribe por el transcurso del tiempo intermedio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, poe el señor doc­
tor Manuel R . Balarezo.

N u l i d a d  d e  i n s c r i p c i ó n .  CUESTIONES DE D E R E C H O  T R A T A D A S :
R. F. No. 67 I,—La acción del comprador para la entrega, es personal. Muer- 
Pág. 338 t0 ej comprador de bienes raíces antes de la inscripción, no 
i m  puede demandarla la viuda, sólo por habérsele adjudicado el

inmueble, si no se le ha trasmitido también ese derecho personal. 
II.—La acción para reclamar la inscripción prescribe en veinte 
años, y  si ésta es nula, el plazo corre, no desde la sentencia de 
nulidad, sino desde el contrato;
IH.—Efecto retroactivo de las sentencias. Debe suponerse que 
la nulidad fué declarada en el momento m ismo del acto nulo. 
Este es el sentido del Art. 1.677; es decir, se retrotraen los 
efectos de la nulidad al momento del acto nulo; mas no se 
traslada el acto nulo a la fecha de la sentencia, ni se elimina 
el tiempo intermedio;
IV .—La nulidad de la inscripción, siendo válido el contrato de 
venta, no da derecho a la restitución del precio. Esta sólo pue­
de pedirse en los casos de nulidad o resolución del contrato. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor 
doctor Víctor Manuel Peñahcrrera.

N ulidad de inscripción. Manifiesto adicional del Dr. Manuel R . Balarezo, 
Pájf*347* ^  acerca de los puntos tratados anteriormente.
1920.

N ulidad de inscripción. Manifiesto adicional del Dr. Víctor Manuel Peña- 
Pápf*35J0* 67 berrera, aspecto de las mismas cuestiones.
1920. Jurisprudencia de los tribunales.

Cuando se comparece a defender la cosa vendida o 
Pág. 'j6I°* 70 ^ona^a» ello en nada atañe al propietario sino al poseedor. Las 
J92J. comunidades de indios son personas jurídicas que se rigen por

la Recopilación de Indias y  nó por el Código Civil. En los ac­
tos y  contratos de las personas jurídicas, debe intervenir sólo su 
representante legal, so pena de nulidad.
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Manifiesto presentado ante 
Luis Felipe Borja. fa Corte Suprema, por el Sr. Dr.

Pág. J98 
1921

N ombramiento. El Dr. A . P. Chaves, desde la r  <
£  * 3 -  70 # * . *  la A ca d e^ a  eievaádo ía s í ' "  *  

Segun el Art. 22 de la Ley de Impuesto Progresivo sobre las 
herencias, el Procurador de Instrucción Pública debe ser nom­
brado por el Sr- Ministro del Ramo; pero como en todas “ s 
provincias los abogados nombrados han intervenido, antes, con 
diferentes caracteres en muchas causas, no pueden presentarse 
en estas como procuradores. ¿Cómo debe procederse para la 
subrogación? r
Si el procurador fuese defensor público, el Art. 190 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial diese la respuesta; pero su verdade­
ro carácter es el de empleado; y, en este caso, a fin de que no 
sufra retardo el trámite de innumerables causas hasta la reunión 
del Congreso, parece que el nombramiento de quien debe sub­
rogar al impedido, debe hacerlo el Sr. Ministro de Instrucción 
Pública.
Se ordena contestar la anterior consulta, en el sentido de que el 
subrogante del referido procurador, en los casos de impedimento 
de éste, debe ser nombrado del mismo modo que el principal, 
esto es, por el Ministro de Instrucción Pública.

N ulidad de remate. El Sr. Presidente del Concejo Municipal de Guaranda, 
R. F. N°. 72 se dirige a la Academia y  solícita su opinión acerca de este 
Pqri ,51 punto; «El I. Concejo Municipal, en sesión de 6 del presente,
922‘ acordó consultar a esa H. Corporación, si declarada la nulidad

de los escrutíños y  calificación de los miembros de esta Munici­
palidad, por la Exorna. Corte Superior de este Distrito; por el 
mismo hecho, según el parecer del Sr. Procurador Síndico de 
este Municipio, los remates de los ramos municipales, verifica­
dos antes de la declaratoria de tal nulidad, es como si no se 
hubieran verificado, ya que la respectiva Junta, compuesta por 
el Presidente del Concejo, Procurador Síndico y  Tesorero, no 
eran tales autoridades, y  por ser un contrato bilateral y  al no 
haber una de las partes contratantes intervenido, no había per­
sonería y  por lo tanto era como si no se hubieran efectuado 
tales remates. Por otra parte, se cree también, que aún cuando 
sean nulos los remates mencionados, éstos subsisten mientras 
no haya decisión judicial de la referida nulidad para cada caso 
concreto, ya que el Concejo Municipal no era juez para decidir, 
por sí solo, la declaratoria de dichas nulidades, y  que precisa­
mente por ser un contrato bilateral era necesario el consenti­
miento de ambas partes contratantes y  por lo mismo el Concejo 
no podía proceder a nuevos remates de los ramos municipales 
de este Cantón».

N ulidad d e  n o m b r a m i e n t o .  Expedido el nombramiento ai funcionario de que 
R. F. N°. 72 se trate, y  habiendo tomado este posesión del cargo, todos los 

actos administrativos o todos los actos judiciales l -a d o s  a 
cabo por él, según la clase a-que pertenezca han de ser declara

Pig. 152 
J922,
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N U L ID A D . 
R, F. N°. 76 
Pág. 62 
J923.

dos nulos, a causa de alguna mhatulidad en el sajelo 
algún vicio en el nombramiento! y  en segundo lugar, cómo £ 
de hacerse la declaración de nulidad.

El Dr. Alfonso Miranda propone la siguiente consulta?
La creación de las Cortes de Ibarra y  Am bato ha suscitado 
algunas dificultades en la tramitación de los juicios, con relación 
al nombramiento de asesores. En una causa que se ha seguí 
do en el cantón de Otavalo, se nombró para asesor a un abo 
gado residente en Quito, cuando creadas ya dichas Cortes aún 
no funcionaban por no haber sido nombrados los Ministros 
respectivos. Sustanciada gran parte del juicio con la interven­
ción de dicho asesor, una de las partes alegó la nulidad del 
proceso, fundándose en la disposición del Art. Í83 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial; y  consulta a la docta Corpora­
ción si es o nó procedente la nulidad, y  en caso afirmativo, sí 
puede declarársela aún cuando no se la hubiese alegado a su 
debido tiempo.

N u l i d a d . 
R. F. N°. 76 
Pág. 68
í 923.

Acerca de la consulta anterior, el Sr. Dr. Augusto 
su voto escrito.

Bueno, envía

N o m b r a m i e n t o  d e  a n o t a d o r  d e  h i p o t e c a s .  Se da cuenta del oficio del Sr. 
R. F. N°. 76 Alcalde í° Cantonal de Pelíleo que consulta sí debe atenerse el 
Pág* 72 Concejo Municipal a la disposición del Art. 68 de la Ley Or-
I923‘ gáníca del Poder Judicial o a la del 45 de la L ey de Régimen

Municipal, para hacer el nombramiento de Anotador de Hi­
potecas.
Por unanimidad se opina, que en virtud de haberse expedido 
el Art. 68 de la Ley Orgánica en la Legislatura de J909, y  el 
45 de la de Régimen Municipal en la de í 9X2, este último 
prevalecía sobre el primero; por consiguiente, los Ánotadores de 
Hipotecas debían ser elegidos por los Concejos, del 20 al 30 
de Diciembre y  durar un año en sus cargos.

N a t u r a l e z a  d e l  j u i c i o  d e  e x h i b i c i ó n .  Se alega y  resuelve que no basta 
Pá F*I08°’ 77 prtíe^a Ia preexistencia, sino de la existencia actual de un 
J923. documento en poder del demandado, para que se ordene la

exhibición como diligencia preparatoria.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R. Balarezo.

N a t u r a l e z a  d e l  j u i c i o  d e  e x h i b i c i ó n .  SU M A R IO . Naturaleza del juicio 
Págf*J20°* 77 En éste no se controvierten derechos, sino que se
1923. *fa*f l*1 simple presentación de un instrumento. Prueba ad­

misible en estos casos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.
Resoluciones.
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w . n acer dc Ia 
§ & • «  Art- 183 dc <• ° A S j á  " *  dti
N u l i d a d .  De los puntos sometidos en consulta a la Academia oor el D r  

79 F‘ .de/ !‘ °  C' “ P°  G.“ m“ > Corporacidn cono™  del",g l £ |
Pig. «  “ Sí habiendo ocurrido un motivo de nulidad, v. gr„ el de per-
>’ 21' sonería ilegitima, al segundo día de un término perentorio; se

ha de suponer que éste ha quedado suspenso desde ese mo­
mento, o por el contrario, debe entenderse que ha seguido co­
rriendo y  que son nulas simplemente las diligencias practicadas 
después del motivo de nulidad?».

N ulidad de proceso. El Sr. Dr. Víctor M. Peñaherrera; El juez, al tiempo de 
r . F. No. 79 declarar la nulidad, debe tener en cuenta y  saber si se debe anular 

94 todo el proceso actuado desde la presentación del falso personero,
19 o simplemente las diligencias en que éste ha intervenido; mas,

para resolver la cuestión propuesta, deben servir de base los 
términos mismos de la resolución judicial. Si ésta repone la 
causa al estado en que se encontraba en el momento de la 
presentación del falso procurador, parece claro que debe consi­
derarse también que el término probatorio quedó en el mismo 
momento suspenso y  debe seguir corriendo como si el tiempo 
intermedio no hubiera transcurrido, porque en esto consiste, 
precisamente, la reposición de la causa al momento de la pre­
sentación del falso personero. Pero si el juez se limita a de­
clarar nulas ciertas diligencias, sin mandar la reposición de la 
causa, deberá deducirse que el término probatorio siguió su 
curso sin interrupción, haya sido o no perentorio.
Los miembros concurrentes manifiestan su conformidad con la 
exposición del señor Presidente, sobre el punto que antecede.

N u l i d a d  d e  s e n t e n c i a s .  La Academia conoce del siguiente punto; «Si en los 
R. F. No. 85 juicios de cuentas que, según la Ley de Hacienda, se ventilan 
páE- 264 antc ci tribunal de la materia, cabe la acción de nulidad de las
,925# sentencias del segundo o tercer juicio por haberse omitido algunas

de las solemnidades prescritas en el Código de Enjuiciamiento 
Civil para la validez de las sentencias; teniendo en considera­
ción lo dispuesto en el Art. 74 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial respecto de los tribunales y  juzgados especiales. 
Comienza la discusión.

N u l i d a d  d e  s e n t e n c i a s .  El Sr. Dr. Modesto A. Penoherrera m o l e s t a  si puede 
R. F. N°. 86 declararse la Dulldad de una sentencia, dictada en lukio ejecutivo, 
Pag. 84 propuesta como acción o como excepción, de acuerdo con lo dis
m t ' puesto en los Arts. 343 a 345 del Código de Enlaciamiento

Después de prolongado debate, resuélvese dejar el estudio de 
esta cuestión en suspenso.
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« T  „  „  m a t r i m o n i o .  El St. Dr. Francisco Pérez Borja propone a la A 
£ T n °.89 demis la siguiente consultar «Puede el Juez competente e t 'b  

crimina! declarar la nulidad de un matrxmomo, cuando dirt! 
nulidad o validez es el antecedente necesario para la existen,) 
d e  una infracción, o  se presenta com o incidente en un ju¡c *

R. - 
Pág. 269 
í 926.

criminal?
Se estudia este punto.

N u l i d a d  d e  
R. F. No. 89 
Píg. 274 
J926.

m a t r i m o n i o .  Continúa la discusión de la consulta 
formulada por el Dr. Francisco Pérez Borja.

que antecede,

N u l i d a d  d e  un s u m a r i o .  El Sr. Dr. Julio Aguirre Overweg, desde la ciudad 
R. F. N°. 90 de Guayaquil, solicita el parecer de la Academia sobre la si- 
Pág. 70 guíente tesis:
1927. «Sí un Teniente Político da muerte a un individuo, puede el

suplente levantar el auto cabeza de proceso y  proseguir el su­
mario en cuya secuela se ha calificado com o asesinato la muer­
te en cuestión? Indica que hay jurisconsultos que opinan que 
el sumario es nulo, en atención a lo  dispuesto por el Art. 58 
inciso 6.° de la Ley Orgánica del Poder Judicial que crea fuero 
especial para el juzgamiento criminal de los Tenientes Políticos, 
considerando que la palabra delito está tomada en el sentido gé- 
néríco de infracción de la ley penal».

N ulidad de un sumario. Respecto de la consulta anterior, del Dr. Julio Agui- 
R. F. N°. 90 rre Overweg, la Academia resuelve, por unanimidad, de la sí- 
t927*75 guíente manera:
I9Z7, «El Art. 65 del Código de Enjuiciamiento Criminal determina

cuáles son las autoridades que pueden levantar los sumarios, 
encontrándose entre éstas los Tenientes Políticos com o jueces 
de instrucción, debiendo, terminado el sumario, pasar el juicio 
al juez de letras, quien, sí la causa es de jurado, pasa a cono­
cimiento de éste, y  sí es un delito él será el que resuelva.
Los Tenientes Políticos Suplentes son competentes a falta de 
los Principales, y  como en el caso de la consulta se dice que el 
Teniente Político Principal ha dado muerte a un individuo, es 
evidente que el suplente podía iniciar el sumario, sin que el 
juicio, por lo mismo, adolezca de nulidad».

N ombramiento. Se pone al estudio una nota enviada de Guayaquil por el 
P¿ F,J34°* 91 LVis ^triago, en la que consulta:
1927. L° Si son válidos los nombramientos de Escribano de un can­

tón y  de Teniente Político de una parroquia, que se han hecho 
contraviniendo a las disposiciones legales, o  m ejor dicho, sí esos 
nombramientos producen efectos válidos; y ,
2,° Sí las personas que han adquirido estos títulos en contra­
vención al derecho público ecuatoriano, pueden ejercer sus fun­
ciones, sin viciar de nulidad absoluta los actos y  contratos en 
que han intervenido.
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N ombramiento. Acerca de la consulta anterior, del Dr. Luis Infriado, la Aca-
g - ”  Í en,<N aPc7e™ „ íI  ? fOyCCt0 dc presentado por elPig. 139 Dr. N . Clemente Ponce, cuyo tenor es el siguiente! «Es claro
1937- que en los nombramientos de los escribanos y  de los tenientes

políticos deben observarse las prescripciones legales, teniéndose 
en cuenta los requisitos que la ley establece para ser escribano 
o teniente político! regla común a todos los nombramientos. 
Pero esto no implica que los nombramientos hechos sin que 
los nombrados tengan las condiciones que exige la ley, sean 
nulos. A l contrario, son válidos, como son validos todos los 
actos de los funcionarios nombrados, mientras estos no sean re­
movidos de sus cargos por autoridad competente.
En el Art. 5.° de la Ley Orgánica del Poder Judicial se lee; 
«Puede pedirse por acción popular, ante el tribunal competente 
la remoción de los jueces y  magistrados elegidos o nombrados 
sin las calidades o con los impedimentos que designen la Cons­
titución y  las leyes»; y  luego se determina cuáles son las auto­
ridades competentes para conocer de esta acción, según fueren 
los funcionarios contra quienes se la dirija y  el procedimiento 
que deba seguirse.
Cierto que en este artículo, no están comprendidos los escriba­
nos ni los tenientes políticos. Pero, ya por analogía, ya, y so­
bre todo, en virtud del derecho de petición, se puede solicitar 
la remoción de un empleado nombrado ilegalmente.
Respecto de los escribanos, hay la disposición expresa del Art. 
Í33 de la Ley citada; «Los escríbanos durarán seis años en sus 
cargos, siempre que observen buena conducta, pudiendo ser re­
elegidos. La Corte Superior respectiva podrá destituirlos o sus­
penderlos hasta por un año, bien por causas que aparezcan de 
alguna actuación judicial, bien a solicitud fundada de alguna 
persona o corporación».
Los tenientes políticos son de libre nombramiento y  remoción 
del Poder Ejecutivo. La solicitud de remoción debe, pues, di­
rigirse al Poder Ejecutivo».

N u l i d a d  d e  testamento. CUESTIONES DE NULIDAD DE TESTA- 
R. F. No. 100 M E N T O .
Pág. 297 

•J93J. Tesis.

I.
, . —Doctrina ¡urídic.1 y  legal sobre la expresión de la causa del 

2I— La° omísíón^de esa expresión produce excepción dilatoria!

si no ha sido impugnado también ese estado.
5. Pruebas supletorias del estado civil.
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6. Significación e importancia de la firma en los instrumento,
7. Sí el testador no firma, requiérese: a) que haya habido cau 
sa que le impida; y  b) que esta causa se explique.
8. La causa debe ser la inmediata directa; la determinante. Nn 
basta la remota o predisponente. Aplicación a la vejez y  enfcr 
medad.

III
9. Cuándo puede decirse que alguien es demandado condicio- 
nalmente. Aún en este caso es parte en el juicio, máxime si se 
presenta y  contesta.
JO. El que, por tal motivo, quiere no ser parte, debe oponer 
excepción dilatoria o cuestión previa.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Dr. Víctor 
Manuel Peñaherrera.

N u l i d a d  d e  t e s t a m e n t o .  SU M ARIO ' ,
R. F. No. J00 T 
Pág. 3J5 1.
I931, Afirmada una relación de familia con el difunto, com o base del

derecho a la herencia, es necesario comprobarla, sí la parte con­
traria niega ese derecho, aunque la negativa no se refiera se­
ñaladamente al estado civil a que la misma relación diere lugar.

II.
La causa por la cual, según se expresa en el testamento, no 
pudo firmar el testador, debe ser apta, por su naturaleza, para 
producir ese efecto; pero no es necesario explicar la manera co­
mo se hubiere manifestado aquella imposibilidad en el caso de 
que se trate.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo.
Sentencias.

N u l i d a d  d e  s e n t e n c i a  e j e c u t o r i a d a .  E l Sr. Dr. M odesto A . Peñaherrera 
pí F* m * 102 ôrrau â siguiente consulta: «Se podrá solicitar la nulidad de 
J932. 123 ttna sentcn(da ejecutoriada que se ha dictado en juicio eje­

cutivo?

N u l i d a d  d e  s e n t e n c i a  e j e c u t o r i a d a .  Continúa la discusión de la consulta 
Pá F*I27°*102 an*ecc^c* El Dr. Rafael N . Arcos expone que en el N.°
J932. de la cuarta serie de la «Gaceta Judicial», hay un fallo

a este respecto, publicado en noviembre del año Í925.

N u u d a d  d e  t e s t a m e n t o .  CUESTIONES SO BR E N U L ID A D , FALSE- 
, £ ° '103 DAD E INSCRIPCION DE U N  T E S T A M E N T O  SOLEM-

1932. N E AB IER TO .
Alegato presentado ante la Corte Superior de Q uito, por el Sr. 
Dr. Alejandro Rivadeneíra.
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N u l i d a d  d e  t e s t a m e n t o .  SUMARIO:

? ; / •  ÏSî 103 ? ° j  St° ?  Uï  2CCi° ,neS àciuüias, en la * ” »ndat la de nulidad y  
rn i. P  dc, falEEdad dcl “ ^amento de la señora Francisca Rodrigue/.
7 Fundamentos de cada una de esas acciones.

La Corte Superior declara la nulidad del testamento por la cau­
sa que se alegó para la falsedad y  por ótra que no fué alegada 
en la demanda.
La jurisdicción dcl superior se determina por el acto de la ape­
lación. Fíjanse, en consecuencia, los puntos sometidos a la de­
cisión de la Corte Suprema.
Refútase la curiosa doctrina de la Corte Superior acerca de que 
el testamento abierto otorgado ante escribano, se desenvuelve 
en dos situaciones legales: la del momento en que el testador 
Lace sabedores de sus disposiciones al escribano y  testigos, y  la 
del en que, extendidas esas disposiciones en el protocolo del 
escribano, se Ice el instrumento testamentario. Errónea afirma­
ción respecto a la legislación francesa y  argentina en cuanto a 
la forma del testamento público.
El Art. 1050 del Código Civil se refiere a un caso diverso del 
en que desacertadamente lo aplica la Corte Superior para fun­
dar el nuevo motivo de nulidad del testamento.
.Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Ale­
jandro Rívadencira.

N u l i d a d  d e  t e s t a m e n t o .  SUMARIO: Los considerandos objetivos de un 
R. F. N°. 103 fallo tienen toda la fuerza de la parte resolutiva. El que una 
Pág. 207 parte del fallo sea resolutiva depende sólo de que en ella se
*932, resuelva en todo o en parte lo controvertido. No es motivo

de nulidad dcl testamento el escribirlo sin la presencia del tes­
tador y. de los testigos. El testamento público está constituido 
esencialmente por un solo acto. Este único acto en que el tes­
tamento consiste es el que debe verificarse de la manera pres­
crita en los incisos 2o y  3o de los Arts. 1007 y  1008 del Código 
Civil. Por el hecho de cumplirse lo prescrito en esos artículos 
ha de tenerse por manifestada legalmentc la voluntad del tes-

Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N. 
Clemente Ponce.

N u u d a d  d e  t e s t a m e n t o .  SUMARIO. , . < r
R. F. N°. 103 El testamento que aparece dictado por el testador, sin serlo etec 
Píg. 223 tívamente, no es acto de una sola persona y, por lo tanto. es

nulo Las Inexactitudes comprobadas de un ^trumento pubH- 
co constituyen falsedad que debe enviciarse. La cosa vegada

1932.
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no cabe de sentencia no ejecutoriada! por lo  mismo, CI ¡uc,  
períor tiene jurisdicción para resolver todos los puntos contro' 
vertidos. Las jurisprudencias extranjeras no pueden apl¡c ° ' 
en un país que tiene legislación propia, aunque haya analogía' 
de ésta con la de ótros.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Arce- 
sio Domínguez G.
Resoluciones.

Nulidad 
R. F. N».
Pág. 243 
1932.

DE
J03

P R O C E S O . La Academia, al estudiar los fallos contradictorios dic­
tados por la Corte Suprema, se ocupa del punto referente a si 
la omisión de los requisitos puntualizados en el Art. J050 del 
Código de Enjuiciamiento Civil, causa o nó la nulidad del
proceso.

N ulidad de proceso. Continúa el estudio del punto relativo a si la omisión 
R. F. N°. 103 de los requisitos puntualizados en el Art. Í050 del Código de 
Pág. 245 Enjuiciamiento Civil, causa o no la nulidad del proceso.

N o m b r a m i e n t o .  El Sr. Dr. Manuel Cabeza de Vaca, dice: Ahora que esta- 
R. F. No. 103 mos estudiando de la jurisdicción coactiva, me permito insinuar 
Pág. 246 e\ análisis de un punto relacionado con ella: en virtud de la 
I932‘ nueva Ley Orgánica de Hacienda, hay dificultades para resol­

ver quien deba reemplazar al Tesorero Fiscal cuando éste falta­
re. H oy no tenemos los Interventores de Hacienda ni una 
persona que subrogue al Tesorero y  la L ey  Orgánica de Ha­
cienda dice que, a falta del funcionario que debe intervenir en 
el juicio de coactiva, el Ministro nombrará la persona que debe 
reemplazarle. Además, en el Código de Enjuiciamiento Civil 
se dice que a falta del Tesorero o  Colector, el Gobernador 
respectivo designará el subrogante. Ahora bien, sí esta dispo­
sición no está derogada, lo cual depende del alcance que se dé 
a la disposición de la Ley Orgánica, ¿cuál será el funcionario 
que reemplace al Tesorero; el nombrado por el Ministro o el 
que nombre el Gobernador?
Se inicia el estudio de este punto.

Nulidad de testamento. Para que se acepte en juicio la acción de nulidad 
S* F,.£L0*103 un testamento, es indispensable que el testamento esté ins-
Pág* 247 crito?1932. Cnt0f

N ulidad de testamento. Continúa la discusión sobre si para aceptarse en 
Pá F250°*103 itiíCí0 accíán de nulidad de un testamento, es indispensable 

(iuc testamento esté inscrito, y  se leen las sentencias de se­
gunda y  tercera instancias del juicio de nulidad del testamento 
de Eloísa Barsallo.

^ ubID̂ D DE proceso. Los señores miembros de la Academia discuten el 
Pág. *255°*,03 Pun*° .dativo a sí será nulo el proceso cuando se aceptan las 
1932. excepciones y  se tramita el juicio de jurisdicción coactiva sin

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



r - pr da dcpiisit0 ,d? '»  cantidad a que asciendan la deu- 
coaltiva! a°  6 C i “ ncionario i “ « ejerce la jurisdiccidn
Tomada la votación respecto a esta tesis, se resuelve, que en 
este caso el proceso es nulo. H

R üF N ” ?0E3 TESTAKf r T? - I» proposición sobre si es indispensable
P¡/'257 3“ , ' Á J :  f nÍS  soIemne abierto, comprendido en el Art. 70Í
1932. de’  Cód,£ ° dc Enjuiciamiento Civil, cuya nulidad se solicita,

debe estar previamente inscrito, para que se lo acepte como 
prueba, están por la afirmativa los doctores Manuel R. Balare- 
zo, Modesto A . Peñaherrera, Alberto Guerra P. y  Alfonso Miran­
da; por la negativa, los doctores Francisco Pérez Borja, Fran­
cisco Chiriboga Bustamante, Primitivo Yela y  Antonio José 
Borja.

N a c i o n a l i d a d . El Sr. Presidente de la  Unión Itero - Americana, se dirige a 
R* *•*{•.108 ía Academia manifestándole que la reciente Constitución Espa- 
T932 ño â esta^̂ ece l*a posibilidad de la doble nacionalidad, al con­

ceder en principio y  bajo reciprocidad, la ciudadanía española 
a los naturales de Portugal y  países hispánicos de América, 
que lo soliciten y  residan en territorio español, sin que pierdan 
ni modifiquen su ciudadanía de origen.
Se solicitan juicios críticos sobre la innovación del precepto 
constitucional mencionado, su significación, efectos y  alcance.

N u l i d a d  d e  c o n t r a t o .  ACCIO N  DE NULIDAD.

Pá F,3N°* 109 S U M A R I0 :
1932. En virtud de la nulidad judicialmente declarada, el comprador

debe restituir la cosa objeto del contrato. Mas, si el vendedor 
no fue dueño, y  el comprador adquirió por otro título el domi­
nio, no cabe tal restitución. La compraventa no es modo de 
adquirir el dominio. Se lo adquiere por la tradición de lo ven­
dido. El aserto del comprador de que compra con dinero de 
otra persona, no dá a ésta el carácter de comprador, ní significa 
que procede como su mandatario, ni que ofrece su ratificación. 
En el caso del Art. 1440 del Código Civil, el tercero no adquie­
re la calidad de comprador sino por su ratificación que, de tra­
tarse de inmuebles, debe constar de escritura pública. La par­
tida de bautismo no prueba la edad, sí en ella no se expresa la
fecha del nacimiento. , c  r .  tvt
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el or. Ur. iN. 
Clemente Poncc.

N u l i d a d  d e  c o n t r a t o .  SUMARIO:
R. F. N°. 109 En fa demanda se determinan exclusivamente la acción y  sus

fundamentos, sin entrar en e x p l i c a c i o n e s  que no alteran a
esencia misma de ella. La acción de nulidad de un contrato 
tiene por objeto restituir a las partes al estado en que se halla-

Pág. !5 
1932.
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tan antes de celebrar el contrato nulo. Nuestro Cdtf' 
distingue dos cosas para la adquisición del dominio: n *^° Cívü 
título} y  segunda, la tradición. Sí el contrato adolece*?6^  cI 
dad, no se controvierten sino las obligaciones. L t j nü^' 
gún el Art. 295 del Código Civil, se prueba por lá s«-
partxda de nacimiento o  bautismo. Regla fundam ref pTectíva 
interpretar los contratos, diversa de aquella que* «5 / 4  para 
interpretar la ley. da Para
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, nnr .1 n  * 
Felipe Bor/a. P CI Dr* Luis
Sentencias.
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O misión. Efecto jurídico de ia omisión o falsedad de la certificación del ac- 
R. F. No.. 14 tuarío prescrita por el Art. 328 del Código de Enjuiciamientos
h t  69 C m f o -
1914. Manifiesto presentado ante la. Corte Suprema, por el Sr. Dr.

Víctor Manuel Peñaherrera.

O misión. Posesión. Sus requisitos para fundar las acciones posesorias. Omí- 
R,.f* No,‘ 31 síón actos mera facultad, y  actos meramente tolerados.
PáP i68 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
J9J5, el Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

O b l i g a c i ó n  d e  p r o b a r .  Presunciones. La obligación de probar. Principio 
R. F. Nos. 33 de prueba por escrito. Peritos y  testigos.

y <i3no Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
f9á,g5.209 Luis Felipe Borja.

O bjeto ilícito. Se discute el proyecto de reformas del Código de Enjuída- 
R. F* Nos. 44 míentos Civiles, sobre providencias preventivas o precauto­

rias. Inconvenientes que acaso tendría el que la venta de la 
cosa cuya enajenación estaba prohibida, adolezca de nulidad 
absoluta.
Habría objeto ilícito en dicha enajenación, como la hay en la 
de las cosas embargadas cuando se verifica sin que el juez la 
autorice o el acreedor consienta en ello?

y 45 
Pdg. 299 
1916.

O rganización judicial. Reformas del procedimiento penal.
R. F. N°. 56 Competencia territorial. De la prueba. De las pruebas. Cuerpo 

103 del deiit0t Ei sumari0. Formación de causa. Del sobr.esei-
,918' miento. Confesión. El jurado. Juicios económicos .Recursos.

Disposiciones comunes. Organización judicial. Recomendadón 
final.
Estudio del Dr. Víctor Manuel Peñaherrera, que lo somete a la 
consideración de la Academia.
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0 p,o. U  Ley sobre el comercio de opio, sancionada en 1916, ha protl 
R F N-. 59 do en la práctica efectos m oy dfstrntos de aquéllos que el IeJ ,  

lador se propuso, y , ademas, en su aplicación ofrece muc? “ '  
dudas y  vacilaciones. La expresada ley no contiene disposic¡6„  
alvuna con respecto al trámite que debe seguirse para el

R.
Pie. 3! 
1919.

alguna con rcspee.u « . . ----------- seguirse para el jue? a
miento y  castigo de los infractores, por manera que, un Intcn 
dente o Comisario de Policía puede imponer, aún de plano I, 
multa de quinientos a cinco mil sucres, (Arts. J! y  ) 7) a

alguna con respecto ■ 
miento J~
dente . . .  , .  _____ _
multa de quinientos a emeo mil sucres, (Arts. U  y  j 7)f a Iqj. 
dueños de los fumaderos, mientras que los fumadores o  las per- 
sonas que hagan uso indebido de las sustancias mencionadas 
en dicha ley, son consideradas com o enfermas y  recluidas en un 
hospital mientras dure el tratamiento.
Sería conveniente que la Academia de Abogados propusiera una 
reforma.
Sentencia pronunciada por el Comisario 2o Nacional de Gua- 
yaquil.
Exposición que hace I. B. M.
La Presidencia comisiona al Dr. F. Alberto Darquea para que 
informe sobre dichas observaciones.

O scuridad de ubelo. Incompetencia de jurisdicción y  oscuridad de libelo. 
R. F. N°. 60 ¿Cuál de estas excepciones deberá ser resuelta con prioridad? 
Pág. 62 Precedencia y  causalidad. Objeto y  fin de aquellas dilatorias. 
I919, Primera solemnidad sustancial. Nulidad en el procedimiento.

La jurisdicción no depende de la estructura de la demanda, de la 
voluntad del juez ni de las partes. Jurisprudencia francesa. 
Inflexibilídad de la regla de que el juez ante todo y  sobre todo 
ha de asegurar su competencia. El término ineficacia compren­
de tanto a la nulidad absoluta com o a la relativa.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Cuenca, por el 
Sr. Dr. L. Torres.

O culto. En las infracciones que no son de jurado, o  por lo  menos, en los 
R. F. N°. 62 juicios económicos caso de haber comparecido por escrito el 
9̂1*9 209 encausado, si estuviere oculto o  prófugo, la causa debería con­

tinuarse hasta sentencia contándose con el defensor del sindicado, 
o con el que le nombrare el juez de oficio.
Ampliando unas indicaciones, por I. B. M .

O bligaciones . Clasificación de las fuentes de las obligaciones, por Mr. Rc- 
tj! F*,£í°‘ 70 né Demogué, Profesor de Deiecho Civil en la Universidad de 

LiUe,
Versión directa de la «Revista Forense».

O bligación por divendos periódicos. L os instrumentos otorgados a favor 
Páers^0* 74 ^C *°S ®ancos Hipotecarios no son títulos ejecutivos si no se
1922. hallan registrados en la Tesorería de Hacienda. Estipulado el

pago de una obligación por dividendos periódicos, la prescrip­
ción extíntiva del derecho comienza desde que cada dividendo se 
hizo exigible, y  nó desde la fecha en que debió pagarse el úl­
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timo dividendo. La oreserínr!/;« «>
ctón del Art. 2496 del CótLn mtnra> P°r expresa disposi-
cío del derecho, en no haber 'hcrlí “  ' “ " í*  “  í  “  ‘ ¡ » *

“ foY c^,% T  h  C° ',C S™  -  "  *•
Sentencias.

O p ú s c u l o . 
R. F. N°. 76 
Pág. 3 
J923.

Un opúsculo inédito del Dr. Luis Felipe Borja.
Lo publica el Dr. Luis Felipe Borja (hijo). Contiene un estudio 
histórico -cntico de la legislación vigente en el Ecuador en el 
ano de 1901. Se examinan compendiosamente la Ley Orgáni­
ca del Poder Judicial, el Código Civil, el Código de Enjuicia­
mientos Civiles, el Código de Comercio, el Código Penal y  el 
Código de Enjuiciamientos en materia criminal.

O r g a n i z a c i ó n  j u d i c i a l .  L A  O R G A N IZ A C IO N  JUDICIAL EN EL 
R. F. No. 79 EC U AD O R .

3 Capítulo para la Obra «EL MUNDO BOLIVARIANO».
Por el Sr. Dr. Luís Felipe Borja.

O r g a n i z a c i ó n  j u d i c i a l .  El Sr Dr. Manuel R. Balarezo somete a la Acade­
mia la necesidad de reformar sustancíalmente el procedimiento 
judicial, introduciendo el juicio puramente verbal, como regla 
general para la decisión de ciertos asuntos civiles, como los de 
menor cuantía, debiéndose sustanciar por el procedimiento es­
crito tan sólo aquéllos que, por justas y  determinadas razones, 
sean compatibles con el procedimiento escrito.
Estando de acuerdo todos los presentes acerca de la importan­
cia de la necesidad manifestada por el Dr. Balarezo, se comisio­
na al mismo Vocal para que redacte el respectivo proyecto, a 
fin de que sea discutido en las sesiones posteriores.

O r g a n i z a c i ó n  j u d i c i a l .  Entrase a discutir el siguiente proyecto del Sr. Dr.
R. F. N°. 85 Manuel R . Balarezo, respecto a establecer una nueva orgawza- 

, 251 cíón judicial? con este antecedente lo expone en sus lincamientos
generales»
Jo.—El arbitraje podría ser de equidad o de derecho; pero en 
ambos casos el árbitro sería libremente arbitrador en cuanto a 
los medios probatorios y  su forma, no excluyéndose de esto 
sino la confesión oral; . . .  . « , ,  «
2°.—El árbitro de derecho seria responsable de violación clara 
de leyes expresas que estableciesen el derecho de las partes, y  
el de equidad lo sería de fallo evidentemente inicuo. Ninguno 
respondería por sus determinaciones sobre trámite.

R. F. N°. 85 
Pág. 247 
1925.
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3° —Los habitantes del Ecuador estarían sujetos al arbitraje civil 
obligatorio sólo en el lugar de su domicilio, donde habitasen 
actualmente y  hubiesen habitado por lo menos en el semestre 
inmediato anterior y  fueren notificados en persona. Notificado 
en persona un actual habitante de un lugar, estaría sujeto al 
arbitraje incidental, en cuanto a las demás circunstancias indis­
pensables para su' sometimiento al arbitraje sobre lo principal, 
^ „p ro p u e s to  el arbitraje por un interesado, el ótro sería libre 
en exigir entre el arbitraje de derecho o el de equidad.
5.o -Deducida una demanda por un interesado, por el mismo 
hecho quedaría sujeto al arbitraje obligatorio que el otro intere­
sado propusiese en el lugar en donde se le hubiese citado la 
demanda. . , .
6.°— El nombramiento de arbitro se haría por el Juez de Paz 
que al efecto habría en cada Parroquia para los asuntos de 
menor cuantía, y  en cada Cantón para los de mayor cuantía. 
Los jueces de Paz serían elegidos por una junta compuesta por 
el Presidente de la Municipalidad cabecera de la Provincia, del 
Gobernador de ésta y  del Alcalde Cantonal Primero.
También el señor doctor Luís Felipe Borja, con el objeto de ob­
tener la pronta terminación de los juicios, manifiesta que bastarían 
unas pocas reformas, entre las cuales insinúa las siguientes! 
í .4 Siempre que sea desechada una excepción dilatoria, el que 
la opuso será condenado en las costas procesales y  pagará una 
multa proporcionada a la cuantía de la causa y  a los perjuicios 
causados a la otra parte;
2. a De la misma manera se procederá cuando fuese desechado 
cualquier incidente;
3. a El articulo 337 del Código de Enjuiciamiento Civil deberá 
modificarse en el sentido de que no es facultativo sino obliga­
torio para los jueces repeler las solicitudes a que el mismo ar­
tículo se refiere;
4. a Entre las solicitudes que deben repelerse de acuerdo con 
el artículo 337, se comprenderán aquéllas en que se interponga 
un recurso encaminado tan sólo a retardar el curso del juicio;
5. a Cuando un juez no repeliese una solicitud debiendo hacerlo, 
será penado por el superior con multa de ciento a quinientos 
sucres.
Sí los juicios se tramitaran sin dilatorias ilegales e incidentes 
temerarios, serían de cierta duración; pues los términos fijados 
por la ley son adepuados para la defensa de los derechos y  para 
la pronta terminación de las causas.
Se resuelve seguir estudiando estos proyectos en la próxima 
sesión.

O r g a n í z a c i ó n  j u d i c i a l .   ̂ El señor doctor N . Clemente Ponce manifiesta la 
Píe.* 261* conveniencia de que la Academia conozca la opinión del señor
1925. doctor Víctor M. Peñaherrera en orden al proyecto de refor­

mas presentado por el señor doctor Balarezo; opinión que consta 
en una carta dirigida por el indicado doctor al señor Prosecre­
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Oscuridad 
r . F. N». 89 
Pág. 290 
1926.

O b l i g a c i ó n .  
R. F. N°. J04 
Pág. 265 
1932.

O b u g a c i ó n . 
R. F. No. 104 
Pág. 278 
1932.

tario de la Academia, Dr. Alberto Cum a, quien, no teniendo 
inconveniente, da lectora a varios parágrafos de dicha carta, 
los mismos que también se insertan en este número de la «Re- 
vista Forense».

i l i b e l o .  Se aprueba el siguiente proyecto que reforma el Có­
digo de Enjuiciamiento Civil: «Después del N .° 3 del articulo 
40í ,  póngase el siguiente: «Los autos en que se resuelva sobre 
oscuridad de libelo e incompetencia de jurisdicción; las alegacio­
nes fundadas en los artículos Í03 y  ÍOi del Código de Enjui­
ciamiento Civil, por contradicción, incompatibilidad o acumula­
ción de acciones; las relativas a la suficiencia o  insuficiencia de 
poderes; y , los referentes al modo de sustanciar el juicio y  a la 
acumulación de autos, siempre que estos fallos sean conformes 
en las dos instancias sobre lo principal».

IN T E L IG E N C IA  P R O P IA  DE L A  V O Z  OBLIGACION  
E M P L E A D A  EN  U N  C O N T R A T O .
SU M A R IO :
El instrumento público hace fe contra las partes acerca de la ver­
dad de las declaraciones que en él se hacen. Su fuerza probatoria 
no subsiste sino hasta la prueba en contrarío.—Lo mismo se 
aplica aún a la confesión, que no hace fe si recae sobre hechos 
falsos. Las cartas misivas dirigidas a terceros o por terceros 
no pueden emplearse como prueba, por respeto a la inviolabili­
dad de la correspondencia de carácter íntimo. Esto no es apli­
cable a la correspondencia comercial. Sí un instrumento no es 
redargüido de falso dentro del término legal, queda establecida 
su autenticidad aun cuando se objete su legitimidad.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor 
doctor Alejandro Ponce Borja.

SU M AR IO :
Para que pueda decirse que la obligación de pagar una deuda' 
en general, y  la que procede de la aceptación de una letra de 
cambio, en especial, constituye cargo legitimo contra la persona 
que aparece como obligada, o que debe figurar realmente en el 
pasivo de su patrimonio, es necesario que la deuda de que se 
trate exista en verdad, por reunir al efecto las respectivas con­
diciones legales.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor 
doctor Manuel R . Baíarezo.
Resoluciones.
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P r o s p e c t o , 
r . F. N°. J 
Pág- J 
1913.

Propósitos y  razón de ser del Colegio de Atogados de Quito 
y  de la «Revísta Forenses).

P e r j u i c i o s .  
R. F. N°. I 
Pág. 10
I9J3.

Juicio promovido por Manuel Pardo contra el Fisco, por in­
demnización de perjuicios.
Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

P e r j u i c i o s . 
R. F. No. I 
Pág. J8
J9J3.

Juicio promovido por Damián Scíppa contra el Fisco, sobre 
indemnización de daños y  perjuicios.
Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

P e r j u i c i o s .  
R. F. No. I
Pág 25 
1913.

Juicio seguido por el señor Francisco I. Salazar G. contra el 
Fisco, por perjuicios.
Jurisprudencia de los tribunales ecuatorianos.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  El señor Ministro de Relaciones Exteriores, a solicitud 
R. F. No. 2 del representante de los Estados Unidos, se dirige a la Acade- 

mia en demanda de los siguientes datos»
í.°  Lo que las leyes locales exigen para que las corporaciones 
extranjeras puedan contrata«
2. ° La situación jurídica de las mismas con respecto a los 
tribunales locales, por lo que toca a su derecho para demandar 
en juicio o  ser demandados?
3. ° La extensión de tales derechos, concedidos por las leyes, 
bajo las cuales las corporaciones han sido creadas y  reconoci­
das por estas leyes locales?
4. ° Información especificada relativa a tasaciones o impuestos 
de corporaciones extranjeras, en la República del Ecuador.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  La Academia emite su parecer refiriéndose a los pun- 
R. F. No. 2 tos de la consulta que antecede, el que se publica también en
J9I3* 88 la lctra C de este trabajo, en estos términos»
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Primero! «Lo que las leyes exigen para que dichas corporacio­
nes puedan contratar».
La Legislación ecuatoriana adopta, en la m ayor amplitud el 
principio jurídico de la igualdad entre nacionales y  extranjeros 
Constituida legalmente una compañía o  corporación, puede ce­
lebrar cualesquiera contratos, adquirir bienes raíces o  muebles 
minas, terrenos baldíos, etc., y  ejercer todos los derechos civiles’ 
sin que importe nada su nacionalidad. ’
Lo único que la Ley de Compañías exige al respecto, es lo si- 
guíente:
Art.......... Toda compañía nacional o extranjera, que negociare
o contrajere obligaciones en el Ecuador, deberá tener en la Re­
pública un apoderado o representante que pueda contestar las 
demandas y  cumplir las obligaciones respectivas. Si omitieren 
este deber, las acciones podrán proponerse contra las personas 
que ejecutaren los hechos o tuvieren las cosas a que la deman­
da se refiera.
Art.......... Las compañías u otras personas jurídicas que contra­
jeren en el Ecuador obligaciones que deban cumplirse en la Re­
pública, y  no tuvieren quien las represente, podrán ser conside­
radas como el deudor que se oculta, y  representadas por un 
curador dativo, conforme al Art. 463 del Código Civil.
Segundo: «La situación jurídica de las mismas con respecto a 
los tribunales locales, por lo que toca a su derecho para deman­
dar en juicio o ser demandados».
Aplicando el principio general de la igualdad, las leyes ecuato­
rianas que reglan los procedimientos judiciales para hacer efec­
tivos los derechos, no establecen diferencia alguna entre nacio­
nales y  extranjeros. Pero tanto las compañías extranjeras como 
las nacionales deben tener en la República, com o se dice en las 
disposiciones legales transcritas, un apoderado o  representante 
que pueda contestar las demandas y  cumplir las obligaciones 
contraídas en el Ecuador.
Tercero: «La extensión de tales derechos, concedidos por las 
leyes bajo las cuales las corporaciones han sido creadas y  reco­
nocidas por estas leyes locales».
N o está planteada con claridad esta cuestión} pero sí lo que se 
averigua es lo que valdrían en el Ecuador los derechos concedi­
dos a compañías extranjeras por la ley bajo cuyo imperio se 
constituyeron en orden a la capacidad de demandar o  ser de­
mandadas, debe contestarse que dichos derechos serían reconoci­
dos y  respetados en el Ecuador, con arreglo a los principios 
generales del Derecho Internacional.
Cuarto: «Información específica relativa a tasaciones e impuestos 
de compañías extranjeras en la República del Ecuador».
N o imponen nuestras leyes contribuciones ni gravámenes espe­
ciales a las compañías extranjeras que funcionen en el Ecuador. 
Tanto las compañías nacionales como las extranjeras, están 
obligadas a declarar el capital efectivo que destinen a sus ope­
raciones en la República, para el efecto del pago de los impues­
tos que gravan los capitales en giro, conforme a la L ey de
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Contribución G en e«!. Las compañías de seguros de vidas, con­
tra incendios y  riesgos marítimos, están sujetas, además, a lo 
prescrito en los Arts. 9, 10, t i ,  12, 13 y  14 de la Ley de 
Compañías de 1909, y  al 2." y  3." de la Reformatoria de esta 
i-»ey, 06 *7JJ.

P o s e s i ó n  e f e c t i v a .  De la utilidad o razón de ser de la posesión efectiva. 
r . F. N°. 3 Estudio del señor doctor Víctor Manuel Peñaherrera.
Pág- 97
J9J3.

P e r e m p c i ó n .  La perempcíón y  la rebeldía surten sus efectos desde que se 
R' Foíí°* 6 Preseata eI escrito en que se acusa una u otra, aún cuando to- 

240 davía no se provea a la petición. -

P r o h i b i c i ó n  d e  e n a j e n a r .  S í  la prohibición de enajenar, dictada por el juez, 
R. F. N°. 7 produce el efecto de que la cosa a que se contrae no pueda ser
Pág. 285 vendida ni aún por ejecución de los acreedores del dueño de

' élla, inclusive los hipotecarios; lo cual sería ocasionado a mil
abusos y  podría traer fatales consecuencias.
Consulta del señor doctor José María Bustamante.
Recogida la votación, estuvieron todos conformes en que la 
prohibición de enajenar, dictada por el Juez, no produce el efecto 
de que la cosa a que se contrae no puede ser vendida por eje­
cución de los acreedores del dueño de ella, inclusive los hipote­
carios.
Como consecuencia de esta opinión, se declaró que los escribanos 
están obligados a extender el acta del remate forzoso y  el ano- 
tador a inscribirla, como si la prohibición de enajenar no existiese.

P r o h i b i c i ó n  d e  e n a j e n a r .  E n  el caso en que la prohibición de enajenar no 
R. F. N°. 7 obsta al remate de la cosa, se debe, para proceder a éste, citar 

288 acreedor o  acreedores que obtuvieron a su favor la prohibición;
la Academia opina porque convendría una reforma en este sen­
tido.

P e r i t o s .  Diversas clases de jurisdicción.—Intervención délos peritos.—N om- 
R. F . N o s . 8 bramíento de asesores.—Nulidad de procesos.
Pá 63 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc-
J9I3# tor Luis Felipe Borja.

P r o m u l g a c i ó n .  El Poder Ejecutivo, después de clausuradas las sesiones del 
R . F . N o . JO Congreso, objetó el Proyecto de Ley Reformatoria de la Orgá- 
J9J3. *** nica del P °^ er Judicial, discutido en la Legislatura de Í9J2;

pero las objeciones y  el Proyecto objetado se publicaron en el 
Registro Oficial un día después del término prescrito en el 
aparte 2.° del Art. 54 de la Constitución de la República, en que 
se lee: «L os proyectos que, una vez terminadas o suspendidas 
las sesiones del Congreso quedaren pendientes en el despacho 
del Ejecutivo, y  fueren objetados, se publicarán en el «Registro
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Oficial»; y  se presentarán en los primeros tres días de la próx} 
ma reunión de la Legislatura, con las objeciones hechas oportu" 
ñámente. Pero, si no se publicaren con dichas objeciones, en el 
plazo de seis días, esos proyectos tendrán fuerza de ley», 
el asunto y  cuando el Consejo de Estado lo  estudiaba, se des­
cubrió que las copias del proyecto reformatorio enviadas al Poder 
Ejecutivo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75 
de la Constitución, no corresponden al Proyecto de Ley, tal 
como había quedado después de considerado en las dos Cáma­
ras, por haberse incluido en aquellas copias algunas supresiones 
y  modificaciones hechas por la Cámara de Diputados, que fue 
la revisora, y  con las que se conformó el Senado, según consta 
de las actas respectivas.
¿Son o nó ley de la República las reformas de la Orgánica del 
Poder Judicial a que la consulta se refiere? ¿Qué debe hacer 
el Poder Ejecutivo?
Cuestiones propuestas por el señor doctor Alejandro Cárdenas, 
en sesión de la Academia del 22 de diciembre de Í9Í2.
Dictamen importante de la Academia, resumido o comentado 

 ̂ por el señor doctor N . Clemente Ponce, en las siguientes con­
clusiones;
1. a «Sí la publicación de un proyecto por el Ejecutivo, con las 
correspondientes objeciones, esto es, con el ánimo de que se sepa 
que tal proyecto no es ley, precisamente por haber sido objetado, 
debe tener .por promulgación, en el caso de que la publicación se 
hiciese fuera del término que señala el Art. 64 de la Constitu­
ción y  atento lo que dispone el Art. 5.° del Código Civil en 
orden a la promulgación de las leyes».
Resolución; í .a La publicación de la ley, en las condiciones 
determinadas en la consulta, no es P R O M U L G A C IO N .
2. a «Si el Poder Ejecutivo tiene la facultad de cerciorarse si 
un proyecto de Ley que le remiten las Cámaras es o no autén­
tico, es decir, sí tpdos sus artículos han sido debidamente discu­
tidos y  aprobados por éstas en la forma constitucional. 
Resolución; 2.a Si tiene el Poder Ejecutivo la facultad de que 
se habla en la consulta.
3. a «Sí en caso afirmativo y constando la falta de autenticidad 
o sea la falsedad de un proyecto, el Ejecutivo puede negarse a 
sancionarlo, o sí cuando el proyecto ha sido objetado y  se han 
publicado a destiempo las objeciones, puede hacer una declara­
toria general en el sentido de que tal proyecto no es ley por 
carecer de autenticidad».
Resolución; 3.a En el caso que se supone en la primera parte 
de la cuestión, el Poder Ejecutivo debe negar la sanción al Pro­
yecto; y  en el que se supone en la segunda parte, debe declarar 
que se abstiene de promulgar la ley por no ser auténtica, pero 
con la obligación de dar cuenta de élío al próxim o Congreso, 
para que éste decida el asunto de m odo definitivo.
4. a «Si los ejemplares de un proyecto de ley que pasan al 
Ejecutivo firmados por los Presidentes y  Secretarios de ambas 
Cámaras, pueden hacer fe cuando están en oposición con la
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verdad de los hechos, tales como aparecen de las respectivas 
actas de las sesiones en que se discutió tal proyecto». 
Resolución: 4.a El Poder Ejecutivo, para ejercer las facultades 
que se le reconocen en las conclusiones precedentes, debe com­
parar los proyectos enviados por las Cámaras con las actas, y  sí 
encuentra que hay divergencias, debe proceder con arreglo a 
estas facultades.
5.a «S í hallándose en receso la Legislatura, sería posible que 
los Presidentes y  Secretarios, vuelvan a pasar al Ejecutivo nue­
vos ejemplares del proyecto, después de corregidos los defectos 
y  vicios con que se enviaron la primera vez».
Resolución: 5.a Sí, pero sólo durante el tiempo que esos em­
pleados pueden seguir funcionando después de terminadas las 
sesiones, según los Reglamentos de las Cámaras, para cuya 
expedición se hallan éstas autorizadas por la Constitución de la 
República.

Promulgación. U N A  C U E STIO N  C O N T R O V E R T ID A .
5 ¡ 95°*10 Tienen fuerza de ley las reformas a la Ley Orgánica del Poder
j9Jg3. Judicial decretadas por el Congreso de 1912?

Estudio del señor doctor don Luis Felipe Borja.

Prescripción. Reivindicación.—Diversas clases de nulidad.— Prescripción.
R‘ F* tn q °* M a n if ie s to  presentado ante la Excma. Corte Suprema de Justi- 

cia, por scóor doctor Luís Felipe Borja.

Pruebas. Reformas del Procedimiento Criminal.
R. F. N®. J2 Informe que presenta a la Academia de Abogados el señor doc- 

* tor Víctor Manuel Peñaherrera.
* Unificación del sistema en orden a la apreciación de las pruebas;

sistemas del criterio legal y  del criterio judicial.
El Jurado. Diversas categorías en los delitos.

P r o c u r a d o r  S in d ic o .  S í los Agentes Fiscales, Procuradores Síndicos y  en 
R. F. N®. 13 general, los funcionarios públicos que, como tales, fueren partes 
» f e  en los juicios, deben presentar sus nombramientos para legitimar

su personería.
Consulta sometida a la consideración de la Academia, por el 
señor doctor Víctor M . Peñaherrera.

P r o c u r a c ió n  ju d ic ia l .  La procuración judicial y  el Analfabetismo.
R. F. N®. 14 Estudio del señor doctor don Darío E. Palacios.
Pág. 80 
1914.

P r o c u r a d o r  S ín d ic o . Sí los Agentes Fiscales, Procuradores Síndicos y  en 
R. F. N®. J4 general los funcionarios públicos que, com o tales, fueren partes 
J9J4.̂ 2 en ôs juíc‘ os» deben presentar sus nombramientos para legitimar

su personería.
Continúa la discusión.
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Promotor Fiscal. «Si el abogado nombrado Promotor Fiscal, en Causa „ i  
- ' '  rainal, en los lugares donde no hay Agente Fiscal, podrá recHc’

del agraviado dádivas o  retribución pecuniaria, a manera d 
1_______ f in  i n r u r r i r  en las infracciones nunífiT«.«.______ _ ac

R. F. No. J4 
Pdg. 98 
J9H. honorario, sin incurrir en las infracciones punibles previsteis ¡ 

los artículos 228 y  240 del Código Penal».
Consulta sometida a la consideración de la Academia, por ei 
señor doctor Isaac Alvarez.
La Corporación resuelve unánimemente en sentido negativo 
fundándose en que tal procedimiento es de todo punto ilegal v 
pernicioso, por hallarse claramente comprendido en uno u%tro 
de los casos puntualizados en los artículos 228 y  240 del Código 
Penal, según las circunstancias que rodean a la infracción, las 
cuales harán que ésta constituya abuso, concusión o soborno.

Promulgación. La Academia discute el punto relativo a las reformas de la 
R. F. N°. J4 Ley Orgánica del Poder Judicial, estudiadas en la Legislatura de 
Pdg. JOí J9J2, del cual consta ya el estudio realizado por el doctor N.
,9J4, Clemente Ponce, que se publica en el N °. 10 de la «Revísta Fo­

rense», pagina 8Í, correspondiente a los meses de noviembre y 
diciembre de Í9Í3.

Perjurio, Proyecto de ley sobre el perjurio, aprobado por la Academia de 
R. F. No. J6 Abogados.
Pág. >25 Anexo N .° 3 del informe presentado por el señor Presidente de 
,9H* la Academia al Poder Legislativo.

Año de Í914,
El proyecto de esta Ley se publica en este trabajo, en la pá­
gina 245, «Revísta Forense» N .° !6 , página Í88.

P o s e s i ó n .  Despojo ejecutado por el Gobierno. Juez competente para este 
R. F. N°. I6 juicio. Intervención del Ministro Fiscal. Posesión de una isla. 

144 Habilitación de salinas.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor don Luís Felipe Borja (Hijo).

P r o m u l g a c i ó n .  La Academia discute el punto relacionado con las reformas a 
F* N°. í6 la Ley Orgánica del Poder Judicial, discutido en la Legislatura 

f j f i  180 de (912.
Comisiona al señor doctor N . Clemente Ponce para que expon­
ga los motivos en que se ha fundado la corporación en orden a 
las resoluciones adoptadas.
El doctor Ponce acepta el encargo, pero a condición de que su 
trabajo sea previamente conocido por la Academia, el mismo 
que se halla publicado ya en la «Revísta Forense» N .° 10, 
página 81.

P o s e s o r i a  a c c i ó n .  ¿Cabe acción posesoria contra el que, com o mayordomo 
Pá&'j99°' °  s™ ente'  eíecuta obra, por orden y  cuenta de su patrón?
J9I4. Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­

tor Víctor Manuel Peñaherrera.
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P r o m u l g a c i ó n .  Leído el trabajo presentado por el señor doctor N . Clemente 
R. F. N°. J9 Ponce, para el que le comisionó la Academia, sobre las refor­
j e ;  223 mas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, discutidas en la

Legislatura de Í9J2, acuerda otorgarle un voto de aplauso y  
agradecimiento.
Dicho trabajo se publicó en la «Revista Forense» N .° JO, pá­
gina 8J, correspondiente a los meses de noviembre y  diciembre 
de J9J3.

P e r j u r i o .  Continúa la discusión del Proyecto sustitutivo del Título V , 
r , F. N°. J9 Libro IV  del Código Penal.
Píe* 224 Con las indicaciones expuestas son aprobados los primeros ar- 
I9J4, tículos.

P e r i t o .  El señor doctor Víctor Manuel Peñaherrera, a nombre de un dis- 
r .  F. N°. J9 tinguído Abogado riobambeño, solicita el parecer de la Acade- 
Pág. 227 mia, acerca del siguiente punto:
,9,4‘ «Si es error esencial, el en que incurre un perito nombrado para

el avalúo de una cosa, cuando la aprecia en mucho más o 
mucho menos de lo que ella vale».
La Academia teniendo en cuenta el tenor y  espíritu de las dis­
posiciones legales concernientes al caso y  a la naturaleza de la 
función pericial, opinó que no había error esencial en el caso 
propuesto.

P e r j u r i o . 
R. F. N°. J9 
Pdg. 233 
J9M.

Se remite al Sr. Presidente de la Excma. Corte Suprema de Jus­
ticia el proyecto de ley sobre el perjurio, para que, con el 
informe de ese elevado Tribunal, sea sometido al próximo Con­
greso, de acuerdo con lo dispuesto por el Art. 3° del Decreto 
Legislativo de 4 de octubre de J9J2.

P o s e s i ó n  e f e c t i v a .  Nulidad absoluta y  nulidad relativa.—Posesión efecti- 
R. F. N°.2J va.— Qué clase de nulidad produce la falta de ésta antes déla  

venta de los inmuebles hereditarios?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.
Sentencias.

P o s e s i ó n  d e  a g u a s .  El Dr. Luis Felipe Borja remite a la Academia el pro- 
R. F. N<>. 2J yecto relativo a los juicios de posesión, goce y  dominio de aguas, 
Pág. 280 que se publica en este trabajo en la letra A.

P r e s u n c i o n e s . De la acción ordinaria, cuando ha precedido la ejecutiva.— 
p* 24 Presunciones. Confrontación de firmas. Naturaleza de las prue-
I9J85 * bas. Fuerza probatoria de los instrumentos privados. Diferen­

cia entre el reconocimiento y  la prueba. Tacha de testigos. 
La condena en costas.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.
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P r u e b a s , 
r , F. No. 24 
Pág. 9
J9J5.

De la acción ordinaria, cuando ha precedido la ejecutiva. Pre 
sanciones. Confrontación de firmas. Naturaleza de las pruebas' 
Fuerza probatoria de los instrumentos privados. Diferencia entre 
el reconocimiento y  la prueba. Tacha de testigos. La condena

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

P r o c u r a d o r  
r . F. No. 27
Pág. 8 
J9J5.

SINDICO. «Sí los Agentes Fiscales, Procuradores Síndicos, y , Cn 
general, los funcionarios públicos que, com o tales, fueren parte 
en los juicios, deben presentar sus nombramientos para legiti­
mar su personería».
Leídos los antecedentes de la cuestión y  tomando en cuenta los 
concurrentes que son más atendibles las razones que anterior­
mente se adujeron para sostener la negativa de la proposición 
en debate, y  de acuerdo con los términos mismos del artículo 48 
y  del 5f del Código de Enjuiciamientos Civiles, se resolvió que 
no están obligados aquéllos a legitimar su personería presentando 
los respectivos nombramientos, salvo en los casos en que la 
parte contraria lo exigiere.

Procurador Síndico. CUESTIONES JU R ID IC A S .-D E R E C H O  PR AC - 
R. F. N®. 29 TICO.
m i ™  S W »  un Procurador Municipal confesar por la Municipalidad? 

Estudio del doctor N . Clemente Ponce.

Providencias preventivas. Se da comienzo a la discusión del proyecto de 
R. F. N°. 29 reformas del Código de Enjuiciamiento Civil, sobre providencias 

^  preventivas y  sometido a la consideración de la Academia por 
915* el señor doctor Víctor M. Peñaherrera.

Providencias preventivas. Continúa la discusión del proyecto de reformas 
R. F. N°. 29 del Código de Enjuiciamientos Civiles sobre «Providencias pre- 

I5° cautorías o  preventivas», presentado por el señor doctor Víctor 
Manuel Peñaherrera.

Posesión.
R. F. No«. 3J 
y 32 
Pág. 168 
19J5.

Posesión. Sus requisitos para fundar las acciones posesorias. 
Omisión de actos de mera facultad, y  actos meramente tolerados. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor N . Clemente Ponce.

Procurador. CUESTIONES J U R ID IC A S .-D E R E C H O  P R A C T IC O .
34 33 hiendo dos o más los demandados, y  no habiendo contraposición
"Pig. 203 cn sus excepcí°nesi a«n  cuando éstas no sean del todo iguales 
J9J5, o las mismas, ¿estarán obligados a nombrar un solo procurador

que les represente en el juicio, en cumplimiento de lo que se 
prescribe en el Art. 64 del Código de Enjuiciamientos en mate­
ria Civil.
Estudio del señor doctor N . Clemente Ponce, quien sostiene la 
afirmativa.
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P r e s u n c i o n e s

3'r Pc“ np ;rî  y l X t “  dC Pr0bar- P,¡ncipi0
U C°tte S~ *  -  -  -«*« te -

P rin cipio  d e  p r u e b a  p o r  e s c r it o . Presunciones. Ln obligación 
R, F. Nos. 33 Principio de prueba por escrito. Peritos y  testigos 
34 y 35 Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el
P5S: 209 tor Luis Felipe Borja.

de probar, 

señor doc-

Peritos. Presunciones. La obligación de probar. Principio de prueba por 
r . F. Nob. 33 escrito. Peritos y  testigos.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc- 
J9J5 tor ^ U,S ^c“ Pe Borja.

P e r e n t o r i o . O B SE R V A C IO N E S A L  A R T . 512 DEL CODIGO DE EN- 
Noa* 38 JU IC IA M IE N T OS E N  M A T E R IA  CIVIL.

Pág. 77 El juez, a solicitud del ejecutante, no puede conceder prórroga
J9J6. del término probatorio en juicio ejecutivo! J.° porque dicho

término es perentorio; y  2.° porque esa concesión es ilegal des­
de que la parte última de dicho artículo está derogada.
Por I. B. M ., estudiante de Jurisprudencia.
N O T A .— Sometida esta exposición al conocimiento de la Aca­
demia, el señor Presidente la apoyó, haciendo presente que el 
propósito de la reforma de 1904, relativo al Art. 511 {512 de la 
edición en vigencia) fue efectivamente suprimir toda la segunda 
parte de dicho artículo, desde las palabras: «este término será 
común a ambas partes. .» ; y  que esto le constaba porque, aún 
cuando no concurrió al Congreso en calidad de Senador o Di­
putado, fue quien, a petición de algunos amigos miembros del 
Congreso, indicó y  redactó las reformas del Código de Enjui­
ciamientos; y  añadió que sólo por no copiar literalmente toda 
esa segunda parte del artículo, se hizo uso de la etc., diciendo: 
«D el Art. 511: este término será común, etc.» El señor Vice­
presidente, doctor N . Clemente Poncc, corroboró también con 
otras observaciones la misma conclusión; y  todos los miembros 
de la Academia que concurrieron a la sesión, estuvieron con­
formes en que, en realidad, toda esa parte del artículo estaba 
derogada, y  que en la práctica era menester atenerse al texto 
de la ley, tal como fue expedida, y  al pensamiento del legisla­
dor claramente manifestado en ella, antes que a la edición del 
Código en que probablemente por mera inadvertencia se había 
incorporado la parte suprimida por el legislador.

Prórroga. 
R. F. Nos. 38 
y 39 
Pdg. 77 
1916.

O B SE R V A C IO N E S A L  A R T . 5J2 DEL CODIGO DE EN ­
JU IC IA M IE N TO S EN  M A T E R IA  CIVIL.
El juez, a solicitud del ejecutante, no puede conceder prórroga 
del término probatorio en juicio ejecutivo: J*° porque dicho tér­
mino es perentorio; y  2.a porque esa concesión es ilegal desde 
que la parte última de dicho artículo está derogada.
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Pá8. SI 
1916.

Por I. B. M ., estudiante de Jurisprudencia.

P r o v . o b n c . a s  p r e v e n t i v a s .  Discusión del proyecto de reformas del Códice 
r “ . Nos. 38 de Enjuiciamientos Civiles, sobre prov.denc.as precautorias „ 
y 39 preventivas. Facultad de poder pedir el .nventario antes de

Bi proponer ninguna demanda.
Es aprobado este artículo: «Antes de la demanda y  en cualquier 
estado del juicio puede pedirse prohibición de enajenar, reten­
ción, secuestro o arraigo, y, desde que se propone la demanda 
el inventario de la cosa sobre que se litiga con arreglo a las 
disposiciones de esta sección.

P r o v i d e n c i a s  p r e v e n t i v a s .  Continúa la discusión del proyecto de reformas 
r. F. Nos. 38 del Código de Enjuiciamientos Civiles, sobre providencias pre- 
y 39 cautorias o preventivas.
S t -  Son aprobados varios artículos.

Pruebas. Comienza a discutirse el proyecto de reformas del Tribunal de 
R. F. Nos. 38 Jurados, presentado por el señor doctor M anuel E. Escudero, el 
y 39 J7 de febrero de Í9Í4.

90 Se lee el informe emitido al respecto por el señor doctor Víctor
19 ' M . Peñaherrera, publicado en los N os . f 2 y  Í3  de la «Revista

Forense», correspondientes a los meses de enero y  febrero del 
citado año.
Exposición del señor doctor Escudero, sobre estos puntos funda­
mentales de la reforma propuesta: í .°  La necesidad de la unifi­
cación del sistema penal para la apreciación de las pruebas?
2.° La manera y  forma de constituir el tribunal común para el 
juzgamiento de los crímenes y  delitos; y  3.° Los recursos que 
deben concederse de los fallos pronunciados por ese Tribunal.

P r e s c r i p c i ó n  e x t r a o r d i n a r i a .  ¿Cabe prescripción extraordinaria contra título 
R. F. Nos. 40 inscrito?
r 41 Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el señor doctor

N . Clemente Ponce.Pág. 97 
J9J6.

Fallo del Tribunal.

P r u e b a .  En ciertos casos el auto de prueba impone gravamen irreparable. 
R* Nos* 42 Naturaleza de las notificaciones y  citaciones. N o  puede sus- 
Pág. J27 tanciarse, como incidente, la falta de éllas, sí asevera lo contra­
l l é .  rio el empleado competente.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luis Felipe Borja.
Auto del Tribunal.

P r o v i d e n c i a s  p r e v e n t i v a s .  Continúa la discusión del proyecto de reformas 
*̂45* ^  ^  Enjuiciamientos Civiles, sobre providencias pre-

Pág. 298 ventívas o precautorias,
19J6. Inconvenientes que acaso tendría el que la venta de la cosa

cuya enajenación estaba prohibida, adolezca de nulidad absoluta.
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Pensiones conductivas. JURISPRUDENCIA.
R. F. No. 49 La reclamación general de pensiones conductivas comprende las 
Pág. «  devengadas después de expirado el plazo. Diferencia entre con-
17 * tínuacíón y  renovación del contrato de arrendamiento. El arren­

datario no requerido no está en mora de devolver la cosa; sigue 
de arrendatario, y  debe pagar las pensiones hasta que devuelva 
la cosa. Requerido, se convierte en injusto detentador; y  debe, 
desde entonces, no pensiones, sino indemnización del lucro ce­
sante y  daño emergente.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el señor doctor 
Víctor M . Peñaherrera.
Sentencia.

Posesión de aguas. Se procede a tratar de las cuestiones consultadas por el 
R. F. N°. 49 señor Presidente, respecto de la interpretación de varias de las 
Pig. 73 reformas del Código de Enjuiciamientos Civiles, aprobadas por
M 7' la Legislatura de J9ÍÍ.

Conveniencia de que todas las controversias que se refieren a 
posesión de aguas, se ventílen en juicio verbal sumario, atentas 
las razones aducidas por el señor doctor Víctor M. Peñaherrera 
y  los términos del Art. 45 de la Ley Reformatoria del Código 
de Enjuiciamientos en materia civil, sancionada el 14 de octubre
de m u
Opiniones escritas de los señores doctores José María Busta- 
mante y  Luis Felipe Borja (hijo). •
La Academia resuelve: «Que dados los términos clarísimos de 
la reforma, no cabe interpretarla sino en el sentido de que, cual­
quiera que sea el fundamento de la oposición, tiene de sustan­
ciarse en juicio verbal sumario.»

Posesión de aguas. Respecto de la interpretación de varias de las reformas 
R. F. N°. 49 del Código de Enjuiciamientos Civiles, aprobadas por la Legis- 
Pág. 88 latura de Í9Í Í  y  sancionadas el 14 de octubre del mismo año,

una de ellas es interpretada por la Academia, unánimemente, en 
esta forma: «Atentos los términos clarísimos y  absolutos de la 
reforma, que dice que ¿odo desacuerdo entre poseedores de aguas 
se ventilará en juicio verbal sumario, nó hay razón alguna para 
exceptuar de esta regla general ninguna controversia entre po­
seedores de aguas, sea que se trate de acciones posesorias, o  de 
las que, según la legislación anterior, debían ventilarse en juicio 
ordinario».

Prenda. Declarada la quiebra del deudor, ¿puede hacerse el remate de la 
R. F. N°. 50 prenda y  pagarse al acreedor prendario, antes de que se califí- 
IW? ^  quen los créditos?

Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el señor doctor 
N . Clemente Ponce.

Pagaré a la orden. Notas a la Convención de la Haya, de Í9Í2, con vista 
R. F. N°. 51 de las leyes del Ecuador, sobre Letras de Cambio y  Pagarés a 
? & 170 la Orden.

Por el señor doctor Manuel R . Balarezo.
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Prescripción
r . F. N°. 52 
Pág. 2M 
J9I7.

EN MATERIA CRIMINAL» L A  P R E S C R IP C IO N  EN  M A TER IA 
CRIMINAL. *
Interpretación de las leyes. La prescripción según el derecho 
francés y  según el derecho ecuatoriano. Comparación entre h* 
dos legislaciones. Interrupción de la acción criminal. Los sis 
temas que han regido en el Ecuador. Cuáles son díligencia¡ 
judiciales.
Manifiesto formulado por el señor doctor Luís Felipe Borja.

Prorrogación. La Academia se ocupa de la cuestión concerniente a si pro- 
R, F. N°. 53 puesto un juicio de divorcio» por mutuo consentimiento, ante un 
Pág. 315 A U U » TUÍfimeioal. aue no es del domicilio de níno-unn
J9J7.

la Ley de Matrimonio Civil, o cabe la prorrogación de la ju­
risdicción por razón del territorio, según las reglas generales.

Prorrogación. ¿Propuesto un juicio de divorcio, por mutuo consentimiento, 
R. F. No. 53 ante un Alcalde Municipal, que no es del domicilio de ninguno 
Pág- 315 de ios cónyuges, es nulo el juicio, atenta la disposición del
I917, Art. 28 de la Ley de Matrimonio Civil, o cabe la prorrogación

de la jurisdicción por razón del territorio, según las reglas ge­
nerales?

Perentorios. Los autos no causan ejecutoria sino cuando deciden lo contro- 
R. F. N®. 54 vertido. Los jueces no pueden ampliar los términos perentorios, 
Pág. 1 y  si lo hacen, la ampliación no surte ningún efecto. Naturaleza
I9Í8, del depósito. Cómo se prueba la entrega de la cosa depositada.

El depósito por mandatarios.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc* 
tor Luis Felipe Borja.

Prueba de la entrega de la cosa defositada. Los autos no causan eje- 
R. F. N°. 54 cutoría sino cuando deciden lo controvertido. Los jueces no 
Tgfá 1 pueden ampliar los términos perentorios, y  si lo hacen, la am­

pliación no surte ningún efecto. Naturaleza del depósito. Có­
mo se prueba la entrega de la cosa depositada. El depósito 
por medio de mandatarios.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luís Felipe Borja.

Poder. JÜRISPRUDENCIA.
Pág.’ 20* Cuando el mandatario general del demandado se niega, al ser 
19J8. citado con la demanda, a ejercer el poder en el juicio, débese

contar con el mandante. El mandato posterior en que no se 
conceden al mandatario las mismas facultades concedidas en el 
primero, constituye revocación de las no comprendidas en el 
segundo. Aún cuando el ejecutado no proponga excepciones, 
el juez debe absolver en la sentencia si el título no es ejecutivo. 
El gerente de una sociedad necesita poder especial para obligarla
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por medio de fianzas. Cuando tal poder no existe, no se trata 
de la nulidad sino de la no existencia de la obligación. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Alejandro Ponce Borja.
Sentencias.

P rorrogación. ¿Propuesto un juicio de divorcio, por mutuo consentimiento, 
r . F. N°. 54 ante un Alcalde Municipal, que no es el del domicilio de níngu- 
Pág. 47 no de los cónyuges, es nulo el juicio, atenta la disposición del
J918. Art. 28 de la L ey de Matrimonio Civil, o  cabe la prorrogación

de la jurisdicción por razón del territorio, según las reglas ge­
nerales?
Continúa la discusión.

Públicos y privados. Los instrumentos públicos y los instrumentos priva- 
R. F. N°. 55 dos. Estos deben ser individualizados en el reconocimiento pa- 
Pág. 69 ra que sean títulos ejecutivos. Rehabilitación del demente.

Desde cuándo surte efecto la sentencia que la declara. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luís Felipe Borja.

Prescripción criminal. P R E SC R IP C IO N  CRIM IN AL,
Pá f  as10* 55 Exposición que hace a la Academia de Abogados de Quito, el 
j9jgt señor doctor Cello Enrique Salvador.

Procedimiento penal. Reformas del Procedimiento penalt 
R. F. N°. 56 Competencia territorial. De la prueba. De las pruebas. Cuer- 
Pág. 103 pD ¿¿i  delito. El sumario. Formación de causa. Del sobre-
19 s* seimiento. Confesión. El Jurado. Juicios económicos. Re­

cursos. Disposiciones comunes. Organización judicial. Reco­
mendación final.
Exposición que hace a la Academia el señor doctor Víctor M. 
Peñaherrera.

Prueba. Reformas del procedimiento penal.
Pá 103* Competencia territorial. D e la prueba. De las pruebas. Cuer- 

po del delito. El sumario. Formación de causa. Del sobresei­
miento. Confesión. El jurado. Juicios económicos. Recursos. 
Disposiciones comunes. Organización judicial. Recomendación 
final.
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Víctor Manuel 
Peñaherrera.

Pagarés a  la orden. N otas comparativas entre las leyes del Ecuador y  el 
R. F. N°. 56 reglamento uniforme aprobado por la Convención de la Haya, 
J9J8.16° ^e s°kfc Letras de Cambio y  Pagarés a la Orden.

Por el Sr. Dr. Manuel R . Balarezo.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



s w  r/=o r
? ¡g f  293 rcnse», el Sr. Dr. Leopoldo Pino, sometió al estudio <¡c
1918. colegas el siguiente punto jurídico: “us

1«.— Si la prueba que, para obtener el secuestro provisir,,,,i 
L ig e e l  N? 2- del A rt.960 del Código de E n j u i c i a r e n ^  
materia civil, (edición de 1907) puede consistir en la mera ¡n°
formación de testigos*
2°.—Sí el acreedor que ha obtenido el secuestro provisional, está 
obligado a rendir nuevas pruebas dentro del respectivo término 
probatorio para alcanzar el secuestro definitivo.
I. B. M. manifiesta que es necesario que se estudie esta cues­
tión a fin de unificar el criterio de los tribunales de primera 
instancia con relación al punto consultado.

Precedencia. JURISPRUDENCIA.
R. F. N°. 59 p ara proceder al juicio ordinario prescrito en el Art. 560 del 
f f f9s Código de Enjuiciamiento (576 de la edición vigente), no es

necesaria citación personal o por tres boletas de la tercería o 
tercerías deducidas,
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Leopoldo Pino.

Principio de prueba por escrito. Las cartas misivas dirigidas a terceros o 
R. F. N°. 59 por terceros no tienen valor probatorio. El instrumento públí- 
PáS* 9 co prueba por sí mismo su autenticidad. El privado no prueba
,9í9# por sí mismo haber sido otorgado por quien aparece haberlo

suscrito. Sí la parte contra quien se presenta un documen­
to privado guarda silencio sin redargtíirlo de falso dentro 
del término legal, dicho documento no hace fe cuando la 
persona contra quien se lo presenta no es la que aparece haber­
lo suscrito (N° 4 del Art. Í96 del Código de Enjuiciamientos 
Civiles, anterior edición, y  202 de la vigente). Las declaracio­
nes de testigos no hacen fe cuando su testimonio se funda en 
documentos que carecen de valor probatorio. Principio de prue­
ba por escritor sus requisitos.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Q uito, por el 
Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja.
Resoluciones de los Tribunales.

Prorrogación. Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento 
R. F. N°. 60 penal.
¡ ¡ ¡ f e "  Confusión que se hace en la práctica de los términos subroga­

ción y  prorrogación.
Con frecuencia los Tenientes Políticos de las parroquias cabe­
ceras de cantón, levantan auto cabeza de proceso en subroga­
ción del Comisario, por infracciones cometidas en las otras 
parroquias. Es evidente que, en este caso el Teniente Político 
procede sin jurisdicción, y  el proceso es nulo a causa de esta 
ilegal intervención originada por la creencia de que la subro­
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gación equivale a prórroga de jurisdicción, instituciones com­
pletamente diversas! pues la primera tiene lugar entre jueces 
de igual categoría y  de una misma sección territorial, mientras 
que la segunda se opera entre jueces de diversos territorios. 
Así lo ha resuelto la Academia («Revísta Forense» N os. 19 y  
29, T om o m . Págs. 240 y  241), y  asi se desprende de los 
Arts. 12 y  98 del Codigo de Enjuiciamientos en materia civil y  
Arts. 10, 56 y  62 de ía Ley Orgánica del Poder Judicial. De 
modo que, un Teniente Político no puede subrogar a un Comi­
sario para la instrucción de sumarios por infracciones cometidas 
fuera de su jurisdicción parroquial. Sin embargo, hasta los jue­
ces parroquiales inician sumario en subrogación de los Comi­
sarios de Policía.
La subrogación de que habla el Art. 22 del Código de Policía, 
tiene lugar entre autoridades de la misma categoría, pues de lo 
contrario dicho principio sería opuesto al que sustenta nuestra 
legislación.
Exposición que hace a la Academia I. B. M.

Publicidad. Contribuye a enervar la acción de la justicia, dificultando la 
r . F. N°. 60 investigación, la costumbre que tienen los jueces instructores de 
Pág. 80 dar a Ja publicidad el crimen con todos sus detalles. El sindi-
I919, cado se oculta y, como conoce todos los particulares del hecho,

su defensa se reduce a evitar o  dificultar la práctica de las di­
ligencias concernientes a la investigación.
En estado de sumario debe prohibirse la publicidad de las dili­
gencias que se están practicando, con ello no se viola ninguna 
garantía constitucional, las pruebas continuarían siendo públicas, 
pero no podrían oficiosamente darse a la publicidad, que es 
cosa muy distinta.
Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal, 
por I. B. M .

Peritos. Hay que abolir la facultad de recusar peritos que se concede a las 
R. F. N°. 60 partes, y  suprimir, en consecuencia, el N ° 6o del Art. 362, como 
fnft 81 lo índica el Dr. Peñaherrera.

Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal 
por I. B. M .

Privados, documentos. SU M AR IO :
Pág!’ ul*  61 En la demanda ejecutiva quedan incorporados a ésta los títulos 
1919. que se acompañan. Cesión de créditos personales, su naturale­

za y  consecuencias. La confesión judicial no puede cambiar la 
naturaleza de un contrato. La confesión debe dividirse si uno 
de los hechos consta plenamente. Los documentos privados sí 
alteran una escritura pública, surten efecto contra terceros. 
¿Que se entiende por terceros en este caso?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.
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Padre usufructuario» CUESTIONES JURIDICAS.
R. F. N°. 62 Eí padre usufructuario legal de los bienes de los hijos menores 

167 no está obligado a pagar los capitales de las deudas de ésto«' 
I9,9‘  Por el Sr. Dr. N. Clemente Ponce.

Prófugo. En las infracciones que no son de jurado, o  por lo menos en l0s 
R. F. N°. 62 juicios económicos, caso de haber comparecido por escrito el 
Pig. 209 encausado, si estuviere oculto o prófugo, la causa debería con- 
I9,9‘ • tínuarse hasta sentencia, contándose con el defensor del sindi­

cado, o con el que le nombrare el juez de oficio.

Permuta. El Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja manifiesta que, habiéndose la 
R. F. N°. 62 Academia de Abogados ocupado siempre, no sólo en cuestio- 
Pág. 2JJ ncs de interés especulativo, sino también en asuntos que impli- 
I919' can mejoras prácticas, se permite consultar a los señores

Académicos respecto al verdadero alcance del impuesto de al­
cabalas, en lo que se refiere a las transmisiones de dominio, 
tratándose de un contrato por el cual una de las partes daba el 
predio A  y  la ótra el predio B y  una suma de dinero, síend* 
así que el valor del predio B era inferior a dicha suma. El 
contrato, en este caso, es según el Código Civil, compraventa 
del predio A ; y  en tal virtud, creía el Dr. Ponce que la alca­
bala debía pagarse sólo por el predio A , y  nó sobre el predio 
B que en el contrato figuraba únicamente com o parte del precio 
de A. En otros términos, dijo que la alcabala afectaba al acto 
jurídico, esto es, a la compraventa, sin que deban tomarse en 
cuenta las diversas trasmisiones de la propiedad que podían 
comprenderse en el mismo acto.
Cerrada la discusión, la mayoría de los miembros que concu­
rrieron a la sesión, resolvieron que, donde hay trasmisión de 
propiedad, allí hay alcabala, y  pof consiguiente, en el caso 
propuesto, debía pagarse por ambos inmuebles.

Plazo. SUMARIO?—Casos en los cuales es necesario interpretar los contra- 
R. F. N°. 63 tos. Alcance de la regla de que éstos deben interpretarse de 
J920.19 buena fe. Acepción técnica de ía palabra plazo. A l interpre­

tar las convenciones, no se han de tomar las voces en su acep­
ción técnica. La intención de las partes debe prevalecer sobre 
los términos que se emplearen en los contratos; y , además, han 
de estudiarse las circunstancias peculiares de cada convención. 
Naturaleza del contrato de venta. En qué consiste la posesión 
material? Las reglas concernientes a la prescripción son de de­
recho público y  no pueden ser modificadas por las partes. Ra­
zones que justifican el Art. 1825 del Código Civil. Interrupción 
natural de la prescripción? sus efectos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

Posesión material. SUMARIO? Casos en los cuales es necesario interpre- 
Pig. J9 ' *ar os contrat°s- Alcance de la regla de que éstos deben ín-
1920. terpretarse de buena fe. Acepción técnica de la palabra plazo.
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A l interpretar las convenciones, no se han de tomar las vo­
ces en su acepción técnica. La intención de las partes debe 
prevalecer sobre los términos que se emplearen en los contratos; 
y , además, han de estudiarse las circunstancias peculiares de 
cada convención. Naturaleza del contrato de venta. ¿En qué 
consiste la posesión material? Las reglas concernientes a la pres­
cripción son de derecho público y  no pueden ser modificadas 
por las partes. Razones que justifican el Art. 1825 del Código 
Civil. Interrupción natural de la prescírpcíón; sus efectos. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

P rescripción. SU M AR IO : Casos en los cuales es necesario interpretar los 
r . F. N°. 63 contratos. Alcance de la regla de que éstos deben interpretarse 
Pág- *9 de buena fe. Acepción técnica de la palabra plazo. A l inter-
*920. pretar las convenciones, no se han de tomar las voces en su

acepción técnica. La intención de las partes debe prevalecer so­
bre los términos que se emplearen en los contratos; y , además, 
han de estudiarse las circunstancias peculiares de cada conven­
ción. Naturaleza del contrato de venta. ¿En que consiste la 
posesión material? Las reglas concernientes a la prescripción son 
de derecho público y  no pueden ser modificadas por las partes. 
Razones que justifican el Art. 1825 del Código Civil. Interrup­
ción natural de la prescripción: sus efectos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

A C C IO N  DE D ESPOJO.
Contra quien se la debe dirigir; necesidad de la intención de po­
seer  en el despojante. Se la presume en la persona que ejecuta 
el hecho en que consiste el despojo. Razones de esta presun­
ción. Condiciones indispensables para que desaparezca. Estas 
condiciones no concurren en el arrendatario de un inmueble, 
a quien se le acusa de haber ejercitado un hecho de despojo, 
para que se le considere com o representante del arrendador. Ju­
risprudencia de la Corte Suprema. Alegato presentado ante la 
Corte Superior de Quito, por el Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

Presunción. 
R. F. N°. 64 
Pág. 65 
1920.

P rueba testimonial. P R U E B A  T E S T IM O N IA L .
R. F. N°. 64 Comentario de los Arts. 1698 y  1701 del Código Civil Ecuato­

riano. Limite de la prueba testimonial. Importancia de la prueba 
escrita.
Por el Dr. Augusto Bueno, Miembro del Colegio de Abogados 
de Quito.

Pág. 86 
J 920.

Peritos. Se discute el proyecto de reformas al Código de Enjuiciamientos 
Crimínales.

1920. 2 Cerrados los debates, se aprueba el Art. 72, en estos términos:
«Sí el hecho hubiere dejado señales, el juez las reconocerá y  
describirá prolija y  detalladamente, acompañado de su Secretario
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y  con intervención de dos peritos nombrados y  juramentados 
por el juez».
La descripción se hará en la misma acta de la inspección; y ei 
informe pericial se podrá presentar dentro del término de veín 
tícuatro Loras, o de la prórroga que concediere el juez.
Los peritos no podrán ser recusados; pero el sindicado podrá 
nombrar ótro por su parte, sin que por esto se retarde la dili­
gencia. En lo demás, se estará a lo dispuesto por el Código 
de Enjuiciamiento Civil.
Sí se tratare de una violación u otro atentado contra el pudor 
se practicará el reconocimiento sólo cuando el juez lo creyere 
indispensable, y  en este caso se Hará por dos parteras, o, en su 
falta, por dos mujeres que gocen de buena reputación, acompa­
ñadas, sí el juez lo creyere conveniente, de un facultativo, sin 
que pueda concurrir el Juez ni el Secretario.

Papeles. En la discusión del proyecto de reformas al C ódigo de Enjuicia­
mientos Crimínales, la Academia aprueba que al artículo 80 se 
agregue: «Sí los papeles forman parte de otro proceso o  regis­
tro, o reposan en algún archivo público, se tomará copia de ellos 
y  no se los agregará origínales sino cuando esto fuere indispen­
sable para la constancia del hecho. En este último caso, la 
copia quedará en dicho archivo, proceso o  registro; y  llenada la 
necesidad o terminado el juicio, se devolverán los origínales, 
dejando copia en el proceso penal».

Se pone en discusión el siguiente artículo del proyecto de refor­
mas al Código de Enjuiciamientos Crimínales y  es aprobado en 
estos términos: El artículo 30 dirá: «E l juicio penal consta de 
sumario y  plenarío: el sumario tiene por objeto descubrir la 
existencia real o presunta de un hecho punible y  de responsabi­
lidad penal en alguna persona; y  el plenarío, comprobar plena­
mente el hecho y  sus circunstancias y  condenar o absolver al 
sindicado».

Concepto jurídico de la excepción perentoria. Un mismo derecho 
puede valer como acción o como excepción. Excepciones en el 
Derecho Romano; en el Derecho M oderno; en el Sistema Fran­
cés^ en el nuestro. La acción paultana o  sea la rescisión de las 
enajenaciones hechas en fraude de los acreedores, establecida 
por el artículo 2450 del Código Civil, puede alegarse como 
excepción. En el juicio de tercería excluyente cabe reconvención? 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor M. Peñaherrera.
Sentencias de los Tribunales.

? oncepto Íüri'díco de la excepción perentoria. Un mismo dere- 
Pág. 170 * C“ °  p“ e“ e va ĉr como acción o como excepción. Excepciones
1920. Ef1 e* Derecho Romano; en el Derecho M oderno; en el Sistema

rancés; en el nuestro. La acción pauliana o  sea la rescisión de

R. F. No. 64 
Pág. 128 
1920.

Plenarío. 
R. F. No. 64 
Pág. 147 
1920.

Pauliana. 
R. F. No. 65 
Pág. 170 
1920.
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las enajenaciones hechas en fraude de los acreedores, establecida 
por el  ̂artículo 2450  ̂ del Código Civil, puede alegarse como 
excepción* En el juicio de tercería excluyente cabe reconvención? 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor M. Peñaherrera.
Sentencias.

P erjuicios* El señor Presidente de la Academia llama la atención y  mani- 
r . F. N°. 66 fiesta que las disposiciones constantes en los artículos 21 y  222 
Pág* 277 y  otros, respecto de la reclamación por daños y  perjuicios contra 
1920. ej acaSador o denunciante, habían suscitado dudas en la prác­

tica sobre si dicha reclamación debía ventilarse ante el mismo 
juez que conoció de la denuncia o  acusación, o  ante el que 
conociera de la acción de calumnia, y  que convenía estudiar 
una nueva regla suficientemente clara y  precisa, que a la vez 
simplificara el procedimiento relativo a esta materia. La Aca­
demia acoge la redacción de los artículos verificada por el señor 
doctor Peñaherrera, asi com o la indicación del doctor Balarezo 
y  quedan aprobados estos artículos. «Art. ... En el caso de sen­
tencia condenatoria en el juicio penal, la reclamación por daños 
y  perjuicios no suspenderá la ejecución de la sentencia; y  se 
ventilará ante el juez de la causa, en juicio verbal sumario.
En el caso de sentencia absolutoria o de sobreseimiento defini­
tivo, la acción de calumnia y  la de perjuicios a que haya lugar 
contra el acusador o denunciante, se ventilarán también ante el 
juez que conoció de la acusación o denuncia en juicio verbal 
sumario. Para que la acción de calumnia sea procedente, requié­
rese que la imputación haya sido maliciosa; para la de perjuicios, 
basta que haya sido temeraria.
La sentencia, en el caso de los dos incisos anteriores, será ape­
lable a la Corte Superior; la que resolverá por los méritos del 
proceso, sin más recurso que el de queja.
Quedan suprimidos el artículo 222 y  el inciso 2.° del Art. 225. 
Art. ... En lo penal tendrán lugar el recurso de hecho y  el de 
queja en los mismos casos que en lo civil. La apelación y  la 
tercera instancia no se concederán sino en los casos establecidos 
por este Código, y  en los fallos incidentales que, como el de 
abandono o prescripción, pongan término a la causa; los cuales 
se elevarán también en consulta, sí el asunto fuere pesquisable 
de oficio.
Quedan suprimidos el artículo 370 del Código y  el 3.° de la 
Reforma de Í9Í9.
Art. ... A l  pronunciar el juez sobreseimiento definitivo, declarará 
sí la acusación particular, caso de haberla, ha sido o  nó mali­
ciosa o  temeraria».

P rocedimiento correccional.  Prosigue la discusión acerca de la posibilidad 
Pá F 287* ^  aP^car procedimiento correccional ordinario; lo que el 
j92¿. Codígo vigente dispone respecto a los juicios económicos.
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pR° ~ ° .
Pág. 287 
J920.

nícron en que podía adoptarse para las causas de jurado / '  
misma fórmula acordada para el procedimiento correccional * * 
la agregación de que el auto será susceptible de apelación • 
él se ordenará la retención del reo, aún cuando hubiere 
fianza. En consecuencia, se redactó la disposición en estostérminos:
«El Juez, al decretar que pase la causa al jurado, ordenará U 
detención del sindicado, sí estuviere en libertad, aunque hubiese 
rendido fianza.
Esta providencia es susceptible de apelación.»

Pág. 315 
J920.

Partición de gananciales. JU RISPRU D E N C IA D E L O S TR IBU N A LE S. 
R. F. N°. 67 vjuj a a qüien, en la partición de los gananciales, se le adju­

dica una casa comprada por el marido, tiene derecho de de­
mandar al vendedor la inscripción del título.
La sentencia que declara la nulidad absoluta de la inscripción, 
restablece el derecho de exigir que ésta se practique, el que no 
prescribe por el transcurso del tiempo intermedio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Manuel R . Balarezo.

Partición de gananciales. CU ESTIO N ES DE D E R E C H O  T R A T A D A S :
Págf*338°'67 ^a acc^ n ^  comprador para la entrega, es personal. 
1920. Muerto el comprador de bienes raíces antes de la inscripción, no

puede demandarla la viuda, sólo por habérsele adjudicado el 
inmueble, sí no se le ha trasmitido también ese derecho per­
sonal.
2. a La acción para reclamar la inscripción prescribe en veinte 
años; y  sí ésta es nula, el plazo corre, no desde la sentencia 
de nulidad, sino desde el contrato.
3. a Efecto retroactivo de las sentencias. Debe suponerse que 
la nulidad fué declarada en el momento mismo del acto nulo. 
Este es el sentido del Art. Í677; es decir, se retrotraen los efec­
tos de la nulidad al momento del acto nulo; mas no se tras­
lada el acto nulo a la fecha de la sentencia, ni se elimina el 
tiempo intermedio.
4. a La nulidad de la inscripción, siendo válido el contrato de 
venta, no da derecho a la restitución del precio. Esta sólo 
puede pedirse en los casos de nulidad o resolución del contrato. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor M. Peñaherrera.
Manifiesto adicional del doctor Manuel R . Balarezo, acerca de 
los puntos tratados anteriormente.
Manifiesto adicional del doctor Víctor M . Peñaherrera, respecto 
de las mismas cuestiones.
Jurisprudencia de los Tribunales.
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P r o p ie d a d .
r .  F . N ° . 68 
Pág* 7 
1921.

P r o p ie d a d , 
r . F. N°. 16 
Pág. 16 
192 J.

P r o p ie d a d , 
r . F. N°. 68 
Pág. 33 
J92J.

Propiedad. 
R. F. No. 68 
Pág. 50 
1921.

JU RISPRU DENCIA.
Sí es necesaria la inscripción en la cesión del derecho de heren­
cia.
Concepto y  naturaleza de la compra o cesión del derecho de 
herencia. Materia del contrato. Tradición y  sus elementos 
Jurídicos. La tradición del derecho de herencia ante nuestra 
legislación. La tradición del mismo derecho en nuestra juris­
prudencia. La tradición de derechos hereditarios en las legis­
laciones extranjeras. La tradición de esos derechos se cumple 
por el otorgamiento de la escritura pública, sin necesidad de la 
inscripción.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Agustín Cueva.

La propiedad no se trasmite por el solo contrato, sino que es 
necesaria, además, la tradición. El Código Civil siguió en este 
punto al Derecho Rom ano. El Art. Í808 del Código Civil, 
que es consecuencia de aquel principio, se aplica también a la 
venta del derecho de herencia. ¿Cabe que el comprador pague 
una parte del precio con cosa que no le pertenece?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Alejandro Rívadeneíra.

La entrega o tradición de la herencia vendida no puede ha­
cerse sino por la inscripción del título. La entrega de la 
herencia no puede verificarse por la entrega material de las 
cosas comprendidas en la sucesión. El derecho de herencia es 
cosa incorporal, derecho real e inmueble. El que por escritura 
pública compra una herencia, no adquiere la propiedad de ella 
sino mediante la tradición, verificada por la inscripción de la 
escritura en el registro del anotador. Vendida una misma he­
rencia a dos o más personas, por diversas escrituras públicas, 
aún cuando todas las ventas sean perfectas, el comprador cuyo 
título se haya inscrito primero será preferido a los ótros. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Alejandro Ponce Borja.

La tradición del derecho de herencia hecha por un heredero a 
un cesionario, no requiere la inscripción del título.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Manuel R . Balarezo.
Sentencias.

Personas jurídicas. SU M AR IO t Cuando se comparece a defender la cosa 
R . F . N°. 70 vendida o donada, ello en nada atañe al propietario sino al 
1921 poseedor. Las comunidades de indios son personas jurídicas

que se rigen por la Recopilación de Indias y  nó por el Código 
Civil. En los actos y  contratos de las personas jurídicas debe 
intervenir sólo su representante legal, so pena de nulidad.
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Partición. 
R. F. N». 70 
Pág. 190 
J 921.

Partición. 
R. F. N». 70 
Pág. 194 
1921.

P artición.
R. F. No. 70 
Pág. 197 
1921.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor do 
tor Luis Felipe Borja. c~

U N A G RAVE C U E STIO N  JU RID ICA.
El señor doctor Luís Felipe Borja (hijo), se dirige a la H rv 
mara del Senado, por medio de una comunicación, para' 
sea en forma de ley interpretativa, sea reformando las respec­
tivas disposiciones legales, se declare:
U° Que no es necesaria la intervención de curadores ad lítem 
en los juicios de inventarío y  partición de bienes;
2.° Que no debe intervenir el defensor de menores en ningún 
acto, contrato ni juicio en que tengan interés menores que están 
bajo la patria potestad.

Se pone en consideración de la Academia la siguiente consulta 
del Vocal señor doctor Moisés Luna, sobre sí en los juicios que 
interesan a menores que están bajo patria potestad y  son repre­
sentados por el padre o madre que la ejerza, debe también inter­
venir como parte el defensor de menores, conforme lo prescrito 
en el Art. Í079 del Código de Enjuiciamiento Civil.
Cerrado el debate, todos los concurrentes estuvieron conformes 
en que no es necesaria la intervención del defensor de menores 
en los juicios que interesan a éstos cuando están bajo la patria 
potestad.

Por relacionarse íntimamente con este asunto y  por estar tam­
bién todos de acuerdo en que tal intervención es necesaria, 
cuando los menores sujetos a la patria potestad son representa­
dos en los juicios por curadores ad-lítem, conform e a la regla 
general del Art. J079, se pasó a considerar la cuestión relativa 
a los casos en que cabe el nombramiento de tales curadores. 
Sentado el principio general de que este nombramiento debe ha­
cerse cuando hay contraposición de intereses entre los hijos y 
los padres, se procedió a examinar sí en el juicio de inventarío, 
mientras se ejerce la jurisdicción voluntaría, por ejemplo, existe 
tal contraposición. A  este respecto se suscitó debate entre los 
señores Presidente y  los doctores Balarezo y  M odesto Peñahe- 
rrera. Los dos primeros se inclinaban a que, por lo general, 
la solución debía ser negativa, fundándose en que el in­
ventarío no tiene de suyo influencia definitiva en el derecho 
de todas las personas que intervienen en él, sino que se reduce 
a una simple enumeración de los bienes, y , si en ésta se hace 
constar, verbigracia, alguna declaración falsa, puede corregírsela 
en otro momento posterior; y  el último que opinaba afirmati­
vamente, por cuanto el inventarío puede dar ya origen a inte­
reses antagónicos haciendo avalorar, por ejemplo, demasiado 
barato una cosa para perjudicar a uno de los herederos, o  vice­
versa, de donde se deduce que desde entonces hay una especie 
de contraposición latente con miras de las m ayores ventajas que 
cada cual desea obtener en la subsiguiente partición.
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Procurador de Instrucción P úbuca. El doctor A . P. Chávez, desde la 
r , F. N°. 70 ciudad de Guaranda, se dirige a la Academia, elevando la sí- 
pig. J98 guíente consulta:
í92U «Según el Art. 22 de la Ley de Impuesto Progresivo sobre las

herencias, el Procurador de Instrucción Pública debe ser nom­
brado por el señor Ministro del Ramo; pero com o en todas las 
provincias los abogados nombrados han intervenido, antes, con 
diferentes caracteres en muchas causas, no pueden presentarse 
en éstas com o procuradores. ¿Cómo debe procederse para la 
subrogación?
Sí el procurador fuese defensor público, el Art. 190 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial diese la respuesta; pero su verda­
dero carácter es el de empleado; y , en este caso, a fin de que 
no sufra retardo el trámite de innumerables causas hasta la 
reunión del Congreso, parece que el nombramiento de quien 
debe subrogar al impedido, debe hacerlo el señor Ministro de 
Instrucción Pública».
Se ordena contestar la anterior consulta en el sentido de que el 
subrogante del referido procurador, en los casos de impedimento 
de éste, debe ser nombrado del mismo modo que el principal, 
esto es, por el Ministro de Instrucción Pública.»

Procurador d e  instrucción púbuca. El Vocal Dr. Moisés Luna consulta a 
R. F. N°. 70 la Academia sí el Procurador de Instrucción Pública que inter- 
Pág. 215 viene en los juicios de partición de bienes, en los casos del Art.
í92í‘ f5 , inciso 2o del Decreto Legislativo de 23 de octubre de J920,

que crea el impuesto progresivo a las herencias, legados y  do­
naciones, debe ser considerado com o parte y  con derecho, por 
consiguiente, a intervenir en el nombramiento de partidor, deli­
berar en las juntas de familia, etc., etc. T odos los concurrentes 
estuvieron acordes en la afirmativa, por cuanto, com o lo expre­
saron los señores Presidente y  Balarczo, la referida Ley hace 
del Estado un verdadero heredero, dada la circunstancia de que 
se le asigna de la herencia, en algunos casos, hasta la quinta par­
te, y  atendiendo, además, a los términos del indicado artículo, 
los cuales hacen presumir que la intervención del prenombrado 
Procurador, en los juicios de partición, ha de ser del mismo 
modo que en los juicios de inventario, esto es, como parte, 
puesto que, en el inciso 2o, se emplea el adverbio también.

Promulgación. El V ocal Dr. Francisco Pérez Borja, con referencia a la Ley 
R. F. N°. 70 de Herencias, deja planteado este punto, para discutirlo en otra

2,6 sesión, y  es el relativo a sí esa Ley tiene efecto retroactivo res­
pecto de las herencias deferidas antes de su promulgación, pero 
que aún están indivisas, como en el caso de un colateral en el 
séptimo grado a quien se le defirió antes una herencia, que va 
a dividirse bajo la vigencia de la sobredicha Ley que no ex­
tiende la sucesión intestada de los colaterales, más allá del sex­
to grado inclusive.
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P ostores, 
r . F. N°. 70 

'Pi g. 233 
J92J.

El Sr. Dr. Víctor M. Peñaherrera manifiesta, que tanto 
foro de Guayaquil como en el de Quito se le había recom 6 
dado, de manera especial, para que se consulten medidas ao 
piadas que eviten ciertas corruptelas com o la de eternizar 1 
ejecuciones, haciendo fíg-urar en los remates algún postor q«  
mejorando toda otra postura, obtiene la adjudicación, y  
no consigna el contado. Las sanciones establecidas por la 1 
para este caso, dice, no son suficientes, porque por lo genera! 
ese postor resulta insolvente o desconocido, y  no se cortan fes 
dilaciones, embrollos y  gastos. Cambiando ideas con el obje­
to de salvar estos inconvenientes, añade, se me sugirieron en 
Guayaquil los dos medios siguientes» t°  que al declararse fe 
quiebra del primer remate, se adjudique, sin nueva subasta fe 
cosa al postor cuya postura hubiere sido preferida, a no existir 
la de la quiebra? y  2o exigir que todo^ postor, al presentar su 
postura, consigne una cantidad que equivalga, por lo menos al 
monto total de las costas del juicio, o bien un tanto por ciento 
del valor de la cosa rematada, cantidad que la perdería a no 
satisfacer el contado.
Se deja pendiente el estudio de este punto, para tratarlo con 
más detenimiento en otra sesión.

Penal, reforma. L A  RE FO R M A  P E N A L  E N  IT A L IA .

Págf í20°*72 P °r ^ r‘ ■̂tíse ‘̂°  .Gómez.
1922. De la Revista del Colegio de Abogados de Buenos Aires.

Proyecto de ley. El Sr. Dr. Manuel B. Cueva García se dirige a la Aca- 
R. F. No. 73 demía pidiendo su opinión aceica del proyecto de ley que, con- 

232 síderando de propiedad nacional, ordena la enajenación de los 
terrenos de resguardo y  reversión, existentes en la provincia de 
Loja. Dicho proyecto dice?
EL CON GRESO DE LA. R E PU B L IC A  D EL E C U A D O R , 
CO N SIDERAND O:
Que los terrenos llamados de resguardo y  reversión, de propie­
dad nacional, existentes en la provincia de Loja, van desapa­
reciendo del dominio del Estado, ya por la usurpación, que de 
ellos hacen los dueños de predios colindantes, ya también por 
las ventas que de los mismos terrenos hacen los particulares sin 
título alguno.
Que semejante usurpación ha hecho desaparecer por completo 
el objeto que tuvo la ley al dar el uso colectivo de esos terre­
nos, a los indígenas, quienes en su mayor parte ya no los 
conservan, por lo expresado anteriormente, perdiendo, por lo 
mismo, el Estado, esa fuente de riqueza pública.
Que entre los actuales poseedores es continua la usurpación de 
esos terrenos, por falta de títulos claros y  precisos que definan 
su derecho, usurpación de fe cual nace un semillero de litigios,
DECRETA:
Art. í° Procédase a 1a enajenación de los terrenos de resguardo
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7  reversión existentes en la provincia de Loja, para cuyo efecto 
se faculta a los Jueces Letrados de la misma provincia.
Art. 2°. Los Agentes Fiscales de la provincia de Loja, en el 
término de tres meses, desde la fecha de la promulgación de este 
decreto, se constituirán en los lugares que existieren los terrenos 
de resguardo y  reversión, y  formarán cuadros demostrativos de 
éstos, con las determinaciones de los nombres de los usuarios, ex­
tensión y  valor aproxímatívo de dichos terrenos, cuadros de los 
cuales se presentará un ejemplar a la Judicatura de Letras res­
pectiva y  ótro a la Municipalidad de la cabecera de Provincia. 
Art. 3o. Presentados los cuadros a que se refiere el artículo 
anterior, el Agente Fiscal de la respectiva Judicatura, solicitará 
la venta y  el Juez Letrado, al proceder a ella, se sujetará a las 
disposiciones del Código de Enjuiciamiento Civil, relativas al 
remate voluntario.
Art. 4o. La venta se llevará a cabo entre los actuales usuarios, 
quedando facultados los Agentes Fiscales para pedir que entren 
extraños a la licitación, sí aquéllos no se presentaren.
Los usuarios de la raza india, para los efectos de esta ley, no 
quedarán sujetos a las disposiciones que rige el remate volunta­
rio, y  el Juez de Letras, previo dictamen fiscal, sobre sí el 
comprador es de raza india, procederá a la venta directa, to­
mando com o base la mitad del precio de tasación hecha por dos 
peritos, nombrados uno por cada parte.
Art. 5.° Cualquier litigio o  tercería que se suscitare por quien 
pretendiera derechos en terrenos de resguardo y  reversión, se 
sustanciará ante el mismo juez, verbal y  sumariamente, y  de la 
resolución que expida no habrá otro recurso que el de queja. 
Art. 6,° El producto de la venta será entregado al Tesorero de 
Hacienda de la Provincia, quien estará obligado a llevar una 
cuenta especial de los ingresos y  egresos provenientes en con­
cepto de terrenos reversorios.
Art. 7 °  Del producto de la venta se hacen las siguientes asig­
naciones! a) A  la Municipalidad de Loja, el 50 %  que invertirá 
preferentemente en la apertura y  construcción de una avenida, 
que partiendo del nuevo hospital, termine en el cementerio de 
la dudad, por el sur, y  el resto, si lo hubiere, lo dedicará a la 
obra de Ja canalización del río Malacalos, en la parte compren­
dida entre el sitio «L a Tebaida» y  el puente «Bolívar», por el 
norte; y  b) El otro 5 0 %  a las Municipalidades de los demás 
cantones de la Provincia que tengan terrenos de resguardo y  
reversión, porcentaje que se destinará exclusivamente a la cons­
trucción de cárceles, casas municipales, provisión de agua pota­
ble, luz eléctrica, a juicio del respectivo Concejo.
Art. 8.° El Tesorero de Hacienda de la provincia de Loja, sin 
necesidad de orden especial del Ministerio respectivo, entregará 
a los Tesoreros Municipales de los cantones mencionados, las 
cuotas a que se refiere el artículo anterior, los cuales no podrán 
dar a estas cuotas otra inversión que la determinada en este 
decreto, siendo, por lo mismo, personal y  pecuniariamente res­
ponsables de aquélla.
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Art. 9.° Este decreto se pondrá en vigencia desde la feclia de 
su promulgación.
Dado, etc.

Proyecto de 
R. F. N°. 73 
Pág. 238 
J 922.

L ey. El señor Presidente, doctor Víctor Manuel Peñaherrera 
ocupándose del proyecto de ley que antecede, expone que 
podría sintetizar la opinión de la Academia en los siguientes 
términos: Respecto de los terrenos poseídos por particulares con 
ánimo de dueño, no cabe en ningún caso ordenar que se vendan 
despojando a los que los poseen; respecto de aquéllos en los que 
los particulares reconocen el dominio del Estado, la venta, aun­
que jurídicamente posible, puede ser inconveniente.
La Academia acepta, por unanimidad, estas conclusiones, y  a 
fin de continuar discutiendo tan grave problema, con los datos 
de becho indispensables para ello, acuerda dirigir una circular a 
los Gobernadores de Provincia, solicitándoles suministren a la 
Academia los datos que ésta crea necesarios para conocer en lo 
tocante a las comunidades de indios u otras análogas que exis­
ten en la República, su número, organización y  derechos que 
ejercen o se atribuyen.

Procedimiento en el abigeato. La Academia conoce de la siguiente con-
R. F. N°. 73 sulta, formulada por P. F. Calero:
m i . 145 H ISTO R IA  DEL D E LIT O  DE A B IG E A T O  Y  D E SU P R O ­

CEDIM IENTO JUDICIAL. S E N T ID O  E N  Q U E DEBE 
EN TEN DERSE L A  P A L A B R A  A B IG E A T O .
Cuando el Ecuador estaba gobernado por García M oreno, regían 
los Códigos Penal y  de Enjuiciamiento en materia criminal de 
1872.
El Congreso de 1885 definió el abigeato, diciendo: «E l abigeato 
o robo de ganado caballar o  vacuno de los hatos o  sitios abiertos, 
de cría, será castigado con pena de prisión cuyo mínimum será 
el de veinte y  seis meses» (página 83 de la Colección de Leyes 
de 1885). El abigeato, com o todos los delitos que no estaban 
sujetos a jurado, se juzgaba en juicio verbal, según el artículo 
285 del Código de Enjuiciamiento en materia criminal de 1872, 
entonces vigente.
En 1889 se hizo otra edición de los Códigos Penal y  de En­
juiciamiento en materia criminal. En ese Código tenemos, en 
sustancia, el abigeato tal com o definió el Legislador en 1885. 
El artículo 501 del Código Penal de 1889, decía: «En el robo 
de ganado caballar o  vacuno, cometido en los hatos o  sitios 
abiertos, de cría, el mínimum de la pena será de dos años y  
dos meses». Se observaba el mismo procedimiento —juicio ver- 
k**! según el artículo 285 del Código de Enjuiciamientos en 
materia criminal de 1889.
En 1892 se hizo nueva edición sólo del C ódigo de Enjuicia­
miento en materia criminal, agregando a ese C ódigo los ju icios 
económicos (introducidos por el Congreso de ese año), pero no
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por abigeato: de modo que el abigeato, seguía juzgándose, co ­
m o antes, en juicio verbal.
La Legislatura de 1903 dispuso que el abigeato se juzgara eco­
nómicamente (página 83 del Anuario de Legislación de 1903). 
En este estado de cosas el señor General E loy Alfaro, Encar­
gado del M ando Supremo de la República, nos dió los Códigos 
Penal y  de Enjuiciamiento en materia criminal, redactados por 
el señor doctor José Peralta, los que rigen desde el í .°  de julio 
de 1906 basta hoy. El artículo 442 de este Código Penal, di­
ce: «En el robo de ganado caballar o  vacuno, destinado para 
la cría, y  cometido en hatos o  sitios abiertos, el mínimum de 
la prisión será de tres años». En este artículo, precisamente, 
encontramos la naturaleza del abigeato y  la pena señalada para 
el abigeo? y  este delito se juzgaba económicamente, según el 
N .° 4 del artículo 349 del Código de Enjuiciamiento en materia 
criminal vigente.
El Congreso de Í92J dictó la L ey sobre Abigeato. En esta ley 
se determina qué juez ha de conocer de la causa, (A¿t. í.°); 
qué procedimiento se ha de seguir en primera y  segunda ins­
tancia, (Arts. de 2 a 6, Í3 y  siguientes); y  la pena que se ha 
de imponer al abigeo (Art. 7.°) Pero la L ey sobre Abigeato 
no ha cambiado la naturaleza de la infracción: de modo que, se­
gún y o  entiendo, abigeato es el robo comprendido en el artículo 
442 del Código Penal, es decir, « el robo de ganado caballar o 
*vacuno, destinado para la cria y  cometido en hatos o sitios abier­
tos», y  la pena para los delitos cometidos desde el primero de 
enero de 1922, será de tino a tres años de trabajo, en una de fas 
islas del Archipiélago de Colón que determinará el Poder Ejecutivo. 
— En caso de reincidencia, la pena será de dos a seis años. (A r­
tículo 7.° de la Ley sobre Abigeato).
A sí com o el abigeato constante en la página 33 del Anuario de 
Legislación, de 1903, se refería a una ley anterior, al delito 
comprendido en el artículo 501 del Código Penal de 1889; así 
com o el abigeato del articulo 349, N .° 4.° del Código de Enjui­
ciamiento en materia criminal vigente se refiere al delito pre­
visto en el artículo 442 del Código Penal actual, de la misma 
manera el abigeato de que habla el artículo l.° de la L ey  sobre 
Abigeato se refiere, indudablemente, al artículo 442 del Código 
Penal que h oy  rige, el que califica de abigeato sólo «el robo 
de ganado caballar o  vacuno cometido en hatos o sitios abier­
tos, de cria», porque según la regla segunda del artículo Í8 
del Código Civil las palabras de la ley se han de entender 
según el Diccionario de la Academia, sólo cuando el legislador 
no ha definido expresamente esas palabras para ciertas mate­
rias, pero en el caso actual el artículo 442 del Código Penal no 
deja duda de lo  que el legislador entendió por abigeato, aún en 
el momento de dictar la nueva ley.
Procedimiento judicial en el abigeato (sí hay conflicto). Para 
sustanciar la causa por este delito, se ha de distinguir sí se ha 
principiado o  nó el juzgamiento respecto de un delito cometido 
antes del primero de enero de Í922. Sí h oy  se principia a juz-
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¡rar a un abigeo que ha cometido la infracción antes de la fect,, 
ítadlcada o a un abigeo por infiaccidn cometida desde el m¡smo 
mes para adelante, se ha de sustandar la causa con arreglo a 
la Ley sobre Abigeato; pero sí este delito se ha cometido antes 
de la vigencia de la nueva ley y  el juzgamiento ha principiado 
antes del f.° de enero de 1922, entonces se ha de juzgar econó­
micamente por el Juez de Letras, con sujeción a la regla 22 del 
articulo 7.° del Código Civil».

Prescripción extintiva. Los instrumentos otorgados a favor de los Bancos 
■ R. F. N°. 74 Hipotecarios no son títulos ejecutivos sí no se hallan registra- 
Pág. 307 dos cn la Tesorería de Hacienda. Estipulado el pago de una 
J922. obligación por dividendos periódicos, la  prescripción extintiva

del derecho comienza desde que cada dividendo se hizo exigíble 
■ y  no desde la fecha en que debió pagarse el último dividendo. 

La prescripción extintiva, por expresa disposición del artículo 
2496 del Código Civil, se funda en el no ej'ercicío del derecho, 
en no haber hecho uso de la facultad de ejercerlo. N o  cabe lá 
tramitación ejecutiva ni aún para los Bancos Hipotecarios cuan­
do ha prescrito la acción ejecutiva. Las reglas de la prescripción, 
institución de derecho público, se aplican también a los derechos 
de los Bancos Hipotecarios. N o  cabe condenar en juicio ejecu­
tivo al pago de la multa estipulada, sí no constan en el título 
respectivo los datos para liquidar la multa. N o  es legal conde­
nar en la sentencia al pago de intereses no demandados. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Alejandro Ponce Borja.
Sentencias.

Porción conyugal. L A  P O R C IO N  C O N Y U G A L .
75 Breve comentario de las disposiciones legales que rigen la íns- 

J922. titución de la porción conyugal, comprendidas en el N .°  3, título
V , parágrafo 2.°, del Código Civil.
Por el doctor Manuel R , Balarezo.

P e n a l . Límites de la ley penal en el espacio»
* ^ r 76 ^fracciones cometidas en el territorio de la República.
1923. II. Infracciones cometidas en territorio extranjero.

Por el doctor Francisco Pérez Borja.

P oder Judicial. Observaciones a la Ley Orgánica del Poder Judicial, por 
oí 76 doctor A . A . Torres.Pag. 52 
1923.

Preexistencia. Se alega y  resuelve que no basta prueba de la preexisten- 
Pág!\o8°* 77 j 3'  s‘no k  existencia actual de un documento en poder del
1923. demandado, para que se ordede la exhibición com o diligencia

preparatoria.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Manuel R . Balarezo.
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Preexistencia»
r . F. N». 77 Naturaleza del juicio de exhibición. En éste no se controvíer- 
pág. *20 tcn derechos, sino que se trata de la simple presentación de un 
J923. instrumento. Prueba admisible en estos casos.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luís Felipe Borja.
Resoluciones.

P r e s c r i p c i ó n

r . F. N°. 77 
Pág. *45 
1923.

p e n a l .  El señor Presidente de la Academia, dice. «Quiero so­
meter a la consideración de la Academia una consulta que se me 
ha hecho respecto de si, para que se interrumpa la prescripción 
de la acción penal por injurias o  calumnias, se necesita forzosa­
mente la notificación de la querella al querellado, y  si en caso 
de habérsele notificado después de cíen días, el enjuiciado puede 
alegar la prescripción. Luego se la generaliza en estos términos 
la consulta» Sí la prescripción penal se interrumpe por el mero 
hecho de comenzarse el juicio respectivo, o  si es necesaria, como 
en lo civil, la citación al sindicado.»

P a r t i c i ó n . 
R. F.f N°. 77 
Pág. *57 
1923.

El doctor Ildefonso Bohórquez M ., por medio de una exposi­
ción que dirige a la Academia, consulta: Si la hijuela inscrita (re­
firiéndose al instrumento así llamado) es titulo ejecutivo?
El señor doctor Manuel R . Balarezo manifiesta y  en ello estuvie­
ron de acuerdo los demás concurrentes, que la partición, para 
ser título ejecutivo, debe ser íntegra, y  no una mera fracción de 
ella, como son las hijuelas en que se forma el lote de bienes 
correspondiente a cada partícipe; pues ningún instrumento judi­
cial surte efecto si está diminuto.
Asimismo estuvieron de acuerdo todos los concurrentes, en que 
la partición era un título ejecutivo, ora porque si bien el partidor 
no es juez, las actas de las juntas celebradas ante él dentro del 
juicio de partición, bien pueden considerarse com o actas judicia­
les; ora porque, aprobada la partición por el juez, queda en 
cierto m odo incorporada a la sentencia y  ésta constituye tam­
bién título ejecutivo.
Dióse por terminada la discusión relativa a la consulta y  se 
dispuso contestar al doctor Bohórquez en el sentido arriba indi­
cado.

Pág.* 163 
*923.

P rescripción pe n a l . Respecto de este punto, el señor doctor Balarezo está 
R. F. N°.77 dc acuerdo con la opinión del señor doctor Peñaherrera, sobre 

la necesidad de la citación al sindicado o siquiera al defensor de 
oficio para la interrupción de la prescripción, teniendo en cuenta 
que, por lo general, ninguna providencia judicial puede surtir 
efectos jurídicos sin las consiguientes citaciones. Un auto cabeza 
de proceso, guardado en el archivo sin ninguna actuación poste­
rior, o una querella que no tenga sino la fe de presentación, no 
cabe que surtan el efecto trascendental de la interrupción de la 
prescripción ni que basten para que pueda decirse que hay un 
procedimiento criminal pendiente, para los efectos del Art. 74 
del Código Penal.
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P e r i o d o .  CUESTIONES:
r . F. N°. 78 EJ J479 del Código Civil es aplicable al arrendimí 
1923 16 to de predios rústicos? Cn

2a. La condición resolutoria de dicho artículo es de la esene' 
o de la naturaleza de los contratos bilaterales, o meramente 
accidental?
3J. Cuál es la razón científica de dicha condición?
4a. Puede ser renunciada o modificada expresa o tácitamente? 
5a. Entraña modificación tácita el pactar que, caso de retardo 
de un período, se pagarán intereses, y  sí el retardo llega a dos 
períodos, terminará el contrato?
6a. Diferencia legal y científica entre resolución y  mera ter­
minación.
7a. Criterio deducido de la interpretación del Art. 1968 del 
Código Civil, por nuestros tribunales.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Víc­
tor Manuel Peñaherrera.
Resoluciones.

P r e s c r i p c i ó n . CUESTIONES SOBRE C O S A  JU Z G A D A .
Págf*í79°* 78 Exposición de los antecedentes y  división de la materia.
J923. Parte primera.

La cosa juzgada.
Parte segunda.
La prescripción no alegada en el juicio de deslinde de dos pre­
dios, puede ser opuesta en el de cerramiento de los mismos. 
Parte tercera.
Consta en el presente caso la prescripción.
Resumen.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Víc­
tor Manuel Peñaherrera.

P rescripción. CO SA JU ZG AD A. DESLINDE. L A  SERVID U M BRE 
Págf 213°'78 DE CE RR AM IEN TO .
J923. Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.

Luís Felipe Borja.
Resoluciones.

P royecto de  código de  comercio. Proyecto de una nueva edición del Códi- 
p* 7  ̂ 2°  de Comercio.
J924. Comunicación dirigida a la Academia de Abogados, por el Sr.

Ministro de Hacienda, Dr. Alberto G ómez Jaramíllo.

P o s e s ió n  e f e c t i v a .  El Sr. Dr. Ponce Borja dice* Entre las reformas al Có- 
Pág. *73 °* ° Enjuiciamiento Civil expedidas por la Legislatura de
1924. Í92I, tenemos esta disposición*

«Art. Í3. Después del Art. 750, póngase el siguiente* «La
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posesión efectiva no es necesaria para la validez de las ventas, 
hipotecas u otros contratos relativos a los bienes hereditarios». 
Antes de esta reforma había en el foro discrepancia, en orden 
a la determinación del efecto que producía la venta de un in­
mueble hecha por el heredero sín que preceda la sentencia de 
posesión efectiva? pues, según unos, la omisión producía la nu­
lidad absoluta del contrato; según otros, nulidad relativa, y , por 
último, para otros ni la una ni la otra nulidad; la omisión no 
invalidaba el contrato, los derechos y  obligaciones personales 
que de él se derivaban subsistían; pero no podía producir nin­
gún derecho real.
Con estos antecedentes, parece que el legislador, al expedir la 
reforma mencionada, optó por la tercera opinión y , dejando sub­
sistente la institución de la posesión efectiva, estableció, que a 
omitirse ésta, el contrato com o tal era perfecto; pero no podía 
efectuarse la tradición del derecho por medio de la inscripción. 
Si la falta de posesión efectiva no produce este efecto, resulta que 
la institución se ha extinguido o  ha quedado reducida al efecto 
de que al heredero putativo que la ha obtenido, le sirve com o 
justo título, conforme al último inciso del Axt. 692 del Código 
Civil.
Somete este punto al estudio de la Academia, para la interpre­
tación del artículo reformatorio en mención.

P r o p i e d a d  u r b a n a .  El Dr. Julio Tobar D onoso, por medio de una comuni-
r . F. N°. 79 cacíón, se dirige a la Academia y  solícita su parecer acerca de 

78 estos puntos:
J924, «La L ey de 14 de octubre de J9J9, que estableció la Junta del

Centenario de Pichincha, (a la cual sucedió la actual de «Em ­
bellecimiento de Q uito») creó, entre otros fondos, un impuesto 
sobre la propiedad urbana que ha dado y  da origen a diversas 
dudas en su interpretación y  justa aplicación.
El artículo respectivo de la L ey dice así: «C om o fondos de la 
Junta se establecen las siguientes rentas: 3° Un impuesto que 
las propiedades urbanas de la Capital deberán pagar, de acuerdo 
con la siguiente escala: las propiedades de diez mil sucres a 
veinte mil de valor, medio por m il», etc.
La primera duda proviene de las distintas acepciones que tiene 
la palabra propiedades empleada por el legislador. ¿Se la ha 
usado com o sinónima de edificios, inmuebles o  predios solamen­
te, o  bien expresa toda la fortuna inmobiliaria que un mismo 
individuo tiene en determinado lugar de la ciudad?
¿Los edificios contiguos de un solo propietario, si no tienen ele­
mentos materiales comunes, pueden ser considerados com o una 
sola propiedad?
¿Cabe exonerar del impuesto a los grandes propietarios que tie­
nen varios predios contiguos,, ninguno de los cuales está, con­
siderado individual y  separadamente, sujeto a él?
Si un propietario compra un terreno y  en él edifica posterior­
mente varías casas o  hace otras construcciones independientes 
entre sí, ¿dejará de satisfacer el impuesto sobre todo el valor
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global de la propiedad y  Habrá que valuar esas n u e v a s  Co
trucciones distintamente? ns'
Caso de decidirse que los edificios colindantes de una sola n 
sona deben constar en el catastro separadamente, ¿no Se fome ^ 
tara la división de las propiedades en pequeños predios exonerado' 
del impuesto, y  no se simularán separaciones con el mismo 
objeto de evitar el gravamen o de disminuirlo?». 0
Informe de los comisionados Drs. M odesto A . Peñaterrera v 
Alejandro Ponce Borja, para el estudio de los puntos consul­
tados que anteceden.

P r o p i e d a d  u r b a n a .  Respecto a la consulta anterior, del Dr. Julio Tobar 
R. F. N°. 79 Donoso, la Academia llego a las siguientes conclusiones; «Si 
Pág 9J una persona tiene dos o más predios separados e índependien-
I924' tes, no hay razón alguna legal para que se sumen los valores

para el cobro del impuesto. T a m p oco  hay razón para sumar 
los valores aunque los predios estén materialmente contiguos 
salvo el caso de que, habiéndose agregado o incorporado el 
uno al ó tro, haya desaparecido su individualidad, llegando a 
constituir uno solo. Si el dueño de un predio lo divide en dos 
o más, la propiedad continúa una sola para el efecto del im­
puesto mientras no se la divída por medio de la enajenación. 
Esto mismo debe aplicarse al caso en que la propiedad única 
quede materialmente dividida por haberse abierto posteriormen­
te una calle o  camino público o privado».

P e r s o n e r í a .  De los puntos sometidos en consulta a la Academia por el D r .
R. F. No. 79 Federico Crespo Guillén, la corporación conoce del siguiente;
***£• 94 En saber sí habiendo ocurrido un m otivo de nulidad, v. gr., el

de personería ilegítima, al segundo día de un término perento­
rio, se ha de suponer que éste ha quedado suspenso desde ese 
momento, o por el contrario, debe entenderse que ha seguido 
corriendo y  que son nulas simplemente las diligencias practi­
cadas después del motivo de nulidad.

P e r s o n e r í a . El Sr. Dr. V . M . Peñaherrera manifiesta: «Para saber sí se debe
p ■ anu âr todo el proceso actuado desde la presentación del falso
1924. personero, o simplemente las diligencias en que éste ha inter­

venido, el juez, al tiempo de declarar la nulidad, para resolver
la cuestión propuesta, debe tener en cuenta los términos mismos 

• de la resolución judicial.
Si se repone la causa al estado en que se encontraba en el 
momento de la presentación del falso procurador, parece claro 
que debe considerarse también que el término probatorio quedó 
en el mismo momento suspenso y  debe seguir corriendo como 
sí el tiempo intermedio no hubiera transcurrido, porque en esto 
consiste precisamente la reposición de la causa al momento de 
la presentación del falso personero. Pero sí el juez se limita 
a declarar nulas ciertas diligencias, sin mandar la reposición de 
la causa, deberá deducirse que el término probatorio siguió su
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curso sin interrupción» haya sido o  no perentorio. En cuanto 
a esto manifestaron conformidad los demás vocales presentes.

El Sr. Dr. José María Pérez E. llama la atención de la Acade­
mia hacia una cuestión de interés practico que requiere pronto 
remedio. Se ha establecido en la costa la corruptela» de efec­
tos desastrosos, de que a pretexto de formación de inventario, 
al pedirse la apertura de una sucesión, señalar con bienes per­
tenecientes a ella, propiedades que en manera alguna le perte­
necen. Se nombra depositario y  pasan a la administración y  
al disfrute de éste por un tiempo más o menos largo, pero 
siempre suficiente para dejar los fondos esquilmados, sin que 
los verdaderos dueños tengan defensa alguna contra tales pro­
cedimientos.

P e r i t o s .  Se observan las dificultades que ha ocasionado la reforma expe- 
r , F. N°. 82 dida en Í923, en orden a que los peritos deben ser personas 
Pág. 305 conocidas y  residentes en el lugar donde deba practicarse la
J924. diligencia o  en el que se sigue el juicio, y  se acuerda proponer

una reforma en la que se disponga que la parte que nombre un 
perito está obligada a designar el lugar en donde deba ser cita­
do y  a presentarle tanto al despacho para que se juramente, 
com o al lugar de la diligencia.

P artición*
p f. N°* 81 
Pág*
1924.

P o s t u r a s .  El Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja manifiesta, com o comisionado 
R. F. N°. 82 que fue para estudiar el Art. 538 del Código de Enjuiciamiento 
Pág. 306 Civil, en vísta de las dificultades que originan las posturas ofre-
,924‘ cidas con larguísimos plazos, que ha redactado un artículo

modíficatario, en la siguiente forma?
«N o  se admitirán posturas a plazo que excedan de ocho años con­
tados desde el día del remate; ni las que no ofrezcan, por lo me­
nos, el interés del seis por ciento anual pagadero por anualidades, 
salvo que las partes acuerden ótro, y  la cosa rematada quedará, 
en todo caso, hipotecada por lo  que se ofrezca a plazo, debién­
dose inscribir este gravamen en el correspondiente registro».

P ago de  intereses. El Sr. Presidente expresa? A  propósito de los requisi- 
'• tos establecidos sobre el pago de intereses o  hipotecas, debo 

recordar que en anteriores legislaturas propuse la reforma refe­
rente a que las cantidades adeudadas por concepto del remate, 
devenguen intereses, una vez que en algunas ocasiones se efec­
tuaban adquisiciones de propiedades valiosas, cuyo precio ofre­
cido por partes y  sin interés, era pagado con las rentas de las 
mismas propiedades.

En consideración el Art. 1° de las reformas aprobadas el año de 
p* F,_ 82 Í923, según el cual «el perito debe ser persona conocida y  re-
J924, sidente en el lugar, donde deba practicarse la diligencia o en

el que se siga el juicio, etc.».
Se acuerda insinuar la conveniencia de suprimir la parte que

R. F. No. 
Pág. 306 
J924.

Peritos.
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exige la residencia del perito en el lugar del juicio, dei 
únicamente el requisito de que la parte que nombre un . 0 
ha de designar el lugar en donde debe ser citado v  D r,.J ¡írií0 
en el momento de la diligencia. 7 presci*irle

Provocación. 
R. F. No. 83 
Pág« 3
1925.

SUMARIO.
La noción del delito se íntegra únicamente por el concurso A 
la inteligencia y  la voluntad del agente: la intención sirve sól 
para medir la culpabilidad. La ley presume en todo delito I 
concurso de sus elementos constitutivos, y  supone a la Ve2 f 1 
intención dañada. Consecuencia relacionada con las pruebas* 
El Art. 3o del Código Penal se complementa con el Cap. 3Ó 
del Libro J° del mismo Código. N o  hay, por consiguiente 
Justificantes, excusantes ni atenuantes del delito fuera de la ley* 
El delito cometido bajo el impulso de una fuerza irresistible 
se confunde en ciertos casos con la legítima defensa. En esté 
supuesto la justificante que se deriva de la acción de una fuerza 
irresistible sólo puede decidirse por los términos del Art. 23 del 
Código Penal. Por propia consecuencia el Art. 2 í del mismo 
Código, al ocuparse en la justificante fundada en la fuerza irre­
sistible, se refiere en todo caso que no sea la legítima defensa. 
La provocación no es excusante sino cuando ella y  el delito que* 
le ha seguido, se han desarrollado en el mismo acto, esto es 
en un sólo proceso material que puede referirse a una misma 
unidad de tiempo. En este sentido, el Art. 28 del Código Pe­
nal difiere del Art. 32í del Código Penal francés y  de la doc­
trina francesa correspondiente. En el C ódigo vigente no es la 
buena conducta, sino la conducta ejemplar del acusado, posterior 
a la infracción, la única que influye en el sistema positivo de 
la degradación del delito, según el Art. 58 del Código Penal. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr, Dr. 
Roberto Posso.

P r o v o c a c ió n . La provocación como causa de excusa. Diferencia entre ésta 

p* F‘  Y justificación. ¿Cómo debe entenderse la expresión en el
J925. ”  mismo acto que emplea el Art. 28 del Código Penal?

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

Pág. J08 
1925.

P r o r r o g a c ió n . El Sr. Dr. Augusto Bueno consulta a la Academia, sobre 
R. F. N<j. 84 lo dispuesto en el Art. 28 de la L ey  de M atrimonio Civil, que 

dice que es competente para el divorcio el juez del domicilio de 
cualquiera de los cónyuges. En el caso de haberse presentado 
en otro lugar el respectivo juicio, y  manifestado después los 
cónyuges que prorrogan expresamente la jurisdicción al juez de 
ese lugar, ¿es válida y  se puede aceptar dicha prorrogación?
El Sr, Dr. Modesto A . Peñaherrera manifiesta que en este caso 
es improrrogable la jurisdicción; que ya  la jurisprudencia ha re­
suelto el punto; que las partes ni pueden prorrogar la juris­
dicción, en algunos casos de fueros privilegiados com o el presente,
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que se funda en consideraciones de orden público, como no 
sería admisible la prorrogación en asuntos que demanden cono­
cimientos locales o  vista de ojos.
La Academia hace suyas las consideraciones emitidas por el Sr. 
Dr. Peñaherrera y  resuelve en sentido negativo el punto.

P rom u lgación . Qué se entiende por promulgación de una le y, y  cuándo 
r . F. N°. 85 llega ésta a tener fuerza obligatoria? Diferencia entre promul- 
Pág. 211 gación y  publicación de la ley. Sistemas aceptados sobre la
1925. promulgación de las leyes. Cuándo comenzó a regir la ley so­

bre el impuesto progresivo a las herencias; interpretación de la 
frase regirá desde su promulgación. Jurisprudencia que establece 
la doctrina de que la ley promulgada no es obligatoria, sino 
cuando ha transcurrido el tiempo necesario para que ella llegue 
a conocimiento de los ciudadanos.
Manifiesto presentado por el Sr. Dr. A . B. Serrano.

Postores. El señor doctor Francisco Pérez Borja expresa que la facultad 
R. F. N°. 85 que concede el artículo 540 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
Pág. 231 para que puedan apelar del auto de calificación de posturas, no
J925. sólo ej ejecutante y  los terceristas coadyuvantes, sino también

los postores, no tenía razón de ser; una vez que los postores 
no tienen derecho alguno que pudiera quedar lesionado con 
dicho auto. La apelación, en la forma actual, ocasiona innu­
merables perjuicios, por las eternas dilatorias que sufre el acree­
dor ejecutante. Propone, de consiguiente, que se niegue la 
facultad concedida a los postores para apelar del auto de adjudi­
cación.
Después de leídas las sucesivas reformas hechas a este articulo, 
tomados los votos, se aprueba el que se suprima del Art. 540 las 
palabras «los postoros», con los votos en contra de las Srs. Drs. 
Peñaherrera y  Arcos.

P o s t o r e s . El mismo Sr. Dr. Pérez Borja expone que habiéndose aprobado 
R. F. N°. 85 la reforma concerniente a negar a los postores la facultad de 
T9I5 235 apelar del auto de calificación de las posturas, creía que dicha 

reforma debía completarse con ótra, encaminada a que el auto 
de calificación no exprese tan sólo la postura preferida, sino 
que en el mismo se efectúe la comparación, mediante un exa­
men o liquidación numérica de todas las posturas, a fin de que asi 
aparezca claro el m otivo por el cual el juez ha dado preferencia 
a una y  ha desechado las otras. Y , por lo tanto, propone que 
el inciso 2o del Art. 535 comience de esta manera: «Cerrado el 
remate, el juez, determinando de una en una las posturas, las 
calificará por medio de un auto».
Tom ados los votos, es negada la reforma.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s . Se comienza el estudio de la  cuestión de sí las com u- 
R. F. N°. 85 nidades indígenas son personas jurídicas?

¿Las comunidades están comprendidas en el cuasi contrato de 
comunidad del Código Civil?

Pág. 238 
1925.
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Pena.
R. F. N°. 86 
P i g .  80 
1926.

El señor Dr. N . Clemente Ponce consulta a la Academia si
juicio criminal en que una de las partes hubiese apelado 3 “i" 
sentencia, por considerar que la pena impuesta era mayor o r 
correspondiente por esa infracción, y  sí el tribunal superior a 
de condenar al sindicado a mayor pena que la impuesta. P“ e'  
Después de ligera discusión, convienen los señores miemt 
concurrentes en que las partes no atribuyen jurisdicción a T  
Corte, sino para que considere y  resuelva el punto materia A 
la apelación; que al estar en el pensamiento del legislador a 
el tribunal considere la cuestión en toda su amplitud, admim 
trando justicia acerca de la verdad absoluta de los hechos-"""" 
que de oficio considere todas las circunstancias que pudiese^ 
dar lugar a una agravación de la pena, con respecto del fa]i" 
del inferior, habría ordenado que suba aquél en consulta y  0(S 
en apelación; y  que, por tanto, no se podía condenar a mayor 
pena.

Partidor. El señor doctor José Antonio Baquero propone el siguiente caso» 
R. F. No. 86 Si un abogado que ha actuado com o defensor de una de las 
Pág. 86 partes en el juicio de inventarios puede ejercer el cargo de par-
J926* tidor.

Se leen los artículos 947 y  954 del Código de Enjuiciamiento 
Civil, y  tomados los votos, resuelve la Academia, por unanimi­
dad, que el que ha actuado en el juicio de inventarios como 
defensor, no podía desempeñar posteriormente el cargo de parti­
dor en el juicio respectivo.

Penal. La reforma penal en Colombia.
F\ £ °‘ 87 Estudio del señor doctor Francisco Pérez Borja.rag.

1926.

Pago por consignación. CU ESTIO N ES IM P O R T A N T E S  SO BRE RE- 
p i / 'ls ÍT  88 J U N C IA  DE L A  A P E L A C IO N  Y  S O B R E  RESO LU CIO N
1926. DE C O N T R A T O S  B IL A T E R A L E S.

Parte primera.
í.° La renuncia de la apelación no puede extenderse a otros 

v casos que los claramente comprendidos en la estipulación.
2.° La expresada renuncia no comprende necesariamente la del 
recurso de tercera instancia.
Parte segunda.
í.° Hechos que demuestran no haber habido mora en el deu­
dor.
2. “ Sentido y  extensión de las reglas legales restrictivas de la 
prueba testimonial.
3. ° Reglas de interpretación de los contratos.
4. ° Si el deudor tiene derecho de pagar antes del vencimiento, 
el acreedor tiene obligación de recibir el pago.
5. ° El pagar es, no sólo una obligación, sino un derecho. Ca­
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be, por tanto, mora en el acreedor; y  la mora del acreedor en 
recibir, exime de mora al deudor en pagar.
6 °  El pago por consignación es para el deudor un derecho, 
nunca una obligación. Para el mero efecto de evitar la mora, 
no necesita el deudor emplear ese medio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor M . Peñaherrera.
R esoluciones.

Penal* La reforma penal en Colombia.
r . F. N°. 88 Estudio del señor doctor Francisco Pérez Borja.
Pág. J87 
1926.

Posesión notoria del estado civil. PO SE SIO N  N O T O R IA  D EL ES- 
R. F. No. 89 T A D O  c i v i l .

Sus efectos respecto de la prueba del estado civil.
Fragmento doctrinal de un alegato presentado a la Corte Supe­
rior de Quito, por el Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

Proyecto. Proyecto de reformas de la L ey Orgánica del Poder Judicial, 
R. F. No. 89 presentado por la Corte Suprema de Justicia al señor Presidente 
Pág. 238 Provisional de la República.
,926‘ Observaciones relativas a dicho proyecto:

Corte Suprema. Cortes Superiores. Organización de los tri­
bunales. Jueces de Letras. Alcaldes Cantonales. Alcaldes 
Letrados. Jueces Civiles provinciales. Jueces parroquiales. 
Asesores. Escríbanos. Anotadores de Hipotecas. Abogados. 
Conclusión.
Estudio del doctor Víctor M . Peñaherrera.

Pérdida de 
R. F. N°. 89 
Pág. 282 
1926.

proceso. El señor Ministro de Justicia manifiesta a la Acade­
mia la conveniencia de reformar el inciso 3.° del artículo Í025 
del Código de Enjuiciamiento Civil, en los siguientes términos: 
«Si la pérdida fuere de todo el proceso, y  no se devolvíere des­
pués del requerimiento por haberse perdido, probado ésto su­
mariamente, o  de haberse hecho las investigaciones para descubrir 
su paradero, se ordenará la reconstrucción, aún cuando no hu­
biere precedido la prisión a que se refiere el inciso I.°»
Se lee el informe del señor doctor Francisco Pérez Borja, acer­
ca de la reforma expuesta y  se lo aprueba. Dicho informe se 
pronuncia en contra de la reforma.

P royecto. Proyecto de reformas al Código de Enjuiciamiento Civil, que 
PágF,29l°’ 89 SC cnvia Presidente Provisional de la República.
1926.

Proyecto. 
R. F. No. 89 
Pág. 292 
1926.

Proyecto de reformas a la L ey Orgánica del Poder Judicial, 
que la Academia remite al señor Presidente Provisional de la 
República.
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Penal. La reforma penal en Colombia.
r . F. N°. 90 Estudio del señor doctor Francisco Pérez  Borja.
Pág. 3
J927.

Plazo. El señor doctor Víctor H.inuel PeñAhcrrerA hace algunas observa- 
R. F. N°. 90 dones a la redacción del Art. J4S4r del Código Civil, -
Pág. 61 
1927.

ciones a la redacción aei ^rr. n o t  aei v-oaigo Civil, acerca d 
la definición o  concepto de plazo que contiene aquél. * e

Prescripción de la acción penal. Prescripción de la acción penal.
R. F. N°. 91 Jurisprudencia de los tribunales.
Pág. 169 '
1927.

Pena de muerte. El señor doctor Francisco Chíríboga Bustamante presenta 
R. F. N°. 92 su informe acerca del proyecto de reformas al Código Penai 
Páĝ . 238 formulado por el doctor Reinaldo Cabezas Borja. ’

Partición. El señor Ministro de Justicia transcribe a la Academia un ofi- 
R. F. N». 92 d o  que le ha dirigido el señor Juez de Letras de Bolívar, en el 
Pág. 247 que se expone lo siguiente! En los juicios de partición hay algo
,927‘  que se impone que conste, para evitar los abusos de los herede­

ros o copartícipes de una cosa indivisa, ya que se observa a diario 
que el más pudiente, toma la m ayor parte de la herencia o de la 
cosa indivisa, percibe sus frutos, la deteriora y  no hay una for­
ma rápida y  segura de evitar el abuso o hacer práctica la indem­
nización de perjuicios; parece que se quitaría de raíz estos abusos, 
añadiendo varios artículos de ley en la sección IX  del Libro II, 
Título 13 del Código de Enjuiciamiento Civil, los mismos que 
se indican en dicho oficio.
En estudio el punto consultado, la Academia resuelve que los 
puntos que se mencionan se hallan previstos en nuestra legisla­
ción sustantiva y  adjetiva.

Prescripción de la acción y de la pena. Varios abogados de la ciudad de 
p* 92 ^oja se dirigen al señor Ministro de Justicia, pidiendo sea abo-
J9^ 248 lída la interrupción de la prescripción de la acción y  de la pe­

na, y  el señor Ministro transcribe la referida exposición a la 
Academia.

Promulgación. El doctor Isaac Alvarez, desde la ciudad de Riobamba, cn- 
Pá F*254°* 92 somete a La consideración de la Academia este caso:
w fj. «El decreto de la Junta Provisional, expedido el 20 de julio de

1925, fijando el plazo en que han de empezar a regir en la 
Capital y en las demás secciones de la República las leyes o 
decretos que expidiere, está o  no en vigencia, ha derogado ex­
presa o  tácitamente el artículo 6,° del Código Civil y  debió ha­
cerse aplicación, en lo tocante a las leyes reformatorias de los 
Códigos Penal, de Policía y  de Enjuiciamiento Civil y  en ma­
teria criminal, expedidas por el Presidente Provisional?»
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Promotor Fiscal. ¿Qué infracción punible comete el abogado que habiendo 
r . F. N°. 92 hecho de Promotor Fiscal en causa criminal de oficio, ante el
Pág. 254 juez de instrucción, defiende al sindicado o a los sindicados
J927. ante el Juez de Letras, cuando el sumario ha subido a esta

autoridad?
De no estar punido el hecho, no sería conveniente agregar al 
capítulo respectivo del Código Penal?
Consulta del doctor Isaac Alvarcz.

Prenda. El señor Ministro de lo Interior oficia a la Academia, transcri- 
r . F. N°. 93 hiendo una comunicación dirigida a esc Departamento por el 
Pág. 324 señor Presidente del M . I. Concejo Municipal del Cantón La- 
,927' tacunga, en el que se solícita la expedición de un decreto me­

díante el cual se ordene que, una vez vencido el plazo de re-
troventa de una prenda colocada en las contadurías, ésta sea 
rematada en pública subasta para que, de esta manera, sea ven­
dida en un precio más o menos equitativo y  pueda su legítimo 
dueño percibir el exceso de valor, después de cubierto el capital 
e intereses que correspondan al prestamista.

Promotor Fiscal. Se aprueba el informe emitido por el doctor Alfonso M í- 
R. F. N°. 93 randa, respecto de la consulta del doctor Isaac Alvarez, en la 

parte que índica que no comete infracción alguna el abogado 
que habiendo hecho de Promotor Fiscal, en causa criminal de 
oficio, ante el juez de instrucción, defiende al sindicado o a los 
sindicados ante el Juez de Letras.

Pág. 327 
J927.

Promulgación. A  propósito de la consulta del doctor Isaac Alvarez sobre 
R. F. N°. 93 promulgación, se resolvió que el decreto de 28 de enero de 
Pág. 329 1 926, está derogado desde el í*. de abril del mismo año, fecha
927‘ en la que volvió a regir el artículo 6.° del Código Civil.

Prenda. Acerca de la solicitud del señor Presidente del M . I. Concejo 
R. F. No. 93 Municipal de Latacunga, dirigida al Ministerio de lo Interior y
Pág. 330 transcrita por éste a la Academia, se observa que para corregir

los abusos de las casas de préstamos, estarían bien las medidas 
reglamentarías que dicte la respectiva Municipalidad, de acuerdo 
con lo dispuesto en el inciso 18 del artículo Í3 de la L ey de 
Régimen Municipal; medidas reglamentarias que, en ningún 
caso, deben invadir las atribuciones propias del Poder Legisla­
tivo.
Se dispone oficiar en este sentido.

P réstamo. 
R. F. No. 93 
Pág. 34J 
J927.

El señor doctor Francisco Pérez Borja, pone en conocimiento de 
la Academia, que la Corte Superior ha recibido una circular de 
la Corte Suprema, que a su vez ha sido enviada por la Direc­
ción de Ingresos del Ministerio de Hacienda, en la cual se pres­
cribe que los contratos de préstamos, de cualquier naturaleza, 
debían ser registrados en la Anotación de Hipotecas y  que sin 
este requisito no harían prueba en juicio.
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Opina que tal disposición viene a reformar completamente 
sistema de nuestra legislación sobre documentos privados v  -a 
que la Academia estudie el asunto. '  P'ue
Puesta en discusión la solicitud indicada, la Academia, p ,ev' 
lectura de aquella circular, resuelve, por unanimidad, que ”  
dirija un oficio al señor Ministro de Justicia, en el que se anote 
lo siguiente:
Que la disposición del mencionado proyecto alteraría el Códíe- 
Cívil y  el de Enjuiciamiento Civil, en lo  relativo a la naturales 
de los instrumentos privados? que tal reforma es extraña a la 
Ley de Impuestos Internos, siendo com o es materia propia de 
las instituciones civiles? que con esa reforma podría aún desna­
turalizarse también el instrumento público, privándole de sus 
efectos jurídicos, de su mérito probatorio? la innovación dificul­
taría los negocios y  sería una traba para ellos? y , p 0r último 
que la nueva ley traería un nuevo gravamen pecuniario sobre el 
contrato de préstamo, que se baila ya m uy gravado por el im­
puesto. ■
Se le comisiona al señor doctor Ponce para la redacción del ofi­
cio, declarándose urgente este asunto.

P r e j u d i c i a l e s . LAS CUESTIONES PREJU DICIALES.
Páĝ *3N°* 94 Estudio del doctor Ezequíel M ora A .
1928.

Peritos. El señor Ministro de lo Interior remite a la Academia el Decreto 
R. F. N°. 94 N .° 3, de ÍO de enero de 1928, por el que se introducen varias

29 reformas al Código de Enjuiciamiento Civil.

Protesto. 
R. F. N». 96 
Pág. 172 
1930.

El señor doctor Manuel R . Balarezo pide que, com o el Gobier­
no Provisional no dictó el decreto relativo a establecer la forma 
y  plazos en que debe levantarse el protesto de las letras de 
cambio, el mismo que fue solicitado por la Academia en vista 
de la urgente necesidad que babía de llenar ese vacío en nuestra 
legislación, y  que se comisionó a la misma Academia para que 
formule dicho proyecto, se solicite a la H . Asamblea, poniéndose 
de manifiesto estos particulares, a fin de que dicte el decreto en 
referencia, ya que, basta la presente, no babía un procedimiento 
establecido para levantar los protestos de las letras de cambio y 
su forma.
Se acepta la indicación del doctor Balarezo y  se ordena pasar la 
comunicación respectiva.

Protesto. La Academia de Abogados se dirige al Presidente de la Asam- 
Pát* * ? 7 5 * ^ l e a  Nacional solicitando que se considere el siguiente proyecto 
J930. ^e decreto, sobre la forma y  plazo del protesto: Artículo único.

—La forma y  los plazos del protesto, así com o la forma de los 
demás actos necesarios para el ejercicio o  la conservación de los 
derechos en materia de letra de cambio, que, conform e al Art.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



76 del Decreto Legislativo de 5 de diciembre de 1925, sobre 
letras de cambio, deben determinarse por las leyes del Estado 
en cuyo territorio deba ser levantado el protesto o realizado el 
acto, se regirán en el Ecuador por las respectivas leyes ante­
riores al preíndícado decreto legislativo.
Dado, etc.

Perjurio. Se da cuenta y  se pone al estudio el siguiente proyecto presenta- 
r . F. N°. 96 do por el señor doctor Modesto A . Peñahcrrcra:
Pág. J94 «Art. .. Se considerará que tienen la ocupación u oficio de jurar
J930, falso las personas que prestan ordinariamente declaraciones en

los juicios de jurisdicción voluntaría o  contenciosa, respecto de 
hechos que no pudieron haberlos presenciado ni tener de ellos 
conocimiento.
Art. ... Los jueces civiles y  tenientes políticos de las parroquias 
informarán, respectivamente, a los Alcaldes cantonales y  Jueces 
Letrados en orden a las personas que ejerzan aquella profesión, 
puntualizando las circunstancias o  hechos en que fundan su 
convencimiento.
Art. ... Los Jueces de Letras, con sus Secretarios de Hacienda, 
y  los Alcaldes Cantonales con los Escribanos del Cantón, eleva­
rán sus respectivos informes a la Corte Superior del Distrito, 
ya en virtud de su conocimiento propío, ya por el informe de 
los juzgados parroquiales y  de los tenientes políticos, determi­
nando las personas que prestan sus declaraciones en los juicios 
criminales o de jurisdicción voluntaría o  contenciosa, en las 
condiciones del artículo í.°
Art. ... La respectiva Corte Superior, considerando la importan­
cia de los hechos anotados en los respectivos informes, deter­
minará las personas cuya declaración no debe recibirse en los 
juzgados criminales o civiles, excepto el caso en que el juez de 
la causa considerase, por circunstancias especiales, que el testigo 
debió presenciar los hechos sobre los que va a declarar y  no 
hubiere otras pruebas.
Art. ... La Corte Superior ordenará que en todos los despachos 
de justicia se fije en un cartel la nómina de las personas cuyas 
declaraciones no deben recibirse, y  el testigo que se presentare 
a declarar, la parte que pidiere su declaración y  el abogado que 
interviniere en la práctica de esta diligencia, incurrirán en la 
multa de cincuenta a doscientos sucres, según la naturaleza del 
asunto y  de esta imposición no habrá otro recurso que el de 
queja.
Art. ... Los jueces que aceptaren las declaraciones de personas 
comprendidas en la resolución de la Corte, incurrirán en una 
multa de diez a cíen sucres que la impondrá la Corte Superior, 
ya de oficio, ya por denuncia fundada.
Art. .. Si los informes elevados a la Corte u otros fundados 
motivos dieren a conocer, según la sana crítica, una frecuente 
ofensiva conducta a la integridad y  honradez en el hogar, así 
por los abogados de sus defensas, com o por los jueces y  escri­
banos en el ejercicio de sus funciones, la Corte Superior podrá 
imponer la suspensión del ejercicio profesional a los abogados,
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por tiempo hasta de cinco años, y  pedir la destitución de I 
jueces y  escribanos a la autoridad respectiva, o  proceder a dr 
¡Huirlos si la Corte tuviese facultad para ello. es'
Art. ... Las personas consideradas com o jureros y  los abobado 
que empleen a éstos en su defensa, serán, además, puestos baio 
[a vigilancia de la Policía por el tiempo que la Corte tuviere a 
bien fijar.

Posturas. El doctor Federico Crespo Guillén eleva a la Acadehua esta 
r . F. N°. 96 consultas
Pág. 203 «En un juicio ejecutivo, en el que se han presentado tercerías 
J930. coadyuvantes, el ejecutante hace una postura en que ofrece pa­

gar los créditos de dos de ¿líos, por ejemplo, y  el resto del 
producto del remate, imputar a su crédito, sin decir cosa alguna 
del otro tercerista, suponiendo que fueran tres tercerías coadyu­
vantes. Será, legalmente, aceptable dicha postura, com o creen 
algunos abogados, fundándose en que no es aplicable lo  resuelto 
por la Corte Suprema, según se ve en el N .° 202, IV  serie, de 
la «Gaceta Judicial», porque, en el caso de esta consulta, no 
hay sino un solo postor? Y o  siempre he sostenido que, haya 
una o varias posturas, no puede ni es posible aceptar la tal 
postura, porque hecha como quedaría la distribución del pro­
ducto entre el postor ejecutante y  parte de los terceristas, al 
aceptarla, no habría objeto ni posibilidad de la junta a que se 
refiere el Art. 576 del Código de Enjuiciamiento Civil, con 
grave perjuicio del tercerista, de quien se prescindió en la pos­
tura. A l haber tercerías coadyuvantes, debe el ejecutante u otro 
postor limitarse, simplemente, a determinar la cantidad ofrecida 
al contado o a plazo, para que, depositado el dinero, pueda 
efectuarse la indicada junta de acreedores».

P e r j u r io . El señor doctor Modesto A . Pcñaherrera, en cumpliento de la 
R. F. N°. 96 comisión que le otorgara la Academia, se ocupa del proyecto 

de ref ° rmas <lue presentó anteriormente sobre el perjurio.

Prescripción comercial. SU M ARIO.
F*4N°* 97 Diversos conceptos de la «cuenta corriente» en el desenvolví- 

J930. miento de esta institución jurídica. Apertura del crédito, o  cré­
dito abierto. Cuentas corrientes simples o  de gestión. La cuenta 
corriente recíproca o comercial en el Derecho Moderno y  en el 
Comercial Ecuatoriano! su naturaleza y  elementos esenciales! 
sus efectos. Interpretación y  comentario del art. 5 Í7  del Códi­
go de Comercio, sobre prescripción en materia de cuenta co­
rriente comercial.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Agustín Cueva.

Prescripción comercial. SUM ARIO.
R. F. N°. 97 n ,
Pág. 15 Cuestión previa: N o  cabe en juicio la agencia oficiosa o  firma 
1930. • a ruego de quien sabe escribir. Dos fueron los contratos cele-
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brados por el Banco del Azuay con los señores Tamariz Cres­
po y  Crespo Vega: el de préstamo y  el de cuenta corriente. 
El Banco demandó el pago deí saldo proveniente del contrato 
de cuenta corriente, y  el demandado opuso la excepción de 
prescripción de la acción instaurada. El Banco cambió la acción 
después de contestada la demanda. Improcedencia del cambio 
después de trabada la litis. Dilema: sí el contrato fue de cuen­
ta corriente, estuvo prescrita la acción, por Haberla entablado 
después de los cinco años de fenecida aquélla; y  sí no lo fue, 
la acción inadmisible, por Habérsela fundado en un contrato de 
cuenta corriente que no Ha existido legalmente. Esencia y  natu­
raleza del contrato de cuenta corriente mercantil, según los trata­
distas Víctor Branzt, Liyon Caen, Renault y  Vívante y  el derecHo 
comercial ecuatoriano. Elementos esenciales de aquél: crédito e 
intereses recíprocos, resumen de operaciones, crédito y  débito, 
plazo, balance, cierre definitivo, liquidación y  saldo resultante. 
Efectos de la misma: novación, fusión y  compensación de los 
créditos especíales o  parciales, admisión en la cuenta de valores 
precedentemente debidos, propiedad o dominio de los valores 
recibidos y  remitidos, no imputación de éstos al pago parcial de 
los distintos créditos, no exigibílidad y  embargo de los mismos 
durante el curso de la cuenta, intereses recíprocos y  pago del 
saldo deudor. Armonía y  conformidad del contrato de cuenta 
corriente celebrado por el Banco con los señores Tamariz Cres­
po y  Crespo Vega con los principios doctrinales y  prescripciones 
legales. Prescripción de la acción para el arreglo de la cuenta 
corriente.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Manuel María Borrero.

COM ERCIAL. SU M A R IO .
Caso concreto: el primitivo préstamo mcrcanttl se novó en 
cuenta corriente simple. La cuenta corriente simple no requiere 
necesariamente la reciprocidad de remesas, atento el Art. 500 
del Código de Comercio. La cláusula 2.a caracteriza el contrato 
de cuenta corriente celebrado entre el Banco y  los señores T a ­
mariz y  Crespo Vega, ya que contempla el caso de que éstos 
podían estar en anticipo respecto de aquél. La apertura de 
crédito o préstamo mercantil y  el contrato de cuenta corriente. 
Los pagos o consignaciones no debían aplicarse a la cancelación 
parcial del préstamo o apertura del crédito, sino fundirse y  com ­
pensarse en la cuenta corriente. Intereses recíprocos sobre los 
pagos o  consignaciones respectivos. Diferencias esenciales entre 
cuenta corriente simple y  cuenta simple o  de gestión. La cuen­
ta simple o  de gestión es la única que no está sujeta a las pres­
cripciones del T ítu lo X I  del Código de Comercio. Cabe 
cuenta corriente entre un comerciante y  otro que no lo sea. 
En virtud del contrato, los señores Tamariz y  Crespo Vega 
podían ser corredores del Banco, operándose entre los contra­
tantes la compensación total sobre la masa de débito y  crédito, 
por lo cual el Banco se obligó a cubrir los giros de sus corres-
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ponsales, hasta el monto de sus anticipos o remesas. Loa contM 
tantes no hubieran podido cobrar separadamente y  en diversos 
plazos, sus varios anticipos. Tam poco los acreedores de cual 
quiera de las partes hubieran podido embargar ni retener foJ 
valores llevados a la cuenta corriente por sus deudores, sino 
sólo el saldo resultante en favor de ellos. La demanda contra 
el codeudor no interrumpió la prescripción, por haber sido pro­
puesta después de vencido el término o sean los cinco años 
desde la cancelación de la cuenta corriente. '
Manifiesto adicional presentado ante la Corte Suprema de Jus­
ticia, por el señor doctor Manuel María Borrero.

Ppescripción comercial. Manifiesto adicional presentado ante la Corte Su- 
R. F. N°. 97 prema de Justicia, por el señor doctor Agustín Cueva, sobre los 
Pág. 38 puntos contemplados en los manifiestos anteriores.
,930‘  Sentencias.

Posturas. El doctor L. Sánchez Proaño, desde la ciudad de Otavalo, solí 
R. F. N°. 97 cita el parecer de la Academia acerca del siguiente caso; «En 
Pág. 62 jos remates por ejecución la ley manda que el rematante, dentro
I930‘ de los seis días, consigne el valor del remate, bajo la pena de

procederse a nueva subasta, etc. El ejecutante, por permitir la 
ley presenta postura en que expresa que su valor cubre de con­
tado con el capital, intereses y  costas de la ejecución, cuyo total 
excede al valor de aquélla. El juzgado acepta esa postura, y 
por lo que, al mismo ejecutante postor le adjudica el inmueble 
rematado. El ejecutante postor estará obligado, dentro de los 
seis días, a consignar en dinero el valor de lo que ofreció de 
contado, siendo así que en su postura (la que fue aceptada en 
los términos dichos) expresó que el contado cubría con el capi­
tal, intereses y  costas de la ejecución?
Dése el caso (que es lo ordinario por estos lugares) que el eje­
cutante postor no tuviera más dinero que el de la ejecución». 
El señor doctor N . Clemente Ponce razona en este sentido; 
«Debemos tener presente que la ley, al prescribir aquella obli­
gación de consignar lo ofrecido de contado lo hace de manera 
absoluta y  se refiere tanto al acreedor com o a cualquier postor, 
al acreedor sólo se le faculta que haga porturas com o cualquier 
postor ya de contado o a plazo. P or esta razón, sí el acreedor ha 
ofrecido de contado, debe consignar. Pero hecha la postura por 
el acreedor ofreciendo de contado e imputando a su crédito, esa 
postura no debiera aceptarse; mas si ha sido aceptada y  se ha 
ejecutado aquella adjudicación, no estaría obligado a consignar 
en el plazo prescrito por la ley.
Se resuelve en este sentido la consulta.

se Promuevc la discusión acerca de si se puede aceptar 
Pig,*63 * e?a Pos*ura en l*1 forma en que la ha propuesto el doctor Sán- 
J930. “ cr Proaño.
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El señor Presidente de la Academia, doctor N . Clemente Ponce, 
exponet «Creo, se debiera sentar una tesis general y  contestar 
manifestando que, en el caso de haberse presentado tercería 
coadyuvante, que originaría el juicio de prelación de créditos, 
sería ilegal aceptar la postura de uno de los acreedores que 
ofreciendo de contado, cobra únicamente su crédito.»
Se acepta esta indicación.

Postores. SU M AR IO .
R* F* ^°* 98 Preámbulo.—Recurren ambas partes. Materia del recurso de 
W |/.97 cada una de ellas.

Como el del actor, por haberse admitido el de hecho constituye 
cuestión de forma, el orden lógico exige se lo considere previa­
mente.
L A  C U E ST IO N  DE F O R M A .
l. — Sofisma de la defensa contraría* la regla sobre recursos, en 
el juicio ejecutivo, es la de que, fuera del ejecutante, nadie,  nt 
aún el mismo ejecutado puede apelar sino de la sentencia. 
Recuerdo de las reglas generales de nuestro sistema procesal, 
que pueden resumirse asi: T o d o  recurso se entiende concedido, 
en todo juicio, a todo interesado, a menos que haya en la ley 
denegación expresa. N o  cabe denegación tácita.
II.—Regla especial del juicio ejecutivo. Contraste de desigual­
dad entre el ejecutante y  el ejecutado. El Art. 520 no habla 
con terceros. Maliciosa pretensión de sustituir las palabras pero 
el ejecutado no puede apelar, etc., que aún gramaticalmente de­
notan ese contraste, con estas ótras: ni aún el ejecutado,  etc.
m .  — El art. 540 determina, no los únicos casos en que los pos­
tores y  los terceristas pueden apelar, sino las únicas personas 
que pueden recurrir del auto de calificación de posturas; es 
decir, entraña una limitación subjetiva o  de personas y  no obje­
tiva o  de cosas.
Comprobación, por el paralelo entre la regla general sobre re­
cursos y  las excepciones, y  por los fundamentos y  la historia 
jurídica de éstas.
A l tratarse de otro incidente diverso del de calificación de pos­
turas, rige la regla general sobre recursos.
IV .— Enorme absurdo de afirmar que no causa gravamen a los 
postores el auto que les denegó el retiro de las posturas. Dis­
tinción jurídica entre los fallos que causan y  los que no causan 
gravamen irreparable. Lo causa necesariamente el que, dene­
gado un derecho, no puede ser reconsiderado ni en el mismo 
ni en otro juicio.
L A  C U E S T IO N  D E F O N D O .
I,—¿Pueden y  en qué tiempo los postores retirar sus posturas? 
Regla del Art. 539, basada en el derecho natural que todo pro- 
ponente tiene de retirar su propuesta. Pretensión contraria, 
acogida por la Corte, de que esa regla está derogada tácitamente 
por las reformas relativas al remate y  a la quiebra.
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II.—Concepto jurídico de la derogación tácita: su constitutivo 
esencial, la incompatibilidad absoluta de la ley nueva con h  
antigua. Si en ciertos casos o  condiciones, pueden aplica» 
ambas leyes, no existe derogación. Doctrina de los autores.-! 
La derogación tácita no se presume.

En el caso actual, lejos de haber tal incompatibilidad, la con­
ciliación de las dos leyes es sencilla y  fácil? porque la nueva 
que ordena la adjudicación a otro postor, sin nuevo remate* 
en caso de quiebra del primero, supone esencialmente la exis­
tencia de otro y  otros postores; y  deben considerarse como 
postores legalmente existentes sólo aquéllos que no hayan hecho 
uso del derecho reconocido por el Art. 539.

m .—Primer argumento de la Corte: de aplicarse el Art. 539 
podría quedar sin efecto el 7.° de la L ey  de Í92Í. '

Respuesta.— Según el plan del mismo legislador, la Ley de 1921 
no es aplicable cuando no existe legalmente otro postor, esto 
es, cuando hay ótro que subsista com o tal, por no haber usado 
del derecho de retirarse.

IV. — Segundo y  último argumento de la Corte: Los fraudes y 
perjuicios que sufrirían el ejecutante, el ejecutado y  los terceris­
tas, dejándoles expuestos a quedar con la postura más desfavo­
rable.
Respuesta.—N o hay tales fraudes y  perjuicios.
a) Porque al postor que incurre en la quiebra (que es el verda­
dero fraudulento) se le puede exigir, por apremio personal, toda 
la diferencia entre su postura y  aquélla por la que se haga la 
nueva adjudicación.
b) Porque al mismo postor se le puede compeler al cumpli­
miento de su postura, por embargo y  remate de bienes.
c) Porque la postura por la cual se haga la nueva adjudicación, 
tiene que ser legalmente admisible; y  por lo mismo, no puede 
ser calificada de fraudulenta.

V . —Poderoso argumento ad-absurdum, que contrarresta y  des­
truye el muy fútil de la Corte Superior.

VI. La Ley Reformatoria debe estudiarse en su forma origi­
nal, para conocer su verdadero espíritu. Ella (y  principalmente 
los artículos que no constan en el Código) evidencia que siem­
pre que el legislador quiso hacer derogación total o  parcial de 
algún artículo, en razón del nuevo sistema o por cualquier otro 
motivo, la hizo de modo expreso, y  no pensó ni por un momen­
to en derogaciones tácitas.
Lo que hoy quiere establecer la Corte Superior, no es, por tan­
to, obra del legislador, sino del intérprete, que está destruyendo 
la ley, a pretexto de interpretarla.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor Manuel Peñaherrera.
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Postores. SU M AR IO .
R' F’ í?5* 98 k ° s postores no pueden apelar sino en los casos del Art. 540 

del Código de Enjuiciamiento Civil. Según el Art. 528 de la 
edición de Í9Í3 , después de cerrado el remate no podía reti­
rarse una postura. Por lo dispuesto en el Art. 539 de la edi­
ción actual y  por el Art. 7o de la Reforma de Í92J, no pueden 
retirarse las posturas después de cerrado el remate.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.

SU M AR IO .
N o son aplicables a los postores las reglas generales que con­
ceden los recursos. El Art. 540 del Código de Enjuiciamiento 
Civil, al determinar los casos en que postores y  terceristas pue­
den apelar, reconoce que, según el sistema general, no lo pue­
den en todos los demás. De otro modo el artículo sería inútil. 
Aún cuando esté vigente el Art. 539, cerrado el remate los 
postores no podrían retirar sus posturas. Sí lo  pudiesen, no 
cabría adjudicar la cosa a los demás postores que se presenta­
ran, com o lo exige el Art. 7° de la Reforma de Í92Í. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.
Sentencias.

señores doctores Modesto A . Peñaherrera y  Francisco Chíriboga 
Bustamante presentan un informe relacionado con las reformas 
de la ley y  su correspondiente armonía con la Constitución, 
que deben ser objeto de proyectos que la Academia formule 
para presentarlos a la próxima Legislatura. «

Prueba de las comunicaciones telegráficas y  telefónicas. Fuerza proba- 
R. F. N®. 99 toria, en lo civil, de las comunicaciones telegráficas y  telefónicas. 
Pá|. 227 Informe de los doctores Modesto A . Peñaherrera y  Francisco 

Chíriboga Bustamante.

Partida de nacimiento. C U E ST IO N E S DE N U L ID A D  DE T E S T A - 
Pi/29 7”' 100 M E N T O .
1931. TESIS:

I.
í° . Doctrina jurídica y  legal sobre la expresión de la causa del 
derecho reclamado.
2o. La omisión de esa expresión produce excepción dilatoria; 
no perentoria.
3o. Sí el interés del actor se basa en su estado civil, la nega­
ción general de los fundamentos de la demanda no significa 
controversia sobre el estado civil.
4o. Para probar el estado de hijo legítimo, basta la partida de 
nacimiento. N o  se necesita la del matrimonio de los padres 
sí no ha sido ínpugnado también ese estado.

Póstores. 
r . F. N°* 98 
Pág. J33 
>931.

Penas. Los 
r. F. N®. 99 
Pág. 227 
J93I.
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H.
6o. Significación e importancia de la firma en los instrumentos 
7=. Si el testador no firma, requiérese: a) que haya habid 
causa que le impida* y , b) que esa causa se explique. ‘ 0
8o. La causa debe ser la inmediata directa* la determinante 
N o basta la remota o predisponente. Aplicación a la vejez y
enfermedad.

HL
9®. Cuándo puede decirse que álguien es demandado condi- 
cionalmente? Aún en este caso es parte en el juicio, máxime 
si se presenta y  contesta.
10. El que, por tal motivo, quiere no ser parte, debe oponer 
excepción dilatoria o cuestión previa.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor Manuel Peñaherrera.

Partida de nacimiento. SU M ARIO .
Pá **315* I0° k  Afirmada una relación de familia con el difunto, com o base 
I93J. del derecho a la herencia, es necesario comprobarla, si la parte

contraria niega ese derecho, aunque la negativa no se refiera 
señaladamente al estado civil a que la misma relación diera 
lugar.
11. La causa por la cual, según se expresa en el testamento, 
no pudo firmar el testador, debe ser apta, por su naturaleza, 
para producir ese efecto* pero no es necesario explicar la manera 
cómo se hubiere manifestado aquella imposibilidad en el caso 
de que se trate.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R. Balarezo.
Sentencias.

P a r t ic ió n . A C C IO N  R E SO L U T O R IA  DE U N A  P A R T IC IO N  CON - 
R. F. N». 101 VEN CIO N AL.
Pag 3
m u  SUMARIO.

í°. La Corte Superior debió limitarse a devolver el proceso, 
declarando improcedente el recurso de apelación por habérselo 
renunciado.
2o. Pueden acumularse en una demanda acciones incompati­
bles si se las deduce en forma subsidiaria o  alternativa. La in­
compatibilidad o contradicción de acciones surte com o efecto 
legal, excepción dilatoria no perentoria.
3o. La partición convencional otorgada en escritura pública, por 
la forma y  por el fondo, es un contrato bilateral.
4o. Las reglas legales especiales sobre la partición no excluyen 
el que a ésta se aplique el Art. 1479 del C ódigo Civil.
5o. La condición resolutoria no es, por su naturaleza ni por

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



ley, incompatible con la partición convencional y  en ella puede 
caber tanto la condición expresa como la tácita.
6". La jurisprudencia de los tribunales y  la doctrina de los 
expositores.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor M. Peñaherrera.

Partición. SU M AR IO .
R. F* N°* í°J x. Referencia al alegato de segunda instancia.
U#; 2 II. Réplica al alegato del actor en tercera instancia,

n i. Renuncia de la apelación.
IV . Contradicción de acciones.
V . La relación jurídica contractual: sus elementos esenciales.
V I. Naturaleza de la relación sucesoria. Diferencias con el 
contrato.
VII. La partición y  la cesión recíproca de derechos.
VID. Conclusión: la partición es un acto, no un contrato. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

Partición, 
r . F. N°. 10J 
Pdg. 4i
mu

SU M A R IO .
l. La acción resolutoria en las particiones.
II. Cuestión incidental: incompatibilidad de la acción resoluto­
ria y  de la nulidad en la partición.
m . El único caso de acción resolutoria en la partición juzgado 
por nuestra Corte Suprema de 1874.
IV . La partición de bienes ¿es acto o  contrato? Disposiciones 
peculiares de nuestro Código Civil que deben ser tenidas en 
cuenta y  que no constan en el Código Francés.
V . Estudio de los Arts. 1338, 1334, 706, 1340 y  1343 del Có­
digo Civil Ecuatoriano.
V I. Doctrina y  jurisprudencia chilena.
VII. Doctrina y  jurisprudencia francesa.
VIII. La acción rescisoría de la partición.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior, de Quito, por el 
Sr. Dr. Agustín Cueva.

P artición. SU M AR IO .
Pág. 67 ' I0J N o  es arqueológica la doctrina que admite la acción reso- 
193J. lutoría de las particiones.

II. La demanda propuso uno de los acreedores que tiene dere­
cho al reintegro, por tanto, debe surtir efecto la cláusula en que 
se renuncia la apelación.
III. N o  es absurdo el acumular en una demanda, acciones in­
compatibles, sí se las deduce en forma supletoria o subsidiaría.
IV . En la partición de que se trata, no faltó el mutuo consen­
timiento.
V . Entre los sucesores hereditarios hubo un contrato que no
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será de compraventa ni de cesión de derechos, pero será con­
trato dé partición. a"
Manifiesto adicional, presentado ante la Corte Suprema por el 
Sr. Dr. Víctor M. Peñaherrera. 1
Sentencias.

P rocedihient o penal. CU ESTIO N ES JU RID ICAS.

F* m  102 DeI Procedimiento PenaI» ?  especialmente en las cansas por
,032. crimen.

Estudio del Dr. Ezequiel Mora A .

P r u e b a .  La Academia estudia, ocupándose de los fallos contradictorios dic- 
r . F. N°. 103 tados por la Corte Suprema, el punto de derecho referente a 
Pág. 240 ias copias pedidas fuera del juicio y  agregadas al proceso,
*932. constituyen o nó prueba plena.

P r u e b a .  Se continúa el estudio de los fallos contradictorios dictados por la 
R. F. N°. 103 Corte Suprema.
Pág. 241 Consultado el parecer de la Academia respecto del punto jurí-
,932, díco planteado anteriormente, o  sea, sí las copias que han sido

pedidas fuera del juicio y  agregadas al proceso, constituyen o 
nó prueba plena, se decide, por unanimidad, en el sentido de 
que no constituyen.
Se ordena dirigir un oficio a la Corte Suprema, pidiéndole se 
digne resolver también este punto jurídico, manifestando cuál es 
la opinión de la Academia al respecto.

P r u e b a .  Continúa el estudio de los fallos contradictorios dictados por la 
R. F. No. 103 Corte Suprema, indicándose el del siguiente punto: Para que se 

acepte en juicio la acción de nulidad de un testamento, es indis­
pensable que el testamento esté inscrito?

Prueba. Continúa la discusión sobre si para aceptarse en juicio la acción 
R. F. No. J03 Je nulidad de un testamento, es indispensable que el testamen­
to#.; 250 to esté inscrito?

Personas jurídicas. En la práctica se presenta la dificultad de saber cómo 
p- 103 dc^en cobrarse  los contratos con la Curia; algunas personas
J932. dicen que se trata de una persona de derecho público, y  ótras

que de derecho privado. ¿Qué clase de institución es?; ¿qué 
capacidad tiene y  sí se puede o nó contratar con ella? El Dr. 
Jorge Villagómez Yépez, también formula esta pregunta: ¿se 
puede contratar con las comunidades religiosas y  en qué forma 
se deberá hacerlo?

P r u e b a . Votada la proposición acerca del punto de sí es indispensable, para 
Pág.* 2 5 7 ° * aceptarse en juicio la acción de nulidad de un testamento, que
1932. ,̂ s*6 cs*é inscrito?, se obtiene este resultado: por la afirmativa,

los doctores Manuel R . Balarezo, M odesto A . Peñaherrera, Al-
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- berto Guerra P . y  Alfonso Miranda; por la negativa» los docto­
res Francisco Pérez Borja, Francisco Chíriboga Bustamante, 
Primitivo Yela y  Antonio José Borja.

P ersonas jurídicas. El Sr. Dr. C. Puig V.» se dirige a la Academia expo­
ne F. N°. 104 nícndo los motivos que, en su concepto, apoyan el siguiente
Pág. 308 proyecto:
1932, P R O Y E C T O  DE L E Y  DE R E P R E SE N T A C IO N  DE PER­

S O N A S  JURIDICAS.
El Congreso, etc.
Decreta:
f° . Desde el ........ de   de 193... los Anotadores de H i­
potecas de cada Cantón,..abrirán un Libro que se llamará «R e­
gistro de Representación de Personas Jurídicas» en el que se 
inscribirán por orden cronológico, todos los documentos que de 
acuerdo con esta Ley se presenten para su inscripción en dicho 
Registro.
2o. Además, llevarán un Libro Indice en el que consten, por 
orden alfabético, los nombres de las Personas Jurídicas cuya 
representación ha sido inscrita y  con determinación del folio 
respectivo.
3o. T od a  escritura de sociedad en nombre colectivo, todo nom­
bramiento expedido por el organismo autorizado para ello en 
una Compañía Anónima Comercial, para el desempeño de un 
cargo que tenga entre sus atribuciones la representación judicial 
de la compañía; todo estatuto de Compañía Anónima Comer­
cial en la parte que establezca la persona llamada a ejercer 
dicha representación y  en la que establezca el organismo llama­
do a hacer su designación; todo estatuto de sociedad civil o 
de sociedades o corporaciones jurídicas, de cualquier naturaleza, 
en la parte en que designe la persona encargada de su repre­
sentación judicial y  en la que designe el organismo llamado a 
nombrarla y  todo nombramiento de cualesquiera de esas socie­
dades civiles o sociedades o  corporaciones, de cualquier natura­
leza que sea,expedido por el organismo autorizado para ello, 
para un cargo que lleve entre sus atribuciones la representación 
de la sociedad, será presentado para su inscripción en el R e­
gistro de Reprepresentacíón de Personas Jurídicas.
4o. Legitimará la personería de cualesquiera persona que la 
ejerza a nombre de una Compañía Anónima Comercial, com ­
pañía en nombre colectivo, en comandita, sociedad ‘civil o  cor­
poración, de cualesquiera clase que sean, el certificado del 
Anotador en que consten las inscripciones suficientes para es­
tablecerla.
5o. Sí solicitadas y  concedidas todas las inscripciones referen­
tes a la representación de una sociedad jurídica, no apareciese 
esa representación de las inscripciones hechas, o el Anotador 
certificare no haber inscripción alguna, el juez de la causa nom ­
brará un curador especial para el pleito, prefiriendo un abogado 
para ese cargo. El nombramiento será publicado por tres ve-
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ces consecutivas en uno de los periódicos de mayor circulació 
de la localidad. 0
é”. Si compareciere el representante de la compañía, en . 
juicio, será admitido en él, siempre que pague los derechos d i  
curador que se hubiere dado para el pleito. el
7”. En el caso en que no existiere representante legal de un 
compañía debidamente inscrito, el actor podrá elegir entre pe(Jñ 
el nombramiento de un curador especial para el pleito que re­
presente a la compañía, o  dirigir su acción contra la persona 
que hubiere estipulado con él a nombre de la compañía, la que 
se considerará solidariamente responsable.
8°. El Libro de Registro de Representación de Personas Jurí­
dicas, será abierto en la fecha indicada en el Art. í°, pero esta 
Ley no comenzará a regir en lo dispuesto en los Arts. 4» y
siguientes, sino desde el ........ de ............  de 193 ..., a fin de dar
tiempo a todos los representantes de compañías comerciales o 
personas jurídicas existentes, a verificar las correspondientes
inscripciones.
En los juicios en que por resolución ejecutoriada, se haya de­
clarado legítima la personería del representante de compañías o 
personas jurídicas, no será necesaria nueva legitimación de acuer­
do con esta Ley.
Dado, etc.

P e r j u i c i o s . El Sr. Dr. Ruperto Alarcón, abogado residente en la ciudad de
R. F. N°. 104 Ríobamba, solicita el parecer de la Academia acerca de este 

310 punto: Sí el juicio verbal sumarlo, prescrito por el Art. 369 del
I932, Código de Procedimiento Penal, reformado por el 20 de la Ley

de í 922, debe ser el indicado en el Art. 932 del Código de 
Enjuiciamiento Civil, o el preceptuado por los Arts. Í7, 18 y 
J9 de la Reformatoria de 1927 al Código de Procedimiento 
Penal.
De acuerdo con el texto de la L ey  de 1923, todos los miem­
bros concurrentes estuvieron conformes, en que debe seguirse, 
para la indemnización de perjuicios, el procedimiento fijado en 
el Art. 932 del Código de Enjuiciamiento Civil; y , que el juez 
competente es el que falló en lo penal.
Se resuelve contestar en este sentido al Dr. Ruperto Alarcón

P a r t i c i ó n . 
R. F. N°. 105 
Pág. 33 
1932.

Continúa el estudio de los fallos contradictorios expedidos por 
la Corte Suprema, iniciándose el relativo a sí cabe o nó la 
acción resolutoria de una partición de bienes.

P e r i t o .  El 
R. F. N°. 105 
Pág. 33
1932.

señor doctor Francisco Chíríboga Bustamante indica que, por 
tratarse de un caso bastante frecuente y  cuya resolución por 
parte de la Academia sería útilísima, va  a someter a su consi ­
deración lo  siguiente; «Por razón del impuesto a la herencia, 
el Fisco es partícipe en todas las sucesiones, y  el Procurador 
de sucesiones tiene derecho de nombrar, por su parte, un perito 
para la formación de inventarios, ¿quién debe pagar el lionora-
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río de este perito? ¿los herederos o el Fisco? El caso que me 
ha sugerido esta consulta, dice, provenía de un litigio que se 
ha terminado por transacción.

P erito.
R. F. N°* 
Pág. 34 
1932.

Se 
J 05

continúa discutiendo la consulta formulada en la sesión ante­
rior por el doctor Francisco Chíriboga Bustamante, que dice 
así: A  quién corresponde pagar el honorario del perito nombra­
do por el Procurador de Sucesiones, en el juicio de inventarios? 
Será una obligación del Fisco o de los herederos?

P erito. Con respecto a la consulta formulada por el doctor Francisco Chí- 
r . f. N°. 105 riboga Bustamante, discutida en las sesiones anteriores, la Aca- 
pág. 42 demía opina que: «E l honorario del perito o  peritos designados
1932. por ei Procurador de Sucesiones, para la formación de los in­

ventarios, grava a la sucesión y  nó al Fisco».

P artición. Se continúa el estudio de los fallos contradictorios dictados por 
R. F. N°. 105 la Corte Suprema, respecto a sí una partición de bienes es sus- 
Pág. 44 ceptíble de resolución.
1932.

P artición, 
r . F. N°. 105 
Pág. 47
1932.

Vuelve la Academia a ocuparse de los fallos aparentemente 
contradictorios dictados por la Corte Suprema y  estudia el 
punto relativo a saber si una partición de bienes es susceptible 
de resolución.

P a r t i c i ó n ,  
r . F. No. J05 
Pág. 50 
1932.

Se reanuda el estudio del punto relativo a saber sí cabe la ac­
ción resolutoria de una partición de bienes.

P e r i t o .  Se somete a la consideración de la Academia el siguiente punto: 
R. F. No. 105 «Sí el informe pericial deberá presentarse sólo dentro del tér- 
uff? 72 mino de prueba, o aún cuando éste ya haya fenecido».

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  R E P R E S E N T A C IO N  DE P E R S O N A S JURIDICAS.
105 Informe del señor doctor Miguel Angel del P ozo Vela, Profesor 

de Código de Comercio y  L ey Orgánica del Poder Judicial en 
la Universidad Central, acerca del proyecto de ley presentado 
por el doctor C. Puíg V .; proyecto que se publica en la «R e­
vísta Forense» N .° Í04, página 308, así com o en este trabajo.

PA G O S B A JO  EL IM PE R IO  DE L A  N U E V A  L E Y  DE M O -
106 N E D A S.

¿Los autos ilegales pueden producir efectos irrevocables? 
SU M A R IO .
Por la disposición del Art. 557 del Código de Enjuiciamiento 
Civil, el juicio debe continuar com o si desde el principio hu­
biese sido ejecutivo; tal artículo no autoriza para volver atrás 
en la tramitación.

R. F. No. 
Pág. 73 
1932.

P a g o s . 
R. F. No. 
Pág. 81 
J932.
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N o hay derecho para apelar del fallo de primera instancia 
cuando las excepciones no se han deducido en el perentorio
término respectivo.
Manifiesto presentado por el señor doctor A d olfo  Páez.

Pagos. SUMARIO.
r . F. N°. 106 p uc¿ e revocarse el auto de pago ílegalmente dictado.
Í932 88 Si C1 tttu^° Prímítívamente Presenta^ ° “ o es ejecutivo, y  pos.

tcriormente se lo presenta con los requisitos legales, el término 
de pagar o proponer excepciones corre desde la citación con el 
nuevo auto de pago.
En los casos del Art. 557 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
el juicio continúa como sí desde el principio Hubiese sido eje­
cutivo; pero el modo de continuarlo debe ser compatible con 
las normas fundamentales que garantizan la defensa.
Autos decisorios de incidentes de trámite y  autos interlocuto- 
ríos o que prejuzgan algo de lo que Ha de ser materia de la 
sentencia.
Los segundos se ejecutorían en lo tocante al trámite; no en 
aquello en que prejuzgan.
Las obligaciones contraídas antes de la nueva L ey  de Monedas, 
exigidas bajo su imperio, deben pagarse en conformidad a ella. 
Los autos aún ilegales, sí llegan a ejecutoriarse, producen efec­
tos irrevocables, si no incurren en alguna de las causas de nu­
lidad señaladas por la ley.
Manifiesto presentado por el señor doctor N . Clemente Ponce.

Pagos. Manifiesto adicional que, sobre las cuestiones anteriormente debatí- 
R. F. N°. J06 das, presenta el señor doctor N . Clemente Ponce.
Pág. 118 
1932.

Pagos. Manifiesto adicional del señor doctor A d olfo  Páez, acerca de las 
R. F. JSR 106 mismas cuestiones constantes en los alegatos anteriores.

Perito. Se estudia el punto de derecho relativo a sí el informe de los pe- 
Pd *̂135°' 106 r‘*os PUC(̂ e PresenHarse después del término de prueba.
J 932.

Perito. Continúa el estudio de los fallos dictados por la Corte Suprema, 
pí F n T  aparentemente contradictorios, y  se ocupa la Academia del pun-
1932, *° rcferente a sí el informe pericial puede presentarse o  nó, una

vez concluido el término de prueba.
La Academia, tomando en cuenta los razonamientos expuestos 
durante la discusión, acuerda que los fallos leídos, no son con­
tradictorios en la parte resolutiva, a pesar de que, en los ante­
cedentes, cada uno sienta un principio distinto.
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P erito. El señor doctor Camilo O. Andrade manifiesta que, si en verdad 
R, F. N®. J06 no se trata de un caso de fallos contradictorios, eV punto que se 
Pág. MO ha planteado en los considerandos de ambos fallos es muy im-
1932* portante, y  que su resolución, por parte de la Academia, sería

de mucho valor. Pide que el estudio se concrete a este punto, 
o  sea, si el informe pericial constituye o nó prueba.

P erito . Continúa el estudio de la consulta relativa a saber sí la intervención 
r . F. N°. Í06 de peritos es parte integrante de una inspección judicial, y  sí el 
Pág. 148 informe de los mismos puede presentarse aún después del tér- 
j932. mino de prueba.

P e r i t o .  La Academia conoce, entre otras, de la siguiente consulta sometida 
R. F. N°. 106 a su consideración por el doctor Flavío Ortiz Navarro:

«Es 0 vefáad:
a) Que, atendiendo a la letra del inciso 2.° del Art. 7Í, no 
cabe declaración de insubsístcncía del nombramiento del perito 
sólo por no señalarse el lugar donde deba citársele a éste?
b) Q ue el juez no debe declarar la ínsubsístencia del nombra­
miento de perito porque la parte omita indicar, al hacer el 
nombramiento, el lugar donde deba citarse al perito, sí hace la 
indicación antes de la declaratoria judicial de ínsubsístencia de 
nombramiento? y ,
c) Que hecha la designación del lugar, antes de la declarato­
ria de ínsubsístencia del nombramiento de perito, no sería justo 
practicar el peritaje con prescindencia de aquel perito y  la dili­
gencia sería nula, considerando que el objeto legal de que la 
parte designe su perito es darle facilidades protectoras al ejerci­
cio de su derecho, a establecer el justo precio de la cosa o  su 
verdadero estado, etc., lo que no puede festinar el juez por su 
sola voluntad o por la de la parte contraria?»

Pagos. P A G O S  BA JO  EL IM PER IO  DE L A  N U E V A  L E Y  DE M O -
R. F. N°. 107 
Pdg. J65 
1932,

N E D A S.
¿Los autos ilegales pueden producir efectos irrevocables?
SU M A R IO .
Sí pedida revocación del auto de pago, el actor solicita que con­
tinúe el juicio com o sí desde el principio hubiera sido ejecutivo, 
débese revocar dicha providencia y  dictar nuevo auto de pago. 
Dictado nuevo auto, implícitamente queda revocado el anterior, 
y  el término de proponer excepciones corre desde la última cita­
ción con la nueva providencia. Sí no se declara la nulidad del 
proceso, no se puede desconocer los efectos de los trámites que 
lo forman. Ejecutoriado el auto de pago, surte efectos irrevo­
cables en cuanto al trámite, no en aquello en que prejuzga res­
pecto de lo que es materia de la sentencia. Pago bajo el imperio 
de la nueva L ey  de Monedas, de obligaciones contraídas durante 
la vigencia de la anterior.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, par el señor 
doctor Alejandro Poncc Borja.
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Pacos. SUMARIO.
R. F. N°. 107 La pCt;cíón de que se revoque el auto de pago ataca a lo d' 

paesto por el articulo 515 del Código de Enjuiciamiento Q v ’l 
y  alegar que el titulo no presta mérito ejecutivo, es excepció*1 
que debe sustanciarse en la forma legal, sin considerarla como 
cuestión previa*

Pdg. Í82 
1932.

El artículo 557 del citado Códíg-o autoriza para continuar el ju: 
cío una vez que se haya subsanado la ilegalidad del título* 
pero ha de continuar desde el estado en que se halle sin vol­
verse a dictar un nuevo auto de pago.
Resultado de la ejecución de actos prohibidos por la ley.
La cantidad demandada es el precío de un inmueble vendido en 
Í906, precio que debe ser pagado en conformidad a la Ley de 
Monedas vigente al tiempo del contrato de venta.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Adolfo Páez.
Sentencias.

P e r i t o s . Continúa el estudio de la segunda parte de la consulta del doctor 
R. F. N°. 107 Fia vio Ortíz Navarro, o  sea del punto expuesto en la «Revista 
Pág. 227 Forense» N .° Í06, página Í55, de igual manera que en este 
I,32‘ trabajo.

P e r i t o s . Sigue la discusión de la segunda parte de la consulta del doctor 
R. F. N°. 107 Flavío Ortíz Navarro a que se hace referencia en la proposí- 

231 cíón anterior, acerca de la declaratoria de insubsístencía del 
nombramiento de los peritos, por no haberse designado el do­
micilio para las citaciones.

P e r i t o s .  Continúa en consideración la consulta del doctor Ortíz Navarro, 
R. F. N». 107 y  estimando suficientemente discutida la segunda parte, se vota 
T9J2 *a s*£u*ente proposición! ¿Cabe alguna vez la declaración de

insubsístencía?» Se obtiene cinco votos por la afirmativa! votan 
por la negativa los doctores Rafael N . Arcos, Alejandro Ponce 
Borja y  Antonio José Borja.

P r u e b a  e n  j u i c i o  d e  e x h i b i c i ó n .  Continúa el estudio de los fallos aparen- 
p* i08 temente contradictorios expedidos por la Corte Suprema, y el
J932, doctor Rafael N» Arcos concreta la discusión del punto debati­

do, en estos términos: « A  quién incumbe la prueba en el juicio 
de exhibición de documentos, cuando el reo niega que existan 
en su poder los documentos cuya exhibición se pide?»

P r u e b a  e n  j u i c i o  d e  e x h i b i c ó n .  Continúa el estudio acerca de los fallos leí- 
1 ^ 2 7 0 *  108 en ^  ses‘ ón anterior, relativos al punto de derecho de a 
1932, quién corresponde la prueba en el juicio de exhibición de docu­

mentos, cuando el demandado asevera que no los tiene.
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P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Se  ̂conoce el oficio del Ministerio de Justicia, en el 
r . F. N°. 108 que se solícita el parecer de la Academia, acerca del punto re- 
Pdg. 298 latívo a la capacidad de la Curia y  de las comunidades religío-
1932- sas,para ejercer derechos, contraer obligaciones civiles y  ser

representadas judicial y  cxtrajudícialmcnte.

Pena. La doctora Obdulia R . Luna, consulta a la Academia acerca de este 
r, F. N°. 108 punto: «Sí en el cómputo de la pena de prisión o reclusión, el 
Pig. 300 tiempo de la condena, ya se trate de meses o  años, se han de
1932. contar los meses de treinta días completos, o  si se considerarán

los días cuando el mes trac treinta y  un días».

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Se aplaza la discusión de la consulta del Ministro de 
r . F. N°. 108 Gobierno, sobre la capacidad jurídica de la Curia y  de las co- 
Pág. 302 munídades religiosas.
1932.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Se estudia el proyecto de Ley de Representación de Per- 
r . F. N°. 108 sonas Jurídicas, del doctor C. Puig V .
Pig. 303 
1932.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Se reanuda la discusión de la consulta formulada por 
R. F. N°. 108 el señor Ministro de Gobierno.
Pág. 304 
1932.

Personas jurídicas. Continúa la discusión de la consulta del señor Ministro 
R. F. No. 108 de Gobierno.
Pág. 309 
1932.

Personas j u r í d i c a s . Sigue el estudio d e  la consulta del señor Ministro de 
R. F. N°. 108 Gobierno.
Pág. 316 
1932.

Personas jurídicas. Con respecto a la consulta del señor Ministro de Go- 
R. F. N°. 108 bierno, la Academia opina que la Curia y  las Comunidades Re- 
J9382* 325 lignosas, no son Personas Jurídicas.

Partida de nacimiento.
R. F. No. 109 CT, . , ADIr  Pig. 3 SU M A R IO .

A C C IO N  DE N U L ID A D .

En virtud de la nulidad judicialmente declarada, el comprador 
debe restituir la cosa objeto del contrato. Mas, si el vendedor 
no fue dueño, y  el comprador adquirió por otro título el domi­
nio, no cabe tal restitución. La compraventa no es modo de 
adquirir el dominio; se lo adquiere por la tradición de lo vendido. 
El aserto del comprador de que compra con dinero de otra 
persona, no da a ésta el carácter de comprador, ni significa que
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procede como su mandatario, ni que ofrece su ratificación. 
el caso del artículo Í440 del Código Civil, el tercero no a ?  
quiere la calidad de comprador sino por su ratificación, qUe V  
tratarse de inmuebles, debe constar de escritura pública. * l  
partida de bautismo no prueba la edad si en ella no se expre­
sa la fecha del nacimiento.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor N . Clemente Poncc.

P a r t i d a  d e  n a c i m i e n t o .  SU M ARIO .
R. F. N«. 109 En ía demanda se determinan exclusivamente la acción y  sus 
P jg  I5 fundamentos, sin entrar en explicaciones que no alteran la esen-
I932, cía misma de ¿lia. La acción de nulidad de un contrato tiene

por objeto restituir a las partes al estado que se hallaban an­
tes de celebrar el contrato nulo. Nuestro Código Civil distingue 
dos cosas para la adquisición del dominio: 1.a El título; y  2.a 
La tradición. Sí el contrato adolece de nulidad, no se contro­
vierten sino las obligaciones. La edad, según el artículo 295 
del Código Civil, se prueba por la respectiva partida de naci­
miento o bautismo. Regía fundamental para interpretar los 
contratos, diversa de aquélla que se da para interpretar la ley. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luis Felipe Borja.
Sentencias.

P r o c e d i m i e n t o .  La Academia estudia la consulta formulada por el señor 
R. F. N°. 109 doctor Rafael N . Arcos, sobre el trámite en algunos juicios pe- 
^*2* 33 nales que no son de la competencia del Tribunal del Crimen.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Se reanuda el estudio del proyecto de ley presentado 
R. F. No. J09 por el doctor C. Puíg V ., sobre representación de personas ju-
?932. 43 '¡¿¡cas.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Continúa el estudio del proyecto de ley sobre représen­
se F. N». 109 tacíón de personas jurídicas.
Pág. 47 
1932.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s . Continúa el estudio del proyecto de ley sobre représen­
se F. N°. 109 tación de personas jurídicas.Pág. 52 
1932.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  La Academia se ocupa del estudio del proyecto de ley 
109 sobre representación de personas jurídicas.

1932.

P e r s ó n a s  j u r í d i c a s .  Prosigue el estudio del proyecto de ley  sobre represen­
ta F* ¿2°* 109 tacíón de personas jurídicas.
ra g . 57 
1932.
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P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Continúa el estudio del proyecto de ley sobre represen- 
r ! f . N». >09 tación de personas jurídicas.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Continúa el estudio del proyecto de ley sobre rcpre- 
r . F. N°. Í09 sentacíón de personas jurídicas.
Pág. 65 
J 932.

P e r s o n a s  j u r í d i c a s .  Term ina el estudio del proyecto de ley sobre represen- 
r . F. N°. 109 tación de personas jurídicas y  queda aprobado en estos’ términos:
P á g .  69 Art. J.°— Desde e l................  de 193... los Registradores de la
J932. Propiedad de cada Cantón abrirán un libro que se llamará

«Registro de Representación de Personas Jurídicas», en el que 
se inscribirán, en orden cronológico, todos los documentos que, 
de acuerdo con esta ley, se presenten para su inscripción en 
dicho Registro.
El Registrador de la Propiedad, para verificar la inscripción, se 
cerciorará de la autenticidad del documento que se le presentare 
al efecto.
Art. 2.°— Las fundaciones y  corporaciones, las sociedades civiles, 
las compañías mercantiles y , en general, toda persona jurídica 
de derecho privado, nacional o extranjera, que negociare o con­
trajere obligaciones en el Ecuador, deberá tener, en cada una de 
las localidades en que funcionaren sus establecimientos princi­
pales, sucursales o  agencias sucursales, un apoderado o  repre­
sentante judicial para que pueda contestar las demandas y  
cumplir las obligaciones respectivas. Este apoderado tendrá, 
por lo menos, las atribuciones comunes de los mandatarios ju­
diciales.
Art. 3 .°—El nombramiento de apoderado o representante a que 
se refiere el artículo anterior, se inscribirá en el Registro de 
Representación de Personas Jurídicas.
Art. 4.°— La personería del apoderado o representante a que se 
refiere el artículo anterior, se legitimará por medio del certificado 
de inscripción del referido nombramiento; certificado que será 
conferido por el Registrador de la Propiedad.
Art. 5 .°—A  la persona jurídica que no cumpla con lo dispuesto 
en los artículos anteriores, el Gobernador de la provincia res­
pectiva le impedirá administrativamente, el ejercicio de las fun­
ciones propias a su institución; y , además, podrá imponerle una 
multa de ciento a cinco mil sucres.
Este impedimento durará hasta que el mismo Gobernador supla 
la omisión en que ha incurrido la persona jurídica y  nombre 
representante de ésta para lo  judicial, a la persona que tuviere 
a bien, siempre que tenga calidades para ser apoderado; nom­
bramiento que se inscribirá en la forma determinada en los ar­
tículos anteriores y  se publicará por la prensa.
El representante nombrado por el Gobernador, ejercerá su cargo 
en lo judicial, con las mismas atribuciones que si hubiera sido 
nombrado por la persona jurídica, hasta que ésta cumpla con
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la obligación de nombrar y  hacer inscribir 'el nombramiento 
Art. í . ° _ A  falta del representante nombrado por la 'perso 
jurídica o por el Gobernador de la provincia, en el caso per?“ 
nentc, el juez de la causa que se promoviere o  siguiere contra 
aquella persona, nombrara, a solicitud de parte interesada re 
presentante judicial para la litis y  lo comunicará al expresado 
Gobernador.
Art. 7.°—Siempre que, de conformidad con  esta ley, se'nombra­
re representante judicial de una persona jurídica, el Registrador 
de la propiedad, al inscribir ese nombramiento, cancelará Ia
inscripción .interior.
Art. 8.°— Los gastos que ocasionare el nombramiento de repre­
sentante judicial de una persona jurídica, y  los que dicho repre­
sentante erogare en el ejercicio de su cargo, serán pagados por 
la persona jurídica representada; así com o lo  serán también los 
honorarios del propio representante, tasados por el juez de la 
causa en que haya intervenido.
Art. 9.°— Se considera como de cuantía indeterminada, todo 10 
concerniente a la inscripción de que se trata en esta Ley, para 
el efecto de determinar los derechos que corresponden al Regis­
trador de la Propiedad.
Art. 10.—Para los efectos de la citación de la demanda, se 
considerará como domicilio de la persona jurídica demandada, 
el establecimiento donde funcionare su administración, o la ha­
bitación particular de su representante judicial.
Art. 11.—Los títulos que, a la fecha en que esta ley principie 
a regir, se hubiesen presentado ya  en el juicio, para legitimar la 
personería de los representantes o  apoderados de las personas 
jurídicas, se reglarán en dicho juicio por la legislación anterior, 
sin necesidad de la inscripción que en la presente ley se exige. 
Art. 12.—El representante o apoderado judicial de las personas 
jurídicas, nombrado por el Gobernador de la provincia o por el
juez de la causa conforme a los artículos............ de esta Ley,
tendrán las facultades comunes de los procuradores judiciales, 
y  no aquéllas que, según la ley, requieren cláusula especial. 
Art. 13.—Deróganse los A jts. í.°, 2.°, 3.° y  4.° del Decreto Le­
gislativo de 15 de octubre de 1909, y  el A jt . í .°  del Decreto
Legislativo de 21 de setiembre de 1911.

P e n a . Refiriéndose a la consulta de la doctora Obdulia R . Luna, se acuerda 
p* 9ue> k* ^ür‘lc^ n un año» para computar el tiempo de la con-
1932. ”  dena, se rige por el artículo 43 del Código Civil.

P e r so n a s  ju r íd ic a s . La Academia estudia la redacción del proyecto 
PágF,J45°’ 110 s°kre representación de personas jurídicas.
1933.

P erso n as  ju rídicas .  Termina el estudio de la redacción del proyecto de ley 
PÍgF*149°' IJ° rePrcscntac5ón de personas jurídicas.
1933.
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Posesión. SU M AR IO .
R.F* N°' íU  Por la muerte del mandante no se extingue el mandato para 
w fi. pleitos sí se ha empezado a desempeñar. Los herederos del

mandante, no sus legatarios, suceden en sus derechos y  obliga­
ciones. La acción de despojo, para la restitución de la cosa e 
indemnización de perjuicios, pertenece a la persona del despoja­
do. Los legatarios suceden en los derechos relativos a la es­
pecie legada; no en los que exclusivamente pertenecieron a la 
persona del testador. La cosa legada debe entregarse aí lega­
tario en el estado en que se hallaba a la muerte del testador; 
pero no tiene derecho el legatario a exigir el valor de los per­
juicios derivados de los menoscabos que la cosa legada hubiese 
padecido antes de la muerte del testador. Opinión de Baudry- 
Lacantíneríe.
Manifiesto presentado ante la. Corte Suprema, por el señor doc­
tor N . Clemente Ponce.

P osesión .  Manifiesto que, sobre las cuestiones tratadas anteriormente, pre- 
R. F. N°. III senta a la Corte Suprema el doctor Carlos Casares.
Pág. 163 
1933.

P osesión .  SU M A R IO .
Pá FJ7J°* 111 La excePc^ n de ser â ŝ0 un despojo, no se concilia con la ale- 
j933# gacíón de no haberse determinado en la demanda la cosa des­

pojada. Juicios petitorios y  juicios posesorios. Posesión mate­
rial y  posesión civil. Naturaleza del juicio sobre recuperación 
de la posesión, en este juicio a nada conduce la disertación so­
bre actos de mera facultad y  actos meramente tolerados. Se 
analizan los fundamentos de la sentencia de primera instancia. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Carlos Casares.
Sentencias.

P e r s o n a  j u r íd ic a . 
R. F. N°. III 
Pág. 196

Un problema nuevo en Derecho Penal.
SU M A R IO .
I.— Una persona jurídica no puede comparecer com o acusador 
particular en juicio criminal. II. El verdadero concepto de 
agraviado en esta clase de juicios. HÍ. Una compañía comer­
cial tiene mandatario, pero nó representante legal en el sentido 
técnico de esta palabra. IV . D os infracciones acaecidas en 
distintos días no pueden ser juzgadas en un solo proceso, aún 
cuando se trate del mismo delito y  de los mismos acusador y  
acusado. En lo penal no procede la acumulación de acciones. 
V . El valor sustantivo del elemento intencional en el delito 
acusado (destrucción de propiedad ajena).— V I. Conclusiones. 
Manifiesto del defensor doctor Manuel B. Cueva García.
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Querella. En la resolución de segunda instancia y  su correspondiente am- 
r . F. N°. Í4 pliacíón, la Corte Superior de Portovíejo sienta, entre otras, las
Pág* 100 siguientes doctrinas: I. Que justificados los reclamos de las
I9í4‘ partes contendientes, queda desvirtuada la temeridad indispen­

sable para la condena en costas; II. Que la prohibición conte­
nida en el Art. 427 deí Código Penal, se extiende aún a las 
indemnizaciones consiguientes al juicio (costas, etc.); m . Que 
las declaraciones de testigos, constantes en juicios y  actos dis­
tintos, no constituyen perjurio, ni materia para enjuiciamiento 
criminal, ya que sólo la contradicción en un mismo juicio 
constituye ese delito».
Por juzgar erróneas las resoluciones que anteceden, de la Corte 
Superior de Portovíejo, el Dr. Manuel Benigno Cueva García 
solícita que la Academia emita su dictamen al respecto.

Q úiebra. Declarada la quiebra del deudor, ¿puede hacerse el remate de la 
R. F. N°. 50 prenda y  pagarse al acreedor prendario, antes de que se calífi- 

quen los créditos?
Alegato presentado a la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N . 
Clemente Ponce.

Q uiebra. El Sr. Dr. A lfonso Miranda somete a la consideración de la Aca- 
R. F. N°. 71 demia las siguientes cuestiones jurídicas!
^22 57 «En *‘a eíecuc‘ ón contra un comerciante sé verificó el embargo

del almacén de mercaderías; el tercerista, fundándose en un pa­
garé mercantil que no está reconocido por el deudor, solicita 
el concurso necesario juntamente con la quiebra. Pregunta: 
í° . ¿Cabe proponer las dos acciones en la forma indicada, 
esto es, colectivamente, para que sean sustanciadas a la vez? 
2o. ¿Pudo el tercerista solicitar el concurso necesario y  la quie­
bra en el juicio ejecutivo, y  com o incidente de este juicio para 
que sean sustanciadas por el mismo juez y  asesor que cono­
cen de la ejecución?
3o. ¿Según el Art. 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
puede ser considerado acreedor el tercerista cuyo crédito no ha
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sido aún aceptado y  que consiste en un documento no reconocido 
cor el deudor, y  consiguientemente, puede solicitar el concurso 
necesario fundándose en dicho documento y  alegando quc el 
ejecutado no ha pagado ni dimitido bienes, no obstante ser

requendo?oi¡citante que s6[0 presenta documento mercantil, sin 
‘ esté reconocido judicialmente por el deudor, podrá solicitar 

h  auiebra? (Inciso final del Art. 940 del Código de Comercio). 
5o Si el juez que conoce de la ejecución no es el del domicilio 
general del deudor, ¿será competente para decretar el concurso
necesario o  la quiebra? . . .« ,
6o ;Es procedente el concurso necesario crvil cuando se trata 
de obligación mercantil y  entre comerciantes, o  cabe únicamen­
te la quiebra»?
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R e v is t a  f o r e n s e .  Propósitos, razón de ser del «Colegio de Abogados de 
R. F. N°. i Q uito» y  de la «Revista Forense».
Pág. 1 
í 9 J3¿

R a p t o . EL A R T IC U L O  355 DEL CO D IG O  P E N A L.
Pá % N0’ 1 Por más qUC sorPrenc*a e* oír en nuestro Código Penal no 
j 9§ .  se ha puesto entre las infracciones punibles el hecho de sacar

de la casa paterna a una menor de dieciseis años que sigue v o ­
luntariamente al raptor, lo cierto es que tal hecho no se halla 
entre las infracciones previstas y  castigadas en este Código. 
Después de probar esta afirmación, veremos de dónde proviene 
tan injustificable vacío, que el legislador debiera apresurarse a 
llenar, y  cóm o se lo explica.
Estudio del Dr. N . Clemente Ponce.

A R T IC U L O  355 D EL CO D IG O  PE N A L.
El Dr. Celio Enrique Salvador, en una exposición detallada que 
se publica en este número, deduce que no aparece exacto aque­
llo de que no estuviera, entre las infracciones previstas y cas­
tigadas en nuestro Código Penal, el hecho de sacar de la casa 
paterna a una menor de dieciseis años que sigue voluntaria­
mente al raptor; es decir, sostiene lo contrario de lo afirmado 
por el Dr. N . Clemente Ponce.

R apto . Cambio que, de voluntad o por error, se hizo al traducirse el Art. 
p*  ̂ 370 del Código Penal Belga, del que, en lo demás, es copia

'  literal el 355 del nuestro; y , se dejó un muy grave vacío en 
nuestra legislación penal, cual es, que en ella no se prevé ni 
castiga com o hecho punible el de arrebatar o hacer arrebatar a 
una joven menor de dieciséis años, no emancipada, que hubiere con­
sentido en su rapto y  seguido voluntariamente al raptor.
El cambio consistió en poner la palabra mayor por la palabra 
menor, en la frase menor de dieciséis años (au dessous de l'age 
de seize ans accomplís).
Estudio del Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

R a p t o . EL 
R. F. N°. 4 
Pág 157 
J9J3.
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R ebeldía, 
r . F. N°. 6 
Pig. 240 
1913.

La perempcíón y  la rebeldía surten sus efectos desde quc 
presenta el escrito en que se acusa una u otra, aún cuando to­
davía no se provea a la petición?
Los señores concurrentes debaten esta proposición.

R em ate . 
R, F. No. 9 
Pág. 47 
I9J3.

Pónese en consideración de la Academia la siguiente consulta for­
mulada por el Sr. Dr. Nicolás Astorgat «S í puede procederse 
a embargo y  remate de bienes cuando no se trata de un juicio 
ejecutivo, sino de una providencia dictada en cualquiera otro 
juicio y  que puede hacerse efectiva mediante apremio personal».

Reivindicación. Reivindicación. Diversas clases de nulidad. Prescripción. 
R. F. N°. II Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Pág. J09 Luis Felipe Borja.
1913.

Recursos. Reformas del procedimiento criminal.
r . F. N°. 12 e i  Sr. Dr. Víctor M. Peñaherrera se inclina al sistema de la 

1 instancia tínica, permitiéndose sólo la casación para los errores
de derecho y  muy limitados casos de revisión en cuestiones de 
hecho.
Exposición que hace a la Academia de Abogados el Sr. Dr. 
Víctor M . Peñaherrera.

R e cu rso . «El acusado en Juicio criminal apela del auto m otivado y  se le 
R. F. N°. 14 concede el recurso! más, temiendo que la  Corte reforme dicho 
Pág* 99 auto en sentido de calificar la infracción com o de mayor gra-

vedad, por pedirlo así el Ministro Fiscal, fundándose en consi­
deraciones poderosas, desiste del recurso, ¿Será obstáculo al 
desistimiento el N °. 2o del Art. 444 del Código de Enjuicia­
mientos Civiles?
Consulta presentada por el Sr. Presidente de la Academia, a 
nombre de un respetable abogado riobambeño.

R e co n o cim ien to . A  fin de que el reconocimiento de los documentos quede 
R. F. N°. 19 comprendido en la infracción de perjurio, cuando se falta en 
19J4.225 a vefdad, al discutir el proyecto sustítutívo del Capítulo V ,

Libro IV  del Código Penal, se declaró la necesidad de que, en 
consonancia con esta reforma, se reforme también el Código de
Enjuiciamientos Civiles, en el sentido de que para el referido
acto se exija siempre el juramento.

R e m a te . «Sí puede procederse a embargo y  remate de bienes cuando no 
Pá F234°* ^  SC **a*a un íUíC‘ÍO ejecutivo, sino de una providencia dictada
j9j j t en cualquier otro juicio y  que puede hacerse efectiva mediante

apremio personal».
Continúa la discusión de esta consulta del Dr. N icolás Astorga. 
Se leen las opiniones escritas de los señores doctores José Ma­
ría Bustamante y  Luis Felipe Borja (hijo).
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Recusación. RE C U SA C IO N  A L  JUEZ T E STIG O .
PágF'255°* 21 Estudio publicado por X .
1914.

Reconocimiento. D e la acción ordinaria, cuando ha precedido la ejecutiva. 
R. F. N°. 24 Presunciones. Confrontación de firmas. Naturaleza de las 
Pig. 9 pruebas. Fuerza probatoria de los instrumentos privados. D¡-
1,1 ferencia entre el reconocimiento y  la prueba. Tacha de testi-

gos. La condena en costas.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja,

R e c u r so  d e  c a s a c ió n .  Se da lectura del siguiente proyecto presentado por 
r . F. N°. 27 el Sr. Dr. Manuel E. Escudero, sobre la organización de la 
Pi& 89 Corte Suprema, como Tribunal de Casación.
I9Í ‘ D EL R E CU RSO  DE CA SA CIO N .

Art. í° . El recurso de casación es de dos especies* de casación 
en el fondo y  de casación en la forma.
Art. 2o. El recurso de casación en el fondo tiene lugar cuan­
do se ha pronunciado un fallo con infracción de ley, siempre 
que esta infracción haya influido sustancíalmente en lo disposi­
tivo de la sentencia.
La infracción existe en los casos de violación, interpretación 
errónea, o aplicación indebida de la ley aplicable al litigio.
Art. 3o. El recurso de casación en la forma tiene lugar cuan­
do en la organización del proceso se ha faltado a alguna de las 
solemnidades sustanciales, puntualizadas por la ley como cau­
sas para declarar la nulidad del juicio.
Art. 4o. El recurso de casación puede interponerse de las sen­
tencias dictadas por las Cortes Superiores, en los juicios civiles 
cuya cuantía exceda de dos mil sucres. Se exceptúan las sen­
tencias de las que sólo se concede el recurso de queja.
Art. 5o. El recurso de casación se propondrá por escrito, ante 
el Tribunal que ha pronunciado la sentencia, dentro del peren­
torio término de diez días de hecha la notificación.
En este escrito se hará mención expresa y  determinada, del 
vicio o  defecto en que se funda el recurso, y  de la ley o leyes 
que se han infringido.
Art. 6o. Interpuesto el recurso de casación, no puede hacerse 
en él variación de ninguna clase, aún cuando en el curso del 
juicio se descubra alguna nueva causa en que ha podido fun­
darse. La sentencia versará únicamente sobre las causas ale­
gadas al tiempo de formalizarse el recurso.
Art. 7°. El recurso de casación suspende la ejecución de la 
sentencia de que se ha recurrido.
Se exceptúan los casos siguientes:
í). Cuando el recurso se ha interpuesto en los juicios que, 
según la ley, la apelación se concede sólo en el efecto devolu­
tivo; y
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2). Cuando la parte favorecida por el fallo diere fianza sufi­
ciente para responder por los resultados del recurso, siempre 
que de concedérselo libremente, quedara de hecho eludida la 
sentencia, o  retardado con grave daño en su ejecución y  en 
sus efectos.
El tribunal a quo será el que resuelva, si es o  nó el caso de 
aceptar la fianza, así com o la cuantía y  naturaleza de ésta. 
Art. 8o. La Corte superior concederá el recurso de casación 
inmediatamente de habérselo interpuesto, y  remitirá el proceso 
original al superior, tan luego com o se notifique a las partes 
con esa providencia.
Cuando deba procederse a la ejecución de la sentencia, de 
conformidad con el artículo anterior, se dejará copia autorizada 
de las piezas necesarias para continuar el juicio.
Art. 9o. Recibido el proceso en la Corte Suprema, se examina­
rá previamente si el recurso reúne estas condiciones: 
f). Si se trata de una sentencia de la cual puede interponerse 
el recurso;
2) . Si éste se lo ha propuesto dentro del término legal; y
3) . Si se hace mención expresa y  determinada de la causa o 
motivo en que se funda.
Art. ÍO. Sí el recurso reúne las expresadas condiciones, el 
tribunal ordenará que se ponga en conocim iento de las partes 
la recepción del proceso; y  en caso contrarío, mandará que se 
lo devuelva al inferior, condenando al apelante en las costas 
del recurso.
Art. ÍJ, Notificadas las partes con la recepción del proceso, 
se lo entregará al recurrente, sí lo solicitare, para que exprese 
los fundamentos de la casación. Devuelto el proceso, o  co­
brado por apremio, se correrá traslado a la otra parte para que 
conteste.
El término que tienen las partes para alegar es el de diez días, 
prorrogable hasta por veinte días más.
Art. Í2. Oídas la partes, se pasará el proceso al Ministro Fis­
cal para que emita su dictamen, dentro del término de quince 
días; y  en seguida se pedirán los autos para relación.
Art. Í3. En el recurso de casación no se pueden admitir, ni 
ordenar de oficio, pruebas de ninguna clase, que tiendan a es­
tablecer o  esclarecer los hechos controvertidos en el juicio en 
que ha recaído la sentencia recurrida.
Art. Í4. Si se interpusieren conjuntamente los recursos de 
casación en el fondo y  en la forma, se resolverá previamente 
sobre el segundo; y  sí se lo acepta, se tendrá com o no inter­
puesto el primero. Mas, si se desechare la casación en la for­
ma, en la misma sentencia se resolverá sobre la casación en el 
fondo.
Art. Í5. Cuando la Corte Suprema aceptare el recurso de ca­
sación en el fondo, a continuación de esta declaratoria, dictará, 
sobre la cuestión materia del juicio, la sentencia que sea con­
forme a la ley y  al mérito de los hechos. Estos hechos serán
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considerados de la manera como se han dado por establecidos 
en el fallo recorrido.
En los casos de casación en la forma, la sentencia que declare 
la nulidad determinará el estado en que queda el proceso.
Art. 16. El recurso de casación se sujetar.!, en todo lo demás, 
a las disposiciones que reglan el trámite para el recurso de 
apelación, en lo que no estuviere modificado por los artículos 
anteriores.
Art. Í7. Suprímase el parágrafo 2o de la Sección 10, del Li­
bro II, T ítulo I del Código de Enjuiciamientos Civiles; y  en 
vez de «tercera instancia», póngase «casación», en todas las dis­
posiciones del referido Código que tratan de la concesión del 
recurso de tercera instancia.
Art. 18. La Corte Suprema continuará fallando las causas que 
se encuentran pendientes en su despacho, por recurso de ter­
cera instancia, o que, por el mismo recurso, le subieren en 
grado, sí se trata de juicios que se han resuelto hasta el 31 de 
Diciembre de Í9Í5.
De los juicios civiles que las Cortes Superiores fallaren, desde 
el í °  de Enero de 1916, sólo conocerá el Tribunal Supremo 
cuando se interponga el recurso de casación.

R e c u r so . ID E A  SO BR E EL P R O Y E C T O  DE CA SA CION .
^ 22* ^ °S*31 Estudio y  opinión del Sr. Dr. Darío E. Palacios, acerca del 
Pág. J55 proyecto publicado en la «Revista Forense» N °. 27 y  en este 
J9J5. trabajo.

R e c u r so . IN F O R M E  SO BR E EL P R O Y E C T O  DE CA SA CIO N , 
y *3^ ' N0S* 31 Publicado en Ia «Revista Forense» N °. 27, que se lo somete a 
Pág. J59 la Academia de Abogados del Azuay, por los doctores Santia- 
J9I5. go Carrasco, Remigio Crespo Toral, Benjamín Cordero y  Oc­

tavio Díaz.

R e c u r s o . Informe de minoría, sobre el proyecto de casación publicado en 
R. F. Nos. 31 la «Revista Forense» N °. 27, presentado a la Academia de 
Pág2 162 Abogados del Azuay, por el Dr. Remigio Romero León.
1915.

R ecurso. Comienza a discutirse el proyecto de reformas del Tribunal de 
R. F. Nob. 38 Jurados, presentado por el Sr. Dr. Manuel E. Escudero, el 17 
Pá^ 90 febrero 1914.

Se lee el informe emitido al respecto por el Sr. Dr. Víctor M. 
Peñaherrera; informe que se lo publica en los N os. 12 y  13 de 
la «Revista Forense», correspondientes a los meses de enero y  
febrero de 1914.
Exposición del Sr. Dr. Escudero, mencionando estos puntos fun­
damentales; Io Necesidad de unificar el sistema penal para la 
apreciación de las pruebas; 2o la manera y  forma de constituir 
el tribunal común para el juzgamiento de los crímenes y  deli-
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tos; y  3o Los recorsos que deben concederse de los falIos 
noncíados por ese tribunal. pro'

R eformas. Reformas más asimilables, según nuestro grado de adelanto 
R, F. N°. 40 costumbres y  porvenir. »
y «  Introducción para un estudio critico del Código Penal E c „ ,.
JWÍ. 4 riano, Por eI Sr- Dr- Reio;lIt!o C!Aez:>s Borja. t0_

R e fo rm as , 
r . F. N°. 42 
y 43 
Pág. J8Î 
Í9J6.

Reformas más asimilables según nuestro grado de adelanto, cos­
tumbres y  porvenir, por el Dr. Reinaldo Cabezas Borja.

R eg istr a d o r  d e  l a  p r o p ie d a d .  Respecto de la consulta dirigida a la Aca- 
r . F, N°. 46 demía por el Sr. Juan E. Estrella, Escribano del Cantón Pedro 
Pág. 399 Moncayo, se resuelve en el sentido de que, cuando el Anota-
J9,6‘ dor de Hipotecas hace la compra de un inmueble, tiene él mis­

mo que verificar la correspondiente inscripción del título, por 
cuanto no se trata de falta ni ausencia del referido empleado, 
únicos casos en que la Ley respectiva ha establecido la sub­
rogación por la persona a quien el Anotador designa, debiendo 
sí, tenerse en cuenta esta deficiencia, que, h o y  por hoy, existe 
en la ley, para intentar la conveniente reforma en su oportu­
nidad.

Recusación. 
R. F. Nos. 46 
y 47
Pág. 40J 
J9I6.

Se lee el informe emitido por el Dr. A lberto G óm ez J., en el 
que formula varías observaciones acerca de las reformas hechas 
al Art. 933 del Código de Enjuiciamiento Civil, por el 52 de 
la Ley de Í9Í í .

Recusación. 
R. F. Nos. 46 
y 47 
Pág. 407 
J9J6.

La Academia conoce del informe presentado por los doctores 
Manuel R . Baíarezo y  Agustín Cueva, relativo a la cuestión 
anterior sobre recusación.

R emate, Por indicación de Sr. Dr. N . Clemente P on cc y  después de discu- 
R. F. N°. 48 rrír los presentes acerca de otros puntos relacionados con las 

reformas expedidas en el año de J9ÍÍ al [C ódigo de Enjuicia­
mientos Civiles, en materia de remates, se fomularon las dos 
siguientes conclusiones inrerpretatívas:
í\  Que sí bien el juez, en el acto del remate, no puede ha­
cer la calificación de las posturas que se presentan, reservándo­
la para el auto que debe expedir después de cerrado el remate, 
sí puede, en ese mismo momento, desechar las posturas que 
manifiestamente contengan la violación de aquellas condiciones 
que exige la ley en los remates forzosos o  que hayan acorda­
do las partes en los remates voluntarios, pqr ejemplo, sí una 
postura no cubre las dos terceras partes de la tasación, en tra­
tándose de los primeros, o  sí, habiéndose acordado que se pa-

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



g-ue todo el precio de contado, se ofrece a plazos, en tratándose 
de los segundos.
2a. Que cerrado el remate, no pueden retirarse las posturas 
que se hubieren presentado aún cuando hayan transcurrido seis 
o  más días desde que fueron presentadas; pero, antes de ce­
rrarse el remate, pueden retirarse tales posturas, de conformi­
dad con el Art. 528 del Código de Enjuiciamientos Civiles.

R e f o r m a s .  
R. F. N °. 46 
Pdg. 313 
1916.

Reformas del Código de Enjuiciamientos Civiles, expedidas en 
Í9Í6.
Fragmento de un estudio general de las reformas del Código 
de Enjuiciamientos desde Í878, y  de la jurisprudencia de los 
tribunales relativa a dicho Código, por el doctor Víctor M. 
Peñaherrera.

R e n o v a c ió n  d e  a r r e n d a m ie n t o . La reclamación general de pensiones con- 
R. F. N°. 49 ductívas comprende las devengadas después de expirado el 
Pdg* 45 plazo. Diferencia entre continuación y  renovación del contra-
,9,7> to de arrendamiento. El arrendatario no requerido no está

en mora de devolver la cosa; sigue de arrendatario, y  debe 
pagar las pensiones hasta que devuelva la cosa. Requerido, 
se convierte en injusto detentador; y , debe, desde entonces, no 
pensiones, sino indemnización del lucro cesante y  daño emer­
gente.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. Víc­
tor M . Peñaherrera.
Sentencias.

R e q u e r im ie n t o . El requerimiento, en su concepto legal, en su concepto his- 
R. F. N°. 49 tóríco y  científico, no es sino el aviso que una de las partes da 
T9/7 a ^ÜC no clu‘ crc prolongar ni renovar el contrato.

Requerimiento, El acto judicial por el cual se amonesta que se 
haga o se deje de ejecutar alguna cosa; y  la intimación, aviso 
o noticia que se pasa a uno, haciéndole sabedor de alguna cosa 
con autoridad pública. ESCRICHE.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el señor doctor 
Víctor M . Peñaherrera.

R emate. Declarada la quiebra del deudor, ¿puede hacerse el remate de la 
R. F. N°. 50 prenda y  pagarse al acreedor prendario, antes de que se califi- 
^ jE7*. 93 quen los créditos?

Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el señor doctor 
N . Clemente Ponce.

R e in c id e n c ia . DE L A  R E IN C ID E N C IA .
Págf*I07 * 50 Estudio del doctor F. Alberto Darquea. 
1917.
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R e fo r m a s . 
R. F. N°. 50 
Pág. J23 
í 917.

«¿Los Arts. 28 y  29 ¿ c  os Reformas del Código de Enjuta, 
micntos y  el Art. Í0 de la L ey de Aranceles de Derech 
Judiciales, expedidas por el Congreso de Í9I6 , obligan a l  
Escribanos a percibir medios derechos arancelarios por la aut°S 
riracídn de escrituras públicas, cuyo valor sea hasta de cuatro- 
cientos sucres?»
Consulta formulada por el señor Am able García R ,, Escribano 
del cantón Guayaquil, para que la Academ ia emita su dictamen 
Pasa a estudio del señor doctor A lberto Guerra P.

R e fo r m a s . Informe del señor doctor don Alberto Guerra P., acerca de la 
R. F. N°. 50 cuestión anterior.
Pág. J33 Queda resuelta la consulta del Escribano señor don Amable
,9J7‘  García R ., en el sentido de que en las escrituras sobre asuntos

cuyo valor no pase de cuatrocientos sucres, los escríbanos no 
pueden cobrar sino la mitad de los derechos, conforme a lo 
dispuesto por el Art. 51 de la Ley de Aranceles.
Votaron por esta resolución los señores doctores N . Clemente 
Ponce, Manuel B. Cueva, Manuel María Borrero, Abelardo 
MontaIvo, Alejandro Ponce Borja, F. Alberto Darquea y  Víctor 
M. Peñaherrera.

R esponsabilidad civil del Estado. Responsabilidad civil del Estado. La 
R. F. N°. 51 legislación civil. El Derecho Internacional. Las leyes especia­
os*  152 jes ¿ e\ Ecuador.
19 7* Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­

tor Agustín Cueva.

R ehabilitación del demente. L os instrumentos públicos y  los instrumentos 
R. F. N°. 55 privados. Estos deben ser individualizados en el reconocimiento 
f *  69 para que sean títulos ejecutivos. Rehabilitación del demente. 

Desde cuándo surte efecto la sentencia que la declara. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luis F. Borja.

R econocimiento. L os instrumentos públicos y  los instrumentos privados.
Estos deben ser individualizados en el reconocimiento para que 
sean títulos ejecutivos. Rehabilitación del demente. Desde 
cuándo surte efecto la sentencia que la declara.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luís F. Borja.

RE FO RM A S DEL P R O C E D IM IE N T O  P E N A L .
Competencia territorial. De la prueba. D e las pruebas. Cuer­
po del delito. El sumario. Formación de causa. Del so­
breseimiento. Confesión. El Jurado. Juicios económicos. 
Recursos. Disposiciones comunes. Organización judicial. Re­
comendación final.
Exposición que hace a la Academia el señor doctor Víctor M. 
Peñaherrera.

R. F. N°. 55 
Pág. 69 
Í9J8.

R e c u r so s . 
R. F. No. 56 
Pág. 103 
J918.
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R econocimiento. Las cartas misivas dirigidas a terceros o por terceros no 
r . F. N". 59 tienen valor probatorio. Ei instrumento público prueba por si 
Pdg. 9 mismo su autenticidad. El privado no prueba por si mismo
1919. haber sido otorgado por quien aparece haberlo suscrito. Si

la parte contra quien se presenta un documento privado 
guarda silencio sin redargüido de falso dentro del término 
legal, dicho documento no hace fe cuando la persona contra 
quien se lo presenta no es la que aparece haberlo suscrito. 
(N °. 4°. del Art. 196 del Código de Enjuiciamientos Civiles, 
anterior edición y  202 de la vigente). Las declaraciones de 
testigos no hacen fe cuando su testimonio se funda en docu­
mentos que carecen de valor probatorio. Principio de prueba 
por escrito* sos requisitos.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Quito, por el 
señor doctor Alejandro Ponce Borja.

R e c u sa c ió n  d e  p e r it o s .  H ay que abolir la facultad de recursar peritos que 
R. F. N°. 60 se concede a las partes, y  suprimir, en consecuencia, el N .° 6.°
Pág* 80 del Art. 362, com o lo indica el doctor Víctor M. Peñaberrera.
***** Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal,

por I. B. M.

R a t if ic a c ió n .  Sistema del Código Civil en cuanto a la validez de los con- 
R. F. N°. 62 tratos. Cóm o debe entenderse el Art. 1673 de dicho Código,
Pág. 177 que prohíbe la ratificación de los que adolecen de nulidad ab-

soluta. Efectos de la ratificación cuando ésta encierra todos los 
elementos esenciales para celebrarse un nuevo contrato. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luis F. Borja.

R obo. La entrega de los objetos recuperados, en los delitos por robo, debe 
R. F. N°. 62 hacerse inmediatamente, después de avaluados y  de comprobada 
fqna 205 la preexistencia o  identidad por los perjudicados, quienes no 

prestarían las facilidades necesarias si la devolución se hiciera 
antes, por no tener interés en el juicio.
Ampliando unas indicaciones por I. B. M .

R econocimiento. Tratándose de heridas o  lesiones que, reconocidas, han 
R. F. N°. 62 ocasionado después la muerte, ocurre casi siempre que los 
PW? jueces ordenan la autopsia del fallecido; y , si ésta se ha omiti­

do, o  no se ha verificado con las formalidades del caso, decla­
ran nulo el proceso por no estar debidamente comprobado el 
cuerpo del delito, no obstante — repetimos— haberse practicado 
antes el reconocimiento con los requisitos debidos. Nuestro 
Código prescribe la autopsia* í.° cuando una persona muere 
de repente (Artículo 82, inciso í.°); y  2.° en el caso de exhu­
mación, sí el reconocimiento del cadáver no se hubiere practicado 
antes de sepultarlo (Artículo 74, inciso 2.°); es decir, si se trata 
de inquirir la verdadera causa de la muerte de una persona,

4 n
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pero no cuando ésta fallece a consecuencia de un atentado pu 
nibte, como son las heridas o  lesiones debidamente reconocidas 
en cuyo caso, no puede anularse la causa por falta de compro­
bación del cuerpo del delito.
Ampliando unas indicaciones; por I. B. M .

Recusación. El señor doctor Nicolás R  Vega se dirige a la Academia de 
R . F . N ° . 62 Abogados, exponiendo el siguiente caso practico, presentado en 
Pág. 224 ci foro. Dice: «S oy  asesor en una causa m uy importante por
,919' su cuantía. A l tiempo de sentenciaría, se m e prom ovió juicio

de recusación, aduciendo un m otivo que jamás se pudo justifi­
car. Sentenciada la recusación, rechazándola, fue comprometido 
el actuario para que, al tiempo de citarme la sentencia, me no­
tifícase también un segundo juicio de recusación, igualmente 
injusto. Ahora sucede que al sentenciarse este segundo juicio 
de recusación en el cual ninguna prueba se rindiera, se promue­
ve juicio de recusación al asesor que debe sentenciarlo, y  aún 
se anticipa un tercer juicio de recusación contra el asesor de la 
causa principal.
De este modo se anuncia que no se dejará fallar jamás el refe­
rido juicio».
La Academia resuelve estudiar oportunamente el punto.

Reconocimiento. Continúa la discusión del proyecto de reformas al Código 
R. F. N°. 64 de Enjuiciamientos Criminales.
Pág. J22 Cerrados los debates, el Art. 72 debe decir: «S í el hecho hubíe-
I920‘ re dejado señales, el juez las reconocerá y  describirá prolija y

detalladamente, acompañado de su Secretario y  con intervención 
de dos peritos nombrados y  juramentados por el juez.» «La 
descripción se hará en la misma acta de la inspección? y  el in­
forme pericial se podrá presentar dentro del término de veinti­
cuatro horas, o de la prórroga que concediere el juez». «Los 
peritos no podrán ser recusados? pero el sindicado podrá nom­
brar ótro por su parte, sin que por esto se retarde la diligencia. 
En lo demás, se estará a lo dispuesto por el Código de Enjui­
ciamiento Civil».

R e c o n o c i m i e n t o .  'Continúa la discusión del proyecto de reformas al Código 
R. F. N°. 64 de Enjuiciamientos Crimínales.
192*0. ,23 La Academia aprueba el siguiente artículo reformatorio:

«Sí se tratare de una violación o atentado contra el pudor, $e 
practicará el reconocimiento sólo cuando el juez lo creyere indis­
pensable? y  en este caso, se hará por dos parteras o , en su falta, 
por dos mujeres que gocen de buena reputación, sin que pueda 
concurrir el juez ni el secretario».

R e c o n o c im ie n t o .  La Academia sigue ocupándose del proyecto de reformas 
PágF,I24°* ^  Código de Procedimientos Criminales, en la parte correspon 
J920. diente al reconocimiento de un cadáver humano, sin que los

miembros concurrentes se pongan de acuerdo en los términos 
de redacción definitivos.
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R econocimiento. El señor Presidente somete a la consideración de la Aca- 
No. 64 demía el siguiente artículo que debe consignarse en el Códíeo 

p¿g. 125 de Enjuiciamientos Crímínalcss 5
í920. «Sí no se encontraren las señales que debió dejar la infracción

se investigarán y  hará constar el motivo que haya habido para 
ello? y  se admitirán cualesquiera otras pruebas que demuestren, 
de m odo concluyente, la existencia del hecho y  sus circuns­
tancias».

R econocimiento. A.cerca del artículo propuesto por el Presidente para que 
r .  F . N ° .  64 se consigne en el Código de Enjuiciamientos Criminales, y  que 
Pág. 134 antecede, la Academia acepta el siguiente, modificado por el
J920. señor doctor Manuel R . Balarezo, en estos términos:

«Sí hubieren desaparecido las señales que debió dejar la infrac­
ción o ésta se hubiere perpetrado de modo que no deje señales, 
se investigarán y  harán constar los datos que lo demuestren? y  
entonces se admitirán para la comprobación del cuerpo del deli­
to, otras pruebas que en su conjunto establezcan de un modo 
concluyente c irrefragable, la existencia del hecho y  sus cir­
cunstancias.

R econocimiento. Respecto del reconocimiento de un cadáver humano, cuya 
R . F. N ° .  64 discusión no llegó a concretarse en sesiones anteriores, se aprue- 
Pág. 140 ba cn definitiva, la siguiente proposición que debe constar en el 
^ 20# proyecto de reformas al Código de Enjuiciamientos Crimínales

com o articulo aparte, después del 73 del Código vigente y  nó 
com o sustitutívo de los incisos 4., 5.° y  6.° del A lt. 72.
«Para el reconocimiento de un cadáver humano uno de los pe­
ritos por lo menos será facultativo titulado, y  si no lo hubiere 
cn el lugar en que se sigue el juicio, se ocurrirá por él o se re­
mitirá el cadáver a la población más próxima de la misma 
provincia cn que hubiere tal facultativo, librándose el correspon­
diente exhorto o comisión para la práctica de la diligencia».

R e i v i n d i c a c i ó n .  C U E ST IO N E S JURIDICAS.
R . F. N o . 65  
Pág. 153 
1920. .

R escisión. 
R . F . N o . 65 
Pág. 170 
1920.

Puede un coheredero, antes de que se haga la división de la 
herencia, reivindicar, cn todo o parte, una cosa determinada, 
com o perteneciente a la sucesión?
Estudio deí señor doctor N . Clemente Ponce, quien sostiene la 
negativa.

Concepto jurídico de la excepción perentoria. Un mismo derecho 
puede valer com o acción o com o excepción. Excepciones en el 
Derecho Romano? en el Derecho Moderno, en el sistema francés, 
en el nuestro. La acción pattliana o  sea la rescisión de las enaje­
naciones hechas en fraude de los acreedores, establecida por el 
artículo 2450 del Código Civil, puede alegarse com o excepción. 
En el juicio de tercería excluyentc, cabe reconvención? 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor M . Peñaherrera.
Sentencias.
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R e c o n v e n c i ó n .  Concepto ¡«ridico de In . excepción perentori.-,. Un 
rs.EC.U,NVnn ____  „..„Ac „ n l f r  rO fllO  aCClOH O C O m O  e x c e a r t r t n
R. F . N ° .  65 
Pág. J70 
J920.

R e t e n c i ó n . 
R . F . N ° . 66 
Pág. 290 
J920.

R e t e n c i ó n . 
R . F . N ». 66 
Pág. 297 
Í920.

>N. «y.uiu.«p»v —  - -  — • ............. '• '«  m is m o
derecho puede valer como acción o com o excepción. Execc­
ion es en el Derecho Romano! en el Derecho M oderno! en el 
sistema Francés! en el nuestro. La acción pauliana o  sea Ia 
rescisión de las enajenaciones hechas en fraude de los acreedores 
establecida por el articulo 2450 del Código Civil, puede alegar­
se como excepción. En el juicio de tercería excluyente, cabe
r ec o n ve n c ió n ?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor M . Peñaherrera.
Sentencias.

Ocupándose de la retención y  de la fianza, para adoptar las 
reformas convenientes en el procedimiento penal, la Academia 
comisiona al señor doctor Manuel M . Borrero, a fin de que en 
la próxima sesión presente un proyecto de reglas sobre estos 
asuntos.

El señor doctor Manuel M . Borrero somete a la consideración 
de la Academia el informe, con la exposición de m otivos y  el 
proyecto para cuya elaboración fue. comisionado en la sesión 
anterior, sobre Detención, Prisión Preventiva, Libertad Proviso­
ria de los procesados y  Fianza de Cárcel,

R etroactivo, efecto. El señor doctor Francisco Pérez Borja, con referen- 
R . F . N ° . 70 cía a la Ley de Herencias, deja planteado este punto para
Pág. 216 discutirlo en la sesión siguiente: Sí aquella ley tiene efecto
^ 2I* retroactivo respecto de las herencias deferidas antes de su pro­

mulgación, pero que aún están indivisas, com o en el caso de 
un colateral en el séptimo grado a quien se le defirió antes una 
herencia, que va a dividirse bajo la vigencia de la sobredicha 
ley que no extiende la sucesión intestada de los colaterales más 
allá del sexto grado inclusive.

R emate. 
R . F . N o . : 
Pág. 232 
1921.

Se trata de varios puntos en los cuales se hace necesario consultar 
0 medidas apropiadas para evitar complicaciones y  retardos en los 

juicios} y  entre esos puntos indica el señor Presidente, agregando 
que tanto en el foro de Guayaquil com o en el de Q uito se le 
ha recomendado de manera especial, el de que se iba introdu­
ciendo la corruptela de eternizar las ejecuciones haciendo figu­
rar en los remates algún postor que, mejorando toda otra postura, 
obtiene la adjudicación, y  luego no consigna el contado. Las 
sanciones establecidas por la ley para este caso, dice, no son 

■ suficientes, porque por lo general ese postor resulta insolvente o 
desconocido, y  no se cortan las dilaciones, embrollos y  gastos. 
Cambiando ideas con el objeto de salvar estos inconvenientes, 
añade, que se le han sugerido en Guayaquil los dos medios 
siguientes: J.° que al declararse la quiebra del primer remate, 
se adjudique, sin nueva subasta, la cosa al postor cuya postura 
hubiera sido preferida a no existir la de la quiebra, y  2.° exi-
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gír que todo postor, al presentar su postura, consigne una can­
tidad que equivalga, por lo menos, al monto total de las costas 
del juicio, o bien un tanto por ciento del valor de la cosa re­
matada, cantidad que la perdería a no satisfacer el contado.

R econocimiento. El señor doctor A lfonso Miranda solícita el parecer de la
R . F . N ° .  
Pág- 57 
J922,

Academia acerca de las siguientes cuestiones jurídicas: «En la 
ejecución contra un comerciante se verificó el embaígo del al­
macén de mercaderías; el tercerista, fundándose en un pagaré 
mercantil que no está reconocido por el deudor, solícita el con­
curso necesario juntamente con la quiebra. Pregunta: 
í.° ¿Cabe proponer las dos acciones en la forma indicada, esto 
es, colectivamente, para que sean sustanciadas a la vez?
2. ° ¿Pudo el tercerista solicitar el concurso necesario y  la 
quiebra en el juicio ejecutivo, y  com o incidente de este juicio 
para que sean sustanciadas por el mismo juez y  asesor que co­
nocen de la ejecución?
3. ° ¿Según el artículo 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
puede ser considerado acreedor el tercerista cuyo crédito no i a  
sido aún aceptado y  que consiste en un documento no recono­
cido por el deudor, y  consiguientemente, puede solicitar el con­
curso necesario fundándose en dicho documento y  alegando que 
el ejecutado no ha pagado ni dimitido bienes no obstante ser 
requerido?
4. ° ¿El solicitante que sólo presenta documento mercantil sin 
que esté reconocido judicialmente por el deudor, podrá solicitar 
la quiebra? (Inciso final del artículo 940 del Código de Co­
mercio).
5. ° Sí el juez que conoce de la ejecución no es el del domicilio 
general del deudor, ¿será competente para decretar el concurso 
necesario o la quiebra?
6 °  ¿Es procedente el concurso necesario civil cuando se trata 
de obligación mercantil y  entre comerciantes, o  cabe únicamente 
la quiebra?»

R e f o r m a . L A  R E F O R M A  P E N A L  EN  IT A L IA , 
p! 72 Por cl doctor Eusebio Gômez.
j922. De la Revista del Colegio de Abogados de Buenos Aires.

Pág. 151 
1922.

R e m a t e .  El señor Presidente del Concejo Municipal de Guaranda, por medio 
R . F . N o . 72 de un oficio, solicita el dictamen de la Academia acerca del 

punto siguiente:
«S i declarada la nulidad de los escrutinios y  calificación de los 
miembros de esta Municipalidad, por la H . Corte Superior 
de este Distrito; por el mismo hecho, según parecer del señor 
Procurador Síndico de este Municipio, los remates de los ramos 
municipales, verificados antes de la declaratoria de tal nulidad, 
es com o si no se hubieran verificado, ya que la respectiva Jun­
ta compuesta por el Presidente del Concejo, Procurador Síndico 
y  Tesorero, no eran tales autoridades, y  por ser un contrato
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R e s o l u t o r i a ,  
R. F . N o . 73 
Pág. 161 
J922.

Reversión. 
R . F. N ° .  73 
Pág. 232 
1922.

R e v e r s i ó n . 
R . F . N ° . 73 
Pág. 233 
1922.

R e g i s t r a d o s . 
R. F . No. 74 
Pág. 307 
1922.

fcilater.il y  al no haber intervenido una de las partes contratan 
tes, no había personería y  por lo tanto era com o sí no se hu-' 
hieran efectuado tales remates. Por otra parte, se cree también 
que aún cuando sean nulos los remates mencionados, éstos sub 
sisten mientras no haya decisión judicial de la referida nulidad 
para cada caso concreto, ya que el Concejo Municipal no era 
juez para decidir, por sí solo la declaratoria de dichas nulidades 
y que precisamente por ser un contrato bilateral era necesario 
el consentimiento de ambas partes contratantes y  por lo mismo 
el Concejo no podía proceder a nuevos remates de los ramos 
municipales de este Cantón».

c o n d ic ió n .  LO S A R T IC U L O S  1490 y  1491 D EL CO D IG O  
CIVIL CHILENO —equivalentes a los artículos 1480 y  J48J 
del Código Civil Ecuatoriano —.
Por el doctor Jorge González V on  Marees.
De le «Revista de Derecho, Jurisprudencia y  Ciencias Sociales» 
de Santiago de Chile*

El señor doctor Manuel B. Cueva García se dirige a la Acade­
mia, pidiendo su opinión acerca del proyecto de ley  que, consi­
derando de propiedad nacional, ordena la enajenación de terre­
nos de resguardo y  reversión, existentes en la provincia de Loja. 
Este proyecto se publica en la letra P  de este trabajo y  en la 
«Revista Forense» N .° 73, página 232.

El señor Presidente, ocupándose del proyecto del señor doctor 
Manuel Benigno Cueva García, sintetiza su opinión en estos 
términos» Respecto de los terrenos poseídos por particulares 
con ánimo de dueño, no cabe en ningún caso ordenar que se 
vendan, despojando a los que los poseen; respecto de aquéllos 
en los que los particulares reconocen el dom inio del Estado, la 
venta, aunque jurídicamente posible, puede ser inconveniente.
La Academia acepta, por unanimidad, estas conclusiones.

Los instrumentos otorgados a favor de los Bancos Hipoteca­
rios no son títulos ejecutivos si no se hallan registrados en la 
Tesorería de Hacienda. Estipulado el pago de una obligación 
por dividendos periódicos, la prescripción extintíva del derecho 
comienza desde que cada dividendo se hizo exigiblc, y  nó desde la 
fecha en que debió pagarse el último dividendo. La prescripción 
extintíva, por expresa disposición del Art. 2496 del Código Ci­
vil, se funda en el no ejercicio del derecho, en no haber hecho 
uso de la facultad de ejercerlo. N o  cabe la tramitación ejecu­
tiva, ni aún para los Bancos Hipotecarios, cuando ha prescrito 
la acción ejecutiva. Las reglas de la prescripción, institución 
de derecho público, se aplican también a los derechos de los 
Bancos Hipotecarios. N o  cabe condenar en juicio ejecutivo al 
pago de la multa estipulada, sí no constan en el título respec­
tivo los datos para liquidar la multa. N o  es legal condenar en
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la sentencia al pago de intereses no demandados 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr 
Alejandro ronce Borja.
Sentencias.

R endición
STf .N o. 77 
Pág. 81
1923.

DE C UENTAS. SU M A R IO .

Interpretación de los contratos en general y  especialmente del 
de sociedad. Rendición de cuentas. Diferencia entre resolución, 
rescisión y  terminación del contrato de sociedad y  la que' hay 
entre estos conceptos y  la disolución. Derechos que pue­
den renunciarse. Sí cabe renuncia del derecho de pedir la di­
solución de la sociedad.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

R o b o .  El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja expresa, que sí caben algunos repa- 
R. F. N°. 79 ros respecto de ciertas reformas, como la de que los robos que 
Pág* 77 no llegan a cien sucres no constituyen sino contravención de
,924* cuarta clase y  por lo mismo no tienen sino la pena de siete

días de prisión y  treinta sucres de multa; y  en cuanto a los 
delitos sujetos al procedimiento económico, se establece la regla 
general de que no pueden ser perseguidos sino por acusación 
particular, siendo así que, según la antigua regla del Código, 
esto no ocurría sino en m uy limitado número de infracciones 
acerca de las que median razones especiales para que no inter­
venga el ministerio público, como cuando se trata de calumnias 
e  injurias.

Si el recurrente no expone ante el juez superior los puntos a 
que contrae el recurso, puede y  debe fallar dicho juez, sobre las 
resoluciones del juez que perjudiquen al propio recurrente?
El comprador de los derechos y  acciones de sólo parte de los 
herederos en una cosa singular comprendida en una herencia 
indivisa, no adquiere condominio sobre esa cosa, ni tiene dere­
cho de exigir su partición a los demás herederos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo.

R e c u r r e n t e . 
R. F. N°. 80 
Pág. 9 7  
J924.

R eorganización judicial. R E O R G A N IZ A C IO N  JUDICIAL.
¡>¿^293°’ 82 Artículo publicado en «E l Com ercio» de Quito, por el Dr. Vfc- 
J924. tor M . Pcñaherrera.

R e c u s a c ió n . El Sr. Presidente de la Academia se refiere a este punto y  dice* 
Pápf*303°* 82 Llam o la atención respecto de esta reforma que juzgo indispen- 
J924, sable* Cuando son o dos o más los actores o  los demandados,

y  así constituyen una parte cada grupo, no pueden ejercitar el 
derecho de recusar libremente al asesor sino por medio de  ̂pro­
curador común; más en los en que, según la ley, pueden litigar 
separada e individualmente, cada uno de ellos puede ejercer el

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



R e f o r m a s .
r . F. N°. 82 
Pág. 3J2 
J 924.

derecho de recusación! lo cual ocasiona gravísimas dificultad-, 
y  casi la imposibilidad de continuar la causa por agotarse c! 
número de abogados expeditos para el cargo de asesores.
A  indicación del mismo Sr. Presidente, se acepta el proponer 
una reforma en el sentido de que, sí son dos o  más los de 
mandantes o los demandados, no pueden recusar libremente a¡ 
asesor, sino por medio de un solo procurador constituido ál 
efecto.

REFO RM AS U R G E N TE S D EL C O D IG O  DE ENJUICIA­
M IEN TO  CIVIL.
Art. Io. El Art. í°  de la Ley Reformatoria de 1923 dirá:
Art. í°. A l Art. 7Í agréguese este inciso:
«La parte que nombra perito designará la Habitación en qüe 
éste deba ser citado en el lugar del juicio y  dentro del radío 
señalado por el Art. Í07. Sí no fuere encontrado, se le notifi­
cará en dicha Habitación, por una sola boleta».
Y  al Art. 2o de la misma Ley de Í923, añádanse estas pala­
bras: «Este señalamiento Hará el juez en el m ism o decreto en 
que nombre perito o  le dé por nombrado? y  por ausencia del 
perito no se deferirá en ningún caso la diligencia».
Art. 2°. A l Art. ÍÍ3  del Código, se le añadirá el siguiente in­
ciso:
«Sólo él procurador general de la comunidad podrá ejercer el 
derecHo de recusación líbre».
Art. 3o. El Art. 538 dirá: no se admitirán posturas en que se 
fíjen plazos que excedan de ocho años contados desde el día del 
remate, ni las que no ofrezcan, por lo m enos, el interés del 
seis por ciento anual, pagadero por anualidades, salvo que las 
partes acuerden ótro? y  la cosa rematada, sí fuere raíz, quedará 
en todo caso Hipotecada por lo que se ofrezca a plazos, debién­
dose inscribir este gravamen en el correspondiente Registro, al 
mismo tiempo que el traspaso de propiedad».
Art. 4o. Al Art. 547, agregúense estas palabras finales: «Antes 
del mandamiento de ejecución».
Exposición de motivos.

R e iv in d ic a c ió n .  CUESTIONES JURIDICAS.
R. F. N°. 83 yT < < . . . .  ,
Pág. 2J Un coheredero, mientras no se Haga la  división, no puede reí-
J925. vindicar, ni en todo ni en parte, una cosa determinada, como

perteneciente a la sucesión.
Estudio del Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

R e c u s a c ió n . La Academia se ocupa del estudio de la siguiente reforma: 
Pág.*239* ^  del Código se añadirá el siguiente inciso: Sólo el
J925. procurador general de la comunidad podrá ejercer el derecHo de

recusación líbre».
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refor m a . L A  R E F O R M A  P E N A L  E N  CO LOM BIA.
R. F. J f- 87 Por el Sr. Dr. Frnncisco Pérez Borla.
Píe. >02
1926.

Resolución de contratos bilaterales. CU ESTIONES IM P O R T A N T E S 
R. F. N °-88 SO BR E R E N U N C IA  DE L A  A P E L A C IO N  Y  SOBRE 
P «¿ .‘ 5 R E SO L U C IO N  DE C O N T R A T O S  BILATERALES.

Parte primera.-
í° . La renuncia de la apelación no puede extenderse a ¿tros 
casos que los claramente comprendidos en la estipulación.
2o. La expresada renuncia no comprende necesariamente la del 
recurso de tercera instancia.
Parte segunda.
í°. H echos que demuestran no haber habido mora en el deudor. 
2o. Sentido y  extensión de las reglas legales restrictivas de la 
prueba testimonial.
3o. Reglas de interpretación de los contratos.
4o. Sí el deudor tiene derecho de pagar antes del vencimien­
to, el acreedor tiene obligación de recibir el pago.
5o. El pagar es, no sólo una obligación, sino un derecho. 
Cabe, por tanto, mora en el acreedor; y  la mora del acreedor 
en recibir, exime de mora al deudor en pagar.
6o. El pago por consignación es para el deudor un derecho, 
nunca una obligación. Para el mero efecto de evitar la mora, 
no necesita el deudor emplear ese medio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor M . Peñaherrera.
Resoluciones.

R e n u n c i a  d e  l a  a p e l a c i ó n .  CU E STIO N E S IM P O R T A N T E S  SOBRE 
F*i53°* 88 R E N U N C IA  DE L A  A P E L A C IO N  Y  SOBRE RESOLU- 

ftté. C IO N  DE C O N T R A T O S  BILATERALES.
Parte primera.
í° . La renuncia de la apelación no puede extenderse a otros 
casos que los claramente comprendidos en la estipulación.
2o. La expresada renuncia no comprende necesariamente la del 
recurso de tercera instancia.
Parte segunda.
í° . H echos que demuestran no haber habido mora en el deudor. 
2o. Sentido y  extensión de las reglas legales restrictivas de la 
prueba testimonial.
3o. Reglas de interpretación de los contratos.
4o. Si el deudor tiene derecho de pagar antes del vencimiento, 
el acreedor tiene obligación de recibir el pago.
5o. El pagar es, no sólo una obligación, sino un derecho. Cabe, 
por tanto, mora en el acreedor; y  la mora del acreedor en reci- 
bir, exime de mora al deudor en pagar.
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6" El pago por consignación es para el deudor un derech 
nunca una obligación. Para el mero efecto de evitar la mor, 
no necesita codeudor emplear esc medio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr 
Víctor M . Feñaherrera.
Resoluciones.

Reforma. L A  R E FO R M A  P E N A L  E N  C O L O M B IA .
R. F. N°. 88 Estuj ¡ 0 ¿el Sr. Dr. Francisco Pérez  Borja.
Pág. 187
1926.

Reforma. L A  R E F O R M A  P E N A L  E N  C O L O M B IA .
R. F. N». 90 EslBtj¡0 del Sr. Dr. Francisco Pérez Borja.
Pág. 3
J927.

Reiteración, reincidencia. En el proyecto formulado en el Ministerio, en su
r .F. N°. 90 Art. í°, se aumenta la pena a «la  reiteración o  reincidencia» de
Pág* 45 las contravenciones que en él se determinan; y  por los términos
I927‘ en que está redactado, parece que se confunde o se tiene como

sinónimas ambas situaciones, cuando son absolutamente distin­
tas, ya que la reiteración consiste en cometer dos o más in­
fracciones sin que el infractor Baya sido condenado por ninguna 
de ellas, y  la reincidencia en llevar a cabo una o  varías infraccio­
nes después de que el agente sufrió una condena anterior. Esta 
condena anterior o no, Bay que tomar en cuenta en una le­
gislación, como lo toma la nuestra, tanto en el Código Penal 
como en el de Policía; pues en la reincidencia se ve que la pri­
mera condena no surtió los efectos que debían surtir en el 
delincuente.
Fracmento del informe sometido a la consideración de la Aca­
demia de Abogados, por el Sr. Dr. Francisco Pérez Borja, acer­
ca de los proyectos de reformas al Código de Policía y  Código 
Penal, enviados por el Sr. Ministro de lo Interior.

R econocimiento. RE CO N O C IM IEN TO  D EL C A D A V E R .
R. F. N°. 92 ~Pág. I7í Fracmentos de alegatos'presentados por el Sr. Dr. N . Clemente
1927. - Ponce al Juzgado de Letras de Q uito, y  a la Corte Suprema.

Rapto. CUESTIONES JURIDICAS.
Pág. 189 92 El Art. 355 del Código Penal.
1927. Estudio del Dr. Ezequiel Mora A .

R atificación. 
R. F. N°. 92 
Pág. 212 
1927.

Uno de los señores miembros de la Academ ia, insinúa que se 
estudie, en principio, el caso propuesto acerca de sí es prueba 
la ratificación de un testigo, legalmente actuada. El Sr. Dr. 
Antonio José Baquero considera la tesis, en lo que ella se rela­
ciona con la proBíbícíón de enajenar. En este juicio dice, tene­
mos dos momentos; primero, la proBíbícíón provisional y  luego,
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la definitiva. Sí lo que se hizo en el primer momento, si se 
recibieron declaraciones; que surtieron efecto, no hay por qué no 
aceptar que en la prohibición definitiva se ratifique el testigo. 
Esta ratificación tendría fuerza legal.
El Sr. Presidente, desprende de la discusión que, sí al testigo 
se le da lectura de su declaración íntegra y  después, tomada 
ella en su conjunto, se le pregunta, si se ratifica, esa ratifica­
ción no tiene valor. Pero si al testigo se le lee cada una de las 
preguntas del interrogatorio anterior y  a cada una de ellas res­
ponde, esa ratificación tendrá mérito legal como prueba.
T od os los miembros de la Academia manifiestan uniformidad 
de pareceres con la conclusión de la Presidencia, la misma que 
luego plantea la siguiente cuestión: En un juicio se pide que 
un testigo declare conforme al interrogatorio que se presenta y  
que también conste en el proceso, solicitando que a dicho tes­
tigo se le lea la declaración anterior, haciendo constar que está 
libre para responder sin sujeción alguna. Consulta sí en vir­
tud de lo dispuesto por los Arts. 240 y  243 del Código de En­
juiciamiento Civil, que prescriben que el testigo no lea ningún 
escrito y  que prohíbe hacer a los testigos preguntas imperti­
nentes, capciosas o  sugestivas, el juez podría negar tal solicitud? 
Unánimemente, la Academia resuelve que la ley como precepto 
de razón, no puede llevarnos a absurdos, y  en esta virtud, el 
legislador en las disposiciones aludidas, se refiere a papeles es­
critos que tenga consigo el declarante, mas no a aquellos con 
los que el juez pudiera ilustrar al testigo.
El Sr. Presidente recomienda al Dr. Cabeza de Vaca, para que 
en la próxima sesión formule una moción sobre los puntos que 
se han considerado en la presente.

Ratificación. El Dr. Manuel Cabeza de Vaca, en cumplimiento de la co­
misión que le encomendara el Sr. Presidente de la Academia, 
presenta el siguiente informe, acerca de los puntos anteriormente 
discutidos:
«Para que la ratificación del testigo que declaró en una infor­
mación sumaria, constituya una prueba debidamente actuada, 
es necesario que dentro del término de prueba conteste a cada 
una de las preguntas del interrogatorio primitivo, expresando, 
respecto de cada una de ellas, si se ratifica o  nó en su decla­
ración anterior. N o  surte efecto de prueba debidamente actua­
da, la ratificación genérica del testigo en su declaración anterior, 
aún cuando conste que se le haya leído íntegramente al tiempo 
de la ratificación, el correspondiente interrogatorio».
Sometido a votación, se aprueba este informe.

Resolutoria, cláusula. DE L A  CLA U SU LA  R E SO L U T O R IA .
Estudio del Dr. Augusto Bueno* ̂ miembro del Colegio de Abo- 

1927. gados de Quito. •

=rV-\

R . F . N ° .  92 
Pág. 238 
1927.
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R e t r o v e n t a . 
R . F. N o. 93 
Pág. 324 
J927. que se solicita la expedición de ~~ » '-„.viu  m cu ia u « C1 Cua. 

ordene que, una vez vencido el plazo de retroventa de una * 6

lunicipai de Latacuñgnf en !Í 
decreto mediante el cual scual í 

pren- 
pública

ordene que, una ve* ^ u u v cm a  c
da colocada en las contadurías, ésta sea rematada 
subasta, para que, de esa manera, sea vendida en un prec¡ 
más o menos equitativo y  pueda su legítimo dueño percibir el 
exceso de valor después de cubierto el capital e intereses qUE 
corresponden al prestamista.

Retroventa. Acerca de 'la  solicitud del Sr. Presidente del M . I. Concejo Mu- 
R . F. No. 93 nicípal de Latacunga, dirigida al Ministerio de lo Interior, Se 
Pág. 330 observa por la Academia: Que para corregir los abusos de las 
I927, casas de préstamos estarían bien las medidas reglamentarías que

dicte la respectiva Municipalidad, de acuerdo con lo dispuesto 
en el inciso 18 del Art. 13 de la^Ley de R égim en Municipal; 
medidas reglamentarías que, en ningún caso, deben invadir las 
atribuciones propias del Poder Legislativo.
Se dispone oficiar en este sentido.

Registrados. El Sr. Dr. Francisco Pérez Borja pone en conocimiento de la 
R . F. N°. 93 Academia, que la Corte Superior ha recibido una circular de la 
Pág. 34 J Corte Suprema, que a su vez ha sido enviada por la Dirección
I927, de Ingresos del Ministerio de Hacienda, en la cual se prescribe

que los contratos de préstamo, de cualquier naturaleza, debían 
ser registrados en la Anotación de H ipotecas y  que sin este 
requisito no harían prueba en juicio.
Puesta en discusión la solicitud del Dr. Pérez Borja, la Acade­
mia, previa lectura de aquella circular, resuelve, por unanimidad, 
que se diríja un oficio al Sr. Ministro de Justicia, en el que se 
anote lo siguiente:
«Que la disposición del mencionado proyecto alteraría el Códi­
go Civil y  el de Enjuiciamiento Civil, relativos a la naturaleza 
de los instrumentos privados; que tal reforma es extraña a la 
ley de impuestos internos, siendo com o es materia propia de las 
instituciones civiles; que con esa reforma podría aún desnatura­
lizarse también el instrumento público, privándole de sus efectos 
jurídicos, de su mérito probatorio; la innovación dificultaría los 
negocios y  sería una traba para ellos; y , por último, que la nue­
va ley traería un nuevo gravamen pecuniario sobre el contrato 
de préstamo que se halla ya m uy gravado por el impuesto».
Se le comisiona al Sr. Dr. Ponce para la redacción del oficio, 
declarándose urgente este asunto.

R2? 11̂ 08, El Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera indica que sería oportuno el 
Pág. 34 °* ^  ^UC Se es*ÜĈ e ün proyecto de decreto, por el cual se disponga 
J928. ,̂uc ôs recursos se puedan interponer sólo  dentro de los respec­

tivos términos, a fin de cortar la corruptela que se ha introdu­
cido en los juzgados y  tribunales, de apelar antes de la sentencia.
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El Dr. José María Ayora expresa que en e! año áz (923, a 
petición de la Academia, la Corte Suprema, en su informe le­
gislativo, hizo constar varios casos de diversidad de pareceres 
en la Jurisprudencia de la Corte, diversidad de pareceres que 
tiene com o imperativo el que nuestro legislador dicte una nor­
ma segura para el porvenir. Pide a la Corporación que a este 
respecto se formule también un proyecto de decreto.
La Presidencia encarga al Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera, 
presentar un proyecto relativo al punto indicado por él.

R etroactividad . El señor doctor Manuel R . Balarezo, en virtud de una 
r . F. N°. 94 comisión que le otorgara la Academia, presenta un estudio so- 
Pág. 38 bré la regla 22a. del artículo 7o. del Código Civil, encaminada a
,928‘ dirimir los conflictos entre una nueva ley y  la que le haya pre­

cedido, acerca de la ritualidad y  sustancíacíón de los juicios.

Recursos. El señor doctor Alberto Guerra P., refiriéndose al proyecto de re- 
r . F. N°. 94 forma presentado por el Sr. Dr. Modesto A . Peñaherrera en la 
Pág. 4J sesión anterior, manifiesta que el Dr. Víctor Manuel Peñahe-
,928< rrera considera conveniente dicha reforma, pero que, en su prác­

tica profesional, ha observado que en algunos lugares de la 
República, la costumbre de interponer los recursos antes de que 
se expida el fallo, llegaba al extremo de que se lo interponía 
en el mismo escrito de demanda o  contestación, y  que esto obe­
decía quizá, a los abusos que se cometían en estos lugares, 
sentando citaciones falsas, y  que, por lo mismo, se temía que 
resulten graves perjuicios para los litigantes, debiendo tenerse 
en cuenta este particular para que la reforma no produzca efec­
tos perjudiciales.

Recursos. Continúa discutiéndose el proyecto de reformas del Código de 
R. F. N°. 94 Enjuiciamiento Civil sobre interposición de recursos, presentado 
PáR;  46 por el Sr. Dr. M odesto A . Peñaherrera.J928. v

Retroactividad. Se reanuda el estudio del proyecto de reformas formulado 
R. F. N°. 94 por el Sr. Dr. Manuel R . Balarezo, relativo a dirimir un conflic- 

48 to entre una ley anterior y  la posterior.

Revisión. El doctor Isaac Alvarez, en oficio dirigido a la Academia, propo- 
R. F. N°. 95 ne la necesidad de reformar el artículo 245 del Código de En- 
um  juiciamiento en materia criminal, en el sentido de que el recurso

de revisión, en los casos í .°  y  2.° del artículo 244 del propio 
Código, pueda interponerlo el juez o el Fiscal.
El comisionado, doctor Alfonso Miranda, para informar acerca 
de esta proposición de reforma, manifiesta que no se le debe 
conceder al Fiscal, a la par que al juez, la facultad de interponer 
la revisión; porque es de suponer que el juez sea probo e ilus­
trado y  que en cumplimiento de su deber y  de conformidad con 
la ley, intente el recurso de revisión, cuando lo crea fundado y
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nó en el caso contrario, aunque se oponga a la opinión e • 
nuacíones del Fiscal. Sl
Se debe establecer en la ley una regla general y  no legislar pa 
los casos de excepción. p‘ rn

Remate. El doctor L. Sánchez Prooño, desde h  ciudad de O iav.ilo, S0Iicitl 
R. F. N°. 97 el parecer de la Academia acerca del siguiente caso.* «E a u l

62 ' ___I-* Tott « i ir\río n* 10 f*l
1930.

el parecer oe ia ww o.sulcul6 caso? «En loS
remates por ejecución la ley manda que el rematante, dentro dc 
los seis días, consigne el valor del remate, bajo la pena de pro. 
cederse a nueva subasta, etc. El ejecutante, por permitir la ley 
presenta postura en que expresa que su valor cubre de contado 
con el capital, intereses y  costas de la ejecución, cuyo total 
excede al valor de aquélla. El juzgado acepta esa postura, \  
por lo que, al mismo ejecutante postor, le adjudica el inmueble 
rematado. El ejecutante postor estará obligado, dentro de Ios 
seis días, a consignar en dinero el valor de lo  que ofreció de 
contado, siendo así que en su postura (la que fue aceptada en 
los términos dichos) expresó que el contado cubría con el capi­
tal, intereses y  costas de la ejecución?
Dése el caso (que es lo ordinario por estos lugares) que el eje­
cutante postor no tuviera más dinero que el de la ejecución».
El señor doctor N . Clemente Ponce razona en este sentido}
«Debemos tener presente que la ley, al prescribir aquélla obliga­
ción de consignar lo ofrecido de contado, lo  hace de manera 
absoluta y  se refiere tanto al acreedor com o a cualquier postor; 
al acreedor sólo se le faculta que haga posturas com o cualquier 
postor, ya de contado o a plazo. P or esta razón, sí el acreedor 
ha ofrecido de contado, debe consignar. Pero hecha la postura 
por el acreedor, ofreciendo de contado e imputando a su crédito, 
esa postura no debiera aceptarse; mas, sí ha sido aceptada y 
se ha ejecutoriado aquella adjudicación, no estaría obligado a 
consignar en el plazo prescrito por la ley».
Se resuelve contestar en este sentido la consulta.

Remate. Luego se promueve la discusión acerca de sí se puede aceptar esa 
R . F . N ° . 97 postura en la forma en que la ha propuesto el doctor Sánchez

P ™ a o.
El señor Presidente de la Academia, doctor N . Clemente Pon- 
ce, expone; «Creo, que se debiera sentar una tesis general y 
contestar manifestando que, en el caso de haberse presentado 
tercería coodyovante, que originaría el juicio de prelación de 
créditos, sería ilegal aceptar la postura de uno de los acreedores 
que ofreciendo de contado, cobra únicamente su crédito».
Se acepta esta indicación.

Recursos. SUMARIO.
R . F . N ° . 98
Píg. 97 Preámbulo.—Recurren ambas partes. Materia del recurso de
1931. cada una de ellas.

Como el del actor, por haberse admitido el de hecho, constitu­
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ye cuestión de forma, el orden lógico 
víamente. exige se lo considere pre-

L A  C U E ST IO N  DE FO R M A .
I Sofisma áe la defensa contraria: La regla sobre recursos, en 
e ,vicio ejecutivo, es la de que fuera del ejecutante, nadie, ni adn 
el mismo ejecutado, puede apelar sino de la sentencia 
Recuerdo de las reglas generales de nuestro sistema procesal 
que pueden resumirse así: todo recurso se entiende concedido en 
todo juicio, a todo interesado, a menos que haya en la ’ lev 
denegación expresa. N o  cabe denegación tácita. 7
II. Regla especial del juicio ejecutivo. Contraste de desigual­
dad entre el ejecutante y  el ejecutado. El Art. 520 no habla 
con terceros. Maliciosa pretcnsión de sustituir las palabras 
pero el ejecutado no puede apelar, etc., que aún gramaticalmente 
denotan ese contraste, con estas ótras: ni aún el ejecutado, etc. 
m . El Art. 540, determina, no los únicos casos en que los 
postores y  los terceristas pueden apelar, sino las únicas perso­
nas que pueden recurrir del auto de calificación de posturas; 
es decir, entraña una limitación subjetiva o de personas y  no 
objetiva o de cosas.
Comprobación, por el paralelo entre la regla general sobre re­
cursos y  las excepciones, y  por los fundamentos y  la historia 
jurídica de éstas.
A l tratarse de otro incidente diverso del de calificación de pos­
turas, rige la regla general sobre recursos.
IV . Enorme absurdo de afirmar que no causa gravamen a los 
postores el auto que Ies denegó el retiro de las posturas. 
Distinción jurídica entre los fallos que causan y  los que no 
causan gravamen irreparable. Lo causa necesariamente el que, 
denegado un derecho, no puede ser reconsiderado ni en el mismo 
ni en otro juicio.
L A  C U E S T IO N  DE F O N D O .
I. ¿Pueden y  en qué tiempo los postores retirar sus posturas? 
Regla del artículo 539, basada en el derecho natural que todo 
proponente tiene de retirar su propuesta. Pretensión contraria, 
acogida por la Corte, de que esa regla está derogada tácitamen­
te, por las reformas relativas al remate y  a la quiebra.
II. Concepto jurídico de la derogación tácita» su constitutivo 
esencial» la incompatibilidad absoluta de la ley nueva con la 
antigua. Sí en ciertos casos o  condiciones, pueden aplicarse 
ambas leyes, no existe derogación. Doctrina de los autores. 
La derogación tácita no se presume.
En el caso actual, lejos de haber tal incompatibilidad, la conci­
liación de las dos leyes es sencilla y  fácil; porque la nueva, 
que ordena la adjudicación a otro postor, sin nuevo remate, en 
caso de quiebra del primero, supone esencialmente la existencia 
de ótro u ótros postores; y  deben considerarse como postores 
legalmente existentes sólo aquéllos que no hayan hecho uso 
del derecho reconocido por el artículo 539.
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IH. Primer argumento de la Corte: D e aplicarse el artfcül 
539, podría quedar sin efecto el 7.“ de la L ey  de 1921. . 0
Respuesta.— Segtin el plan del mismo legislador, la L ey de Í92I 
no es aplicable cuando no existe legalmente otro postor, esto 
es, cuando hay ótro que subsista com o tal, por no haber usado 
del derecho de retirarse.
I V .  — Segundo y  último argumento de la Corte: Los fraudes y 
perjuicios que sufrirían el ejecutante, el ejecutado y  los terceris- 
tas, dejándolos expuestos a quedar con la postura más desfa- 
vorable.
Respuesta.—N o hay tales fraudes y  perjuicios.
A ) Porque al postor que incurre en la quiebra (que es el ver­
dadero fraudulento) se le puede exigír, por apremio personal 
toda la diferencia entre su postura y  aquélla por la que se haga 
la nueva adjudicación.
B) Porque al mismo postor se le puede compeler al cumpli­
miento de su postura, por embargo y  remate de bienes.
C )  ' Porque la postura por la cual se haga la nueva adjudicación, 
tiene que ser legalmente admisible; y  por lo mismo, no puede 
ser calificada de fraudulenta.
V . Poderoso argumento ad -  absurdum, que contrarresta y  des­
truye el muy fútil de la Corte Superior.
VI. La ley reformatoria debe estudiarse en su form a original, 
para conocer su verdadero espíritu. Ella (y  principalmente los 
artículos que no constan en el C ódigo) evidencia que siempre 
que el legislador quiso hacer derogación total o  parcial de algún 
artículo, en razón del nuevo sistema o por cualquier motivo, la 
hizo de modo expreso, y  no pensó, ni por un momento, en de­
rogaciones iácitas.
La que hoy quiere establecer la Corte Superior, no es, por tanto, 
obra del legislador, sino del intérprete, que está destruyendo la 
ley, a pretexto de interpretarla.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Víctor M. Peñaherrera.

Recursos. SUMARIO.
Pág.*J25* Los postores no pueden apelar sino en los casos del Art. 540
193J. del Código de Enjuiciamiento Civil. Según el Art. 528 de la

edición de í 913, después de cerrado el remate no podía reti­
rarse una postura. Por lo dispuesto en el Art. 539 de la edi­
ción actual y  por el Art. 7.° de la reforma de Í92Í, no pueden 
retirarse las posturas después de cerrado el remate.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Alejandro Ponce Borja.

Recursos. 
R . F. N ° . 98 
Pág. J33 
J93Í.

SUMARIO.

N o son aplicables a los postores las reglas generales que conce­
de^ los recursos. El Art. 540 del C ódigo de Enjuiciamiento 
Civil, al determinar los casos en que postores y  terceristas pue­
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den apelar, reconoce que, según el sistema general „ „  i„ 
den en todos los demás. De otro modo, el articuló , •  °  P.“ C,’  
Aún cuando esté vigente el Art. 539, cerrado el rema “ l o ó  
postores no podrían retirar sus posturas. Si lo pudiesen ñÓ 
cabria adjudrear la cosa a los demás postores que se prese’nH- 
ron, com o lo exige el Art. 7." de la reforma de 1921 P

^ “ d ^ P ^ l O l 1* C0Fte SUPrC™ ' P°r d
Sentencias.

R egistro, 
r. F . N ° .  98 
Pág. J72
1931.

El señor doctor Francisco Pérez Borja hace notar a la Academia 
que por el Art. 29 de la Ley de Impuestos Internos de 1925 
que prescribe la inscripción de los documentos por préstamo* 
para que tenga fuerza probatoria en juicio, podía creerse que sé 
halla modificado el Art. 1692 del Código Civil, que trata del 
valor de los instrumentos privados reconocidos por las partes, y 
consulta si debe o  no ir esta disposición como nota al indicado 
artículo.
Después de breve debate entre los doctores Balarezo, Peñahe- 
rrera, A rcos y  Pérez Borja, se resuelve que dicha disposición 
de la Ley de Impuestos Internos vaya como nota al Art. 1692 
del Código Civil.

Representación de personas jurídicas. El señor doctor C. Puig V ., se dí- 
R. F. N°. 104 rige a la Academia de Abogados, exponiendo los motivos que, 
Pág. 304 en sw concepto, apoyan el proyecto sobre «Representación de 
I932‘ Personas Jurídicas» que se inserta en la letra P de este trabajo.

Recurso. Se leen los autos dictados por la Corte Suprema, en los juicios 
R. F. N°. J05 «Bclisario Sarango y  María Ordóñez», por asalto; y  «Aparicio 
Pág. 33 Crespo-Com isario N acional de Zaruma», por arrogación de

atribuciones, de 28 de febrero de 1928, el primero; y  de 17 de 
agosto del mismo año, el segundo; autos que, según el N .° 29 
de la «Gaceta Judicial», están en discrepancia sobre el punto de 
derecho de si es o  nó susceptible de recurso la imposición de una 
multa hecha por la Corte Superior a los funcionarios que hubie­
ren causado el retardo en la administración de justicia.

Reconvención. El señor doctor Añlonio José Borja manifiesta que están 
R. F. N°. 105 preparados para el estudio en esta sesión, los fallos contradic- 
1*93*2 torios dictados por la Corte Suprema, sobre el siguiente punto:

«S i es procedente la reconvención propuesta al contestar la ter­
cería cxcluyentc».

Representación de personas jurídicas. Representación de Personas Jurí- 
R. F. N°. 105 dicas.
1 9 3 2 . Informe del señor d o c to r  Miguel Angel del Pozo Vela, Profesor 

de Código de Comercio y  de Ley Orgánica del Poder Judicial 
en la Universidad Central, acerca del proyecto de ley, presen­
tado por el doctor C. Puig V ., el mismo que se publica en la
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«Revísta Forense» N .° 104, página 308, y  en la letra P  de estf. 
volumen.

R e c o n v e n c i ó n .
R. F. N 
Pág. 133 
J932.

an. La Academia continúa estudiando los fallos aparentemente 
J06 contradictorios dictados por la Corte Suprema y  se ocupa del

.  ___ - t  r t iio ro r ln n ln  p n  Inn  t n f r í ’  r ío  o m -^ 1 ,,_____
contradictorios oicraaos pui i.» x «*»» y se ocupa del
relativo a saber sí es procedente en las tercerías excluyentes Ia 
reconvención encaminada a que se reconozca^ o se deniegue un"T T  " . 'i-----r -------“^ e g u e t in
derecho conexo con el dommio mismo, alegado por el tercerista. 
Cerrada la discusión, la Academia acuerda no presentar este 
asunto a la Corte Suprema, por no hallar clara contradicción en 
los fallos respectivos.

R e c u r s o s .  Consulta del doctor Fíavío Ortíz Navarro:

R* F*j54°*106 I» Es o nó verdad:
jíj32. a) Que, tratándose de la interposición de los r e c u r s o s , no pue­

de aplicarse el artículo 337 sino cuando se apela o  recurre de 
hecho, fuera de los casos en que la l e y  lo s  n ieg a  ex p re sa m e n te ;
b) Que el juez a q u o  no puede denegar los dichos recursos, 
aplicando ese artículo 337, en ninguno de los casos en que la 
ley los concede; y,
c) Que la jurisprudencia — com o se v e  de un fallo al respecto, 
inserto en la «Gaceta Judicial» N .° 24, tercera serie— declara 
aplicable el Art. 337 al caso en que, negado el recurso de hecho 
por no estar legalmente autorizada su concesión, se insistiera, 
sin embargo en su interposición?
H. Es o nó verdad que, atento el Art, 38 í ,  el t e r c e r o  que alega 
in terés inm ediato y  d irecto  en el pleito ajeno, puede apelar y  debe 
ser atendido por el juez a q u o , sin que le sea necesario e indis­
pensable acompañar pruebas demostrativas de su in te r é s , que 
debe ser apreciado por el superior, únicamente?

R e c u r s o s .  Continúa el estudio de la primera parte de la consulta del doctor 
R, F. N°. 106 Flavío Ortiz Navarro, expuesta en la forma que antecede.

R e c u r s o s .  Puesta en discusión la primera parte de la consulta del doctor 
Rt 107 Ortíz Navarro, se concreta el punto que quedó pendiente en la 

^  sesión anterior, o  sea, sí causa ejecutoría la denegación de una 
solicitud que contenga un recurso, por estimarla comprendida en 
el Art. 337 del Código de Enjuiciamiento Civil.

R ecursos. Acerca de la primera parte de la consulta del doctor Ortíz Nava- 
PáF*222°*107 rro, la Academia opina que la facultad concedida a los jueces
J932# por di artículo 337 del Código de Enjuiciamiento Civil, no se

extiende a las solicitudes que contengan interposición de recursos.

R e g i s t r a d o r  d e  l a  p r o p i e d a d .  Se inicia el estudio de la consulta del señor 
PágF*245°* 108 ^res^ entc ^el Concejo Municipal de Quito, sobre sí el Regís*
1932, trador de la Propiedad debe cobrar derechos de registro por la

i inscripción de la matrícula de los comerciantes.
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R egistrador 
r . F. N°. í08 
Pág/254 
1932.

DE ^ ’ F r ° p,iedad- L i  Academia cree que se defcc cobrar por el 
registro de as matriculas de los comerciantes la cantidad de dier 
sucres, en todo caso, por cuanto, la matrícula, por su propia 
naturaleza, no es susceptible de cuantía. y F

R evocatoria
r . F. N°. 108 
Pág. 272 
1932.

del auto de pago. La Academia conoce de 
formulada por el doctor Celio Enrique Salvador, 
solicitud de revocatoria del auto de pago. *

una consulta 
referente a la

Revocatoria del auto de pago. Continúa la discusión de la consulta 
R. F. No. 108 del doctor Celio Enrique Salvador, que queda expuesta ante-
Pág. 296 ríorm ente.
1932.

R evocatoria del auto de pago. La Academia, con respecto a la consulta 
r . F. N°. 108 del doctor Celio Enrique Salvador, opina que sí es admisible la 
Pág. 297 solicitud de revocación del auto de pago y  que, por tal solicitud, 
I932, se suspende el término de proponer excepciones, hasta que se

resuelva el incidente.

A C C IO N  DE N U L ID A D .

SU M A R IO .
En virtud de la nulidad judicialmente declarada, el comprador 
debe restituir la cosa objeto del contrato. Mas, si el vendedor 
no fue dueño, y  el comprador adquirió por otro título el 
dominio, no cabe tal restitución. La compraventa no es 
m odo de adquirir el dominio? se lo adquiere por la tradición 
de lo vendido. El aserto del comprador de que compra con di­
nero de otra persona, no da a ésta el carácter de comprador, ni 
significa que procede com o su mandatario, ni que ofrece su 
ratificación. En el caso del artículo 1440 del Código Civil, el 
tercero no adquiere la calidad de comprador sino por su ratifi­
cación que, de tratarse de inmuebles, debe constar de escritura 
pública. La partida de bautismo no prueba la edad, si en ella 
no se expresa la fecha del nacimiento.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor N . Clemente Ponce.

R atificación. SU M A R IO .
Págf*3N°* 109 En la demanda se determinan exclusivamente la acción y  sus
1932. fundamentos, sin entrar en explicaciones que no alteran la esen­

cia de la misma. La acción de nulidad de un contrato tiene 
por objeto restituir a las partes al estado en que se hallaban 
antes de celebrar el contrato nulo. Nuestro Código Civil dis­
tingue dos cosas para la adquisición del dominio: í .a El título; 
y  2.a La tradición. Sí el contrato adolece de nulidad, no se 
controvierten sino las obligaciones. La edad, según el artículo 
295 del Código Civil, se prueba por la respectiva partida de

Ratificación, 
r . F. N°. J09 
Pág. 3 
J932.
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nacimiento o bautismo. Regla fundamental para interpretar 
los contratos, diversa de aquélla que se da para interpretar la

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luís F. Borja.
Sentencias.

R epresentación de P ersonas Jurídicas. Se inicia el estudio del proyecto 
R. F. N°. 109 de ley de Representación de rersonas Jurídicas, enviado por el 
Pág. 43 doctor Carlos Puíg V .
J932.

Representación de P ersonas Jurídicas. Continúa el estudio del proyecto 
R. F. N°. 109 de ley de Representación de Personas Jurídicas, formulado p0r 
Pág* 47 ei doctor Carlos Puíg V .
1932.

R epresentación de Personas Jurídicas. Continúa el estudio del proyecto 
R. F. N°. 109 de ley sobre Representación de Personas Jurídicas, del doctor 
Pág. 52 Carlos Puíg V .
1932.

Representación de Personas Jurídicas. Sigue el estudio del proyecto de 
R. F. N°. 109 Ley sobre Representación de Personas Jurídicas.

Representación de P ersonas Jurídicas. Se reanuda el estudio del proyecto 
R. F. N°. 109 sobre Representación, de Personas Jurídicas.
Pág. 57 
1932.

R epresentación de Personas Jurídicas. Continúa el estudio deí proyecto 
R. F. N». 109 de ley de Representación de Personas Jurídicas.

R epresentación de Personas Jurídicas. Sigue el estudio del proyecto de 
R. F. N°. 109 ley sobre Representación de Personas Jurídicas.

R epresentación de P ersonas Jurídicas. Termina el estudio del proyecto 
,0? de Ley sobre Representación de Personas Jurídicas, el que se 

1932. aprueba en los términos en que se publica en la letra P de
este volumen y  en la «Revista Forense» N .°  Í09, página 75.

R epresentación de Personas Jurídicas. La Academia estudia ía redacción 
Páĝ *145°* 110 ^  pro7 ecto Ley sobre Representación de Personas Jurídicas.
1933.

R epresentación de Personas Jurídicas. Term ina el estudio de la redac- 
P¿- *<49°*110 c^ n del proyecto de Ley de Representación de Personas Ju- 
1933. rídícas.
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R e c u p e r a ™ «  » =  >-*• p u s e s j ó n .  SU M ARIO .
R. F. N». >11 excepción de ser falso un despojo no se concilla con la ale- 
P4e- 171 gjacíón de no haberse determinado en la demanda la cosa des- 
l933' pojada. Juicios petitorios y  juicios posesorios. Posesión ma­

terial y  posesión civil. Naturaleza del juicio sobre recuperación 
de la posesión; en este juicio a nada conduce la disertación sobre 
actos de mera facultad y  actos meramente tolerados. Se ana­
lizan los fundamentos de la sentencia de primera instancia. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Carlos Casares.
Sentencias.
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S o c i e d a d e s  e x t r a n j e r a s .  El Sr. Ministro de Relaciones Exteriores, a solicitud 
r . F. N°.2 del Representante Diplomático de los Estados Unidos, se dirige
Pág* 87 a la Academia, en demanda de los siguientes datos: Io Lo que
I9J3, las leyes locales exigen para que dichas corporaciones puedan

contratar. 2o La situación jurídica de las mismas con respecto 
a los Tribunales locales, por lo que toca a su derecho para de­
mandar en juicio o  ser demandadas. 3o La extensión de tales 
derechos, concedidos por las leyes, bajo las cuales las corpora­
ciones han sido creadas y  reconocidas por estas leyes locales. 
4o Información específica relativa a tasaciones o  impuestos de 
Corporaciones Extranjeras en la República del Ecuador.

Sociedades extranjeras. La Academia emite su parecer, refiriéndose a los 
R. F. N°. 2 puntos de la consulta que antecede* las respuestas constan en la 
Pág. 88 letra C de este volumen.

Secuestro. 
R. F. N°. 2 
Pig. 96 
J9J3.

La Academia estudia los siguiente problemas jurídicos: ¿El se­
cuestro constituye embargo? ¿Sí no lo constituye, la cosa secues­
trada puede ser materia de enajenación?

Secuestro. 
R. F. N°. 7 
Pág. 293 
1913.

í° . Sí la prueba que, para obtener el secuestro provisional, exi­
ge el N °  2o del Art. 960 del Código de Enjuiciamientos Civiles, 
puede consistir en la mera información sumaria de testigos.
2o. Sí el acreedor que ha obtenido el secuestro provisional está 
obligado a rendir nuevas pruebas dentro del respectivo término 
probatorio, para alcanzar el secuestro definitivo.
Cuestiones jurídicas propuestas por el Sr. Dr. Leopoldo Pino.

Sociedad comercial. ¿Puede una sociedad comercial comprar y  vender bíe- 
R. F. N°. 7 nes raíces cuando en el contrato social no se dice nada respecto 
1913.2,5 a este punto?

Consulta del Dr. Julio Aguírre Overweg.
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Secuestro, 
r . F. No. 7 
Pág. 297 
J9J3.

Secuestro, 
r . F. No. 7 
Pág. 29S 
1913.

Secretarios 
R. F. No. 8 
Pág. 34 
1913.

Secuestro. 
R. F. No. 8 
Pág. 35 
1913.

Secuestro. 
R. F. No. 8 
Pág. 37 
1913.

Secuestro. 
R. F. N°. 9 
Pág. 42 
J9J3.

Secuestro. 
R. F. No. 9 
Pág. 42 
1913.

¿Eí secuestro constituye embargo?
Todos los concurrentes están conformes en que el secuestro no 
constituye embargo.

¿La cosa secuestrada puede ser materia de enajenación?

DE e s t a d o .  Sí los Ministros Secretarios de Estado tienen voto 
resolutivo en el Consejo de Estado cuando se trata de que la 
expresada Corporación emita su dictamen.
Consulta del Sr. Dr. Manuel R . Balarezo.
Los miembros de la Academia opinan, por unanimidad, nega­
tivamente.

¿El secuestro constituye embargo?. En caso negativo, ¿la cosa 
secuestrada puede ser materia de enajenación? ¿Sí puede veri­
ficarse la enajenación de la cosa secuestrada, volverá aquella 
nugatorio eí objeto del secuestro?
Opinión del Sr. Dr. Manuel B. Cueva García.

Opinión del Sr. Dr. Luis Felipe Borja (Hijo), acerca de los pun­
tos a que se refiere el Dr. Manuel B. Cueva García.

El secuestro depósito del Código Civil del establecido por el 
de Enjuiciamientos en materia civil.

Todos los concurrentes opinaron que el secuestro no se opone 
a la enajenación, y  que si tiene lugar cuando se litiga sobre la 
propiedad, la imposibilidad legal de la enajenación depende 
no del secuestro sino del litigio sobre la propiedad. Luego se 
discute la cuestión relativa a sí volvería la enajenación nugato­
rio el objeto del secuestro; y  el Sr. Dr. Balarezo expuso, que 
Habiéndose resuelto únicamente en el sentido de que pueda ena­
jenarse la cosa secuestrada, esta resolución llevaba en sí la de 
la última cuestión, es decir, la de que la enajenación no neutra­
lizaba la acción del secuestro, porque el comprador adquiría la 
cosa en el estado en que ésta se encontraba, sujeta a la condi­
ción de poder ser embargada y  rematada para el pago del cré­
dito. N o obstante la validez de la enajenación, la cosa seguiría 
secuestrada y  dopositada? y  el comprador no podría exigir la 
entrega de ella sino en el caso de que se levantase el secuestro, 
quedando a recibirla de manos del depositario o  dándose por 
recibida de ella en las condiciones en que se encontraba.
El Dr. Víctor M. PeñaHerrera no está de acuerdo con esta 
opinión.
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Suspensión d e  u n  j u i c i o . ¿Cuando al sindicado h a  sobrevenido el estado de dc- 
R F. No.. 12 mencia después del auto motivado,¡puede o nó continuar el iuWo 
„13 crunmalf En la imposibilidad de recibirse la confesión del reo, en
Pie- 19 el silencio de la ley, considerados los principios de justicia penal
1,1 tomados en cuenta el sistema y  las leyes de procedimiento, se

impone la suspensión de i u ic io , desde que no se presenta medio 
racional alguno para salvar el vicio de que adolecería el pro- 
ceso, s í , prescindtendose de la confesión, se decretara el trasla­
do prescrito en el Art. 144.
Estas y  más consideraciones en Jurisprudencia de nuestros Tri­
bunales.
Resolución de la Corte Suprema de Justicia y  voto salvado del 
Sr. Dr. Manuel E . Escudero.

Servidumbres de acueducto. El Sr. Presidente presentó y  ordenó que se le- 
r . F . W o s .  24 yera el siguiente proyecto de reformas a los juicios de servi- 
25 y  26  dumbres de acueducto.

^  Art. í° . El Art. 76 J dirát «Si el dueño del predio sirviente se 
opusiere dentro del término fijado en el artículo anterior, el juez 
sustanciará y  decidirá la oposición en juicio verbal sumario.
Art. 2o. Y  en seguidas Art.........  Antes de que se presente el
informe de los peritos, el juez no admitirá ninguna oposición 
ni incidente; y  las costas ocasionadas en el cumplimiento de los 
Arts. 758, 759 y  760, inclusive el honorario de los peritos y  
defensores, serán de cargo del que intentare el establecimiento 
de la servidumbre. Sí hubiere oposición, se seguirán desde en­
tonces, en cuanto a las costas, las reglas generales.
Art. 3o. Después del 765: El que, teniendo servidumbre de acue­
ducto, quisiere construir ótro en el mismo fundo, pagará por el 
terreno y  las indemnizaciones de que trata el Art. 853 del Có­
digo Civil, el doble de lo que pagaría si no tuviere tal servi­
dumbre. Sí quisiere construir un tercer acueducto, pagará el 
triple y  asi sucesivamente.
Derógase el Art. 8Í6  del Código Civil.
Art. 4o. El 767 dirá; «En general, las controversias sobre exis­
tencia de servidumbre o sobre incidentes de servidumbre ya 
establecida, se juzgarán y  decidirán en juicio verbal sumario».

S e n t e n c i a . Diferencia entre la jurisdicción y  el fuero. Efectos que la sen­
il. F. N°. 27 tencia contra el deudor surte contra el fiador. Naturaleza^ y  

65 esencia de la caución. La validez de los procesos y  el mérito 
19 5‘ de las pruebas. Firma de los poderes, cuando no se extienden

ante escribano.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

S o l e m n i d a d e s . Solemnidades de los testamentos. La ley n o  exige fórmulas 
R. F. Nos. 29 sacramentales. Intervención de los jueces parroquiales. Juris- 
y 30 
Pág. 131
J915. # .

Luis Felipe Borja.

dicción y  subrogación. _
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el or. r.
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Subrogación» 
r . F. Nos. 29
y 30 
Pág. J3I 
J9J5.

Solemnidades de los testamentos. La ley no exige fórmula 
sacramentales. Intervención de los jueces parroquiales. JUr¿* 
dicción y  subrogación.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr, Df 
Luis Felipe Borja.

Secuestro. L o que debe contener la demanda. Cuando se demandan es- 
r . F. Nos. 36 pecies indeterminadas de cierto género, debe necesariamente ex- 
y 37 presarse la cantidad. N o  siempre se confunden la cantidad qUe
páfr 13 se demanda y  la cuantía del juicio. Necesidad de determinar
I9J6# de modo preciso, el origen de la obligación demandada. Cuan­

do la demanda no tiene los requisitos legales, el juez debe 
rechazarla en la sentencia, no obstante no haberse opuesto la 
excepción dilatoria respectiva. N ovación . Diversas especies de 
novación. Para que haya novación no siempre se necesita que 
lo declaren las partes. Verdadero sentido del Art. 1624 del 
Código Civil* su relación con el Derecho Rom ano y  otras le­
gislaciones. Cuando el acreedor gira una letra de cambio por 
el valor de la deuda, la aceptación de la letra por el librado 
produce novación. Efectos de la aceptación de la letra de cam­
bio* el librado que la acepta no se obliga para con el librador, 
ni para con el actual tenedor de la letra, sino para con quien la 
tenga al tiempo de su vencimiento. O bligación de indemnizar 
los perjuicios provenientes de haber obtenido un secuestro, si 
declara la no existencia del crédito. Esta obligación existía por 
el Código Civil, aún antes de que en el de Enjuiciamientos Ci­
viles se pusiese la disposición del Art. 964. ¿Cabe que alguna 
vez el ejercicio de alguna acción o defensa judicial, cause obli­
gación de indemnizar perjuicios, aparte de la de pagar las costas 
procesales?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
N . Clemente Ponce.

Solemne. SUMARIO.
R.^F. Nos. 44 ¿Cuándo puede el juez aplicar los principios del D erecho Inter- 
Pág. 269 nacional Privado? ¿Hay en la Legislación Ecuatoriana leyes
J9J6. especíales respecto de los testamentos otorgados en nación ex­

tranjera? Según la legislación ecuatoriana el testamento es siem­
pre un acto que ha de hacerse con algunas solemnidades* no 
se reconoce en ella el testamento por acto privado del testador. 
Para que valga en el Ecuador el testamento otorgado en nación 
extranjera, es necesario que sea solemne. ¿A  qué ley deben su­
jetarse las solemnidades de un testamento otorgado en nación 
extranjera, para que valga en el Ecuador? Regla general* excep­
ción. El testamento ológrafo no tiene valor alguno en el Ecua­
dor.̂  Aplicación de estos principios al testamento otorgado en 
París por el Dr. Clímaco Gómez Valdez, colom biano, ante el 
Enviado Extraordinario y  Ministro Plenipotenciario de Colom ­
bia en Francia.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
N . Clemente Ponce.
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Secuestro.
r , F. Nos. 44 
y 45 
pág. 301 
J9J6.

Continúa la discusión del proyecto de reformas del Código de 
A ta r ía s “  'V‘  ES’  S° bre providenci^  preventivas o pre-
E1 señor doctor Manuel María Borrero exoresi „ „  
general, las medidas precautorias no aprovechan sino a f  aera­
dor que las solícita, com o acontece con el secuestro, que una vez 
efectuado por un acreedor, ya no puede realizarse en favor de 
ótro, lo que e hace dudar acerca de la conveniencia de que 
sea absoluta la nulidad en el caso que se estudia, si bien hay 
que convenir que lam ul.dad relativa pone en peligro la situación 
de los demas acreedores que no han obtenido en su favor la 
prohibición de enajenar.

Subrogación del registrador de la propiedad. La consulta que dirige a la 
r. F. N°. 46 Academia el señor Juan E. Estrella, Escribano del Cantón Pe- 
Pág. 399 dro M oncayo, en el oficio N ° 26, de 18 de junio de J9Í6, 
J9I6. fue resuelta en el sentido de que, cuando el Anotador de

Hipotecas hace la compra de un inmueble, tiene él mismo que 
verificar la correspondiente inscripción del título, por cuanto no 
se trata de falta ni ausencia del referido empleado, únicos ca­
sos en que la ley respectiva ha establecido la subrogación por 
la persona a quien el Anotador designa, debiendo si tenerse 
en cuenta esta deficiencia que, hoy por hoy, existe en la ley, 
para intentar la conveniente reforma en su oportunidad.

Sociedad conyugal. D E L A  R E SP O N SA B ILID A D  DE L A  MUJER para 
R. F. N°. 48 el pago de las deudas contraídas durante el matrimonio.
Pág* 1 Estudio del Dr. Manuel María Borrero.
I9J7.

Servidumbre de acueducto. JU RISPRU DE N C IA.
Pá *̂28*°* 48 La discusión del dominio de las aguas es impertinente en el 
J9J7, juicio de establecimiento de acueducto.

Manifiesto del Sr. Dr. Alberto Guerra P.

Sociedad conyugal. Exposición del Sr. Dr. Ricardo Félix, dirigida a la Aca- 
R. F. N°. 53 demia de Abogados, sobre los puntos jurídicos que constan en 
T9J7* 292 Li ĉ*ríl C  de este volumen.

Sociedad. Cuando el mandatario general del demandado se niega, al ser 
R. F. N°. 54 citado con la demanda, a ejercer el poder en el juicio, débese
T918 2  ̂ contar con el mandante. El mandato posterior en que no se

conceden al mandatario las mismas facultades concedidas en el 
primero, constituye revocación de las no comprendidas en el 
segundo. A ún cuando el ejecutado no proponga excepciones, 
el juez debe absolver en la sentencia sí el título no eŝ  ejecuti­
vo . El Gerente de una sociedad necesita poder especial para 
obligarla por medio de fianzas. Cuando tal poder no existe, 
no se trata de la nulidad sino de la no existencia de la obli­
gación.
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Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. T) 
Alejandro Poncc Borja. ‘ r-
Sentencias.

Sentencia. L os instrumentos públicos y  los instrumentos privados. Estos 
r . F. No. 55 deben ser individualizados en el reconocimiento para que sean 
Pág. 69 títulos ejecutivos. Rehabilitación del demente. Desde cuándo
J9J8. SOfte efect0 Ja sentencia que la declara.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

Sumario. 
R. F. N°. 
Pág. í 03 

.•J9J8,

RE FO RM A S DEL P R O C E D IM IE N T O  P E N A L .
56 Competencia territorial. De la prueba. D e las pruebas. Cuer­

po del delito. El sumario. Formación de causa. D el sobre­
seimiento. Confesión. El Jurado. Juicios económ icos. Recursos. 
Disposiciones comunes. Organización judicial. Recomendación
final.
Exposición que hace ; la Academia el Sr. Dr. V íctor Manuel
Peñaherrera.

S obreseimiento. 
R. F. No. 56 
Pág. 103 
J9JB.

RE FO RM A S DEL P R O C E D IM IE N T O  P E N A L .
Competencia territorial. De la prueba. D e las pruebas. Cuerpo 
del delito. El sumario. Formación de causa. D el sobreseimien­
to. Confesión. El Jurado. Juicios económ icos. Recursos. Dis­
posiciones comunes. Organización judicial. Recomendación 
final.
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. V íctor Manuel 
Peñaherrera.

Secuestro. A L  RE DEDO R DE U N A  C O N S U L T A :
Págf*293°*58 Trabajo expositivo en que se consignan algunas apuntaciones 
J9J8. acerca de la consulta propuesta por el Sr. Dr. L eopoldo Pino,

en sesión de la Academia de marzo Í4  de Í9 Í3 , inserta en el 
N ° 13 de la «Revísta Forense», sobre estos puntos jurídicos: 
í°. Sí la prueba que, para obtener el secuestro provisional exi­
ge el N ° 2o del Art. 960 del Código de Enjuiciamientos en 
materia civil, (edición de Í900) puede consistir en la mera in­
formación de testigos.
2o. Sí el acreedor ha obtenido el secuestro provisional, está 
obligado a rendir nuevas pruebas dentro del término probatorio 
para alcanzar el secuestro definitivo.
Por I. B. M.

Sociedad conyugal. Con referencia a las cuestiones jurídicas que contiene 
consulta publicada en el N ° 53 de la «Revísta Forense», pág. 

J919. 292 y  en la letra E de este volumen, el Dr, Ricardo Félix lle­
va al conocimiento de la Academia las providencias judiciales 
pertinentes.
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«¡„brogación. Indicaciones a una reforma 
r  F. N°* 60 Confusión que se hace 
pig. 77 ción y  prorrogación.
J9J9. Exposición que hace a la Academia I. B. M.

R. F. 
Pág* 1919-

Sumario. En estado de sumario dehe de prohibirse la publicidad de las díli 
r . F. N°. 60 generas que están practicándose; con ello no se vinlr „■

garantía constitucional. Las pruebas c o n t in u a r ía n ^ t o f o ®  
cas, pero no podran oficiosamente darse a la publicidad 
cosa m uy distinta. * 4 e KS
Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal 
por I. o .  IVi. r 1

Sobreseimiento. Informe presentado al Colegio de Abogados de Ibarra, por 
R. F. N". 62 el Sr. Dr. D n. Reinaldo Lara, Presidente de dicho Colegio 
Pdg. m  respecto al proyecto de reformas al Código de Procedimiento 
” *’ • Penal:

D el procedimiento verbal. Del cuerpo del delito. Del sobresei­
miento. D e las solemnidades sustanciales. Disposiciones gene- 
rales.

Solemnidades sustanciales. Informe presentado al Colegio de Abogados de 
R. F. N°. 62 Ibarra, por el Sr. Dr. Dn. Reinaldo Lara, Presidente de dicho 
Pág* *97 Colegio, respecto al proyecto de reformas al Código de Proce-
,9J9' dímiento Penal:

D el procedimiento verbal. Del cuerpo del delito. Del sobresei­
miento. D e las solemnidades sustanciales. Disposiciones gene­
rales.

Sobreseimiento definitivo. JU R ISP R U D E N C IA  EN  M A T E R IA  PENAL.
Expedido auto de sobreseimiento definitivo, se dedujo acción 

1920, de calumnia contra el denunciante y  acusador; y  recayeron los
fallos que se insertan en la «Revista Forense» N ° 64 pág. 8 Í.

Sumario. Se pone en discusión el siguiente artículo del proyecto de refor- 
R. F. No. 64 mas al procedimiento penal.
íw i 147 «E l \rt. 30 dirá: El juicio penal consta de sumario y  plenario: 

el sumario tiene por objeto descubrir la existencia real o pre­
sunta de un hecho punible y  de responsabilidad penal en alguna 
persona; y  el plenario, comprobar plenamente el hecho y  sus 
circunstancias y  condenar o  absolver al sindicado».

Sumario. Continúa el estudio de las reformas al Código de Enjuiciamientos 
R. F. N«». 64 Criminales, y  la Academia acuerda que el Art. í 25, diga: «Re- 
ja& cibído el proceso, examinará el juez si se ha omitido alguna

diligencia necesaria para los fines del sumario, determinados por 
el Art. 36; y  en ese caso la practicará el mismo, sin ningún 
retardo, o  la hará practicar por el juez de instrucción o por otro 
de su jurisdicción».
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S u m a r io . J 
R. F. N°. 64 
Pág. 150
J920.

S entencias. 
R. F. N°. 66 
Pág. 283 
J920.

cspccto de las reformas que se estudian al Código de Precedí 
mientos Crimínales, se aprueban los artículos siguientes:
Art. ... El Art. í 23 dirá: T o d o  sumario estará concluido en 
treinta días perentorios ante el juez de instrucción? y  dentro de 
ellos se examinarán los testigos, y  se admitirán los documentos 
que presentaren el acusador, el Fiscal y  el acusado.
Cada foja del sumario será rubricada por el juez que lo  formó
y  por el Escribano o Secretario.
Art. ... El Art. 125 dirá? Recibido el sumario se oirá al Fis­
cal y  al sindicado, por su orden, en el término de tres días pe­
rentorios, para que puedan pedir las nuevas diligencias que 
crean necesarias para los fines del sumario? y  el juez las de­
cretará sí asi las considera.
Si fueren dos o más los sindicados, el término será común? y 
sí no hubiere ningún sindicado, el traslado se correrá al defen­
sor de oficio.
Para las diligencias de que habla este artículo se concederá el 
término de ocho días perentorios, pasados los cuales quedará 
definitivamente concluido el sumario.
Se advierte que los Arts. 124, 126 y  127 quedan com o en el 
Código de Enjuiciamientos en materia criminal.
Art. ... El Art. 128 dirá? De lo  que expongan el acusador, sí 
lo hubiere, y  el Fiscal se dará traslado, con  el término de tres 
días perentorios, al indiciado o  su defensor.

Acerca del proyecto de reformas al procedimiento penal, el Sr. 
Dr. Manuel R . Balarezo presenta las siguientes reglas a que 
debiera sujetarse la redacción de las sentencias, a fin de que no 
se omita en ellas la decisión clara y  precisa de todos los puntos 
de derecho, y  se procure fijar, de manera inequívoca, la juris­
prudencia en la interpretación de las leyes y  de la doctrina 
jurídica.
Después de larga discusión, relacionando estas reglas con las 
contenidas en el Art. 28 de la L ey Reformatoria de la L ey  Orgá­
nica del Poder Judicial de S9Í5, y  del Art. 5o de la Reforma 
del Código de Enjuiciamiento Penal expedido en J9Í9, se aprue­
ban dichas reglas presentadas por el Dr. Balarezo, en estos tér­
minos: «Art. ... Con respecto a los puntos de derecho, se 
expresará de manera explícita y  clara, cuál es la cuestión que se 
necesita resolver, según los términos de la controversia».
«Para la resolución, el juez o  tribunal citará la ley  que aplique, 
y  fijará el sentido en que al efecto, la entienda o interprete? y  
cuando aplique, a falta de ley, las que existan sobre casos aná­
logos, las citará asimismo, fijará su sentido y  demostrará la 
analogía de los casos» ..
«Siempre que se ocurra a los principios de derecho universal, 
por falta absoluta de la ley que se entienda aplicable, se expre­
sará así en el fallo».
«La resolución de los puntos de derecho se basará en uno solo 
de los fundamentos mencionados en los dos incisos precedentes,
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Sentencia, 
r . F. N°. 67 
Pág. 3J5 
í 920.

Sentencia. 
R. F. N°. 67 
Pág. 338 
»920.

Sentencia. 
R. F. N°. 67 
Pág. 347 
»920.

Sentencia. 
R. F. No. 67 
Pág. 351 
1920.

sin perjuicio de que pura fijar d  sentido de las 
• comparación de ellas o  a la doctrina jurTdical ’  “  ^  
«Este artículo no se aplica a las causas de Ínfima cuantía» Des 
pués de algunas observaciones de los señores dorin“ c P  - . 
rrcra M odesto y  Ontaneda, se da lectura de la Sección w r í f ' i  
T ítu lo V  del Código de Enjuiciamientos en Materh C r i^  
Considerado el Art. 352, el Sr. Dr. B alare» oronnZ  „  “ f  
Academia acepta la idea del Sr. Presidente, se añada en“ eí cita 
do articulo lo siguiente, con el objeto de que se fíje con ciar! 
dad, para el |u i c i o  plenario, la cuestión controvertida- 
«En este auto se determinará la infracción sobre que versa el 
juicio, y  se mencionarán las presunciones que hubiere contra el 
sindicado».

La viuda a quien, en la partición de los gananciales, se le adju­
dica una cosa comprada por el marido, tiene derecho de de­
mandar al vendedor la inscripción del titulo.
La sentencia que declara la nulidad absoluta de la inscripción, 
restablece el derecho de exigir que ésta se practique, el que no 
prescribe por el transcurso del tiempo intermedio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo.

C U E S T IO N E S  D E D E R E C H O  T R A T A D A S : 
í . a La acción del comprador para la entrega, es personal. 
Muerto el comprador de bienes raíces antes de la inscripción, 
no puede demandarla la viuda, sólo por habérsele adjudicado el 
inmueble, sí no se le ha trasmitido también ese derecho per­
sonal?
2 a La acción para reclamar la inscripción, prescribe en veinte 
años? y  sí ésta es nula, el plazo corre, no desde la sentencia de 
nulidad, sino desde el contrato;
3. a Efecto retroactivo de las sentencias. Debe suponerse que 
la nulidad fue declarada en el momento mismo del acto nulo. 
Este es el sentido del Art. 1677? es decir, se retrotraen los efec­
tos de la nulidad al momento del acto nulo? mas no se traslada 
el acto nulo a la fecha de la sentencia, ni se elimina el tiempo 
intermedio?
4. a La nulidad de la inscripción, siendo válido el contrato de 
venta, no da derecho a la restitución del precio. Esta sólo pue­
de pedirse en los casos de nulidad o  resolución del contrato. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor V íctor M . Peñaherrera.

Manifiesto adicional del señor doctor Manuel R . Balarezo, acer­
ca de los puntos tratados anteriormente.

Manifiesto adicional del doctor Víctor M . Peñaherrera, respecto 
de las mismas cuestiones.
Jurisprudencia de los Tribunales?
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Sentencia. EJECUCION DE S E N T E N C IA S  E X T R A N J E R A S .
R. F. N". 68 Aut0 asesorado por el doctor Belisarío P once, en el ju¡c!o . 
f f l ;  1 cutivo propuesto por el doctor Alejandro Santander, solicitando

el cumplimiento de varías obligaciones declaradas en una sen 
tencia del juicio ordinario dictado por el Juzgado Civil del Q r- 
cuito de Pasto.
Coando se expidió este auto no existía el Art. 500 del actual 
Código de Enjuiciamientos Civiles.

Subrogación. En casos de impedimento, quién debe subrogar al Procurador 
R, F. N°. 70 de Instrucción Pública?

198 Esta consulta del doctor A . P. Chávez, consta íntegra en este 
volumen, en la letra M , «Revista Forense» N .° 70, página 198. 
La Academia ordena contestar la anterior consulta en el sen­
tido de que, el subrogante del referido Procurador, en los casos 
de impedimento de éste, debe ser nombrado del m ism o modo 
que el Principal, esto es, por el Ministerio de Instrucción Pú­
blica.

Sociedad conyugal.  El señor doctor Víctor M . Peñaberrera consulta a la
R. F. N°. 70 Academia, sí en el caso de exclusión de bienes de la mujer ca-
Pág. 2J7 sada, puede ésta reincorporar a la sociedad conyugal los bienes
I92*’  excluidos, no obstante que el artículo 9 Í7  del C ódigo de En-

, juíciamiento Civil prohíbe a los cónyuges celebrar otro contrato 
que el de mandato. El artículo Í59 del C ód igo Civil prevé el 
caso de restablecimiento de la sociedad conyugal después de 
decretada judicialmente la separación de bienes, pero sólo cuan­
do ésta se ha efectuado por el mal estado de los negocios del 
marido.

Supremo T ribunal. Una sesión del Supremo Tribunal del Brasil.
P£gF*78°* 71 Justicia a la luz del día, por el doctor R od o lfo  Rívaroía.
1922. De la «Revísta del Colegio de A bogados» de Buenos Aires.

Sociedad conyugal. El señor doctor Virgilio Ontaneda presenta por escrito
Pá F*143° ' 72 SU opíflíÓD'  en or^en al problema jurídico relacionado con la
J922. situación de los cónyuges después de dísuelta la sociedad con­

yugal y  antes de su liquidación.

S ociedad, disolución. SU M ARIO.
R. F. N°. 77
Pág. 8J Interpretación de los contratos en general y  especialmente del
1923. de sociedad. Rendición de cuentas. Diferencia entre resolución, 

rescisión y  terminación del contrato de sociedad y  la que hay 
entre estos conceptos y  la disolución. Derechos que pueden 
renunciarse. Sí cabe renuncia del derecho de pedir la disolución 
de la sociedad.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Luis F. Borja.
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R. F 
? i g ;  
1923

Servidumbre de  cerr a m ie n to . CU E STIO N E S SOBRE COSA JUZGADA 
R. F. N°.78 Exposición de los antecedentes y  división de la materia.

Parte primera.
La cosa juzgada.
Parte segunda.
La prescripción no alegada en el juicio de deslinde de dos ore 
dios, puede ser opuesta en el de cerramiento de los mismos. 
Parte tercera.
Consta en el presente caso la prescripción.
Resumen.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc- 
tor Víctor M . Peñaherrera.

Servidumbre
R. F. N°. 78 
Pág. 213 
í 923.

DE c e rr a m ie n to . Cosa juzgada. Deslinde. La servidumbre de
cerramiento.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc- 
tor Luis F. Borja.
Resoluciones.

S ordo. El doctor Francisco Pérez Borja manifiesta haberse suscitado en 
r . F. N°. 88 la práctica una dificultad sobre la manera de proceder un
Pág. 2J5 individuo completamente sordo, pero no mudo, que no sabe
I926* ni leer ni escribir y  quiere celebrar un contrato de compraventa

de un inmueble, por ejemplo. Que aquél manifiesta su vo­
luntad de efectuar el contrato y  enseña el dinero: sin embar­
go los Escribanos se han negado a otorgar la escritura. El 
caso no está determinado en la ley, para proceder al nombra­
miento de curador. Por otra parte surge la consideración de 
que, sí aún el infante y  el demente, absolutamente incapaces, 
pueden celebrar contratos por medio de sus representantes lega­
les, no es aceptable dejar al individuo en cuestión, fuera de la 
vida jurídica.
T om ados los votos se acepta que puede procederse a celebrar 
el contrato en referencia, siempre que el Escribano y  testigos 
puedan asegurarse de la conformidad del consentimiento de los 
contratantes respecto al objeto y  condiciones del contrato.

Sobreseimiento, dife r en cia  e n t r e  e l  provisional y  el  definitivo.

Págf*294°* ^  El señor Presidente, al discutir la supresión de la consulta del 
1926. auto de sobreseimiento, anota la diferencia que existe entre el

provisional y  el definitivo.

Solemnidades su sta n c iale s  d e  lo s  testa m e n to s . El doctor N. Clemente 
R. F. N°. 89 Ponce propone las siguientes cuestiones: Sí las solemnidades 
1926.^ sustanciales en los testamentos deben constar en el instrumento 

mismo, o pueden justificarse por otras pruebas, o  sí se debe 
exigir prueba de que no se cumplieron. La nulidad fundada 
en este caso es absoluta o  relativa?
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Eí señor doctor Estuardo Almeída S., residente en la ciudad de 
Ambato, propone la siguiente consulta: «S í el contrato de par­
tido es un contrato de sociedad agrícola, sociedad en la que el 
socio partidario tiene en sí el carácter de socio industrial, o  si 
es solamente un cuasi contrato de sociedad, celebrado entre el 
dueño del predio y  el colono aparcero. Sí el socio partidario 
o colono aparcero (según la clase de contrato que sea) puede 
arrendar la cosa dada en partido a un tercero, sin el consenti­
miento del dueño de la cosa, y  sí este nuevo contrato vinculado 
al primero, por su naturaleza propia, puede ser considerado co­
mo arriendo o com o sustitución de socio, y , por último, sí surte 
efecto legal.
Sometido a votación el informe del comisionado doctor Alberto 
Guerra P., se lo aprueba; informe expuesto en estos términos: 
L En los contratos agrícolas que generalmente se acostumbra 
celebrar entre nosotros con el nombre de partido, esto es, aque­
llos en que una parte pone el terreno y  la otra el trabajo y  la 
semilla para dividirse entre los dos el producto de la siembra, 
no bay la intención de formar esa tercera persona o entidad 
jurídica distinta de los socios individualmente considerados, que 
es lo que caracteriza al contrato de sociedad; de lo  cual dedu­
cimos no ser de esta naturaleza el contrato de partido, sino un 
arrendamiento de predios rústicos, que se rige por las disposi­
ciones del Parágrafo V I, T ítulo X X V T , Libro IV  del Código 
Civil.
Por tanto, el arrendatario o  colono aparcero no puede ceder el 
arriendo o subarrendar el inmueble sin el consentimiento del 
arrendador, conforme a lo prescrito por el artículo Í937 del ci­
tado Código.
N o  surtirían efecto la cesión o subarriendo a realizarse sin dicho 
consentimiento.

Subrogación. El doctor Manuel Cabeza de Vaca manifiesta lo  siguiente: 
R. F. N». 103 Ahora que estamos tratando de la jurisdicción coactiva, me 
I932.246 Pe' mito insinuar el estudio de un punto relacionado con éllai 

En virtud de la nueva Ley Orgánica de Hacienda, hay dificul­
tades para resolver quién deba reemplazar al Tesorero Fiscal 
cuando éste falte. H oy  no tenemos los Interventores de Ha­
cienda ni una persona que subrogue al Tesorero, y  la L ey  Or­
gánica de Hacienda dice que, a falta del funcionario que debe 
intervenir en el juicio de coactiva, el Ministro nombrará la 
persona que debe reemplazarlo. Además, en el Código de En­
juiciamiento Civil se dice que a falta del T esorero o  Colec­
tor, el Gobernador respectivo designará el subrogante. Ahora 
bien, si esta disposición no está derogada, lo  cual depende del 
alcance que se dé a la disposición de la L ey  Orgánica, ¿cuál 
será el funcionario que reemplace al Tesorero?; el nombrado 
por el Ministro o el que nombre el Gobernador?

Sociedad. 
R. F. N°. 93 
Pág. 330 
J927.
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Subroga® » !. Entre otros puntos, el doctor Alfonso D. Arzube Villamil 
r F . N " - « 4 sulta a la Academia lo siguiente! Quién reemplaza aMue
Pág. 328 
1932.

con-
Letras Suplente, del Juzgado donde 'se“trá ^ lS "d  
nal, si éste estuviere impedido ¿se llamará, por el Juez d “  
tras Principal o por el Alcalde, en su caso, a los Jueces de 
Letras Suplentes, según el orden de sus nombramientos, o se 
llenara con Vocales Suplentes, también según el orden de sus
nombramientos? *
Se inicia el estudio de esta consulta.

Subrogación. Termina el estudio de la consulta del doctor Arzube Villamil
R. F . N ° . 105 y  se a p ru e b a  e l s ig u ie n te  p ro y e c to  d e  contestación fo rm u lad o
Pág. 25 por el doctor Antonio José Borja:
1932. El Art. 60 de la L ey Orgánica del Poder Judicial dispone que

en las provincias donde haya más de un Juez Letrado, cualquie­
ra de ellos le subrogue al que faltare? que, a falta de todos los 
Principales, le subrogue al Juez de la causa uno de los Jueces 
de Letras Suplentes, en el orden de los nombramientos de és­
tos; y  que a falta de los Jueces de Letras Principales y  Suplen­
tes, sean llamados los Alcaldes Cantonales, en el orden estable­
cido por el Art. 62 de la misma Ley. Pero este orden de 
subrogación debe observarse sólo antes y  después del momento 
en que funciona el Tribunal del Crimen, porque la organización 
de éste se halla sujeta a las prescripciones del Decreto Legisla­
tivo de 5 de octubre de 1928, ley especial que debe prevalecer 
sobre la anterior. En consecuencia, de conformidad con el Art. 
JO de este Decreto, el Tribunal del Crimen se compondrá: del 
Juez de Letras Principal, Juez de la causa; del Juez de Letras 
Suplente del m ismo número de orden de aquel Juez Principal, 
ya  que, para el efecto de formar el Tribunal del Crimen, cada 
Juez de Letras tiene su respectivo Suplente; y  de los tres Voca­
les Principales elegidos por la Corte Superior.
Cuando el Juez de Letras Principal que conoce de la causa, se 
halle, por cualquier motivo legal, en imposibilidad de formar 
parte del Tribunal del Crimen, le subrogará, según lo precep­
tuado por el Art. í í  de la misma Ley, cualquiera otro de los 
Jueces de Letras de la respectiva circunscripción judicial, y, a 
falta de todos los Principales, el Alcalde Cantonal.
A l Juez de Letras Suplente del respectivo Juzgado, le subrogará 
en su cargo de segundo miembro principal del Tribunal del Cri­
men, uno de los V ocales Suplentes, en el orden de nombramien­
to según se desprende de la parte final del inciso í.° del preci­
tado Art. l í .  j
Por último, a falta de suficiente número de Vocales, el Juez de 
la causa (cualquiera que ejerza estas funciones conforme al Art. 
60 de la L ey  Orgánica del Poder Judicial), llamará a uno o 
más abogados y  a falta de éstos, a uno o más ciudadanos; pu- 
diendo, en consecuencia, intervenir en la simple calidad de a o- 
gado, otro Juez Letrado Suplente, a más del referido miem ro 
principal y  nato del Tribunal del Crimen. , ,  ,
A l Juez de la causa le toca dictar las providencias dirigidas a la
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reunión del Tribunal del Crimen, inclusive, en su caso, Ia dc 
llamar al Alcalde Cantonal que debe presidirlo; y  bien pudiera 
suceder que dicho Juee de la causa, al llegar el m omento de iá 
reunión del Tribunal del Crimen, ocupe en éste su correspon­
diente puesto de segundo miembro del Tribunal y  que, disuelto 
este, volviera dicho segundo miembro a seguir ejerciendo las 
funciones de Juez de la causa.

Secuestro. Caducidad. El señor Secretario de la Academia, pone en con- 
r . F. N®. 110 sideración el punto relativo a si la caducidad establecida por el 
píe- 131 artículo 1016 del Código de Enjuiciamiento Civil es aplicable al 
1933. secuestro provisional com o a! definitivo?

Secuestro. Caducidad. Continúa el estudio del punto planteado anterior- 
R F. No. 110 mente, relativo a la caducidad del secuestro.
P3g. 132 
1933.

Secuestro. Caducidad. La Academia opina que la caducidad establecida 
R. F. N". 110 por el articulo 1016 del Código de Enjuiciamiento Civil, es apli- 
Pág. 138 cable solamente al secuestro definitivo.
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T

T estigos, 
r . F. N°. J4 
Pág. 96 
J9J4.

T estigos. 
R. F. No. 16 
Pág. 188 
1914.

T estigos, 
r . F.gN°. 16 
Pág. 195 
1914.

T estigos. 
R. F. No. 19 
Pág. 225 
1914.

T estigos. 
R. F. N°. 19 
Pág. 226 
1914.

M edios de reprimir el falso testimonio.
Consulta propuesta por el Sr. Dr. José Enrique Camacho, en 
sesión de 29 de noviembre de 1912.
Comienza la discusión.

El Sr. Dr. V íctor M . Peñaherrera somete a la consideración de 
la Academia el proyecto de reformas relacionado con la cues­
tión de los juradores o  testigos falsos, que se publica en la 
letra J de este volumen.

Opiniones de los señores doctores José María Bustamante y  Luis 
Felipe Borja, acerca del proyecto de ley sustítutíva del Capítulo 
V , Libro IV  del Código Penal, sobre falso testimonio y per­
jurio.

A l discutirse el Art. í °  del proyecto sustítutívo del Capítulo V, 
Libro IV  del Código Penal, presentado por el Sr. Dr. Víctor 
M . Peñaherrera, el Sr. Dr. Luis Felipe Borja manifiesta que 
com o no hay en nuestra Legislación Positiva sino tres casos de 
testimonio sin juramento, los cuales por su naturaleza no pue­
den ser punibles cuando se falta en ellos a la verdad, no debe 
hablarse en este artículo de «falso testimonio» y  de «perjurio», 
sino sólo de este último, en el cual necesariamente se hallan 
comprendidos todos los casos de «falso testimonio» punible.
La Academia acoge la observación del Sr. Dr. Borja.

Term ina la discusión del proyecto sustítutívo del Capitulo V, 
Libro IV  del Código Penal, presentado por el Sr. Dr. Víctor 
M anuel Peñaherrera.

T estigo. R E C U S A C IO N  A L  JU EZ T E S T IG O . 
R. F. No. 21 _  ... . v
Pág. 255 Estudio publicado por A .
19J4.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



T acha de testigos. De la. acción ordinaria, cuando ha precedido la cjecu- 
R. F. N°. 24 tiva. Presunciones. Confrontación de firmas. Naturaleza de 
Pág. 9 las pruebas. Fuerza probatoria de los instrumentos privados
J9»5. Diferencia entre el reconocimiento y  la prueba. T ach a  de tes­

tigos. La condena en costas.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr, 
Luís Felipe Borja.

T érmino. E( Sr. Dr. Manuel M. Borrero indica que es necesario reformar 
r . F. N°. 24 las disposiciones concernientes al término para hacer observa- 
Pág. 56 ciones a la tasación de costas, porque ocurría en la práctica que
I9,5> sí la parte condenada al pago residía en diversa provincia de la

del Tribunal ad quem, era imposible estudiar en el corto térmi­
no legal las actuaciones que se archivaban en el susodicho T ri­
bunal, a fin de hacer los reclamos correspondientes.

T estigo. CASO IM P O R T A N T E  P A R A  L O S A B O G A D O S  D E FE N ­
SORES.
Una de las partes litigantes pidió la declaración del abogado 
defensor de la parte contraría: el Sr. Ministro de sustancíacíón 
ordenó que se practicase aquella diligencia; pero se le pidió la 
revocación de su decreto.
La Corte, por apelación ante la Sala, revocó aquel decreto, por 
la prohibición del Art. í 72 de la L ey  Orgánica del Poder 
Judicial.

De los juicios ejecutivos. Las tercerías. El ejecutante puede 
ser tercerista coadyuvante.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

R. F. N°. 24 
Pág. 62 
J9J5.

T ercerías. 
R. F. N°. 28 
Pág. í 13
J9J5.

T estamento. Solemnidades de los testamentos. La ley no exige fórmulas 
R. F. N°. 29 sacramentales. Intervención de los Jueces Parroquiales. Juris- 
191̂  131 dicción y  subrogación.

Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

T estigos. Presunciones. La obligación de probar. Principio de prueba por 
Pá F*209°*33 escr‘ Í0, Paltos y  testigos.
raje Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.

Luis Felipe Borja.

T itulo ihscrito. ¿CABE PR ESCRIPCIO N  E X T R A O R D IN A R IA , C O N -
R F . N . . 4 0  t r a  t i t u l o  i n s c r i t o ?

J9I6. Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. N .
Clemente Ponce.
Resolución del Tribunal.
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T e st a m e n t o .
R, r. Nos. 44 
,  45 
Mg. 242 
1916.

JUICIO D E  N U L ID A D  DE T E S T A M E N T O .
Parte I.
Pas d'íntérét pas d'actión.
Parto Segunda.
Debe constar del m ismo testamento la circunstancia de haberse 
observado, al otorgarlo, todas las formalidades necesarias pa a 
su validez? En que forma debe hacerse esa constancia? Doc 
trina jurídica. Jurisprudencia de los tribunales de Chile. Ju­
risprudencia francesa. Jurisprudencia ecuatoriana. ' J 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr 
V íctor M . Peñaherrera.

T estamento solemne. SU M A R IO .
R F. Nos. 44 puecle el juez aplicar los principios del Derecho Inter-
Pág. 269 nacional Privado? H ay en la Legislación ecuatoriana leyes es- 
J916. pedales respecto de ios testamentos otorgados en nación extran­

jera? Según la legislación ecuatoriana el testamento es siempre 
un acto que lia de hacerse con algunas solemnidades.
N o  se reconoce en ella el testamento por acto privado del tes­
tador. Para que valga en el Ecuador el testamento otorgado 
en nación extranjera, es necesario que sea solemne. qué ley 
deben sujetarse las solemnidades de un testamento otorgado en 
nación extranjera, para que valga en el Ecuador? Regla gene- 
rali excepción. El testamento ológrafo no tiene valor alguno 
en el Ecuador. Aplicación de estos principios al testamento 
otorgado en París por el Dr. Clímaco Gómez Valdez, colom­
biano, ante el Enviado Extraordinario y  Ministro Plenipotencia­
rio de Colom bia en Francia.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
N . Clemente Ponce.

T érminos perentorios. Los autos no causan ejecutoria sino cuando deciden lo 
R. F. N°. 54 controvertido. Los jueces no pueden ampliar los términos peren­
e s -  I torios, y  si lo hacen, la ampliación no surte ningún efecto. N a­

turaleza del depósito. C óm o se prueba la entrega de la cosa 
depositada. El depósito por medio de mandatarios.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

T itulo ejecutivo. Los instrumentos públicos y  los instrumentos privados. 
R. F. N°. 55 Estos deben ser individualizados en el reconocimiento para que
1918.^ sean títulos ejecutivos. Rehabilitación del demente. Desde

cuándo surte efecto la sentencia que la declara.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

T ercería JU R ISP R U D E N C IA .
Pág, i*  * Para proceder al juicio ordinario prescrito en el Art. 560 deí
»19. Código de Enjuiciamiento (576 de la edición vigente), no es
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necesaria citación personal o  por tres toletas de la tercería o 
tercerías deducidas.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr.
Leopoldo Pino.

T estigos. Las c,artas misivas dirigidas a terceros o por terceros no tienen 
r . F. N°. 59 valor probatorio. El instrumento público prueba por si mismo 
Pág. 9 su autenticidad. El privado no prueba por sí mismo haber sido
1919. otorgado por quien aparece haberlo suscrito. Sí la parte contra

quien se presenta un documento privado guarda silencio sin re- 
dargüírlo de falso dentro del término legal, dicho documento 
no hace fe cuando la persona contra quien se lo  presenta no es 
la que aparece haberlo suscrito (N ° 4o ̂ del Art. 196 del Código 
de Enjuiciamiento Civil, anterior edición, y  202 de la vigente). 
Las declaraciones de testigos no hacen fe cuando su testimo­
nio se funda en documentos que carecen de valor probatorio. 
Principio de prueba por escrito: sus requisitos.
Manifiesto presentado ante la Corte Superior de Q uito, por el 
Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja.

T eniente político. Confusión que se hace en la práctica de los términos 
R. F. N°. 60 subrogación y  prorrogación.

J9. 77 Con frecuencia los Tenientes Políticos de las parroquias cabece­
ras de Cantón, levantan auto cabeza de proceso en subrogación 
del Comisario, por infracciones cometidas en las otras parroquias. 
En este caso el Teniente Político procede sin jurisdicción y  el 
proceso es nulo.
Indicaciones a una reforma en materia de procedimiento penal, 
por I. B. M.

T erceros. 
R. F. No. 61 
Pág. 116 
1919.

SUM ARIO.
En la demanda ejecutiva quedan incorporados a ésta los títulos 
que se acompañan. Cesión de créditos personales, su natura­
leza y  consecuencias. La confesión judicial no puede cambiar 
la naturaleza de un contrato. La confesión debe dividirse si uno 
de los hechos consta plenamente. Los documentos privados 
si alteran una escritura pública surten efecto contra terceros. 
¿Qué se entiende por terceros en este caso?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luis Felipe Borja.

T estimonial, prueba. PR U E BA T E S T IM O N IA L .
Pág. 86 Comentario de los Arts. 1698 a Í.70Í del C ódigo Civil Ecuato- 

ríano. Límite de la prueba testimonial. Importancia de la 
prueba escrita.
Por el Sr. Dr. Augusto Bueno, miembro del C olegio de Aboga­
dos de Quito.
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Pi*
J920.

J70

Tercera excluyehte. Concepto jurídico de U  excep ción  perentoria . Un mis 
,F. N". «  » o  derccIl°  P“ edc valer com o acción o como excepción. E x «n  

ciones en el Derecho Rom ano; en el derecho modernofen el 
sistema francés; en el nuestro. La acción partían a o sea lares 
cisión de las enajenaciones hechas en fraude de los 
establecida por el Art. 2450 _dd Código O v ¿  f e
com o excepción. En el juicio de tercería excluyente cabe ,e-
convención?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr Dr 
Víctor M . Peñaherrera. ’ r*
Resoluciones de los Tribunales.

T radición del derecho de herencia. JURISPRUDENCIA.
r . F. N°. 68 g. cs neccsar}a Ia inscripción en la cesión del derecho de herencia.

Concepto y  naturaleza de la compra o cesión del derecho de 
herencia. Materia del contrato. Tradición y  sus elementos ju­
rídicos. La tradición del derecho de herencia ante nuestra le­
gislación. L a tradición del mismo derecho en nuestra jurispru­
dencia. La tradición de derechos hereditarios en las legislaciones 
extranjeras. L a tradición de esos derechos se cumple por el 
otorgamiento de la escritura pública, sin necesidad de la ins­
cripción.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Agustín Cueva.

T radición del derecho de herencia. La propiedad no se trasmite por el 
R. F. N°. 68 sólo contrato, sino que es necesaria además la tradición. El
Pág. 16 Código Civil siguió en este punto al Derecho Romano. El
I921, Art. 1800 del Código Civil que cs consecuencia.de aquel prin­

cipio, se aplica también a la venta del derecho de herencia. 
¿Cabe qué el comprador pague una parte del precio con cosa 
que no le pertenece?
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Rívadencira.

T radición del derecho de herencia. La entrega o tradición de la heren- 
R. F. N“. 68 cía vendida no puede hacerse sino por la inscripción del título.

33 La entrega de la herencia no puede verificarse por la entrega
material de las cosas comprendidas en la sucesión. El derecho 
de herencia es cosa incorporal, derecho real e inmueble. El que 
por escritura pública compra una herencia, no adquiere la pro­
piedad de ella sino mediante la tradición, verificada por la ins­
cripción de la escritura en el Registro del Anotador. Vendida 
una misma herencia a dos o más personas, por diversas escri­
turas públicas, aún cuando todas las ventas sean perfectas, el 
comprador cuyo título se haya inscrito primero será preferido 
a los ótros.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. r. 
Alejandro Ponce Borja. ___
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T radición i 
R. F. N°. 68 
Pág. 50 
1921.

T entativa. 
R. F. N°. 69 
Pág. 158 
1921.

T ercerista, 
r . F. N°. 7J 
Pág. 57 
1922.

T errenos : 
R. F. No. 73 
Pág. 232 
1922.

T errenos : 
R. F. No. 73 
Pig. 238 
1922.

?L DERECHO de herencia. La tradición del derecho de herencia 
hecha por un heredero a un cesionario, no requiere la inscrip­
ción del título.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Manuel R . Balarezo.
Sentencias.

j u r i s p r u d e n c i a  f r a n c e s a  e n  m a t e r i a  d e  t e n ­
t a t i v a .
Por R. Demogué.

El Dr. Alfonso Miranda somete a la consideración de la A ca­
demia las siguientes cuestiones jurídicas:
«En la ejecución contra un comerciante se verificó el embargo 
del almacén de mercaderías; el tercerista, fundándose en un pa­
garé mercantil que no está reconocido por el deudor, solicita el 
concurso necesario juntamente con la quiebra. Pregunta.
J°. ¿Cabe proponer las dos acciones en la forma indicada, esto 
es, colectivamente, para que sean sustanciadas a la vez?
2o. ¿Pudo el tercerista solicitar el concurso necesario y  la quie­
bra en el juicio ejecutivo, y  com o incidente de este juicio para 
que sean sustanciadas por el mismo juez y  asesor que conocen 
de la ejecución?
3o. ¿Según el Art. 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 
puede ser considerado acreedor el tercerista cuyo crédito no ha 
sido aún aceptado y  que consiste en un documento no recono­
cido por el deudor, y  consiguientemente, puede solicitar el con­
curso necesario fundándose en dicho documento y  alegando que 
el ejecutado no ha pagado ni dimitido bienes no obstante ser 
requerido?
4o. ¿El solicitante que sólo presenta documento mercantil sin 
que esté reconocido judicialmente por el deudor, podrá solicitar 
la quiebra? (Inciso final del Art. 940 del Código de Comercio). 
5o. Sí el juez que conoce de la ejecución no es el del domici­
lio general del deudor, ¿será competente para decretar el con­
curso necesario o  la quiebra?
6o. ¿Es procedente el concurso necesario civil cuando se trata 
de obligación mercantil y  entre comerciantes, o  cabe únicamen­
te la quiebra?».

i reversión. El Sr. Dr. Manuel B. Cueva García se dirige a la 
Academia, solicitando su opinión acerca del proyecto de ley que, 
considerando de propiedad nacional, ordena la enajenación de 
los terrenos de resguardo y  reversión existentes en la provincia 
de Loja. El proyecto se publica en la letra P de este volumen.

i reversión. El Dr. Víctor M. Peñaherrera sintetiza la opinión 
de la Academia en los siguientes términos; Respecto de los te­
rrenos poseídos por particulares con ánimo de dueño, no cabe 
en ningún caso ordenar que se vendan despojando a los que los
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poseen; respecto de aquéllos en los que los i
cen el dominio del Estado, la venta, aunque ' L m v  Iccono‘
ble, puede ser inconveniente. q lundrcamente posl-
L a  A c a d e m ia  a c e p ta , p o r u n a n im id a d , estas conclusiones.

'Título ejecutivo, 
r. F. N" -
Pág. 307 
J922.

JU R ISP R U D E N C IA .
74 Los instrumentos otorgados a favor de los Bancos

no son títulos ejecutivos si no se bailan re g ís tm L n ñ  u  T e­
sorería de Hacienda. Estipulado el pago de una obligación por 
dividendos periódicos, la prescripción estintiva del derecho co 
míenza desde que cada dividendo se hizo exígible, y  nó desde 
la fecha en que debió pagarse el último dividendo. La pres­
cripción extintiva, por expresa disposición del Art. 2496 del 
Código Civil, se funda en el no ejercicio del derecho] en no ha­
ber hecho uso de la facultad de ejercerlo. N o cabe la tramita­
ción ejecutiva ni aún para los Bancos Hipotecarlos, cuando ha 
prescrito la acción ejecutiva. Las reglas de la prescripción, ins­
titución de derecho público, se aplican también a los derechos 
de los Bancos Hipotecarios, N o  cabe condenar en juicio eje­
cutivo al pago de la multa estipulada, si no constan en el título 
respectivo los datos para liquidar la multa. N o  es legal conde­
nar en la sentencia al pago de intereses no demandados. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Alejandro Ponce Borja.
Sentencias.

T ítulo ejecutivo. La hijuela inscrita (nos referimos al instrumento así 11a- 
R. F. N°. 77 mado) es título ejecutivo?
Pág. J58 Consulta del Dr. Ildefonso Bohórquez M.

Después de ligera discusión, todos los miembros concurrentes se 
pusieron de acuerdo en que la partición era un título ejecu­
tivo, ora porque sí bien el partidor no es juez, las actas délas 
juntas celebradas ante él dentro del juicio de partición, bien pue­
den considerarse com o actas judiciales} ora porque, aprobada 
la partición por el juez, queda, en cierto modo, incorporada en 
la sentencia, y  ésta constituye también título ejecutivo.
El Sr. Dr. Manuel R . Balarezo manifestó en seguida y  en ello 
estuvieron también de acuerdo los demás concurrentes, que la 
partición, para ser título ejecutivo, debe ser íntegra, y  no una 
mera fracción de ella, com o son las hijuelas en que se forma el 
lote de bienes correspondiente a cada partícipe} pues, ningún ins­
trumento judicial surte efecto si está diminuto.
D íóse por terminada la discusión relativa a la consulta y  se 
dispuso contestar al Sr. Dr. Bahórqucz en el sentido arriba 
indicado.

T ítulo ejecutivo. ¿La sentencia de posesión efectiva es título ejecutivo?  ̂
R. F. No, 77 El Sr. Dr. M anuel R . Balarezo manifestó que en su concepto si 

159 tenían fuerza de cosa juzgada las sentencias de jurisdicción vo­
luntaría en aquello que es materia de la resolución judtcia , y
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concretándose al ejemplo de la posesión efectiva, hizo presente 
que, una vez ejecutoriada esa sentencia, ya no podía volverse 
a discutir entre las mismas partes sobre el hecho de que el here­
dero había obtenido esa posesión.

T a c h a s . El señor doctor Modesto A . Peñaherrcra propone esta cuestión: Sí 
R. F. N°. 82 en primera instancia no se ha tachado a los testigos de la parte 
Pág. 303 contraría, o  habiéndoseles tachado no se ha comprobado los he-
,924, chos en que las partes se fundan, ¿se podrá tacharlos o com­

probar los fundamentos en segunda instancia? El testimonio 
rendido en primera, en el caso propuesto, es de tal m odo váli­
do que ya en segunda no se le puede alterar ni combatir por 
los medios expresados?

T e r c e r í a .  Asimismo, el señor doctor M odesto A . Peñaherrern, solícita la 
R. F. N°. 82 opinión de la Academia acerca de los siguientes puntos: En el 
Pág. 320 juicio ejecutivo ¿se podrá proponer tercería coadyuvante antes
,924' Je la sentencia, o solamente desde que se ha trabado embargo

en determinados bienes para el pago de una ejecución anterior? 
El tercerista coadyuvante a quien se le concede el derecho de 
impulsar la ejecución, ¿puede apelar en la decisión que se dé a 
cualquier solicitud suya, en orden a las providencias preventivas 
y  que le ocasionen perjuicio?
Respecto del primer punto, se leen los artículos 573 y  574 del 
Código de Enjuiciamientos Civiles y  se resuelve, que siendo 
como son las disposiciones legales, claras y  terminantes, se pue­
de proponer la tercería coadyuvante desde que se decrete el 
embargo o se ejecutoría la sentencia hasta el remate de los 
bienes.
En lo que se refiere al segundo punto de la consulta, el señor 
Presidente de la Academia expone que, en tanto no exista una 
ley restrictiva, puede el tercerista coadyuvante apelar dentro de 
las reglas y  condiciones generales.
Igual opinión expresan todos los concurrentes.

T erceristas. El señor doctor Modesto A . Peñaherrera, a propósito de la 
R. F. N°. 82 resolución anterior, expresa la consecuencia que podría seguirse 
T9/4 322 reconoccr cn tercerista todos los derechos y  facultades que

tienen las partes litigantes, en orden a exigir el nombramiento 
de peritos para el avalúo de los objetos embargados, por ejem­
plo.
El señor Presidente manifiesta que, según la ley, este punto 
está determinado especialmente, una vez que se dispone que ca­
da parte, y  sólo las partes, tienen derecho a nombrar un perito 
o a conformarse con el nombrado.

T ransacción. 
R. F. No. 84 
Pág. 339 
1925.

El señor doctor N . Clemente Ponce plantea el problema de 
si una transacción es resoluble, de acuerdo con la disposición 
consignada en el Código Civil, de que todo contrato bilateral 
lleva envuelta la condición resolutoria de no cumplirse por al­
guno de los contratantes lo pactado.
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Y»*NSACCÓN. La Academ ia acuerda estudiar 1a cuestión propuesta por el 
£ * £ ? £ .  84 señor Presidente en la sesrón anterior, sobre si las transacciones 

J39 son resolubles, por dejar de cumplirse por una de las partes loPág
J925 pactado.

Y.ASSACOÓ«. V oto  escrito del señor doctor Víctor M . Peñaherrera, acerca 
2  fTn ’ . 84 de la cuestión anterior.
píg. *J49 En su m a— dice— hay en favor de mí opinión, estos dos arpu- 
j925. mentos que me parecen concluyentes:

U° T o d o  contrato bilateral está sujeto a la condición resolu­
toria de que tratamos. La transacción es contrato bilateral y 
no hay, ni en el texto de la ley, ni en su sistema, ni en la natura­
leza del acto, nada que arguya una verdadera excepción de 
esa regla general; luego la transacción está sujeta a dicha regla;
2.° Las partes pueden estipular en las transacciones, como en 
todo contrato, cualesquiera condiciones lícitas, expresas o tácitas; 
la condición resolutoria del artículo 1479 no es sino una condi­
ción tácita, fundada en la voluntad misma de las partes, inter­
pretada por el Legislador; luego esa condición existe también 
en el contrato de que tratamos.

T ransacción. El doctor Augusto Bueno emite su opinión negativa, la mis- 
r . F. N°. 84 ma que es enviada por escrito a la Academia, acerca del punto 
Pág. J5Í Je sí es o  nó resoluble una transacción, por dejar de cumplirse
•925. j0 pactado por una de las partes.

T estamento. Solemnidades. Las solemnidades sustancíales en los testamen- 
R, F. N°. 89 tos deben constar en el instrumento mismo, o pueden justificarse 
Pág. 303 p0r otras pruebas, o  sí se debe exigir prueba de que no se cum-
I926, plíeron? La nulidad, fundada en este caso, es absoluta o  relativa?

Consulta del señor doctor N . Clemente Ponce.

T estamentos. C U E S T IO N E S  S O B R E  F O R M A  Y  VA LID EZ DE LOS 
R F .N o .9 0  T E S T A M E N T O S .
rág. Ja
•927. Sinopsis.

Parte Primera.— Consideraciones generales.
1.
í .°  Ideas tradicionales que dominan en el Código Civil, en or­
den a la sucesión por causa de muerte:
a) Protección especial a la propiedad de ultratumba, o sea, el 
derecho de disponer de los bienes para después de la muerte.
b) Grande em peño de facilitar los testamentos en toda situa­
ción o  circunstancia de la vida.
c) Am plia confianza en el testimonio humano. , f ,
d) Para la sucesión intestada, la base única de los vínculos de 
la sangre exageradamente extendida.
2. » Plan de nuestro Código, cimentado en estas ideas, y  su 
paralelo con el Código de N apoleón.
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a) Testamento solemne abierto, ante escribano y tres testigos 
o ante un juez cíe primera instancia, e n ju g a r  de escribano. '
b) Testamento solemne abierto, ante cinco testigos.
c) El otorgamiento consiste en la lectura y  suscripción, sin qUe 
importe nada la escritura.
d) Testamento cerrado, ante escribano y  cinco testigos, sín 
constancia en ningún registro público.
e) Testamento verbal, llamado menos solemne o privilegiado.

i!0 La relajación de la moral en el testimonio.
2. ° Limitaciones introducidas desde el siglo X V .
3. ° Necesidad absoluta del testimonio, basada en la naturaleza 
Humana.
4. ° Importancia de procurar U  rehabilitación de los principios 
de moral y  de justicia en la educación individual y  social.
m .
Otra faz de la evolución moderna de las ideas: la mayor par­
ticipación del Estado en el patrimonio de los fallecidos.
IV. ‘
Reformas adoptadas.—Reformas adoptables.
í,° Limíte de respeto a la antigüedad y  a la tradición, en la
reforma de las instituciones.
2. ° Innovaciones introducidas según este criterio:
a) Los testamentos abiertos deben extenderse en el protocolo.
b) De los cerrados, debe extenderse acta simultánea en el pro­
tocolo.
c) Los jueces parroquiales deben llevar registro o  protocolo.
d) Participación gradual del Fisco en la sucesión intestada, y  
total desde el sexto grado.
3. ° Reformas urgentes que faltan:
a) Abolición del testamento ante cinco testigos y  del verbal.
b) Adopción de la regla francesa sobre dictado y  redacción del 
testamento abierto.
c) Abolición de los testamentos in e x lr em ts .

Fragmento de un alegato presentado ante la Corle Suprema, 
por el señor doctor Víctor Manuel Peñaherrera.

T e n i e n t e  P o l ít ic o . Sí un Teniente Político da muerte a  un individuo, 
R. F. N°. 90 puede el suplente levantar el auto cabeza de proceso y  prosc- 
T w  70 guir suraarl°  en cuya secuela se ha calificado com o asesinato

la muerte en cuestión?
Consulta del señor doctor Julio Aguirrc O verw cg.

T eniente P olítico. Puesta en discusión la consulta del señor doctor Julio 
p ^ ' ^ 0,90 Aguirre Overweg, discutida también en la sesión anterior, la 
1927. Academia resuelve por unanimidad, en esta forma:

El artículo 65 del Código de Enjuiciamiento Criminal determina 
cuáles son las autoridades que pueden levantar los sumarios, 
encontrándose entre éstas los Tenientes Políticos com o jueces 
de instrucción, debiendo, terminado el sumario, pasar el juicio
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al Juez de Letras, quien, si la causa es de
nocímiento de éste, y  si es un delito, él será <•! P‘1Sa a ,c0'
Los Tenientes Políticos Suplentes son competentes a 'fa lh  d¿
los Principales, y  com o en el caso de la consulta se a- ,
Teniente Político Principal ha dado muerte a un
evidente que el Suplente podía.iniciar el sumario, singué el
juicio, por lo  m ism o, adolezca de nulidad. 4 1

T eniente PoUTOQ. Se pone al estudio una nota enviada de Guayaquil por 
¿  F. N°. 9í el doctor Luis Intnago, en la que consulta:
P¡g.'j34 1." Si son válidos los nombramientos de Escribano de un cin
1927. tón y  de Teniente Político de una parroquia, que se han hc¿ho

contraviniendo a las disposiciones legales, o mejor dicho sí 
esos nombramientos producen efectos válidos; y , ’
2.° Sí las personas que han adquirido estos títulos en contra­
vención al D erecho Público Ecuatoriano, pueden ejercer sus 
funciones, sin viciar de nulidad absoluta los actos y  contratos 
en que lian intervenido.

Pág. í39 
J 927.

T eniente P olítico . Se resuelve contestar al doctor Luis Intriago, sobre su 
r. F. N°. 9J consulta anterior, en estos términos, redactados por el doctor 

N . Clemente Poncc:
«Es claro que en los nombramientos de los Escribanos y  de los 
Tenientes Políticos deben observarse las prescripciones legales, 
teniéndose en cuenta los requisitos que la ley establece para 
ser Escribano o Teniente Político; regía común a todos los 
nombramientos». Pero esto no implica que los nombramientos 
hechos sin que los nombrados tengan las condiciones que exige 
la ley, sean nulos. A l contrario son válidos, como son válidos 
todos los actos de los funcionarios nombrados, mientras éstos 
no sean rem ovidos de sus cargos por autoridad competente.
En el artículo 5.° de la L ey  Orgánica del Poder Judicial se lee: 
«Puede pedirse por acción popular, ante el tribunal competente, 
la remoción de los jueces y  magistrados elegidos y  nombrados 
sin las calidades o  con los impedimentos que designen la Cons­
titución y  las leyes»; y  luego se determina cuáles son las auto­
ridades competentes para conocer de esta acción, según fueren 
los funcionarios contra quienes se la diríja y  el procedimiento 
que deba seguirse.
Cierto que en este artículo no están comprendidos los escribanos 
ni los tenientes políticos. Pero, ya, por analogía, ya, y  sobre 
todo, en virtud del derecho de petición, se puede solicitar la 
remoción de un empleado nombrado ilegalmentc.
Respecto de los escríbanos, hay la disposición expresa del ar­
tículo í 33 de la ley citada: «L os  escribanos durarán seis años 
en sus cargos, siempre que observen buena conducta, puchen o 
ser reelegidos. La Corte Superior respectiva podra destituirlos 
o suspenderlos hasta por un año, bien por causas que aparezcan 
de alguna actuación judicial, bien a solicitud fundada c a gun.
persona o corporación». , , , __
Los tenientes políticos son de líbre nombramiento y  te
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écl Poder Ejecutivo. La solicitud de rem oción debe, pues, d¡ 
rigirse al Poder Ejecutivo.

T estigos, 
r . F. N°. 92 
Pág. 213 
1927.

Hí señor doctor N . Clemente Ponce plantea la siguiente cuestión- 
En un juicio se pide que un testigo declare conform e al inte­
rrogatorio que se presenta y  que también consta en el proceso, 
solicitando que a dicho testigo se le lea la declaración anterior 
haciendo constar que está líbre para responder sin sujeción al­
guna. Consulta sí en virtud de lo dispuesto por los artículos 
240 y  243 del Código de Enjuiciamientos Civil, que prescribe 
que el testigo no lea ningún escrito y  que prohíbe hacer a los 
testigos preguntas impertinentes, capciosas o  sugestivas, el juez 
podrá negar tal solicitud.
Unánimemente, la Academia resuelve que la ley com o precepto 
de razón, no puede llevarnos a absurdos, y  en esta virtud, el 
legislador, en las disposiciones aludidas, se refiere a papeles es­
critos que tenga consigo el declarante, mas, no aquellos con 
los que el juez pudiera ilustrar al testigo.

T estigos. Para que la ratificación del testigo que declaró en una ínforma- 
R. F. N°. 92 cídn sumaria, constituya una prueba debidamente actuada, es 
Pág. 238 necesario que dentro del término de prueba conteste a cada una
I927‘  de las preguntas del interrogatorio primitivo, expresando res­

pecto de cada una de ellas sí se ratifica o  no en su declaración 
anterior. N o  surte efecto de prueba debidamente actuada, lá 
ratificación genérica del testigo en una declaración anterior, aún 
cuando conste que se le haya leído íntegramente al tiempo de 
la ratificación, el correspondiente interrogatorio.
Informe del comisionado doctor Manuel Cabeza de Vaca.

T radición. CUESTIONES T R A T A D A S .
Págf'2950* W Entrega o tradición de cosas incorporales.
J927. 2.a La venta del derecho de herencia impone, com o toda venta,

la obligación de entregar; y  esa entrega o tradición debe ha­
cerse por la inscripción del título, si el derecho recae sobre 
bienes raíces.
3.a Por tanto, vendido ese derecho a dos o  más personas, por 
diversos contratos, la -propiedad corresponde al comprador a 
quien primero se le hizo la entrega en la form a legal. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el señor doctor Víctor M . Peñaherrera.

T ercerías. 
R. F. No. 93 
Pág. 334 
1927.

La Academia conoce de la siguiente consulta, enviada desde 
Ambato por el señor doctor Estuardo A lm eída S.J 
«Segundo! Sí habiendo comprado terrenos embargados y  ha­
biéndose inscrito la escritura de compraventa medíante allana­
miento y  autorización del juez, las tercerías coadyuvantes de­
ducidas con anterioridad a la inscripción pueden ser consideradas 
también como gravámenes que pesan sobre los terrenos vendi­
dos, y  si los terceristas pueden ejercitar sus acciones contra el
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T ransacción
r. p. n». v
Pág. 83 
1930.

T estamento 
r . F. N». 98 
Pág. >58 
>93).

comprador para que éste Ies papue sus
quien se allana con el embargo se obIíg.i a todo» “ que 

sus resul-
Por unanimidad de votos, la Corporación . . .
del señor doctor Alberto Guerra P.: ^ cs*e mforme
«U na vez que se han vendido los terrenos .
autorización del juez o  el consentimiento del aerador“ 5 COn<!a 
inscrito la respectiva escritura, la tercería coadvuvsnt u “  i111 
cado. A l  tercerista le queda el derecho de pmpóner W e ^ “ '

crédito“ “ *0 S“  * C° ntra d  cIe“ dot Para el pago de Tu'
Dicha tercería no es gravamen ni da derecho para deducir las 
acciones a que se refiere la consulta.»

, E l doctor N . Clemente Ponce propone que la Acaeemia con- 
tmue el estudio de la cuestión pendiente, sobre sí el contrato 
de transacción es o nó resoluble, de acuerdo con el Art. 1679 
del Código Civil.

verbal. E l señor Ministro de lo Interior transcribe a la Aca­
demia la siguiente consulta, enviada, por intermedio del Minis­
terio de Relaciones Exteriores, por el señor Encargado de Ne­
gocios ad-ínterina del Ecuador en París, que dicct «El párrafo 
IV  del T ítulo E l del Código Civil ecuatoriano, establece las 
diversas formas de testamentos privilegiados que reconoce la 
legislación ecuatoriana y entre éstos el verbal que debe tener 
lugar en los casos de peligro tan inminente de la vida del tes­
tador que parezca imposible el otorgamiento del testamento 
solemne, abierto o cerrado, sujeto a formalidades y  requisitos 
que por demandar tiempo y  calma, no son susceptibles de veri­
ficarse en los casos de premiosa urgencia. La necesidad que 
constituye la razón de ser de la nombrada institución jurídica, 
existe no solamente dentro de la jurisdicción nacional, sino 
también .fuera de éllaj y , aunque ninguna de las disposiciones 
legislativas que a tal institución se refieren, hablan del testa­
mento verbal otorgado en el exterior ante Agente Diplomático 
o  Consular Ecuatoriano, del contexto de ninguna de ellas se 
desprende tam poco ni la imposibilidad de su existencia ni la 
razón de su nulidad. Sin embargo, habiéndose presentado en 
esta Legación el caso de un moribundo que quería otorgar tes­
tamento en sus postreros minutos, consulté este punto a un 
distinguido jurisconsulto ecuatoriano, quien opinó decididamente 
porque no se podía establecer un testamento verbal fuera del 
Ecuador, ya  que el C ódigo Civil sólo trata «del testamento so­
lemne otorgado en país extranjero», y  el Art. Í0Í8, en su N .° 4., 
dice que se observarán las reglas del testamento solemne otor­
gado en el Ecuador, amén de que el Art. íO í9 del mismo Có­
digo, sólo habla del testamento cerrado y  del abierto. De todos 
m odos, se presenta claro que hay al respecto una  ̂oscuridad o 
falta de ley, y  por m ucho peso que tenga la opinión de mi 
referencia, y  las razones que le sirven de fundamento, aparece
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müy sosteníble la tcsís contraría, aunque no fuera más que POr 
la simple consideración de que la importancia de esta institución 
exige que las disposiciones legislativas que la constituyen, Se 
apliquen en toda la extensión que permiten los límites de una 
ley por el espacio; es decir, en este caso, acogiéndose al pr;Q‘_ 
cipio de la extraterritorialidad, sin que valga el argumento de 
que el acto jurídico correspondiente no se verifica en el local 
de una Legación, pues tal argumento por probar demasiado 
nada probaría ya que igual cosa puede decirse de un testamentó 
solemne otorgado en el domicilio de un moribundo, com o ocurre 
con mucha frecuencia; máxime cuando en el testamento verbal 

' la formalidad de ponerlo por escrito, es lo  que le consagra y  
perfecciona* Pero cualquiera que sea la solución que al punto 
planteado deba darse por quien para ello esté autorizado, es pre­
ciso, señor Ministro, tener una norma fija; pues de otro modo, 
en cada caso particular, hay que aceptar una de estas posibili­
dades, ambas inaceptables, o  se deja morir sin testamento a 
quien no tiene todo el tiempo necesario para otorgarlo de modo 
solemne, en nación extranjera, o  se corre peligro de la nulidad 
del testamento verbal, puesto por escrito ante A gente Diplomá­
tico o Consular Ecuatoriano. Sí hay jurisprudencia a este res­
pecto, ruego a Ud., señor Ministro, hacérmela conocer, o  en su 
caso recabar de la Excma. Corte Suprema la solución del punto 
que dejo planteado.»
Como la consulta formulada por el señor Encargado de N ego­
cios ad-interim en París no puede elevarse a la Corte Suprema 
de Justicia por los Ministros Secretarios de Estado, atenta la 
prohibición consignada en el A rt. 5Í de la L ey  Orgánica del 
Poder Judicial y  la disposición contenida en el Art. í .°  de la 
Ley de Régimen Administrativo Interior, y  com o, por otra par­
te, nuestra legislación guarda silencio en cuanto a la forma, so­
lemnidades, validez y  efectos del testamento verbal — uno de 
los privilegiados—, otorgado en nación extranjera, con  todo de 
que, como ya lo  tiene declarado el Supremo Tribunal de Justi­
cia («Gaceta Judicial» N .° Í68, tercera Serie), no lo desconoce 
ni lo da por nulo, aprecia este Departamento que es llegado el 
momento de que la docta Corporación que Ud. dignamente 
preside, en ejercicio de las atribuciones que le concede el Decreto 
Legislativo sancionado el 4 de octubre de J9Í2, proponga las 
adiciones que deban hacerse al C ód igo Sustantivo Civil, para 
llenar el vacío que motiva la anterior consulta, sin perjuicio de 
que, sí lo tiene a bien, la propia Academia dictamine al respecto. 
La Academia comisiona el estudio de dicha consulta al señor 
doctor Alejandro Ponce Borja.

T interillaje. Con relación al N .° 16 del Art. Í5Í de la Constitución de la
Pág. *228°* ^  República, que trata d é la  libertad del ejercicio profesional, los
J93J, señores doctores Modesto A . Peñaherrera y  Francisco Chiríboga

B., creen que la ley debe aclarar el concepto preciso del iinte- 
rillaje y  determinar su carácter y  aquello que lo  constituye tal; 
toda vez que el Diccionario de la Academia define al tinterillo
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com o el «abogado de poco saber y  i-esoetn, , .
logar, en la práctica, a que se desechen dem iñJ “ to ha dado 
rillos, por no constar su calidad de aboyado, „ ¿ s, c° ntra '¡nte- 
la presentación del titulo de tales. ’  °  “ aaersc exigido

Testamento. C U E S T IO N E S  D E N U L ID A D  DE T E STA M E N T

pig. 2V  J cs,s'
O.

f .  Doctrina jurídica y  legal sobre la 
derecho reclamado. expresión de la causa del

L pLemn°t“ íafa ^ “  CXPteSÍÓn ^atocia;
3 Si el interés del actor se basa en su estado civil, la nega- 
c o n  general de los fundamentos de la demanda nú significa 
controversia sobre el estado civil. s
i .  Para probar el estado de hijo legítimo, basta la partida de 
nacimiento. N o  se necesita la del matrimonio de los padres si 
no ha sido impugnado también ese estado.
5. Pruebas supletorias del estado civil.
n.
6. Significación e importancia de la firma en los instrumentos.
7. Sí el testador no firma, requiérese: a) que haya habido cau­
sa que le impida; y  b) que esa causa se explique.
8. La causa debe ser la inmediata directa; la determinante. N o 
basta la remota o predisponente. Aplicación a la vejez y  en­
fermedad.
m .
9. Cuándo puede decirse que alguien es demandado condícío- 
nalmente. Aún en este caso es parte en el juicio, máxime si 
se presenta y  contesta.
ÍO. El que, por tal m otivo, quiere no ser parte, debe oponer 
excepción dilatoria a  cuestión previa.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el señor doctor Víctor M . Peñahcrrera.

T estamento. S U M A R IO  
R . F . N ° .  100 T 
PáK. 315 L‘
1931. Afirmada una relación de familia con el difunto, como base del

derecho a la herencia, es necesario comprobarla, si la parte con­
traria niega ese derecho, aunque la negativa no se refiera se- 

f ñaladamcntc al estado civil a que la misma relación diere lugar.

II.
La causa por la cual, según se expresa en el testamento, no 
pudo firmar el testador, debe ser apta, por su naturaleza, para 
producir ese efecto; pero no es necesario explicar la manera 
cóm o se hubiere manifestado aquella imposibilidad en e caso 
de que se trate.
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Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el señor doctor Manuel R . Balareao.
Resoluciones de los Tribunales.

- „ mentó. CU ESTIONES SO BR E N U L ID A D , F A L S E D A D  E INS- 
r . F. N°. J03 CRIPCION  d e  u n  t e s t a m e n t o  s o l e m n e  a b i e r t o .
1932 181 Alegato presentado ante la Corte Superior de Q uito, por d  

señor doctor Alejandro Rívadeneira.

T e sta m e n to . Pantomima de los testamentos. Esencia y  solemnidades del 
jrt fjo. 103 testamento abierto. Inobservancia de éstas. Falsedad del tes-

Pág. 184 tamento. Otros puntos controvertidos. Conclusión.
J932. Exposición del doctor Arcesío Dom ínguez, defensor de los de­

mandantes.

T e st a m e n t o .  SUM ARIO.
R* 103 Dos son âs accíones deducidas en la demanda: la de nulidad y  
Í932. 191 Ia de falsedad del testamento de la señora Francisca Rodríguez. 

Fundamentos de cada una de esas acciones.
La Corte Superior declara la nulidad del testamento por la cau­
sa que se alegó para la falsedad y  por otra que no fue alegada 
en la demanda.
La jurisdicción del superior se determina por el acto de la ape­
lación. Fijanse, en consecuencia, los puntos som etidos a la 
decisión de la Corte Suprema.
Refútase la curiosa doctrina de la Corte Superior acerca de que 
el testamento abierto otorgado ante escribano, se desenvuelve en 
dos situaciones legales: la del m om ento en que el. testador 
hace sabedores de sus disposiciones al escribano y  testigos y  la 
del en que, extendidas esas disposiciones en el protocolo del 
escribano, se lee el instrumento testamentario. Errónea afirma­
ción respecto a la legislación francesa y  argentina en cuanto a 
la forma del testamento público.
El Art. 1050 del Código Civil se refiere a un caso diverso del 
en que desacertadamente lo aplica la Corte Superior para fun­
dar el nuevo motivo de nulidad del testamento.
Alegato presentado ante la Corte Suprema, por el señor doctor 
Alejandro Rívadeneira.

T e s t a m e n t o . SU M ARIO.

Pág. 207* Los considerandos objetivos de un fallo tienen toda la fuerza
1932. de la parte resolutiva. El que una parte del fallo sea resoluti­

va depende sólo de que en ella se resuelva en todo o  en parte 
lo controvertido.—N o  es m otivo de nulidad del testamento el 
escribirlo sin la presencia del testador y  los testigos.— El testa­
mento público está constituido esencialmente por un solo acto. 
Este único acto en que el testamento consiste es el que debe 
verificarse de la manera prescrita en los incisos 2.° y  3.° de los 
Arts. 1.007 y  1,008 del Código C ivil.— Por el hecho de cum-
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T esta-mento
n. F. N°. 103 
pig. 223 
1932.

plirse lo prescrito en esos artículos ha de tener.......................
tada legalmente la voluntad del testador. * POr man<£es- 
Manifíesto presentado ante la Corte Suprema d- T. .. . 
d  señor doctor N . Clemente Ponce. Jushc,a> P°'

S U M A R IO

El testamento que aparece d id a d o  por el testador, sin serlo 
efectivamente, no es acto de una sola persona y, por lo tanto 
es nulo. Las inexactitudes comprobadas de un instrumento oú 
blíco constituyen falsedad que debe enjuiciarse.—La cosa iurva 
da no cabe de sentencia no ejecutoriada: por lo mismo,' el juez 
superior tiene jurisdicción para resolver todos los puntos contro- 
vertidos.— Las jurisprudencias extranjeras no pueden aplicarse a 
un país que tiene legislación propia, aunque haya analogías de 
ésta con la de ótros.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el señor doc­
tor Arcesío Domínguez.
Resoluciones.

T esorero Fiscal. E l doctor Manuel Cabeza de Vaca, se expresa en estos 
r . F. N°. 103 términos: Ahora que estamos tratando de la jurisdicción coactí- 
Pág. 246 va, me permito insinuar el estudio de un punto relacionado con
I932* ella: En virtud de la nueva L ey Orgánica de Hacienda, hay

dificultades para resolver quién deba reemplazar al Tesorero 
Fiscal cuando éste falte. H oy  no tenemos los Interventores de 
Hacienda ni una persona que subrogue al Tesorero, y  la Ley 
Orgánica de Hacienda dice que, a falta del funcionario que 
debe intervenir en el juicio de coactiva, el Ministro nombrará 
la persona que debe reemplazarle. Además, en el Código de 
Enjuiciamiento Civil se dice que a falta del Tesorero o Colec­
tor, el Gobernador respectivo designará el subrogante. Ahora 
bien, si esta disposición no está derogada, lo cual depende del 
alcance que se dé a la disposición de la Ley Orgánica, ¿cuál 
será el funcionario que reemplace al Tesorero?} el nombrado 
por el Ministro o  el que nombre el Gobernador?

T e s t a m e n t o . Para que se acepte en juicio la acción de nulidad de un tes- 
R. F. N°. 103 tamento, es indispensable que el testamento esté inscrito? 
filo 247 Comienza la discusión.

T e s t a m e n t o . Continúa la discusión del punto relativo a si, para que se 
R. F. N°. 103 acepte en juicio la acción de nulidad de un testamento, es in- 
%  dispensable que el testamento esté inscrito?

T estamento. V otada la proposición anterior, se obtiene este resultado: Por 
R. F. No. 103 la afirmativa, los doctores Manuel R . Balare*©, Modesto A. 

257 Peñaherrera, A lberto Guerra P . y  Alfonso Miranda: p or  _ â  ne­
gativa, los doctores Francisco Pérez Borja, Franmco Cfuriboga 
Bustamante, Primitivo Y ela y  Antonio José Borja.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



T ercería excluyente. El doctor Antonio José Borja informa quc cstin 
R F . N°. 105 parados para el estudio en esta sesión los fallos contradictorios
PáR. 72 
1932.

dictados por la Corte Suprema, sobre el siguiente punto: Sí es 
procedente la reconvención propuesta al contestar la tercería 
cxclwycntc.

T ercería excluyente. Continúa ci estadio del punto relativo a si es procc- 
r . F. N°. J06 dente en las tercerías excluyentes la reconvención encaminada 
Pág. 133 a qUC se reconozca o se deniegue un derecho conexo con el 
J932‘ dominio mismo, alegado por el tercerista.

T ribunal del Crimen. Se lee la consulta del doctor Ruperto Alarcón 
r . F. N°. 106 respecto de los siguientes puntos: í .°  Un vocal del Tribunal del 
Pág. 13S Crimen puede ser considerado, bajo algún concepto, como em- 
,932’ picado del Poder Judicial?

Y , 2.° Qué es la elección? Cuáles actos la constituyen?
La Academia acuerda contestar al doctor A larcón  J., manifes­
tándole que, como de los términos de la consulta, se desprende 
que se trata de un caso concreto que puede llegar a conocimiento 
de los“tríbunales de justicia, de acuerdo con el artículo 8.° del 
Reglamento de la Academia, no puede ser considerada por esta 
Corporación.

T ercerías. Consulta del doctor Flavio Ortíz N avarro: IV . Es o no verdad: 
R. F. N®. 106 a) Que atento el artículo 567, se puede reclamar en cualquier 
uar? 155 juicio, si alega el reclamante que tal o  cual providencia le causa 
9 perjuicio y, por lo mismo, debe ser admitido íncondicíonalmente,

por el juez a la controversia incidental del punto y  a la com ­
probación del perjuicio; y,
b) Cuál es la forma legal que debe emplear el reclamante para 
ser admitido?
V . Es o no verdad, que no seria aplicable el artículo 337 al 
tercerista excluyente, diciéndose que trata de perjudicar malicio­
samente a la parte contraria o  de retardar el curso del litigio, 
solo porque se presenta en juicio en la forma razonable, pres­
crita en el inciso 3." del Art. 577, esto es, sin Ululo escrito del 
dominio que alega, asegurando, simplemente, con juramento, que 
adquirió la cosa por prescripción extraordinaria, ya que el juez no 
está autorizado en este caso para juzgar anticipadamente sobre 
las intenciones ocultas del tercerista y  le está prohibido prejuz­
gar respecto de antecedentes, derechos y  pruebas y , además, 
emitir juicios o fallar acerca de lo que no conoce todavía y  fuera 
del tiempo oportuno, fijado por la ley para que las partes com ­
prueben los fundamentos jurídicos de sus acciones, excepcio­
nes, etc?

Academia continúa en el estudio de la consulta del doctor 
Pág.* 256* 03 ? í av*° Navarro; y , acepta estos razonamientos del doctor 
J932. Manuel R . Balnrezo; «Q u e no recuerda ningún caso práctico en

el que se hubiera aplicado el antedicho artículo 38Í, de cuyo
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tenor literal, y  aún del fundamento mismo de la apelación se 
desprende que, para ser aplicable el articulo, del proceso 
debe aparecer, asi com o consta el nombre de las part« Z  
intervienen en el juicio, el de las personas que, siendo interesa 
eí-ic nn intervienen en él. Un t e r r e r o  . r csa

. --------;  ”  ' ------- ■ . TT - - -  *------- -- Sienao interesa-
das no intervienen en él. Un tercero cuyo interés no estuviese 
revelado en el juicio y  pretendiera comprobarlo recientemente 
con nuevos documentos o diligencias judiciales, no estaría, qui-

C o m p i' <’ n n < d o  entre l a s  n « e n n t i e  •» 1 ’

artículo.

con nuevos uuluuimuu» «  «agencias judiciales, no estaría, qui­
zá, comprendido entre las personas a quienes aprovecha este 

ulo.
Cerrada-la discusión, todos los señores Vocales manifiestan es­
tar de acuerdo e n  que, para que sea aplicable el artículo 5 6 7  
el interés inmediato y  directo del tercero que apela, debe apare­
cer del proceso mismo, estar íntimamente conexionado con él.

T ercerista coadyuvante. El doctor Manuel María Borrcro, propone la sí- 
R. f. N°. JOS guíente consulta: El tercerista coadyuvante, en juicio ejecutivo, 
P¿g. 26J puede intervenir en la tercería excluyente de dominio propuesta 
1932. en el antedicho juicio?

Com ienza la discusión.
El doctor Balarezo observa que la opinión de la Academia se 
ha inclinado al criterio de que, en el caso consultado por el 
señor doctor Borrcro, el tercerista coadyuvante puede intervenir 
pero no considerado estrictamente con ese carácter, sino como 
una tercera persona a la que interese la resolución definitiva de 
la tercería excluyente, o  a la que causen perjuicio directo las 
providencias dictadas en el juicio ordinario en que se va a ex­
pedir aquella resolución.
En esta forma se resuelve el problema anterior.

T ribunal del C rimen. E l señor doctor Celio Enrique Salvador formula la 
R. F. N°. 109 siguiente consulta: ¡L os jueces del Tribunal del Crimen, son 
Páf. 30 jueces de derecho, o  son jueces de hecho, o tienen una función
1932. mixta? ¡ Y  qué, lo que deben ser, para conformarse con los

m otivos y  el fin de la institución?

T ribunal del Crimen. La Academia termina el estudio de la consulta del 
R. F. Ñ°. 109 doctor Celio Enrique Salvador y  opina que el Tribunal del 
Píe. 38 Crimen desempeña una función mbct.il representa el papel de
1932, juez de hecho y  de derecho.

T ribunal del C r IMen. L os Vocales del Tribunal del Crimen. Su posesión. 
R. F. N°. III C óm o se posesionan?

Consulta del doctor Ezequíel Mora A.Pág. 219 
1933.

T ribunal del C rimen. Se inicia el estudio de la primera^p. ii d ^ dcI 
R. F. No. Ul Jel doctor Ezequíel M ora A ., referente * * “  ’  evia |a 
Pijj. 232 Tribunal del Crimen deben tomar posesión del cargo p 

promesa legal prestada ante la Corte Superror.
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Universidad. 
R. F. N °. 38 
Pág. 73 
J9J5.

Usufructo. 
R. F. N°. 53 
Pág. 292 
J9I7.

TJ

L A  U N IV E R S ID A D  DE Y  ALE.

D el N ° 554: de «E l Republicano» de Quito.

Contradicción manifiesta entre lo dispuesto por los Arts Í79J 
inciso 2o del Código Civil y  533 del de Enjuiciamientos, res­
pecto al remate de inmuebles. Necesidad de derogar o refor­
mar esta última disposición, porque contiene una perogrullada 
su primera parte, y  una antinomia la segunda. ¿A su amparo 
puede actualmente un coejecutado, codeudor solidario y  condò­
m ino rematar para sí el inmueble, so pretexto de Hacerlo para 
su mujer, dando de contado parte del precio y  ofreciendo el 
resto a plazo? ¿En un remate, en el cual intervienen marido y  
mujer, no emancipada económicamente ni separada de bienes, y  
en el que afirman que compra lo subastado la consorte con di­
nero de su propiedad, el rematador es el marido o la mujer? 
Los Arts. 1740, I74Í, 1715 inciso 3o y  1717 N ° 2o del Código 
Civil y  5o de la Ley de Emancipación Económica de la mujer 
casada, ante una declaración judicial "ejecutoriada de la validez 
proforma del acta y  del acto del susodicho remate. El remate 
por persona interpuesta y  la estipulación a favor de un tercero: 
Art. 1439 del Código Civil. Bondad manifiesta del Art. 33 de 
la L ey  reformatoria del Código de Procedimientos Civiles ex­
pedida en 1911. ¿Aunque no se haya propuesto tercería exclu- 
yente sobre la cosa embargada, cabe reembargar y  rematar los 
derechos del deudor sobre dicha cosa, cualesquiera que ellos 
fuesen, nacidos del remate? Acepción jurídica de los vocablos 
derechos y  acciones, usados por los Arts. 569 del Código Civil 
y  523 del de Enjuiciamientos. El embargo de derechos y de 
accciones no está sujeto a peso, medida o aprehensión. ¿Cómo 
se realiza, sí el deudor es dueño exclusivo y  no condòmino 
de la cosa? Los derechos o acciones sobre inmuebles se re­
putan tales, pero no se identifican con los mismos. ¿Si un co­
deudor solidario, coejecutado, remata para sí un bien del cuat era 
simple condòmino, puede el ejecutante, insoluto de su cr i o,
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reembarcarlo y  rematarlo, en la misma ejecución,  o sólo embar­
gar y  rematar los derechos del deudor sobre ese bien? ¿Sí el 
jaez de an juicio ejecutivo declara, a la vez, válidos el acta y 
el acto del remate de un inmueble, en atención a la ausencia de 
vicios de forma, y  está ejecutoriada la orden de embargo de los 
derechos del deudor sobre el inmueble, nacidos del remate, pue­
de denegar la inscripción del embargo? T a l embargo no infrin­
ge lo dispuesto por los Arts. 5 19, inciso 9o. y  529, inciso 3o. del 
Código de Procedimientos; el dominio es un bien diverso deí 
condominio. El embargo y  remate del derecho del dueño sobre 
una cosa no son el embargo y  remate de la cosa misma, aunque 
la materialidad sea una. ¿La mujer deí coejecutado — el cual 
remató para si el inmueble, de que era condueño, aparentando 
que lo hacía su consorte,- es parte en el juicio ejecutivo o 
puede presentarse com o tal prom oviendo incidentes o  recurrien­
do de las providencias de embargo de los derechos del marido 
sobre el inmueble, o  de la orden de inscripción? Reconocida por 
un fallo la validez deí embargo de los frutos y  usufructo de un 
inmueble, se reconoce, por lo  mismo, que éste es de propiedad 
exclusiva del marido, o  sea de la sociedad conyugal, y  no de 
la mujer: ya que, sí los frutos y  usufructo de los bienes propios 
del marido son bienes sociales, y ,  en consecuencia embargables 
por los acreedores del marido, no es embargable el usufructo del 
marido sobre los bienes propios de la consorte. (Arts. Í7 Í5  N ° 
2°, Í726 N ° 5o, Í730 N ° 3o y  2248 inciso 3o del C ód igo Civil). 
Frutos no son lo mismo que usufructo; la idea de éste comprende, 
a la vez, dos: la de la administración de la cosa fructuaria, mueble 
o inmueble, de cuyos frutos ha de gozar, y  la de percepción de los 
frutos;porque el usufructuario gobierna la cosa y  se aprovecha de 
sus utilidades. ¿Sí el marido autoriza por escrito a su mujer para 
oponerse al preíndícado embargo de los derechos de él sobre un 
inmueble, o  a su inscripción, ella litiga contra él o de acuerdo 
con él? El recurso de hecho no consiste en elevar de fado  el 
proceso al superior, ni puede ser concedido a un tercero que se 
presenta en juicio ajeno reclamando en contra de providencias 
que no le causan perjuicio directo ni indirecto. La mera opo­
sición de uña tercera persona en juicio ajeno no equivale a ter­
cería excluyente.
Exposición que hace a la Academia el Sr. Dr. Ricardo Félix, 
Miembro del Colegio de Abogados.

Usufructo. Con referencia a las cuestiones jurídicas que contiene la con- 
Pá F3oN°‘ 59 Sû a P o ic a d a  en el N ° 53 de la «Revísta Forense», pág. 292, 
191% ^  Dr. ^ car^° Félix, lleva al conocimiento de la Academia las

providencias judiciales pertinentes; y , manifiesta que se han de­
clarado estos principios jurídicos, según su opinión; 
í°. Pertenece a la sociedad conyugal, esto es al marido, res­
pecto de terceros, lo  comprado con dinero propio de la consorte, 
no emancipada económicamente, aunque intervengan marido y  
mujer en el contrato de compraventa manifestando que ella es 
la compradora, sí el dinero no ha sido destinado a ello en las
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dan comprobarse, respecto de terceros, en la forma o por los 
medios que el Código Civil determina al tratar de la prelación 
de créditos (Arts. I7Í5 inciso 3o, 1717 N ° 2o y  1723 inciso 3o 
del Código Civil y  5o de la Ley de Emancipación Económica 
de la mujer casada, sancionada el 26 de setiembre de 1911.
2o. Sí un coejecutado, codeudor solidario y  condueño de un 
inmueble llega a ser su exclusivo dueño por remate verificado 
en pública subasta, y  el acreedor ejecutante continúa insoluto de 
su crédito, puede reembargarse el propio inmueble y  volver a 
rematarse, en la misma ejecución, para el pago aí acreedor. 
3o. Si se reconoce válido y  legal, en una litis con terceros, el 
embargo del usufructo del marido sobre un inmueble, se reco­
noce, por lo  mismo, que el inmueble no es de propiedad de la 
mujer sino de la sociedad conyugal o sea del marido; ya que, 
si los frutos y  usufructo de los bienes propios del marido, o de 
la sociedad conyugal, son bienes sociales, y , por consiguiente, 
embargables, por los acreedores de la sociedad o por los del 
marido, no es embargable el usufructo del marido sobre los 
bienes de la mujer, ni el del padre de familia sobre los bienes 
del hijo. (Art. 2448 inciso 3o del Código Civil).
4o. Embargar el derecho de dominio pleno y  exclusivo de una 
persona sobre un inmueble vale tanto como embargar el inmue­
ble mismo, o  sea, su totalidad material. (Arts. 569 del Código 
Civil y  53 í del de Enjuiciamientos).

Usufructuario. C U E ST IO N E S JURIDICAS.
R. F. N°. 62 E¡ pa(írc osufructUario legal de los bienes de los hijos menores,

no está obligado a pagar los capitales de las deudas de éstos. 
Manifiesto del Sr. Dr. N . Clemente Ponce.

U rbana, pro: 
R. F. No. 79

r iu s  UUJ “  .......------- y
a esa suma, pero que, reunidos, exceden

U rbana, pro: 
R. F. No. 79 
Pág. 81
1924.
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¿¡entes, no hay r « ¿ n  algumi Icg i '  P*ra ^  se su™ ”  <°s valo­
res oará el cobro del impuesto. T a m p oco  hay razón para sumar 
los valores, aunque los predios estén materialmente contiguos, 
salvo el caso de que, habiéndose agregado o  incorporado el uno 
t otro haya desaparecido su individualidad, llegando a cons- 

títoír uno solo. Sí el dueño de un predio lo  divide en dos o 
más la propiedad continúa una sola para el efecto del pago del 
impuesto, mientras no se la divida por medio de la enajena­
ción. Esto mismo debe aplicarse al caso en que la propiedad 
única quede materialmente dividida por abrirse posteriormente 
una calle o  camino público o privado.
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V enta. 
R. F. N».
Fig. 295 
1913.

¿Puede une sociedad comercial comprar y  vender bienes 
7 do en el contrato social no se dice nada respecto a 

Consulta del Dr. Julio Aguírre Overweg.

raíces cuan- 
este punto?

V alidez de 
R. F. No. 27 
Pág. 65 
1975.

procesos. Diferencia entre la jurisdicción y  el fuero. Efectos 
que la sentencia contra el deudor, surte contra el fiador. Natu­
raleza y  esencia de la caución. La validez de los procesas y 
el mérito de las pruebas. Firma de los poderes, cuando no se 
extienden ante Escribano.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. Luis Felipe Borja.

V enta. La 
R. F. Nos. 44 
y 45 
Pág. 299 
7916.

Academia se ocupa del estudio del Proyecto de Reformas del 
Código de Enjuiciamientos Civiles, sobre providencias preven­
tivas o precautorias. Inconvenientes que acaso tendría el que 
la venta de la cosa cuya enajenación estaba prohibiba, adolezca 
de nulidad absoluta. ¿Habría objeto ilícito en dicha enajenación, 
com o la hay en la de las cosas embargadas, cuando se verifica 
sin que el juez la autorice o  el acreedor consienta en ello?

V oluntaria, jurisdicción. JURISPRU DENCIA DE LOS TRIBUNALES. 
PágF*950‘ 61 U N A  C U E S T IO N  P A L P IT A N T E  Y  U N A  REFORM A 
1919. N E C E S A R IA .

En el juicio de divorcio por mutuo consentimiento ¿ejerce el 
juez jurisdicción contenciosa o  voluntaría?
Estudio del Sr. Dr. Víctor M. Peñaherrera.

V alidez de los contratos. Sistema del Código Civil en cuanto a la vali- 
R. F. N°. 62 ¿ qz de los contratos. Cómo debe entenderse el Art. 1673 de 

177 dicho Código, que prohíbe la ratificación de los que adolecen de 
nulidad absoluta. Efectos de la ratificación cuando ésta encie­
rra todos los elementos esenciales para celebrarse un nuevo con­
trato.
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Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. Luis Felipe Borja.

V erbal, 
r . F. N°- 62 
Pág.' 197 
1919.

, procedimiento. Informe presentado al C olegio de Abogados de 
í «  T W a . ñor el Sr. Dr. Reinaldo Lara, Presidente de dicho Cn."ibarra, por el Sr. Dr. Reinaldo Lara, Presidente de dicho Co­

legio, respecto al Proyecto de Reform as al C ódigo de Procedi­
miento Penal: , , _  , . , , „
Del procedimiento verbal. Del cuerpo del delito. Del so­
breseimiento. De las solemnidades sustanciales. Disposiciones 
generales.

V enta. SUMARIO.
R. F. N°. 63 c asos en los cuales es necesario interpretar los contratos. A l- 
fífó  19 canee de la regla de que éstos deben interpretarse de buena fe.

Acepción técnica de la palabra plazo. A l  interpretar las conven­
ciones, no se han de tomar las voces en su acepción técnica. 
La intención de las partes debe prevalecer sobre los términos 
que se emplearen en los contratos; y , además, han de estudiar­
se las circunstancias peculiares de cada convención. Naturaleza 
del contrato de venta. ¿En que consiste la posesión material? 
Las reglas concernientes a la prescripción son de derecho pu­
blico y  no pueden ser modificadas por las partes. Razones 
que justifican el Art. 1825 del C ódigo Civil. Interrupción na­
tural de la prescripción? sos efectos.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema de Justicia, por 
el Sr. Dr. Luis Felipe Borja.

V iolación. Se discute el proyecto de reformas al C ód igo de Enjuiciamientos 
R. F. N°. 64 Crimínales. La Academia aprueba el siguiente artículo refor­
jas* matorioi «Sí se tratare de una violación o atentado contra el

pudor se practicará el reconocimiento sólo  cuando el juez lo 
creyere indispensable; y, en este caso, se hará por dos parteras 
o en su falta, por dos mujeres que gocen de buena reputación, 
acompañadas, sí el juez lo creyere conveniente, de un facultati­
vo, sin que pueda concurrir el juez ni el secretario».

V iuda. La viuda a quién, en la partición de los ganacíales, se le adjudica, 
p* F’o*c°* ^  una cosa c°niprada por el marido, tiene derecho de demandar 
J92o. al vendedor la inscripción del título.

La sentencia que declara la nulidad absoluta de la inscripción, 
restablece el derecho de exigir que ésta se practique, eí que no 
prescribe por el transcurso del tiempo intermedio.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr, Dr. 
Manuel R , Bala rezo.

V iuda. CUESTIONES DE D ERE CH O  T R A T A D A S .
R. F. N°. 67
Pág. 338 Ia* La acción del comprador para la entrega es personal. Muer-
Ĵ 20* t°  e! comprador de bienes raíces, antes de la inscripción, no

puede demandarla la viuda, sólo por habérsele adjudicado el
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inmueble, si no se le ha trasmífM« * c ,
sonal; trasmitido también ese derecho per-
2a. La acción para reclamir u  * . ,
años; y si ésta es nula, el'niazo Prescríbe en veinte
de nulidad, sino desde el contrnto, '  ” °  h  Scntcncia 
3a. Efecto retroactivo de la sentenrJ-, n  u 
nulidad fue declarada en el momenió ^  * 7 ? ™ ™  quc h  
Este es el sentido del Art. 1677; es decir se^et ^  '1Cl.° “ í 1“ ' 
tos de la nulidad al momento del acto n ilo ’ !rotr,1cn ,°S f T  
el acto nulo a la fecha de la sentencia n ¡\  i " 0- se tJasladapo intermedio; “ tenca, n. se elunma el tiem-

*“• ( La « * * * . * '  la inscripción, siendo válido el contrato de 
venta, no da derecho a la restitución del precio. E ta sólo 
puede pedirse en los casos de nulidad o de resolución del con”

M? S ^ a M‘e U C°rtC S°PrC” a- p° ' »'•

V iuda. Manifiesto adicional del Dr. Manuel R . Balarezo sobre 
r . F. N°. 67 nes tratadas anteriormente.
Pág. 347 
J920.

las cucstio-

V iuda. Manifiesto adicional del Sr. Dr. Víctor M. Pcñaherrcra, acerca de 
R. F. N». 67 los puntos jurídicos planteados anteriormente.
T̂ 20 351 Jurisprudencia de los Tribunales.

V erbal sumario. Iniciado un juicio ordinario sobreviene un cambio de ley 
R. F. N°. 73 que ordena que el asunto que antes se discutía ordinariamente, 
Pág. 262 se tramite en juicio verbal sumario, ¿qué efecto puede producir 

esta disposición, si se la relaciona con el Art. 93S del Código 
de Enjuiciamiento Civil, según el cual los fallos expedidos en 
juicio verbal sumario no producen efecto de cosa juzgada para 
la via ordinaria, que podrá intentarse por cualquiera de las par­
tes? Sí al actor le queda expedito el juicio ordinario, después 
del verbal sumario ¿podrá, en vez de iniciar su demanda ver­
bal y  sumariamente, comenzar desde luego el juicio ordinario? 
¿Cabrá que se dirija al Juez pidiéndole sustancie ordinariamente 
la causa, o  sí esta sustanciación ha comenzado que la continúe 
en la misma forma?
Cuestiones propuestas por el Sr. Dr. Modesto A. Peñaherrera.

V enta. El Sr. Dr. Alejandro Ponce Borja, en el seno de la Academia, cx- 
R. F. N«». 79 pone; Entre las reformas al Código de Enjuiciamiento Civil 

73 expedidas por la Legislatura de Í92J, tenemos esta disposición;
Art. Í3. Después del Art. 750, póngase el siguiente; «La po­
sesión efectiva no es necesaria para la validez de las ventas, 
hipotecas u otros contratos relativos a los bienes hereditarios». 
Antes de esta reforma había en el foro discrepancia en ornen a 
la determinación del efecto que producía la venta de un inmue­
ble hecha por el heredero sin que preceda la sentencia de po­
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sesión efectiva? pues, según unos, la omrsion producía la nulidad 
absoluta del contrato, según otros, nulidad relativa, y  por últi­
mo, para otros, ni la «n a  ni la otra nulidad? la omisión no 
invalidaba el contrato, los derechos y  obligaciones personales 
que de él se derivaban subsistían? pero no podía producir nin­
gún derecho real.
Con estos antecedentes, parece que el Legislador, al expedir la 
reforma mencionada, optó por la tercera opinión y , dejando 
subsistente la institución de la posesión efectiva, estableció, que 
a omitirse ésta, el contrato com o tal era perfecto? pero no podía 
efectuarse la tradición del derecho por medio de la inscripción, 
Si la falta de la posesión efectiva no produce este efecto, re­
sulta que la institución se ha extinguido o ha quedado reducida 
al efecto de que al heredero putativo que la ha obtenido, le sir­
ve como justo título, conform e al último inciso del Art. 692 
del Código Civil.
Someto, pues, a la consideración de la Academ ia esta inter­
pretación del artículo reformatorio, a fin de que emita su ilus; 
trada opinión.

V endedor. A C CIO N  R E SO L U T O R IA .

Págf*3N°' 86 í° . Para ejercer la acccíón resolutoria es necesario haberla ad-
Í926. quírído de todos los que, com o vendedores, intervinieron en el

contrato, y  no puede ejercería quien la adquirió de solo  uno de 
ellos. 2o. La escritura de ratificación de una compraventa no 
produce efecto alguno, sí en ella se incluyen cosas no compren­
didas en la primera escritura, y  no se estípula el precio de esas 
cosas. 3o. La acción resolutoria extingue el contrato retroacti­
vamente, borra todos su efectos, y  deja las cosas, en relación 
con los contratantes, en el estado en que se habrían encontrado 
si no hubiesen contratado. 4o. La cesión del derecho de exi­
gir el cumplimiento de las obligaciones de un contrato no com ­
prende la acción resolutoria? por el contrario, la excluye implí­
citamente. 5o. La nota de cesión no puede transferir la acción 
resolutoria relativa a un inmueble, porque es ineficaz para tras­
mitir el derecho primitivo de propiedad que tuvo el vendedor, 
derecho sin el que no puede ejercerse dicha acción. 6o. La 
acción resolutoria relativa a un inmueble tam poco puede cederse 
por escritura pública, porque es acción personal. 7o. El pre­
cepto establecido en el Art. Í479 del Código Civil, de que en 
los contratos bilaterales va envuelta la condición resolutoria por 
no cumplirse por una de las partes lo  pactado, no se compa­
dece con la equidad y  la justicia cuando se lo  aplica a los 
casos en que se ha omitido tan solo el cumplimiento de una 
parte muy pequeña de las obligaciones. 8o. En principio, la 
norma suprema, en tratándose de la acción resolutoria, es la 
equidad; razón por la que los árbitros arbítradores que deben 
juzgar por la buena fe, según las especíales circunstancias del 
caso, no pueden aplicar el principio absoluto del Art. Í479 del 
Código Civil. 9o. El vendedor que por su parte, no ha cum-
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piído todas sus obligaciones, no ouede , ,
prador la accidn resolutoria. ,ntentat contra c'  com-
Manífiesto del S r. D r. Alejandro Ponce Borja.

Venta. E l  S r. D r. Modesto A . Peñaherrera, Vice- Presidente de la Acade- 
R . F. N». 88 mía, formula la siguiente consulta, «En  un contrato de venta 

de bienes heredrtarros, venta efectuada en doscientos sucres, e 
demanda la nulidad o resoluc ón. Se pregunta, s i deberá a en- 
derse, para f,|ar la cuantía, al valor del contrato o al valor de 
lo s bienes hereditarios? A l tratarse de una resolución por le­
sión enorme, s i ha de atenderse para fijar la cuantía al precio 
fijado en el contrato o al justo precio que pretende tiene el actor, 
m il sucres, por ejemplo?
Se inicia la discusión.

Pág. 223 
1926.

V enta. C U E S T IO N E S  T R A T A D A S .
R. F. N°. 93 
Pág. 295 
1927.

í a. Entrega o tradición de cosas incorporales.
2*. La venta del derecho de herencia impone, como toda ven­
ta, la obligación de entregar; y  esa entrega o tradición debe 
hacerse por la inscripción del título, sí el derecho recae sobre 
bienes raíces.
3a. Por tanto, vendido ese derecho a dos o más personas, por 
diversos contratos, la propiedad corresponde al comprador a 
quien primero se le hizo la entrega en la forma legal. 
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Víctor M . Peñaherrera.

V enta. A lgunos principios sobre la cosa juzgada. Efectos que surten las 
r . F. N<>. 95 declaraciones hechas en un juicio si atañen al mero interés tn- 
Pág. 100 dívidual. Diferencia entre la venta de una sucesión hereditaria
1928. y  ja cesi(5n del derecho de herencia. Si debe inscribirse esta

cesión de acuerdo con el Código Civil y  el Reglamento de Ins­
cripciones.
Manifiesto presentado ante la Corte Suprema, por el Sr. Dr. 
Luís Felipe Borja.

V alidez de un proceso. Se inicia el estudio del punto relativo a la validez 
R. F. N°. J05 de un proceso, cuando un asunto que debió ser materia de un 
Pág. 47 su}ci0 ordinario, lo ha sido de un mero incidente.
1932. 1
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Y ale, universidad. La  Universidad de Yale.

PágF  73^°*38 Republicano» de Quito.
J9J6.
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